
Estudios sobre corrupción.indd   1Estudios sobre corrupción.indd   1 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



Estudios sobre corrupción.indd   2Estudios sobre corrupción.indd   2 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



ESTUDIOS SOBRE LA CORRUPCIÓN
UNA REFLEXIÓN HISPANO BRASILEÑA

Estudios sobre corrupción.indd   3Estudios sobre corrupción.indd   3 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



Estudios sobre corrupción.indd   4Estudios sobre corrupción.indd   4 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



ESTUDIOS SOBRE LA CORRUPCIÓN
UNA REFLEXIÓN HISPANO BRASILEÑA

IGNACIO BERDUGO GÓMEZ DE LA TORRE
ANA ELISA LIBERATORE S. BECHARA

(Coordinadores)

  

Estudios sobre corrupción.indd   5Estudios sobre corrupción.indd   5 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



© 
Los autores y

Centro de Estudios Brasileños / Universidad de Salamanca 

Motivo de cubierta:

1ª edición: xxxxxxxxxxxxxxx, 2012

ISBN: 978-84-000000-00-0-0
Depósito Legal: S. 0000000-2012

Centro de Estudios Brasileños / Universidad de Salamanca 
Plaza de San Benito, 1 | 37002 Salamanca 

+34 923 294 825 | +34 923 294 587 | www.cebusal.es

Gráficas Lope
Teléfono +34 923 194 131

www.grafi caslope.com
Salamanca. España

Impreso en España - Printed in Spain

Los estudios contenidos en este libro han sido elaborados en general, en el marco de dos Proyectos de 
Investigación españoles fi nanciados por el Ministerio de Educación (DER2009-13351) y la Junta de 
Castilla y León (SA033A10-1), y en particular en el Proyecto Binacional «Criminalidad económica y 

corrupción. Análisis a la luz de las iniciativas internacionales y de los ordenamientos jurídicos brasileño 
y español», desarrollado por las Universidades de São Paulo y Salamanca, el cual está coordinado por 

los Doctores Renato de Mello Jorge Silveira e Ignacio Berdugo Gómez de la Torre.

Estudios sobre corrupción.indd   6Estudios sobre corrupción.indd   6 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



Índice

Presentación
Ignacio Berdugo y Ana Elisa Liberatore S. Bechara ...................................................................  9

La Politica Criminal Internacional contra la corrupción
Ana Perez Cepeda y Demelsa Benito Sánchez.................................................................................  13

Corrupción política y derecho
Rafael Bustos Gisbert ........................................................................................................................................  57

A idéia penal sobre a corrupção no Brasil: da seletividade pretérita 
à expansão de horizontes atual
Renato de Mello Jorge Silveira ...................................................................................................................  73

A nova face da corrupção frente à tutela da ordem econômica
Sylvia Chaves Lima Costa ...............................................................................................................................  93

Corrupção: aspectos processuais
Antonio Scarance Fernandes y Tiago Cintra Essado ...................................................................  115

Corrupción, Estado de Derecho y Poder Judicial: retos y límites de 
las iniciativas supranacionales e internacionales de asistencia y 
cooperación judicial penal
Nicolás Rodríguez García ..............................................................................................................................  135

A infiltração de agentes no brasil e na espanha. possibilidade de 
reformulação do sistema brasileiro com base no direito espanhol 
Mariângela Tomé Lopes ...................................................................................................................................  241

El delito de cohecho de funcionarios nacionales: condicionantes 
internacionales y principales aspectos de su nueva regulación 
en el código penal español
Nuria Matellanes Rodríguez ........................................................................................................................  275

A política criminal brasileira no controle da corrupção pública
Ana Elisa Liberatore S. Bechara y Rodrigo José Fuziguer .....................................................  303

Estudios sobre corrupción.indd   7Estudios sobre corrupción.indd   7 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



8 índice

Instrumentos internacionais no combate à corrupçao. Transformaçoes 
e harmonizaçao do direito penal brasileiro: consideraçoes sobre 
os crimes praticados por particular contra a administraçao 
publica estrangeira
Beatriz Corrêa Camargo ...................................................................................................................................  321

Oportunidad político-criminal y viabilidad dogmática del delito 
imprudente de blanqueo de capitales
Eduardo Fabián Caparrós ................................................................................................................................  353

Algunos aspectos del nuevo delito de corrupción en el deporte
Ignacio Berdugo Gómez de La Torre y Giorgio Cerina ...........................................................  387

Urbanismo y corrupción: notas sobre el proceso evolutivo de su 
tratamiento penal en España
Antonio Vercher Noguera ..............................................................................................................................  413

Financiamento eleitoral e corrupção: limites do atual modelo de 
controle
Fernando Gaspar Neisser ................................................................................................................................  441

Estudios sobre corrupción.indd   8Estudios sobre corrupción.indd   8 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



Presentación

Ignacio Berdugo Gómez de la Torre
Catedrático de Derecho Penal. Universidad de Salamanca

Ana Elisa Liberatore S. Bechara
Professora Associada de Direito Penal. Faculdade de Direito da Universidade de São Paulo

1. La utilización desviada del poder, orientando su ejercicio hacia el propio 
benefi cio o hacia el de un tercero, es tan antigua como el poder mismo. Pero 
la corrupción, esa actuación desviada, presenta hoy rasgos que se vinculan 

a los del momento histórico que nos ha tocado vivir y paralelamente a aquellas 
características que son propias de cada sociedad. Todo ello hace que la corrupción 
sea hoy una realidad poliédrica con un contenido que excede en mucho el de las 
conductas descritas en el cohecho, la prevaricación o la malversación, y que tradi-
cionalmente recogían desde el siglo xix nuestros Códigos penales. 

De igual manera, la evolución de las sociedades y de la valoración que las 
mismas hacen de la corrupción ha generado un importante giro metodológico en 
lo que se refi ere a las estrategias para abordar los problemas que esta presenta en 
el momento actual. De hecho, hoy, ya no se considera mas a la relación personal 
corrupta entre un particular y un funcionario público como el objeto central de la 
preocupación jurídica, sino que se analiza la corrupción en un sentido sistémico, 
que no pocas veces presenta rasgos de aparente legalidad y, que por ello, aca-
ba presentándose diseminada en las sociedades. La valoración de esta corrupción 
abandona el ámbito moral para asumir un contenido económico, político o social, 
merece en la actualidad especial atención, a causa de su ofensividad sobre las es-
tructuras sociales y, en consecuencia, sobre el propio régimen político del Estado.

El Derecho en general siempre responde a los rasgos que presenta la sociedad 
que pretende regular y a las relaciones de poder que en la misma se dan y esta 
constante, como no puede ser de otra manera, también esta presente en una pri-
mera aproximación a las conductas que hoy consideramos comprendidas dentro 
de la corrupción.
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10 presentación

Si nos detenemos brevemente en un análisis de nuestras sociedades, podemos 
constatar que, junto a los rasgos que las caracterizan individualmente y que son 
consecuencia de su propia historia, existen hoy factores que constituyen un deno-
minador común. En este caso, una consideración de la sociedad española y de la 
sociedad brasileña, evidencia la presencia de factores, que acompañan a aquellos 
que delimitan su propia identidad, y posibilitan llevar a cabo una refl exión con-
junta, en especial cuando se pretende analizar y en su caso proponer respuestas 
frente a comportamientos, que, como la corrupción, pretendan ser evitados.

2. La internacionalización es un rasgo del mundo actual, que reforzado por el 
desarrollo de las nuevas tecnologías, tiene proyecciones sobre la economía, las co-
municaciones, la política, o la cultura. Obviamente, esta característica de nuestras 
sociedades se proyecta también sobre las conductas cuya realización pretende ser 
evitada, al aumentar el potencial lesivo de viejos comportamientos y también al 
incorporar nuevos, que los antiguos legisladores, por razones obvias, no pudieron 
tener presentes cuando redactaron los Códigos.

Pero, además, existen otros factores que, junto a su propia ideología, con-
dicionan hoy el contenido de las refl exiones de los estudiosos del Derecho y las 
propuestas que los mismos efectúan, cuando se tienen que pronunciar sobre un 
tema como la corrupción. Baste con considerar la evolución del modelo de Esta-
do, y la tensión en lo económico entre el intervencionismo estatal y las políticas 
neoliberales.

Pero, contradictoriamente, ante una realidad social tan compleja y llena de 
matices, asistimos a una simplifi cación de la respuesta estatal que parece redu-
cirse a una utilización simbólica del Derecho penal, y a una disminución de las 
garantías que el ordenamiento constitucional otorga también al ciudadano que 
delinque. Frente a esta situación, el mantenimiento de principios como el de 
ultima ratio o el de proporcionalidad pasa a ser, para quienes hemos elaborado 
estas páginas, una aspiración irrenunciable pues esta vinculado a la esencia de un 
modelo de Estado que repose sobre el hombre y sus derechos.

Aunque, no se cuestione la intervención del Derecho Penal sobre las prácticas 
de corrupción, una estrategia mas racional y efi caz para enfrentar estos proble-
mas, debe dirigirse no a la represión, sino a la prevención, teniendo que buscar, 
por tanto, una actuación mas efectiva por parte de otros instrumentos de control 
social.

3. Todos estos rasgos y problemas necesariamente están presentes cuando se 
analiza la corrupción hoy y las posibles respuestas frente a la misma. Efectivamen-
te, la internacionalización de la economía lleva a que muchos de los comporta-
mientos de corrupción pasen a tener una dimensión transnacional, vinculada por 
otra parte a la criminalidad organizada.
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ignacio berdugo y ana elisa liberatore s. bechara 11

Esta situación trae como consecuencia la necesidad de articular una Política 
Criminal que contemple instrumentos jurídicos internacionales, que den forma 
a la colaboración interestatal, con consecuencias en el Derecho penal sustantivo y 
muy especialmente en el ámbito procesal.

Pero la consideración de los efectos socioeconómicos de las conductas de co-
rrupción ha llevado al paso a primer plano de sus consecuencias negativas sobre 
el modelo económico, lo que hace que se aborde una ampliación de los posibles 
autores de la corrupción y que junto al viejo cohecho, como ejemplo de la corrup-
ción funcionarial, se incorporen las conductas de corrupción de particulares, con 
especial incidencia en el campo empresarial

Pero el señalado carácter poliédrico de los comportamientos de corrupción 
hace preciso atajar sus negativas consecuencias políticas, en especial su incidencia 
sobre la legitimación de los sistemas políticos. La respuesta en estos casos es, sin 
lugar a dudas, política y pasa por la transparencia en el ejercicio del poder y por 
la respuesta institucional. Indudablemente la actuación de los medios de comuni-
cación es en este aspecto pasa a ser particularmente importante.

4. La realidad de la corrupción refl eja en cada país caracteres que revelan su 
propia identidad y que a veces se vinculan a una cultura de tolerancia, de usos 
sociales equivocados, de prácticas arraigadas, pero rechazables, en la política, y, 
como apuntábamos, al contenido de la propia historia. También tiene incidencia 
la distinta situación económica, pues son distintas las manifestaciones de la co-
rrupción en una economía en crisis que en una economía en expansión.

Los trabajos que siguen analizan la situación en Brasil y en España y el lector 
podrá apreciar sin duda esas semejanzas y esas diferencias, tanto en las causas 
próximas de estas conductas desviadas como en los caminos seguidos por el De-
recho penal

5. La nueva realidad de la corrupción ha tenido en los últimos tiempos una 
respuesta legislativa tanto en Brasil como en España, que, aunque no haya sido ex-
clusivamente penal, si ha puesto el acento en el recurso a la vieja receta de las penas.

Las recientes reformas en ambos países se asientan en las obligaciones deriva-
das de los Tratados internacionales, pero, como se pone de relieve en los estudios 
contenidos en este volumen, la respuesta del legislador, aunque nadie discuta la 
posible utilización del Derecho penal, no ha sido en muchos casos afortunada 
político criminalmente ni refl eja una buena técnica en la redacción de los tipos 
penales.

Muchas son aún las interrogantes abiertas y la realidad de los procesos en los 
que se enjuician causas de corrupción, que evidencian a veces la fragilidad de la 
respuesta penal y pueden llegar a constituir un auténtico boomerang respecto a 
los intereses que se pretenden defender.
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12 presentación

Positivamente en cambio hay que valorar la cada vez mayor intolerancia social 
frente a la corrupción, que deslegitima cada vez mas la posición de aquellos sec-
tores sociales que otorgan una mayor efi cacia a los actos del corrupto y a la tibia 
posición que a veces adoptan los partidos políticos frente a la posible corrupción 
de alguno de sus miembros.

5. Esta compleja realidad es analizada por los catorce estudios que recoge este 
volumen fruto de la colaboración de los grupos de Derecho penal de la Univer-
sidad de Salamanca y de la Universidad de Sao Paulo. Esta colaboración, que ya 
tiene más de tres años, se asienta en Proyectos de Investigación compartidos, en 
presencia docente en los postgrados de ambas Universidades y tiene como una de 
sus consecuencias más visibles este volumen.

Hoy la internacionalización que ya hemos mencionado también debe alcanzar 
a la Universidad y a los universitarios, es absurdo que la Universidad refuerce su 
muros, en algunos casos muchas veces centenarios, y se aísle de las exigencias que 
le demanda en docencia e investigación la sociedad a la que debe servir.

Este libro busca ser una respuesta universitaria a esas demandas, el que además 
se haga desde el Centro de Estudios Brasileños de la Universidad de Salamanca, 
exterioriza muchas cosas, entre otras la apuesta de los universitarios de dos insti-
tuciones llenas de signifi cado en sus respectivos países por la internacionalización 
y por la colaboración entre Brasil y España.

Salamanca/Sao Paulo, octubre 2012
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La política criminal internacional 
contra la corrupción

Ana Isabel Perez Cepeda
Profesora Titular de Derecho Penal, Catedrática acreditada. Universidad de Salamanca

Demelsa Benito Sánchez
Doctora en Derecho. Investigadora. Universidad de Salamanca

SUMARIO: 1. Introducción. Dimensión internacional del fenómeno corrupción. 1.1. Fac-
tores que han favorecido la internacionalización de la corrupción. 1.2. Lesividad de la co-
rrupción. 2. La necesidad de una lucha global contra la corrupción. 2.1. La preocupación 
internacional. 2.1.1. Objetivos de los instrumentos contra la corrupción. 2.1.2. Mecanismos 
de seguimiento. 2.1.3. El papel de Transparency International en la lucha contra la corrupción. 
2.2. Iniciativas internacionales y regionales en la lucha contra la corrupción de Estado. 2.2.1. 
Medidas preventivas. 2.2.2. Medidas represivas. 2.2.3. Responsabilidad de las personas ju-
rídicas. 2.2.4. Reglas sobre jurisdicción. 2.2.5. Asistencia y cooperación. 2.3. Iniciativas 
internacionales y regionales en la lucha contra la corrupción económica. 2.3.1. Medidas pre-
ventivas. 2.3.2. Medidas represivas. 2.3.3. Responsabilidad de las personas jurídicas. 2.3.4. 
Reglas sobre jurisdicción. Asistencia y cooperación. 3. Conclusiones

1. Introducción. Dimensión internacional 
del fenómeno corrupción

1.1. Factores que han favorecido la internacionalización 
de la corrupción

Desde tiempos remotos se tiene constancia de que la corrupción, entendida 
como el uso desviado del poder público para obtener un benefi cio pri-
vado, ha sido práctica habitual en todas las sociedades1. Sin embargo, y 

1 Ya se discutía sobre corrupción en un tratado sobre política de hace 2000 años, el Arthas-

hastra, escrito por Kautilya, ministro de un reino indio. Citado por Tanzi, Vito, «Corruption 
around the World: causes, consequences, scope and cures», en Abend, George T. y Sanjeev Gupta 
(ed.), Governance, Corruption and economic performance, Washington, Fondo Monetario Internacional, 
2002, p. 19.
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14 la politica criminal internacional contra la corrupción

pese a su origen tan antiguo, ha sido en las últimas décadas cuando ha adquirido 
unas magnitudes desorbitadas, afectando tanto a países pobres como a ricos, a 
gobiernos autoritarios como a democracias consolidadas, a altos cargos de orga-
nizaciones internacionales, a dirigentes de empresas multinacionales, etc. Esta 
expansión trae su causa en algunos de los elementos caracterizadores de la era de 
la globalización, los cuales han contribuido a la internacionalización del crimen, 
en general, y de la corrupción, en particular. 

Así, junto a los factores clásicos que tradicionalmente se han apuntado como 
favorecedores de las prácticas corruptas —la insufi ciente tradición democrática, el 
escaso respeto a los principios democráticos, la discrecionalidad de los funcionarios 
públicos, los procesos de privatización, la tolerancia social hacia las mismas, etc.2—, 
en los últimos tiempos han aparecido otros relacionados con la emergencia de ins-
tituciones y organizaciones internacionales, que ha hecho surgir toda una categoría 
de funcionarios o empleados públicos no pertenecientes a los Estados, pero con 
competencias y capacidad de adopción de importantes decisiones susceptibles de 
desviación, y aquellos íntimamente relacionadas con el proceso globalizador. 

En este último ámbito, poner de relieve como las empresas transnacionales, 
que cuentan con un potencial mayor que algunos Estados, han adoptado desde 
hace tiempo estrategias globales, haciendo uso de los sistemas de información mo-
dernos y de la apertura de las frontera, hacen objeto de agresión a las tecnologías 
sensibles, y por tanto, vulnerables; se benefi cian de las diferencias económicas en-
tre el primer, segundo y tercer mundo, de las desregulaciones político-fi nancieras 
de las comunidades económicas, de las necesidades de consumo de viejas y nuevas 
sociedades, etc. Esta tendencia esconde una amenaza para la sociedad en la medida 
en que se reduce la visibilidad tanto de los crímenes como de sus víctimas3. 

2 Para un análisis de las causas de la corrupción clásica, vid. Blanco Cordero, Isidoro, «La co-
rrupción desde una perspectiva criminológica: Un estudio de sus causas desde las teorías de las 
actividades rutinarias y de la elección racional», en Pérez Álvarez, Fernando (ed.): Serta in memoriam 

Alexandri Baratta, Salamanca, Ediciones Universidad de Salamanca, 2004, pp. 274-291. Cartier-
Bresson, Jean, «Las causas y consecuencias de la corrupción: análisis económico y lecciones aprendi-
das», en OCDE (ed.), Las reglas del juego cambiaron: La lucha contra el soborno y la corrupción, México, 
OCDE, 2000, pp. 11-18. Iglesias Río, Miguel Ángel y Teresa Medina Arnáiz, «Herramientas pre-
ventivas en la lucha contra la corrupción en el ámbito de la Unión Europea», Revista Penal, n.º 14, 
pp. 53-54; Labaquí, Ignacio, «Las causas de la corrupción: un estudio comparado», Colección, n.º 14, 
pp. 163-188, 2003. Muriel Patino, María Victoria, «Aproximación macroeconómica al fenómeno 
de la corrupción», en Rodríguez García, Nicolás y Eduardo A. Fabián Caparrós (coord.), La corrup-

ción en un mundo globalizado: análisis interdisciplinar, Salamanca, Ratio Legis, 2004, pp. 29-30. Nieto 
García, Alejandro, «¿Es inevitable la corrupción?», en: AA.VV. Responsa Iurisperitorum Digesta, vol. 
IV, Salamanca, Ediciones Universidad de Salamanca, 2003, pp. 112-114.

3 Pérez Cepeda, Ana Isabel, La seguridad como fundamento del Derecho penal postmoderno, Iustel, 
2007, pp. 84 y ss.
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ana perez cepeda y demelsa benito sánchez 15

El proceso de globalización de la economía propicia prácticas corruptas en el 
comercio internacional como consecuencia de la existencia de asimetrías o dife-
rencias que se producen a cualquier nivel económico, político, social o jurídico, 
que son aprovechadas por las empresas para alcanzar los fi nes propuestos al am-
paro de las mismas4. También es evidente que la globalización genera un espacio 
económico carente de una regulación efectiva y, paralelamente, la ausencia de una 
respuesta uniforme. Los delincuentes y empresas5 se aprovechan de que, ante for-
mas similares de criminalidad económica, continúa habiendo distintos niveles de 
reproche social, de represión penal y gravedad de las penas. Ante esta situación, 
las empresas realizan jurisdiction shopping, que consiste en la elección de aquellos 
territorios con las legislaciones penales más laxas en materia de sobornos para 
realizar las transacciones comerciales corruptas6. En este contexto, la diversidad 
de los sistemas penales hace surgir importantes núcleos de impunidad que serán 
aprovechados por las organizaciones criminales empresariales para fi jar el escena-
rio de su intervención. 

Por otra parte, el espectacular desarrollo de las telecomunicaciones en esta era ha 
permitido la utilización del sistema fi nanciero al antojo de los delincuentes, quie-
nes pueden disponer de los rendimientos de sus actividades corruptas en cualquier 
lugar del planeta con un simple clic en el ratón del ordenador, difi cultándose así el 
rastreo de ese dinero pues no deja tras de sí las «huellas» que dejaba el dinero en 
metálico7. En este contexto adquieren una importancia fundamental los denomina-
dos paraísos fi scales; territorios que, además de gozar de un régimen fi scal especial-
mente favorable para quienes operan en ellos, el secreto bancario, la opacidad y su 
tradicional rechazo a la colaboración internacional en la lucha contra la criminalidad 
económica son particularidades que los defi nen. Estas características de los también 
denominados centros offshore no sólo rompen la integridad de los sistemas tributa-

4 Malen Seña, Jorge F. Globalización, comercio internacional y corrupción, Barcelona, Gedisa, 2000, 
p. 17. Rose-Ackerman, Susan, «Globale Wirtschaft und Korruption», en Pieth, Mark y Peter (ed), 
Korruption im internationalen Geschäftsverkehr, Basel-Frankfurt am Main, 1999, pp. 40 y ss.

5 La desaparición de fronteras físicas e incluso políticas entre los Estados —mayor en las áreas 
de integración económica— permite que todos, incluidos los delincuentes, se muevan con mayor 
facilidad por la aldea global, difi cultándose de este modo su persecución

6 Fabián Caparrós, Eduardo A., La corrupción de agente público extranjero e internacional, Valen-
cia, Tirant lo Blanch, 2003, p. 37. Malem Seña, Jorge F., Globalización…, op. cit., p. 17. Manacor-
da, Stefano, La corruzione internazionale del pubblico agente. Linee dell’indagine penalistica, Nápoles, 
Facoltà di Giurisprudenza della Seconda Università di Napoli, 1999, p. 21. Rodríguez García, 
Nicolás, «La necesaria fl exibilización del concepto de soberanía en pro del control judicial de la 
corrupción», en Rodríguez García, Nicolás y Eduardo Fabián Caparrós (coords.), La corrupción en 

un mundo globalizado análisis multidisciplinar, Salamanca, Ratio Legis, 2004, p. 243.
7 Glynn, Patrick, Stephen J. Kobrin y Moisés Naím, «The Globalization of Corruption», en 

Elliot, Kimberly Ann (ed.), Corruption and the global Economy, Washington, Institute for Interna-
tional Economics, 1997, p. 14. 
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16 la politica criminal internacional contra la corrupción

rios nacionales al reducir gravemente las bases imponibles —generando lo que se ha 
llamado competencia fi scal nociva8—, sino que facilitan la labor de los corruptos a 
la hora de ocultar los fondos procedentes de sus actividades venales9. 

Estos factores han propiciado un auge de la corrupción clásica, es decir, de la 
corrupción vinculada al funcionamiento de la Administración pública y, junto a 
ella, la aparición de nuevas formas de corrupción vinculadas a las transacciones econó-
micas. Tradicionalmente, el término «corrupción» se ha empleado para describir 
comportamientos que acontecen en el marco de las relaciones entre administrado 
y Administración Pública, por lo que siempre había de estar presente un funcio-
nario público para poder hablar de corrupción10. Sin embargo, en el momento 
actual es notable el empleo de la voz «corrupción» para describir otros comporta-
mientos un tanto alejados del ámbito público. Ello trae su causa, por un lado, en 
el creciente proceso privatizador de los servicios públicos acaecido en los últimos 
años. Importantes parcelas de la vida, como la educación, la sanidad, los transportes 
o las telecomunicaciones han sido total o parcialmente privatizadas, por lo que la 
línea divisoria entre lo público y lo privado se ha difuminado, lo que imposibilita 
distinguir con facilidad los comportamientos de corrupción pública de los compor-
tamientos de corrupción privada11. Por otro lado, como se ha señalado, el auge de 

8 Como ha señalado Jiménez Villarejo, Carlos, «XXII Congreso de alumnos de Derecho 
penal (ejemplar mecanografi ado)»: «El paraíso fi scal es, pues, un espacio privilegiado para los 
fi nes de cualquier actividad defraudatoria o delictiva. Los avances para excluirlos de la economía 
internacional son muy limitados o nulos. A pesar de ello, para tratar de frenar la utilización por 
organizaciones criminales de estas zonas de impunidad se trata de desarrollar el derecho penal de la 

globalización que consiste en tratar de «proporcionar una respuesta uniforme o, al menos, armónica 
a la delincuencia transnacional que evite la conformación de paraísos jurídico-penales». Vid., en este 
sentido, Cerina, Giorgio, La lucha contra la corrupción en el siglo XXI: el papel del derecho penal. Estudio 

crítico del delito de cohecho en Italia y en España, tesis doctoral manuscrita, en prensa. 
9 Blanco Cordero, Isidoro e Isabel Sánchez García de Paz, «Principales instrumentos interna-

cionales (de Naciones Unidas y la Unión Europea) relativos al crimen organizado: la defi nición de la 
participación en una organización criminal y los problemas de aplicación de la ley penal en el espacio», 
Revista Penal, n.º 6, 2000, p. 5. Castresana Fernández, Carlos, «Corrupción, globalización y delincuen-
cia organizada», en Rodríguez García, Nicolás y Eduardo A. Fabián Caparrós (coords.), La corrupción en 

un mundo globalizado análisis multidisciplinar, Salamanca, Ratio Legis, 2004, p. 219.
10 De hecho, como se indicó en las primeras líneas de este trabajo, la defi nición clásica de 

corrupción no es otra que «el uso del poder público en benefi cio privado».
11 Fabián Caparrós, Eduardo A., «Relaciones entre blanqueo de capitales y corrupción. Al-

gunas valoraciones a propósito de las previsiones contenidas en la convención de la OCDE so-
bre soborno de funcionarios públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales 
(1997)», en Ferré Olivé, Juan C. et al, Blanqueo de dinero y corrupción en el sistema bancario, Sala-
manca, Ediciones Universidad de Salamanca, 2002, p. 104. Gallego-Casilda Grua, Yolanda, «The 
European Union’s Initiatives in the Fight against Corruption», en Alvazzi del Frate, Anna y 
Giovanni Pasqua (eds.), Responding to the Challenges of Corruption, Roma, Milán, UNICRI, ISPAC, 
CNPDS, 2000, p. 190. Stessens, Guy, «The international fi ght against corruption. General 
Report«, Revue Internationale de Droit Pénal. vol. 72, 3-4, 2001, p. 914. García Mexía, Pablo, Los 

confl ictos de intereses y la corrupción contemporánea. Pamplona: Aranzadi, 2001, p. 49.
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las relaciones comerciales internacionales y la presencia en las mismas de nuevos 
actores como son las empresas multinacionales han traído consigo la aparición de 
una nueva modalidad de corrupción que se ha dado en denominar corrupción en las 

transacciones comerciales internacionales.

Precisamente, desde mediados de los años noventa se habla en los instrumen-
tos internacionales de corrupción privada y de corrupción en las transacciones comerciales 

internacionales. Salvo contadas excepciones12, hasta esta época los Estados no co-
menzaron a introducir en sus Ordenamientos jurídicos sanciones penales para este 
tipo de conductas. Estas dos modalidades de corrupción no afectarían ya al clásico 
bien jurídico identifi cado con el correcto desempeño de la función pública, sino 
principalmente a otro de carácter socioeconómico: el correcto funcionamiento del 
mercado (si bien, respecto de la segunda modalidad delictiva tal afi rmación debe 
ser matizada)13. Estas dos variedades de corrupción se han visto favorecidas no 
sólo por los factores anteriormente expresados derivados del proceso globalizador, 
sino también porque hasta ese momento la delincuencia económica trasnacional 
tenía un factor o causa principal: la anomia. No existía un planteamiento políti-
co-criminal que demandara la persecución internacional de los delitos económi-
cos, es decir, la prohibición de determinadas prácticas que llevan a cabo algunas 
empresas en cualquier lugar en que se hubieran producido, tampoco existe ni ha 
existido un organismo internacional neutral capaz de garantizar la persecución y 
castigo de los responsables de las mismas. Sin embargo, este planteamiento no es 

12 Por ejemplo, la Ley sobre prevención de la corrupción aprobada en Gran Bretaña en 1906 abo-
gaba ya por la sanción penal de la corrupción privada. Respecto de la corrupción en transacciones 
comerciales internacionales, el primer documento en el que se castigaban penalmente tales com-
portamientos es la Ley de prácticas corruptas en el extranjero, aprobada en Estados Unidos en 1977.

13 En el caso de la corrupción en las transacciones comerciales internacionales, se trata de un 
bien jurídico pluriofensivo. No puede obviarse que cuando un funcionario de un Estado acepta 
un soborno de una empresa, provenga ésta de donde provenga, está incumpliendo los deberes de 
imparcialidad y objetividad que le son propios, dañándose de este modo el correcto desempeño 
de la función pública. En consecuencia, lesiona la competencia leal en el mercado internacional 
y, a la vez, el correcto ejercicio de la función pública en el Estado del funcionario corrupto. En 
este sentido, vid. Córdoba Roda, Juan y Mercedes García Arán (dir.), Comentarios al Código penal. 

Parte especial, t. I, Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 2004, p. 2117. Cuesta Arzamendi, José Luís 
de la e Isidoro Blanco Cordero, «Los nuevos delitos de corrupción en las transacciones comerciales 
internacionales», Revista de Ciencias Penales, vol. 4, 2001-2002, p. 12. Nieto Martín, Adán, «La 
corrupción en el sector privado (refl exiones desde el ordenamiento español a la luz del Derecho 
comparado)», Revista Penal, nº 10, julio 2002, p. 61. Stessens, Guy, «The international fi ght…», 
op. cit., p. 910 y 913. También el Informe explicativo de la Convención penal contra la corrupción del 
Consejo de Europa en su párrafo 48 señala que en el caso del soborno a funcionarios públicos ex-
tranjeros hay dos intereses a proteger: uno, «la transparencia y la imparcialidad en el proceso de 
toma de decisiones de Administraciones Públicas extranjeras» y otro, «proteger la competencia 
leal en los negocios». Consejo de Europa, Explanatory Report on the Criminal Law Convention on Cor-

ruption, Estrasburgo, Council of Europe Press, 1999, párrafo 48.
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de extrañar cuando ni siquiera existe un control político del sector económico, 
sino al revés14. 

En cualquier caso, la corrupción —de Estado o económica— aparece ahora 
internacionalizada y genera unos efectos, como seguidamente se verá, aún más 
graves que la corrupción clásica, no sólo porque su magnitud aumente dentro 
de las naciones que la sufren sino porque, además, despliega sus efectos sobre la 
economía mundial.

1.2. Lesividad de la corrupción

La corrupción es considerada hoy en día como un gran problema social que 
puede poner en peligro la estabilidad y la seguridad de las sociedades, amenazar 
el desarrollo social, económico y político y arruinar el valor de la democracia y 
la moral. Parece probado que la corrupción, entre otras cosas, ha provocado los 
efectos que a continuación se señalan. 

En la esfera política, la corrupción deteriora las instituciones democráticas15. 
Así, cuando el soborno se convierte en una constante en los intercambios entre la 
Administración Pública y los ciudadanos, éstos perciben que las decisiones que 
les afectan no se toman atendiendo al interés general. En consecuencia, la confi an-
za del ciudadano en las instituciones democráticas desaparece, y la legitimidad 
del Estado se socava, desapareciendo de este modo el fundamento sobre el que ha 
de asentarse el Estado democrático y de Derecho.

En la esfera de los derechos fundamentales, la corrupción vulnera el derecho a la 
igualdad proclamado hace más de medio siglo en la Declaración Universal de Dere-

chos Humanos16. En efecto, el pago de un soborno para la obtención de un servicio 
público excluye del disfrute del mismo a los que no tienen recursos para efectuar 
dicho pago, imposibilitando así que aquella igualdad formal sea real y efectiva. 
La corrupción puede tener, además, graves consecuencias sobre otros derechos 
básicos de las personas. Afi rmaba Peter Eigen, ex presidente de Transparency In-

ternational, en el Informe Global de la Corrupción del año 2005 que «la corrupción 

14 Pérez Cepeda, Ana Isabel, «La seguridad…», op. cit., pp. 84 y ss.
15 Cuesta Arzamendi, José Luís de la, «Iniciativas internacionales contra la corrupción», Cua-

derno del Instituto Vasco de Criminología, San Sebastián, n.º 17, p. 10, 2003. Bannenberg, Britta, 
Korruption in Deutschland und ihre strafrechtliche Kontrolle. Eine kriminologisch-strafrechtliche Analyse, 
Neuwied, Luchterhand, 2002, p. 9. Fabián Caparrós, Eduardo A.,» La corrupción…», op. cit., p. 
29. Iglesias Río, Miguel Ángel y Teresa Medina Arnáiz, «Herramientas preventivas…», op. cit., 
p. 55. Manfroni, Carlos A. y Richard Werksman, La Convención Interamericana contra la corrupción. 

Anotada y comentada. 2ª.ed. Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1998, p. 28.
16 Berdugo Gómez de la Torre, Ignacio y Eduardo A. Fabián Caparrós, «Corrupción y derecho 

penal: nuevos perfi les, nuevas respuestas», Revista Brasileira de Ciências Criminais, 81, pp. 16-17.
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se cobra vidas»17, y no le faltaba razón18. No son aislados los casos en los que para 
afrontar el pago de un soborno, una empresa reduce la calidad o cantidad de los 
materiales empleados en la construcción de la obra que le ha sido adjudicada, po-
niéndose así en peligro la vida y la salud de los trabajadores de la misma y de las 
personas que después la utilicen19.

En el ámbito económico, aunque se afi rme que pequeñas dosis de corrupción 
pueden impulsar el crecimiento económico20, lo cierto es que en el largo plazo los 
efectos de la corrupción sobre la economía pueden ser devastadores pues tiende 
a perpetuarse en el tiempo y a expandirse en el espacio. Por un lado, desde el 
momento en que existe corrupción en una sociedad, hay un elemento de «apren-
dizaje a través de la práctica»21 que implica un aumento de la corrupción con el 
paso del tiempo. Por otro, cuando alguien realiza un primer acto venal, presiona 
al resto para que realice más, iniciándose toda una cadena de actos corruptos a la 
que será difícil poner fi n, ya que cuando «todo el mundo lo hace», la corrupción 
se convierte en sistémica, y deja de ser racional (sobre todo en el ámbito empresa-
rial) permanecer fuera de ese «círculo de corrupción»22. Cuando la corrupción ha 
impregnado todos los sectores de la sociedad, el crecimiento económico se tam-
balea. Concretamente, la corrupción reduce la efi ciencia en el uso de los recursos 
públicos, aumenta el gasto público pero destinándolo a proyectos innecesarios o 
improductivos («catedrales en el desierto»), reduce la inversión extranjera en el 
largo plazo, provoca la huída de los capitales «honestos» hacía otros territorios, 
impide el libre juego de la oferta y la demanda no sólo en los mercados nacionales, 

17 Eigen, Peter, «Introducción», en Informe Global contra la Corrupción, Transparencia Interna-
cional, 2005, p. 9.

18 En ese mismo informe se relata el caso de Satyendra Kumar Dubey, trabajador indio de 31 
años, supervisor de la construcción de un tramo de autopistas de Goleen Quadrilateral en su país. El 
27 de noviembre de 2003 fue asesinado, al parecer, por haber denunciado la corrupción existente 
en su sector de trabajo. El caso completo puede leerse en Rakesh, Sinha, «Los informantes de la 
corrupción en la construcción: la lucha fatal de un hombre», en Informe Global contra la Corrupción, 
Transparencia Internacional, 2005, pp. 15 y ss.

19 Fiebig y Junker nos recuerdan el derrumbe de un centro comercial en Seúl en 1995 con 
cientos de víctimas mortales. Después se descubrió que la empresa constructora había pagado 
soborno, para ganar la adjudicación y que había reducido los costes ocasionados por el pago de 
tales sobornos de la calidad de los materiales empleados en la construcción. Vid. Fiebig, Helmut y 
Heinrich Junker, Korruption und Untreue im öffentlichen Dienst. ErkennenBekämpfenVorbeugen, Berlín, 
Erich Schmidt, 2000, p. 13.

20 Berdugo Gómez de la Torre, Ignacio y Eduardo A. Fabián Caparrós, «Corrupción y derecho 
penal…», op. cit., p. 14.

21 Tanzi, Vito, «Corrupción, sector público y mercados», Información Comercial Española, nº 
741, pp. 9-23, mayo 1995.

22 Bull, Martin J. y James L. Newell, «Conclusion: Political corruption in contemporary de-
mocracies», en Bull, Martin J. y James L. Newell (eds.), Corruption in contemporary politics, Palgrave 
Macmillan, 2003, p. 240.
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sino también —por la procedencia de los actores— en el mercado mundial. En 
defi nitiva, corrupción y precariedad económica van unidas. Así lo pone de ma-
nifi esto el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC) elaborado cada año por Trans-

parency International, un ranking anual que clasifi ca a los países según el grado de 
corrupción que se percibe como existente entre sus funcionarios públicos y políti-
cos. Los últimos puestos del IPC de 2011, ésos que se corresponden con los países 
percibidos como más corruptos, los ocupan países con una situación económica 
extremadamente preocupante —Somalia, Corea del Norte, Myanmar y Afganis-
tán—, reservándose los primeros puestos para los países más desarrollados. 

Sin embargo, la corrupción no es exclusiva de los países pobres. Otro indica-
dor de Transparency International, el Índice de Fuentes de Soborno (IFS), que clasifi ca 
(en el año 2011) a 28 de los principales países exportadores a nivel internacional 
y regional en función de la posibilidad de que sus empresas paguen sobornos 
en el extranjero, pone de manifi esto como algunos de los denominados «países 
emergentes» (Rusia y China) aparecen en los dos últimos puestos del ranking, es 
decir, entre aquéllos cuyas empresas son más propensas al pago de sobornos en el 
exterior.

En consecuencia, puede afi rmarse que la corrupción no es exclusiva de los paí-
ses pobres sino que los países desarrollados exportan, con frecuencia, corrupción a 
los países más desfavorecidos. Además, tiene repercusiones signifi cativas en indi-
cadores macroeconómicos esenciales23, como la libre competencia, la estabilidad 
y solidez del mercado y el buen funcionamiento del sistema democrático y de 
Derecho.

Puede constatarse que son muchos los peligros y muy graves las consecuen-
cias —directas e indirectas— que origina esta «forma de destrucción del tejido 
social» y que fundamentan la necesidad de la lucha contra la misma de un modo 
ordenado y efi caz. Los problemas, por domésticos que parezcan, son de carácter 
planetario y, por ende, requieren respuestas y soluciones globales. El fenómeno 
de la corrupción, asociado generalmente a la delincuencia organizada y empre-
sarial, ha puesto en evidencia la insufi ciencia de las diversas jurisdicciones na-
cionales para su persecución. Por tanto, la creación y el mantenimiento de un 
marco viable de lucha conjunta contra la corrupción es un reto importante al que 
se enfrenta la comunidad internacional, en la medida en que los gobiernos no 
podrán solucionar adecuadamente estos nuevos problemas que surgen si actúan 
aisladamente o a través de las formas tradicionales de cooperación internacional 
en materia de prevención del delito. Una estrategia preventiva concertada, más 

23 Sánchez García de Paz, Isabel, «Perfi l criminológico de la delincuencia trasnacional or-
ganizada», en Pérez Alvarez, Fernando (ed.), Serta in memoriam Alexandri Baratta, Salamanca, 
Ediciones Universidad de Salamanca, 2004, p. 659.
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los lazos formales, ofrecen una base de colaboración internacional consolidada 
contra el crimen. Efectivamente, en un mundo globalizado se sienten con mayor 
urgencia las necesidades de que un fenómeno tan extraordinariamente dañino como 
es la corrupción encuentre vías de solución desde, en lo que aquí atañe y dejando 
aparte otros aspectos, el prisma estrictamente penal. En todo caso, ni ello parece 
fácil, ni podemos negar la dosis de escepticismo que existe sobre las posibilidades 
del derecho global para una sufi ciente realización del ideal del imperio de la ley en 
éste y en otros campos.

2. La necesidad de una lucha global contra la corrupción

2.1. La preocupación internacional

En una era de tendencia globalizadora imparable, la preocupación internacio-
nal por la corrupción es clara. El fenómeno de la corrupción, en cualquiera de sus 
vertientes, sea social, económica o política, ocupa buena parte de las refl exiones y 
preocupaciones del mundo actual, constituyendo uno de los temas estrella den-
tro de la política criminal internacional. No es de extrañar, por ello, que en los 
últimos tiempos se hayan visto intensifi cados internacionalmente los esfuerzos 
dirigidos a procurar una mejor prevención de este fenómeno desde el plano global 
(función pública global, competencia global, mercado global) y/o regional, y a 
asegurar una mejor persecución y sanción de los hechos mediante una colabora-
ción internacional que se presenta ya como irrenunciable para poder combatir la 
corrupción y para promover el sentido de responsabilidad, transparencia y lega-
lidad.

Recientemente, al lado de la inclusión de la corrupción privada y la corrupción 
de los funcionarios públicos extranjeros e internacionales entre los sujetos de la 
corrupción, los instrumentos internacionales de lucha contra la corrupción tienen 
como fi nalidad equiparar o armonizar las respuestas sancionadoras proporcionadas 
por las leyes internas y, a la vez y por medio de ello, facilitar la cooperación in-
ternacional entre los Estados, así como la promoción de mecanismos preventivos 
efi caces.

Estos objetivos obedecen a las difi cultades e insufi ciencias que se intensifi can 
exponencialmente cuando se pretende la persecución de estos hechos en el plano 
internacional. De un lado, por la ausencia de estructuras internacionales efi caces 
de aplicación directa. De otro, por la propia diversidad legislativa y de opciones 
político-criminales en la materia, que se traduce muy frecuentemente en la ausen-
cia de una defi nición uniforme o paralela de las conductas delictivas por parte de 
las legislaciones internas, algo especialmente lamentable cuando, como es sabido, 
la doble incriminación constituye un presupuesto elemental imprescindible para 
la cooperación internacional a través de la extradición u otros sistemas de mutuo 
auxilio en materia penal. 
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Conscientes de todo ello, los Estados, reunidos en diversos organismos regio-
nales e internacionales han ido elaborando, desde mediados de la década de los 
noventa, documentos vinculantes contra la corrupción con los objetivos específi -
cos que en el siguiente epígrafe se apuntan. 

2.1.1. Objetivos de los instrumentos contra la corrupción

Las organizaciones regionales que se han encargado de confeccionar instru-
mentos contra la corrupción han sido la Organización de Estados Americanos 
(OEA), el Consejo de Europa, la Unión Europea (UE) y la Unión Africana. Con 
vocación global destacan los instrumentos los elaborados por la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y por Naciones Unidas.

En este último ámbito, a nivel global, el primer documento vinculante contra 
la corrupción fue el Convenio de lucha contra la corrupción de agentes públicos extranje-

ros en transacciones comerciales internacionales, elaborado por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (en adelante, Convenio OCDE). Dedica-
do a una modalidad muy concreta de corrupción, la que acontece en el mercado 
internacional, fue impulsado por la EE.UU., único país hasta ese momento que 
castigaba a sus nacionales por sobornar a funcionarios públicos de otros Estados 
y que, por ende, consideraba que sus empresas actuaban en el comercio interna-
cional en una situación de desventaja respecto de aquéllas de otros países que no 
poseían una legislación similar y que podían recurrir el soborno para ganar cuotas 
de mercado. El Convenio se abrió a la fi rma en París el 17 de diciembre de 199724 
con el objetivo de lograr unas reglas de juego comunes en el mercado internacio-
nal, instando a los Estados ratifi cantes a tipifi car como delito el cohecho activo 
de funcionarios públicos de otros Estados y de organizaciones internacionales. Al 
Convenio se agregaron unos Comentarios en donde se aclaran numerosos aspectos 
del mismo25. 

El documento de la OCDE, como se ha mencionado, únicamente se refería a 
la corrupción en transacciones comerciales internacionales. Además, la OCDE no 
es una organización representativa de todos los Estados del planeta. Por ello era 
necesario adoptar un instrumento contra toda modalidad de corrupción y con vo-
cación verdaderamente universal; cometido que sólo podía ser desempeñado por 
la Organización de Naciones Unidas. A fi nales de la década de los noventa, la Ofi -

24 En vigor el 15 de febrero de 1999.
25 Su naturaleza jurídica es controvertida pues no forman parte del Convenio, no tienen carác-

ter vinculante y no son objeto de fi rma o ratifi cación por los Estados que suscriban el Convenio. 
En opinión de Sacerdoti, Giorgio, «¿Sobornar o no sobornar?», en OCDE (ed.), «Las reglas del 
juego cambiaron…», op. cit., p. 41, ofrecen un «elemento signifi cativo del contexto» en el cual se 
elaboró el Convenio y constituyen una guía para la interpretación de la Convención, si bien no se 
trataría de una interpretación concluyente y auténtica.
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cina de la ONU contra las drogas y el delito publicó en Viena el Programa Global 

contra la Corrupción, con objetivos a nivel global —la aprobación de instrumentos 
internacionales contra la corrupción— y a nivel nacional —lograr apoyo y ayu-
da técnica entre los Estados para elaborar normas y mecanismos de prevención, 
así como para la formación de los propios funcionarios o agentes destinados a la 
lucha contra la corrupción26—. Sin embargo, antes de lograr un convenio en esta 
materia, el 15 de noviembre del año 2000 veía la luz en Palermo la Convención de 

Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional27, con el propósito 
de «promover la cooperación para prevenir y combatir más efi cazmente la delin-
cuencia organizada transnacional» (art. 1). No cabe duda de que la corrupción en 
el momento actual, dada la dimensión internacional que ha adquirido, es una de 
las modalidades más del crimen organizado transnacional. Por ello, ese documen-
to hace referencia a la corrupción, exigiendo a los Estados parte a la tipifi cación de 
la corrupción activa y pasiva de funcionarios nacionales, y «sugiriendo», tipifi car 
el cohecho activo y pasivo de funcionarios extranjeros. 

Poco después de la reunión en Palermo, la Asamblea General de la ONU apro-
bó la Resolución 55/6128, en la que la Organización reconoce la conveniencia de 
elaborar un instrumento jurídico internacional efi caz contra la corrupción, inde-
pendiente de la Convención del año 2000, y decide establecer un comité especial 
encargado de la negociación de dicho instrumento. Días más tarde se adoptó la 
Resolución 55/18829, en la que se insiste en la necesidad de adoptar medidas nacio-
nales e internacionales para combatir la corrupción en las transacciones comercia-
les internacionales y se resalta la importancia de elaborar instrumentos contra la 
transferencia ilícita de fondos y la necesidad de restituir esos fondos a sus países de 
origen. Así mismo, reitera la petición al Secretario General ya contenida en la Re-

solución 55/61 sobre la constitución de un grupo intergubernamental de expertos 
encargado de preparar la negociación de un futuro instrumento jurídico contra 
la corrupción, a la vez que invita al grupo de expertos a examinar la cuestión de 
los fondos transferidos ilícitamente y la repatriación de esos fondos a sus países 
de origen. El resultado de las negociaciones fue la Convención de Naciones Unidas 

contra la Corrupción (en adelante, CNUCC), adoptada en Mérida, México, el 31 
de octubre de 200330, cuyos fi nes son, según su art. 1, «promover y fortalecer 

26 Cuesta Arzamendi, José Luís de la. Iniciativas internacionales…, op. cit., p. 46.
27 Entró en vigor el 29 de septiembre de 2003.
28 Resolución de la Asamblea General 55/61, un instrumento jurídico internacional efi caz contra la 

corrupción, de 4 de diciembre de 2000 (A/RES/55/61).
29 Resolución de la Asamblea General 55/188, prevención de las prácticas corruptas y la transferencia 

ilícita de fondos y lucha contra ellas y repatriación de esos fondos a sus países de origen, de 20 de diciembre 
de 2000 (A/RES/55/61).

30 Entró en vigor el 14 de diciembre de 2005.
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las medidas para prevenir y combatir más efi caz y efi cientemente la corrupción; 
promover, facilitar y apoyar la cooperación internacional y la asistencia técnica en 
la prevención y la lucha contra la corrupción, incluida la recuperación de activos; 
promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de los 
asuntos y los bienes públicos».

Entre los instrumentos de carácter regional, el primero en ver la luz fue la 
Convención Interamericana contra la Corrupción (en adelante, CICC), elaborada bajo 
los auspicios de la OEA. Su origen hay que situarlo en la Cumbre de Presidentes de 

las Américas celebrada en Miami en diciembre de 1994, en la cual, el gobierno de 
Venezuela presentó un proyecto de convención que sería la base sobre la que tra-
bajaría el Grupo de Trabajo de la Asamblea General de la OEA, «Probidad y Ética 
Cívica», para la elaboración del texto defi nitivo que se aprobaría en Caracas el 29 
de marzo de 199631. Como señala el artículo 2 del documento, su propósito es 
promover y fortalecer el desarrollo de mecanismos necesarios para prevenir, detec-
tar, sancionar y erradicar la corrupción; así como la cooperación entre los Estados 
para asegurar la efi cacia de las medidas y acciones adoptadas contra la corrupción.

En el ámbito europeo es preciso distinguir entre las iniciativas procedes de 
la Unión Europea y las procedentes el Consejo de Europa, pues unas y otras no 
tienen el mismo ámbito de aplicación. Dentro de la UE, las primeras iniciativas 
contra la corrupción se vincularon a la protección de los intereses fi nancieros de 
las Comunidades Europeas. Es el Primer Protocolo Adicional32 al Convenio relativo a 

la protección de los intereses fi nancieros de las Comunidades Europeas (en adelante, Con-
venio PIF)33 el que resalta en sus Considerandos la necesidad de tutelar los intereses 
fi nancieros de las Comunidades Europeas frente a actos de corrupción cometidos 
por o respecto de funcionarios comunitarios o de Estados miembros responsables 
de la percepción, gestión o desembolso de los fondos comunitarios sometidos a su 
control, para lo cual, abogaba por la tipifi cación como delito en las legislaciones 
nacionales de tales comportamientos. 

La necesidad de otorgar un tratamiento más amplio al problema de la corrup-
ción motivó la adopción de un nuevo documento, el Convenio relativo a la lucha 

contra los actos de corrupción en los que estén implicados funcionarios de las Comunidades 

31 La convención entró en vigor desde el 6 de marzo de 1997.
32 Protocolo establecido sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea, del Convenio 

relativo a la protección de los intereses fi nancieros de las Comunidades Europeas, de 27 de septiembre de 
1996 (DOCE nº C 313, de 23 de octubre). Entró en vigor el 17 de octubre de 2002.

33 Convenio establecido sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea, relativo a la 

protección de los intereses fi nancieros de las Comunidades Europeas, de 26 de julio de 1995 (DOCE nº C 
316, de 27 de noviembre). Entró en vigor el 17 de octubre de 2002.
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Europeas o de los Estados miembros de la Unión Europea34 (en adelante, Convenio UE), 
cuyo objetivo era lograr el castigo penal en las legislaciones nacionales de cual-

quier acto de corrupción en el que estuvieran implicados o afectara a funcionarios 
comunitarios o de Estados miembros de la Unión.

Mientras en el seno de la Unión Europea se aprobaban diferentes documentos 
relativos a la lucha contra la corrupción, a nivel internacional se gestaban y nacían 
otros textos sobre la materia. A fi nales de 1997 se adoptaba el mencionado Conve-
nio OCDE, mientras que por aquel tiempo, el Consejo de Ministros del Consejo 
de Europa debatía un programa de acción contra la corrupción que tenía como 
prioridad la elaboración de un convenio penal contra la corrupción. Para evitar 
la duplicación inútil o la incompatibilidad entre los instrumentos de la OCDE 
y del Consejo de Europa, y los provenientes de la Unión Europea, en el seno de 
ésta se aprobaron Posiciones Comunes35 en 1997. La primera encargaba a los Estados 
miembros que participaran en las negociaciones de esos otros documentos la tarea 
de velar por la compatibilidad de los mismos con el Convenio UE, en particular, 
«en materia de asistencia judicial, extradición, lucha contra la corrupción y pro-
tección de intereses fi nancieros de la Comunidad». En la segunda se establecían 
disposiciones más concretas a tener en cuenta en las negociaciones de los otros 
instrumentos.

Los textos comunitarios hasta ahora reseñados no tuvieron en cuenta la corrup-
ción en el sector privado porque tradicionalmente la corrupción se ha vinculado 
ámbito de lo público y no existía la intención de intervenir político-criminalmen-
te en el ámbito económico. Sin embargo, la metodología de estos comportamien-
tos es perfectamente trasladable al ámbito de las relaciones entre particulares. 
La necesidad de dar un tratamiento específi co a esta modalidad de corrupción se 
plasmó por primera vez en un texto vinculante supranacional en la Acción Común 

98/742/JAI sobre la corrupción en el sector privado36, que instaba a los Estados miem-
bros a adoptar sanciones penales contra los actos de corrupción privada. La falta 

34 Convenio establecido sobre la base de la letra c del apartado 2 del artículo K.3 del Tratado de la 

Unión Europea relativo a la lucha contra los actos de corrupción en los que estén implicados funcionarios 

de las Comunidades Europeas o de los Estados miembros de la Unión Europea, de 26 de mayo de 1997 
(DOCE nº C 195, de 25 de junio). Entró en vigor el 28 de septiembre de 2005.

35 Posición Común defi nida por el Consejo sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Eu-

ropea, relativa a las negociaciones en el Consejo de Europa y en la OCDE sobre la lucha contra la corrupción 

(97/661/JAI), de 6 de octubre de 1997 (DOCE n.º L 279, de 13 de octubre) y Segunda Posición 

Común defi nida por el Consejo sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea, relativa a 

las negociaciones en el seno del Consejo de Europa y de la OCDE en torno a la lucha contra la corrupción 

(97/783/JAI), de 13 de noviembre de 1997 (DOCE n.º L 320, de 21 de noviembre).
36 Acción Común 98/742/JAI adoptada por el Consejo sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la 

Unión Europea, sobre la corrupción en el sector privado, de 22 de diciembre de 1998 (DOCE n° L 358 
de 31 de diciembre de 1998).
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de efi cacia de este instrumento (varios Estados miembros no habían tipifi cado 
delito alguno de corrupción privada en sus Ordenamientos), unida a la evolución 
de la forma jurídica de las iniciativas comunitarias en el ámbito del «tercer pilar», 
provocó que el Consejo adoptara, pocos años después, la Decisión Marco 2003/568/

JAI relativa a la lucha contra la corrupción en el sector privado37, con el objetivo, como 
señalan sus Considerandos de «asegurar que la corrupción activa y pasiva en el 
sector privado sea una infracción penal en todos los Estados miembros, que las 
personas jurídicas también puedan ser consideradas responsables de tales delitos 
y que éstos se castiguen con sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias».

Si bien en los instrumentos comunitarios hasta ahora descritos, en especial, 
en el Convenio de 1997, se daban pasos importantes para lograr la armonización 
de las legislación penales de los Estados miembros, lo cierto es que se han obser-
vado defi cientes resultados en la utilización de esta técnica, como lo demuestra 
la tardanza con la que los convenios son ratifi cados por los Estados miembros38. 
Pero además, la armonización mínima de tipos penales que se exige en el citado 
convenio no soluciona el problema de la diferencia de penas en los distintos Or-
denamientos jurídicos, pues los Estados miembros gozan de discrecionalidad para 
asignar a cada supuesto una pena39. Con la intención de superar estos problemas 
se elaboró el Corpus Juris sobre disposiciones penales para la protección de los intereses 

fi nancieros de la Unión Europea, el cual se dirige a la unifi cación, al menos en cues-
tiones básicas de parte general y de parte especial del Derecho penal, de los Orde-
namientos jurídico-penales de los Estados miembros de la Unión40. El Corpus está 
orientado exclusivamente a la protección de los intereses fi nancieros de la Unión, 
abogando por la tipifi cación, entre otros delitos, de la corrupción activa y pasiva 
de funcionarios comunitarios y de Estados miembros de la Unión, siempre que 
afecte a dichos intereses.

37 Decisión Marco 2003/568/JAI del Consejo, relativa a la lucha contra la corrupción en el sector 

privado de 22 de julio de 2003 (DOUE nº L 192/54 de 31 de julio de 2003).
38 Vervaele, John A. E., «La Unión Europea y su espacio penal europeo: los desafíos del mo-

delo de Corpus Juris 2000», en Zúñiga Rodríguez, Laura; Cristina Méndez Rodríguez y María 
del Rosario Diego Díaz-Santos (coords.), Derecho Penal, sociedad y nuevas tecnologías, Madrid, Colex, 
2001, p. 200. El Convenio UE de 1997 tardó ocho años en entrar en vigor. 

39 Así lo apunta Carrera Hernández, F. Jesús., «La persecución penal de la corrupción en la 
Unión Europea», en VV.AA., Cooperación jurídica internacional, Madrid, BOE, 2001, p. 233. No 
obstante, existen algunos criterios comunes que los Estados miembros deben seguir. Por ejemplo, 
en el art. 5 del Convenio de 1997 se señala que, al menos para los casos graves, deben preverse 
penas privativas de libertad que permitan la extradición.

40 Carrera Hernández, F. Jesús: «La persecución penal…», op. cit., pp. 233-234; Choclán Mon-
talvo José Antonio, «Hacia la unifi cación del Derecho penal comunitario. El Corpus Iuris Europeo», 
La Ley, t. 1, p. 1923, 1998. Méndez Rodríguez, Cristina, «La corrupción en el marco del Corpus 
Juris», en ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, Laura; Cristina Méndez Rodríguez y María del Rosario Diego 
Díaz-Santos (coords.), El derecho penal ante la globalización, Madrid, Colex, 2002, p. 110.
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Sin embargo, después del Tratado de Lisboa (TFUE), el ius puniendi sigue sien-
do competencia de los Estados, de tal manera que la UE marcará exclusivamente 
la política criminal en determinados ámbitos a los Estados miembros. El artículo 
83.1 TFUE establece que el Parlamento Europeo y el Consejo podrán establecer 
mediante directivas, a través del procedimiento legislativo ordinario, «normas 
mínimas» relativas a la defi nición de las «infracciones penales» y de las «san-
ciones» en ámbitos de «especial gravedad» que además tengan una dimensión 
transfronteriza derivada del «carácter», o de las «repercusiones» de dichas infrac-
ciones, o de la «necesidad particular» de combatirla según criterios comunes. En 
un principio, parece que se trata de normas mínimas con relación a la identifi ca-
ción del catálogo de fi guras delictivas. Los delitos que pasan a ser competencia 
europea son aquellos que tengan una «dimensión transfronteriza», es decir, que 
extiendan sus efectos más allá de uno de los Estados miembros. La misma se ob-
tendrá bien por el «carácter» de las infracciones, esto es, porque afecte a bienes ju-
rídicos directamente relacionados con la esencia de la Unión Europea, bien con las 
«repercusiones» que vayan a tener en más de uno de los Estados miembros41. Los 
bienes jurídicos propiamente europeos, considerados ámbitos de especial grave-
dad, vienen tasados en el propio artículo y, entre ellos, se encuentra la corrupción, 
sin que se señale si se refi ere a la corrupción pública o privada. En consecuencia, 
basta con desarrollar a través de directivas una política criminal en materia de 
corrupción unida en la diversidad, que respetando identidades históricamente 
fraguadas, supere las antiguas divisiones42, evitando las diferencias obvias que 
existen hasta el momento entre los Estados miembros en el tratamiento jurídico-
penal de la corrupción.

El Consejo de Europa, por su parte, reunido en la XIX Conferencia de Mi-
nistros de Justicia de sus Estados miembros en La Valeta en 1994, manifestó 
su deseo de luchar contra la corrupción por considerarla una seria amenaza para 
la democracia, el Estado de Derecho y los derechos humanos. Por ello, en dicha 
Conferencia se acordó la creación de un Grupo Multidisciplinar sobre la Corrupción 
encargado de examinar medidas para incluir en un futuro programa de acción 
contra la corrupción y de examinar la posibilidad de elaborar una convención 
internacional sobre la materia que debería incluir mecanismos de seguimiento 
sobre su implementación. El Programa de Acción contra la Corrupción fue adoptado 
por el Comité de Ministros a fi nales de 1996 y en él se incluía la preparación de 
un convenio contra la corrupción. Finalmente no fue uno, sino que fueron dos. 
El 27 de enero de 1999 veía la luz la Convención penal sobre la Corrupción, y el 4 de 

41 Acale Sánchez, María, «Derecho Penal y Tratado de Lisboa», Revista de Derecho Comunitario, 
nº 30, pp. 359 y ss., 2008.

42 Terradillos Basoco, Juan María, «La Constitución para Europa: un reto político-criminal», 
Revista de Derecho Comunitario, n.º 20, p. 226, 2005. 
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noviembre de ese mismo año, la Convención civil sobre la Corrupción43. La primera 
pretende, como señalan su Considerandos, proteger a la sociedad civil de la corrup-
ción mediante la adopción de una legislación apropiada en la materia, incluidas 
medidas preventivas adecuadas. La segunda centra su atención en las víctimas de 
los actos corruptos, instando a los Estados a adoptar procedimientos para que las 
personas que han sufrido daños resultantes de actos de corrupción puedan defen-
der sus derechos e intereses, e incluso recibir una indemnización por ello.

Dentro de otra organización regional, la Unión Africana, que engloba a to-
dos los países del continente con la excepción de Marruecos, se adoptó el 11 de 
julio del 2003 la Convención para la prevención y lucha contra la corrupción44 con los 
ambiciosos objetivos de promover y fortalecer el desarrollo de mecanismos para 
prevenir, detectar, castigar y erradicar la corrupción y otros delitos conexos en 
África45; de promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados parte 
con la fi nalidad de asegurar la efectividad de medidas y acciones para prevenir, 
detectar, castigar y erradicar la corrupción y otros delitos conexos; y de coordinar 
y armonizar las políticas y legislaciones entre los Estados parte con el propósito 
de prevenir, detectar, castigar y erradicar la corrupción en el continente. Sin duda, 
un paso importante para una organización cuyos Estados parte se perciben entre 
los más corruptos del planeta según el Índice de Percepción de la Corrupción elaborado 
por Transparency International.

La ratifi cación de los convenios internacionales contra la corrupción puede 
quedar sin efecto si no existe una verdadera voluntad política por parte de los 
Estados de cumplir con ellos. Por esta razón, son varios los organismos que han 
previsto en el articulado de los convenios o en documentos posteriores mecanismos 

de seguimiento de su implementación por parte de los Estados; mecanismos que se 
analizan en el siguiente epígrafe. 

2.1.2. Mecanismos de seguimiento

El primer documento en establecer un mecanismo de seguimiento fue el Con-

venio de lucha contra la corrupción de agentes públicos extranjeros de la OCDE. Su art. 
12 señala que «las partes cooperarán en la realización de un programa de segui-
miento sistemático para supervisar y promover la plena aplicación del presente 
Convenio». Son los Comentarios al Convenio los que desarrollan este precepto, to-

43 La Convención penal entró en vigor el 1 de julio de 2002. La Convención civil, el 1 de noviem-
bre de 2003.

44 Entró en vigor el 4 de agosto de 2006.
45 A lo largo de toda la Convención se habla de corrupción y delitos conexos. Se optó por incluir 

esta expresión para evitar problemas terminológicos entre los diferentes sistemas legales que son 
parte de la Convención. Muna, Akere, «La Convención de la Unión Africana contra la Corrup-
ción», en Transparencia Internacional, Informe Global de la Corrupción, 2004, p. 149.
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mando como referencia lo señalado en un documento adoptado meses antes que el 
Convenio por el Consejo de la OCDE, la Recomendación revisada sobre la lucha contra 

la corrupción en las transacciones comerciales internacionales. Este instrumento encarga 
al Grupo de Trabajo de la OCDE sobre corrupción en transacciones comerciales 
internacionales la labor de monitorear la implementación de la Recomendación (y 
ahora, del Convenio) por los Estados parte. Esta labor se fundamenta en la reali-
zación de una serie de exámenes periódicos sobre las medidas adoptadas por cada 
país en aplicación del Convenio46. 

La Convención penal contra la corrupción del Consejo de Europa, por su parte, 
encarga en un escueto art. 24 el seguimiento de su aplicación al GRECO (Grupo 
de Estados contra la corrupción). La Resolución (98) 7 del Consejo de Europa de 
5 de mayo de 199847 autorizó la creación de este Grupo, partiendo de las vein-

te directrices fundamentales en la lucha contra la corrupción48, Grupo que quedaría 
constituido un año después49. El objetivo del GRECO, como refi ere el art. 1 de 
su Estatuto, no es otro que mejorar la capacidad de sus Estados miembros en 
la lucha contra la corrupción a través de un mecanismo de seguimiento basado 
en la mutual evaluation y en la peer pressure50. 

46 Son dos los tipos de exámenes que se realizan: uno basado en un sistema de autoevaluación, 
confi gurado por las respuestas que los Estados parte otorgan a un cuestionario sobre la implemen-
tación del Convenio, y otro basado en un sistema de evaluación mutua, en el que cada país es exa-
minado por el Grupo de Trabajo a partir de un informe que evalúa de forma objetiva los progresos 
realizados por el país. El seguimiento se lleva a cabo en tres fases. En la primera, la fi nalidad es 
analizar la adecuación de la legislación nacional a lo exigido en el Convenio. La segunda centra 
su atención en la aplicación efectiva de la legislación nacional. Y en la tercera, el propósito es 
mantener una evaluación actualizada de la aplicación del Convenio y de la última Recomendación 
sobre soborno transnacional del año 2009, así como de aquellas recomendaciones hayan quedado 
pendientes en la fase dos. Los informes de supervisión pueden consultarse por países: 

http://www.oecd.org/document/24/0,3343,en_2649_37447_1933144_1_1_1_37447,00.
html (última consulta el 14 de abril de 2011).

47 Resolution (98) 7 authorising the partial and enlarged Agreement establishing the «Group of States 

against Corruption – GRECO», adoptada por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 5 
mayo de 1998.

48 Resolution (97) 24 on the twenty guiding principles for the fi ght against corruption, adoptada por 
Comité de Ministros del Consejo de Europa el 6 de noviembre de 1997.

49 Resolution (99) 5 establishing the «Group of States against Corruption – GRECO», adoptada por 
el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 1 de mayo de 1999.

50 Este proceso de evaluación comienza con un cuestionario que se envía a los Estados miem-
bros para que sea completado. Posteriormente, un equipo de expertos examina las respuestas y 
puede pedir, si lo considera apropiado, información adicional sobre el país en cuestión. Con la 
documentación obtenida el equipo redacta un informe de cada país que debe ser discutido y adop-
tado por el GRECO. Los informes de cada ronda pueden consultarse por países en:

http://www.coe.int/t/dghl/monitoring/greco/evaluations/index_en.asp (última consulta reali-
zada el 14 de abril de 2011).
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La Convención Interamericana contra la Corrupción no incluyó en su articulado 
mecanismo de monitoreo alguno, laguna que fue subsanada años después con la 
aprobación, el 5 de junio de 2001, del Mecanismo de seguimiento de la implementa-

ción de la Convención Interamericana contra la corrupción (en adelante, MESICIC), 
un instrumento de carácter intergubernamental para apoyar a los Estados parte 
en la implementación de las disposiciones de la Convención mediante un proce-
so de evaluaciones recíprocas y en condiciones de igualdad, en donde se formulan 
recomendaciones específi cas con relación a las áreas en que existan vacíos o requie-
ran mayores avances51.

La Convención para la prevención y lucha contra la corrupción elaborada por la Unión 
Africana ordena en su art. 22, de manera similar a como lo hacen los instrumentos 
anteriores, la creación de un Comité Consultivo sobre corrupción encargado de, 
entre otras tareas, monitorear el cumplimiento de la Convención. Para ello, los 
Estados parte deberán comunicarle periódicamente (al menos una vez al año) las 
actuaciones realizadas en relación con la implementación de la Convención, de 
modo tal que así pueda remitir al Consejo Ejecutivo de la Unión Africana un 
informe sobre los progresos de cada Estado parte.

La variedad de partes en la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y 
la negativa de algunas de ellas por considerar que los mecanismos de seguimien-
to violaban la soberanía de los Estados, difi cultó un acuerdo en este punto52. Lo 
que sí recogió el texto de la Convención, en su art. 63, fue el compromiso de 

51 De acuerdo con el MESICIC, para proceder a analizar la implementación de la Convención 
en los Estados parte se creó un Comité de Expertos encargado de seleccionar disposiciones incluidas 
en la Convención cuya aplicación por los Estados parte es objeto de análisis y de decidir el período 
que dedicará a ese trabajo, que se denomina «ronda». En cada ronda, el Comité prepara un cuestio-
nario sobre las disposiciones que se hayan seleccionado y es remitido a los Estados parte, quienes se 
comprometen a darle respuesta dentro del plazo fi jado por el propio Comité. Posteriormente, unos 
subgrupos integrados por expertos de dos Estados parte analizan la información recabada y elabo-
ran un informe preliminar y confi dencial que es puesto en conocimiento del Estado analizado para 
que realice las observaciones que considere pertinentes. El subgrupo elabora después una versión 
revisada del informe preliminar teniendo en cuenta las observaciones del Estado parte y lo presenta 
al Pleno del Comité para que éste formule las conclusiones y las recomendaciones que considere 
oportunas. Al terminar la revisión de los informes preliminares de todos los Estados parte de cada 
ronda, el Comité emite un informe fi nal por países que incluye las observaciones de cada Estado 
analizado y lo remite a la Conferencia de Estados parte para, posteriormente, hacerse público. Asi-
mismo, al fi nalizar cada ronda, el Comité adopta un Informe Hemisférico en el que se analizan las 
recomendaciones formuladas a los Estados en dicha ronda y se indican los avances logrados en la 
implementación de las recomendaciones formuladas en rondas anteriores. Los informes por países y 
los Informes Hemisféricos pueden consultarse en http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_in-
formes.htm (última consulta realizada el 14 de abril de 2011).

52 Argandoña, Antonio, «La convención de las Naciones Unidas contra la corrupción y su im-
pacto sobre las empresas internacionales», Documento de investigación nº 656, IESE Business School 
Universidad de Navarra, octubre 2006, p.11.
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crear una Conferencia de Estados Parte encargada de mejorar la capacidad y la 
cooperación entre ellos para alcanzar los objetivos mencionados en la misma y 
para promover y examinar su aplicación. A pesar de la difi cultades iniciales, en 
su Resolución 3/1, la Conferencia adoptó el Mecanismo de examen de la aplicación de 

la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, un instrumento donde que-
da patente el absoluto respecto que ha de profesarse a la soberanía de los Estados 
parte, pues los informes de evaluación de cada país tienen que ser adoptados de 
común acuerdo entre los Estados examinadores y el Estado examinado; informe 
que además tendrá carácter confi dencial, aunque «se procurará» que pueda estar 
a disposición de otros Estados que lo soliciten a fi n de mejorar y fortalecer la coo-
peración y el aprendizaje entre ellos53.

2.1.3. El papel de Transparency International en la lucha contra la corrupción 

No puede fi nalizarse el epígrafe dedicado a la preocupación internacional por la 
corrupción sin señalar que aquélla no proviene en exclusiva de las organizaciones 
regionales e internacionales hasta ahora reseñadas, sino también, de organizaciones 
no gubernamentales. La principal ONG dedicada a la lucha contra la corrupción 
es Transparency International (TI). Fundada en 1993 por Peter Eigen, antiguo res-
ponsable del Banco Mundial, esta organización no denuncia casos individuales de 
corrupción, sino que lucha contra ella a través de los denominados pactos, islas o sis-
temas de integridad, a través de los cuales se insta a las empresas a dejar de sobornar, 
asegurándolas que sus competidoras en el mercado actuarán de la misma manera54.

Transparency International se estructura en «capítulos nacionales», esto es, enti-
dades dedicadas al fortalecimiento de los sistemas nacionales de integridad en cada 
país. Todos los capítulos nacionales deben respetar los principios de TI referentes a 
la no investigación de casos concretos de corrupción, y deben construir coaliciones 
con el gobierno, el sector privado y la sociedad civil en su lucha contra la corrupción.

53 El proceso de examen es similar al empleado en el resto de mecanismos de monitoreo 
hasta ahora comentados. Cada Estado parte debe proporcionar a la Secretaría información acerca 
de la aplicación de la Convención y el cumplimiento de sus disposiciones, utilizando para ello 
una lista amplia de verifi cación para la autoevaluación, a la que deben dar respuestas completas, 
actualizadas, precisas y oportunas. Cada Estado parte será examinado por otros dos Estados parte, 
quienes realizarán un examen documental de las respuestas a esa lista. Los examinadores podrán 
pedir al Estado parte examinado que presente aclaraciones o información adicional o que respon-
da a preguntas suplementarias relacionadas con el examen. El examen del país culminará con la 
elaboración de un informe en el que se indicarán los logros, las buenas prácticas y los problemas 
y se formularán observaciones para la aplicación de la Convención. Dicho informe, como se ha 
señalado, se fi nalizará de común acuerdo entre los Estados parte examinadores y el Estado parte 
examinado y será confi dencial.

54 Eigen, Peter, «La creación de coaliciones para general «islas de integridad», en VV.AA., 
Pena y Estado. Revista latinoamericana de política criminal, Buenos Aires, PNUD, 1995. p. 243.
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Sin duda, la aportación más relevante de TI es su Índice de Percepción de la Co-

rrupción (IPC). Se trata de una publicación anual que se realiza desde el año 1995, 
en la cual se clasifi ca a los países según el grado de corrupción que se percibe como 
existente entre sus funcionarios públicos y políticos. El Índice es el resultado de 
una serie de encuestas llevadas a cabo por instituciones independientes a expertos 
y a empresas del país en cuestión. Se basa en percepciones, lo cual quiere decir que 
el país con la puntuación más baja es el que se percibe como más corrupto, aunque 
eso no signifi que realmente que sea el país más corrupto del planeta (hay Estados 
que no aparecen en la lista porque respecto de ellos TI no obtiene datos).

En el año 1999 y como complemento al IPC, TI publicó el Índice de Fuentes de 

Soborno (IFS). Con algunos cambios en la metodología, volvió a publicarse en los 
años 2002, 2006, 2008 y 2011. El Índice del año 2011 refl eja una clasifi cación de 
los 28 países económicamente más infl uyentes del mundo55 según la propensión 
de sus empresas a sobornar en el extranjero. Tal ranking se basó en la formulación 
de dos preguntas a 3.016 ejecutivos de empresas de treinta países56. Se encuestó 
a un mínimo de cien personas en cada país, salvo en China, donde sólo se consi-
guieron ochenta y dos. Las preguntas formuladas fueron las siguientes: 1ª. «Como 
parte de la actividad principal de su empresa, ¿mantiene relaciones comerciales 
(por ejemplo como proveedor, cliente, socio o competidor) con compañías con 
sede en algunos de los siguientes países?» (Se les presentó aquí la lista de los 
28 países). 2ª. «Respecto de cada uno de los países que ha seleccionado, ¿podría 
indicarnos, en una escala de 1 a 5, donde 1 signifi ca nunca y 5 casi siempre, con 
qué frecuencia las fi rmas con sede en ese país participan en sobornos en este país? 

TI elabora cada año, asimismo, el Informe Global sobre la Corrupción y el Baró-

metro Global sobre la Corrupción. El primero refl eja una evaluación del estado de la 
corrupción a nivel mundial. Recoge noticias y análisis de expertos y activistas, y 
destaca los últimos avances en la campaña anticorrupción. Aborda un período de 
doce meses y evalúa el impacto de la corrupción en un sector específi co. Así, por 
ejemplo, en 2007 se analizó la corrupción en los sistemas judiciales, en 2008, la 
corrupción en el sector del agua, en el 200, la corrupción en el sector privado y en 
2010, los riesgos de la corrupción en relación con el cambio climático.

Por su parte, el Barómetro Global sobre la Corrupción es el resultado de una en-
cuesta de opinión pública que evalúa las percepciones y experiencias que el pú-

55 Éstos son: Alemania, Australia, Bélgica, Brasil, Canadá, China, Corea del Sur, España, Es-
tados Unidos, Federación Rusa, Francia, Hong Kong, Italia, India, Japón, México, Países Bajos, 
Reino Unido, Singapur, Sudáfrica, Suiza y Taiwán.

56 Alemania, Argentina, Austria, Brasil, Chile, China, Corea del Sur, Egipto, Estados Uni-
dos, Filipinas, Francia, Ghana, Hong Kong, Hungría, India, Indonesia, Japón, Malasia, México, 
Marruecos, Nigeria, Pakistán, Polonia, Reino Unido, República Checa, Rusia, Senegal, Singapur, 
Sudáfrica y Turquía.
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blico general tiene sobre la corrupción. Para realizar el Barómetro de 2010 fueron 
entrevistadas 91.500 personas de 86 países. El Barómetro aborda también las 
experiencias de la gente con el soborno, proporcionando información acerca de la 
frecuencia con que a los ciudadanos se les pide un soborno al entrar en contacto 
con diferentes servidores públicos.

En las siguientes páginas se analizan las medidas preventivas, represivas y de 
cooperación entre Estados previstas en los instrumentos internacionales. Se ha 
optado por dividir el estudio en los dos ámbitos en los que en la actualidad se de-
sarrolla la corrupción: estatal y económico. En este último se incluye la corrupción 

privada o corrupción entre particulares, en la medida en se acerca a un bien jurídico 
de carácter socioeconómico como es la competencia leal en el mercado57; pero, 
también la corrupción en las transacciones comerciales internacionales, puesto que este 
delito despliega sus efectos sobre la competencia leal, si bien, dada su dimensión, 
pone en peligro también, como no podía ser de otro modo, el mercado internacio-

nal58. Con todo, no puede obviarse que este tipo penal es puriofensivo y daña, a 
su vez, el correcto desempeño de la función pública. Precisamente, en el apartado 
sobre la corrupción de Estado se han incluido los clásicos tipos delictivos de co-
hecho, que afectan al bien jurídico el correcto desempeño de la función pública.

2.2. Iniciativas internacionales y regionales contra la corrupción de estado

2.2.1. Medidas preventivas

Esencial en la lucha contra la corrupción, como en general en la lucha contra 
cualquier delito, es la adopción de medidas preventivas que eviten las consecuen-
cias que puedan derivar del mismo. Por ello, la mayoría de los instrumentos glo-
bales y regionales que han abordado el tema de la corrupción han incluido en su 
articulado medidas preventivas como las que a continuación se comentan.

En el plano global, la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organi-

zada Transnacional del año 2000 ya hacía referencia a la necesidad de adoptar me-
didas para prevenir la corrupción de funcionarios públicos, si bien, no especifi caba 

57 Sobre la competencia leal como bien jurídico afectado por los comportamientos de corrup-
ción privada, vid., ampliamente, Gili Pascual, Antoni, «Bases para la delimitación del ámbito tí-
pico en el delito de corrupción privada. Contribución al análisis del art. 286 bis del Código penal 
según el Proyecto de reforma de 2007», Revista Electrónica de Ciencia penal y criminología, 09-13, 
2007, pp. 7 y ss.

58 Demetrio Crespo, Eduardo, «Consideraciones sobre la corrupción y los delitos contra la 
Administración Pública», en Ferré Olivé, J.C. et al, Fraude y corrupción en la Administración Públi-

ca, Salamanca, Ediciones Universidad Salamanca, 2003. p. 184. Fabián Caparrós, Eduardo A. La 

corrupción…, op. cit., pp. 80-81. Manfroni, Carlos A. Soborno transnacional, Buenos Aires, Abeledo-
Perrot, 1998, p. 40.
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cuáles podían ser éstas. Su Guía Legislativa, aprobada en el año 2004, se remite en 
este punto a lo ya acordado en la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción 
—recuérdese, del año 2003—, la cual dedica todo su capítulo II a la prevención 
de la corrupción. Son numerosas las medidas que en él se mencionan, de entre las 
cuales pueden destacarse las que abogan por la asignación de una remuneración 
adecuada a los funcionarios públicos, la elaboración de códigos de conductas sobre 
el correcto ejercicio de la función pública, la promoción de la transparencia en la 
fi nanciación de partidos políticos, la obligación de que los funcionarios públicos 
declaren sus actividades externas, la transparencia en el acceso a la función pública 
y en la contratación pública, o la sensibilización de la sociedad civil respecto de las 
causas y los efectos de la corrupción.

En el plano regional, son las convenciones de la OEA y de la Unión Africana 
las que muestran especial interés por la prevención de la corrupción, instando 
a los Estados parte a la adopción de medidas similares a las mencionadas en el 
párrafo anterior, mientras que los convenios procedentes de la UE y del Consejo 
de Europa centran su atención en la represión de la corrupción dejando un tanto 
olvidadas las medidas preventivas.

2.2.2. Medidas represivas

La Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
es el primer documento con vocación universal que insta a los Estados parte a 
la tipifi cación del cohecho activo y pasivo de funcionarios públicos nacionales, 
entendiendo que la corrupción es una de las principales manifestaciones de la 
delincuencia organizada. No obstante, la Asamblea General de la ONU consideró 
que este documento era insufi ciente para luchar contra la corrupción, dadas sus 
múltiples manifestaciones, y manifestó en diversas ocasiones su deseo de lograr 
un acuerdo más ambicioso en materia de corrupción. Es por ello que la CNUCC 
no se limita a exigir el castigo del cohecho en sentido estricto, sino que también 
hace referencia al castigo de otras modalidades delictivas íntimamente relaciona-
das con la corrupción o que incluso, en el saber popular, se incluyen dentro de 
ese término aunque jurídicamente no lo estén. Llama la atención, no obstante, 
que las previsiones del capítulo III de la Convención (el dedicado a las medidas 
represivas) no tienen todas la misma fuerza obligatoria. Así, en un lado se sitúan 
los preceptos que tienen carácter imperativo y que imponen la obligación de tipifi car 
incondicionalmente como delito el cohecho activo y pasivo de funcionarios pú-
blicos nacionales, el cohecho activo de funcionarios públicos extranjeros en acti-
vidades económicas internacionales, la malversación, la apropiación indebida y 
otras formas de desviación por un funcionario público, el blanqueo del producto 
del delito y la obstrucción de la justicia. A su vez, es obligatorio para los Estados 
parte criminalizar cualquier forma de participación en un delito tipifi cado con 
arreglo a la convención así como la tentativa. En otro lado se sitúan los preceptos 
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con menos fuerza obligatoria, según los cuales, los Estados parte «considerarán 
la posibilidad de tipifi car como delito» el cohecho pasivo de funcionarios pú-
blicos extranjeros, el tráfi co de infl uencias, el abuso de funciones del cargo, el 
enriquecimiento ilícito siempre y cuando no sea contrario a la Constitución 
o a los principios fundamentales del Estado en cuestión59, el cohecho activo y 
pasivo en el sector privado, la malversación en el sector privado y el encubri-
miento o la retención continua de bienes procedentes de los delitos tipifi cados 
con arreglo a la Convención. 

En el ámbito regional, los instrumentos dedicados a la corrupción también 
se han preocupado, en general, por la tipifi cación de otros delitos relacionados 
con ella. La CICC, de igual modo que la CNUCC, también dispone de preceptos 
con diferente grado de obligatoriedad. Los preceptos que poseen una mayor fuerza 

obligatoria exigen a los Estados parte la tipifi cación del cohecho activo y pasivo 
de funcionarios nacionales, de otras fi guras que suelen recibir la denominación de 
negociaciones incompatibles con la función pública, del blanqueo y encubrimien-
to de bienes procedentes de los delitos enumerados, así como de las diferentes for-
mas de participación en los mismos y la tentativa. Con menor fuerza obligatoria, dos 
artículos instan a la tipifi cación del cohecho activo en transacciones comerciales 
internacionales y del enriquecimiento ilícito, siempre con sujeción a la Constitu-
ción del Estado en cuestión y a los principios fundamentales de su Ordenamiento 
jurídico. Con un grado de compromiso aún menor, los Estados «estiman conveniente 
y se obligan a considerar la tipifi cación en sus legislaciones» de otro tipo de con-
ductas como el uso indebido por parte de funcionarios públicos de información 
reservada o privilegiada, el uso o aprovechamiento indebido por parte de un fun-
cionario público de bienes del Estado, cualquier comportamiento de un particular 
dirigido a la adopción por parte de la autoridad pública de una decisión en virtud 
de la cual obtenga ilícitamente un benefi cio, así como de la desviación de su ob-
jeto que hagan los funcionarios públicos de bienes o dinero público.

La Convención de la Unión Africana, por su parte, exige de manera similar 
a los otros documentos, el castigo del cohecho activo y pasivo de funcionarios 
nacionales, de la malversación de fondos, del tráfi co de infl uencias, del cohecho 
activo y pasivo en el sector privado, del blanqueo de dinero procedente de los de-
litos enumerados, así como de cualquier forma de participación en tales delitos y 
de la tentativa. De igual manera, pero con sujeción a los principios de su Derecho 
interno, insta a la tipifi cación del enriquecimiento ilícito. 

59 El «enriquecimiento ilegítimo», consistente en «el incremento del patrimonio de un fun-
cionario público con signifi cativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de 
sus funciones y que no pueda ser razonablemente justifi cado por él».
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La Convención penal del Consejo Europa también abarca un amplio núme-
ro de conductas, instando a los Estados parte a tipifi car como delito el soborno 
activo y pasivo de funcionarios públicos nacionales (incluidos los parlamenta-
rios), el soborno activo y pasivo de funcionarios públicos extranjeros (incluidos 
los parlamentarios), el soborno activo y pasivo en el sector privado, el soborno 
activo y pasivo de funcionarios de organizaciones internacionales y de miembros 
de asambleas parlamentarias internacionales o supranacionales en las que el Es-
tado en cuestión sea parte, el soborno activo y pasivo de jueces y funcionarios de 
tribunales internacionales cuya jurisdicción haya aceptado el Estado parte, el trá-
fi co de infl uencias y el blanqueo de dinero proveniente de los delitos enumerados. 
A su vez, los Estados parte deberán establecer sanciones penales o de otra índole 
sobre determinadas infracciones de carácter contable dirigidas a la realización de 
alguno de los delitos mencionados. La Convención también exige a los Estados 
parte castigar los actos de participación en los delitos tipifi cados de acuerdo con 
la Convención, no haciendo mención sin embargo, dada la diversidad de Ordena-
mientos jurídico-penales, a la tentativa. 

El Convenio de la UE, por su parte, se limita a exigir la tipifi cación del 
cohecho activo y pasivo en sentido estricto, obviando otros delitos tradicio-
nalmente vinculados con la corrupción60. Este instrumento se refi ere no sólo a 
los funcionarios de los Estados miembros de la Unión, sino también a los fun-
cionarios de las instituciones comunitarias. Al respecto, hay que destacar que 
si bien emplea una defi nición autónoma de funcionario comunitario, deja en 
manos de los Estados miembros la defi nición de funcionario nacional, con los 
correspondientes problemas que ello podría acarrear, pues la misma conducta 
podría ser considerada acto de corrupción en un país de la UE, pero no en otro 
si la persona que lo lleva a cabo no tiene la consideración de funcionario pú-
blico en dicho estado. 

En lo referentes a las penas, únicamente los instrumentos europeos hacen 
referencia a la necesidad de prever penas efi caces, proporcionadas y disuasorias 
para las personas responsables, incluidas las penas privativas de libertad que 
puedan dar lugar a la extradición61. En lo que sí coinciden todos los documen-
tos es en exigir el comiso de los bienes objeto y producto del delito62.

60 La tipifi cación del blanqueo procedente de la corrupción se exige en el Segundo Protocolo esta-

blecido sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea del Convenio relativo a la protección 

de los intereses fi nancieros de las Comunidades Europeas, de 19 de junio de 1997 (DOCE n.º C 221, de 
19 de julio).

61 Vid. art. 19.1 de la Convención del Consejo de Europa y art. 5.1 del Convenio UE.
62 Vid. art. 31 de la CNUCC, art. 15 de la CICC, art. 16 de la Convención de la UA, art. 19.3 

de la Convención del Consejo de Europa y art. 5 del Segundo Protocolo al Convenio PIF.
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2.2.3. Responsabilidad de las personas jurídicas

En el momento actual no se puede desconocer el papel que las personas jurí-
dicas desempeñan en la vida económica y social. Rodean nuestro quehacer diario 
y tienen capacidad jurídica de obrar, lo que signifi ca que pueden celebrar váli-
damente negocios jurídicos, algunos de ellos con las Administraciones públicas. 
En ese devenir pueden recurrir al soborno para comprar voluntades de los fun-
cionarios públicos con capacidad de decisión. Conscientes de ello, la mayoría de 
los instrumentos contra la corrupción63 exigen a los Estados parte la adopción de 
medidas tendentes a reconocer responsabilidad a las personas jurídicas por los 
actos de corrupción en los que pudieran verse implicadas64. Para ello, exigen la 
previsión de sanciones penales o de otra índole que sean efi caces, proporcionadas y 
disuasorias, haciendo mención expresa a las de naturaleza económica65. Es preciso 
destacar que los instrumentos otorgan la posibilidad de recurrir a sanciones pena-
les o de otra índole para las personas jurídicas, por lo que aquellos Ordenamientos 
jurídicos en los que siga vigente el societas delinquere non potest no deberán derogar-
lo, bastándoles el recurso a sanciones de carácter no penal.

2.2.4. Reglas sobre jurisdicción

Todos los convenios contra la corrupción fundamentan la competencia de los 
Estados para conocer de los delitos de corrupción en el clásico principio de territo-

rialidad66. De igual modo, y con respecto a los principios fundamentales del Or-
denamiento jurídico de cada Estado, los convenios abogan por el recurso a otros 
principios clásicos de aplicación de la ley penal en el espacio, como el principio 

de personalidad activa67, el principio de personalidad pasiva68 o el principio real o de 

defensa69, siendo conscientes de que los comportamientos corruptos que afecten 
a sus Administraciones públicas no tienen porque llevarse a cabo dentro de las 
fronteras nacionales.

63 Con la excepción de la CICC y la Convención de la UA.
64 Vid. art. 26.1 de la CNUCC, art. 18 de la Convención del Consejo de Europa y art. 3 de 

Segundo Protocolo al Convenio PIF
65 Vid. art. 26.4 de la CNUCC, art. 19.2 de la Convención del Consejo de Europa y art. 4.1 

del Segundo Protocolo al Convenio PIF.
66 Vid. art. 42.1 de la CNUCC, art. 5.1 de la CICC, art. 13.1.a) de la Convención de la UA, 

art. 17.1.a) de la Convención del Consejo de Europa y art. 7.1.b) del convenio UE.
67 Vid. art. 4.2.b) de la CNUCC, art. 5.2 de la CICC, art. 13.1.b) de la Convención de la UA, 

art. 17.1.b) de la Convención del Consejo de Europa y art. 7.1.b) del Convenio UE.
68 Vid. art. 41.2.a) de la CNUCC, art. 17.1.c) de la Convención del Consejo de Europa y art. 

7.1.c) del Convenio UE.
69 Vid. art. 41.2.d) de la CNUCC y art. 13.1.d) de la Convención de la UA.
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2.2.5. Asistencia y cooperación

Como reconoce el Preámbulo de la CNUCC, la corrupción «ha dejado de ser un 
problema local para convertirse en un fenómeno transnacional que afecta a todas 
las sociedades y economías, lo que hace esencial la cooperación internacional para 
prevenirla y luchar contra ella». Por esta razón, no son pocas las medidas que se 
prevén en los diversos instrumentos internacionales y regionales orientadas a lograr 
la mayor y mejor cooperación posible entre los países ratifi cantes. Detallarlas aquí 
minuciosamente sería tarea que excedería de los límites del presente trabajo, pero 
sí se ha considerado necesario destacar, al menos, las más representativas. Así, todos 
los documentos perseveran en la prohibición de invocar el secreto bancario para denegar 
la asistencia jurídica mutua70, por lo que los Estados están obligados a modifi car sus 
legislaciones internas para cumplir con esta disposición. Se pretende evitar con ello 
que los delincuentes puedan disponer de los fondos obtenidos corruptamente, a la 
vez que disuadir a los potenciales corruptos de la venta de sus servicios a cambio de 
sobornos de los que no podrán disfrutar en paraísos fi scales. Además, la CNUCC 
se pronuncia a favor de la aplicación de las técnicas internacionalmente admitidas 
en la lucha contra el tráfi co de drogas y, en general, el crimen organizado: agentes 
encubiertos, provocación policial, entregas controladas o vigiladas, etc.

Por otra parte, todos los convenios contienen previsiones relativas a la extra-

dición71, debiendo ser el cohecho así como el resto de delitos tipifi cados de acuer-
do con las convenciones, un delito que dé lugar a ella. Los convenios pueden 
emplearse, incluso, como fundamento jurídico para concederla cuando las partes 
supediten la extradición a la existencia de un tratado entre ellas y éste no exista. 
Si una parte deniega la extradición únicamente por razón de la nacionalidad de la 
persona objeto de la solicitud, el Estado requerido habrá de someter el caso a las 
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento.

Pero no sólo se busca el mutuo auxilio judicial, también se pretende impulsar 
la cooperación policial en la investigación de los hechos de corrupción —median-
te el desarrollo de investigaciones conjuntas, particularmente cuando la corrup-
ción presenta un alcance internacional, la asistencia técnica, formación, recogida 
y análisis e intercambio de la información— y se establecen medidas para la pro-
tección de testigos y víctimas.

Mención especial merece también en este punto la recuperación de activos. Si im-
portante es la persecución y enjuiciamiento de los delincuentes corruptos —para 
lo cual se han previsto en los diversos convenios internacionales disposiciones 

70 Vid. art. 46.8 de la CNUCC, art. 16 de la CICC, art. 17.3 de la Convención de la UA y art. 
26.3 de la Convención penal del Consejo de Europa.

71 Vid. art 44 de la CNUCC, art. 8 de la CICC, art. 15 de la Convención de la UA, art. 27 de 
la Convención del Consejo de Europa y art. 8 del Convenio UE.
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como las comentadas en las líneas precedentes—, tanto o más lo es la persecución 
de los bienes obtenidos a través de la realización de actos de corrupción. Recupe-
rar ese capital y devolvérselo a los pueblos a los que fue sustraído debe ser uno de 
los principales objetivos que ha perseguir la comunidad internacional en su lucha 
contra la corrupción72. Un paso adelante en esta dirección lo dio la CICC, cuyo art. 
15 obliga a los Estados parte a prestarse «la más amplia asistencia posible en la 
identifi cación, el rastreo, la inmovilización, la confi scación y el decomiso de bienes 
obtenidos o derivados de la comisión de los delitos tipifi cados de conformidad con 
la Convención, de los bienes utilizados en dicha comisión o del producto de dichos 
bienes». Es la CNUCC la que continúa y desarrolla ampliamente esta idea —ante 
el olvido del tema en el Convenio OCDE— considerando la restitución de activos 
incluso «un principio fundamental de la presente Convención» (art. 51) e instan-
do a los Estados parte a adoptar medidas para evitar y detectar la transferencia de 
capitales ilícitos, para su recuperación y para su restitución a sus legítimos propie-
tarios o para indemnizar a las víctimas.

2.3. Iniciativas internacionales y regionales contra la corrupción económica

2.3.1. Medidas preventivas

Como se mencionó al inicio de este epígrafe, son numerosas las medidas pre-
ventivas que se recogen en los instrumentos internacionales y globales contra la 
corrupción. En las líneas que siguen se mencionan las que están orientadas espe-
cífi camente a evitar la corrupción económica.

La Foreign Corrupt Practices Act (FCPC) norteamericana de 1977, primera nor-
ma nacional que sancionaba el soborno transnacional y cuya infl uencia en los tex-
tos internacionales posteriores es más que evidente, ya incluía unos mecanismos 
de prevención susceptibles de clasifi carse en tres niveles: didáctico, jurisdiccional 
y mixto o consultivo73. En el plano global, la OCDE, un año y medio antes de la 
adopción de su Convenio contra la corrupción transnacional, había elaborado un 

72 Benito Sánchez, Demelsa, El delito de corrupción en las transacciones comerciales internacionales, 
Iustel, Madrid, 2012, p. 69.

73 De acuerdo con la prevención didáctica, el Procurador General de los Estados Unidos ela-
bora un listado de actos considerados corruptos de acuerdo con las disposiciones de la FCPA que 
se pone a disposición de las personas a las que va dirigida la norma. Según la prevención jurisdic-
cional, el Procurador General puede impedir la comisión de un delito previsto en la Act a través 
de una acción civil cuando sea evidente que una empresa o persona podría estar comprometida o a 
punto de comprometerse en una práctica de las prohibidas. Y de acuerdo con prevención mixta o 
consultiva, las personas a las que se dirige la FCPA pueden consultar al Procurador General para 
saber si la conducta que pretenden llevar a cabo es contraria a la Act. Si el Procurador General 
dictamina que es legítima, se considera una presunción iuris tantum a favor de quien solicitó la 
consulta que podrá ser rebatida con una prueba en contrario.
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documento, si bien no vinculante, en el que recomendaba prohibir la deducción 
de los sobornos entregados a funcionarios públicos extranjeros en el transcurso de 
operaciones comerciales internacionales74. Se considera, ésta, una medida tan im-
portante en la prevención de la corrupción transnacional, que la OCDE ha vuelto 
a hacer hincapié en ella en dos documentos adoptados recientemente: la Recomen-

dación sobre medidas fi scales para una mayor lucha contra el cohecho de funcionarios públi-

cos extranjeros en transacciones comerciales internacionales (adoptada por el Consejo el 
25 de mayo de 2009, C (2009) 64) y la Recomendación para un mayor combate del 

cohecho de funcionarios públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales 
(adoptada por el Consejo el 26 de noviembre de 2009, C (2009) 159).

El Convenio de 1997 menciona, además, una serie de medidas contables ten-
dentes a evitar la existencia de cajas «B» destinadas al pago de sobornos, como son 
«el mantenimiento de libros y registros, la publicación de estados fi nancieros y las 
normas de contabilidad y auditoría, con el fi n de prohibir el establecimiento de 
cuentas fuera de libros, la realización de transacciones extracontables o insufi cien-
temente identifi cadas, el registro de gastos inexistentes, el asiento de partidas del 
pasivo con una incorrecta identifi cación de su objeto, así como la utilización de 
documentos falsos, por las sociedades sometidas a dichas leyes y reglamentos, con 
el fi n de corromper a agentes públicos extranjeros o de ocultar dicha corrupción» 
(art. 8). De igual modo, para evitar que los sobornados puedan disfrutar de sus 
ilícitos rendimientos, el art. 7 obliga a los Estados parte a considerar la corrupción 
de agentes públicos un delito previo al blanqueo, si también lo es la corrupción 
de los agentes del propio país.

Estas medidas preventivas también se han recomendado por la Convención de 

Naciones Unidas contra la corrupción (art. 12.4) y por la Convención Interamericana 

contra la Corrupción (art. 3)75. Estableciendo, además, expresamente la Convención 
de Naciones Unidas, en el art. 14, un régimen interno de reglamentación y su-

74 Recomendación sobre la posibilidad de deducir el cohecho a funcionarios públicos extranjeros (adoptada 
por el Consejo el 11 de abril de 1996C (96) 27/FINAL). Este instrumento ha de ser aceptado por los 
países participantes en el Convenio de 1997 como lo señalan los Comentarios al mismo in fi ne. 

75 Así, el art. 3.7 hace referencia a la adopción de «leyes que eliminen los benefi cios tributa-
rios a cualquier persona o sociedad que efectúe asignaciones en violación de la legislación contra 
la corrupción en los Estados Partes». Se trata de impedir que el autor de un soborno transnacional 
pueda deducir de sus ingresos, a la hora de pagar determinado impuesto, las cantidades entregadas 
a un funcionario público extranjero en concepto de soborno transnacional. Asimismo, el art. 3.10 
aboga por la adopción de «medidas que impidan el soborno de funcionarios públicos nacionales y 
extranjeros, tales como mecanismos para asegurar que las sociedades mercantiles y otros tipos de 
asociaciones mantengan registros que refl ejen con exactitud y razonable detalle la adquisición y 
enajenación de activos, y que establezcan sufi cientes controles contables internos que permitan a 
su personal detectar actos de corrupción». Se pretende impedir así la existencia de dobles contabili-

dades en las empresas que puedan encubrir el capital destinado al pago de sobornos.
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pervisión de bancos, instituciones fi nancieras no bancarias y otros órganos suscep-
tibles de ser utilizados para el blanqueo, con el fi n de evitar el lavado de activos 
procedentes de la corrupción. 

Respecto de la corrupción privada, los primeros instrumentos que hicieron 
mención a la misma (procedentes de la UE y del Consejo de Europa) se limitaron 
a exigir a los Estados la adopción de medidas represivas contra ella olvidando la 
importancia de las medidas preventivas. La Convención de Naciones Unidas contra la 

Corrupción, por el contrario, sí dedica disposiciones a este respecto. Así, su artículo 
12, insta a la adopción de códigos de conducta para el correcto ejercicio de las 
actividades comerciales, así como de medidas para la promoción del uso de buenas 
prácticas comerciales entre las empresas. De igual modo, insiste en la adopción 
de normas contables dirigidas a impedir la existencia de cajas «B» que puedan 
dedicarse al pago de sobornos.

2.3.2. Medidas represivas

Todos los instrumentos internacionales y regionales contra el soborno en transac-
ciones comerciales internacionales coinciden en tipifi car únicamente su modalidad 
activa, es decir, el ofrecimiento, la entrega o la promesa de entrega de un soborno a 
un funcionario extranjero76, olvidándose conscientemente de la modalidad pasiva, 
es decir, del comportamiento realizado por el funcionario público —que habrá de 
ser castigado por el Estado para el cual desempeña sus funciones77—, siguiendo la 
estela iniciada por la FCPA de 1977. Lo que sí varía entre ellos es el posible receptor 
del pago corrupto. Así, mientras que la FCPA es la que contempla un círculo más 
amplio de posibles receptores: funcionarios públicos de otros Estados, partidos po-
líticos o funcionarios de partidos políticos, candidatos a un cargo público y, desde 
la reforma operada en 1998, funcionarios de organizaciones internacionales, el resto 
de documentos únicamente hacen referencia a funcionarios de otros Estados y de 
organizaciones internacionales78, olvidándose del resto de sujetos que menciona la 
norma estadounidense.

Junto al castigo de cohecho activo transnacional, los instrumentos exigen tam-
bién el castigo de toda forma de participación, del encubrimiento, así como de las 
formas imperfectas de ejecución79. De igual modo, exigen que las sanciones por 
hechos de corrupción sean efi caces, proporcionadas y disuasorias, y que permitan 

76 Vid. art. 16.1 de la CNUCC, art. 1 del Convenio OCDE y art. 8 de la CICC.
77 Vid. ampliamente, Benito Sánchez, Demelsa, El delito de corrupción…, op. cit., pp. 212 y ss.
78 La CICC únicamente menciona en su articulado a los funcionarios públicos de otros países, 

si bien, la Legislación Modelo sobre enriquecimiento ilícito y soborno transnacional abre la puerta a la 
tipifi cación del cohecho de funcionarios de organizaciones internacionales.

79 Vid. arts. 24 y 27 de la CNUCC, art. 1.2 del Convenio OCDE y art. 6.1.e de la CICC.
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la extradición80; a la vez que debe preverse el comiso de los bienes objeto y pro-
ducto del delito81.

Con relación a la corrupción privada, la opción seguida por la CNUCC difi ere de 
la seguida por los documentos regionales. Así, en la Convención de Naciones Unidas 
la tipifi cación de la corrupción privada es facultativa para los Estados ratifi cantes, 
como lo pone de manifi esto en íncipit del art. 21: «Cada Estado parte considerará la 

posibilidad de…»; opción que pareció deberse a la diversidad existente entre los Or-
denamientos jurídicos participantes en la Convención en punto a la corrupción entre 
particulares y al deseo de lograr, pese a las diferencias, el mayor número posible de 
ratifi caciones del texto.

En el plano regional, frente a la opción seguida por la OEA, en el marco europeo 
hace tiempo que se viene produciendo «un importante cambio conceptual» y la co-
rrupción no sólo se considera un hecho a perseguir cuando se produce en relación con 
la Administración pública, sino que se entiende que también debe combatirse cuando 
tiene lugar en el sector privado, ámbito tradicionalmente regulado más por el Derecho 
civil (mercantil) o laboral, que se considera igualmente merecedor de intervenciones 
preventivas, penales y de intensa colaboración interestatal de cara a asegurar la mayor 
transparencia de las relaciones económicas —y, en particular, en las relaciones económi-
cas internacionales— tengan o no directamente que ver directamente con los Estados.

El primer instrumento dedicado a la lucha contra la corrupción en el sector 
privado fue, como ya se ha señalado, la Acción Común 98/742/JAI, sustituida por 
la Decisión Marco 2003/568/JAI relativa a la lucha contra la corrupción en el sector 

privado, que exige —de manera análoga a como lo hacía la Acción Común— la tipi-
fi cación como delito del cohecho activo y pasivo entre particulares (art.2) así como 
de cualquier forma de participación en tales delitos (art. 3); si bien, la tipifi cación 
puede limitarse a «aquellos actos que impliquen o puedan implicar una distor-
sión de la competencia en relación con la adquisición de bienes o de servicios 
comerciales» (art. 2.3). De manera muy similar, la Convención penal del Consejo 
de Europa también exige a los Estados parte castigar estas conductas (arts. 7 y 
8), aunque no concede la posibilidad de limitar el castigo a los actos a los que se 
refi ere el art. 2.3 de la Decisión Marco, misma opción por la que se decantó la Con-

vención para la prevención y el combate de la corrupción de la Unión Africana (art. 4.e). 

Desde el punto de vista político-criminal, el abordaje de la corrupción en el 
sector privado plantea una cuestión previa: el bien jurídico a proteger. Los países 
europeos presentan modelos heterogéneos a la hora de determinar las conductas 
delictivas susceptibles de califi cación como actos de corrupción en el sector privado.

80 Vid. art. 3.1 del Convenio OCDE.
81 Vid. art. 31 de la CNUCC, art. 3.3 del Convenio OCDE y art. 15.1 de la CICC.
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Así, desde la perspectiva del bien jurídico protegido hay países (por ejemplo, 
Francia, Austria, España) que, cuando sancionan la corrupción en el sector priva-
do, tratan de proteger, desde una perspectiva laboralista o patrimonialista, la leal-
tad del empleado respecto de su empleador, tratando de evitar que un empleado 
pueda verse infl uido en cuanto a sus decisiones por elementos o intereses diversos 
de los intereses de la empresa, de su empleador. Frente a ello, otros Ordenamien-
tos, como el alemán, consideran que la protección que hay que garantizar a través 
de la sanción de la corrupción en el sector privado es la libre competencia. 

La consecuencia principal de una u otra perspectiva no es irrelevante: mientras 
que en los países que siguen el sistema de la lealtad, la recepción de una comisión 
sin conocimiento del empleador será punible, en aquellos que buscan la protec-
ción de la libre competencia el hecho de que el empleador esté de acuerdo con que 
el empleado reciba una comisión no anula el carácter atentatorio contra la libre 
competencia y, por tanto, el hecho sigue siendo un supuesto de corrupción.

2.3.3. Responsabilidad de las personas jurídicas

En las primeras líneas de este trabajo quedó patente que las empresas multi-
nacionales han aprovechado las asimetrías jurídicas existentes entre los diversos 
Estados de la aldea global para llevar a cabo prácticas corruptas en el comercio 
transnacional. Tomándolo en cuenta, el Convenio OCDE y la CNUCC exigen a 
sus Estados parte la adopción de medidas orientadas al reconocimiento de respon-
sabilidad a las personas jurídicas por tales prácticas82.

En los documentos europeos es donde mayor atención se presta a la cuestión 
de la responsabilidad de las personas jurídicas por actos de corrupción privada. El 
art. 6 de la Decisión Marco dispone que, en todo caso, deberán imponerse sanciones 
consistentes en multas, a la vez que podrán preverse otras tales como la exclusión 
del disfrute de ventajas o ayudas públicas, la inhabilitación temporal o perma-
nente para desempeñar actividades comerciales, la vigilancia judicial o la medida 
judicial de disolución. La misma opción es la que recogen los arts. 18 y 19.2 de la 
Convención penal del Consejo de Europa. 

2.3.4. Reglas sobre jurisdicción. asistencia y cooperación

En este apartado, para evitar reiteraciones, no se hará referencia a las reglas 
sobre jurisdicción ni a la asistencia y cooperación, en la medida en que no se ha 
añadido en los diferentes instrumentos ninguna medida específi ca a las ya señala-
das respecto de la corrupción de Estado (vid. supra 2.2.4 y 2.2.5). 

82 Vid. art. 26 de la CNUCC y arts. 2 y 3.2 del Convenio OCDE.
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3. Conclusiones

La creciente transcendencia internacional de la corrupción, unida al secretismo 
en que se mueve y a las difi cultades para la identifi cación de víctimas individuales 
que puedan denunciar los hechos, demanda su abordaje desde una perspectiva 
e intervención multilateral. Los acuerdos anticorrupción internacionales desem-
peñan un papel clave en la creciente persecución internacional de la corrupción 
y obligan a los gobiernos a tomar medidas y facilitar la cooperación y asistencia 
técnica internacionales. El esfuerzo conjunto a escala internacional se muestra así 
indispensable para luchar contra la delincuencia y favorecer así la responsabilidad, 
la transparencia en el sector público y privado y el Estado de Derecho.

En esta línea, conviene subrayar que la Convención de Naciones Unidas contra la 

Corrupción es el único documento verdaderamente universal contra la corrupción. 
La Convención representa un hito en la arquitectura de los acuerdos internacio-
nales contra la corrupción. Es el primer acuerdo internacional que atrajo más de 
cuarenta partes, con más de ochenta hasta la fecha, y es el primer instrumento 
internacional aplicable mundialmente que trata únicamente sobre la corrupción. 
Se trata de un texto omnicomprensivo que pretende abarcar el fenómeno de la 
corrupción en todos sus aspectos, pública o privada: por consiguiente, tanto la co-
rrupción en sentido estricto, como los delitos conexos o relativos a la corrupción.

Resulta fundamental que los gobiernos adopten la Convención y creen un 
proceso de seguimiento para fomentar la puesta en práctica y facilitar la asisten-
cia técnica83, también los compromisos y mecanismos regionales existentes son 
importantes para que los gobiernos sigan cooperando en los problemas de la cor-
rupción dentro de un entorno socio-jurídico próximo. Asimismo, los principales 
exportadores del mundo deben continuar su estrecha e intensa cooperación por 
medio de la Convención de la OCDE contra el soborno y su relacionado mecanis-
mo de vigilancia para reducir la práctica de sobornar a funcionarios extranjeros 
en las transacciones comerciales internacionales. Los países de la OCDE deben 
demostrar su voluntad política aplicando sus leyes que penalizan esos sobornos84. 

83 Entre otras razones porque no se encuentran mejoras en los Índices de Percepción de la Co-
rrupción de Tranparency International. Si en el año 1995 suspendían 16 países de los 41 evaluados 
(menos de la mitad), en el año 2011 suspendieron 133 de 182 evaluados (dos tercios).

84 No obstante, en el informe de 2010 de TI sobre la aplicación del Convenio OCDE en los 
Estados parte se destaca que únicamente siete países (Alemania, Dinamarca, Estados Unidos, 
Italia, Noruega, Reino Unido y Suiza) de los 36 examinados llevan a cabo una aplicación activa 
del mismo, mientras que 9 realizan una aplicación modera y 20 una aplicación escasa o nula. La 
situación puede devenir incluso peor en los próximos años, pues países tradicionalmente cumpli-
dores (como Alemania y Estados Unidos) podrían negarse a seguir castigando a sus empresas que 
sobornan en el extranjero si el resto de países no hace lo mismo con las propias, para no colocarlas 
así en una situación de desventaja respecto de sus competidoras en el comercio mundial. Benito 
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Urge, por tanto, un cambio radical en las políticas anti-corrupción de los Estados. 
Es imprescindible no sólo la ratifi cación de las convenciones en la materia y no 
sólo la adaptación a las mismas de sus legislaciones, sino una verdadera aplicación 
de las medidas preventivas y represivas adoptadas al respecto.

No obstante, debemos ser conscientes de que el repaso de las plurales inicia-
tivas internacionales —regionales y globales— en la lucha contra la corrupción 
pone de manifi esto la falta de uniformidad de las soluciones seguidas por unos y 
otros. Dejando al margen la cuestión del método elegido para alcanzar el objetivo 
perseguido, son muchos los puntos en que los instrumentos internacionales diver-
gen. Ahora bien, como la Convención de las Naciones Unidas supone el estable-
cimiento de unas bases internacionales «mínimas», susceptibles de mejora en el 
plano regional e interno, al respecto y teniendo en cuenta el resto de instrumentos 
internacionales, cabe concluir, con carácter general, lo siguiente:

a) Medidas preventivas

1. La prevención de la corrupción requiere partir, desde su inicio, de la adop-
ción de medidas fuera del ámbito penal. Al lado de campañas tendentes a una sen-
sibilización cultural y de educación ciudadana en las exigencias deben propiciarse 
también la censura y reproche en relación con la corrupción. Desde un prisma 
preventivo resulta igualmente esencial una mayor y más efi caz intervención jurí-
dico-administrativa y civil (mercantil) dirigida al establecimiento de reglas que 
aseguren un funcionamiento claro y transparente del sector público y privado85.

2. En el ámbito de la corrupción contra el Estado, nos encontramos con que 
los instrumentos europeos no prevén medidas preventivas en el sector público. La 
razón estriba en que ese tipo de medidas (transparencia en el acceso a la función 
pública, en la contratación, acceso a la información…) se presuponen implícitas 
al Estado democrático y de Derecho. A sensu contrario, estimamos que pueden y 
deben, los países de tradición democrática, adoptar medidas preventivas ante una 
falta de transparencia en la gestión y en la contratación pública86, una utilización 
clientelar de las instituciones, la externalización abusiva de actividades desempe-
ñadas por funcionarios y empleados públicos, la insufi ciente coordinación entre 
los órganos administrativos, la debilidad de los controles políticos, la escasez de 

Sánchez, Demelsa, El delito de corrupción…, op. cit., p. 134. Adviértase que, según el mencionado 
informe, salvo Alemania y Estados Unidos, con 117 y 168 casos investigados, respectivamente, en 
2009, el siguiente país con más casos investigados es Italia con una cifra sustancialmente menor, 
39, y 14 países no han investigado ni un solo caso.

85 En este sentido, vid., entre otros, Cuesta Arzamendi, José Luís de la. Iniciativas internacio-
nales…, op. cit., p. 23. 

86 En nuestro país aparece, fruto de una legislación débil e insufi ciente, la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de Contratos del Sector Público.
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medios de la Fiscalía Anticorrupción y del Tribunal de Cuentas, la lentitud de la 
Justicia y la falta de transparencia y control. Se estima conveniente la evaluación 
periódica de la aplicación y conformidad de todos los instrumentos preventivos, a 
cuyo efecto, la realización de auditorías sistemáticas puede ser de una inapreciable 
ayuda. 

En ámbitos como la fi nanciación de los partidos políticos, no se adoptan ni 
prevén medidas preventivas como prohibir las donaciones anónimas a partidos 
políticos y sus fundaciones87, por ello se considera necesario incrementar los re-
cursos fi nancieros y de personal destinados al Tribunal de Cuentas para realizar de 
forma efi caz sus tareas de control y ejecución, incluyendo una supervisión más a 
fondo de los informes fi nancieros de los partidos políticos88. 

3. Con relación a la corrupción económica, aunque art. 46.8 de la Convención 
de Naciones Unidas dispone que los Estados «no invocarán el secreto bancario 
para denegar la asistencia judicial recíproca», no puede desconocerse que sub-
sisten serias difi cultades, en la medida en que la confi dencialidad bancaria está 
presente en materia fi scal en muchos ordenamientos nacionales.

4. Los avances para excluir a los paraísos fi scales de la economía internacional, 
como un espacio privilegiado para los fi nes de cualquier actividad defraudatoria 
o delictiva, son muy limitados o nulos. Por ello, resulta necesario concentrar las 
actuaciones investigadoras en aquellos ámbitos y sectores, en los que se han detec-
tado bolsas de fraude más importantes como los paraísos fi scales89.

5. La presión indi recta ejercida por una organización de evaluación de la que 
forman parte puede contribuir a que los Estados implementen las recomendacio-
nes. Uno de los elementos claves de presión in directa es transmitir la información 
al público na cional e internacional. Si ello tampoco da resulta dos concretos, será 
necesario pensar unas medidas más radicales, incluso aquellas en el ámbito eco-
nómico y fi nanciero.

b) Elementos comunes

1. La efi cacia en la lucha internacional contra la corrupción aconseja la adop-
ción de defi niciones armonizadas de las conductas delictivas básicas, presupues-

87 Se deberá garantizar que el Tribunal de Cuentas tenga las garantías de que las condona-
ciones de la deuda de los partidos por parte de entidades bancarias o proveedores privados no 
obedezcan en ningún caso a situaciones de intercambio de favores.

88 No se ha previsto, ni siquiera en los instrumentos internacionales, a los parlamentarios 
como posibles sujetos activos del cohecho. Sólo se establece en el Convenio penal del Consejo de 
Europa pero su art. 37 permite hacer una reserva, precisamente para no tipifi car como delito lo 
dispuesto en su art. 4 (soborno de parlamentarios). 

89 Resolución del Congreso de Diputados (BOCG 20-5-2005)
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to fundamental para la aplicación de cualquier tipo de medida de cooperación 
y auxilio mutuo en el plano penal. Precisamente porque el término funcionario 

público aparece como elemento central en la corrupción contra el Estado, debería 
recogerse en los instrumentos como un concepto autónomo y no dependiente de 
lo que entienda cada legislación nacional90. Este concepto, que debería ser inter-
nacionalmente aceptado y autónomo, entendemos que tiene que formularse en un 
sentido amplio: esto es, comprensivo de todo aquel que desarrolla funciones de 
carácter público, no ya sólo a los funcionarios extranjeros y/o pertenecientes a las 
organizaciones internacionales, sino a los jueces, jurados, peritos y miembros de 
las asambleas parlamentarias, así como a todas aquellas personas que participan 
del ejercicio de las funciones públicas aun cuando formalmente no tengan la con-
dición estatutaria de funcionarios. Lo importante no es tanto saber si la persona 
pertenece estrictamente o no a la estructura administrativa, cuanto si de algún 
modo —por nombramiento, en razón de un contrato, o por su posición pecu-
liar— se encuentra incorporado al ámbito de la función pública, ejerce funciones 
públicas. Esto lleva en algunos países, con acierto, a incluir dentro del concepto 
de funcionario público a empleados de personas jurídicas no ya de propiedad 
estatal o creadas por el Estado, sino que simplemente reciben una importante 
fi nanciación o subsidio por parte del Estado91.

2. En el plano regional, frente a la opción seguida por la OEA, en el marco eu-
ropeo hace tiempo que se viene produciendo «un importante cambio conceptual» 
y la corrupción no sólo se considera un hecho a perseguir cuando se produce en 
relación con la Administración pública, sino que se entiende que también debe 
combatirse cuando tiene lugar en el sector privado. Este ámbito tradicionalmente 
regulado más por el Derecho civil (mercantil) o laboral, se considera igualmen-
te merecedor de intervenciones preventivas, penales y de intensa colaboración 
interestatal de cara a asegurar la mayor transparencia de las relaciones económi-

90 La Conven ción del Consejo de Europa defi ne expresamente el concepto de servidor público 
en el Art. 1 como un «offi cial or public offi cer», pero exige implícitamente incluir también a los al-
caldes, ministros o jueces tal y como están defi nidos en el Derecho interno para así evitar lagunas. 
El concepto de juez debía ser amplio para que englobara a las personas —ya elegidas o nombra-
das— que desempeñaran la fun ción de juez, y abarcar también a los funcionarios vinculados a la 
persecución penal. Más allá de esto, se consideran miembros de las asambleas públicas nacionales 
e internacionales (public assemblies) a aquellos, ya sean elegidos o nombrados, a escala local, regio-
nal o nacional. Por tanto, también son abarcados por el círculo de posibles autores. Se trata aquí 
de diputados parlamentarios así como de órganos públicos que desempeñen labores legislativas o 
administrativas (por ejemplo, quie nes cumplan tareas de planifi cación o expidan licencias)

91 Vid., entre otros, Cuesta Arzamendi, José Luís de la. Iniciativas internacionales…, op. cit., 
p. 23, quien señala como ejemplo, el artículo 263a del Código penal griego constituye un ejemplo 
de este tipo de extensión «funcional» del concepto de funcionario público a ámbitos que normal-
mente no se califi can como de la función pública.
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cas —y, en particular, en las relaciones económicas internacionales—tengan o no 
directamente que ver directamente con los Estados. Por ello, respecto a la con-
ducta típica, entendemos que debería formularse también en sentido amplio92, 
que comprendiera tanto la corrupción en el sector público como en el privado, 
entendiendo como tal los actos de corrupción como aquellos que implican, por 
acción u omisión, la violación de un deber «posicional» o el incumplimiento de 
una función específi ca, en un marco de discreción, y con el objetivo de obtener 
algún tipo de benefi cio «extraposicional»93. 

3. Todos los instrumentos prevén los pagos tanto directos como indirectos, re-
fi riéndose a la obtención de benefi  cios injustos o ventajas de cualquier naturaleza 
al describir el objetivo antijurídico de la conducta. Estimamos conveniente que 
pueda tratarse de las ventajas de cualquier naturaleza al tratarse de un concepto deli-
beradamente general que abarca no solamente objetos materiales (dinero, objetos 
valiosos, bienes de cualquier tipo, servicios prestados) sino también cualquier 
cosa que pueda representar un interés indirecto, tal como saldar las deudas de la 
persona corrupta o realizar obras en una propiedad suya. Esta lista no es exhaus-
tiva. El concepto de ventaja, solicitada, recibida o prometida, abarca todo tipo 
de ventajas materiales o inmateriales». Por tanto deben considerarse penalmente 
relevantes, a nuestros efectos, prestaciones sexuales y ascensos laborales. 

4. La corrupción merece sancionarse con penas de carácter disuasorio, efectivas 
y proporcionales a la entidad y gravedad del hecho delictivo cometido. Se estable-
ce la necesidad de establecer sanciones privativas de libertad que puedan dar lugar 
a extradición en todos los supuestos de cohecho antecedente (tanto propio como 
impropio). Las sanciones deberían agravarse cuando los hechos se conecten con 
el crimen organizado. Penas como la inhabilitación para el ejercicio de funciones 
públicas, para la participación en concursos o sistemas públicos de contratación 
o de cara al mantenimiento de relaciones —directas o indirectas— de carácter 
comercial o de servicios con la administración, pueden ser muy efi caces en este 
ámbito donde lo que se persigue fundamentalmente es la obtención de un lucro o 
la obtención de ventajas, a la postre, de contenido económico94. 

92 Como sucede, de forma explícita, en la defi nición ofrecida por el Grupo Multidisciplinar 
sobre la Corrupción (GMC). Este grupo, creado en el marco del Consejo de Europa, entiende la 
corrupción como «el soborno y cualquier otro comportamiento en relación a personas a las que 
se han confi ado responsabilidades en el sector público o privado, que viola los deberes de éstas 
dimanantes de su situación de funcionario público, empelado privado, agente independiente o 
cualquier otro tipo de relación y que tiene por objeto obtener ventajas indebidas de cualquier clase 
para sí o para otros» (Consejo de Europa, GMC (96) 43, p. 10).

93 En este sentido, vid. Garzón Valdés, Ernesto, «Acerca del concepto de corrupción», Claves 

de Razón Práctica, 56/1995, Malem Seña, Jorge F. Globalización…, op. cit.
94 En este sentido, vid., entre otros, Cuesta Arzamendi, José Luís de la. Iniciativas internacio-

nales…, op. cit., p. 24.
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5. Sobre la posibilidad de articular medidas de protección de personas que 
denuncian casos de corrupción y determinar la obligación de denunciar el co-
nocimiento de es tos hechos, la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción 
contempla la fi gura del testigo protegido en su artículo 32. La fi nalidad general 
que anima esta normativa con siste en asegurar el anonimato de las declaraciones, 
establecimiento de medidas de protección personal y familiar, cambio de iden-
tidades, retri buciones económicas, exención del cumplimiento de obligaciones 
penales y civiles, etc.

También se prevé potenciar los benefi cios penológicos que per miten las fi guras 
del arrepentimiento activo, cau sas personales de levantamiento de la pena o las 
excusas absolutorias a favor de quien denuncia hechos de corrupción. Estas fi guras 
que estimulan con el benefi cio de una pena la delación, tienen un fundamento ex-
clusivamente utilitarista y de oportunidad, con el que se trata de dar satisfacción 
a determinados intereses. Estas fi guras premiales afectan la estructura del proceso 
mismo, acentuando su carácter inquisitorio al transformar el interrogatorio en un 
medio de obtención de pruebas y eliminar el juicio contradictorio debido a que 
todas la partes convergen en el común objetivo de hacer acusación, dando pie a 
todo tipo de chantajes y negociaciones. Por tanto, se trata de una justicia nego-
ciada con pocas garantías, que introduce una serie de distorsiones en el sistema 
penal y procesal, que socava los principios de igualdad y seguridad jurídica. En 
cualquier caso, su efi cacia práctica y utilitaria, desde consideraciones preventivo-
generales, como instrumento táctico de lucha contra la corrupción, ha sido escasa, 
ni siquiera en países como Italia ha tenido demasiado éxito. Por lo que cabe infe-
rir que no compensa el deterioro producido en los principios básicos del Estado 
de Derecho. Estas medidas, en el supuesto que pudieran defenderse desde una 
perspectiva de prevención especial, resultan rechazables porque contradicen el 
límite de la proporcionalidad que exige un equilibrio entre la gravedad del delito 
y la respuesta penal.

6. Todas las convenciones coinciden en contemplar a las personas jurídicas 
como posibles sujetos de responsabilidad penal, pero dejan abierta la posibilidad 
a una sanción de tipo penal, civil o administrativo siempre que la consecuencia 
jurídica sea efi caz, proporcional y preventiva. Por tanto, cuando el hecho típico 
se ha cometido en benefi cio o en nombre de la per sona jurídica los legisladores 
nacionales deberían estarán obligados a preocuparse de que la responsabilidad de 
la persona jurídica también se contemple cuando no exista sufi ciente control al 
interior de la empresa y esto haga posible la comisión del cohecho. Una especie de 
responsabilidad general de los directivos de la institución a quienes corresponde 
la labor de supervi sar la empresa. La responsabilidad de la persona jurídica no 
tiene que excluir la de personas físicas.
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c) Tipos delictivos

1. El cohecho impropio aparece tipifi cado, con acierto, en la CNUCC95, en el 
Convenio OCDE96, el Convenio de la UE97, la Convención penal del Consejo de 
Europa98 y la Convención Unión Africana99. Es más, en alguno de los instrumen-
tos se aboga por no diferenciar entre cohecho propio e impropio, puesto que ante 
la lesión de la imparcialidad o objetividad de la administración resulta se cundaria 
la distinción lícito o ilícito. El funcionario público, en otras palabras, quebranta 
su deber de imparcialidad en el mismo momento en el que acepta una remune-
ración, convirtiéndose en ilícita y lo quebranta tanto si lo que va a realizar sea 
lícito o no. 

A pesar de que la FCPA considera impunes los pagos de facilitación o engrase, 
al estimar que se trata de «pagos de buena fe», y los comentarios del Convenio 
de la OCDE hagan referencia a que los pagos de facilitación «pequeños» no son 
punibles, siguiendo la recomendación de la OCDE de 2009 abogamos por su 
penalización dados los «efectos corrosivos que tiene sobre el desarrollo sostenible 
y el Estado de Derecho».

95 Del art. 15 así se deduce pues este precepto emplea la expresión «con el fi n de que el fun-
cionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones ofi ciales». No exige, 
por tanto, «infringir los deberes del cargo».

96 No en vano, sus Comentarios señalan que «el hecho de corromper para obtener o conservar 
un contrato u otro benefi cio irregular constituye un delito independientemente de si la sociedad 
en cuestión es o no es el licitador mejor cualifi cado o de si el contrato podría haberse sido atribuido 
legítimamente por cualquier otro motivo». 

97 Aunque el articulado señale «por cumplir o abstenerse de cumplir, de forma contraria a sus 
deberes ofi ciales, un acto propio de su función o un acto en el ejercicio de su función», el Informe 
explicativo entiendo que sí avala el castigo del cohecho impropio porque señala lo siguiente: «El 
Convenio se aplica a la conducta relacionada con las funciones y obligaciones del funcionario. El 
Convenio se aplica al hecho de cumplir o de abstenerse de cumplir cualquier acto dentro de las com-
petencias del que ocupa el cargo o función en virtud de cualquier ley o norma (deberes ofi ciales) en la 
medida en que los actos se realicen incumpliendo los deberes de su cargo. Los Derechos de algunos 
Estados miembros incluyen también los casos en que un funcionario, en contra de la obligación de 
su cargo de actuar imparcialmente, recibe una ventaja por actuar de conformidad con sus funciones 
(por ejemplo, dar un trato preferente acelerando o suspendiendo la tramitación de un asunto). 

98 De manera similar a la CNUCC, la Convención del Consejo de Europa recurre a la expresión 
«con el fi n de que realice o se abstenga de realizar un acto en el ejercicio de sus funciones», sin exigir 
«infringir los deberes del cargo». Más aún, el art. 36 del documento, que permite a los Estados parte 
hacer declaraciones, no hace referencia a los art. 2 y 3, en los cuales se regula el cohecho. Artículo 
36 de la Convención penal del Consejo de Europa: «En el momento de la fi rma o del depósito de 
su instrumento de ratifi cación, aceptación, aprobación o adhesión, cualquier Estado podrá declarar 
que tipifi cará como delito la corrupción activa y pasiva de agentes públicos extranjeros a tenor del 
artículo 5, de funcionarios internacionales a tenor del artículo 9 o de jueces y agentes de tribunales 
internacionales a tenor del artículo 11, únicamente en la medida en que el agente público o el juez 
realice o se abstenga de realizar un acto incumpliendo sus deberes ofi ciales».

99 Utiliza la expression «for any act or omission in the performance of his or her public functions».
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2. Hemos podido constatar como los Estados tienen la obligación de tipifi car 
como delito tanto el cohecho propio como impropio, en sus vertientes anteceden-
tes, con independencia de que el acto objeto del acuerdo sea justo o injusto, con-
trario o conforme a los deberes del funcionario público, reglado o discrecional. 
Sin embargo, respecto al cohecho subsiguiente, ningún documento exige su casti-
go pues todos emplean la preposición «para» o expresiones similares que denotan 
«futuro»100. Por consiguiente, los Estados no están obligados a tipifi car como delito 
penal el hecho de recibir una ventaja después de llevar a cabo un acto sin que haya 
mediado una solicitud o aceptación previa. Tampoco serían punibles los obsequios 
que no estén relacionados con alguna actuación posterior del funcionario realizada 
en cumplimiento de sus obligaciones. Si bien, con arreglo al artículo 11 del Con-
venio del Convenio de la UE no hay, por supuesto, nada que impida a los Estados 
miembros que lo deseen, tipifi car como delito la corrupción consistente en recibir 
una ventaja solicitada o aceptada una vez que el funcionario ha cometido la acción 
contraviniendo sus obligaciones ofi ciales. Teniendo en cuenta que en estos casos la 
imparcialidad del funcionario no se ve aceptada, penalizar este tipo de conducta con 
el fi n de no dejar impunes situaciones en las que es difícil probar el pacto corrupto 
previo, no nos parece un argumento convincente, en la medida en que se parte de la 
incapacidad de la Administración de justicia para probar los hechos. 

3. Por su importancia y gravedad, conviene aplicar medidas penales adecuadas 
para hacer frente al tráfi co de infl uencias y a todo aquel conjunto de fi guras delic-
tivas que son conexas o que se encuentran muy relacionadas con la corrupción: no 
pocas veces la persecución y sanción de estas conductas puede ser la vía más efi caz 
de combatir aquélla.

4. También será necesario aplicar medidas penales adecuadas para hacer frente 
a la corrupción en el sector privado. Las conductas de corrupción privada deberían 
castigarse si afectan gravemente al bien jurídico «competencia leal». Por tanto, 
político-cri minalmente se considera que los actos de competencia des leal sólo van a 
ser objeto de sanción penal en cuanto que lesionan intereses patrimoniales con cretos 
del empresario, de otros competidores o afectan a los con sumidores. Dicho de otro 
modo, la simple efi  ciencia del mercado, las reglas de buena fe que deben presidir las 
relaciones comerciales, la simple infracción del deber de la confi anza en el emplea-
do y la lealtad, no al canzan el sufi ciente grado de importancia para ser bienes jurídico 
penales. De seguir la opción contraria, supondría justifi car la intervención penal para 
tutelar los dogmas del liberalis mo económico.

100 El Informe Explicativo al Convenio de la UE de 1997, claramente se expresa diciendo: «Tal 
como está redactada la disposición, la solicitud o la aceptación deben ser anteriores al acto o la 
omisión del funcionario, ya que el texto precisa: «el hecho ... de que un funcionario ... solicite o 
reciba ventajas ... o el hecho de aceptar la promesa ... por cumplir o abstenerse de cumplir…».
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5. Con respecto al delito de enriquecimiento ilícito, las convenciones orienta-
das a países con menos tradición democrática (Convención de la Unión Africana 
o Convención Interamericana contra la Corrupción) instan a tipifi carlo (si bien, 
siempre hacen mención al respeto a los principios fundamentales de cada Estado). 
La Convención de Naciones Unidas justifi ca de forma poco convincente la incri-
minación de este delito para superar las difi cultades que tienen los fi scales a la 
hora de demostrar que un funcionario público ha solicitado o aceptado sobornos 
en los casos en que su enriquecimiento es tan desproporcionado respecto de sus 
ingresos legítimos que puede establecerse prima facie (es decir, presumirse) que se 
ha cometido un acto de corrupción. El funcionario público, agente de la autori-
dad o particular tiene que demostrar que los regalos u otros efectos recibidos no 
guardaban ninguna relación con el desempeño de su función, así como a aportar 
una explicación convincente del origen lícito del espectacular incremento de su 
patrimonio, cuando fuera el caso. La búsqueda de efi cacia ha llevado, en este caso, 
a la inversión de la carga de la prueba o a la introduc ción de presunciones de 
culpabilidad ante vagas sospechas o indicios no muy sólidos que natural mente 
menoscaban el principio de culpabilidad y de presunción de inocencia. Se ha pro-
ducido así el abandono de algunos de los postulados garantis tas que tradicional-
mente se venían considerando incuestionables en algunos Estados. Por otra parte, 
en algunos convenios se recomienda la tipifi cación de otras fi guras delictivas que 
exigen castigar cualquier actuación del funcionario para obtener un benefi cio in-
debido101, negociaciones prohibidas, etc. Estas son conductas «previas» al enri-
quecimiento ilícito, y respecto de los cuales ya no se puede decir que vulneren el 
principio de presunción de inocencia102. 

Para tratar de prevenir este tipo de conductas, los cargos electos o los traba-
jadores públicos, sobre todo aquellos que intervengan en procesos urbanísticos 
o de contratación pública103, deberían tener la obligación de hacer pública una 
declaración de bienes y derechos patrimoniales, antes y después de dejar el cargo o 
puesto, y ser la Administración Tributaria quien realice la oportuna investigación 
y en su caso sanción. 

101 Así, la CICC (art. 6.1.c) y la Convención de la Unión Africana (art. 4.c). La CNUCC sim-
plemente insta a castigar (no es obligatorio) cualquier abuso del cargo para obtener un benefi cio 
indebido (art. 19).

102 El derecho a la intimidad de quien ocupa puestos tan relevantes en la Administración no 
puede ni debe amparar la ocultación de dichos datos, que resultan indispensables para la verifi ca-
ción de su probidad y honradez. En estos casos, la publicidad estaría justifi cada para así garantizar 
mejor la integridad de las Instituciones. No estaríamos ante un supuesto de «injerencia ilegíti-
ma».

103 Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.
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d) Asistencia y cooperación

1. En el plano procesal y de la investigación policial conviene destacar que 
las autoridades que asuman la persecución de la corrupción deben estar especia-
lizadas y dotadas de instrumentos jurídicos capaces de penetrar en el entramado 
empresarial y económico de la corrupción y, sobre todo, debe estar garantizado 
«que puedan desempeñar sus funciones con efi cacia y sin presiones indebidas»104.

2. Junto a ello, dada la cercanía del fenómeno de la corrupción con el crimen 
organizado, se justifi ca en estos casos la aplicación en su persecución de técnicas 
internacionalmente admitidas en la lucha contra este tipo de criminalidad. Desde 
diferentes ámbitos se trata de acomodar el posible contenido de las comisiones 
rogatorias a las nuevas tecnologías (videoconferencias, vigilancia electrónica, co-
municaciones por internet, etc.), se promulgan institutos procesales en el ám-
bito interno (agente encubierto, entregas vigiladas, etc.) y, en el ámbito de la 
delincuencia económica, se intenta privar a estos delincuentes de sus ingentes 
ganancias. Ahora bien, ese esfuerzo ha de ir acompañado de la paralela voluntad 
de creación de un marco internacional de garantías efectivas para los imputados 
que, hoy por hoy, no está asegurado. Invocar, como hacen determinados países, 
que esas garantías son una cuestión interna de cada Estado o que bastan los Con-
venios ya existentes y, en concreto, la Declaración de Derechos del Hombre, el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos o la Convención Europea para 
la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales es, o 
renunciar de antemano a las garantía en aras de una pretendida efi cacia u olvidar 
que el carácter genérico de las disposiciones contenidas en los Tratados mencio-
nados, conduce a que, en muchos países, dichos principios se hayan convertido 
en meras declaraciones formales sin contenido real alguno y, en otros, a que la 
interpretación realizada de esos tratados no alcance los estándares garantistas que 
exige la vigencia de principios fundamentales asentados en nuestra tradición de-
mocrática105.

3. En este contexto, lo que se defi ende es que tratándose de delitos transnacio-
nales que pueden llegar a tener una importante trascendencia económica, debería 
estar vigente la extraterritorialidad del tipo penal y la supresión el principio de do-
ble incriminación106. Un paso importante en esta materia ha supuesto la orden de 

104 Art. 36 CNUCC.
105 García Arán, Mercedes (coord.), Trata de personas y explotación sexual, Comares, 2007, con-

clusión vigésima, p. 321.
106 En este sentido, vid., Arroyo Zapatero, Luis, «Propuesta de un eurodelito de trata de seres 

humanos», en Arroyo Zapatero, Luis e Ignacio Berdugo Gómez de la Torre (coords.), Homenaje 

al Dr. Marino Barbero Santos, volumen II, Ediciones de la Universidades de Castilla-La Mancha y 
Salamanca, 2001, p. 41 y ss. 
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detención europea, adoptada mediante Decisión Marco del Consejo de 13/6/2002. 
Esta orden se considera la primera concreción del reconocimiento mutuo, la extra-
territorialidad del tipo penal y además suprime el principio de doble incrimina-
ción. La supresión de éste, desde el punto de vista del Derecho penal internacional, 
convierte a estos delitos en una suerte de grupo intermedio entre los supuestos de 
personalidad activa y justicia universal107. 

En los distintos países deben adoptarse normas relativas a la atribución de la 
competencia jurisdiccional (por ejemplo, a través de la ampliación del principio 
real o de protección) para poder perseguir estas conductas, aun cuando hubieran 
sido cometidas en el extranjero y por parte de un funcionario igualmente extran-
jero — sin perjuicio, evidentemente, de la probable preferencia de otros Estados 
en la persecución y condena de tales conductas—.

4. La cooperación judicial no debe limitarse a los institutos de la extradición 
y de las rogatorias, sino que se extiende el ámbito de la asistencia mutua a incau-
taciones y comisos de los activos procedentes de delitos. Por ello, ha de prestarse 
especial atención a los mecanismos que garantizan la confi scación de los sobornos 
y demás elementos utilizados para la realización de hechos de corrupción, así 
como para la prevención y sanción del blanqueo de capitales procedentes de la 
corrupción. Se previó, en efecto, que la restitución del bien decomisado interna-
cionalmente es obligatoria toda vez que se trate de bienes públicos o, de todas 
maneras, de bienes de propiedad del Estado; para las demás hipótesis, la restitu-
ción, aunque prioritaria, deja de ser obligatoria.

En cualquier caso, la cooperación policial y judicial, por muy intensa que sea, 
no puede, sin embargo, agotar las expectativas político-criminales. Tampoco la 
solución pasa por la expansión del Derecho penal y en una trans formación pro-
funda de los criterios clásicos de imputación procesal-penal, acentuando unilate-
ralmente fi nalidades preventivas y de efi cacia que tienen las connotaciones 
propias de una legisla ción de excepción, con el correlativo menoscabo del respe-
to a derechos fundamentales indeclina bles en el contexto material de un Estado 
de De recho. Las exigencias de una actuación efi caz frente a la corrupción pasan 
por alto que las demandas que la sociedad dirige al Derecho penal son siempre 
prácticas. La efi cacia socialmente demandada no se identifi ca con la agravación de 
las sanciones o la minoración de garantías, sino con el incremento de resultados 
preventivos. En este camino, no cabe articular estrategias que prescindan de una 

107 Pues de un lado, permite castigar no sólo a españoles que cometan estas infracciones en el 
extranjero, sino a cualquier persona, en este punto son más amplios que el principio de personali-
dad activa, pero de otro no castigan, como hace el principio de justicia universal, cualquier delito 
cometido en cualquier parte del mundo, sino sólo los casos cometidos en el extranjero que van a 
terminar repercutiendo dentro del territorio
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referencia a valores. Parece que la tarea inicial es el control político de la economía 
mundial, después en el ámbito jurídico-penal consiste en fi jar una persecución 
internacional de los tipos delictivos de corrupción, todo ello sin obviar que las 
medidas penales deben verse acompañadas y precedidas por otros muchos y diver-
sifi cados mecanismos de control en distintas instancias, tendentes en su conjunto 
a favorecer la transparencia en el sector público y privado, desechar cualquier 
clase de clientelismo en los sistemas democráticos, y profundizar en defi nitiva en 
las bases constitutivas del Estado de Derecho. Lo que supone una ponderación de 
costes que ha de integrar la eventual colisión de cada una de las alternativas con 
los principios garantizadores que se entienden defi nidores del sistema. 

Situados en este debate, no parece que los avances en la lucha contra la co-
rrupción global se hayan realizado con un utilitarismo a ultranza desconocedor de 
principios garantizadores. Los delitos graves exigen respuestas preventivamente 
adecuadas, al menos si se quiere mantener cierta coherencia con las valoraciones 
inherentes a todos los sistemas jurídicos-penales. Por tanto, no se trata de rebajar 
el sistema de garantías, porque no es aceptable rebajar la contundencia de las 
sanciones. 

En suma, es necesario conseguir un progreso enérgico para hacer frente a la 
corrupción de Estado y económica a través de la internacionalización de medidas 
preventivas y represivas desde la armonización legislativa penal de los países, 
debiendo estar presididas esta últimas, por criterios de subsidiariedad y propor-
cionalidad frente a cualquier generalización indiscriminada de tipifi cación de 
conductas.
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SUMARIO: 1. Un concepto de corrupción: el modelo principal-agente. 2. El modelo prin-
cipal-agente aplicado a la corrupción política. 3. El respeto cualifi cado al Derecho como com-
ponente esencial del marco normativo de referencia aplicable a los gobernantes. 4. Respeto 
cualifi cado al Derecho y confusión entre responsabilidad política y responsabilidad penal: efec-
tos. 5. Algunas consecuencias de la confusión entre responsabilidad política y responsabilidad 
penal: desprestigio de la política y desprestigio del poder judicial. 6. Recuperar la política 
para recuperar el Derecho.

Muchos son los conceptos de corrupción que se han propuesto según los 
muy diversos puntos de vista desde los que es posible analizar un fenó-
meno que presenta múltiples facetas. Desde quienes se han centrado en 

defi nirlo a partir de lo socialmente tolerado en un momento y lugar concretos, has-
ta quienes lo analizan exclusivamente desde la perspectiva del Derecho pasando por 
quienes realizan defi niciones exclusivamente económicas1. En estas breves páginas 
no pretendemos alcanzar un objetivo tan amplio. Tan solo deseamos examinar una 
cuestión muy concreta. La relación entre corrupción política y Derecho. Cuestión 
que ha sido objeto de nuestras preocupaciones en otros trabajos de manera parcial, 
pero a la que no hemos dedicado un tratamiento monográfi co en ninguna ocasión2. 
Es hora, pues, de plantearse una pregunta que ha sobrevolado a lo largo de los 
mismos de manera permanente sin que nunca hayamos intentado contestarla con 
claridad: ¿cuál es el papel del Derecho en la lucha contra la corrupción política? 

1 En estos temas nos hemos detenido en Corrupción política: un análisis desde la teoría y la 
realidad constitucional. Teoría y Realidad Constitucional, Madrid, núm. 25, 2010, pp. 73 a 79.

2 En el trabajo recién citado y en Corrupción de los gobe rnantes, responsabilidad política y 
control parlamentario. Teoría y Realidad Constitucional, Madrid, núm. 11, 2007, pp. 135 y ss., y 
en Responsabilidad política y responsabilidad penal. Jueces para la Democracia, Madrid, Vol. 60, 
pp. 56 y ss.
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O si se quiere de otro modo ¿puede el Derecho ser un instrumento efi caz para en-
frentarse a la corrupción política? Quede claro que hablamos de corrupción política. 

No de otras formas de corrupción en las que el papel del Derecho es evidente desde 
una perspectiva tanto represiva como preventiva. Es la adjetivación de la corrup-
ción como política la que nos genera dudas respecto a la efi cacia del Derecho en su 
combate.

Para contestar a la pregunta planteada debemos comenzar optando por un 
determinado concepto neutral de corrupción (y de corrupción política). Neutral 
en el sentido de no vinculado a una defi nición exclusivamente jurídica de co-
rrupción, pues de lo contrario partiríamos, creo, de una premisa engañosa (cuan-
do no tautológica) que introduce desde el principio al Derecho en un análisis 
que, precisamente, quiere defi nir cuál es su papel. Defi nida la corrupción política 
abordaremos las diferencias existentes entre la responsabilidad jurídica y la res-
ponsabilidad política por actos de corrupción política. A partir de tal distinción 
podremos abordar las difi cultades derivadas de una forma errónea de juridifi car 
la lucha contra la corrupción política para poder fi nalizar proponiendo alguna 
respuesta a las preguntas planteadas.

1. Un concepto de corrupción: el modelo principal-agente

Una forma de aproximación, a nuestro entender, útil para el análisis jurídico 
de la corrupción política procede de la Economía y de la Sociología fundamental-
mente y consiste en la aplicación de modelos de análisis sustentados en la relación 
agente-principal3. Puede que sea cierta la crítica de quienes consideran que este 
tipo de análisis no lleva tanto a un concepto como a una pura descripción, pero 
aún así constituye una descripción plenamente útil para lo que estamos buscando 
que no es otra cosa que permitir una determinación de todos los elementos del 
concepto capaz de ser objeto de análisis jurídico.

En la descripción del modelo nos parece que la aportación de Gambetta4 re-
sulta particularmente esclarecedora en cuanto pretende establecer una suerte de 
mapa analítico de la corrupción. Esto es, un conjunto de rasgos específi cos y co-
munes a todo tiempo y lugar cuyo contenido concreto puede ser cambiante, pero 

3 Tomamos ya este modelo como referencia en nuestro trabajo ya citado en nota 1 y en el 
publicado previamente Corrupción de los gobernantes, responsabilidad política y control parla-
mentario. Teoría y Realidad Constitucional, Madrid,, num 11, 2007 pp. 138-139. Modelos agente 
principal son, con matices, utilizados por Rose-Ackerman, Susan Corruption and Government, 
Cambridge: Cambridge University Press, 1999 o Bull, Martin J. & Newell, James L. (inclu-
yendo el buen trabajo de Holmes, Leslie incluido en el trabajo editados por éstos) Corruption in 

Contemporary Politics, Londres: Palgrave, 2003.
4 Gambetta, Diego, Corruption: An analytical Map, en Kotkin, Stephen & Sajó, Andras 

(eds), Political Corruption in Transition. A Skeptics Handbook, Londres: CEU press, 2002,, pp. 33 y ss.
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que han de estar presentes para que podamos hablar de corrupción en general. 
Para ello trata de alejarse intencionadamente de consideraciones jurídicas, éticas 
y económicas.

El caso «tipo» descrito por Gambetta5 requiere la presencia de tres actores en 
todo fenómeno de corrupción. El sujeto que confi ere la confi anza (trust) a un ter-
cero para gestionar determinados recursos (T, en cuanto truster) que actúa como 
principal; el agente que la recibe (F, en cuanto Fiduciario) y el corruptor (C). T 
podrá ser un sujeto individual o colectivo. F es alguien que actúa en nombre de 
T. Y C es alguien cuyos intereses se ven afectados por las acciones de F. 

El esquema básico de funcionamiento, siempre siguiendo a Gambetta, de 
la corrupción sería: C quiere recursos que se supone que F no puede darle dadas 
las condiciones de su relación con T. Por ello de alguna manera C compra a F 
para que a pesar de la citada relación con T le confi era los recursos deseados. 
Este esquema presupone la existencia de una relación anterior al comportamiento 
corrupto entre el principal T y el agente F. Una relación que se explica a partir 
de un «juego de confi anza básica», en el que T acepta encomendar determina-
dos recursos a F en cuanto espera que servirá sus intereses y no su propio interés 
personal. Para ello T y F acuerdan una serie de reglas vinculantes de las acciones 
correctas que F ha de llevar a cabo (a

r
, right actions) y de las acciones que se con-

sideran erróneas (a
w
, wrong actions). Para el principal T el conjunto de acciones a

r 

siempre será preferido al conjunto a
w
 de modo que si piensa que el agente F va 

actuar infringiendo las reglas preestablecidas estará mejor no confi riéndole la ges-
tión de recursos transmitida6. Para evitar rupturas involuntarias de las reglas o la 
comisión de errores, F debe conocer perfectamente las preferencias de T ordenan-
do con claridad a

r 
y a

w
. La corrupción es, por tanto, una ruptura por parte de F de 

la relación de confi anza (trust) al hacer a
w
 o al dejar de hacer a

r 
como consecuencia 

del benefi cio obtenido procedente de C. Nótese, no es ocioso insistir, que para 
que el intercambio corrupto se produzca, T debe previamente haber reclutado a F 
puesto que si no tiene capacidad de decisión no tiene capacidad real para romper 
la relación con de confi anza. Por ello, F tiene que ser, necesariamente, un agente 
digno de la confi anza de T. 

En este modelo suele darse un «juego de apariencias» puesto que si F quiere 
continuar obteniendo los benefi cios suministrados por C, deberá seguir aparen-
tado que es digno de la confi anza depositada en cuanto esta podría serle retirada 
(y con ello la capacidad de decisión involucrada) inmediatamente, produciéndose 
lo que Garzón Valdés, denomina una suerte de «adhesión retórica al sistema 

5 Ibidem, pp. 35 a 39.
6 Si bien, señala Gambetta puede ocurrir que T acepte aw de F como «segunda mejor op-

ción» en cuanto que no encuentre a ningún F que lo haga mejor.
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normativo de referencia»7. Por ello, será habitual que estos comportamientos se 
mueven en el terreno de lo secreto que, sin embargo, no será necesario cuando la 
corrupción sea generalizada pues bastará la mera hipocresía de todos los agentes 
implicados.

Los concretos motivos de la desviación de F respecto a las reglas establecidas 
por el principal T (a

r 
y a

w
) son, para Gambetta, irrelevantes, pero deben ser con-

secuencia del intercambio con C. Esto es, C ha de ofrecer algo (M*) a F para que 
este ignore las reglas de modo que a

w 
+ M* sea, para el agente F, preferido a a

r 
. 

Este esquema básico presenta tres variantes interesantes: aquellas en las que 
F y C coinciden (corrupción de tipo nepotística en la defi nición del autor citado, 
aunque puede abarcar supuestos diferentes de lo habitualmente considerado como 
nepotismo); aquellos en los que la presión no es de C a F, sino al revés (corrupción 
extorsionadora) y aquellos en los que no C pide tanto una actuación en contra 
de las reglas establecidas sino «fuera de ellas» buscando una especie de «mejor 
servicio».

Este es el esquema básico para el análisis de la corrupción utilizado por Gam-
betta. Conviene ahora que lo adaptemos a la corrupción política.

2. El modelo principal-agente aplicado a la corrupción política

El modelo agente principal descrito es muy útil para el análisis de la corrup-
ción política en un sistema democrático asentado en la idea de representación que 
tan adecuadamente se ve refl ejado en este modelo.

Efectivamente, T en el caso de la corrupción política es el sujeto principal que 
transfi ere la confi anza política (trust). En ocasiones es un sujeto colectivo (el pue-
blo en elecciones o los miembros de una cámara parlamentaria o un ente repre-
sentativo o deliberativo) y en otras ocasiones es un sujeto individual que designa 
a alguien para colaborar en la gestión de intereses colectivos, pero que en alguna 
medida está a su vez sujeto a una relación de confi anza con terceros. Así en un sis-
tema parlamentario un Ministro está sujeto a la relación de confi anza establecida 
con T

3
 —el presidente del gobierno— que a su vez está sujeto a una relación de 

confi anza con T
2
 —el Parlamento— cuyos miembros están sujetos a otra relación 

de confi anza con T
1
 —el cuerpo electoral—). En un sistema presidencial, el mi-

nistro estará sujeto a la relación de confi anza establecida con T
2
 (el Presidente de 

la República) que a su vez ocupa su puesto en virtu de una relación de confi anza 
con el pueblo como cuerpo electoral (T

1
). 

7 Garzón Valdés, Ernesto, Acerca del concepto de corrupción. Laporta, Francisco José & 
Alvarez, Silvina, (eds,), La corrupción política, Madrid: Alianza 1997, pag. 49.
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De esta forma en todo sistema democrático encontraremos como sujeto último 
que confi ere la confi anza (trust) al pueblo (T

1
) si bien esta se extiende a través de 

una cadena de confi anzas más o menos larga8 a todos los sujetos que ejercen cargos 
públicos y que se convierten, de este modo, en fi duciarios directos (F

1
) o indirec-

tos (F
2-n

) del pueblo.

Dado que la participación democrática se articula en los diferentes niveles de 
gobierno deberá poder aplicarse también a éstos lo que, por otra parte, parece 
sencillo sea cual sea la fórmula democrática establecida. Así, por ejemplo, en el 
nivel local en caso de elección separada de Alcaldes (o presidentes de municipio) 
y concejales será aplicable un modelo similar al de los sistemas presidenciales y 
en caso de elección de los alcaldes por el pleno del ayuntamiento el modelo se 
parecerá al parlamentario.

Por último, la participación democrática se desarrolla también a través de los 
partidos políticos por lo que el esquema ha de poder aplicarse sin grandes difi -
cultades también a los partidos políticos en cuanto respeten un funcionamiento 
democrático interno. Así, los militantes –T

1
– confi eren una relación de confi anza 

(trust) a sus representantes y compromisarios ante la asamblea general del partido 
–F

1
– que a su vez –T

2
– se la transmiten a los componentes de los órganos direc-

tivos –F
2
– del partido que, en ocasiones, –T

3
– podrán nombrar a terceros para 

colaborar en la gestión del partido –F
3
–, por ejemplo asesores de la dirección del 

partido.

En virtud de cada relación de confi anza política T impone una serie de nor-
mas acerca de lo considerado correcto e incorrecto en la gestión de los intereses 
comunes que ha sido transmitida (las ya conocidas a

r 
y a

w
). Si bien ha de tenerse 

en cuenta que dado el esquema de cadena de confi anzas, tanto los sujetos que las 
otorgan como la fi nalidad de la confi anza son diferentes por lo que muy probable-
mente las reglas deban ser también distintas (así hablaremos de a

r1-n
 y de a

w1-n
 ) lo 

que, por otra parte, parece intuitivamente muy razonable9. No es lo mismo la re-
lación de confi anza entre pueblo y parlamento que entre presidente del gobierno y 
un ministro o entre un alcalde y un concejal. Tampoco es idéntica la relación entre 
militantes y cúpula directiva de un partido que entre el jefe de dicho partido y 
alguno de sus asesores. Si las relaciones son distintas y también lo son los sujetos, 
parece razonable que las reglas reguladoras de la relación sean diferentes. 

8 Tomamos la idea de cadenas de confi anza de Morel Ocaña, Luis. El sistema de la confi anza 

política en la Administración Pública, Madrid: Civitas, 1994.
9 En este sentido muy claramente se pronuncian Fleming, Jenny & Holland, Ian. Advan-

cing Ministerial Ethics. En el libro por ellos editado, Motivating Ministers to Morality, Aldershot: 
Ashgate, 2001pag. 205.
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El funcionamiento de la corrupción política seguirá exactamente el mismo es-
quema diseñado por Gambetta con carácter general. Existirá corrupción política 
cuando F (político), que gestiona intereses como consecuencia de una relación 
de confi anza (trust) reconducible al pueblo, directa (T

1
) o indirectamente (T

2-n
), 

quebranta las normas de conducta establecidas por aquél (a
r1

 + a
w1

) o por quién 
directamente le otorgara la confi anza (a

r2-n 
+ a

w2-n
) para obtener un benefi cio per-

sonal como consecuencia del precio (M*) pagado por un tercero corruptor (C). La 
defi nición será también válida para la otra forma de hacer política en la moderna 
democracia, el partido político, con tan solo sustituir al pueblo como T

1
 por el 

conjunto de militantes. Por último, también será aplicable plenamente tanto el 
llamado «juego de apariencias» como los tipos especiales de corrupción apunta-
dos en el apartado anterior.

Por ello, podemos aceptar la conclusión de Nieto cuando sostiene que al fi n 
y al cabo la corrupción política no es más que la culminación de la ruptura del 
vínculo de fi delidad que une a gobernante y gobernados10. Podemos, así, seguir 
tomando como referencia, aunque con matices, el modelo apuntado por Hol-
mes11, y concluir que la corrupción política debe reunir cuatro caracteres básicos.

a) La actividad ha de ser realizada por personas o grupos que ocupan un cargo 
público de naturaleza representativa por elección directa o por nombramiento 
indirecto.

b) El cargo público ocupado ha de implicar el ejercicio de autoridad pública 
derivada y de un cierto margen de decisión libre en la gestión de los recursos 
transmitida

c) Entre las razones de la comisión del acto, u omisión, reputado como corrup-
to debe concurrir un interés personal del sujeto. Dicho interés puede ser directo 
o indirecto y debe implicar un benefi cio personal otorgado por un tercero (u ob-
tenido por sí mismo si es el benefi ciario directo del acto sin intervención de un 
sujeto corruptor).

d) El cargo público ha de ser consciente de que sus acciones y omisiones son 
o pueden ser consideradas contrarias a las reglas de comportamiento establecidas 
por los diversos sujetos que le han otorgado la confi anza para acceder al cargo pú-
blico por lo que tratará de mantener sus actos en secreto.

Así defi nida la corrupción política se nos plantea un grave problema: la con-
creción de las normas reguladoras de la conducta del fi duciario. O, en los términos 

10 Nieto, Alejandro. Corrupción en la España Democrática, Madrid: Ariel, 1997, pag. 277.
11 Holmes, Leslie. Corruption in Center and Eastern Europe, en el libro ya citado de Bull 

y Newell, Corruption in Contemporary Politics, pag. 193. Tomamos ya estas características como 
referencia en nuestro trabajo ya citado «Corrupción de los gobernantes, responsabilidad política y 
control parlamentario», pag. 138-139.
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de Malem, la determinación del marco normativo de referencia. Porque en toda 
la construcción del modelo la presencia, claridad y conocimiento de las reglas 
de conducta del agente ocupa una posición central. Esto es, señala gráfi camente 
Gambetta12, dado que la corrupción depende de la existencia de claras reglas de 
conducta, si resulta que éstas son oscuras, cambiantes o controvertidas, nos pode-
mos encontrar con que la defi nición se convierte en inaplicable. Ya hemos podido 
observar que la presencia de normas incompletas o indeterminadas es uno de los 
constantes problemas planteados a las diferentes formas de aproximación al con-
cepto de corrupción política. Pero, además, en nuestro caso se tratará de normas, 
como se ha visto, cuyo contenido y alcance es variable según el eslabón en que nos 
encontremos dentro de la cadena de confi anzas descrita más arriba. 

Sin embargo, dentro de las reglas componentes de este sistema normativo de 
referencia se encontrará, sin lugar a dudas, el ordenamiento jurídico vigente.

3. El respeto CUALIFICADO al Derecho como componente esencial del 
marco normativo de referencia aplicable a los gobernantes

En efecto, la idea de respeto al Derecho lejos de debilitarse se ha fortalecido 
a lo largo de la evolución del sistema representativo. Este proceso de fortaleci-
miento ha sido paralelo al debilitamiento de la presencia de normas de conducta 
no jurídicas. Parece razonable que los vacíos normativos generados por la inapli-
cación de normas éticas de conducta de imposible identifi cación hayan generado 
una cierta huida hacia el Derecho que compense las lagunas descritas. Sin embargo, 
antes de entrar a valorar ese proceso conviene que determinemos mejor el papel 
del Derecho en la fi jación de las normas de conducta de los políticos. 

Como bien señala Garzón Valdés13, el sistema normativo de referencia 
cuando hablamos de corrupción política es el de «la democracia representativa 
institucionalizada en el Estado de Derecho». En el mismo sentido, Lord Nolan 
recuerda que el punto de partida para enfrentarse a problemas de corrupción ha de 
ser el Derecho Penal14. Efectivamente, es el Derecho el que compone esencialmente 
el contenido de las reglas que han de regir las conductas de los gobernantes en un 
Estado de Derecho. Es en el Derecho donde encontraremos la defi nición clara de 
las reglas que establecen qué acciones son correctas y cuáles son incorrectas. Re-
glas que en ocasiones, las más, son comunes a todos los ciudadanos y reglas que en 
otros supuestos se dirigen en exclusiva a los gobernantes. Reglas que establecen los 

12 Malem Seña, Jorge. La corrupción, Aspectos éticos, económicos y jurídicos, Barcelona: Gedisa, 
2003, pag. 50.

13 «Acerca del concepto de corrupción», citado, pp. 64-65.
14 Nolan, The Right hon. Lord. Motivating Ministers to Morality. Fleming, Jenny & Ho-

lland, Ian (eds). Motivating Ministers to Morality, citado, pp. 14-15.
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parámetros de conducta mínimos exigibles a todos los ciudadanos (en el código 
penal las que merezcan el máximo desvalor social, pero también en las relaciones 
entre privados y con los poderes públicos) y específi camente dirigidas a los go-
bernantes (desde obligaciones de transparencia, hasta incompatibilidades pasando 
por la regulación de confl ictos de intereses o la tipifi cación penal de conductas 
sólo realizables por determinados tipos de sujetos entre los que se encuentren los 
políticos). El Derecho es una fuente, si no la esencial, de las Reglas de Conduc-
ta de los políticos. Eso no tiene duda alguna. Ahora bien, no nos interesa aquí 
tanto el contenido de ese conjunto de reglas jurídicas conformadoras del sistema 
normativo de referencia (o que constituyen parte de los que más arriba hemos 
descrito como a

r
+a

w
), cuanto la forma en que opera esta sujeción al Derecho en un 

marco actualizado de la relación de trust entre gobernantes y gobernados. 

En tal sentido Seibel15 recuerda que el Estado constitucional de Derecho se 
asienta en la separación entre ejercicio del poder y las cualidades morales de quie-
nes lo ostentan. La moral personal, la moral colectiva no son un instrumento 
aceptable de control del ejercicio del poder en el Estado de Derecho. Son la Cons-
titución y el Derecho las bases de nuestra confi anza en que quienes desempeñan 
el poder del Estado no lo usarán inadecuadamente. En tal sentido concluye López 
Calera, que en todo estado Democrático de Derecho todo gobernante está some-
tido a una moral mínima socialmente aceptada que es el Derecho; «la moralidad 
básica de la política es el principio de legalidad»16.

El cumplimiento de los estándares de ética política por los representantes del 
orden político será fundamental como forma de generar confi anza en la Constitu-
ción y en el Estado de Derecho. Ahora bien, en el Estado de Derecho el corazón 
de todo estándar de ética política debe incluir el respeto a la Constitución y al 
Derecho. Los gobernantes deben respetar estas pautas de conducta, pero en virtud 
de su posición en cuanto representantes de la comunidad han de hacerlo de una 
forma cualifi cada. Deben, continúa el profesor alemán, «demostrar públicamente 
ese respeto». Ese sería el test básico al que someter a los políticos, no un test mo-
ral. Pueden ser egoístas, adúlteros o malas personas y sin embargo ser unos buenos 
políticos para salvaguardar honradamente los intereses de una comunidad a través 
del respeto al Derecho.

15 Seibel, Wolgang. Institutional Weakness, Ethical Misjudgment: German Christian De-
mocrats and the Kohl Scandal. Fleming, Jenny & Holland, Ian (eds). Motivating Ministers to 

Morality, citado, pp. 27-28.
16 López Calero, Nicolás. Corrupción, ética y democracia. Nueve tesis 

sobre la corrupción política. En Laporta, Francisco José & Álvarez, Silvina, 
(eds,),(eds), La corrupción política, citado, pag 120-121.
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De este modo observamos que el gobernante en el Estado de Derecho ha de 
tener un determinado compromiso con el Derecho. El político democrático de un 
Estado de Derecho ha de defender de manera activa la vigencia del Derecho. Y 
ha de hacerlo en su actividad pública y en su actividad personal. Un gobernante 
no comprometido con la defensa del Estado de Derecho no es un buen gobernan-
te. No sólo ha de cumplir las normas jurídicas. Ha de defenderlas y respetarlas 
escrupulosamente. Debe estar en condiciones de «demostrar públicamente ese 
respeto» en cualquier momento. Es el propio político del Estado democrático 
y de Derecho el que acepta tácitamente estas reglas del juego cuando asume la 
confi anza popular (directa o indirectamente). Y ese compromiso por tanto supone 
que podemos considerar vigente (si se quiere de una manera aún más acentuada 
que en su origen) la idea de que al gobernante, en cuanto fi duciario o trustee de la 
comunidad, mantiene una relación con el Derecho diferente que el resto de los 
ciudadanos. En cuanto tal está sometido de igual manera que los demás a sus 
reglas (con por ejemplo, vigencia de la presunción de inocencia). Pero en cuanto 
político está sometido a tipos especiales de reglas jurídicas (específi camente crea-
das para los gobernantes) y a una forma de enjuiciamiento de su comportamiento 
que, por ser política y no jurídica, no se asienta sobre los mismos parámetros. En 
defi nitiva esta sujeto a una forma específi ca de enjuiciar políticamente la adecuación 
entre su comportamiento y el Derecho asentada en el principio de culpabilidad. 
Esto es, asentada en la obligación personal de demostrar en cualquier momento 
el compromiso con la defensa y el respeto del Derecho. No es pues extraño que 
toda obligación ética exigida a los miembros del gobierno lo sea siempre en el 
contexto del estricto respeto al Derecho o que se declare formalmente el deber de 
todo parlamentario de defender el Derecho.

En defi nitiva, el gobernante está sujeto al Derecho. Pero no del mismo modo 
que el resto de ciudadanos. Está cualifi cadamente sujeto al Derecho porque se trata 
de un gobernante que goza de la confi anza democrática en un Estado de Derecho 
lo que genera un mayor compromiso con el Derecho. Ahora bien, esta cualifi cada 
obligación no es una obligación que altere su status jurídico. Deberá jurídica-
mente respetar el Derecho igual que el resto de ciudadanos. Pero, a ese respeto 
jurídico se unirá otro tipo de respeto, de naturaleza política, exigible a través de 
los instrumentos garantizadores del correcto ejercicio del cargo público. En parti-
cular a través de la obligación permanente de rendir cuentas de sus actos en la que 
deberá estar en condiciones de demostrar siempre su inocencia. 

De este modo se abre, a nuestro entender, un doble plano de actuación del 
Derecho como parámetro para enjuiciar la conducta de los gobernantes. En cuan-
to ciudadanos de un Estado de Derecho tendrán las mismas obligaciones que 
cualquier otro ciudadano. En cuanto gobernantes de un Estado de Derecho, tales 
obligaciones son superiores. El grado de respeto común o compartido con los 
ciudadanos se exige a través de los instrumentos propios de la responsabilidad 
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jurídica. Por tanto, ante los Tribunales. Pero el grado superior de respeto (el de-
rivado de su condición de gobernantes) no es exigible mediante los instrumentos 
jurídicos, es exigible mediante instrumentos políticos. Mediante la responsabili-
dad política. 

De este modo el ordenamiento jurídico es parámetro de enjuiciamiento de los 
gobernantes a través de dos procedimientos diferentes (el jurídico y el político) 
en los que se realizan dos juicios también distintos: el del respeto mínimo de 
cualquier ciudadano y el del respeto cualifi cado sólo exigible a los gobernantes 
democráticos.

4. Respeto CUALIFICADO al Derecho y confusión entre responsabilidad 
política y responsabilidad penal: efectos.

El problema que aqueja a muchas de las modernas sociedades democráticas 
es que progresivamente se ha ido abandonando el proceso de exigencia de la res-
ponsabilidad política de los gobernantes en general y en particular el relativo a 
la exigencia de ese respeto cualifi cado del derecho. Los motivos son variados y los 
hemos estudiado en otro lugar, pero lo cierto es que hoy el juicio político sobre 
el respeto de las normas jurídicas realizado por los gobernantes prácticamente ha 
desaparecido. Y la coartada principal para justifi car esta desaparición por parte de 
los gobernantes afectados ha sido la que ha considerado que la responsabilidad po-
lítica debía ser establecida sólo cuando existieran responsabilidades jurídicas. Por 
tanto, sólo cuando hubieran terminado los juicios pertinentes en sede judicial. 

Los efectos de este planeamiento son demoledores sobre el conjunto del sistema:

 (i) Se sustituye el juicio político democrático por el juicio jurídico penal.

 (ii) El enfrentamiento y discusión política se traslada de la sede parlamenta-
ria a los tribunales. 

 (iii) Se mezcla una doctrina procedente del principio democrático represen-
tativo (la responsabilidad política) con un principio del Estado de Dere-
cho (el sometimiento de todos los ciudadanos, gobernantes incluidos, a 
la ley).

 (iv) Se confunde una responsabilidad subjetiva, por culpa o dolo (la respon-
sabilidad penal) con una responsabilidad objetiva que además de culpa 
y dolo incluye la responsabilidad in vigilando e in eligendo. 

 (v) Se homologa un proceso de naturaleza estrictamente política por un pro-
ceso de naturaleza exclusivamente jurídica.

 (vi) Se sustituye la sanción política prevista para comportamientos políticos 
(la dimisión o el descenso en el prestigio político de los afectados, y en 
última instancia el veredicto del electorado) por la sanción penal.
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 (vii) Se asume, injustifi cadamente, que el proceso judicial puede ser compren-
dido por la opinión pública exactamente igual que el proceso político.

 (viii) Se exige un mismo nivel de determinación de los hechos para dos su-
puestos radicalmente diferentes. Mientras la responsabilidad penal 
requiere la fi jación nítida y fi rme de los hechos hasta conducir a un 
convencimiento judicial de la culpabilidad. La responsabilidad política, 
por el contrario, requiere sólo el convencimiento político-moral de tal 
culpabilidad. 

 (ix) Se confunden parámetros de juicio radicalmente distintos: el ordena-
miento jurídico penal (que incluye únicamente las conductas que me-
recen el máximo desvalor por parte de la sociedad), y un código de 
conducta más vinculado a la efi cacia, la moral y la ética públicas. 

 (x) Se identifi can, de forma inaceptable inocencia política e inocencia penal. 
 (xi) Se sustituye la presunción de culpabilidad (política) de todo gobernante 

por la presunción de inocencia (jurídica) de todo ciudadano
 (xii) Se acepta que los niveles de efi cacia y decencia exigibles a los gober-

nantes sean los mismos que los exigibles al común de los ciudadanos: el 
respeto al código penal.

 (xiii) Se invierte la lógica interna temporal de ambos procesos de exigencia 
de la responsabilidad política. Primero la responsabilidad política, en 
el calor del debate político, en el Parlamento, ante los medios de comu-
nicación y la opinión pública. Después la responsabilidad penal: en las 
salas judiciales, con la frialdad de las formas jurídicas y sin la presencia 
intimidatorio ni de los medios, ni de la opinión pública.

 (xiv) Se intercambian los argumentos utilizables: políticos en un caso, exclu-
sivamente jurídicos en el otro.

(xv) Se obliga al juez a desarrollar un rol para el que no está preparado. Deja 
de ser el aplicador neutro del Derecho para convertirse en el árbitro en 
la lucha política.

 (xvi) Se sustituye al electorado y al Parlamento como jueces últimos del com-
portamiento político de los gobernantes, otorgando ese papel a jueces y 
tribunales.

 (xvii) En fi n se justicializa la política exactamente en la misma medida en que 
se tendrá que politizar la justicia

Sobre todo desde el punto de vista de la sanción la situación es inadecuada. La 
presión política y mediática en que se desarrollan los juicios contra los responsa-
bles políticos hacen difícil asegurar las garantías mínimas del inculpado e impiden 
que la judicatura realice su trabajo con tranquilidad, sosiego e independencia. La 
judicialización de la política no conduce más que a una indeseable, y probablemente 
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irreparable, politización de la justicia. Al fi nal el poder judicial puede verse cuestio-
nado directamente por su indudable posición de inferioridad, en lo que a legitimi-
dad democrática se refi ere, frente al poder ejecutivo y al legislativo. Por otra parte, 
el poder judicial siempre llegará tarde frente a la capacidad de maniobra del poder 
ejecutivo. En última instancia, y esta es la peor de las situaciones posibles, puede 
plantearse el problema, mucho más real de lo que hubiéramos pensado hace unos 
años como lo ha mostrado la situación en Italia o los casos de alcaldes condenados 
penalmente que siguen ganando elecciones, del sujeto condenado por los tribunales 
que continúa contando con el apoyo popular. Ha sido responsable de sus actos ju-
dicialmente, pero su responsabilidad política no ha sido nunca totalmente esclare-
cida porque, realmente, nunca ha explicado lo ocurrido durante su gestión pública. 
Al fi nal sólo queda el desprestigio popular del poder judicial, la reducción de los 
controles sobre los gobernantes y el desapego ciudadano hacia toda forma de par-
ticipación política. Veamos algunas de estas consecuencias con más detenimiento.

5. Algunas consecuencias de la confusión entre responsabilidad 
política y responsabilidad penal: desprestigio de la política y 
desprestigio del poder judicial

Esta situación es ciertamente indeseable. Las confusiones generadas son de una 
entidad no menor, como también lo son los efectos provocados sobre el conjunto 
del sistema. La generalización de una visión muy negativa de los gobernantes de-
riva, a nuestro juicio, parcialmente de estas confusiones. El ciudadano observa con 
estupor cómo sus gobernantes son continuamente denunciados por sus oponentes 
políticos (o por grupos o personas vinculados a ellos) ante los tribunales. Se inicia 
entonces un terrible proceso de deslegitimación. 

Por una parte los gobernantes afectados tratarán de excluir toda responsabili-
dad política a la espera de la muy probable consecución de la absolución penal. 
Por ello se negarán a ofrecer ningún tipo de explicación de sus actos fuera de la 
sede judicial. Proclamarán permanentemente su inocencia y negarán cualquier 
legitimidad a todo proceso político que suponga la imputación de comporta-
mientos inadecuados en la medida en que, dicen, tal cosa será contraria a su pre-
sunción de inocencia. Es más, tratarán de silenciar cualquier crítica o información 
relativa a su comportamiento mediante su consideración como un intento de pre-
sión o de manipulación de los tribunales. Habitualmente obtendrán su certifi cado 
de «buena conducta» mediante una sentencia absolutoria obtenida gracias a la 
imposibilidad de probar su participación sufi cientemente (la presunción de ino-
cencia penal tiene la sufi ciente entidad como para plantear graves problemas en 
este tipo de demandas), la inexistencia del nexo de causalidad (tan estricto en el 
caso penal), la tan habitual prescripción de los hechos o, simplemente, la enorme 
habilidad de unos magnífi cos (y caros) abogados que no están al alcance de casi 
ningún ciudadano.
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El juez que se ocupe del caso, a su vez, se encontrará en una posición extraor-
dinariamente delicada. Sometido al feroz escrutinio de los grupos políticos (tanto 
los que apoyan como los que atacan) y de la opinión pública. Los primeros tratarán 
de deslegitimar sus decisiones cada vez que sean contrarias a sus intereses. Arroja-
rán de manera permanente sobre sus espaldas dudas acerca de su independencia o 
de su imparcialidad, cuando no cuestionen su competencia técnica o no imputen 
intencionalidad política a cualquier decisión desfavorable. La opinión pública se 
mantendrá permanentemente informada por unos medios de comunicación que 
destacarán de los procesos sólo aquello que pueda considerarse noticia por lo que 
transformarán el aséptico y neutro lenguaje del Derecho en el espectacular, sesga-
do y atractivo lenguaje periodístico. Además no conviene olvidar que los medios 
de comunicación no son ajenos al mundo político por lo que según su cercanía 
ideológica (en el peor de los casos incluso económica) al afectado serán más o 
menos combativos con el juez encargado de enjuiciarle. En defi nitiva el juez que 
investigue la corrupción de un gobernante ha de saber que su vida se convertirá, 
casi con toda probabilidad y haga lo que haga, en un auténtico infi erno.

Algo parecido le ocurrirá al Ministerio Fiscal, aunque con mayores peligros. Al 
escrutinio permanente de sus actos, a la valoración política de los mismos por parte 
de los medios y de los grupos políticos, se añadirá el problema de su status cons-
titucional. Si se trata de un Ministerio fi scal orgánica y/o funcionalmente depen-
diente del poder ejecutivo, toda investigación tendrá como pecado original esta 
dependencia. Si es una investigación que afecta a quienes ocupan (de una u otra 
forma) el poder ejecutivo, encontrará constantes problemas para garantizar su in-
dependencia en la investigación y el juicio mediático incidirá de manera inexora-
ble en cuestionar cualquier acto procesal que de alguna manera pueda benefi ciar a 
los sujetos investigados aunque puedan ser esenciales para garantizar los derechos 
procesales mínimos de cualquier ciudadano. Si se trata de fi scalías independientes 
el cuestionamiento vendrá precisamente de esa falta de dependencia: ¿ante quié-
nes rendirán cuentas por sus actos?; ¿cómo justifi carán las ingentes cantidades de 
dinero inevitablemente gastadas en procesos de este tipo?; ¿cómo podrán explicar 
las razones por las cuáles resulta tan difícil demostrar la culpabilidad penal de los 
políticos investigados?; ¿cómo se asegurarán de disponer de unas atribuciones pre-
supuestarias que dependen, precisamente, de aquellos a quienes deben investigar?

Finalmente encontramos al ciudadano, inocente espectador de un circo sin senti-
do. Un ciudadano que conoce los datos del proceso. Un ciudadano que descubre los 
actos más discutibles de un gobernante y que adquiere una convicción clara sobre 
su culpabilidad o inocencia. Pero la adquiere no por las explicaciones directamente 
ofrecidas por el afectado ni por la resolución judicial fi nal del caso, sino a través de 
unos medios de comunicación simplifi cadores de la realidad jurídica del mismo 
e interesados políticamente en ofrecer una versión sesgada del asunto. Por tanto, 
sea cual sea la valoración social del escándalo nada o poco tendrá que ver con la 
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valoración judicial del supuesto. Pero, además, este mismo ciudadano descubrirá, 
de la mano de esos mismos medios de comunicación, un funcionamiento de la 
justicia en el que todo, aparentemente, es discutible; donde el juez tiene nombres 
y apellidos y al que se acusa de todo tipo de impropiedades ante las que guarda un 
(a juicio del ciudadano ignorante de los arcanos que rigen la independencia e im-
parcialidad judicial) inexplicable silencio particularmente grave cuando se revela 
su falta de competencia en cuanto no es capaz, ni siquiera, de mantener el secreto 
del sumario. Para acabar de deslegitimar al juez, lo normal es que no condene al 
gobernante. O si lo condena, una instancia superior lo absuelve gracias a algún 
concepto mágico absolutamente incomprensible para el común de los ciudadanos 
como puede ser la prescripción, la ilegalidad de la prueba obtenida, la irretroac-
tividad de la ley penal, la falta de imparcialidad del juez y un largo etcétera que 
todo buen (y caro) abogado conoce a la perfección. La posición del fi scal será aún 
peor. Además de todas las acusaciones que reciba el juez, recibirá las derivadas de 
su posición constitucional. Si es un fi scal dependiente del ejecutivo será, inevita-
blemente, un sujeto pagado por el poder (si no lo persigue o si no obtiene éxitos) 
o un traidor a quienes le nombraron (si los persigue o tiene éxito). Si es una fi sca-
lía independiente se tratará de un sujeto irresponsable ante nadie que gasta gran 
cantidad de dinero del contribuyente sin obtener resultados espectaculares.

En defi nitiva, el ciudadano se ve inmerso en un doble proceso de deslegitima-
ción. Por una parte, se deslegitima a la forma de gobierno democrática y, por la 
otra, se deslegitima el Estado de Derecho.

Desde el primer punto de vista los gobernantes aparecen ante la opinión públi-
ca poco menos que como un conjunto de delincuentes. Los que lo son porque todo 
lo relacionado con sus actividades delictiva es, afortunadamente, desvelado en el 
proceso, encontrando comportamientos absolutamente inaceptables. El velo de la 

intimidad es levantado sin miramientos por parte de la investigación penal no sólo 
en lo relativo a lo que constituya o pueda constituir delito. Se conocen sus actos 
y sus estrategias; las fórmulas de corrupción, las prebendas (no necesariamente 
delictivas) obtenidas; los comportamientos más deleznables en una palabra. Pero, 
no lo olvidemos, a pesar de ello rara vez serán condenados en el proceso penal.

Pero, mediante este sistema no sólo se deslegitima al político corrupto. Tam-
bién se deslegitima a aquellos que son honrados. Algunos, una vez denunciados, 
llevarán para siempre la pena de banquillo impuesta a todo procesado por actos de 
corrupción. Otros, serán objeto de la inevitable e injusta generalización derivada 
de la pertenencia a un grupo social (los políticos) a los que se imputan los peores 
comportamientos por parte de los medios. Pues, no conviene olvidarlo, jamás será 
noticia que un gobernante es honrado y transparente. 

El panorama fi nal es desolador. Un Estado democrático en el que se generaliza 
entre los ciudadanos la impresión de que todos los gobernantes son corruptos a 
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partir del comportamiento de unos pocos desvelado por la información que de 
las investigaciones judiciales ofrecen los medios de comunicación utilizando un 
lenguaje totalmente diferente.

Si el Estado democrático sufre como consecuencia de la identifi cación entre res-
ponsabilidad política y responsabilidad penal por actos de corrupción, más sufre el 
Estado de Derecho. Efectivamente, los procesos penales por corrupción política son 
objeto de la atención mediática y rara vez acaban en condena. El tratamiento mediá-
tico traduce incorrectamente el lenguaje del Derecho, centrándose sólo en aquello que 
pueda ser noticia, sin discriminar el papel relativo que cada hecho o acto procesal 
pueda tener en el conjunto del proceso. La crítica a jueces y fi scales será inevitable. 
Y subirá de tono cuanto más importante sea el caso o cuanto más efi caces sean en su 
labor. Por otra parte, la imagen transmitida al público será siempre distorsionada 
por los intereses particulares de cada medio. Así las cosas, no puede esperarse que 
el ciudadano tenga la más mínima confi anza en jueces y fi scales que parecen actuar 
de manera absolutamente arbitraria en la medida en que sus actos no son compren-
sibles para el común de los ciudadanos. Y cuando los ciudadanos no confían en sus 
jueces y fi scales la calidad de ese Estado de Derecho deja mucho que desear. 

De este modo, de nuevo, se generaliza entre los ciudadanos la imagen de una 
justicia incompetente, incapaz cuando no sometida a los deseos de los gobernan-
tes que actúan, por lo general, de manera absolutamente impune. En fi n, en pocas 
palabras, una justicia que es también corrupta políticamente en los términos en 
los que hemos defi nido tales términos al principio de este trabajo.

6. Recuperar la política para recuperar el Derecho

La confusión entre responsabilidad política y responsabilidad penal por los ac-
tos de corrupción política ofrece unos resultados altamente insatisfactorios. Pero, 
desde la perspectiva adoptada en este trabajo, sobre todo supone la infrautiliza-
ción de una herramienta tan útil como el Derecho en la lucha contra la corrupción 
política. Recordemos que su utilidad no deriva sólo de constituir el parámetro 
de juicio del comportamiento de todo ciudadano. Su utilidad, en el caso de la 
corrupción política, se acrecienta en cuanto que constituye una fórmula sencilla 
de establecer reglas de comportamiento a los gobernantes en cuanto sujetos a una 
relación de respeto cualifi cado de las normas jurídicas. 

La confusión entre responsabilidad política y responsabilidad penal elimina, 
además de otras importantes cuestiones no examinadas en estas páginas17, ese 
papel del Derecho en el marco no de procesos judiciales o jurídicos de aplicación 
de la ley, sino del proceso político tendente, no sólo pero sí de manera relevante, a 

17 Me refi ero a las normas de comportamiento ético que deben sujetar la acción de los go-
bernantes, véase, nuestro trabajo «Corrupción política: un concepto desde la teoría y la realidad 
constitucional», citado.
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la valoración electoral periódica de los gobernantes. Y esto es lo que, a mi juicio, 
debemos recuperar. Curiosamente, debemos recuperar la aplicación política del De-

recho para, entre otros objetivos, conservar la correcta aplicación judicial del Derecho a los 

asuntos de corrupción de los gobernantes. Esto es, debemos garantizar que el proceso 
político de rendición de cuentas de todo gobernante ante las cámaras legislativas, 
ante los medios de comunicación, ante los diferentes grupos sociales relevantes 
y, sobre todo, ante los ciudadanos se produzca con independencia de que exista 
una investigación judicial y que no dependa de los resultados de esta. Debemos 
conseguir condenas e inocencias políticas antes de que los resortes del Estado de De-
recho se pongan en marcha. Tratándose además de sentencias (políticas) emitidas 
por jueces infi nitamente más duros que los tribunales de justicia. Debemos, en 
suma, garantizar la absoluta y permanente transparencia de los actos de nuestros 
gobernantes para que sean inmediatamente juzgados por el tribunal de la opinión 
pública y no olvidar que, por ello, la mentira es el peor de los delitos. 

Sólo después, cuando la opinión pública ha dictado su veredicto y el asunto 
haya pasado a un segundo plano, deben actuar los tribunales. Con el sosiego y la 
tranquilidad propia de su función. Con las garantías de todo procesado que nin-
guna persona (ni siquiera un político) puede perder. Sin la crítica mediática ni 
la vigilancia política permanente. Esto es, aplicando jurídicamente el Derecho; 
labor para la que fueron diseñados y que saben hacer con efi cacia e independencia.

El Derecho es un arma esencial en la lucha contra la corrupción política. Es 
esencial no sólo por su funcionamiento ordinario de regulación de los comporta-
mientos de los ciudadanos y de los gobernantes. Es, además, fundamental en el 
ámbito de la corrupción policía porque permite concretar reglas de comporta-
miento de los gobernantes que pueden exigirse en primer término en el proceso 
político democrático y posteriormente en un proceso judicial. Al confundirse los 
dos procedimientos de rendición de cuentas (el político y el judicial) dejando sólo 
que se desarrolle ante los tribunales no sólo se ve afectado el Estado democrático 
(en cuanto pierde uno de sus elementos legitimadores básicos: la responsabilidad 
política), sino también el Estado de Derecho en cuanto difi culta enormemente la 
labor de jueces y fi scales. 

Si queremos extraer todas las potencialidades del Derecho en el combate a la 
corrupción política deberemos recuperar su papel en la política. Deberemos pues 
recuperar a la política que toma como parámetro la especial vinculación del go-
bernante al Derecho en un Rechtsstaat.

Y ello porque recuperar la política en la lucha contra la corrupción de los go-
bernantes no sólo la dignifi cará, sino que también dignifi cará a la administración 
de justicia y con ello a los fundamentos básicos de un Estado Democrático y de 
Derecho.
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1. Introdução

Em uma das celebradas páginas da literatura modernista brasileira, Macuna-
íma —o herói sem nenhum caráter— repete o adágio popular de que «ou 
o Brasil acaba com a saúva, ou a saúva acaba com o Brasil». A alusão à cor-

rosão propiciada por aquela espécie de formicídeo aos campos brasileiros é, aliás, 
ancestralmente notória. Outras formas de erosão às bases nacionais, no entanto, 
também são presentes, e não menos deletérias.

Tradicionalmente, e mesmo por origens históricas, sempre se conviveu com a 
idéia de corrupção. A formação do Estado brasileiro, contudo, talvez tenha imple-
mentado, em demasia, esse estado de coisas. A corrupção chega a ser endêmica no 
país, e isso é atestado por um sem número de trabalhos e pesquisas. A pergunta 
fundamental, no entanto, e que pretende dar resposta a uma realidade pejorativa 
ao país, é prévia a tal verifi cação. Diz, sim, respeito a qual corrupção está a se falar.

O Código Penal utiliza tal vocábulo para a formatação de vários tipos penais. 
Nos crimes contra a administração pública, no entanto, é que mais pontuada-
mente se constata a noção primordial de corrupção. Mas, justamente essa visão 
mono-ocular é que prejudica a observação do fenômeno global.

De tempos à esta parte, parece-se constatar uma signifi cativa mudança, em 
termos internacionais, desse cenário. Verifi ca-se, de fato, que a corrupção é assunto 
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mundial, e sempre presente. Diversas preocupações e convênios entre países tem 
pretendido o real combate em frentes variadas, não necessariamente fechado em 
foco estreito. A busca de um referencial outro, sempre com base na ética e no 
bom relacionamento entre os homens, intenta conduzir novas respostas a velhos 
problemas.

O objetivo do presente ensaio, em estrita colaboração com os estudos de corrup-
ção havidos na Universidad de Salamanca, Espanha, não é outro do que pretender 
analisar a evolução do conceito profano de corrupção, alegadamente versado em 
uma seletividade própria de uma sociedade particularmente segregante, como a 
brasileira na primeira metade do século xx, até a busca de novos referenciais em 
momento posterior à passagem dos umbrais do século xxi. Com isso em mente, por 
derradeiro é traçar a indagação sobre a legitimidade atual de tal visão expansiva.

2. A historiografia da corrupção no mundo e, 
em particular, no Brasil

O conceito historiográfi co de corrupção, embora sempre muito presente, gera 
dúvidas perenes. A geração e a corrupção são inerentes à natureza, já menciona-
va Aristóteles1. Visto seu viés mais próximo ao ganho fácil, embora por vezes se 
sustente que ela seria benéfi ca ao desenrolar dos povos, sagra-se, desde já algum 
tempo, que seus efeitos são mais prejudiciais do que qualquer outra coisa.

Existem menções em textos antigos, hindus e gregos, que traçam regras da boa 
governança. Muitos são, paralelamente, os exemplos do não-governo, do caos e da 
corrupção. A ruína de civilizações é expressa e ligada sempre a casos de corrupção 
genérica; a sua queda dos governos, vinculada à perda de sua decência. Poucos 
casos são tão emblemáticos como a ascensão e queda de Roma2. Desde então, da 
Idade Média a Maquiavel, da exploração das Américas3 à Revolução Francesa, 
da Era Industrial à Era de Extremos do século xx, sempre se verifi ca a menção 
a atos irregulares de líderes políticos. O mundo, enfi m, sempre conviveu com a 
corrupção4.

No medievo, em particular, e até por uma questão de proximidade histórica 
com a percepção da corrupção no Brasil, verifi ca-se que os momentos de sua maior 

1 Aristóletes. Da geração e da corrupção. São Paulo: Landy, 2001, passim.
2 Cf., González Romanillos, José Antonio. La corrupción política en época de Julio César. Un 

estudio sobre la Lex Iulia de Repetundis. Granada: Comares, 2009, pp. 25 e ss.
3 Cf., em particular, Sanz Tapia, Ángel. ¿Corrupción o necesidad? La venta de cargos de Gobierno 

americanos bajo Carlos II (1674-1700). Madrid: Consejo Superior de Investigaciones Científi cas, 
2009, pp. 27 e ss.

4 Cf., genericamente, Brioschi, Carlo Alberto. Breve história de la corrupción. De la antigüedad 

a nuestros días. Traducción de Juan Ramón Azaola. Madrid: Taurus, 2010, passim.
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presença coincidem com as maiores crises institucionais. Na Península Ibérica, 
Portugal e Espanha são exemplo disso. Depois dos dias de glória de D. Manuel, 
o venturoso, uma séria de desmandos corroeu a glória portuguesa. Na Espanha, 
mencionam-se os anos de Carlos II como de sua máxima decadência5. Anos antes, 
ainda sob Felipe III, a política cortesã da Corte já ensaiava momentos de corrup-
ção e de reprovação6. Tais situações deitam sombra na América, e, em especial, no 
Brasil, mescla curiosa daquela realidade ibérica.

É interessante a visão da corrupção na evolução do estado brasileiro. A origem 
de como a colônia foi deixada de lado, explorada e proibida de conviver com o 
exterior, talvez muito explique o que ocorre, hoje, no país. Apenas a título de re-
cordação, consta que, ainda no achamento do Brasil, Pêro Vaz de Caminha, dano 
ciência a El-Rei D. Manuel, fi ndava por solicitar favores a seu genro. Dali em 
diante, confundem-se história e corrupção.

Habib, em emblemática obra intitulada Brasil: quinhentos anos de corrupção, já 
fazia pensar sobre o assunto. Menciona, nesse particular, casos de destaque, como 
o da devassa da corrupção (século xviii); do Brasil Império e do Brasil República. 
Consta que o mais conhecido caso de corrupção na fase colonial foi aquele envol-
vendo o Governador da Capitania de Goiás, D. Álvaro Xavier Botelho de Távora, 
Conde de S. Miguel, o primeiro alto cargo questionado em termos de corrupção7. 
Outros casos não menos dramáticos verifi caram-se após o momento da vinda da 
família real portuguesa ao Novo Mundo, em sua desesperada fuga de Napoleão. 
Com a colônia tornando-se centro do Reino Unido de Portugal, Brasil e Algarves, 
a nova estatura dimensional do funcionalismo a tudo propiciava. Qual Felipe III 
já fi zera em seu tempo, vendem-se cargos e vantagens, sendo sabido que «correu 
solta a corrupção»8. 

Em que pese o repúdio de Rui aos mandos e desmandos do fi m do Império; à 
sensação absolta da corrupção anterior e posterior; às chagas da República Velha, 
República do Café com Leite, do Estado Novo e seus momentos posteriores; ao 
mar de lama de Getúlio; aos mistérios das obras dos anos 1950/1960; do período 
militar, enfi m, nada abalou mais a história do Brasil do que a era Collor. Segundo 
Schilling, ainda que tema antigo, a corrupção emerge com força e vitalidade no 
Brasil do momento Collor, onde escândalos, denúncias e, inegavelmente, uma 

5 Cf. Sanz Tapia, Ángel. Op. cit., pp. 28 e ss.
6 Cf. Martínez Hernández, Santiago. Rodrigo Calderón. La sombra del valido. Privanza, 

favor y corrupción en la corte de Felipe III. Madrid: Marcial Pons, 2009, pp. 13 e ss.
7 Habib, Sérgio. Brasil: quinhentos anos de corrupção. Enfoque sócio-histórico-jurídico-penal. Porto 

Alegre: Sergio Antonio Fabris, 1994, pp. 5 e ss.
8 Habib, Sérgio. Op. cit., p. 14.
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enorme perda de apoio político, acabaram por declarar um impeachment anuncia-
do9. A corrupção, dessa forma, começa a conhecer novo combate.

3. A visão tradicional da situação penal da corrupção 

No Brasil, em que pese o fato de se utilizar do termo «corrupção», para um 
sem número de crimes (como, v.g., o seriam a idéia de corrupção de menores, de 
corrupção de substância ou produto alimentício, de corrupção de produto desti-
nado a fi ns terapêuticos ou medicinais) a noção diretriz de corrupção parece dizer 
respeito, fundamentalmente, aos crimes contra a administração pública.

Cuidando, na espécie, da venalidade orbitante em torno da função pública10, 
o Código pátrio cuidou da distinção das fi guras do (funcionário-intraneus) cor-
rompido11 e do (extraneus) corruptor12. Não se tratando de crime bilateral, mas de 
ocorrência autônoma, tal segmentação sempre foi fator de dúvida sobre o momen-
to em que se daria, ou não, o ato de corrupção.

De se lembrar, pela oportunidade, que fi gura próxima diz respeito à concus-
são13, que se distinguiria pela simples exigência de vantagem indevida pelo fun-
cionário público14. Por bazilar, entende-se da prática de uma situação no lugar 
da outra, conforme tenha sido a participação do particular no cenário do crime. 

9 Schilling, Flávia. Corrupção: ilegalidade intolerável? Comissões parlamentares de inquérito e a 

luta contra a corrupção no Brasil (1980-1992). São Paulo: IBCCrim, 1999, pp. 147 e ss.
10 Para Heleno Cláudio Fragoso, «constitui a corrupção passiva, essencialmente, um tráfi co 

de autoridade, no qual o funcionário vende ou procura vender um ato de ofício. Objeto de tutela 
é a administração pública, no sentido amplo em que esta expressão é empregada pela lei penal, 
visando-se preservar a probidade no exercício da função. A venalidade de funcionários é crime 
torpe, que atinge a administração pública de várias formas.» Fragoso, Heleno Cláudio. Lições de 

direito penal. São Paulo: Bushatsky, 1959, vol. 4, p. 911. 
11 Corrupção passiva. Código Penal brasileiro, art. 317: Solicitar ou receber, para si ou para 

outrem, direta ou indiretamente, ainda que fora da função ou antes de assumi-la, mas em razão dela, 
vantagem indevida, ou aceitar promessa de tal vantagem: Pena - reclusão, de 2 (dois) a 12 (doze) 
anos. §1º. A pena é aumentada de um terço, se, em conseqüência da vantagem ou promessa, o funcio-
nário retarda ou deixa de praticas qualquer ato de ofício ou o pratica infringindo dever funcional. §2º. 
Se o funcionário pratica, deixa de praticar ou retarda ato de ofício, com infração do dever funcional, 
cedendo a pedido ou infl uência de outrem: Pena - detenção, de 3 (três) meses a 1 (um) ano, e multa.

12 Corrupção ativa. Código Penal brasileiro, art. 333: Oferecer ou prometer vantagem inde-
vida a funcionário público, para determiná-lo a praticar, omitir ou retardar ato de ofício: Pena 
- reclusão, de 2 (dois) a 12 (doze) anos, e multa. Parágrafo único: A pena é aumentada de um 
terço, se em razão da vantagem ou promessa, o funcionário retarda ou omite de ofício, ou o pratica 
infringindo dever funcional.

13 Concussão. Código Penal brasileiro, art. 316: Exigir, para si ou para outrem, direta ou indi-
retamente, ainda que fora da função, mas antes de assumi-la, vantagem indevida: Pena - reclusão, 
de 2 (dois) a 8 (oito) anos, e multa.

14 A própria origem do termo —do latim concutere— remete à noção do ato de se sacudir uma 
árvore para fazer cair os frutos. 
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Se é percebida uma atuação mais do que passiva deste, ou se a situação não lh é 
transmitida como uma extorsão, pode-se falar em responsabilização por corrupção 
ativa. Caso contrário, única concussão do funcionário. O ato de corrupção genéri-
ca se faz presente, mas, em termos específi cos e particulares, não.

A sede própria da corrupção, no entanto, dá-se em especial nos crimes contra 
a administração pública. Por tempos se discutiu a noção da corrupção e sua pro-
blemática, em sede de crime especial que é, quanto à co-autoria. Desde Haffter a 
Binding, tinha-se a consideração sobre crime especial como, desde aquele crime 
de funcionários públicos, até, mais precisamente, normas especiais que se dirigem 
a um determinado âmbito de pessoas15. A regra codifi cada sobre a incomunicabi-
lidade de circunstâncias, inserida hoje no art. 30, minimizou a problemática do 
caso da corrupção passiva, mas deixou claro a situação bifronte do delito.

De toda a forma, em uma das mais destacadas passagens da literatura jurídico-
-penal nacional, Hungria, em 1958, menciona o problema da corrupção passiva, 
recordando que «o afarismo, o crescente arrojo das especulações, a voracidade dos 
apetites, o aliciamento do fausto, a febre do ganho, a steeplechase dos interesses 
fi nanceiros sistematizaram, por assim dizer, o tráfi co da função pública. A cor-
rupção campeia como um poder dentro do Estado. E em todos os setores: desde o 
‘contínuo’, que não move um papel sem a percepção de propina, até a alta esfera 
administrativa, onde tantos misteriosamente enriquecem da noite para o dia. Quan-
do em vez, rebenta um escândalo, em que se ceva o sensacionalismo jornalístico. 
A opinião pública vozeia indignada e Têmis ensaia o seu gládio; mas os processo 
penais, iniciados com estrépito, resultam, as mais das vezes, num completo fra-
casso, quando não na iniqüidade da condenação de uma meia dúzia de intermedi-

ários deixados à própria sorte. São raras as moscas que caem na teia de Aracne. O 
‘estado-maior’ da corrupção quase sempre fi ca resguardado, menos pela difi culda-
de de provas do que pela razão de Estado, pois a revelação de certas cumplicidades 
poderia afetar as próprias instituições.»16.

A corrupção, enquanto fi gura típica, raramente encontrava grandes situações 
de corrupção. Hungria tinha absoluta razão quando mencionava a simples conde-
nação de intermediários. Mas seria ela limitada a esse estão de coisas? Os aspectos 
e fronteiras da corrupção sempre foram muito além disso, e os anos próximos à 
virada do século pareciam antecipar esse estado de coisas.

15 Cf., por todos, Quintero Olivares, Gonzalo. Los delitos especiales y la teoría de la participa-

ción. Barcelona: Cymys, 1974, pp. 12 e ss.
16 Hungria, Nélson. Comentários ao código penal. Rio de Janeiro: Forense, 1958, vol. IX, pp. 

362 e ss.
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4. Os anos 1990 e a mudança de paradigmas

Como bem pondera Cláudia Santos, os danos inerentes à corrupção foram, du-
rante muitos e muitos anos desvalorados, quer por se entender ser ela muito mais 
ligada à realidade de países sub-desenvolvidos, quer por se ignorar que o caráter 
bifronte dado à corrupção acaba por gerar efeitos no âmago dos crimes de colari-
nho branco e de crime organizado17.

Dando seguimento a esse entendimento, em termos internacionais, diversas 
medidas foram postas em debate, principalmente a partir dos anos 1990, sobre o 
tema corrupção. Muitas, aliás, já aceitas e adotadas pelo Brasil. Mesmo assim, não 
se proliferou a percepção quanto ao que venha, de fato, a ser tido como corrupção.

Ainda nos anos 1970, a intervenção danosa da corrupção começou a se fazer 
presente em diversas análises econômicas18. A própria Organização das Nações 
Unidas, nesse diapasão, em virtude do grande aumento do comércio transnacio-
nal, abordou embrionariamente o tema da corrupção em transações comerciais 
internacionais já na Resolução nº 3.514, de 15 de dezembro de 1975.

Em continuidade, no ano de 1996, foi promulgada a Convenção Interame-
ricana contra a Corrupção, tanto doméstica quanto internacional. Para tanto, já 
acatando uma certa fl exibilidade no conceito tradicional de corrupção, adotou, em 
seu art. IV, que poderiam ser vistos como atos de corrupção tanto a solicitação ou 
a aceitação, direta ou indiretamente, por um funcionário público ou pessoa que 
exerça funções públicas, de qualquer objeto de valor pecuniário ou outro benefí-
cio como dádivas, favores, promessas ou vantagens, para si ou mesmo para outra 
pessoa ou entidade em troca da realização ou omissão de qualquer ato no exercício 
de suas funções públicas; como a oferta ou outorga, direta ou indiretamente, a um 
funcionário público ou pessoa que exerça funções públicas, de qualquer objeto 
de valor pecuniário ou de outros benefícios, como dádivas, favores, promessas 
ou vantagens a esse funcionário público ou outra pessoa ou entidade em troca da 
realização ou omissão de qualquer ato no exercício de suas funções públicas; ou 
a realização, por parte de um funcionário público ou pessoa que exerça funções 
públicas, de qualquer ato ou omissão no exercício de suas funções, a fi m de obter 
ilicitamente benefícios para si mesmo ou para um terceiro; ou, ainda, o aprovei-
tamento doloso ou a ocultação de bens provenientes de qualquer dos atos a que 
se refere o citado artigo; além da participação, como a participação como autor, 

17 Cf. Santos, Cláudia. A corrupção (da luta contra o crime na intersecção de alguns (dis-
tintos) entendimentos da doutrina, da jurisprudência e do legislador). In: Andrade, Manoel da 
Costa; Costa, José de Faria; Rodrigues, Ananbela Miranda; Antunes, Maria João (orgs.). Liber 

Discipulorum para Jorge de Figueiredo Dias. Coimbra: Coimbra Editora, 2003, pp. 963 e ss.
18 Cf., genericamente, Diego Bautista, Óscar. Ética para corruptos. Una forma de prevenir la 

corrupción en los gobiernos y administraciones públicas. Urduliz: Desclée De Brouwer, 2009, pp. 83 e ss.
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co-autor, instigador, cúmplice, acobertado, ou mediante qualquer outro modo na 
perpetração, na tentativa de perpetração ou na associação ou confabulação para 
perpetrar qualquer dos atos a que se refere o citado artigo.

A Organização para a Cooperação e Desenvolvimento Econômico, criada em 
1961, que pretende dar bases para a própria economia de mercado livre, principal-
mente junto aos países ricos, muito trabalhou em consideração à Recomendação 
Revisada sobre o Combate à Corrupção em Transações Comerciais Internacionais, 
de 1997. Isso teve efeitos signifi cativos no Brasil, já que o Decreto nº 3.678, de 30 
de novembro de 2000, acabou inserindo na normativa nacional, tais previsões19.

Nesse passo, foi dado o primeiro salto ampliativo em relação à consideração 
sobre a amplitude do termo corrupção. Deixa ela de ser limitada a um âmbito 
funcional da administração pública interna, para ganhar espaço, também, em re-
lações comerciais internacionais. 

De todo modo, diversas menções normativas internacionais propiciaram a al-
teração de dispositivos em muitos países europeus, sendo considerados, os anos 
2000, extremamente férteis em termos de alterações legislativas sobre a corrup-
ção20. Em especial, de se destacar que XVII Congresso Internacional de Direito Penal, 
da Associação Internacional de Direito Penal, ocorrido em Pequim, em 2004, 
acabou pro aprovar uma série de resoluções relativas à corrupção e a delitos asso-
ciados à ela. Pontualmente, acabou por entender que existe uma série de crimes 
aparentados à corrupção, como a fraude, apropriação indébita, extorsão, lavagem 
de dinheiro, etc.21.

Com tais considerações, parece bastante claro que, presentemente, quando se 
fala em corrupção, dista-se, em muito, dos simples preceitos dados a tipos fechados 

19 Cf., entre outros, com críticas, Prado, Luiz Regis. Los delitos de cohecho y de tráfi co de 
infl uencias en las transacciones comerciales internacionales conforme el código penal brasileño. 
Revista de Derecho y Criminologia nº 1, 2009, pp. 147 e ss.

20 Cf. Santos, Cláudia Cruz. Considerações introdutórias (ou algumas refl exõs suscitadas 
pela «expansão» das normas penais sobre a corrupção. In: Santos, Cláudia Cruz; Bidino, Clau-
dio; Melo, Débora Thaís de. A corrupção. Refl exões (a partir da Lei, da Doutrina e da Jurisprudência) 

sobre o seu regime jurídico-criminal em expansão no Brasil e em Portugal. Coimbra: Coimbra Editora, 
2009, pp. 6 e ss. Riquert, Fabián Luis. Instrumentos de derecho internacional publico para la 
prevención contra la corrupción. In: Baigún, David; García Rivas, Nicolas (dir.). Delincuencia 

económica y corrupción. Su prevención penal en la Unión Europea y el Mercosur. Buenos Aires: Ediar, 
2006, pp. 113 e ss. 

21 Baigún, David; Biscay, Pedro. Actuación preventiva de los organismos estatales y no 
estatales en el ámbito de la corrupción y la criminaliad económica. In: Baigún, David; García 
Rivas, Nicolas (dir.). Delincuencia económica y corrupción. Su prevención penal en la Unión Europea y el 

Mercosur. Buenos Aires: Ediar, 2006, pp.14 e ss.
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contra a administração pública22. Muito além disso, está a se falar de uma nova 
orientação política criminal, com derradeiros refl exos legislativos, sobre a idéia 
da corrupção.

5. O atual alcance da compreensão da corrupção

Por tais considerações, há, verdadeiramente, de se ter a corrupção, nas pala-
vras de Berdugo e Fabián Caparrós, como uma manifestação de uma utilização 
desviada de poder, que dirige seu exercício a benefício próprio ou de terceiro23. A 
percebida manifestação internacional contra medidas particulares nesse sentido, 
deve-se à constatação de que os supostos efeitos desenvolvimentistas da corrupção 
sempre foram ilusórios.

Taylor comenta essa fato, deparando-se com a mudança de visão dada ao pro-
blema, em especial quanto a uma constatação de que não mais se aceita qualquer 
suposto desenvolvimento oriundo da corrupção. Pelo contrário24. E isso não se 
adéqua nem mesmo sob vistas de uma equação brasileira25. Uma vasta literatura 
surgida em anos próximos, leva a crer que a tendência de se refutar tais práticas 
não admite volta26. Embora não pareça de todo correta a assertiva de que a cor-
rupção de hoje refl ita uma simples degradação de valores morais27, já que sempre 
houve corrupção, ela hoje mostra-se globalizada em sua presença e em seu comba-
te, tudo fruto acessório da própria globalização.

O que se prega, internacionalmente, é que deve-se entendê-la de formas distin-
tas. Isso se mostra evidente nos diversos documentos e tratados internacionais. Tal 
qual se pontuou no Código Penal brasileiro por uma multifacetada abordagem da 
corrupção, vista ela em muitas fi guras em que se menciona o vocábulo corrupção, 
hoje há de se entendê-la como um fenômeno a ser combatido em muitas frentes. 

22 Cf. Berdugo Gómez de la Torre, Ignacio; Fabián Caparrós, Eduardo A. Corrupción 
y derecho penal: nuevos perfi les, nuevas respuestas. RBCCrim 81/13.

23 Berdugo Gómez de la Torre, Ignacio; Fabián Caparrós, Eduardo A. Op. cit., p. 8. 
Outras concepções, também próximas, podem ser vistas em Garzón Valdés, Ernesto. El concep-
to de corrupción. In: Zapatero, Virgilio (comp.). La corrupción. México D.F.: Coyoacán, 2007, pp. 
11 e ss.

24 Taylor, Matthew M. Corrption, accountabilitty reforms, and democracy in Brazil. In: 
Corruption & democracy in Latin America. Pittsburg: University of Pittsburg, 2009, pp. 150 e ss.

25 Taylor, Matthew M. Op. cit., pp. 152 e ss.
26 Cf. Glynn, Patrick; Kobrin, Stephen J.; Naím, Moisés. The globalization of corruption. 

In: Corruption and the global economy. Whashington: Institute for International Economics, 1997, 
pp. 7 e ss. Thacker, Strom C. Democracy, economy policy, and political corruption in compa-
rative perspective. In: Corruption & democracy in Latin America. Pittsburg: University of Pittsburg, 
2009, pp. 25 e ss.

27 Cf. Gonzáles Pérez, Jesús. Corrupción, ética y moral en las administraciones públicas. Madrid: 
Civitas, 2006, pp. 38 e ss.
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Os campos de combate sobre uma nova visão da corrupção, portanto, se dividem 
em dois módulos distintos. Uma abordagem ampla e outra restrita. Esta última, 
cingida, aparentemente pela tipifi cação tradicional da corrupção, também merece 
reparos. Também se defende mudanças em seu âmbito específi co28, notadamente 
percebido em uma ampliação da esfera do funcionário público, tendo-se, então, 
também a corrupção de atividades comerciais no setor privado, internacional e de 
delinqüência organizada29. Mas não só.

A luta contra a corrupção dos governantes é tarefa de sísifo, sem dúvida algu-
ma30, mas mostra-se indispensável em um mundo moderno com matizes globa-
lizados. Resta saber-se, no entanto, se isso é compatível, ou não, com um Direito 
Penal liberal e racional. Uma dúvida pontual se faz presente. Ao se pretender tais 
redefi nições, não se estaria diante de uma simples forma de aumento simbólico da 
leitura penal? Admitindo que a luta contra a corrupção é, como parece ser, o obje-
tivo de numerosos instrumentos políticos internacionais que acabam por obrigar 
os Estados-parte, a empreender ações das mais diversas —até penais— contra a 
má gestão pública, essa parece ser a compreensão. Ainda mais quando se mencio-
na a ampliação da questão para, também, fronteiras outras, como a da corrupção 
no setor privado31.

6. Expansão penal ou alteração da percepção?

Consta-se, desde algum tempo, uma inescondível expansão do Direito Penal, 
como bem ressalta Silva Sánchez. Para o autor, já desde algum tempo, pode-se 
perceber, em uma grande maioria dos países, uma tendência clara de introdução 
de novos tipos penais, agravamento de penas já existentes, reinterpretação de 
garantias penais clássicas, criação de novos tipos penais, ampliação dos espaços de 
risco relevantes, fl exibilização de regras de imputação e relativização de princípios 
de garantia. A isso poderia se ter por expansão do Direito Penal32. Outra visão, é 
certo, é dada por Canestrari, segundo a qual a expansão já poderia ser percebida 

28 Cf., na realidade italiana, Baldi, Giuliano. I delitti di corruzione. Un’idagine strutturale e 

sistematiche. Napoli: Jovene, 2003, pp. 2 e ss.
29 Cf., por todos, Fabián Caparrós, Eduardo A. La corrupción de agente público extrajero e inter-

nacional. Valencia: Tirant lo Blanch, 2003, pp. 21 e ss.
30 Cf. Bustos Gisbert, Rafael. La lucha contra la corrupción de los governantes: ¿una labor 

imposible? In: Rodríguez García, Nicolás; Fabián Caparrós, Eduardo A. Corrupción y delin-

cuencia económica. Bogotá: Ibanez, 2008, pp. 101 e ss. 
31 Cf. de la Cuesta Arzamendi, José Luis; Blanco Cordero. La criminalización de la 

corrupción en el sector privado: ¿asignatura pendiente del derecho penal español? In: Díez Ripo-
llés, José Luis; Romeo Casabona, Carlos María; Gracía Martín, Luis; Higuera Guimera, 
Juan Felipe (ed.). La ciencia del derecho penal ante el nuevo milenio. Libro Homenaje al Profesor Doctor 

Don José Cerezo Mir. Madrid: Tecnos, 2003, pp. 257 e ss.
32 Silva Sánchez, Jesús-María. Expansión... Op. cit., p. 20.
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desde os fi ns do século xix, sendo notável especialmente no que diz respeito à 
situações como a do Direito Penal Econômico. Para ele, não se poderia dizer ser 
essa uma situação de novidade33. Em que pese a verdade das palavras do autor ita-
liano, o atual fenômeno da expansão, em seus limites e conteúdos, em sua quebra 
de paradigmas e de turbação de um sistema consagrado, nunca se viu. 

Nesse aspecto, inegável a percepção de que a leitura da corrupção, interna-
cionalmente, passa por um momento de expansão. A dúvida é se esta expansão é 
legítima ou não. Em outras palavras, a denúncia elaborada por Silva Sánchez seria 
sempre retrato do mal, como acusam tantos frankfurtianos, ou poderia se mostrar, 
em certa medida como válida, dada às particularidades do século xxi?

É fato que uma série bastante grande de novas tipifi cações vieram à lume a par-
tir dos anos 1980, com construções próprias e diferenciadas. Sob esse enfoque, ao se 
abordar a questão da nova visão sobre a corrupção convém aclarar o fato que não se 
está simplesmente incrementando a legislação repressiva, como que simplesmente 
ampliando o foco de preocupação sobre a corrupção. O que se está pretendendo, 
sim, é uma mudança de perspectiva sobre um tema necessariamente clássico. E 
com esse escopo, sim, se pode visualizar o agigantamento da preocupação.

A justifi cativa para tanto, vai desde a boa governança (já bradada por Aristó-
teles), defendida pelo Banco Mundial, que nada mais pretende refl etir do que a 
própria qualidade do governo, mas, também, o funcionamento da economia de 
mercado, às relações mercantis e da Economia como um todo. Daí a se entender o 
problema da corrupção como um fator de Direito Penal Econômico34. 

Como se sabe, existem várias formas de se entender o Direito Penal Econô-
mico. Pode-se, desde a perspectiva de Sutherland, ter que o crime econômico 
nada mais é do que aquele realizado pelo delinqüente de colarinho branco, pessoa 
respeitável e de elevado status social, no marco de sua profi ssão35. Entretanto, em 
termos mais presentes, melhor parece ser a distinção entre um Direito Econômico 
em sentido amplo e em sentido estrito. O primeiro poderia ser tido simplesmente 
o Direito das atividades econômicas ou da empresa, vale dizer, como o conjunto 
de normas jurídico-penais que protegem a ordem econômica entendida como 
regulação jurídica da produção, distribuição e consumo de bens e serviços. Já o 
segundo —em sentido estrito— poderia ser visto como o conjunto de normas 
jurídico-penais que protegem a ordem econômica entendida como regulação 

33 Cf. Donini, Massimo. ¿Uma nueva edad media penal? Lo viejo y lo nuevo en la expansión 
del derecho penal económico. Traducción de Cristina Méndez Rodríguez. In: Terradillos Ba-
soco, Juan María; Acale Sánchez, María (coord.). Temas de derecho penal económico. III Encuentro 

Hispano_italiano de Derecho Penal Económico. Madrid: Trotta, 2004, pp. 203 e ss.
34 Santos, Cláudia Cruz. Considerações... Op. cit., pp. 19 e ss.
35 Cf. Tiedmann, Klaus. Poder económico y delito. Barcelona: Ariel, 1985, p. 10.
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jurídica do intervencionismo estatal na Economia36. Essa recordação, também fei-
ta por Tiedmann37, adequa-se de forma bem posta à nova feição da corrupção38.

A construção penal supõe legitimidade, consoante boa parte da doutrina, em 
função específi ca da verifi cação de bens jurídicos protegidos39. Muito embora a 
origem da questão, que remonta a Binding, seja tida como uma forma de am-
pliação, e não de segurança, do Direito Penal40, hoje isso se pauta de maneira 
diversa.

Mesmo os bens jurídicos supra-individuais ganhando proporção de peso no 
chamado Direito Penal de Perigo41, é de se notar a prevalência do bem jurídico, 

36 Bajo, Miguel; Bacigalupo, Silvina. Derecho penal económico. Madrid: Ramón Areces, 2010. 
pp. 12 e ss. Essa diferenciação, observa Martínez-Buján Perez, foi levada em análise no Projeto 
Alternativo alemão de Código Penal alemão, na redação do Título segundo de sua Parte Especial. 
Assim, ter-se-ia que a categoria dos crimes econômicos seriam integrados pelas infrações que 
atentassem contra a atividade interventora e reguladora do Estado na Economia (Direito Penal 
Administrativo Econômico). Isto seria visto, assim, como um conceito mais estrito dos crimes 
econômicos. Em um conceito amplo, ter-se-ia todas as infrações que vulnerem bens jurídicos 
supra-individuais de conteúdo econômico. Martínez-Buján Perez, Carlos. Derecho penal econó-

mico. Parte general. Valencia: Tirant lo Blanch, 1998. pp. 37 e ss.
37 Tiedmann, Klaus. Poder económico y delito (introducción al derecho penal económico y de la empre-

sa). Traducción de Amelia Mantilla Villegas. Barcelona: Ariel, 1985, pp. 16 e ss. Em termos essa 
colocação também é feita por Donini, ao estipular uma categoria muito alargada de crimes contra 
a Economia em sentido amplo. Donini, Massimo. ¿Una nueva edad penal? Lo viejo y lo nuevo en 
la expansión del derecho penal económico. In: Terradillos Basoco, Juan María; Acale Sán-
chez, María (coord.). Temas de derecho penal económico. III Encuentro Hispano-Italiano de Derecho Penal 

Económico. Madrid: Trotta, 2004, p. 197.
38 Como bem pondera García Cavero, «La crisis del modelo planifi cado o dirigido de la econo-

mía y el reconocimiento de la necesidad del libre mercado incluso en países de política económica 
no liberal, ha llevado a que el Derecho penal económico no pueda quedar reducido al llamado 
Derecho penal económico en sentido estricto. En este sentido, resulta facilmente comprensible 
que exista unaminidad en la doctrina en reconocer que el Derecho penal económico debe ser de-
fi nido en un sentido amplio. Sin embargo, la lógica consecuencia de esta extensión del Derecho 
penal económico es el surgimiento de la cuestión si los delitos patrimoniales (especialmente la 
apropriación indébita, la estafa y la infi delidad patrimonial) se encuentran incluidos dentro de 
esta defi nición del Derecho penal económico. Como puede verse, la defi nición del Derecho penal 
económico repercute en la extensión de esta parte especial del Derecho penal.» García Cavero, 
Percy. Derecho penal económico. Parte general. Lima: Grijley, 2007. p. 22.

39 Cf., sobre o tema, entre outros, os diversos matizes de discussão em Hefendelh, Roland. 
El bien jurídico como eje material de la norma penal. Traducción realizada por María Martín 
Lorenzo. In: Hefendehl, Roland (ed.). La teoría del bien jurídico. ¿Fundamento de legitimación del 

derecho penal o juego de abalorios dogmático? Madrid: Marcial Pons, 2007, pp. 179 e ss.
40 Cf. Prittwitz, Cornelius. El derecho penal alemán: ¿fragmenário? ¿subsidiario? ¿ultima 

ratio? Refl exiones sobre la razón y límites de los principios limitadores del derecho penal. Traduc-
ción a cargo de María Teresa Castiñeira Palou. In: La nsosteible situación del derecho penal. Granada: 
Comarres, 2000, pp. 428 e ss.

41 Roxin, Claus. Derecho penal. Parte general. Traducción por Diego-Manuel Luzón Peña; Mi-
guel Díaz y García Conlledo; Javier de Vicente Remesal. Madrid: Civitas, 1997, p. 60 e ss.
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ainda que, aqui, com novos moldes. No especial caso da corrupção, seu espectro 
é amplíssimo, podendo ser modulado conforme a corrupção que se esteja a tratar. 
Sinteticamente, no que diz respeito à clássica tipifi cação codifi cada, outra sorte 
não se verifi ca. Não se pode simplisticamente imaginá-lo como a Administração 
Pública, mas, sim, como a capacidade funcional do Estado42.

O alerta de Silva Sánchez é, pois, mais presente do que nunca, também neste 
quadrante. Para ele, a globalização política e cultural provoca uma tendência de 
universalização do Direito, e também do Direito Penal43. Mas a noção particular 
da reprovação à corrupção talvez não se macule, in totum, pelos pecados do Direito 
Penal de Perigo. Na sua essência, tem-se a idéia do ato do funcionário. O proble-
ma, se mostra nas novas formas de seu combate e de sua interpretação.

7. A luta da corrupção do porvir

Muito se discute, em Direito Penal econômico (em sentido lato), sobre as teses 
de resistências e de sua aceitação. O repúdio às suas construções em termos de 
tipos de perigo abstrato, ou fl exibilizações de garantias, tem anteposto diversos 
autores44, como que em lados contrários: de modernização ampliadora dos hori-
zontes penais e de resistência a isso. Não se trata de oposições meramente ideoló-
gicas, mas a forma como tal há de se dar. 

Fato é que ainda não se tem por completo as proporções ou os alcances que 
tais medidas pretendem ganhar45. De todo modo, a política criminal contrária à 

42 Segundo Débora Thaís de Melo, «no tocante ao bem jurídico tutelado pela corrupção, 
dessume-se que é maoritário o entendimento a identifi cá-lo na tutela da capacidade funcincional 
do Estado, e, enquanto pressuposto desta, na proteção da confi ança da coletividade depositada no 
Estado. Tal construção acaba, por, a nosso sentir, assentar o injusto em uma construção formal 
carente da devida materialidade e objetividade, a necessariamente limitar o exercício do jus pu-

niendi estatal.» Melo, Débora Thaís de. Os bens jurídicos ofendidos pela corrupção e o problema 
específi co dos bens jurídicos colectivos. In: Santos, Cláudia Cruz; Bidino, Claudio; Melo, Débo-
ra Thaís de. A corrupção. Refl exões (a partir da Lei, da Doutrina e da Jurisprudência) sobre o seu regime 

jurídico-criminal em expansão no Brasil e em Portugal. Coimbra: Coimbra Editora, 2009, p. 97.
43 Silva Sánchez, Jesús-María. La expansión... Op. cit., p. 109.
44 Cf., genericamente, Martínez-Buján Pérez, Carlos. Derecho penal económico y de la empres. 

Parte general. Valencia: Tirant lo Blanch, 2007, pp. 73 e ss. Gracía Martín, Luis. Prolegómenos 

para la lucha por la modernización y expansión del Derecho Penal y para la crítica del discurso de resistencia. 
Valencia: Tirant lo Blanch, 2003, p. 41 e ss.

45 Para Cláudia Cruz Santos, «o enorme relevo —quer em um plano teorético, quer em um 
plano prático— desta novidade no regime jurídico da corrupção não terá sido ainda sublinhado 
na sua justa medida. De facto, aquilo que tal norma signifi ca ultrapassa em muito o consagrado 
em regimes jurídicos considerados particularmente adequados ao combate da corrupção por terem 
—como sucedeu na Bélgica a partir de 1999— abandonado o pacto como elemento constitutivo 
da infracção. E ultrapassa também aquilo que seria exigível para se considerar o ordenamento ju-
rídico da corrupção em Portugal conforme prescrito pelos instrumentos internacionais. Mesmo à 
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corrupção genérica visa uma mudança de hábitos globais. Isso se mostra particu-
larmente caro no Brasil, onde, pelas próprias naturezas históricas e culturais, che-
ga-se, em muitos momento a deparar com situações de uma concussão ambiental. 
Imagine-se um dado evento de nítida exploração entre um funcionário público 
e um particular, quase que beirando a fi gura de uma extorsão. Em ambientes 
notadamente corruptos, o particular pode imaginar que, para o desenvolvimento 
de determinada atuação estatal seria requerida, ainda que indiretamente, uma 
propina. Embora se esteja diante de um locus honesto, a ação do particular impli-
caria em ato de corrupção? Ou seria este um erro escusável? Não havendo fi gura 
típica própria, inegavelmente não se pode falar em crime46, parece bem aceitável a 
necessária absolvição. Entretanto, o problema da corrupção ainda é inerente. Fun-
damental, assim, a mudança de aceitação e comprometimento com a corrupção. 
Quem sabe a partir daí se possa, realmente, caminhar a passos largos em busca de 
melhores realidades.

A oposição a situações de corrupção, entendendo-a, agora, multifacedada, é 
plenamente lógica e aceitável. O receio se dá em como isso há de se mostrar 
quando se imagina que situações, v.g., de lavagem de dinheiro façam parte de 
uma super-estrutura de corrupção47. Ninguém duvida que o agente, corrupto ou 

luz dessas construções jurídicas, continua a afi rmar-se maioritariamente que a existência de corrup-
ção supõe uma convicção razoável sobre o acto do agente público que se pretende, ilegitimamente, 
recompensar. Não é necessário que se verifi que a demonstração inequívoca do encontro de vontades 
vertido na impossiblidade de existência de corrupção activa sem corrupção passiva cosumada (e 
vice-versa) nem é necessário que se prove a prática (ou a intenção de prática) de um acto concreto e 
determinado em sua plenitude.» Santos, Cláudia Cruz. Considerações... Op. cit., p. 37.

46 Cf. sobre a idéia de concussão ambiental, ainda que por outra óptica, Militello, Vincenzo. 
Concusion y cohecho de los funcionários públicos: cuestiones problemáticas e hipótesis de refor-
ma em Italia. In: Terradillos Basoco, Juan María; Acale Sánchez, Maria (coord.). Temas de 

derecho penal económico. III Encuentro hispano-italiano de derecho penal económico. Madrid: Trotta, 2004, 
pp. 242 e ss.

47 Com profundidade, Ferré Olivé menciona que «(...)la corrupción de funcionários públicos 
y autoridades es uno de los grandes problemas de nustro tiempo. Este fenómeno, que afecta por 
igual al mundo rico y al mundo pobre, genera para los responsables unos ingresos económicos 
extraordinários, que necesariamente deben reincorporar al circuito económico ‘legal’ para su dis-
frute.Aquí es donde cobra especial transcendencia la fi gura penal blanqueo de capitales. La co-
rrupción es también un problema que la Comisión Europea quiere atajar con energía. Se habla de 
una ‘Política anticorrupción de la Unión’ que se plasma en Comunicaciones de la Comisión, como 
la de 21 de mayo de 1997, en la que se destaca que la estragia anticorrupción debe desarrollarse 
tanto en el interior de la Unión Europea como en el exterior, y debe cubrir distintos aspectos, 
como el comercio internacional, la competencia, los gastos exteriores, los recursos propios de la 
Comunidad, la cooperación al desarrollo y la estrategia de preadhesión. En relación al ‘blanqueo’ 
de dinero, se hace especial referencia a esta conducta delictiva en la Comunicación de la Comisión 
de 24 de marzo de 2000, que describe indicadores para el examen de los progresos realizados para 
la creación de un espacio de liberdad, seguridad y justicia en la Unión Europea.» Ferré Olivé, 
Juan Carlos. Corrupción, crimen organizado y «blanqueo» de capitales em el mercado fi nanciero. 
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corruptor, possa se valer da lavagem para ocultar seus ganhos48. Mas a própria 
dimensão que a construção típica da lavagem de dinheiro, os passos de sua in-
vestigação, a seletividade dada, em especial no Brasil, é altamente problemática. 
Nesse sentido, cuidados devem ser tidos no campo, puro e simples, de uma mo-
dernização do Direito Penal.

É claro que isso perde um pouco o referencial, quando se aceita patentemente 
a tipifi cação de tipos, como o da lavagem de dinheiro. E não são poucos os autores 
que o fazem. Fabián Caparrós, com absoluta perspicácia, salienta pela presença de 
pressupostos necessários e sufi cientes à incriminação dessa ordem, não sendo, pois, 
exclusiva imperiosidade de obediência de regramentos internacionais49. Por outro 
lado, existe certa dúvida de tal legitimação, não sendo isso unânime na doutrina. 
De todo modo, esse fato é, no mínimo, indiciário da cautela, não fosse por outras 
razões, pela amplitude do tipo penal da lavagem no Brasil, que se deve ter em con-
ta quando da preocupação legitima quanto a ampliação do conceito da corrupção.

Novamente com Silva Sánchez, parece clara a difi culdade em simplesmente se 
voltar ao bom e velho Direito Penal liberal50. Por outro lado, não se mostra, ao 

In: Ferré Olivé, Kuan Carlos; Musco, Enzo; Kunicka-Michalska, Barbara; Cabral, Jorge 
Almeida (coord.). Blanqueo de dinero y corrupción en el sistema bancario. Salamanca: Universidad de 
Salamanca, 2002, pp. 20 e ss.

48 Cf. Fabián Caparros, Eduardo A. Relaciones entre blanqueo de capitales y corrupción. 
Algunas valoraciones a propósito de las previsiones contenidas en la convención de la OCDE sobre 
suborno de funcionarios públicos en las transaciones comerciales internacionales. In: Ferré Oli-
vé, Juan Carlos; Musco, Enzo; Kunicka-Michalska, Barbara; Cabral, Jorge Almeida (coord.). 
Blanqueo de dinero y corrupción en el sistema bancario. Salamanca: Universidad de Salamanca, 2002, 
pp. 103 e ss.

49 Assim, afi rma, que «(...)es necesario que se manifeste un interés digno de protección que sea 
bastante importante como para que se despliegue el ius puniendi, y ese interés existe. Con toda pro-
babilidad, las conductas de reciclage inciden negativamente —si bien en diferente medida— sobre 
una serie de intereses sociales a los que ahora no vamos a volver a referirmos. Desde este punto de 
vista, compartimos la opinión de Vives Antón, Prado Saldarriaga o Vidales Rodríguez, quienes 
creen que el lavado de capitales ilegales ostenta los rasgos de una fi gura pluriofensiva. No obstante, 
a la hora de determinar cuál es el bien jurídico que —político-criminalmente— justifi ca la inter-
vención del Derecho penal, y —dogmáticamente— fi ja la correcta ubicación sistemática del tipo y 
sirve de pauta para su adecuada interpretación, entendemos que es absolutamente necesario acudir 
al ámbito socio-economico consagrado en la Constituición. En este sentido, estimamos que la cri-
minalización del reciclage representa un claro expoente de la actuación de unos poderes públicos 
que, lejos de abstenerse, intervienen sobre el mercado con objeto de salvaguardar la credibilidad 
de los agentes que en él participan, a la vez que la iniciativa privada y el régimen de libre compe-
tición. Por otro lado, comprobado que aquellos otros medios de control social que pueden aspirar 
a colaborar en la lucha contra el banqueo no bastan por sí solos para hacer frente al problema, todo 
parece indicar que la lesividad social de tales conductas se convierte, así mismo, en causa sufi ciente 
para acubir sin temos al Derecho penal. Ultima ratio, sin duda, pero ratio a fi n y al cabo.» Fabián 
Caparrós, Eduardo A. El delito de banqueo de capitales. Madrid: Colex, 1998, pp. 238 e ss.

50 Silva Sáchez, Jesús-María. La expansión... Op. cit., pp149 e ss.
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menos no momento, tão factível sua construção de um Direito de duas velocida-
des, tampouco a idéia de intervenção de Hassemer51. Melhor solução seria, aqui, 
e no específi co campo da corrupção em sentido aberto, da legitimação de novas 
medidas, desde que orientadas consoante a principiologia mais garantista possí-
vel, v.g., seguindo as regras lançadas há tempos por Roxin, como sendo a utilidade 
ao indivíduo para seu livre desenvolvimento52, sendo ilegítimas as construções 
normativas além desse patamar.

As fl exibilizações de certas garantias individuais, exemplo claro de situação 
de expansão penal, e tão presentes em investigações ligadas à lavagem de ati-
vos53, hão de ter, exemplifi cativamente, certos limites. Uma solução bradada por 
muitos, é a da própria especialização de investigação, acusação e do julgamento, 
como, aliás, se vê, no Brasil, em determinadas Varas Especializadas. O único se-
não aqui posto, é se isso também não poderia criar, ou fomentar, uma seletividade 
—por qualquer razão que seja— não desejada. Se era presente, anteriormente, 
uma seletividade indesejada, pois não se punia a quem se tinha que punir, há de 
se questionar se, agora, isso seria tolerável, ou medida do justo. A seletividade, 
em tais casos, pode bem acarretar as situações denunciadas por Sgubbi quanto às 
vedetes penais54.

Existem, claro, limitações e cuidados a serem tidos no combate ao novo mal do 
século a ser travado. Mas, novamente aqui, cabe o alerta de Frankfurt, quanto ao 
Direito Penal não se portar como prima ratio. Ele pode ser, e é, necessário em cer-
tas atuações contrárias a atos de corrupção. Mas, talvez, e apenas talvez, também 
outros institutos de controle, como os administrativos, também possam colabo-
rar. Ou, ainda, uma ampliação mais signifi cativa da idéia de responsabilidade das 
pessoas jurídicas, no Brasil, ainda limitada à delitos ambientais, consoante a Lei 
nº 9.605/98. As noções principiológicas básicas de limitação do Direito Penal não 
podem, de qualquer modo, ser dispensadas, nem por situação de inimigo, nem de 
aplicação de Direito Penal de outra velocidade. 

51 Cf. García Cagero, Percy. Op. cit., pp. 107 e ss.
52 Roxin, Claus. Op. cit., pp. 55 e ss.
53 Cf., entre outros, Palomo del Arco, Andrés. Lavado de dinero y corrupción bancaria en 

la praxis. Problemas de investigación y prueba. In: Ferré Olivé, Juan Carlos; Musco, Enzo; 
Kunicka-Michalska, Barbara; Cabral, Jorge Almeida (coord.). Blanqueo de dinero y corrupción 

en el sistema bancario. Salamanca: Universidad de Salamanca, 2002, pp. 259 e ss. Heredero Sala-
manca, Eusebio. El blanqueo de dinero desde la perspectiva del investigador policial. Problemá-
tica y propuestas. In: Ferré Olivé, Juan Carlos; Musco, Enzo; Kunicka-Michalska, Barbara; 
Cabral, Jorge Almeida (coord.). Blanqueo de dinero y corrupción en el sistema bancario. Salamanca: 
Universidad de Salamanca, 2002, pp. 367 e ss.

54 Cf. Sgubbi, Filippo. Il reato come rischio sociale. Ricerche sulle scelte di allocazione dell’ilegalittà 

penale. Bologna: Il Mulino, 1990, p.76 e ss. 
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O que se prega, também, repita-se, é uma mudança de hábitos, como susten-
tado por uma ética pública55. Não uma desmedida infl ação penal ou uma pura 
análise econômica do Direito56. O alerta de Martínez-Buján Pérez é evidente 
quando menciona que o Direito Penal Econômico —e aqui a corrupção— não são 
substancialmente diferentes do Direito Penal como um todo. A eles é submetida 
a mesma sorte de contenções que ao Direito Penal comum57. Seu combate é justo 
e esperado. Embora possa vir a refl etir uma expansão penal, essa não é apriorísti-
camente deletéria. Mas devem-se ter os cuidados redobrados para que se evite, em 
prol de uma suposta melhora global, a perda de referenciais mínimos de Justiça.
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A nova face da corrupção frente à 
tutela da ordem econômica

Silvia Chaves Lima Costa
Advogada. Mestranda em Direito Penal. Universidade Estadual de Rio de Janeiro

«A espada não é a ordem, mas a opressão; não é a tranqüilidade, mas o 
terror, não é a disciplina, mas a anarquia, não é a moralidade, mas a corrupção, 

não é a economia, mas a bancarrota.»

(Rui Barbosa, Novos Discursos e Conferências, p. 317)

SUMÁRIO: Introdução. I. Os efeitos corrosivos da Corrupção na Economia. II. A busca 
de efetivos instrumentos de combate à Corrupção Econômica. III. Iniciativas Internacionais 
de Combate à Corrupção Econômica. IV. Necessária Resposta Penal Brasileira à Corrupção 
Econômica. Conclusão. Bibliografi a. Anexo.

Introdução

Há quem sustente que a prática da corrupção pode proporcionar «benefí-

cios» ao Estado em desenvolvimento1. Tal concepção se baseia na ideia de 
que a corrupção gera participação política ao integrar novos grupos ao 

sistema político, contribuindo expressivamente para o aquecimento da economia2.

No campo econômico, o presente ensaio, mais precisamente no primeiro tópi-
co, buscará polemizar esta e outras concepções formuladas de maneira equivocada 
acerca da corrupção. 

O segundo tópico tratará da busca de efetivos instrumentos de combate à cor-
rupção como forma de tutela da ordem econômica, proteção esta que ultrapassa 

1 Conforme Samuel P. Huntington: «Uma sociedade relativamente incorruptível —uma 
sociedade tradicional por exemplo, em que as normas tradicionais ainda são poderosas— pode 
descobrir que uma certa dose de corrupção é um lubrifi cante ótimo para acelerar a caminhada para 
a modernização». (Huntington, Samuel P.. A Ordem Política nas Sociedades em Mudança. São 
Paulo: Universidade de São Paulo, 1975. p. 83)

2 Idem p. 82.
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a tradicional regulação da economia, prezando pela segurança de bens jurídicos 
supraindividuais, sob a égide do princípio da isonomia. 

O tópico subsequente discorrerá sobre as principais iniciativas internacionais 
de combate à Corrupção Econômica. Trata-se de uma avaliação de suma impor-
tância, na medida em que, através da observância de convenções, tratados e acor-
dos externos, será possível ponderar os mecanismos que podem ser aplicados a 
nível interno, não para suprimir a corrupção, tarefa esta utópica, mas para sufocar 
possíveis brechas no ordenamento jurídico pátrio.

O trabalho encerra-se oferecendo uma necessária resposta ao combate da Cor-
rupção Econômica no Brasil. Neste contexto, serão analisados os planejamentos 
de grupos de trabalhos e organizações não governamentais. Sob esta perspectiva, 
constata-se quais mecanismos podem ser aptos a integrar o fenômeno da «Globa-
lização da Justiça». 

Por fi m, cumpre salientar a relevância da matéria, notadamente por despertar 
interesse e aprofundamento de estudos, através do convênio entre a Faculdade de 
Direito da Universidade de São Paulo e a Universidade de Salamanca – Espanha.

I. Os efeitos corrosivos da Corrupção na Economia

Tradicionalmente a corrupção pressupõe o oferecimento ou promessa de van-
tagem, direta ou indireta ao funcionário público, com o objetivo de que se realize 
ação ou omissão de um ato, em favor daquele que ofereceu um benefício. Não 
obstante, pode-se constatar que com a ampliação da interação social, seja polí-
tica ou fi nanceira, o supracitado conceito se fl exibilizou3. Em primeiro lugar, a 
corrupção pública passa a se tornar gênero, composta por diversas espécies, tais 
como a corrupção política e a corrupção em transações comerciais internacionais. 
Ao seu lado, ergue-se o gênero Corrupção Privada, terreno pouco desbravado pela 
doutrina, dotado de igual ou maior potencial lesivo que a primeira.

Partindo desta conjuntura, a Corrupção Econômica merece ser estudada não 
como um conceito autônomo. Trata-se, na realidade, do impacto decorrente dos 
gêneros e espécies acima destacados.

Existe uma consciência generalizada acerca do grau de ofensividade dos delitos 
de corrupção. É de conhecimento geral que esta prática promove a instabilidade 
política e a desconfi ança no Estado, perverte o desenvolvimento sócio-econômico 
e político do país, potencializa a criminalidade organizada e, sobretudo, rompe o 

3 Souza, Artur de Brito Gueiros. Breves Considerações sobre a Corrupção em Transações Comerciais 

Internacionais. In: Japiassú, Carlos Eduardo Adriano (coord.). Direito Penal Internacional, Estrangei-

ro e Comparado. Rio de Janeiro: Lúmen Juris, 2007, p.1.
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vínculo de fi delidade entre governantes e governados, suprimindo os fundamen-
tos e arruinando o valor da democracia4.

Contudo, mais precisamente até fi ns da década de 1970, muitos estudiosos5 
acreditavam que a corrupção possuía elevada importância nos países com sistemas 
altamente burocráticos, onde, através do famoso «jeitinho», agilizava as nego-
ciações comerciais, bem como se facilitava a criação de infraestrutura, que pos-
sivelmente não existiria em países subdesenvolvidos. Sustentavam, ainda, que a 
corrupção teria um caráter meramente transitório, na medida em que o fortaleci-
mento democrático cessaria a sua existência. 

Somente a partir dos anos 80, tais concepções se mostraram ultrapassadas. A 
ideia da corrupção como uma espécie de «motor de arranque» nos bloqueados sis-
temas administrativos passa a ser considerada obsoleta, notadamente após fatos 
históricos marcantes, tais como a queda do muro de Berlim, da ruptura do regime 
comunista chinês, dentre outras várias transformações democráticas ao redor do 
mundo6.

O mito de que apenas nos países em desenvolvimento existiria a corrupção 
também se esvaziou. Apesar de inúmeras vezes ocuparem o topo das listas de 
transparência econômica7, os Estados ricos são diversas vezes palco de práticas cor-
ruptas de larga escala, não apenas no cenário interno, mas também a nível interna-
cional. A título de exemplo, podem-se mencionar as empresas norte-americanas 
Enron, Merril Lynch, WorldCom, a empresa espanhola Gescartera, bem como 
casos concretos de corrupção em vários países europeus e asiáticos em negociações 
vinculadas ao petróleo8. 

Partindo da premissa de que a problemática da corrupção não é um fenômeno 
isolado, mas um objeto de preocupação a nível global, vale tecer algumas consi-
derações desta delinquência, sobretudo no contexto econômico.

4 Rodríguez García, Nicolás. La necesaria fl exibilización del concepto de soberanía em pro del 

control judicial de la corrupción. In: Rodríguez García, Nicolás; Fabián Caparrós, Eduardo 
(coord.). La Corrupción en un Mundo Globalizado: Análisis Interdisciplinar. Salamanca: Ratio Legis, 
2003. P. 241.

5 Tal concepção foi captaneada por Samuel P. Huntington (1927-2008), cientista político e 
ex-professor da Universidade de Harvard.

6 Santos, Cláudia Maria Cruz. A corrupção (da luta contra o crime na intersecção de alguns (dis-

tintos) entendimentos da doutrina, da jurisprudência e do legislador). In: Andrade, Manoel da Costa; 
Costa, José de Faria; Rodrigues, Annabela Miranda; Antunes, Maria João (orgs.). Liber Disci-

pulorum para Jorge de Figueiredo Dias. Coimbra: Coimbra Ed., 2003. P. 965.
7 Disponível em: <http://www.transparency.org/policy_research/surveys_indices/cpi/2010/

results>, último acesso em 25 de setembro de 2011.
8 Williams, Robert; Moran, Jonathans; Flanary, Rachel. Corruption in the Developed World. 

Edward Elgar Pub., 2000.
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Inicialmente, cumpre destacar a vinculação entre a corrupção sistêmica e a mo-
rosidade na ascensão econômica de um país9. Na medida em que o país apresenta 
reiteradas práticas corruptas, notadamente nos casos de achaques de funcionários 
públicos na área tributária10, cria-se não apenas grave defi ciência na prestação de 
serviços públicos por parte do ente arrecadador, como também défi cit ao erário, 
tendo em vista que o país necessita da obtenção de receitas para gerir a res publica. 

A situação adquire maior complexidade quando a corrupção alcança os mais 
altos segmentos políticos de um país. Sob o manto da posição de detentores do 
poder decisório, muitos políticos adotam planejamentos que incidem diretamen-
te sobre a produtividade e a qualidade de seu governo. É recorrente a implemen-
tação de obras públicas através de projetos «faraônicos» de elevado custo ao erário, 
geralmente desnecessários frente a fi nalidade principal a que o bem público se 
destina. Neste sentido, Dieter Frish, ex-Diretor Geral de Desenvolvimento da 
Comissão Européia declara: 

«Quando a ordem de prioridades e projetos está determinada pela corrupção, chegamos à 

máxima expressão da mesma; nesses casos as prioridades para o desenvolvimento genuíno de 

um país se defi nem em função de projetos que são mais vantajosos para o interesse particular 

dos funcionários [...] ao canalizar os recursos escassos em prioridades secundárias ou projetos 

desnecessários, a corrupção será em grande parte responsável pelo descuido de necessidades 

fundamentais, em particular necessidades básicas como alimentação, saúde e educação.»11

Sob a mesma ótica dos supracitados interesses particulares em detrimento da 
coletividade, vale destacar as mazelas realizadas entre agentes públicos e grandes 
empresas nas contratações para fi ns de prestação de bens e serviços. Governos mal 
intencionados, se valendo de inúmeras defi ciências na seara administrativa, elabo-
ram estratégias para a prática de ações corruptas. A título de exemplo, no Brasil, 
sob a égide da Lei de Licitações, lei n°. 8.666 de 21 de junho de 1993, subsistem 
diversas lacunas na esfera administrativa em relação à contratação de empresas. 

9 Seña, Jorge F. Malem. Globalización, Comercio Internacional y Corrupción. Barcelona: Gedisa. 
2000. P. 45.

10 Segundo a pesquisa «Corrupção no Brasil: A perspectiva do Setor Privado, 2003», desen-
volvida pela Organização Não-Governamental Transparência Brasil, os tributos mais vulneráveis 
a não tributação por meio do pagamento de propinas à agentes públicos por empresas são: ICMS 
(78%), seguido de impostos trabalhistas e o ISS. O IPTU foi considerado o imposto menos vulne-
rável, ainda assim apresentando 41% na escala dos achaques de funcionários públicos. 

Disponível em: <http://www.transparencia.org.br/docs/perspec-privado-2003.pdf>, último 
acesso em 19 de setembro de 2011.

11 Eigen, Peter. La Corrupción en los países desarrolados y en desarrolo. Um desafi o de os 90 medios 

prácticos para combatirla. In: Contribuiciones n°. 4, 1995. P. 10.
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Neste instrumento, constatam-se inúmeros critérios de cunho eliminatório12, re-
quisitos hábeis a preencher as hipóteses de dispensa ou inexigibilidade de lici-
tação. Tais mecanismos são instrumentos recorrentes e seguros para a prática de 
corrupção. Sob o véu da legalidade, cria-se um círculo vicioso, no qual o poder 
público contrata a empresa de sua preferência, esta superfatura os bens e serviços 
que presta ou que até mesmo não fornece/executa, remete parte dos seus ganhos 
para o agente público que lhe assegurou a contratação, o contrato é encarado como 
lícito, é aprovado pelo Tribunal de Contas, uma vez que cumpre os critérios exi-
gidos em lei e, inicia-se mais uma vez o ciclo de negociações. 

Diante das diversas modalidades de «corrupções»13, gerou-se a preocupação de 
diversos países e da própria Organização das Nações Unidas14 com o fenômeno da 
corrupção privada. Esta modalidade delitiva pode abarcar condutas desde o su-
borno de um síndico pelo condômino do prédio para perceber alguma vantagem 
na propriedade até mesmo um grande conglomerado empresarial que venha a 
subornar alguns de seus concorrentes para a formação de um cartel. É um campo 
pouco conhecido, mas que merece grande atenção do legislador, tendo em vista 
que esta corrupção pode gerar impactos iguais ou em escala superior a tradicional 
corrupção na esfera da Administração Pública.

A corrupção também é hábil a gerar vários efeitos negativos nas transações 
comerciais em nível internacional. Sob este cenário, a corrupção assume contor-
nos desde o suborno de um funcionário público responsável pelo lançamento de 
tributos até o oferecimento e pagamento indevido de vantagens a governantes, 
partidos políticos infl uentes ou até mesmo candidatos a cargos eletivos.

Os resultados de todas estas atividades são catastrófi cos. Na medida em que 
um agente público logra êxito na sua atividade delituosa, a constatação da sua 
impunidade, bem como da vantagem que vem a auferir passa a estimular outros 
funcionários públicos a praticar o mesmo ilícito e mais, cria a conivência entre os 
infratores, acentuando a difi culdade na investigação e punição destas condutas.

Empresas honestas, estimuladas com o potencial mercado interno de determi-
nados Estados, se vêem impedidas de investir em países com alto nível de cor-
rupção. Os investidores avaliam não somente possíveis perdas de contratos junto 

12 Em relação à dispensa de licitação, o artigo 24 da Lei 8.666/93 fornece trinta e uma pos-
sibilidades de afastamento do referido procedimento administrativo, valendo destacar que lei de 
licitações prevê ainda três hipóteses inexigibilidade de licitação, prevista ao longo do seu artigo 25.

13 Expressão utilizada por Fabian Caparrós, no plural, ao se referir às diversas formas que a 
corrupção assume, segundo o âmbito em que a considere. Fabian Caparrós, Eduardo. La Corrup-

ción del Agente Público Extranjero e Internacional. Valencia: Tirant lo Blanch. Salamanca. 2003. 
14 Artigo 12, da Convenção das Nações Unidas Contra a Corrupção. Aprovada pelo Decreto 

Legislativo n°. 348, de 18/05/2005, ratifi cada em 15/06/2005 e promulgada pelo Decreto Presi-
dencial n°. 5.687, de 31 de janeiro de 2006.
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à Administração Pública, mas também a concorrência desleal em razão do campo 
propício para a corrupção, dentre outras tantas desvantagens que não suportariam 
se aplicassem seus ganhos em Estados com baixa tendência a esta modalidade de 
delinquência.

Feita a análise de algumas, dentre um universo de práticas corruptas, forma-se 
lógico raciocínio da difi culdade em constatar, investigar e punir estas atividades 
delituosas. 

Não bastasse a complexidade do tema, subsiste a grande controvérsia acerca 
dos mecanismos adequados de combate a corrupção na esfera econômica. Passe-
mos a analisar as propostas, desde mecanismos alternativos ao Direito Penal até 
a proposição de uma tutela especial frente à potencialidade desta prática odiosa.

II. A busca de efetivos instrumentos de combate à Corrupção Econômica

Antes de avaliar quais seriam os mecanismos adequados para o combate à cor-
rupção econômica, vale, inicialmente, tecer breves comentários sobre as suas pe-
culiaridades, apartada da tradicional previsão descrita no nosso Código Penal.

Atualmente, ao mencionarmos a palavra corrupção, logo vem à mente a cena 
do funcionário recebendo vantagem oriunda de um particular, em razão do exer-
cício de sua função pública. Contudo, não apenas a tecnologia, a ciência, os meios 
de comunicação e as relações econômicas internacionais se aperfeiçoaram. A pro-
blemática da corrupção, principalmente com o advento da globalização, também 
se aprimorou. Houve um verdadeiro «boom» na defi nição de corrupção, através 
de novos contornos de suas condutas, bem como da inserção de novos sujeitos15. 
A partir desta expansão, potencializou-se a ameaça de lesão não apenas a um, mas 
a distintos bens jurídicos. As condutas defi nidas a partir da sua nova perspectiva 
não afetam apenas o regular funcionamento da Administração Pública e as rela-
ções econômicas internas, mas, como já visto no tópico anterior, transcendem os 
limites do território nacional, afetando a comunidade internacional e a isonomia 
no que tange a concorrência entre empresas no mercado externo. 

Winfried Hassemer, partindo da premissa de que alterações ao Direito Penal 
e ao Direito Processual Penal com o fi to de combater à criminalidade organizada 
restringem direitos fundamentais, sustenta o estabelecimento de prevenção orga-
nizativa e de técnicas. Hassemer afi rma que a luta contra a corrupção deve se dar 
através do amplo estímulo de discussões com os membros da sociedade sobre a 
temática. Acredita que, movida pela sensibilização, a população se sentiria mais 
motivada a denunciar as práticas corruptas. Segue salientando a importância da 

15 Gómez de la Torre, Ignácio Berdugo; Fabián Caparrós, Eduardo. Corrupción y Derecho 

Penal: Nuevos perfi les, nuevas respuestas. In. Revista Brasileira de Ciências Criminais, ano 17, n°. 81, 
nov.-dez., 2009. p. 12.
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criação de acordos internacionais de proscrição à corrupção, como meio de pre-
venção organizada, promovendo a supressão de lacunas nas defi cientes legislações 
de países que seriam espécies de «caminhos relativamente fáceis para se esquivar 
de proibições e obrigações» existentes em Estados que disciplinam a matéria. Por 
fi m, rechaça qualquer delimitação conceitual exata de comportamentos permiti-
dos e proibidos por parte do direito penal, propondo a transparência16, franqueza 
e o dever de denunciar como forma de combate à corrupção17. 

Vale mencionar o trabalho realizado pela organização não governamental, 
Transparency International (TI). O objetivo desta ONG é combater a corrupção in-
ternacional em grande escala através da criação de grupos de cidadãos conscientes, 
atuantes nas estratégias anticorrupção de seus governos, bem como na criação de 
pactos anti-subornos (ABP)18 com fi ns a estabelecer, em mercados bem defi nidos, 
um pacto entre concorrentes, como forma de dar o primeiro passo para a supressão 
da corrupção19.

Sem desconsiderar a possível efi cácia de eventuais meios alternativos a serem 
implementados, a proposta do presente ensaio é de sustentar um tratamento es-
pecial para a corrupção econômica, abrangendo respostas do direito penal e de 
outros ramos do direito. 

Nieto García assinala que, ao praticar a corrupção, os sujeitos envolvidos se 
valem do

Direito Administrativo, para poder quebrantar com o menor escândalo possível as regras 

de funcionamento das instituições públicas; o Direito Penal, para escapar a seu castigo; o 

Direito Mercantil, para inventar operações comerciais falsas que justifi quem os fatos de co-

bertura e para montar redes de sociedades anônimas impenetráveis; o Direito Internacional, 

posto que as relações com os paraísos fi scais é constante; e, enfi m, o Direito Processual, para 

não naufragar na instrução dos sumários.20

16 Através da defesa da Lei de Informação sobre meio ambiente, Hassemer sustenta a possi-
bilidade de o cidadão exercer o seu direito de informação examinando atas de administração das 
fi nanças ou de obras. Contudo, declara que a liberdade de informação seria limitada face aos direi-
tos da personalidade de cada indivíduo bem, como o segredo empresarial. (Hassemer, Wrinfried. 
Posibilidades Jurídicas, policiales y administrativas de uma lucha más efi caz contra la corrupción. 
In: Revista Pena y Estado, n°. 1, vol. 1. 1995. p. 154).

17 Hassemer, Wrinfried. Idem p. 150 e ss.
18 Em 1994, tal mecanismo logrou êxito, no setor energético do Equador. Segundo Peter Ei-

gen neste período «o Vice Presidente deste país anunciou, na ocasião do primeiro Encontro Anual 
de TI desenvolvido em Quito que, no futuro, todas as empresas que quisessem realizar negócios 
com o setor público do Equador deviam entrar em um compromisso solene de não recorrer a prá-
ticas de corrupção para a obtenção de contratos». (Eigen, Peter. La creación de coaliciones para enerar 

«islas de integridad». In: Revista Pena y Estado, n°. 1, vol. 1. 1995. p. 243).
19 Eigen, Peter. Idem. P. 241-242.
20 Nieto García, Alejandro. Corrupción en la España democrática. Barcelona: Ariel, 1997.
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Conforme destacado, os tradicionais tipos de corrupção ativa e passiva, previs-
tos no Código Penal, ganharam novos contornos, potencializados frente à ordem 
econômica. Partindo de tal pressuposto, é incontestável a tutela dos bens jurídicos 
afetados por esta nova delinquência. Deve-se criar uma atuação conjunta de todos 
os ramos do direito afrontados pelas mazelas da corrupção econômica. 

Considerando que corrupção ofende bens jurídicos supraindividuais, notada-
mente no âmbito econômico, torna-se inegável o afastamento desta tutela do Di-
reito Penal nuclear. 

Cláudia Cruz Santos, sob o viés criminológico, destaca que a corrupção pas-
siva merece, em regra, a qualifi cação de crime de colarinho branco, enquanto a 
corrupção ativa constituiria, muitas vezes, uma das formas de atuação do crime 
organizado21. Renato de Mello Jorge Silveira conclui pela construção do Direito 
Penal Econômico «em tutela de um Direito Penal dos poderosos»22.

Ao se tratar do âmbito de proteção do Direito Penal Econômico, deve-se aten-
tar para o embate doutrinário existente para realizar uma delimitação precisa da 
matéria. Na busca de uma defi nição correta e lógica do Direito Penal Econômico, 
Enrique Bacigalupo, ao tratar de delitos econômicos, sustenta:

«São delitos econômicos aqueles comportamentos descritos nas leis que lesionam a con-

fi ança na ordem econômica vigente com caráter geral ou em alguma de suas instituições em 

particular e, portanto, põe em perigo a própria existência e as formas de atividade dessa 

ordem econômica.»23

Contudo, melhor parece a concepção adotada no magistério acadêmico de 
Artur Gueiros24, em consonância com a classifi cação de Bajo Fernández25 e Klaus 
Tiedemann26, sob a bipartição de Direito Penal Econômico em sentido amplo e em 
sentido estrito. Segundo este entendimento, Direito Penal Econômico em sentido 
amplo, compreende a regulação jurídico-penal de toda a cadeia de produção, 

21 Santos, Cláudia Maria Cruz. Da luta contra o crime na intersecção de alguns (distintos) entendi-

mentos da doutrina, da jurisprudência e do legislador. In: Andrade, Manoel da Costa; Costa, José de 
Faria; Rodrigues, Annabela Miranda; Antunes, Maria João (orgs.). Liber Discipulorum para Jorge 

de Figueiredo Dias. Coimbra: Coimbra Ed., 2003. p. 963.
22 Silveira, Renato de Mello Jorge. Direito Penal Econômico como Direito Penal de Perigo. São 

Paulo: Revista dos Tribunais, 2006. p. 23.
23 Bacigalupo, Enrique (director). Derecho Penal Económico. Buenos Aires: Hammurabi. 

2000. Pág. 35.
24 Souza, Artur de Brito Gueiros. Da criminologia à Política Criminal: Direito Penal Econômico 

e o Novo Direito Penal. In: Souza, Artur de Brito Gueiros (coord.). Inovações no Direito Penal Econô-

mico. Contribuições Criminológicas, Político-Criminais e Dogmáticas. Brasília: ESMPU. 2011. p. 120.
25 Bajo Fernández, Miguel. Concepto de derecho penal económico. In: Boix Reig, Javier (Dir.) 

Diccionario de Derecho Penal Económico. Madrid: Iustel, 2008. P. 168.
26 Tiedemann, Klaus. Poder Econômico y Delito (Introducción al derecho penal económico y de la 

empresa). Barcelona: Ariel S.A. 1985. P. 19.
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fabricação, circulação e consumo de bens e serviços. Este conceito engloba todas as 
infrações que lesionam os bens jurídicos supraindividuais de conteúdo econômico27.

Os delitos econômicos em sentido amplo incluem as infrações que lesionam ou 
põem em perigo os interesses individuais afetando gravemente a atividade econô-
mica no contexto da economia de mercado28.

Em contrapartida, o Direito Penal Econômico em sentido estrito tem por fi -
nalidade reforçar a tutela do Direito Administrativo Econômico, bem como re-
preender através de ameaças penais as infrações que atentem contra «o direito da 
direção estatal e do controle da economia»29. Sob esta perspectiva, delito econô-
mico em sentido estrito é «a infração jurídico-penal que lesiona ou põe em perigo 
a ordem econômica entendida como regulação jurídica do intervencionismo esta-
tal na economia de um país»30.

Consoante à defi nição de Direito Penal Econômico em sentido amplo, esta 
classifi cação se mostra perfeitamente adequada, na medida em que os efeitos de-
correntes das novas modalidades de práticas corruptas, notadamente com a di-
mensão comercial internacional, lesionam substancialmente os bens jurídicos 
supraindividuais de conteúdo econômico. Mais do que isso, a corrupção econômi-
ca afeta a própria confi ança da sociedade no funcionamento da ordem econômica.

Entretanto, face às diversas «corrupções», é imperioso assinalar a ausência de 
uma defi nição exata da tipicidade desta conduta. A título de exemplo, através da 
concepção de corrupção privada, um grande conglomerado empresarial, através do 
oferecimento de uma vantagem às empresas concorrentes para formar um cartel, es-
taria afrontando diretamente uma norma de Direito Econômico. Em outras palavras, 
lesionaria frontalmente a ordem econômica estatal, no contexto da tutela do Direito 
Penal Econômico em sentido estrito. Contudo, a prática há pouco citada transcende 
seus efeitos ao afetar bens jurídicos supraindividuais de conteúdo econômico. 

Sob a perspectiva da abrangência do novo Direito Penal Artur Gueiros declara:

«a existência do novo Direito Penal não se concretizaria caso se limitasse à introdução 

de catálogos de novos tipos penais da modernidade, visto que, para se produzir a ruptura 

total com o antigo, exige-se, materialmente, que a criminalização de condutas das classes 

poderosas tenha uma dimensão abrangente.»31 

27 Martínez-Buján Perez, Carlos. Derecho Penal Econômico. Parte General. Valencia: Tirant 
Blanch, 1998. p. 37.

28 Bajo Fernandez, Miguel; Bacigalupo, Silvina. Derecho Penal Económico. Madrid: Ramón 
Areces, 2010. p. 15.

29 Tiedemann, Klaus. Derecho Penal y Nuevas Formas de Criminalidad. 2. ed. Lima: Grijley, 
2007. P. 2.

30 Bajo Fernandez, Miguel; Bacigalupo, Silvina. Op. cit. p. 14.
31 Op. Cit. P. 132.
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No mesmo sentido, salienta Gracia Martín: 

«Tem que ser fundado e estruturado um ‘sistema’ que classifi que em tipos delitivos orde-

nados segundo os bens jurídicos, a totalidade do universo de ações ético-socialmente prejudi-

ciais próprias e características do sistema de ação das classes poderosas.»32 

Após serem analisados os efeitos da corrupção sobre a economia, métodos al-
ternativos de combate a esta delinqüência, bem como a indispensabilidade da 
tutela do Direito Penal Econômico, urge proceder à avaliação dos instrumentos 
internacionais de combate a supracitada delinqüência econômica.

III. Iniciativas Internacionais de Combate a Corrupção Econômica

Cabe ao legislador interno a iniciativa de avaliar conjuntura de seu Estado 
e, sobretudo analisar as medidas internacionais já implementadas, os resulta-
dos, ponderar os mecanismos que poderiam ser aplicados pelo seu país, a nível 
interno e externo, não para suprimir a corrupção, tarefa esta utópica, mas para 
sufocar possíveis brechas no ordenamento jurídico pátrio. Passemos a avaliar 
algumas das principais iniciativas, a nível internacional no combate a corrupção 
econômica.

III. 1. No âmbito da ONU

III.1.1. Convenção de Palermo

A partir da década de 1990, a rápida especialização e propagação das orga-
nizações criminosas, os efeitos corrosivos de sua atuação em face do processo de 
desenvolvimento de cada país, passam a receber uma especial atenção por parte 
dos países e organizações internacionais. Sob esta conjuntura, a Organização das 
Nações Unidas passa a desenvolver estudos para promoção do combate à corrup-
ção e o suborno, no contexto das transações comerciais internacionais.

Na conferência realizada entre os dias 12 e 15 de dezembro de 2000, a ONU 
aprovou a Convenção das Nações Unidas contra o Crime Organizado Transnacio-
nal33, mais conhecida como Convenção de Palermo, uma vez que a assinatura do 
referido instrumento se deu nesta cidade Siciliana.

O referido instrumento internacional, sob o contexto da criminalidade organi-
zada transnacional passa a defi nir alguns delitos como infrações principais. Dentre 

32 Gracia Martín, Luís, 2005, p. 135 apud Souza, Artur de Brito Gueiros. Inovações no Di-

reito Penal Econômico. Contribuições Criminológicas, Político-Criminais e Dogmáticas. Brasília: ESMPU. 
2011. p. 132.

33 Aprovada pelo Decreto Legislativo n°. 231, de 29/05/2003, promulgada pelo Decreto n°. 
5.015, de 12/03/2004, DOU 15/03/2004, Seção 1.
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estes, a Convenção de Palermo estabelece a participação em um grupo organizado 
criminoso (artigo 5º), a lavagem de dinheiro (artigo 6º) e corrupção (artigo 8º). 
Em relação a esta última, o referido dispositivo passa a defi ni-la como a atuação 
intencional do indivíduo no sentido de «prometer, oferecer ou conceder a um 
agente público, direta ou indiretamente, um benefício indevido, em seu proveito 
próprio ou de outra pessoa ou entidade, a fi m de praticar ou se abster de praticar 
um ato no desempenho das suas funções ofi ciais».

Interessante notar que a Convenção de Palermo, no art. 8 (4), abarca na defi ni-
ção de funcionário público qualquer pessoa que venha a prestar um serviço públi-
co, na acepção que é dada a este termo pelo direito interno e aplicada pelo direito 
penal do Estado Parte em que a pessoa em causa exerce essa função. Este dispo-
sitivo é muito signifi cativo, porque alguns Estados não abrangem no conceito 
de funcionário público àqueles que exercem funções típicas da Administração 
Pública através de empresas terceirizadas. Tal defi nição permite a aplicação das 
normas de combate à corrupção em relação aos demais indivíduos que exerçam 
atividades públicas, hábeis a promover a prática de atos tão ou mais desastrosos 
que os funcionários que exerçam atividades diretamente vinculadas à Adminis-
tração. O conceito de funcionário público para efeitos penais no Brasil foi inse-
rido no Capítulo II-A do Título XI do CP34, através da Lei n°. 10.467/2002 e, 
possivelmente criado sob a inspiração da Foreign Corrupt Practices Act35 (FCPA)36.

A referida Convenção possui um caráter dúplice. O primeiro deles de cunho pre-
ventivo, prevê a adoção de medidas efi cazes de ordem legislativa, administrativa ou 
qualquer outro meio, seja através da elaboração e promoção de projetos nacionais, 

34 «Art. 327 do Código Penal Brasileiro: Considera-se funcionário público, para os efeitos pe-
nais, quem, embora transitoriamente ou sem remuneração, exerce cargo, emprego ou função pública.

§ 1º. Equipara-s e a funcionário públi co quem exerce cargo, emprego ou função em entidade 
paraestatal, e quem trabalha para empresa prestadora de serviço contratada ou conveniada para a 
execução de atividade típica da Administração Pública.

§ 2º. A pena será aumentada da terça parte quando os autores dos crimes previstos neste Capí-
tulo forem ocupantes de cargos em comissão ou de função de direção ou assessoramento de órgão 
da administração direta, sociedade de economia mista, empresa pública ou fundação instituída 
pelo poder público.»

35 A Lei contra Práticas de Corrupção no Exterior (FCPA, na sigla em inglês), Lei 95-213, 
de 19/12/77, dos EUA, tem por objetivo impor uma intensa regulamentação e fi scalização sobre 
empresas americanas, cidadãos nacionais ou residentes nos Estados Unidos, qualquer corporação, 
parceria, associação, sociedade por ações, organização sem personalidade jurídica, ou unipessoal 
que tenha sua sede nos Estados Unidos, negociadores estrangeiros que estejam mantendo negócios 
nos Estados Unidos como forma de coibir a corrupção através de negociações com funcionários 
públicos estrangeiros, partidos políticos estrangeiros, candidatos à cargos políticos estrangeiros, 
única e exclusivamente para obter vantagens para suas negociações no exterior.

36 Pitombo, Antônio Sérgio A. Lavagem de Dinheiro: a tipicidade do crime antecedente. São Paulo: 
Revista dos Tribunais, 2003. P. 64.
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promoção de melhores práticas e políticas para prevenir a criminalidade organizada 
transnacional ou elaboração de códigos de conduta para determinadas profi ssões, em 
particular para advogados, notários públicos, assessores fi scais e contadores37. Pos-
sui o viés repressivo, na medida em que prevê, respeitadas as disposições do Estado 
membro, uma articulada a assistência judiciária recíproca dos Estados no que tange 
às investigações, processos e atuações judiciais relacionados à matéria, a adoção de 
vigilância eletrônica, entrega vigiada, dentre outras que se considerem necessárias38.

III.1.2. Convenção de Mérida

Assinada em 09 de dezembro 200339, na cidade de Mérida, no México, a Con-
venção das Nações Unidas Contra a Corrupção40 é referência, senão a convenção 
mais importante que trata da corrupção. O Brasil foi o vigésimo país a ratifi car o 
documento.

Tendo em vista que a corrupção deixou de ser uma prática isolada, passando a 
prever o entrelaçamento com outras formas de criminalidade como, por exemplo, 
o crime organizado e delinqüência econômica, a presente convenção demonstra seu 
peso com vistas a reprimir tal prática, através da ratifi cação de cento e dois Estados41. 

Sob a ótica da prevenção, a Convenção destaca a necessidade de o Estado parte 
formular políticas coordenadas e efi cazes que proporcionem a integridade, a trans-
parência e a obrigação de prestação de contas afi m de que se reduzam as margens 
de vulnerabilidade do governo à prática da corrupção.

Merece destaque o papel dado pela Convenção à participação ativa de pessoas 
e grupos que não pertençam ao setor público, como as sociedades civis, as orga-
nizações não governamentais e as organizações com base na comunidade, na luta 
contra a corrupção. Esta designação merece toda a reverência porque que através 
dela pode-se criar a sensibilização da opinião pública no que tange à existência, 
às causas e à gravidade da corrupção, assim como a ameaça que esta representa. 

A Convenção de Mérida, através do combate a corrupção, trás como seu prin-
cípio basilar a recuperação de ativos oriundos de lavagem de produto de crime. 
O referido documento prevê que cada Estado Signatário deverá adotar, respeitada 
a sua legislação interna, medidas repressoras não apenas da prática de conversão, 
transferência de bens, ocultação, dissimulação, posse ou utilização de bens, saben-

37 Artigo 31 (b), da Convenção de Palermo.
38 Artigo 20, da Convenção de Palermo.
39 Em virtude da assinatura desta convenção, no dia 09 de dezembro comemora-se o Dia In-

ternacional de Luta contra a Corrupção em todo o mundo.
40 Aprovada pelo Decreto Legislativo n°. 348, de 18/05/2005, ratifi cada em 15/06/2005 e 

promulgada pelo Decreto Presidencial n°. 5.687, de 31 de janeiro de 2006.
41 Preâmbulo da Convenção das Nações Unidas contra a Corrupção. Disponível em: <http://

www.unodc.org/pdf/brazil/ConvONUcorrup_port.pdf>. Último acesso em 25/09/2011.
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do-se, no momento de sua receptação da origem ilícita dos bens, como também 
qualquer tipo de ajuda às pessoas envolvidas na prática da corrupção, seja através 
de associação, confabulação para o cometimento do crime, ajuda, incitação, facili-
tação e o assessoramento com vistas à sua prática e até mesmo prevê a necessidade 
de repressão a tentativa de cometê-los.

Outro ponto que merece relevo está relacionado à preocupação do presente 
instrumento legislativo com a fi scalização no setor privado, com vistas a combater 
a nova modalidade de corrupção, de natureza privada. O art. 12 da Convenção 
estimula aos Estados Signatários adotarem medidas aptas a prevenir a corrup-
ção através da implementação de melhores normas contábeis e de auditoria, bem 
como estabelecer a sanções civis, administrativas ou penais efi cazes proporcionais 
em face de empresas que não cumpram as medidas neste dispositivo elencadas, 
caso incorporadas pelos Estados Partes.

Com esta Convenção, deu-se um notável avanço no âmbito da cooperação in-
ternacional, pois os Estados Signatários comprometem-se a facilitar e agilizar o 
compartilhamento de material probatório e evidências a serem utilizados nos pro-
cessos judiciais, além de promover maior apoio ao rastreamento e o confi sco de 
ativos obtidos por meio da corrupção.

III. 2. Organização Internacional de Combate à Lavagem-Grupo de Ação 
Financeira

Criado no ano 1989, o Grupo de Ação Financeira, mais conhecido pelas si-
glas GAFI e/ou FATF42, passou a ser é o principal órgão no sistema internacional 
antilavagem de dinheiro. É uma iniciativa do G-743, grupo dos sete países mais 
industrializados, que, através de uma organização intergovernamental de sede 
em Paris, visa estabelecer padrões, desenvolver e promover políticas de combate 
à lavagem de dinheiro e ao fi nanciamento do terrorismo. Atualmente, o Grupo 
conta com trinta e quatro países membros44, além de diversas organizações inter-
nacionais observadoras. Seus membros editaram as Quarenta Recomendações, que 
versam sobre a Lavagem de Dinheiro, e as Nove Recomendações Especiais, que 
tratam da matéria de fi nanciamento ao terrorismo. 

No que tange ao tema objeto de estudo, talvez a disposição mais importante 
das Recomendações do GAFI seja a maior cautela dispensada às negociações es-
tabelecidas entre «pessoas politicamente expostas» (PEP’s). Segundo as Quarenta 
Recomendações do GAFI, essa categoria compreende indivíduos a quem estão ou 

42 Financial Action Task Force.
43 Estados Unidos da América, Alemanha, Inglaterra, Japão, Itália, França, Espanha e Rússia.
44 Disponível em: <http://gtld.pgr.mpf.gov.br/gtld/lavagem-de-dinheiro/gafi >, último acesso em 

02 de julho de 2011.
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foram cometidas funções públicas proeminentes num país estrangeiro, como por 
exemplo, Chefe de Estado ou de Governo, altos quadros políticos, altos cargos 
governamentais, judiciais, ou militares, altos quadros de empresas públicas e fun-
cionários importantes de partidos políticos45. 

Também não é novidade no cenário europeu a preocupação com as PEP’s. Des-
de a Diretiva 2005/60/CE, vem-se aplicando todas as medidas de vigilância sobre 
as pessoas politicamente expostas a nível interno, bem como as politicamente 
expostas que advenham de outros países que não façam parte da União Européia. 
Curiosamente, as PEP’s estão sendo, ainda, objeto de atenção em casos diversos da 
prática de Corrupção e Lavagem de Dinheiro.

A União Européia, através da Diretiva 2011/37/PESC, de 28 de fevereiro de 
2011, manifesta sua reprovabilidade frente às violações ao Direito Internacional, 
bem como violações graves dos Direitos Humanos na Líbia por determinar medi-
das restritivas em face de qualquer pessoa, singular ou coletiva, entidade ou órgão 
deste Estado. Mais do que isso, a referida Diretiva, além de impor diversas restri-
ções a essas pessoas, ao fi nal de seu instrumento, lista também nomes das pessoas 
físicas, número de passaportes, data de nascimento, cargos e motivos que julga 
ser sufi ciente não apenas para frustrar qualquer negociação que se tente realizar na 
União Européia como também para congelar todos os fundos, ativos fi nanceiros e 
recursos econômicos que sejam propriedade dos indivíduos destacados e se encon-
trem em instituições fi nanceiras na Europa46.

As instituições fi nanceiras precisam ter efetivo controle sobre as negociações 
que nela são realizadas, saber quem são seus clientes, em particular se eles são 

45 Para o referido documento, as relações negociais com membros da família, ou pessoas mui-
to próximas dos politicamente expostos, envolvem riscos de reputação idênticos aos daquelas 
pessoas ocupantes de alto cargo.

46 «Artigo 6º, da Diretiva 2011/37/PESC:
1. São congelados todos os fundos, outros ativos fi nanceiros e recursos econômicos que sejam 

propriedade ou se encontrem, direta ou indiretamente, sob controle de:
a) Pessoas e entidades constantes da lista do Anexo II da Resolução 1970 (2011) do CSNU, e 

outras pessoas e entidades designadas pelo Conselho de Segurança ou pelo Comitê em conformi-
dade com o ponto 22 da Resolução 1970 (2011) do CSNU, ou pessoas ou entidades que atuem 
em seu nome ou às suas ordens, ou entidades que sejam propriedade ou se encontrem sob controlo 
das mesmas, constantes da lista do Anexo III;

b) Pessoas não abrangidas pelo Anexo III que tenham, enquanto participantes ou cúmplices, 
ordenado, controlado ou dirigido a prática de graves violações dos direitos humanos contra pessoas 
na Líbia, designadamente planeando, comandando, ordenando ou conduzindo, enquanto partici-
pantes ou cúmplices, ataques, em violação do direito internacional, incluindo bombardeamentos 
aéreos, contra populações ou instalações civis, ou por pessoas ou entidades atuando em seu nome 
ou sob a sua direção, ou por entidades que sejam propriedade ou se encontrem sob controlo das 
mesmas, constantes da lista do Anexo IV.

[...]»
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pessoas politicamente expostas, conhecer os detalhes da gestão e propriedade das 
entidades com quem pactuam.

III. 3. Convenções do Conselho da Europa de Combate à Corrupção de 1999

No ano de 1994, o Conselho da Europa criou um Grupo Multidisciplinar 
sobre a Corrupção. Oriundas de diversos debates acerca da temática, em 1999 
surgem duas convenções, uma delas em matéria penal e a outra em matéria civil47.

A primeira delas visa uma política penal comum no âmbito dos Estados mem-
bros do bloco, através da adoção de medidas legislativas e preventivas adequadas. 
Apesar de prever o direito de reserva de algumas condutas ali descritas48, o referido 
documento é o único instrumento internacional que prevê taxativamente diversas 
modalidades de corrupção49. São elas: a corrupção ativa e passiva de agentes públi-
cos nacionais50, de membros das assembléias públicas nacionais e estrangeiras51, 
de agentes públicos estrangeiros52, ativa e passiva no setor privado53, de funcioná-
rios de organizações internacionais54, de membros de assembléias parlamentares 
internacionais55, bem como de juízes e funcionários de tribunais internacionais56.

Além das diversas espécies de corrupção, a supracitada convenção prevê a lava-
gem oriunda destes delitos, bem como condutas geralmente conexas às «corrup-
ções», desde infrações contabilísticas até o tráfi co de infl uências.

O objetivo deste instrumento é justamente promover uma maior cooperação 
entre os países do bloco, através do incentivo a uma uniformização legislativa, 
intercâmbios de provas e facilitação na recuperação dos produtos oriundos dos 
crimes por ela tipifi cados. 

47 Disponível em: < http://www.gddc.pt/cooperacao/cooperacao.html>. Último acesso em 25 de 
setembro de 2011.

48 «Artigo 37º, da Convenção Penal sobre a Corrupção.
Reservas
1. Qualquer Estado pode, no momento da assinatura ou do depósito do seu instrumento de 

ratifi cação, aceitação, aprovação ou adesão, declarar que não considerará como infrações penais, 
total ou parcialmente, nos termos do seu direito interno, as práticas referidas nos artigos 4.º, 6.º a 
8.º, 10.º e 12.º, bem como as infrações de corrupção passiva previstas no artigo 5º.

[...]»
49 Os artigos objeto deste tópico encontram-se no Anexo do presente ensaio.
50 Artigo 2º e 3º, da Convenção Penal sobre a Corrupção.
51 Artigo 4º e 6º, da Convenção Penal sobre a Corrupção.
52 Artigo 5º, da Convenção Penal sobre a Corrupção.
53 Artigo 7º e 8º, da Convenção Penal sobre a Corrupção.
54 Artigo 9º, da Convenção Penal sobre a Corrupção. 
55 Artigo 10º, da Convenção Penal sobre a Corrupção.
56 Artigo 11, da Convenção Penal sobre a Corrupção
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Em contrapartida, a Convenção Civil do Conselho da Europa salienta, através dos 
seus dispositivos, a importância da previsão no ordenamento jurídico interno de re-
cursos efi cazes para reparar os indivíduos de danos oriundos da prática de corrupção.

III. 4. Convenção da OCDE sobre o Combate da Corrupção de Funcionários 
Públicos Estrangeiros em Transações Comerciais Internacionais

Fruto de um ciclo de atividades, foi desenvolvido Conselho da Organização 
para a Cooperação Econômica, estimulado pelas medidas adotadas pela ONU, 
Banco Mundial, Fundo Monetário Internacional, Organização Mundial de Co-
mércio, Organização dos Estados Americanos, Conselho da Europa e União Eu-
ropéia, redundou-se na Convenção sobre Combate da Corrupção de Funcionários 
Públicos Estrangeiros em Transações Comerciais Internacionais, concluída em 
Paris, em dezembro de 1997. A presente convenção foi ratifi cada em 24 de agosto 
de 2000, entrando em vigor em 23 de outubro de 2000.

O referido instrumento além de inserir em seu artigo 1º o delito de corrupção 
de funcionários públicos estrangeiros, inova por prever no artigo subseqüente a 
Responsabilidade das Pessoas Jurídicas, pela corrupção do funcionário público es-
trangeiro. Nos casos onde os Estados membros não apliquem esta responsabilida-
de criminal às pessoas jurídicas, a convenção impõe que estes assegurem todas as 
sanções criminais efetivas e proporcionais correspondente a sua conduta ilícita57. 

Em face dos compromissos assumidos pela Convenção da OCDE, o Código 
Penal Brasileiro, através da Lei n°. 10.467, de 2002, passou a tipifi car no artigo 
337-B o delito de corrupção ativa em transação comercial internacional, prever 
no artigo 337-C o delito de tráfi co de infl uência em transação comercial interna-
cional e, conforme mencionado anteriormente defi nir o conceito de funcionário 
público no artigo 337-D.

O artigo 7º da Convenção, ao tratar da lavagem de dinheiro, impõe que ape-
nas quando os Estados membros considerarem como delito conexo à lavagem de 
dinheiro a corrupção de seus funcionários nacionais estarão obrigados a incluir a 
corrupção de agentes estrangeiros. 

57 «Artigo 3 (2), da Convenção da OCDE:
Sanções
[...]
2. A corrupção de um funcionário público estrangeiro deverá ser punível com penas criminais 

efetivas, proporcionais e dissuasivas. A extensão das penas deverá ser comparável àquela aplicada 
à corrupção do próprio funcionário público da Parte e, em caso de pessoas físicas, deverá incluir 
a privação da liberdade por período sufi ciente a permitir a efetiva assistência jurídica recíproca e 
a extradição.

[...]»
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Tal convenção implementou medidas hábeis a coibir a prática de corrupção na 
sua gênese, ao exigir medidas «profi láticas» com o objetivo desestimular a prática 
da conduta, bem como no decorrer de seu instrumento, ao prever a efetiva aplica-
ção da legislação interna do Estado membro que sofra a lavagem de dinheiro com 
vistas a retirar o produto do delito de seu agente. 

IV. Necessária resposta penal brasileira à Corrupção Econômica

Apesar da aparente ausência de manifestação do legislador frente a esta delin-
qüência econômica, não há dúvidas de que muitas são as iniciativas tomadas no 
combate à corrupção econômica. Não se quer referir apenas à previsão da corrup-
ção como crime antecedente da lavagem de dinheiro, da Lei 9.613/98 ou a inser-
ção dos artigos 337-C e 337-D do Código Penal, mas o fato do Brasil se tornar 
signatário de diversos instrumentos internacionais de combate à corrupção, bem 
como suas instituições buscarem, através de seus órgãos internos, o combate a esta 
delinqüência econômica. 

O Ministério Público Federal, através do Grupo de Trabalho da 2ª Câmara de 
Coordenação e Revisão-GLTD desenvolve trabalhos relacionados aos temas de 
lavagem de dinheiro e crimes contra o sistema fi nanceiro. Este grupo tem como 
função apoiar as investigações e persecução penal desenvolvidas pelo Ministério 
Público Federal, bem como promover a articulação no cenário nacional e interna-
cional antilavagem de dinheiro58. 

Vale mencionar o importante papel desenvolvido, anualmente, pela Estratégia 
Nacional de Combate à Corrupção e à Lavagem de Dinheiro – ENCCLA, no âm-
bito do Ministério da Justiça, com a colaboração de diversos órgãos do governo, 
do Judiciário e do Ministério Público. Desde 2004, o ENCCLA vem elaborando 
alvos e declarando êxitos obtidos. Sem dúvidas é uma atividade signifi cativa, na 
medida em que os integrantes dos órgãos colaboradores apresentam não apenas 
estudos sobre a matéria, mas as experiências de suas atuações no combate à cor-
rupção e a lavagem de dinheiro59.

De igual importância vem sendo o papel desempenhado pelo Conselho de 
Transparência Pública60. Através de seu sítio na internet qualquer indivíduo passa 
a ter acesso aos dados de todos os órgãos e entidades da Administração Pública 
Federal. As informações ali contidas têm por fi nalidade criar um controle social 

58 Disponível em: http://gtld.pgr.mpf.gov.br/sobre-o-gtld/. Último acesso em 25 de setembro de 
2011.

59 Disponível em: http://gtld.pgr.mpf.gov.br/gtld/lavagem-de-dinheiro/enccla/enccla. Último acesso 
em 26 de setembro de 2011.

60 As páginas do Conselho de Transparência Pública foram instituídas pelo Decreto nº 5.482, de 

30 de junho de 2005 e são disciplinadas pela Portaria Interministerial nº 140, de 16 de março de 2006.
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sobre execução orçamentária, licitações, contratos, convênios, diárias e passagens 
que ocorrerem em cada órgão ou entidade da Administração Direta e Indireta do 
Poder Executivo Federal61.

Além destes trabalhos há vários projetos de leis primando pelo combate à 
corrupção, desde o projeto que prevê a criminalização de enriquecimento ilícito, 
PL 5586/2005, até o PL 3443/2008, que busca a alteração do delito de lavagem 
de dinheiro62.

Há uma longa caminhada rumo à obtenção de meios efi cazes de combate à 
corrupção econômica e o Brasil necessita desta iniciativa. Como analisado ante-
riormente, tal delinqüência age como grilhões que detém um desenvolvimento 
econômico satisfatório do Estado. Urge a necessidade de coibir tal prática. Se há o 
fenômeno da globalização da delinqüência econômica é indispensável que exista a 
reação da «globalização da Justiça». Vale dizer, não somente através de respostas 
alternativas às penais que se deve promover o combate, mas através do Direito 
Penal Econômico, ramo este que se atêm às peculiaridades subsistentes desta face 
«poliédrica» da corrupção em ascensão, de caráter econômico. 

Conclusão

O presente ensaio buscou pincelar as controvérsias desenvolvidas acerca da 
matéria, bem como problematizá-las, expondo acontecimentos históricos, casos 
de grande repercussão e refl exões doutrinárias.

Constataram-se os efeitos devastadores que a corrupção gera na Economia. As 
práticas podem ser vistas desde contratos de empreiteiras superfaturados até for-
mações de cartéis com o fi to de promover a concorrência desleal no mercado em 
que se instala. Os danos oriundos desta delinqüência econômica adquirem grande 
proporção na medida em que ultrapassados os efeitos tradicionais de defi ciente 
prestação de serviços públicos, défi cit ao erário, chega a promover o desestímulo 
de investimentos por parte empresas honestas em países conhecidos pela corrup-
ção sistêmica que os assolam.

Após a digressão efetuada acerca dos danos a múltiplas esferas do direito, po-
de-se perceber a indispensável interação destes ramos afrontados pelas mazelas 
da corrupção econômica. Mais do que isto, verifi cou-se a necessidade do Direito 
Penal oferecer um tratamento especial a esta nova delinqüência. 

Observaram-se as principais iniciativas internacionais já implementadas de 
combate à corrupção na sua nova vertente multifacetada. As medidas analisadas, 

61 Disponível em: http://www3.transparencia.gov.br/TransparenciaPublica/sobre/index.html. Últi-
mo acesso em 25 de setembro de 2011.

62 Gómez de la Torre, Ignácio Berdugo; Fabián Caparrós, Eduardo. Op. cit. p. 30.
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embora díspares em relação aos tipos ali previstos, os mecanismos de cooperação 
internacional ou as sugestões de penas a serem aplicadas podem induzir a refl exão 
do legislador interno sobre a possível aplicação dos mecanismos já implementa-
dos como forma de sufocar possíveis brechas no ordenamento jurídico pátrio. 

Se há o fenômeno da globalização da delinqüência econômica, é indispensável 
que exista a reação da «globalização da Justiça», não somente através de respostas 
alternativas às penais que se deve promover o combate, mas através do Direito 
Penal Econômico, ramo este que se atêm as peculiaridades subsistentes desta face 
«poliédrica» da corrupção em ascensão, de caráter econômico.
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ANEXO

CONVENÇÃO PENAL DO CONSELHO DA EUROPA DE COMBATE À 

CORRUPÇÃO DE 1999

«[...]

CAPÍTULO II
Medidas a tomar a nível nacional

Artigo 2.º
Corrupção ativa de agentes públicos nacionais

Cada Parte adoptará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infrações penais nos termos do seu direito interno, quan-
do praticadas intencionalmente, a promessa, a oferta ou a entrega por qualquer 
pessoa, direta ou indiretamente, de vantagens indevidas a qualquer um dos seus 
agentes públicos, em benefício próprio ou de terceiros, para que tal agente prati-
que ou se abstenha de praticar um ato no exercício das suas funções.
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Artigo 3.º
Corrupção passiva de agentes públicos nacionais

Cada Parte adotará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infração penal nos termos do seu direito interno, sempre que 
praticados intencionalmente, o pedido ou o recebimento por qualquer um dos 
seus agentes públicos, direta ou indiretamente, de quaisquer vantagens indevi-
das, em benefi cio próprio ou de terceiros, bem como a aceitação de uma oferta ou 
promessa de uma tal vantagem, para que tal agente pratique ou se abstenha de 
praticar um ato no exercício das suas funções.

Artigo 4.º
Corrupção de membros das assembléias públicas nacionais

Cada Parte adotará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infração penal, nos termos do seu direito interno, as práticas 
referidas nos artigos 2.º e 3.º, sempre que estas envolvam membros de assembléias 
públicas nacionais com poderes legislativos ou administrativos.

Artigo 5.º
Corrupção de agentes públicos estrangeiros

Cada Parte adotará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infrações penais, nos termos dos respectivos direitos inter-
nos, as práticas referidas nos artigos 2.º e 3.º, sempre que estas envolvam agentes 
públicos de qualquer outro Estado.

Artigo 6.º
Corrupção de membros de assembléias públicas estrangeiras

Cada Parte adotará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infrações penais, nos termos do seu direito interno, as prá-
ticas referidas nos artigos 2.º e 3.º, sempre que estas envolvam membros de qual-
quer assembléia pública com poderes legislativos ou administrativos de qualquer 
outro Estado.

Artigo 7.º
Corrupção ativa no sector privado

Cada Parte adotará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infração penal, nos termos do seu direito interno, o fato de 
uma pessoa, intencionalmente, no âmbito de uma atividade comercial, prome-
ter oferecer ou entregar, direta ou indiretamente, qualquer vantagem indevida 
a qualquer pessoa que seja dirigente ou que trabalhe para entidades do sector 
privado, em benefi cio próprio ou de terceiros, para que essa pessoa pratique ou se 
abstenha de praticar um ato com violação dos seus deveres.
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Artigo 8.º
Corrupção passiva no sector privado

Cada Parte adotará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infração penal, nos termos do seu direito interno, o fato de 
uma pessoa, intencionalmente, no âmbito de uma atividade comercial, que seja 
dirigente ou trabalhe em entidades do sector privado, solicitar ou receber, dire-
tamente ou por intermédio de terceiro, uma vantagem indevida ou aceitar uma 
oferta ou a promessa de oferta, em benefi cio próprio ou de terceiro, para que pra-
tique ou se abstenha de praticar um ato em violação dos seus deveres.

Artigo 9.º
Corrupção de funcionários de organizações internacionais

Cada Parte adotará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infração penal, nos termos do seu direito interno, as práticas 
referidas nos artigos 2.º e 3.º, sempre que estas envolvam quaisquer funcionários 
ou outro pessoal contratado, nos termos do estatuto do pessoal, de qualquer or-
ganização pública internacional ou supranacional de que a Parte seja membro, 
bem como quaisquer pessoas, subordinadas ou não àquela organização, que ali 
desempenhem funções correspondentes às desempenhadas por tais funcionários 
ou agentes.

Artigo 10.º
Corrupção de membros de assembléias parlamentares internacionais

Cada Parte adotará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infrações penais nos termos do seu direito interno, as práti-
cas referidas no artigo 4.º, sempre que estas envolvam membros de assembléias, 
parlamentares de organizações internacionais ou supranacionais de que a Parte 
seja membro.

Artigo 11.º
Corrupção de juízes e funcionários de tribunais internacionais

Cada Parte adotará as medidas legislativas e outras que entenda necessárias 
para classifi car como infrações penais, nos termos do seu direito interno, as prá-
ticas referidas nos artigos 2.º e 3.º, que envolvam pessoas que exerçam funções 
judiciais num tribunal internacional cuja competência seja aceite pela Parte ou 
quaisquer funcionários da secretaria desse tribunal.

[...]»
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1. Introdução

A corrupção é fenômeno presente no meio social desde tempos antigos1, 
transcende as fronteiras brasileiras e permeia o poder público nacional. 
Na atualidade, o seu excessivo crescimento e os riscos que acarreta à 

permanência dos valores democráticos fazem com que seja motivo de especial 
preocupação das nações. Não é vista apenas como decorrência da atuação isolada do 
funcionário público, mas principalmente como manifestação de ações sistemáticas 
e institucionalizadas de determinados grupos, mormente os ligados à criminalidade 

1 Sobre uma síntese da evolução histórica da criminalização da corrupção, ver Roberto Li-
vianu, Corrupção e Direito Penal. Um diagnóstico da corrupção no Brasil, p. 34-48. Em linhas gerais, 
salienta: ocorreu a tipifi cação da corrupção somente no direito romano, sendo apenas referida 
em civilizações mais antigas; era a corrupção conhecida pela expressão barataria no direito me-
dieval; foi punida em legislações posteriores da Europa; foram punidos no Brasil colonial, pelas 
Ordenações Filipinas, por exemplo, os atos dos ofi ciais do rei quando recebiam serviços ou peitas 
e as pessoas que lhe davam ou prometiam, bem como os cometidos por ofi ciais de justiça, por 
almoxarifes, rendeiros e jurados; estavam previstas no Código Penal de1830, a peita, o suborno, a 
concussão; constavam, de maneira casuística, os crimes contra a administração pública no Código 
Penal de 1890. 
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organizada2. Com a maior aproximação entre os países em decorrência da globalização 
e a criação de órgãos supranacionais, compostos por agentes de Estados diferentes, 
a atenção à corrupção transpassa o âmbito interno das nações e alcança o cenário 
internacional, de maneira a exigir atuações conjuntas e ordenadas. 

Para se ter uma ideia da preocupação com o problema da corrupção entre nós, 
na fase de transição constitucional, no início de 1988, foi instaurada no Senado 
Federal a CPI (Comissão Parlamentar de Inquérito) da Corrupção, com a fi nalida-
de de analisar as suas causas, de detectar os seus principais problemas, de apontar 
caminhos para a sua melhor repressão3. 

Para enfrentar os graves problemas decorrentes do elevado índice de corrupção 
detectado nesses trabalhos investigativos, foram várias as providências adotadas 
após a Constituição Federal de 1988, que, somadas ao arcabouço legislativo ante-
rior, formam a estrutura normativa do tratamento dado ao tema entre nós. 

A corrupção, em sentido amplo, abrangente de todas as formas com que o 
funcionário se aproveita de sua atividade para obter vantagens indevidas, decorre 
do dever de probidade, erigido em comando superior na Constituição Federal4. 
Em datas posteriores, para o cumprimento desse dever, foram criados importantes 
instrumentos: a Lei n° 8.429/92, conhecida como Lei da Improbidade Adminis-
trativa e a Lei n° 9.613/98, que dispõe sobre a Lavagem de Dinheiro. Agregam-se 
a mecanismos anteriormente existentes, como os voltados à criminalização e ao 
sancionamento das atividades ilícitas dos funcionários públicos no Código Penal 
e em estatutos funcionais.

Na ordem internacional, foram adotadas algumas convenções, obrigando-se 
o Brasil a trilhar caminhos semelhantes aos de outras nações a fi m de punir a 

2 A estreita vinculação entre criminalidade organizada e corrupção é ressaltada nos trabalhos 
dedicados ao estudo desses dois fenômenos, sendo bastante comum a afi rmação de que o crime 
organizado para existir e se manter depende da colaboração de agentes públicos. Guaracy Min-
guardi, O Estado e o crime organizado, dedica capítulo especial ao exame da ligação entre a corrupção 
e o crime organizado (. p- 71-79), e Cláudia Santos, A corrupção, de forma bem expressiva, afi rma: 
«a corrupção activa constituirá, muitas vezes, uma das formas de actuação do crime organizado»; 
«é recorrente a ideia de que não há crime organizado sem corrupção», citando, aí, para respaldo 
de sua assertiva Flávia Schilling, Winfrid Hassemer, Alberto Silva Franco, Roberto Livianu, op. 
cit. p. 160, menciona que, «em todos os estudos e pesquisas sobre a corrupção há um crime es-
treito desta com a criminalidade organizada». Ainda, Rodrigo Carneiro Gomes discorre sobre a 
experiência italiana com a Operação Mãos Limpas que evidenciou os nexos existente entre crime 
organizado e corrupção (O crime organizado na visão da Convenção de Palermo. 2ª ed.. Belo Ho-
rizonte: Del Rey: 2009. p.105-118).

3 Sobre os trabalhos da CPI, ver Flávia Schilling. Corrupção: ilegalidade intolerável? Comissões 

parlamentares de inquérito e a luta contra a corrupção no Brasil (1980-1992). São Paulo: IBCCRIM, 
1999. p.101-138. 

4 Sobre esse dever, ver Fábio Medina Osório. Teoria da improbidade administrativa: má gestão 

pública, corrupção e inefi ciência. São Paulo: Revista dos Tribunais, 2007. 
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corrupção e a colaborar com as ações desenvolvidas por outros Estados: Convenção 
sobre o Combate da Corrupção de Funcionários Públicos Estrangeiros em Transações 
Comerciais Internacionais (OCDE), Dec. 3.678/2000; Convenção Interamericana 
contra a Corrupção (OEA), Dec. 4.410/20025 e Convenção das Nações Unidas 
contra a Corrupção, conhecida como Convenção de Mérida, Dec. n° 5.687/2006, 

Também é de se ressaltar a Convenção de Palermo (Decreto n° 5.015/ 2004), 
que defi niu o grupo criminoso organizado e delineou como seu objetivo principal 
promover a cooperação para prevenir e reprimir mais efi cazmente a criminalidade 
organizada transnacional. Incita os países que a ela aderiram a criminalizarem a 
corrupção, deixando clara a apontada vinculação entre a corrupção e a criminali-
dade organizada6.

Aqui, será feito um estudo processual da corrupção, vista em seu sentido am-
plo antes ressaltado, ou seja, um estudo dos mecanismos de ordem processual 
voltados à apuração, persecução e punição dos ilícitos praticados por funcionários 
públicos e por particulares, constituídos por ações tendentes a lesar o patrimônio 
público com o intuito de serem alcançadas vantagens ilícitas. As referências às re-
gras de direito substancial serão realizadas somente na medida do necessário para 
serem situados os temas processuais. 

Normalmente, os trabalhos sobre corrupção, em sentido estrito, e delitos afi ns 
são de ordem material, com alusões a algumas regras aplicáveis à investigação e 
ao processamento desses crimes. A preocupação do legislador foi a de criminalizar 
as práticas ilícitas de funcionários públicos, não se dedicando à criação de normas 
processuais específi cas para a apuração dessas atividades. Basta ver que o Código 
de Processo Penal brasileiro apenas continha, como regras próprias relativas aos 
processos dos funcionários públicos, as atinentes ao procedimento especial para os 
crimes afi ançáveis por eles praticados (arts. 513/518); outras, como as sobre prisão 
especial de autoridades e alguns agentes públicos (art. 295 e parágrafos), não eram 
próprias dos funcionários. 

Assim, não seria viável um trabalho processual sobre corrupção assentado ex-
clusivamente em normas do Código de Processo Penal brasileiro. É necessário 

5 Sobre a Convenção Interamericana contra a Corrupção, ver Miguel Otero Lathrop, Código 

de Processo Penal, Capítulo V, p. 171-185. O autor destaca os seguintes pontos: a aplicação da con-
venção a funcionários de diversos níveis hierárquicos, a importância da participação do cidadão, 
a proteção a quem noticia a corrupção, a necessidade de ser a ação sempre de natureza pública, a 
regulação do destino dado aos bens retirados dos acusados de corrupção, a simplifi cação da extra-
dição e o uso de medidas cautelares durante o processo de extradição.

6 Essa Convenção se tornou muito importante no Brasil por estar sendo invocada para suprir 
a falta de defi nição do crime organizado. A seu respeito A Convenção de Palermo – antecedentes 
e diretrizes. Rodrigo Carneiro Gomes. O crime organizado na visão da Convenção de Palermo. 2ª ed. 
Belo Horizonte. Del Rey: 2009.
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verifi car outros tipos de regras processuais como as normas sobre criminalidade 
organizada, lavagem de dinheiro e improbidade administrativa, por se tratarem 
de ilícitos que se relacionam, de uma ou outra forma, com a corrupção.

2. Código de Processo Penal e Corrupção

O Código Penal brasileiro (Dec.lei 2.848/1940) trata, no Título XI, dos cri-
mes contra a administração pública. Especifi camente sobre a corrupção, cuida de 
duas modalidades: a passiva e a ativa. A primeira é praticada pelo agente público, 
ao solicitar ou receber, para si ou para outrem, direta ou indiretamente, ainda que fora 

da função ou antes de assumi-la, mas em razão dela, vantagem indevida, ou aceitar pro-

messa de tal vantagem (CP, art. 317). A segunda consiste na oferta ou promessa de 
vantagem indevida a funcionário público, para determiná-lo a praticar, omitir ou 
retardar ato de ofício (CP, art. 333). 

Em 2002, houve a introdução da fi gura delitiva da corrupção ativa em transa-

ção comercial internacional, que vem a ser a promessa, oferta ou entrega, direta ou 
indireta, de vantagem indevida a funcionário público estrangeiro, ou a terceira 
pessoa, para determiná-lo a praticar, omitir ou retardar ato de ofício relacionado a 
transação comercial (CP, art. 337-B). 

Diversas outras condutas delitivas estão previstas neste título (CP, arts. 312 a 
359-H) e constituem maneiras de lesar o patrimônio público, cumprindo destacar 
pela proximidade com a corrupção passiva, o tipo penal que prevê a concussão, que 
consiste na exigência por parte do agente público, direta ou indireta, ainda que 
fora da função ou mesmo antes de assumi-la, mas em razão dela, de vantagem 
indevida (CP, art. 316).

Até o advento da Lei n° 11.719/2008, que alterou, dentre outros pontos, os 
procedimentos processuais penais, os crimes afi ançáveis praticados por funcioná-
rios públicos, possibilitavam ao acusado a oferta de resposta escrita, no prazo de 
15 (quinze) dias, após notifi cação da denúncia ou queixa (CPP, art. 514 a 518).

 Ocorre que, com a reforma do Código de Processo Penal, de 2008, estabele-
ceu-se no § 4° do art. 394 que as disposições dos arts. 395 a 398 deste Código aplicam-

-se a todos os procedimentos penais de primeiro grau, ainda que não regulados neste Código, 
sendo assim aplicáveis ao procedimento dos crimes cometidos por funcionários 
públicos7.

O novo rito, como o anterior, abre oportunidade ao acusado de, ao tomar 
conhecimento da acusação, oferecer resposta escrita. Antes, isso era feito sem 

7 Nesse sentido, ver Grinover, Ada Pelegrini, Gomes Filho, Antonio Magalhães e Fernandes, 
Antonio Scarance. As nulidades no processo penal. 11ª Edição. São Paulo: Editora Revista dos Tribu-
nais, 2009. p. 238-241.
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qualquer avaliação prévia do juiz a respeito da viabilidade da acusação; agora, a 
resposta é oferecida caso não seja liminarmente rejeitada a inicial (CPP, art. 396), 
com possibilidade de a defesa alegar qualquer matéria de seu interesse, ofertar 
documentos, especifi car provas e arrolar testemunhas (CPP, art. 396-A). Caso seja 
recebida a denúncia e não haja absolvição sumária, ocorre a audiência concentrada 
(CPP, art. 400), com instrução, interrogatório, alegações fi nais orais e sentença. 
Em casos complexos, as alegações das partes podem ser escritas, como disposto 
no artigo 403, § 3º, do Código de Processo Penal: «O juiz poderá, considerada a 
complexidade do caso ou o número de acusados, conceder às partes o prazo de 5 
(cinco) dias sucessivamente para a apresentação de memoriais. Nesse caso, terá o 
prazo de 10 (dez) dias para proferir a sentença».

A ação penal, nos casos de corrupção, é pública incondicionada.

O «caráter bifronte da corrupção na sua dimensão jurídico-penal», em virtude 
de «seu desdobramento numa modalidade passiva e numa outra activa»8, e a ado-
ção do princípio da obrigatoriedade da ação penal difi cultam a produção de prova 
para a punição desse delito. O promotor de justiça é obrigado a acusar, além do 
funcionário público na forma passiva da corrupção, também o particular na sua 
caracterização ativa. A demonstração da prática criminosa pelo agente de Estado 
dependerá, muitas vezes, da declaração de quem o corrompeu. Todavia, este, ra-
ramente, confi rmará a sua atividade corrupta, pois isso o levará a ser acusado e, 
provavelmente, condenado. A sua negativa, como estratégia defensiva, difi culta a 
comprovação da corrupção passiva.

Essa difi culdade tem, em parte, sido superada por outros meios investigati-
vos de descoberta de fontes de prova. Prepondera a obtenção de prova por meio 
da interceptação telefônica. Também servem para esse objetivo as gravações am-
bientais, violações de sigilo bancário e fi scal, apreensão de computadores e acesso 
aos seus registros. Embora sejam meios efi cientes de descoberta de prova, devem 
ser usados de maneira comedida, com estrito respeito aos direitos fundamentais, 
principalmente os ligados à vida privada e à intimidade. É necessária, ainda, a 
existência de legislações especiais que disciplinem a utilização desses meios in-
vestigativos. 

Ainda, para os casos de corrupção, importa muito o uso da «delação premia-
da», de modo a obter colaboração de outro investigado no desvendamento do 
crime praticado por funcionário público, estimulando-o a auxiliar pela oferta de 

8 Cláudia Santos, A corrupção. Da luta contra o crime na intersecção de alguns (distintos) entendi-

mentos da doutrina, da jurisprudência e do legislador. In: Líber Discipulorum para Jorge de Figueiredo 
Dias, Organização de Manuel da Costa Andrade, José de Faria Costa, Anabela Miranda Rodrigues, 
Maria João Antunes, Coimbra, Coimbra Editora, 2003. p. 963-991.
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alguma vantagem, como isenção ou redução de pena9. A delação premiada pode 
ser adotada em várias hipóteses e, entre elas, as de crimes praticados por organiza-
ções criminosas, com redução de 1 (um) a 2/3 (dois terços) (Lei n° 9.034/95, art. 
6°), aplicando-se, assim, por extensão a algumas situações que envolvam corrup-
ção. No campo da criminalidade organizada e, por conseguinte, no da corrupção, 
a efi ciência da delação premiada é inegável e o maior exemplo disso é a experiência 
italiana.»10.

Questão interessante e ainda do âmbito probatório, está no tratamento legal 
dado à proteção de testemunhas para os casos envolvendo corrupção, especial-
mente quando inseridos em atividades de criminalidade organizada. No Brasil, a 
Lei n° 9.807/99 cuida da matéria de forma genérica, sem qualquer diferenciação 
quanto ao tipo delitivo envolvido, sendo assim aplicável à corrupção. 

No que diz respeito à prisão processual, três aspectos merecem realce. 

O primeiro se refere à prisão em fl agrante. Quando o funcionário contata al-
guém com a fi nalidade de obter vantagem ilícita, em regra fi nanceira, em troca de 
algum favorecimento, se a pessoa procura o superior hierárquico de quem lhe fez o 
pedido, tem-se, às vezes, montado esquema para evidenciar a corrupção e para ser 
realizada a prisão do agente público, marcando-se dia e hora para entrega do di-
nheiro, com anotações dos números das cédulas ou aposição nelas de algum sinal 
e com a preparação de policiais para a prisão. Ocorre que, no momento em que o 
encontro vier a ocorrer, o crime já se consumou, com a anterior solicitação, inexis-
tindo situação de fl agrância. Somente será possível encaminhar o funcionário para 
a repartição policial, ouvi-lo e requerer a decretação de sua prisão preventiva, não 
cabendo a prisão temporária da Lei 7960/1989. 

O segundo concerne à prisão especial. No Brasil, autoridades e alguns agentes 
públicos têm direito a ser colocados em celas separadas daquelas destinadas aos 
presos comuns (art. 295).

O último aspecto liga-se à medida cautelar especial projetada nas reformas do 
Código de Processo Penal para funcionários acusados por atos cometidos em razão 
de suas atividades (Projeto de Lei 4.208/01 e Projeto de Reforma do CPP do Se-
nado de 2010). Consiste na possibilidade de suspensão das atividades funcionais 

9 A Convenção Interamericana sobre a Corrupção (III.8) incita os países a criarem, manterem 
e fortalecerem sistemas para proteger os funcionários públicos e cidadãos que noticiarem atos de 
corrupção, incluindo-se a proteção de sua identidade.

10 Sobre o tema, inclusive noticiando o caso de «empresários ligados ao escândalo do forneci-
mento de ambulâncias para as prefeituras, mediante o recebimento de comissão ou propina (CPMI 
das Ambulâncias e operação ‘Sanguessuga’ da Polícia Federal)» ver Rodrigo Carneiro Gomes. O 

crime organizado na visão da Convenção de Palermo. 2ª ed. Belo Horizonte: Del Rey: 2009. p. 221.
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durante a tramitação do processo, para, com isso, evitar-se a prática de novos atos 
de corrupção, cumulada, ou não, com a decretação da prisão preventiva. 

A condenação do funcionário público torna certa a sua obrigação de indenizar 
o dano causado pelo crime (art. 91, I, do CP) e causa a perda em favor da União, 
ressalvado o direito do lesado ou de terceiro de boa-fé (art.91, II, do CP), dos ins-
trumentos do crime, desde que consistam em coisas cujo fabrico, alienação, uso, 
porte ou detenção constitua fato ilícito (art.91, II, a, do CP) ou do produto do 
crime ou de qualquer bem ou valor que constitua proveito auferido pelo agente 
com a prática do fato criminoso. (art.91, II, b, do CP). São efeitos automáticos. 
Há outros efeitos, que dependem de declaração motivada na sentença (art.92, pa-
rágrafo único, do CP). Assim, o funcionário condenado pode perder o seu cargo, 
função ou mandato eletivo, em duas hipóteses (art. 92, I, alíneas a e b, do CP): 
quando aplicada pena privativa de liberdade por tempo igual ou superior a um 
ano, nos crimes praticados com abuso de poder ou violação de dever para com a 
administração pública, aí se enquadrando os casos de corrupção (alínea a); quando 
for aplicada pena privativa de liberdade por tempo superior a quatro anos nos 
demais casos (alínea b). 

A perda de bem ou valor em virtude da prática de crime somente ocorrerá se 
houver condenação e fi car provado que ele foi obtido em virtude da ação crimino-
sa. Em outras palavras, no Brasil, na esfera criminal, a perda de patrimônio pelo 
funcionário somente acontecerá nos limites da condenação e da estrita vinculação 
entre o patrimônio e a ação pela qual foi condenado o funcionário.

Discute-se no Ministério da Justiça sobre a viabilidade de se criar, entre nós, 
regime especial de perda de patrimônio, conhecido como «extinção de domínio», 
à semelhança do que é possível em outros países, com maior ou menor amplitude. 
O assunto suscita fortes debates11. 

3. Corrupção e lavagem de dinheiro: aspectos processuais

Alguns instrumentos processuais relevantes para a justa repressão de práticas 
corruptoras podem ser divisados na Lei n° 9.613/98, que dispõe sobre os crimes 
de lavagem de dinheiro. 

O legislador brasileiro adotou sistema que prevê rol taxativo de crimes an-
tecedentes para a tipifi cação do delito de lavagem, e entre eles, os crimes contra 
a administração pública e os praticados por organizações criminosas. Assim, a 
lavagem de dinheiro pode ocorrer quando houver ocultação ou dissimulação da 
natureza, origem, localização, disposição, movimentação ou propriedade de bens, 
direitos ou valores provenientes de crime contra a administração pública (corrupção 

11 Sobre esse assunto, ver neste artigo item n.º 6.

Estudios sobre corrupción.indd   121Estudios sobre corrupción.indd   121 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



122 corrupção: aspectos processuais

passiva, ativa, concussão e outros) e crime praticado por organização criminosa (Lei n° 
9.613/98, art. 1°, incs. V e VII). Há, assim, estreita vinculação entre os crimes de 
corrupção e de lavagem de dinheiro.

Para o processo do delito de lavagem de dinheiro (Lei n° 9.613/98, art. 2°, 
inc. II), não se exige prévia decisão judicial sobre o crime antecedente, bastando 
que sejam demonstrados indícios sufi cientes da existência deste delito, ainda que 
desconhecida a autoria ou isento de pena o autor (Lei n° 9.613/98, art. 2°, § 1°). 
Instaurado o processo, a lei permite a apreensão ou sequestro de bens, direitos ou 
valores do acusado, ou existentes em seu nome, objeto dos crimes nela estabele-
cidos (Lei n° 9.613/98, art. 4°) para fi ns de ulterior aplicação da pena de confi sco 
em favor da União, ressalvado o direito do lesado ou de terceiro de boa-fé (Lei n° 
9.613/98, art. 7°, inc. I).

 Como a prática dos crimes de corrupção em sentido lato visa, em regra, ao 
enriquecimento ilícito do funcionário, serve a lavagem de dinheiro para encobrir 
a atividade delituosa e difi cultar a sua descoberta pelo distanciamento do produ-
to obtido de sua origem ilícita de modo a dar-lhe aparência de legalidade. São 
vários os caminhos fi nanceiros percorridos por tais bens, direitos e valores, o que 
exige investigações fi nanceiras e fi scais articuladas por parte dos vários órgãos 
nelas envolvidos (Polícia, Ministério Público, Banco Central, COAF, autoridades 
estrangeiras), com o objetivo de, não somente identifi car os autores do delito de 
lavagem de dinheiro, mas, sobretudo, promover a identifi cação e rastreamento 
dos bens ocultados, pois a medida cautelar de sequestro afi gura-se de extrema 
importância, possibilitando a recuperação dos bens alcançados com a corrupção e 
posterior lavagem e o ressarcimento dos cofres públicos12.

A Lei de Lavagem de Dinheiro prevê, com forte resistência da doutrina, a in-
versão do ônus da prova, para a restituição dos bens apreendidos, cabendo ao acu-
sado demonstrar a origem ilícita dos bens. Há entendimento de que o princípio 
da presunção de inocência impede a inversão do ônus de prova para qualquer fi m, 
sendo responsabilidade do Ministério Público demonstrar a origem criminosa 
dos bens encontrados com os funcionários acusados de corrupção Em pensamento 
intermediário, admite-se a inversão do ônus da prova para a restituição dos bens 
durante o processo, mas se condiciona a perda a que o Ministério Público prove a 
origem espúria dos bens. Por fi m, em posição mais extrema, se aceita a perda dos 
bens se o acusado não evidenciar a proveniência ilícita.

É aceitável o condicionamento da liberação de bens apreendidos à produção de 
prova, pelo acusado, de sua origem legal, pois o processo serve exatamente para 

12 Sobre a Lei de Lavagem de Dinheiro e seus mecanismos, ver Marco Antonio de Barros, La-

vagem de capitais e obrigações civis correlatas: com comentários, artigo por artigo, à Lei 9.613/98, São 
Paulo: RT 2004 e Sérgio Fernando Moro, Crime de Lavagem de Dinheiro, São Paulo: Saraiva, 2010.
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o Ministério Público demonstrar a culpabilidade do acusado e a origem ilícita 
dos bens apreendidos. O problema está na perda dos bens, após condenação, sem 
prova segura de que foram adquiridos com proventos auferidos da atividade cri-
minosa13.

No âmbito da Justiça Federal cumpre destacar a existência de varas especia-
lizadas em lavagem de dinheiro. Os que defendem a especialização argumentam 
que ela propicia aos juízes intimidade com o tema, com seus problemas e com as 
suas especifi cidades, havendo aperfeiçoamento da instrução da causa e melhoria 
nas decisões. Outros, contudo, consideram ser a medida prejudicial, pois atinge a 
imparcialidade do juiz, levando-o a se vincular demasiadamente com o resultado 
do processo, aproximando-se, excessivamente, dos órgãos encarregados da perse-
cução penal. 

A lei também deu destaque ao item da cooperação internacional brasileira na 
apuração dos crimes de lavagem de dinheiro praticados no exterior e na efetivação 
de medidas patrimoniais de natureza cautelar, a serem viabilizadas simplesmente 
mediante promessa de reciprocidade ao Brasil por parte do governo do país da 
autoridade solicitante (Lei n° 9.613/98, art. 8°, § 1°).

A lei criou o COAF – Conselho de Controle de Atividades Financeiras, no 
âmbito do Ministério da Fazenda, com a fi nalidade de receber, examinar e iden-
tifi car as ocorrências suspeitas de atividades ilícitas previstas na Lei de Lavagem 
de Dinheiro, constituindo-se, portanto, em importante órgão de inteligência vol-
tado para a coordenação de cooperação e de troca de informações, com o fi m de 
viabilizar ações rápidas e efi cientes no combate à lavagem de dinheiro (Lei n° 
9.613/98, art. 14). 

Por todos esses motivos, os aspectos processuais da legislação sobre lavagem de 
dinheiro interessam em estudo sobre os crimes de corrupção, pois, normalmente, 
são estes acompanhados de atos voltados ao encobrimento do ganho amealhado 
com a prática ilícita do funcionário. 

4. A corrupção e o crime organizado: aspectos processuais 

É difícil tipifi car em lei o crime organizado ou enunciar os elementos essen-
ciais de uma organização criminosa, sendo comum os autores apontarem diversas 
características para explicar a organização criminosa14, o que difi culta sintetizá-las 

13 Sobre perda de bens, ver neste artigo item n.º 6.
14 Ver, por exemplo, Alberto Silva Franco, que defi niu o crime organizado pelo elenco dos seus 

dados essenciais: «O crime organizado possui uma textura diversa: tem caráter transnacional na 
medida em que não respeita as fronteiras de cada país e apresenta características assemelhadas em 
várias nações; detém um imenso poder com base em estratégia global e numa estrutura organizativa 
que lhe permite aproveitar as fraquezas estruturais do sistema penal; provoca danosidade social de 
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em alguns caracteres fundamentais: associação permanente e estável de diversas 
pessoas; estruturação empresarial, hierarquizada e piramidal, com poder concen-
trado nas mãos dos líderes, os quais não mantêm contato diretamente com as ba-
ses; poder elevado de corrupção; uso de violência e de intimidação para submeter 
os membros da organização e para obter a colaboração ou o silêncio de pessoas 
não-participantes do núcleo criminoso; fi nalidade de lucro; uso de sistemas de 
lavagem de dinheiro para legalizar as vultosas somas obtidas com as práticas de-
lituosas; regionalização ou internacionalização da organização; o uso de modernas 
tecnologias. Uma das características apontadas, como se vê, é o «poder elevado de 
corrupção», daí a ligação normalmente feita entre corrupção e crime organizado. 
Como para os membros de uma entidade criminosa é importante que as suas prá-
ticas não sejam desvendadas e, mais do que isso, sejam acobertadas, buscam pro-
teção e cobertura de diversos setores institucionalizados, principalmente estatais. 

Os instrumentos processuais especiais da Lei n º 9034/95, que trata das orga-
nizações e associações criminosas, podem ser invocados para os casos de corrupção, 
quando funcionários e membros de entidades criminosas atuam em conjunto na 
prática de atividades ilícitas. 

Um desses instrumentos é a ação controlada, prevista, entre nós, no art. 2 º, 
II, da Lei do Crime Organizado, como permissão dada à autoridade policial para 
acompanhar a continuidade de uma prática delituosa sem efetuar a prisão em 
fl agrante de supostos participantes de uma organização criminosa, com o objetivo 
de atuar em momento mais oportuno e, assim, conseguir identifi car outros mem-
bros daquela entidade. Embora seja destinada a atividades mais específi cas, como 
o tráfi co de drogas, pode ser usada para se chegar a autoridades ou funcionários 
que, durante as ações delituosas, são corrompidos, para não impedirem o curso das 
ações criminosas desenvolvidas. 

Outro mecanismo específi co de obtenção de prova em crimes organizados 
constitui a infi ltração policial15. Consiste, em suma, em se permitir o ingresso de 
alguém em uma organização criminosa, com ocultação de sua identidade, objeti-
vando-se descobrir os seus membros, principalmente os de atuação mais relevante 
na estrutura daquela organização, e colher elementos para a prova de suas infra-

alto vulto; tem grande força de expansão compreendendo uma gama de condutas infracionais sem 
vítimas ou com vítimas difusas; dispõe de meios instrumentais de moderna tecnologia; apresenta 
um intrincado esquema de conexões com outros grupos delinqüenciais e uma rede subterrânea 
de ligações com os quadros ofi ciais da vida social, econômica e política da comunidade; origina 
atos de extrema violência; urde mil disfarces e simulações e, em resumo, é capaz de inerciar ou 
fragilizar os Poderes do próprio Estado» (O difícil processo de tipifi cação. Boletim IBCCrim, n. 21, 
p. 5, set. 1994).

15 Ver sobre a infi ltração policial, a dissertação O agente infi ltrado como meio de investigação, de 
Mariângela Lopes, Faculdade de Direito da Universidade de São Paulo, 2006.
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ções, bem como conhecer os funcionários que, em virtude da corrupção, servem 
aos interesses da entidade criminosa. É permitida pela Lei do Crime Organizado 
(Lei n.º 9.034/95) e pela Lei Antidrogas (Lei n. 11.343/2006). Ambas não a dis-
ciplinam a contento, havendo um vazio legislativo. Somente exigem autorização 
judicial, e, na Lei Antitóxicos, é prevista prévia oitiva do Ministério Público. A 
medida deve ser realizada por agente policial. Caberá ao juiz especifi car os limites 
da atuação do agente, sem parâmetros legais, contudo, para orientá-lo.

Outra forma de se apurar crimes perpetrados por organizações criminosas é 
contar com a colaboração de seus próprios membros, pois conhecem as pessoas 
que as compõem, os atos ilícitos que cometem, a forma como atuam. Essa colabo-
ração, conhecida entre nós como delação premiada, e como acima referido, autori-
zada pelo ordenamento brasileiro, pressupõe o oferecimento de vantagens a quem 
auxilia, as quais podem ser de duas ordens: material ou processual. As primeiras, 
permitidas entre nós, consistem em redução, isenção de pena ou perdão judicial. 
As segundas constituem alternativas de solução antecipada do processo em favor 
do colaborador, pelo arquivamento das peças de investigação, pela suspensão do 
processo. Por meio do colaborador, é possível descobrir quais são os agentes pú-
blicos envolvidos com as atividades da organização. O maior problema está na 
confi abilidade das revelações. Os informes trazidos por quem colabora são sempre 
cercados de dúvidas quanto à sua veracidade. 

5. Corrupção como ato de improbidade administrativa: aspectos processuais

Servem também como mecanismos relevantes para a apuração e a punição das 
práticas de corrupção, os existentes na legislação sobre improbidade administrativa.

A Constituição Federal estabelece no § 4° do art. 37 que os atos de improbidade 

administrativa importarão a suspensão dos direitos políticos, a perda da função pública, 

a indisponibilidade dos bens e o ressarcimento ao erário, na forma e gradação previstas em 

lei, sem prejuízo da ação penal cabível. Referida norma constitucional sinaliza, com 
clareza, para a responsabilidade civil, administrativa e penal em relação aos atos 
de improbidade administrativa.

Ainda no âmbito constitucional, no rol dos direitos e garantias fundamentais o 
constituinte estabeleceu o direito de qualquer cidadão propor ação popular visando à 
anulação do ato lesivo ao patrimônio público ou de entidade de que o Estado parti-
cipe, incluindo dentro deste conceito a lesão à moralidade administrativa, isentan-
do o autor de custas judiciais e do ônus da sucumbência, salvo comprovada má-fé 
(CF, art. 5°, inc. LXXIII). Dessa maneira, a Constituição Federal recepcionou a Lei 
n° 4.717/65, que regula a ação popular, defi nindo o conceito de cidadão como o de 
eleitor para fi ns de ingresso com a respectiva ação (Lei n° 4.717/65, art. 1°, § 3°). 

Além da legitimidade para propor a ação popular, a lei confere ao cidadão ainda 
o direito de representar ao Ministério Público para a adoção das providências 
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cabíveis sempre que tiver conhecimento de indícios de atos de improbidade 
administrativa (Lei n° 8.429/92, art. 14). 

A participação popular pode, assim, exercer importante função na repressão à 
corrupção. Isso somente poderá ser feito nos processos sobre improbidade admi-
nistrativa, pois inexiste, entre nós, ação penal popular. 

A lei de improbidade administrativa traz comando ético-administrativo a todo 
e qualquer agente público, independentemente de nível ou hierarquia,obrigando-
-o a velar pela estrita observância dos princípios de legalidade, impessoalidade, 
moralidade, publicidade e efi ciência (Lei n° 8.429/92, art. 4°). Em outras pala-
vras, a tutela da probidade administrativa alcança desde o servidor que executa 
tarefas simples até aqueles que atuam em níveis mais complexos (Chefe do Exe-
cutivo, Deputado, Senador, Desembargadores e Ministros). 

Referida lei deixa claro o âmbito de proteção da probidade administrativa, 
qual seja, a administração direta, indireta, fundacional de qualquer dos Poderes 
da União, dos Estados, do Distrito Federal, dos Municípios, de Território, de 
empresa incorporada ao patrimônio público ou de entidade para cuja criação ou 
custeio o erário haja concorrido ou concorra com mais de cinqüenta por cento 
do patrimônio ou da receita anual (Lei n° 8.429/92, art. 1°, caput). Estende a 
tutela da probidade em relação ao patrimônio de entidade que receba subvenção, 
benefício ou incentivo, fi scal ou creditício, de órgão público bem como daquelas 
para cuja criação ou custeio o erário haja concorrido ou concorra com menos de 
cinqüenta por cento do patrimônio ou da receita anual, limitando-se, nestes ca-
sos, a sanção patrimonial à repercussão do ilícito sobre a contribuição dos cofres 
públicos (Lei n° 8.429/92, pár. ún. do 1°).

Assim como o conceito para fi ns penais de funcionário público é bastante alar-
gado, conforme art. 327 do CP16, a Lei de Improbidade Administrativa também 
apresenta defi nição ampla de agente público, considerado como tal o que exerce, 
em caráter defi nitivo ou precário, com ou sem remuneração, mandato, cargo, em-
prego ou função nas entidades já mencionadas (Lei n° 8.429/92, art. 2°), como 
também aquele que, ainda que estranho a qualquer vínculo com a administração 
pública, induza, concorra ou se benefi cie, direta ou indiretamente, do ato de improbi-
dade administrativa (Lei n° 8.429/92, art. 3°).Extremamente necessária e útil tal 
previsão legal, eis que vincula à legislação sobre probidade administrativa todo 
e qualquer particular que contrata ou não com o poder público, porém que, de 

16 Art. 327. Considera-se funcionário público, para os efeitos penais, quem, embora transito-
riamente ou sem remuneração, exerce cargo, emprego ou função pública. § 1° Equipara-se a fun-
cionário público quem exerce cargo, emprego ou função em entidade paraestatal, e quem trabalha 
para empresa prestadora de serviço contratada ou conveniada para a execução de atividade típica 
da Administração Pública.
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qualquer forma, benefi cia-se do ato ímprobo ou para ele induza ou concorra. As-
sim, qualquer pessoa que se benefi ciar de atos de improbidade incide nas respec-
tivas sanções previstas na Lei de Improbidade Administrativa. Fica desse modo, 
bem evidenciada a conexão entre o tratamento penal dado à corrupção ativa e o 
ato de improbidade administrativa. 

Diferentemente do Código Penal, que contempla número fechado e delimi-
tado de condutas em suas tipifi cações de corrupção, ainda que vistas em sentido 
amplo, a Lei de Improbidade Administrativa prevê condutas ilícitas mais abertas 
com sustentação, no plano geral, em três critérios a respeito dos tipos de atos de 
improbidade, quais sejam, os que implicam enriquecimento ilícito (Lei n° 8.429/92, 
art. 9°), os que causam prejuízo ao erário (Lei n° 8.429/92, art. 10) e os que atentam 

contra os princípios da administração pública (Lei n° 8.429/92, art. 11). Toda prática 
de crime contra a administração pública de conteúdo corruptor constitui ato de 
improbidade administrativa, eis que, no mínimo, implicará violação a princípios 
da administração pública.

O art. 9° da Lei n° 8.429/92, em síntese, tipifi ca condutas consistentes em au-
ferição de qualquer tipo de vantagem patrimonial indevida em razão do exercício 
de atividade pública, nos termos já defi nidos anteriormente. Cumpre destacar, 
dentre os 12 (doze) incisos que indicam específi cas condutas ímprobas, aquela 
prevista no inc. VII, que trata da aquisição, para si ou para outrem, e no exercício 
da atividade pública, de bens de qualquer natureza cujo valor seja desproporcio-
nal à evolução regular do patrimônio ou à renda percebida pelo agente público. 

Neste particular, levanta-se a discussão sobre o ônus da prova quanto à neces-
sidade de se demonstrar a origem ilícita dos bens adquiridos pelo agente público. 
Os que alegam não haver inversão do ônus da prova baseiam-se no princípio da 
presunção da inocência e concluem no sentido de que cabe ao autor da ação de 
improbidade administrativa demonstrar que o enriquecimento ilícito é fruto de 
ato ímprobo. 

De outro lado, há quem sustente que a aquisição de bens por parte do agente 
público em situação de incompatibilidade ou desproporcionalidade com seus ga-
nhos gera uma presunção de inidoneidade, dispensando-se, pois, o autor da ação 
do dever de demonstrar a ilicitude da aquisição. Terceira posição, contudo, remete 
para a distribuição do ônus da prova. Cabe ao autor o ônus de demonstrar que o réu 
exerceu função pública e, neste período, adquiriu bens de modo desproporcional 
com seus rendimentos. Ao réu, por sua vez, permanece o ônus de demonstrar que 
suas aquisições foram legítimas17.

17 Sobre o tema, abordando todas as posições quanto à inversão do ônus da prova e concluin-
do por equilibrada postura, baseada na distribuição do ônus da prova ver Sérgio Turra Sobrane. 
Improbidade administrativa: aspectos materiais, dimensão difusa e coisa julgada. São Paulo: Atlas, 
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O art. 10 da Lei n° 8.429/92, por sua vez, prevê condutas ativas ou passivas, 
dolosas ou culposas, geradoras de perda patrimonial, desvio, apropriação, mal-
baratamento ou dilapidação de bens das entidades públicas, alvo de proteção da 
referida lei. Das 15 (quinze) específi cas condutas dispostas neste artigo vale a pena 
ressaltar aquela constante do inciso VIII, que consiste na frustração da licitude de 
processo licitatório ou em sua dispensa indevida. O procedimento licitatório, via 
de regra, é condição prévia indispensável para a celebração de qualquer contrato 
administrativo por parte do ente público (Lei n° 8.666/93, art. 2°). Eventuais dis-
pensa ou inexigibilidade, necessariamente, devem estar revestidas dos requisitos 
legais, mediante procedimento próprio a justifi car tais condutas (Lei n° 8.666/93, 
arts. 24 e 25).  O art. 11 da Lei n° 8.429/92, fi nalmente, considera ato de impro-
bidade administrativa qualquer ação ou omissão que viole princípios constitucio-
nais da administração pública, contendo, para tanto, cláusula genérica de prática 
de ato visando a fi m proibido em lei. Este artigo normalmente é de aplicação sub-
sidiária em relação aos demais atos ímprobos constantes dos arts. 9° e 10 da Lei de 
Improbidade Administrativa, não obstante possa ser imputado autonomamente.

Embora haja sanções específi cas para cada espécie de ato ímprobo, com varia-
ções na gradação, guardam identidade quanto ao gênero, sendo, pois, as seguin-
tes sanções cominadas: ressarcimento integral do dano, perda da função pública, 
suspensão dos direitos políticos, aplicação de multa civil, proibição de contratar 
com o Poder Público ou receber benefícios ou incentivos fi scais ou creditícios, 
direta ou indiretamente. Tais penalidades podem ser aplicadas isolada ou cumu-
lativamente, devendo ser ponderadas conforme a gravidade do fato, extensão do 
dano, proveito patrimonial obtido pelo agente e sua condição subjetiva, conforme 
princípio da proporcionalidade (Lei n° 8.429/92, art. 12, caput, incs. I, II e III e 
pár. ún.). 

Constata-se que o sistema repressivo visando à tutela da probidade administra-
tiva apresenta sanções severas, que acabam por, além de possibilitar a recomposi-
ção do erário público, impor penalidades políticas ao agente público, como perda 
da função pública e suspensão dos direitos políticos. A condenação pecuniária 
também se afi gura razoável, eis que a multa civil pode variar até 3 (três) vezes o 
acréscimo patrimonial para os casos do art. 9°, até duas vezes o valor do dano para 
os casos do art. 10 e até 100 (cem) vezes o valor da remuneração percebida pelo 
agente nas hipóteses do art. 11. 

2010. p. 45-48. Ainda, vale a pena conferir estudo feito por Silvio Antonio Marques, reafi rmando 
a posição do autor referido, bem como destacando a necessidade, nos casos de remessa de dinheiro 
para o exterior, da cooperação jurídica internacional no processo da ação civil de improbidade ad-
ministrativa. Improbidade administrativa: ação civil e cooperação jurídica internacional. São Paulo: 
Saraiva, 2010. p. 79-81 e 232-303.
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A Lei n° 8.429/92 contempla dispositivos processuais próprios e também 
obedece, subsidiariamente, às regras e princípios do Código de Processo Civil. 
Incumbe ao Ministério Público promover o inquérito civil e a ação civil pública 
visando à proteção do patrimônio público e social (CF, art. 129, inc. III). Serve, 
assim, o inquérito civil, presidido pelo Ministério Público, para a investigação de 
atos de improbidade administrativa. 

As medidas cautelares apresentam duas fi nalidades: a primeira, a de permitir 
o avanço nas investigações (como por exemplo, as medidas de busca e apreensão, 
quebras de sigilo bancário e fi scal, quebra de sigilo de dados telefônicos) e a se-
gunda, a de garantir a própria utilidade do processo, como indisponibilidade e 
sequestro dos bens, visando ao cumprimento de eventual condenação de ressar-
cimento ao erário e multa civil, no bojo da Lei de Improbidade Administrativa. 

A Lei n° 8.429/92 estabelece a possibilidade de se pleitear a indisponibilidade 
e sequestro dos bens do investigado sempre que houver lesão ao patrimônio públi-
co ou ensejar enriquecimento ilícito (Lei n° 8.429/92, arts. 7° e 16). Atualmente, 
a jurisprudência vem aceitando a indisponibilidade desde que seja nos limites do 
que se pretende a título de ressarcimento ao erário, bem como da estimativa de 
previsão da multa civil. Também se prevê a possibilidade de investigação, exame 
e bloqueio de bens, contas bancárias e aplicações fi nanceiras mantidas pelo inves-
tigado no exterior, observando-se, para tanto, os tratados internacionais (Lei n° 
8.429/92, art. 16, § 2°).

Outra medida processual interessante prevista na Lei de Improbidade Admi-
nistrativa consiste no afastamento cautelar do agente público, sempre que surgir 
a necessidade de velar pela regularidade da instrução processual (Lei n° 8.429/92, 
art. 20, pár. ún.). A depender do cargo e função exercidos pelo agente público ele 
pode muito bem, se permanecer à frente da atividade pública, destruir documen-
tos, ameaçar testemunhas, além de permanecer praticando as atividades ilícitas. 
Evidente que para aplicação dessa medida os elementos devem bem evidenciar sua 
necessidade processual. 

Percebe-se, enfi m, que as medidas processuais proporcionadas pela legislação 
sobre improbidade administrativa constituem, ao lado dos mecanismos processu-
ais penais, instrumentos efi cazes para a apuração e punição dos ilícitos de corrup-
ção, o ressarcimento do erário público e o afastamento do funcionário público de 
suas atividades.

6. A perda dos bens em decorrência de atividades ilícitas 

Entre nós, tem-se exigido, tanto na esfera criminal como na da improbidade, 
prova da vinculação entre o bem pertencente ao acusado e a sua prática ilícita para 
que possa dele ser retirado. Permite-se, na Lei de Lavagem de Dinheiro, a inversão 
do ônus da prova, para a restituição do bem apreendido ou seqüestrado. A sua 
perda, contudo, depende da prova de ser obtido em virtude da prática de crime. 
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Recentemente, discutiu-se no Ministério da Justiça sobre a necessidade de se 
criar, no Brasil, legislação específi ca sobre perda de bens obtidos ilicitamente, fe-
nômeno que se convencionou denominar de «extinção de domínio»18. Vieram ao 
país, juristas de diversos locais19 que relataram suas experiências legislativas. As-
pecto constante das explanações e dos debates foi a difi culdade em ser evidenciada 
a origem criminosa do bem obtido pela pessoa acusada embora comprovado, em 
muitas ocasiões, o elevado acréscimo patrimonial sem qualquer justifi cação com 
base em atividades lícitas. Diante dessa difi culdade, os expositores apontaram so-
luções adotadas por seus países, as quais, em resumo, vão desde a possibilidade de 
perda do patrimônio (confi sco) sem prévia condenação, por meio de ações contra 
a coisa ou contra o proprietário, passando por sistemas que exigem a condenação 
anterior, embora não imponham a prova estrita da vinculação entre o patrimônio 
e as ações pelas quais houve a condenação, até os que contemplam exigências 
maiores como as do direito brasileiro, só permitindo a perda quando provado que 
os bens ou valores do condenado foram conseguidos com práticas delituosas20.

Interessante, para conhecimento do tema a solução adotada por Portugal, rela-
tada por José M. Damião Cunha21. 

Ele não se coloca em posição contrária à perda dos bens, afi rmando: «O fi m po-
lítico desta sanção é hoje mais ou menos reconhecido: garantir um efectivo comba-
te aos lucros ilícitos provenientes de actividade criminosa. Mesmo que, sobretudo 
nos países da Europa Continental, as concretas soluções legais se defrontam sempre 
com algumas resistências por parte da doutrina, que refere a violação dos chama-
dos princípios tradicionais e liberais do direito e processo penal, julgamos que a 
gravidade e o desafi o que o tipo de criminalidade em causa coloca ao Estado de Di-
reito democrático pode justifi car alguma limitação a esses princípios tradicionais. 
Mas como sempre, julgamos que isso não deve implicar uma abolição desses prin-
cípios, mas tão-só uma restrição adequada e constitucionalmente fundamentada». 

Aponta os principais problemas da legislação portuguesa. 

18 A discussão ocorreu em Brasília, nos dias 01 a 04 de setembro de 2009, sendo o encontro 
denominado como «Seminário Internacional. Extinção de Domínio.»

19 Vieram ao Seminário, juristas dos seguintes países: Colômbia, Costa Rica, Cuba, EUA, 
Itália, México.

20 Para uma visão geral do assunto, ver de Jorge A. E. Godinho, Brandos Costumes. O confi sco 

penal com base na inversão do ônus da prova, Líber Discipulum, Jorge Figueiredo Dias, Coimbra, 
Coimbra Editora, 2003, p. 1315-1363.

21 José M. Damião da Cunha, intitulado Perda de bens a favor do Estado. In: CARMO, Rui 
(Org.). Medidas de combate à criminalidade organizada e econômico-fi nanceira. Coimbra: Coimbra Edi-
tora, 2004, p. 147-164. O autor examina, de forma crítica, a Lei nº 5/2002, de 11 de janeiro, que 
introduziu no ordenamento português, três medidas para combate à criminalidade organizada e 
econômico fi nanceira, e, entre elas, a de «perda de bens a favor do Estado (arts. 7º a 12).
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Entende ter, a legislação de seu país, a sanção de perda natureza diversa de pena, 
sendo uma medida administrativo-fi scal e, por isso, não haveria inconstitucionali-
dade em impor «ao condenado um certo dever probatório, conquanto que isto não 
implique a transferência integral de todo ônus probatório». Vê como inconciliável 
a discussão das duas questões, a penal e a referente aos bens, antes da afi rmação da 
culpa, e, aí, vislumbra ofensa ao princípio da presunção de inocência, pois se impõe 
ao acusado a necessidade de provar, antes de estar condenado, que os bens não seriam 
oriundos de práticas criminosas. Pondera haver perigo de infl uência na convicção do 
juiz sobre o crime o debate sobre os bens que dele seriam provenientes, com risco 
para a sua imparcialidade. Admitiria a perda se a discussão sobre ela fosse feita de-
pois de o réu estar condenado, aceitando, então, alguma inversão do ônus da prova. 

Cita Vervaele: «para terminar, o procedimento de confi sco é, em muitos países, 
destacado do processo penal propriamente dito; é pois uma questão de um proces-
so em duas fases, no seio ou não do processo penal».

Talvez, aí, um caminho a ser pensado. Depois de o acusado ser condenado ha-
veria, no juízo criminal, fase destinada à discussão sobre a perda dos bens, sobre 
a sua origem ilícita e sua vinculação aos fatos criminosos, quando, então, poderia 
ser aceita atenuação ao ônus da prova do Ministério Público. Não, contudo, a 
perda como efeito direto da condenação.

Conclusão

O estudo voltado ao exame dos aspectos processuais das legislações sobre a 
investigação e o processo de ações ilícitas de corrupção, vistas em sentido amplo 
como todas aquelas dirigidas ao locupletamento do funcionário pelo uso indevido 
de sua atividade, mostra a inexistência de regras específi cas para essa fi nalidade no 
Código de Processo Penal, revela serem insufi cientes as normas nele existentes, 
sendo preciso se socorrer de disposições de outros diplomas legais, como às rela-
tivas à Lei de Lavagem de Dinheiro, à Lei do Crime Organizado. Por outro lado, 
servem também como complementos as previsões constantes da legislação sobre 
improbidade administrativa. 

As técnicas processuais correntes de investigação possibilitam a obtenção das 
informações necessárias para a instauração dos processos criminais e para a pro-
dução da prova, sendo muito úteis, nesse sentido, medidas como interceptação 
telefônica, busca e apreensão, quebra de sigilo fi nanceiro. Contudo, no mundo 
contemporâneo, investigações sobre fatos complexos e graves, requerem o con-
curso de novas tecnologias22.

22 Destaca-se a criação e implementação em diversos órgãos dos Laboratórios de Lavagem 
de Dinheiro, bem como do «Simba» (Sistema de investigação de movimentação bancária), este 
desenvolvido no âmbito da Procuradoria-Geral da República, a partir do caso «Mensalão», que 
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São muito importantes as medidas cautelares, de ordem patrimonial ou penal, 
para assegurar o resultado efi caz das sentenças. As patrimoniais retiram, anteci-
padamente, do acervo de bens do funcionário aqueles oriundos de práticas deli-
tuosas, impossibilitando que sejam desviadas e proporcionando posteriormente 
ressarcimento ao Estado. As penais visam a retirar o funcionário de suas ativida-
des, com o objetivo de impedir a continuidade de suas práticas ilícitas. 

Tema bastante difícil, nos dias atuais, é o referente à perda do patrimônio. 
Algumas legislações, diante da difi culdade em ser provada a vinculação entre a 
prática ilícita e o patrimônio formado pelo autor das infrações, avançam dema-
siadamente no sentido de se apossar dos bens dos acusados, com pequena preocu-
pação com a preservação dos direitos individuais e com a segurança de terceiras 
pessoas. Como sempre, em processo penal e em matéria disciplinar administrati-
va, o melhor caminho é o equilíbrio, pois a efi ciência sempre deve ser alcançada 
com obediência às regras de garantia. 
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I. Consideraciones previas
1. Generales

Cuando el 26 de octubre de 2010 se presentó en Berlín el Índice de Percepción 
de la Corrupción (IPC) de 2010 de la ONG Transparencia Internacional, en el 
que anualmente desde hace quince se miden los niveles de corrupción pública de 
numeros países del mundo —en esa ocasión 178—, su Presidenta Huguette 
Labelle puso de manifi esto como para afrontar la crisis global resulta priorita-
ria una actitud de tolerancia cero frente a la corrupción: «en todo el mundo, la 
transparencia y la rendición de cuentas son cruciales para restablecer la confi anza 
y revertir el fl agelo de la corrupción. Sin ellas, las políticas globales que buscan 
solucionar las diversas crisis mundiales estarán en riesgo»1.

1 Vid. http://www.transparency.org/policy_research/surveys_indices/cpi/2010/multimedia.
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En una cuestión de política global como esta deben de ser adecuadamente se-
cuenciados y combinados los instrumentos y mecanismos tanto preventivos como 
represivos, siendo la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción el 
texto que mejor sintetiza este reto. Con relación a estos últimos, en las personas 
—todas, aunque en mayor medida las de los países más pobres y vulnerables2— 
que sufren los efectos de la corrupción surgen dudas sobre si los comportamientos 
corruptos están sufi cientemente castigados o sobre si el Poder Judicial dispone 
de los medios sufi cientes para castigar y hacer cumplir las consecuencias jurídi-
cas a sus responsables, porque lo que es indudable es que en todos los países está 
asentada una generalizada sensación de impunidad en esta materia3 que en última 
instancia provoca una desconfi anza en la instituciones políticas, económicas, so-
ciales y jurídicas de los Estados4.

El analizar como se lleva a cabo el enjuiciamiento penal de los casos de corrupción 
pública y privada, nacional o internacional, permite constatar la sanidad de la rea-
lidad jurídico-procesal penal de países como España o Brasil5, y sus cercanías o ale-
jamientos con los ordenamientos de países del ámbito europeo6 o iberoamericano7.

De manera muy sintética, podemos apuntar las siguientes cuestiones:

1. Con carácter general muchos países del mundo se tiene una mala conside-
ración del funcionamiento de la Administración de Justicia8, lo que está especial-
mente acentuado en el hacer de los juzgados y tribunales del orden jurisdiccional 
penal. En el caso de España, la situación no sólo viene siendo mala sino que cada 
vez va a peor: es lenta, inefi caz, anticuada, los órganos judiciales no son imparcia-
les ni independientes en los asuntos de relevancia pública en los que están impli-
cados personas del ámbito político, económico y fi nanciero9.

2 Con relación a los efectos negativos de la corrupción para el desarrollo económico de los países, 
cuestión que ocupa y preocupa a los gobiernos y a las organizaciones internacionales, vid. Rose-Acker-
man (1998), Tanzi y Davoodi (2001), Mo (2001), Vv.Aa. (2001b), Vv.Aa. (2001d), Niño Becerra 
y Martínez Blasco (2002), Vv.Aa. (2002), Abed y Gupta (2003), Alcaide Zugaza (2004), Reos 
(2005), Vv.Aa. (2006a), Fisman y Svensson (2007), Gorodnichenko y Sabirianova Peter (2007), 
Lavallée, E. (2007), Tanzi (2008) y Dumas, Wedel y Callman (2010).

3 De ahí que Nieto García (2003, 101 y ss.) se cuestione si la misma es inevitable.
4 Vid. Pharr y Putnam (2000).
5 Con relación a los efectos que en todos los ámbitos provoca la corrupción en Brasil vid. 

Habib (1994), Vv.Aa. (2007b), Schilling (1999), Livianu (2007), de Mello Jorge Silveira 
(2010, 311 y ss.) y Liberatore Silva Bechara (2012).

6 A este respecto véase, desde una perspectiva cuantitativa Vv.Aa. (2010b), y desde una 
perspectiva cualitativa Vv.Aa. (2010c).

7 Vid. Vv.Aa. (2000c) y Vv.Aa. (2009). En general sobre la comparación y la relación entre 
jurisdicciones vid. Vergottini (2011).

8 Incluso dentro del propio Poder Judicial. Vid. Nieto García (2010).
9 Además de por los distintos barómetros de opinión elaborados periódicamente por el Con-

sejo General del Poder Judicial, estas ideas se pueden refrendar en el «II Barómetro sobre la 
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Esta negativa percepción tiene una doble consecuencia jurídico-procesal en la 
materia que analizamos: por un lado, los ciudadanos rechazan colaborar con la jus-
ticia penal denunciando o prestando testimonio10, lo que es relevante tanto por el 
importante volumen de cifras negras como por tratarse de comportamientos que se 
realizan bajo pactos —expresos o al menos tácitos— de silencio11; por otro, acuden 
a los medios de comunicación interesadamente para publicitar su conocimiento o 
hastío por los casos de corrupción, o para utilizarlos como arma arrojadiza contra 
los adversarios en las confrontaciones políticas o económicas, de forma tal que 
estos se convierten en elementos determinantes en la conformación de la opinión 
pública en materia penal12, generándose a partir de la fi ltración de noticias judi-
ciales los denostados juicios paralelos13.

2. Pese a que pudiera parecer que la primera reacción de los responsables políti-
cos —en el gobierno, en la oposición, o en ambos14— debiera pasar por incrementar 

Actividad de la Justicia» elaborado por la Fundación Wolters Kluwer, hecho publico el 28 de 
septiembre de 2010, el cual es objeto de comentario detallado por García de la Cruz Herrero 
(2010, 1 y ss.). Vid. además Toharía (2001) y Nieto García (2004, 29 y ss.).

10 Por ello, en los principales convenios y tratados internacionales de lucha contra la corrup-
ción se exhorta a los Estados a adoptar mecanismos efi caces de protección de testigos, peritos, 
víctimas y denunciantes, cuestión abordada, entre otros, por Milton de Barros (2003, 129 y 
ss.), Vv.Aa. (2003c), Vv.Aa. (2005), Glus et al. (2006), Oliveira e Silva (2007) y Batlouni 
Mendroni (2009, 150 y ss.). Juntamente con ello, destacar como a pesar de que los diferentes or-
denamientos jurídicos prohiben el anonimato y los efectos jurídicos de las denuncias amparándose 
en él —como así se establece en el art. 5.IV de la Constitución Federal de Brasil—, en la práctica 
los órganos de control —administrativos, policiales, fi scales y judiciales— reciben e investigan 
también las denuncias recibidas sin identifi cación; así, el Supremo Tribunal Federal de Brasil fi jó 
el 11 de mayo de 2005 el criterio de que en el sistema brasileño las denuncias anónimas pueden 
servir como elemento de información para apoyar la indagatoria de irregularidades por parte de 
los órganos de investigación.

11 En el art. 8 de la «Decisión Marco 2008/841/JAI del Consejo de la Unión Europea de 24 
de octubre de 2008 relativa a la lucha contra la delincuencia organizada» se obliga a los Estados 
a garantizar que las investigaciones o el enjuiciamiento de los delitos no dependan de la formula-
ción de denuncia o acusación por una persona que haya sido víctima de tales delitos, al menos si 
los hechos se cometieron en el territorio de otro Estado miembro.

12 Vid. Díez Ripollés (2003, 27 y ss.).
13 Sobre esta materia vid. Roxin (1999), Hernández García (1999), Vv.Aa. (2000a), 

Vv.Aa. (2001c), Thompson (2001), Latorre Latorre (2002) y Vv.Aa. (2008c).
14 El consenso político en materia de Justicia en España cuajó el 28 de mayo de 2001 cuando 

los dos partidos mayoritarios, el popular y el socialista, suscribieron el «Pacto de Estado para la 
reforma de la Justicia» con el objetivo de dar satisfación a la demanda popular de que «la Justicia 
actúe con rapidez, efi cacia y, calidad, con métodos más modernos y procedimientos menos compli-
cados; que cumpla satisfactoriamente su función constitucional de garantizar en tiempo razonable 
los derechos de los ciudadanos y de proporcionar seguridad jurídica, al actuar con pautas de com-
portamiento y decisión previsibles; y que actúe como poder independiente unitario e integrado, 
con una estructura vertebrada, regida por una coherencia institucional que le permita desarrollar 
más efi cazmente sus funciones constitucionales. Ello conforma un reto de interés general que debe 
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la inversión pública en la Administración de Justicia15, nada de esto sucede por 
cuanto la mayor parte de las reformas emprendidas en los últimos veinte años16 
han estado presididas por una idea paleativa: defl acionar o descongestionar el siste-
ma de justicia penal optando, como en Iberoamérica17, por su acusatoriedad18 y 
adoptando medidas tales como el encumbramiento del Ministerio Fiscal como 
principal —y único para algunos— actor en el proceso penal y director de la 
investigación penal19, el establecimiento de procedimientos penales alternativos 
—simplifi cados y rápidos— al ordinario o la adopción generalizada de mani-
festaciones del principio de oportunidad a lo largo de todo el proceso penal, sin 
descartar un mayor o menor campo de acción a medios alternativos —o mejor 
complementarios— de solución de los confl ictos a partir de la mediación penal20. Y 

ser afrontado con un proyecto global, que acometa decidida y sistemáticamente el fondo de los 
problemas y dote de coherencia, estabilidad y permanencia a las múltiples reformes que resultan 
precisas. Un nuevo modelo de conjunto que trascienda intereses coyunturales y excluyentes, y 
se asiente sobre soluciones integrales y perdurables, con el norte puesto en las necesidades de los 
ciudadanos y en los desafíos de la sociedad avanzada y democrática española del Siglo xxi». Vid. 
Sánchez Morón (2001) y Michavila Núñez (2004).

Quizá, en estos momentos, habría que rescatar el espíritu de ese consenso para atajar de una 
vez la reforma integral del enjuiciamiento criminal español.

15 Como gráfi camente señala Montero Aroca (2000, 136), «en la mayoría de los países el 
porcentaje del presupuesto del Estado dedicado a la que podemos llamar Justicia, en términos 
generales, no supera el 1 por 100, lo que puede traducirse diciendo que el grado de interés por 
esa Justicia, medido en parámetros económicos, es ínfi mo. No puede aceptarse que, primero, el 
Estado diga que destina a la Justicia menos del 1 por 100 de los recursos económicos y que, luego, 
pretenda que el sistema penal se adecue a esa limitación, pues con ello lo que está haciendo es 
convertir en imposible el cumplimiento de la función. Antes de nada, pues, debe replantearse la 
distribución de recursos, partiendo de que son limitados, determinar así qué recursos se asignan 
a la Justicia, atendidas las otras funciones que deben cumplirse, con lo que se establecerá una 
verdadera jerarquía de valores, y, por fi n, adecuar el sistema penal, y sobre todo el procesal, en lo 
que ahora nos importa, a los recursos asignados».

16 Habrá que ver los resultados que se producen a partir del «Plan estratégico para la moder-
nización de la Justicia 2009-2012», aprobado por el Gobierno español el 19 de septiembre de 
2009, el cual se articula sobre la base de seis ejes estratégicos: un servicio público de calidad, una 
Justicia profesional y altamente cualifi cada, una Justicia tecnológicamente avanzada, un servicio 
público orientado a las personas, una política basada en la colegiación de esfuerzos, y un fortaleci-
miento de la dimensión jurídica internacional.

17 Vid. Vv.Aa. (2000c y 2003a), Ambos (2006, 39 y ss.) y Oré Guardia y Ramos Dávila (2008).
18 Vid. Vv.Aa. (2006b y 2008d).
19 Sin lugar a dudas puede decirse que el punto nuclear en las discusiones de los trabajos 

preparatorios en la elaboración de un nuevo código de proceso penal en España radica en el rol 
que quiere atribuírsele al Ministerio Fiscal. Vid. entre otros muchos Gimeno Sendra (2005), 
Andrés Ibáñez (2007), Díez-Picazo Ponce de León (2007), Espina Ramos (2008), Fuen-
tes Soriano (2008), Garberí Llobregat (2008), Moreno Catena (2008) y Bastarreche 
Bengoa (2010); y con relación a Iberoamérica vid. Pellegrini Grinover (2008).

20 Vid. Lamas Leite (2008), Río Fernández (2008), Barona Vilar (2009), Heredia 
Puente (2009), Manzanares Samaniego (2009), Martín Diz (2010, 301 y ss.), Durbán 
Sicilia (2010) y García Torres (2010).
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ello, a nuestro juicio, lastrado por tres problemas: la atracción —e incluso copia21— 
por instituciones vigentes en otros países, no tanto en Alemania como en décadas 
pasadas22, sino cada vez más en ordenamientos de corte anglosajón en los que prima 
mucho más la efi cacia y una visión economicista del Derecho23; la no posible gene-
ralización de estas medidas a todos los posibles hechos delictivos e infractores, como 
acontece —en parte—en los casos de corrupción24; la tensión que su adopción provo-
ca con principios y garantías procesales básicas, muchas de ellas constitucionalizadas 
y reconocidas en acuerdos internacionales sobre derechos humanos como el europeo o 
el interamericano25, por lo que más que nunca hay que abogar, como viene haciendo 
Ramos Méndez, por realizar una lectura constitucional del enjuiciamiento penal26.

La consecuencia de este proceder es que junto al mantenido tópico de crisis de 

la Administración de Justicia se coloca a legisladores y estudiosos en la tesitura de 
tener que optar entre efi cacia y garantía27, cuando ambos deben ser perfectamente 
compatibles en un Estado de Derecho en el que constitucionalmente se defi ende el 
derecho a la tutela judicial efectiva28 y en donde, a nuestro criterio, deben ser debi-
damente analizadas y consensuadas las cesiones al Derecho Procesal penal del enemigo29.

21 Como señalara Vázquez Sotelo (1989, 181), «el conocimiento de los diferentes institu-
tos de los que se quieren sacar consecuencias válidas para inspirar futuras reformas nos tiene que 
servir para no caer en un mal muy frecuente entre nosotros, consistente en el mimetismo científi co o 
legislativo extranjero, puesto que una cosa es tomar en cuenta las instituciones y las experiencias 
extranjeras y otra muy distinta es el afán de imitar o copiar o de inspirarse en todo cuanto sucede 
—y a veces se cree que sucede— en otros países, sobre todo si se consideran doctrinalmente más 
adelantados. El mimetismo existe en la doctrina y en la legislación y su consecuencia no puede ser 
otra que el empobrecimiento de nuestro Derecho procesal».

22 Vid. Fletcher (2004) y Hirsch (2006).
23 Vid. Friedman, L. M. (1988), Fletcher (1997), Schünemann (2002), Nieto Martín 

(2007) y Ferreres Comellas (2010).
24 Vid. Muhm (2001), Contreras Alfaro (2004) y Rodríguez García y Fernandes 

(2012). Con relación a Brasil vid. en general Franklin Nogueira (2003), Giacomolli (2006) 
y Dee Kyle (2007).

25 Vid. Bertolino (1986), Esparza Leibar (1995), Suárez Sánchez (2001), Bacigalupo 
Zapater (2005), Hitters (2010), Quispe Remón (2010) y Rijken (2010).

26 Ramos Méndez (2011). Con relación a Brasil vid. Grandinetti Castanho de Carval-
ho (2009), de Souza Nucci (2010), Nery Junior (2010) y Scarance Fernandes (2010).

27 Vid. Scarance Fernandes (2008) e Iglesias Río (2012).
28 Esta expresión, contenida en el art. 24 de la Constitución española, también es objeto de 

reconocimiento en el art. 47 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, la cual, 
si bien no forma parte del articulado de los dos Tratados europeos después de la reforma operada en 
2009 en Lisboa, tiene el mismo valor jurídico que éstos y vincula a los Estados cuando apliquen el 
Derecho de la Unón Europea; además, se reconocen otros derechos y principios como «juez impar-
cial» (art. 47), «presunción de inocencia» y «defensa» (art. 48), «legalidad y de proporcionalidad 
de los delitos y de las penas» (art. 49), y el «no ser juzgado o condenado penalmente dos veces por 
la misma infracción» (art. 50). Vid. Vv.Aa. (2008a) y Vv.Aa. (2008b), y con relación a la fuerza 
pujante de la doctrina emanada del Tribunal Constitucional alemán en la construcción del Espacio 
Europeo de los Derechos González Pascual (2010).

29 Vid. Portilla Contreras (2004) y Damián Moreno (2005); y también, la posición 
crítica de Schünemann (2010, 137 y ss.).
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3. No estamos sólo ante una cuestión de medios, sino también de falta de 
adecuación de las normas penales a la realidad social imperante30. Y en este punto 
tenemos que defender que ni el Derecho Penal tiene que actuar como única ratio31 
en la regeneración ética de las sociedades por los casos de corrupción, ni sólo, sin 
el Derecho Procesal penal, va a conseguir avanzar mucho.

En efecto, uno de los problemas de los que adolecen los movimientos reforma-
dores actuales es que el legislador no actúa en clave de sistema penal: claramente 
tienen que ir de la mano las previsiones sustantivas y las procesales32, si no se 
quiere que ambiciosas reformas del Código Penal como las que han entrado en vi-
gor en España a fi nales de 2010, atinentes entre otras a la penalización de nuevos 
comportamientos corruptos33, a la actualización y reformulación de algunos34, o al 
recrudecimiento de las consecuencias jurídicas derivadas de la comisión de tipos 
más tradicionales35, no puedan ser llevadas a la práctica por falta de instrumentos 
procesales apropiados —y olvidados en el íter legislativo—36. Bien utilizado, el 
proceso penal tiene que ser un buen instrumento de política criminal37; de tenerse 

30 Esta situación determina que cada vez tenga mayor implantación la corriente doctrinal que 
aboga porque el Derecho Penal económico se convierta en una rama autónoma dentro del Derecho 
Penal. Sobre esta cuestión vid. Cairoli (2012, 94 y ss.).

31 Vid. Schünemann (2007), Berdugo Gómez de la Torre (2012, 287 y ss.) y Velás-
quez (2012, 689 y ss.). Incluso destacar como hace pocas fechas se ha hecho público un «Mani-
fi esto sobre la política criminal europea», elaborado por penalistas procedentes de diez países de la 
Unión Europea, en el que al fi jar los principios de política criminal aluden a los de proporcionali-
dad y ultima ratio, en cuya justifi cación señalan que «[el] simple aseguramiento de una política de 
la Unión no puede legitimar la utilización del Derecho penal», y que «[utilizar] el Derecho penal 
de forma infl acionaria conduce además a una pérdida de su fuerza y efectividad».

32 Y es que, como ha señalado Tiedemann (2006, 441), «en no pocos casos en el Derecho 
Procesal Penal compensa los défi cits o prejuicios del Derecho Penal material —y viceversa—». 
Vid. además Moreno Hernández (2012, 417 y ss.).

33 Por ejemplo, la corrupción privada a consecuencia de la trasposición de la Decisión Marco 
2003/568/JAI del Consejo, de 22 de julio de 2003, o la corrupción en el deporte. Sobre la reforma 
de 2010 del Código Penal español en estas materias vid. Blanco Cordero (2010) y Monroy 
Antón (2010).

34 Nos referimos a la corrupción de funcionario público extranjero en las transacciones comerciales 

internacionales, que en cumplimiento de la Convención de la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico de 1997 sobre lucha contra la corrupción de agentes públicos extranjeros 
en las transacciones comerciales internacionales ya fue tipifi cada en España por las Leyes Orgáni-
cas 3/2000 y 15/2003.

35 Como señala Hassemer (2008, 8), «desde el momento en el que pude observar de manera 
analítica nuestro ambiente punitivo, y hasta la fecha, nunca antes había percibido de forma tan 
evidente una predisposición a la pena ni notado tal agrado hacia la sanción penal como en nuestros 
días». Más ampliamente vid. Muñoz Conde (2007, 9 y ss.).

36 Así sucede, por ejemplo, con el establecimiento de exigencia de responsabilidad penal a las 
personas jurídicas, como denuncian González-Cuéllar Serrano y Juanes Peces (2010), o con 
la regulación de la prescripción penal, como se encarga de destacar Asencio Mellado (2011).

37 Vid. por todos Fernandes (2001).
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claro en España, además, no debería retrasarse más la aprobación de una nueva 
Ley de Enjuiciamiento Criminal que sustituya a la vigente, que acaba de cumplir 
130 años38.

4. Algunas de las nuevas formas de delincuencia, como el narcotráfi co, el cri-
men organizado, el lavado de activos o la corrupción, destacan no sólo por los 
efectos económicos, políticos y sociales que genera39, sino también por los jurídi-
cos, por su carácter técnico y especializado, por su profesionalización y actuación 
concertada —son verdaderas empresas del delito—, por la búsqueda de un resulta-
do económico u otro benefi cio de orden material40, por invertir en seguridad41, e 
incluso por poderse ubicar criminológicamente algunos de ellos en la categoría 
de los «delitos sin víctima»42. En buena lógica, la respuesta desde el Estado de 
Derecho tiene que producirse con muchos y bien preparados policías, fi scales y 
jueces, apoyados en su labor por organismos auxiliares debidamente formados y 
fi nanciados. En el caso español, esta especialización el clara en el caso del Minis-
terio Fiscal43 pero no tanto cuando nos referimos a los órganos jurisdiccionales del 

38 Con relación a las bases en las que se tendría que asentar el nuevo texto procesal penal vid. 
Gimeno Sendra (2008), Montero Aroca (2008) y Castillejo Manzanares (2010).

39 Estos efectos son especialmente signifi cativos en América Latina, tal y como se puede cons-
tatar anualmente en los informes elaborados por la «Corporación Latinobarómetro». Así, en el 
Informe 2010, presentado en el mes de diciembre de 2010, mayoritariamente los ciudadanos 
consultados consideran que la delincuencia y la seguridad pública son el principal problema que 
se da en su países, muy por delante del desempleo o de la pobreza y los problemas económicos; 
Brasil, considerado como el tercer país que tiene más liderazgo en la región, presenta también 
defi ciencias importantes en el área de la salud.

40 De ahí la relación directa que se establece entre la corrupción y el blanqueo de capitales, 
como destaca Fabián Caparrós (2002). Vid. además Maillard (2002) y Martín Pallín (2006), 
y con relación a Brasil Moraes Pitombo (2003), Tigre Maia (2007), Callegari (2008), Mar-
tin de Sanctis (2008 y 2009a), Moro (2010), Regis Prado (2010, 347 y ss.), Badaró y Cruz 
Bottini (2012), y Barros (2012), estos últimos ya abordando los cambios que la Ley 12.683, 
de 9 de julio de 2012, ha introducido, fundamentalmente en la defi nición del objeto material del 
delito, en la Ley 9.613, de 3 de marzo de 1998.

En este punto, destacar como en España tenemos muy reciente la aprobación de la Ley 10/2010, 
de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la fi nanciación del terrorismo. Sobre 
la misma vid. Aliaga Méndez (2010).

41 Tiene pleno encage en materia de corrupción el concepto de «captura del Estado». Vid. 
Hellman, Jones y Kaufmann (2001).

42 Así sucede con la corrupción, casos en los que junto a los perjudicados directos se genera 
un daño colectivo, difuso, lo que deriva en importantes implicaciones de orden procesal —rol del 
Ministerio Público, ejercicio de acciones públicas, problemas de prueba, etc.—. Más ampliamente 
vid. Lamo de Espinosa (1993), Lascoumes (1999, 16), de Mello Jorge Silveira (2003, 176), 
y Shecaira (2012, 603 y ss.).

43 Podemos destacar tres hitos fundamentales:
a) La Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo, que atribuyó a la «Fiscalía de la Audiencia Nacio-

nal» competencias en los delitos de terrorismo, en un principio nacional pero en los últimos años 
internacional y en especial yihadista.
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orden penal44, excepción hecha de la Audiencia Nacional y sus relevantes compe-
tencias del art. 65 de la Ley Orgánica del Poder Judicial45.

5) Como ha señalado Roxin46, entre los retos de futuro de la ciencia jurídico-
penal está la de reforzar el estudio del Derecho supranacional, pero sin abando-
nar la reivindicación de los conceptos tradicionales, con la fi nalidad críticamente 
constructiva de proporcionar sólidas bases a los futuros ordenamientos penales de 
la Unión Europea y de las instituciones internacionales. Pero más que un consejo 
es una obligación para legisladores y académicos, por cuanto este Derecho Penal y 
Procesal penal supranacional que se va generando, al menos en el ámbito europeo, 
a través de las Decisiones Marco, está generando indirectamente un Tratado europeo47 
que deriva en que los ordenamientos jurídico-penales nacionales se tengan que 
adaptar imperativamente a él48.

b) La Ley 5/1988, de 24 de marzo, por la que se creó la «Fiscalía Especial para la Prevención y 
Represión del Tráfi co Ilegal de Drogas» —conocida comúnmente como Fiscalía Antidroga— para 
luchar contra el tráfi co de drogas y el blanqueo de capitales asociado al mismo, reforzada notable-
mente con la Instrucción 12/2005 de la Fiscalía General del Estado.

c) La Ley 10/1995, de 24 de abril, por la que se creó la «Fiscalía Especial para la Represión de 
los Delitos Económicos Relacionados con la Corrupción», rebautizada por la Instrucción 4/2006 
de la Fiscalía General del Estado como «Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Orga-
nizada», en donde se regulan también la actuación de los Fiscales especialistas en delincuencia 
organizada, al considerar que ésta ha invadido la actual economía globalizada, a la que limita su 
efi cacia y competitividad; corroe las instituciones del Estado democrático, que pone a su servicio 
en detrimento de los ciudadanos; y pervierte las instituciones fi nancieras al utilizar sus circuitos 
para disfrutar de sus inmensos benefi cios.

 En general vid. Rodríguez García y Orsi (2012).
44 No se puede olvidar, como señala Bacigalupo Zapater (2002, 190), que una cosa es la 

especialización de un órgano judicial, producto de una concentración de competencias en una 
determinada materia, y otra diferente la especialización técnica de los jueces que se desempeñan 
en tales órganos judiciales.

45 En los últimos tiempos está ganando adeptos la opción de crear a nivel provincial órganos 
jurisdiccionales en materia de crimen organizado. Esta propuesta, que viene siendo defendida 
desde hace algunos años por Asociaciones de Fiscales y de Jueces, ha sido concretada aún más por 
Magro Servet (2008), para quien la realidad criminológica española debiera llevar a dividir las 
competencias entre los Juzgados Centrales de Instrucción —que se ocuparían del «crimen orga-
nizado», con base justamente en la dimensión transnacional de las conductas que recoge— y unos 
«Juzgados específi cos ad hoc en las capitales de provincia» —que actuarían de forma limitada en 
asuntos de «delincuencia organizada»—. Sobre esta cuestión vid. Velasco Núñez (2012).

46 Roxin (2006).
47 Acale Sánchez (2010, 53).
48 Baste con revisar el Preámbulo y la Disposición Final Sexta de la Ley Orgánica 5/2010, de 

22 de junio, de reforma del Código Penal español, en donde se listan las normas del Derecho de 
la Unión Europea que se incorporan al ordenamiento español por medio de esta reforma.
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2. Específi cas

En el Preámbulo de la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción 
de 2003 se sintetiza una de las premisas básicas para diseñar instituciones y una 
política efectiva en aras a la prevención y represión de la corrupción: la corrupción 

ha dejado de ser un problema local para convertirse en un fenómeno transnacional que afecta 

a todas las sociedades y economías, lo que hace esencial la cooperación internacional para 

prevenirla y luchar contra ella.

Con esta afi rmación no se niega la existencia y perniciosidad de los casos de 
corrupción en el ámbito local y nacional, germen y caldo de cultivo de la gran 

corrupción, pero sí enfatiza que en un mundo con creciente movilidad, con uso —y 
abuso— de medios tecnológicos y con una progresiva eliminación de controles 
—no sólo físicos, como las barreras fronterizas— hay algunos retos que tienen 
que ser afrontados de forma global, entre ellos, la prevención —primero49— y la 
represión de la corrupción pública y privada. Así es sentido por todos —institu-
ciones, gobernantes, sociedad civil—, máxime en coyunturas económicas desfa-
vorables como la actual50.

49 Destacar como la Decisión 2009/902/JAI del Consejo de la Unión Europea, de 30 de no-
viembre de 2009, ha creado la «Red Europea de Prevención de la Delincuencia» (REPD), con el 
objetivo de contribuir a desarrollar los diferentes aspectos de la prevención de la delincuencia a 
escala de la Unión, teniendo en cuenta la estrategia de prevención de la delincuencia de la Unión 
Europea, apoyando además las actividades de prevención de la delincuencia en los niveles local 
y nacional. Esta actuación preventiva, según el art. 2, tiene que incluir todas aquellas medidas 
que persigan reducir o que contribuyan a reducir la delincuencia y el sentimiento de inseguridad 
de los ciudadanos, tanto cuantitativa como cualitativamente, bien mediante la disuasión direc-
ta de las actividades delictivas o mediante políticas y acciones orientadas a reducir el potencial 
de la delincuencia y sus causas; incluirá los trabajos realizados por el Gobierno, las autoridades 
competentes, las instituciones judiciales penales, las autoridades locales, y las asociaciones de 
especialistas que hayan establecido en Europa, el sector privado y las organizaciones benéfi cas, los 
investigadores y el público en general, con apoyo de los medios de comunicación.

50 A mayores, parece que además las expectativas futuras no son nada halagüeñas, como se 
refl eja en el Special Eurobarometer 325. Attitudes of europeans towards corruption full report, elaborado 
por la Comisión Europea y publicado en noviembre de 2009, en el que el 78% de los europeos 
creen que la corrupción es el mayor problema que hay en los países, es un problema que siempre 
ha existido y es inevitable (69%), si bien la mayoría de los encuestados no ha tenido una expe-
riencia directa en un caso de corrupción en el último año. Se responsabiliza de esta percepción 
a los estrechos vínculos entre la política y los negocios (42%); a los políticos, que no hacen lo 
sufi ciente por luchar contra la corrupción (34%); a los elevados niveles de impunidad (32%), 
tanto por no perseguir la mayor parte de los asuntos como por terminar muchos procesos penales 
con sanciones muy leves; a que el dinero público no es gestionado de forma transparente (32%); a 
que no se utiliza el mérito, la capacidad y la igualdad en el acceso y carrera en la Administración 
(24%); a que las normas a menudo no son aplicadas por las autoridades competentes (21%); a que 
una parte importante de la población considera a la corrupción como una parte más de la rutina 
diaria (21%); y a que las malas condiciones socioeconómicas conducen a la realización de prácticas 
corruptas.
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En los últimos quince años es cuando se ha producido un crecimiento exponen-
cial del tratamiento jurídico del elemento «transfronterizo» o «transnacional» de 
la corrupción, en paralelo con el de algunas otras formas delictivas como el narco-
tráfi co, el terrorismo, el blanqueo de capitales o la delincuencia organizada51. Y no 
sólo por los efectos económicos, políticos, sociales e institucionales que se derivan 
de su comisión, sino especialmente por el plus de difi cultad que añade a su inves-
tigación, enjuiciamiento y ejecución de eventuales resoluciones condenatorias.

Cuando se trata de conceptuar estos términos se alude al carácter o a las reper-
cusiones de dichas infracciones o a una necesidad particular de combatirlas según 
criterios comunes52; o más específi camente, se circunscribe a cuatro situaciones53:

a) cuando se comete en más de un Estado;
b) cuando se comete dentro de un solo Estado pero una parte sustancial de su 

preparación, planifi cación, dirección o control se realiza en otro Estado;
c) cuando se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación 

de un grupo delictivo organizado que realiza actividades delictivas en más de un 
Estado; o

d) cuando se comete en un solo Estado pero tiene efectos sustanciales en otro 
Estado.

En este contexto, la cooperación internacional no es una opción sino una necesi-

dad54. O dicho de otra forma, si algunas formas de delincuencia se han aprovechado 

51 Esta enumeración no es cerrada. De hecho, en la Unión Europea, a la hora de delimitar el 
ámbito aplicativo de muchas de las últimas iniciativas legales y de la necesidad de verifi car o no 
el control de la doble tipifi cación, recurre a un generoso listado de materias: pertenencia a organiza-
ción delictiva; terrorismo; trata de seres humanos; explotación sexual de menores y pornografía 
infantil; tráfi co ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; tráfi co ilícito de armas, muni-
ciones y explosivos; corrupción; fraude; blanqueo del producto del delito; falsifi cación de moneda, 
incluida la falsifi cación del euro; delitos informáticos; delitos contra el medio ambiente, incluido 
el tráfi co ilícito de especies animales protegidas y de especies y variedades vegetales protegidas; 
ayuda a la entrada y a la residencia en situación ilegal; homicidio, lesiones graves; tráfi co ilícito 
de órganos y tejidos humanos; secuestro, detención ilegal y toma de rehenes; racismo y xenofobia; 
atraco organizado o a mano armada; tráfi co ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades 
y las obras de arte; estafa; chantaje y extorsión; falsifi cación y piratería de productos; falsifi cación 
de documentos administrativos y tráfi co de documentos administrativos falsos; falsifi cación de 
medios del pago; tráfi co ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento; tráfi co 
ilícito de materiales radiactivos o sustancias nucleares; tráfi co de vehículos robados; violación; 
incendio provocado; delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional; secuestro 
de aeronaves y buques; sabotaje.

52 Cfr. el art. 83.1 TFUE (Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea).
53 Cfr. el art. 3 Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transna-

cional de 2001 (CNUDOT).
54 Así se ha vuelto a poner de manifi esto en Salvador de Bahía en abril de 2010 con ocasión 

de la celebración del 12.º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia 
Penal. En la conclusión número 8 literalmente se establece: «Consideramos que la cooperación 
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de las ventajas que presenta la globalización, de manera inmediata y enérgica hay 
que globalizar la respuesta institucional frente a las mismas55, debiendo cumplir 
un papel fundamental —que no único56— el sistema penal nacional, limitado en 
su actuación por el respeto a garantías básicas como la especialidad, la necesidad, 
la exclusividad y la proporcionalidad57, atento y leal con los avances que se produ-
cen a nivel supranacional e internacional en orden a reducir espacios favorecedores 
de la impunidad en el área de la corrupción y la delincuencia económica58.

internacional y la asistencia técnica pueden desempeñar un papel importante en lo que respecta al 
logro de resultados sostenibles y duraderos en materia de prevención de delitos y enjuiciamiento 
y castigo de sus autores, en particular mediante la creación, la modernización y el fortalecimiento 
de nuestros sistemas de justicia penal y la promoción del estado de derecho. Por consiguiente, 
deberían elaborarse programas específi cos de asistencia técnica para alcanzar estos objetivos, apli-
cables a todos los componentes del sistema de justicia penal, de una manera integrada y con una 
perspectiva a largo plazo, que permitan a los Estados que solicitan asistencia adquirir la capacidad 
de prevenir y reprimir los diversos tipos de delincuencia que afecten a sus sociedades, incluida la 
delincuencia organizada».

55 Vid. Rodríguez García (2002, 37 y ss.), Marchal Escalona (2006, 209 y ss.), Ver-
vaele (2010a, 293 y ss.), Borja Jiménez (2010) y Faria Costa (2010).

56 Esto hay que recordarlo de manera permanente en los días que vivimos para frenar las ansias 
expansionistas de aquéllos para quienes el Derecho Penal se ha convertido en la unica ratio para 
hacer frente a estas conductas delictivas, lo que ha traido entre otras consecuencias la fl exibili-
zación de las reglas de imputación, la ampliación de los espacios de riesgos jurídico-penalmente 
relevantes y la relativización de los principios político-criminales de garantía. Sobre esta cuestión 
vid. Prittwitz (2000, 427 y ss.), Palazzo (2001, 433 y ss.) y Schünemann (2007).

57 Gama de Magalhães Gomes (2003).
58 Muy gráfi co a este respecto resulta el mapa que anualmente elabora Transparencia In-

ternacional, en el que refl eja los resultados del «Índice de Percepción de la Corrupción», hecho 
para medir los niveles percibidos de corrupción del sector público en un país determinado en un 
rango entre 0 —percepción de altos niveles de corrupción— y 10 —percepción de bajos niveles 
de corrupción—. Así por ejemplo, en el de 2010 se evidencia como en plena crisis económica 
ninguna región del mundo está a salvo de las prácticas corruptas y de sus efectos: de los 178 países 
evaluados 130 países obtienen una puntuación inferior a 5, y 73 inferior a 3; y si nos referimos a 
los 28 de América, sólo 8 obtuvieron una puntuación superior a 5, encabezados por Canadá —y 
en el ámbito latinoamericano Chile, Uruguay y Costa Rica—. Brasil ocupa el lugar 69 —y el 9 en 
América—, con una puntuación de 3’7, lo que permite constatar, de un lado, que los problemas 
siguen estando en la pobreza, la debilidad institucional, las defi cientes prácticas de gobernabi-
lidad y la excesiva injerencia de los intereses privados en la gestión de lo público, y de otro, que 
algunas soluciones mágicas a implementar siguen siendo el tener un poder judicial efi ciente y unos 
organismos preventivos y represivos independientes y con recursos adecuados. De manera comple-
mentaria, en el «Barómetro Global de la Corrupción» de 2010 de Transparencia Internacional, la 
encuesta multipaís con mayor cobertura sobre las experiencias y opiniones de corrupción del pú-
blico en general y sobre sus perspectivas sobre dichas experiencias, con relación a Brasil se indica 
que el 64% de los ciudadanos creen que los niveles de corrupción han aumentado mucho, y que 
las instituciones más afectadas por la corrupción, ordenadas de mayor a menor, son los partidos 
políticos, los parlamentarios, la policía, los miembros del Poder Judicial, los servidores públicos, 
los periodistas, las ONGs, los organismos religiosos, los integrantes del sistema educativo y los 
militares.
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Siendo esto cierto, la práctica nos dice que no sólo la protección del orden públi-

co59 sino en especial la idea tradicional del concepto de soberanía60 —conforme a la 
cual el ejercicio de la función jurisdiccional por parte de las autoridades judiciales 
de un Estado se encuentra circunscrito al interior de las fronteras estatales— si-
guen pesando mucho en la actividad policial y judicial; no en vano, es el freno 
fundamental con que se encuentra la transposición y aplicación nacional del espí-
ritu y de la forma de las políticas e instrumentos jurídicos aprobados en el exte-
rior, incluso en ámbitos territoriales últimamente integrados61. No es de extrañar 
entonces que el Derecho Internacional proteja de un modo incontrovertible la 
soberanía de los Estados en los ámbitos sustantivo y procesal con base en los prin-
cipios de igualdad soberana e integridad territorial, vedando la intervención en 
los asuntos internos de otros Estados62, habiendo tenido que pensar incluso cómo 
prevenir —y no tanto resolver— eventuales confl ictos de jurisdicción63.

Aún más. El desarrollo de las estrategias anticorrupción está fuertemente con-
dicionada por la voluntad política de cada uno de los Estados, y desde las expe-
riencias habidas en los dos decenios pasados se pone de relieve una hipocresía —o 
si se quiere doble moral— por parte de los países más ricos, poderosos e infl uyentes, 
evidenciada por algunos hechos como los siguientes:

a) la percepción de los niveles de corrupción es mejor cuando las empresas 
actúan en sus países de origen que cuando lo hacen fuera, lo que signifi ca que 
muchos de Estados son exportadores de corrupción64 de manera tal que los pagos 

59 Vid. Nieto Martín (2010).
60 Vid. por todos Madrazo Rivas (2010).
61 Con relación a la situación en MERCOSUR vid. Neves (2009), Anselmo (2010) y Ver-

vaele (2010b, 305 y ss.).
62 Vid. por ejemplo el artículo V Convención Interamericana contra la Corrupción de 1996 

(CIC), los artículos 4, 19, 20.2 y 21.b) CNUDOT, los artículos 4, 9.3, 30.1, 31, 46.21.b), 49 y 
50.2 Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUC), o los artículos 2, 3, 4 y 13 
Convención de la Unión Africana para prevenir y combatir la corrupción de febrero de 2003 (CUAPCC).

63 Vid. la Decisión Marco 2009/948/JAI del Consejo de la Unión Europea de 30 de noviembre 
de 2009 sobre la prevención y resolución de confl ictos de ejercicio de jurisdicción en los proce-
sos penales. En general sobre este tema vid. Ollé Sesé (2008), Eser (2009), González Cano 
(2010) y Rodríguez García (2012).

64 El Índice de Fuentes de Soborno de Transparencia Internacional, que mide la propensión de las 
empresas a sobornar en el extranjero, en su estudio de 2008 analiza a los 22 países más infl uyentes 
del mundo en función de sus exportaciones a nivel regional e internacional, de los cuales 14 son 
miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), pudiéndo-
se extraer dos conclusiones:

a) En general, las empresas siguen recurriendo al soborno para hacer negocios en el extranjero, 
lo que está especialmente acentuado en países con economías emergentes como Rusia, China, Mé-
xico e India. Por ello se reclama a la comunidad empresarial que se tome más en serio el compro-
miso de luchar contra la corrupción, preocupándose especialmente de garantizar su cumplimiento 
dentro de sus fi liales en el extranjero, para lo cual es esencial que las multinacionales incorporen, 
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indebidos se han convertido en algo habitual en las transacciones comerciales 
internacionales65;

b) el no poner coto —e incluso fomentar— a las interferencias que en el fun-
cionamiento del Poder Judicial en los casos de corrupción propicia el Poder Eje-
cutivo —cuna de los confl ictos de intereses66—, lo que determina una pérdida de 
efi ciencia de las acciones penales no sólo nacionales sino especialmente interna-
cionales, amparándose en la mayoría de supuestos en la negación radical de la 
existencia de un sistema de valores jurídicos común y de un catálogo y contenido 
mínimo de derechos fundamentales67;

c) el tolerar, amparar o disponer de paraísos fi scales en sus áreas de infl uencia68;

d) la práctica de algunos países de permitir deducciones fi scales corporativas 
por sobornos en el extranjero, generando una competencia fi scal nociva69 cuyos efectos 

implementen y verifi quen el cumplimiento de los códigos para combatir la corrupción en todas 
sus ofi cinas y fi liales en el mundo, además de impartir la formación adecuada sobre esta cuestión.

b) Si nos circunscribimos a América Latina y consideramos sólo los países que más exportan a la 
región, las empresas de China y España son las más proclives a sobornar. Al menos en el caso espa-
ñol no debe extrañar este resultado por cuanto en el Barómetro CIS 2006 sobre Cooperación y Améri-

ca Latina, elaborado por el Centro de Investigaciones Sociológicas español, cuando preguntaba a los 
encuestados cuál es el principal problema de los países de América Latina, más de un tercio opinaba 
que la corrupción de los gobernantes (33’7%), siendo seguido por la situación económica (26’5%), 
la falta de democracia (14’1%), las desigualdades sociales (12’6%) y la infl uencia de Estados Uni-
dos (5’6%). Y hace pocas semanas, en el Barómetro 2010 de la Fundación Carolina sobre América 

Latina y la cooperación al desarrollo en la opinión pública española se destaca como cuando se pregunta 
por el principal objetivo de la política exterior española en Latinoamérica después de luchar contra 
la pobreza y las desigualdades se coloca el apoyar las inversiones de las empresas españolas.

65 Vid. OCDE (2000), de Jesús (2003), Fabián Caparrós (2003), Casin (2008), Raphael 
(2010) y Rodríguez García (2010).

66 Vid. por todos García Mexía (2001).
67 En este contexto es donde los órganos judicialea tienen una relevante función que cumplir, 

tal y como analiza Cassese (2010).
68 A petición de los países integrantes del G-20, a mitad de 2009 la OCDE actualizó sus contro-

vertidos listados y por primera vez desde que se comenzaron a elaborar, la lista negra está vacía ya que 
los últimos países que fi guraban en ella se han comprometido a intercambiar información fi nanciera de 
conformidad con las exigencias de la OCDE, siendo entonces incluidos en la lista gris. Ésta actualmen-
te, según el informe de 27 de enero de 2011, recoge 9 países y jurisdicciones que si bien no han dejado 
de ser paraísos fi scales están en vías de hacerlo —algunos desde hace muchos años—, tal y como sucede 
con Panamá, Costa Rica, Guatemala o Uruguay. En la lista blanca están los 80 países con fi scalidad 
baja o inexistente, o con secreto bancario, pero que cumplen con todos los requisitos de transparencia 
bancaria exigidos por la OCDE. Si se comparan estos datos con los de años anteriores se puede consta-
tar la movilidad en el camino del bien de muchos de los países, básicamente por haber suscrito acuerdos 
internacionales de intercambio de información y convenios para evitar la doble imposición con claúsula 
de intercambio de información. En general sobre este tema vid. Rassat y Lamorlette (1997), Levi 
(2000, 233 y ss.), Vv.Aa. (2001a), Matteucci y Pedone (2003), Masciandaro (2006), Schomber-
ger Tibocha y López Murcia (2007), Hernández Vigueras (2008) y Poirier Braz (2010).

69 Vid. Vv.Aa. (2000b).
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se notan más en los países en desarrollo por cuando las repercusiones de estas 
conductas en su interior se traducen en una reducción del gasto social del Estado, 
lo que inmediatamente deriva en un incremento de las desigualdades sociales en 
manifi esto perjuicio de los más desfavorecidos70;

e) el tiempo y la forma de hacer frente a sus compromisos internacionales en 
la prevención y lucha contra la corrupción, convirtiéndose en gorrones del sistema71 
que se suben al carro de las reformas pero que luego no cumplen sus postulados72, 
alcanzando con ello una posición ventajosa frente a los demás países.

La dimensión transfronteriza de los confl ictos tiene implicaciones jurisdiccio-
nales de la máxima relevancia, abarcando todos y cada uno de los efectos derivados 
de la garantía de la tutela judicial efectiva sin indefensión: afecta al acceso a la 
justicia, a la jurisdicción y competencia, al mismo desarrollo del procedimiento 
—entrega y traslado de sujetos procesales, notifi cación y traslado de documentos 
procesales y resoluciones judiciales, obtención y práctica de pruebas, medidas 
cautelares, ejecución de sentencias fi rmes, traslado de personas condenadas— y 
a la ejecución de las resoluciones. Por ello, en materia penal el auxilio judicial 
internacional ha estado referido tradicionalmente a la extradición73, y más recien-

70 Vid. Forti (2002, 48 y ss.), Johnston (2009), Berdugo Gómez de la Torre y Fabián 
Caparrós (2009, 15 y ss.). En este sentido, por ejemplo, la Convención de la Unión Africana para 

prevenir y combatir la corrupción, entre sus objetivos para luchar contra la corrupción se plantea crear 
asociaciones entre los gobiernos y todos los sectores de la sociedad civil, en particular, las mujeres, 
los jóvenes, los medios de comunicación y el sector privado; y Plan Andino de lucha contra la corrup-

ción de junio de 2007, está elaborado sobre la base de la corresponsabilidad de todos los actores 
sociales, políticos y económicos.

71 Villoria Mendieta y López Pagán (2009).
72 Por ello cada vez es más relevante, y a ello se dedican esfuerzos importantes por los organis-

mos internacionales en los tratados y acuerdos internacionales que se alcanzan, el establecimiento 
de mecanismos de seguimiento de la implementación de estos textos. Más por su novedad que por 
su efectividad hay que destacar el MESICIC —Mecanismo de Seguimiento de la Implementación 
de la Convención Intermaericana contra la Corrupción—. Con relación al mismo, desatacar que 
el 9 y 10 de diciembre de 2010, bajo los auspicios de la Contraloría General de la Unión, se ha 
celebrado en Brasilia la Tercera Reunión de la Conferencia de los Estados Parte en el MESICIC, 
teniendo como objetivo básico para Brasil como país organizador la presentación de un balance de 
las acciones implementadas por el Gobierno del Presidente Lula da Silva en la prevención y lucha 
contra la corrupción, así como sobre las iniciativas que darán continuidad al trabajo desarrollado, 
tales como el Registro Nacional de Empresas Comprometidas con la Ética e Integridad, nuevas 
herramientas del Portal de Transparencia y un proyecto a desarrollarse por la Contraloría y el Ins-
tituto Maurício de Souza para la promoción de la ética y la ciudadanía entre los jóvenes.

73 Los antecedentes de los textos vigentes sobre auxilio judicial internacional penal han veni-
do marcados por los acuerdos y convenios sobre extradición. Destacar en Iberoamérica, el «Acuer-
do de Extradición» suscrito por Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela de 18 de julio de 
1911; la «Convención de Extradición Centroamericana» de 7 de febrero de 1923; el «Convenio 
sobre extradición de Montevideo» de 26 de diciembre de 1933; la «Convención Interamericana 
sobre Extradición», de 25 de febrero de 1981, que hasta la fecha no ha sido ratifi cada por Brasil; 
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temente al traslado de personas condenadas74 y ejecución de sentencias extranjeras 
y a la asistencia judicial mutua entre Estados.

Los resultados obtenidos en la cooperación internacional penal han sido 
claramente insatisfactorios. Siguen siendo problemas a superar las asimetrías 
entre los ordenamientos jurídicos, incluso en espacio geográfi cos con altos 
niveles de integración política y económica como la Unión Europea, en el que 
conviven veintisiete ordenamientos jurídicos poco homogeneos75 y en donde 

y el «Acuerdo sobre Extradición entre los Estados parte de MERCOSUR», suscrito el 10 de di-
ciembre de 1998. Y por lo que afecta a Brasil, la «Convención de Extradición entre los Estados 
Miembros de la Comunidad de los Países de Lengua Portuguesa» de 23 de noviembre de 2005.

b) En Europa, el «Convenio del Consejo de Europa sobre Extradición» de 13 de diciembre de 
1957; el «Convenio relativo al procedimiento simplifi cado de extradición entre los Estados miem-
bros de la Unión Europea» de 10 de marzo de 1995; el «Convenio relativo a la extradición entre 
los Estados miembros de la Unión Europea» de 27 de septiembre de 1996; la «Decisión Marco 
del Consejo de la Unión Europea relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos 
de entrega entre Estados miembros» de 13 de junio de 2002.

c) En Brasil, los convenios y acuerdos de extradición fi mados con Argentina, fi rmado el 15 de 
noviembre de 1961; Australia, fi rmado el 22 de agosto de 1994; Bélgica, fi rmado el 6 de mayo 
de 1953; Bolivia, fi rmado el 25 de febrero de 1938; Chile, fi rmado el 8 de noviembre de 1935; 
Colombia, fi rmado el 28 de diciembre de 1938; Ecuador, fi rmado el 4 de marzo de 1937; Corea del 
Sur, fi rmado el 1 de septiembre de 1995; España, fi rmado el 2 de febrero de 1988; Estados Unidos, 
fi rmado el 13 de enero de 1961; Italia, fi rmado el 17 de octubre de 1989; México, fi rmado el 28 
de diciembre de 1933; Paraguay, fi rmado el 24 de febrero de 1922; Perú; Portugal, fi rmado el 7 de 
mayo de 1991; Reino Unido, fi rmado el 18 de julio de 1995; Suiza, fi rmado el 23 de julio de 1932; 
Uruguay, fi rmado el 27 de diciembre de 1916; y Venezuela, fi rmado el 7 de diciembre de 1938.

Poner de relieve que a partir de la XXIX Reunión de Ministros de Justicia del MERCOSUR 
y Estados asociados celebrada en Buenos Aires el 13 de junio de 2008 se ha comenzado a trabajar 
en la posible viabilidad jurídica de un «Mandato MERCOSUR de Captura (MMC)», tomando 
en consideración las experiencias habidas en la Unión Europea con la eurooden y en la región 
iberoamericana con el «Tratado Centroamericano sobre la Orden de Detención y Extradición 
Simplifi cada» en el marco del Sistema de Integración Centroamericana (SICA) y el «Tratado sobre 
la Orden de Arresto» de la Comunidad del Caribe (CARICOM). Su conveniencia ha vuelto a ser 
destacada en la Octava Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros, Procuradores o Fiscales 
Generales de las Américas (REMJA-VIII) celebrada del 24 al 26 de febrero de 2010 en Brasilia.

74 Vid. por ejemplo la «Convención de Traslado de Personas Condenadas entre los Estados 
Miembros de la Comunidad de los Países de Lengua Portuguesa» de 23 de noviembre de 2005.

75 Como se señala en la «Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas al Parlamen-
to Europeo y al Consejo sobre Un espacio de libertad, seguridad y justicia al servicio de los ciudadanos» 
de 16 de junio de 2009, la Europa de la justicia debe construirse sobre el respeto a la diversidad de los 
sistemas nacionales, si bien esta diversidad no debe ser fuente de incomprensión mutua.

Destacar como con la fi nalidad de incrementar el acceso a la información que obra en poder de 
los Ministerios de Justicia de los Estados miembros de la Unión Europea sobre la legislación vigente, 
los sistemas judiciales y jurídicos y los grandes proyectos de reforma en materia de justicia, el 9 de 
junio de 2009 se puso en marcha en París la «Red de Cooperación Legislativa entre los Ministerios 
de Justicia de los Estados Miembros de la Unión Europea», cuyo trabajo en particular se concreta en:

a) facilitar a los miembros de la Red, a petición suya, una información legislativa y jurispru-
dencial coherente y actualizada sobre temas específi cos;
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se sigue buscando un modelo de Derecho Penal y procesal penal europeo76; la 
complejidad de los asuntos; los insufi cientes medios humanos y técnicos 
puestos al servicio de la cooperación; el limitado conocimiento de lenguas, lo 
que restringe en la práctica la virtualidad del principio básico de comunicación 
directa entre autoridades; el mantenimiento de prácticas obsoletas y de muchas 
formalidades, que actúan en detrimento de la efi cacia de las solicitudes de apoyo y 
en benefi cio de la impunidad; o el reducido número de especialistas en asistencia 
judicial internacional, lo que al menos en los países más desarrollados intenta 
ser corregido con la provisión de plazas de jueces, fi scales y policías especialistas, 
y con el diseño de programas de formación y reciclaje en la materia. Tampoco 
ayuda mucho la normativa sobre la materia, tanto por los mencionados problemas 
derivados del tiempo que tardan en ratifi carse las normas internacionales y los 
distintos niveles de compromiso y lealtad en los procesos de transposición, como 
por la acumulación de normas que tienen que aplicarse al mismo caso, lo cual es 
analizable desde dos puntos de vista:

a) Desde una óptica material, las previsiones sobre la cooperación internacio-
nal se contienen en normas generales —códigos procesales y códigos orgánicos 
nacionales, y convenios y acuerdos internacionales de mayor o menor ámbito te-
rritorial— como en normas específi cas, las cuales realizan un tratamiento genérico 
de la materia —cooperación, asistencia y auxilio internacional penal— o monográ-

fi co —asistencia mutua y extradición básicamente, pero cada vez más traslado de 
detenidos y presos77, ejecución de exhortos o cumplimiento de condenas penales 
en el extranjero—, ya referido abiertamente a cuestiones penales en general o cir-
cunscrito a algunos ámbitos delictivos —trata de personas, en especial mujeres y 
menores de edad; tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; 
tráfi co ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas; terrorismo y su fi nan-
ciación; lavado de activos, recuperación de bienes, productos y efectos del delito; 
crimen organizado…—.

b) mejorar el acceso a los resultados de los estudios de Derecho comparado efectuados por los 
Ministerios de Justicia de cada Estado.

c) tener conocimiento de los grandes proyectos de reforma en materia de justicia, respetando 
la obligación de confi dencialidad que tienen los organismos respectivos de los Estados.

76 Sobre esta cuestión vid. por todos Sieber (2010, 168 y ss.).
77 En esta materia España y Brasil tienen fi rmado un Convenio desde el 7 de noviembre de 1996.
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b) Desde una óptica espacial, conviven en materia de asistencia jurídica nor-
mas de Derecho interno78, convenios bilaterales79 y convenios multilaterales80.

Veamos las previsiones básicas sobre asistencia judicial mutua contenidas en 
los textos fundamentales aplicables en los ámbitos mundial, iberoamericano y 
europeo, lo que permitirá extraer principios de actuación y disposiciones básicas 

78 Con relación a Brasil, y al igual que sucede en otros países, la legislación interna en esta 
materia está fragmentada, encontrando disposiciones en:

a) textos generales: Constitución Federal y Código de Proceso Penal;
b) textos específi cos: Lei núm. 6815 de 19 de agosto de 1980, cuyo Título IX está dedicado a 

regular la extradición;
c) Resolución 9/2005 del Superior Tribunal de Justiça (vid. Madruga (2006) y Vv.Aa. 

(2010a).
Destacar que se encuentra en plena tramitación parlamentaria el Proyecto de Ley 6578/2009 

sobre la represión del crimen organizado y utlización en su persecución de técnicas especiales de 
investigación, así como el Proyecto de Ley 3443/2008, de reforma de la Ley 9613/1998, sobre la-
vado de capitales. La relevancia de ambas para el futuro de la política criminal brasileña en materia 
de prevención y represión de la corrupción, el lavado de capitales y el crimen organizado ha sido 
destacado en la Carta de Florianópolis elaborada por ENCCLA (Estratégia Nacional de Combate 
à Corrupção e à Lavagem de Dinheiro) el 26 de noviembre de 2010.

79 Brasil tiene vigentes instrumentos bilaterales en esta materia con Argentina: «Convenio 
de asistencia judicial gratuita» de 11 de julio de 1968; Canadá: «Tratado de Asistencia Mutua en 
Materia Penal» de 22 de enero de 2009; China: «Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Mate-
ria Penal» de 3 de diciembre de 2007; Colombia: «Acuerdo de Cooperación Jurídica y Asistencia 
Mutua en Materia Penal» de 23 de agosto de 2001; Corea: «Tratado sobre Asistencia Jurídica 
Mutua en Materia Penal» de 13 de marzo de 2006; Cuba: «Acuerdo de Cooperación Judicial en 
Materia Penal» de 21 de mayo de 2008; España: «Acuerdo de Cooperación y Auxilio Jurídico 
Mutuo en Materia Penal» de 8 de diciembre de 2008; Estados Unidos de América: «Acuerdo 
de Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal» de 2 de mayo de 2001; Francia: «Acuerdo de 
Cooperación Jurídica en Materia Penal» de 30 de diciembre de 1999; Honduras: «Tratado sobre 
Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal» de 7 de agosto de 2007; Italia: «Tratado sobre 
Cooperación Jurídica en Materia Penal» de 9 de julio de 1993; Perú: «Acuerdo de Asistencia 
Jurídica Mutua en Materia Penal» de 29 de octubre de 2001; Portugal: «Tratado de Auxilio 
Mutuo en Materia Penal» de 30 de noviembre de 1994; Suiza: «Tratado de Cooperación Jurídica 
en Materia Penal» de 7 de octubre de 2009; Suriname: «Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en 
Materia Penal» de 29 de abril de 2009; y Ucrania: «Acuerdo de Asistencia Judicial en Materia 
Penal» de 12 de diciembre de 2006.

80 Brasil es parte de la «Convención interamericana contra la corrupción» de 17 de enero de 
1996; del «Protocolo de asistencia jurídica mutua en asuntos penales del MERCOSUR» de 25 de 
junio de 1996, vigente con Argentina, Paraguay y Uruguay; del «Acuerdo de asistencia jurídica 
mutua en asuntos penales entre los Estados partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la 
República de Chile» de 18 de febrero de 2002; de la «Convención de Naciones Unidas contra el 
tráfi co ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas» de 20 diciembre de 1998; de la «Con-
vención de Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional» de 15 de noviem-
bre de 2000; y de la «Convención de Naciones Unidas contra la corrupción» de 31 de octubre 
de 2003, todos ellos con un contenido claro y cada vez más extenso y detallado sobre asistencia 
jurídica. Y además, de la «Convención de Auxilio Judicial en Materia Penal entre los Estados 
Miembros de la Comunidad de los Países de Lengua Portuguesa» de 23 de noviembre de 2005.
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relativas a modalidades específi cas de asistencia, y cuyas directrices han sido 
tomadas en muchos de los convenios bilaterales y multilaterales suscritos en los 
últimos años.

II. La asistencia judicial mutua a nivel mundial: disposiciones contenidas 
en la convención de Naciones Unidas contra la corrupción

1. Introducción

Uno de los pilares en los que se asienta la ansiada efi cacia de la «Convención 
de Naciones Unidas contra la corrupción»81, siguiendo las directrices adelanta-
das por textos precedentes82, es la cooperación internacional. Así, en el art. 1.b) 
CNUC se establece que promover, facilitar y apoyar la cooperación internacional 
y la asistencia técnica en la prevención y la lucha contra la corrupción, incluida 

81 La Convención fue aprobada el 12 de diciembre de 2003 en Mérida (México), fue ratifi cada 
por Brasil el 15 de junio de 2005, y entró en vigor el 14 de diciembre de 2005. En la actualidad 
cuenta con 148 Estados Parte, habiendo sido Liechtenstein el último en serlo el 8 de julio de 
2010.

82 Básicamente en dos:
a) La «Convención de Naciones Unidas contra el tráfi co ilícito de estupefacientes y sustancias 

psicotrópicas» (CNUN), aprobada en Viena (Austria) el 19 de diciembre de 1988, que entró en 
vigor el 11 de noviembre de 1990 y fue ratifi cada por Brasil el 17 de julio de 1991, teniendo 185 
Estados parte, estableció las bases para el desarrollo y puesta en práctica de muchos mecanismos 
de cooperación y colaboración internacional, no pensados en exclusiva al narcotráfi co sino exten-
dibles a otros asuntos penales graves que tengan dimensión transnacional. En su articulado se 
regula la extradición (art. 6), la asistencia judicial recíproca (art. 7), la remisión de las actuaciones 
penales (art. 8), otras formas de cooperación y capacitación (art. 9), la cooperación internacional y 
a la asistencia de los Estados en tránsito (art. 10), y la entrega vigilada (art. 11).

b) En la «Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional», aprobada en Paler-
mo (Italia) el 15 de noviembre de 2000, que entró en vigor el 29 de septiembre de 2003 y fue rati-
fi cada por Brasil el 29 de enero de 2004, teniendo 158 Estados parte, no sólo ya por su rótulo sino 
en el propio Preámbulo se pone de manifi esto la profunda preocupación por las adversas repercu-
siones económicas y sociales derivadas de las actividades de la delincuencia organizada, estando 
convencidos de la necesidad urgente de fortalecer la cooperación para prevenir y combatir más 
efi cazmente esas actividades en los planos nacional, regional e internacional, y así impedir que 
las personas involucradas en estas actividades encuentren refugios en algunos Estados y en la de-
bilidad de sus normativa administrativa, penal o de cooperación internacional. Las disposiciones 
relativas a la cooperación internacional más relevantes están referidas a la cooperación para fi nes de 
decomiso (art. 13), a la extradición y el traslado de personas condenadas a cumplir una pena (arts. 
16 y 17); a la asistencia judicial recíproca, la realización de investigaciones conjuntas y la práctica 
de técnicas especiales de investigación (arts. 18 a 20). Con relación a Brasil vid. Araujo da Silva 
(2009), Batlouni Mendroni (2009), Carneiro Gomes (2009) y Baltazar Junior (2010).

De forma mucho más desordenada y abierta se encuentran previsiones en la «Convención para 
la represión de la fi nanciación del terrorismo», aprobada en Nueva York (EE.UU.) el 10 de enero 
de 2000 y en la «Convención para la represión de los actos de terrorismo nuclear», aprobada en 
Nueva York (EE.UU.) el 14 de septiembre de 2005.
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la recuperación de activos83, es una de las fi nalidades de la Convención junto a la 
promoción y fortalecimiento de medidas para prevenir y combatir más efi caz y 
efi cientemente la corrupción, y la promoción de la integridad, la obligación de 
rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los bienes públicos.

Desde un plano estrictamente procesal esta Convención es muy rica puesto 
que además de incidir en que la clave para el enjuiciamiento de estas conductas 
está en la independencia e integridad del Poder Judicial84 y del Ministerio Pú-
blico, recoge, por una parte, gran cantidad de medidas y derechos y garantías, 
quizá no con el orden y claridad que debiera —derechos de defensa y a la presun-
ción de inocencia, establecimiento de inmunidades y privilegios procesales que 
no restrinjan el enjuiciamiento, medidas cautelares personales y reales (embargo, 
incautación, decomiso), mecanismos de protección de testigos, peritos, víctimas 
y denunciantes, y colaboración con la Administración de Justicia de partícipes, 
terceras personas, órganos y funcionarios públicos y órganos y personas del sector 
privado—, y por otra un minicódigo de cooperación internacional en los artículos 
43 a 50, que en materia de decomiso y recuperación de activos tiene que ser com-
pletado por lo previsto en los arts. 54, 55, 59.

El contenido de este Capítulo IV de la Convención lo componen las siguientes 
materias:

a) Disposiciones generales (art. 43): la primera cuestión que se aborda es la 
naturaleza y el ámbito de aplicación de la cooperación jurídica internacional, 
de forma tal que cuando se trate de asuntos penales la cooperación será una 
obligación, debiendo lo Estados parte de la Convención implementar y desarrollar 
los instrumentos y procedimientos señalados en los artículos posteriores —
extradición, remisión de actuaciones penales y cumplimiento de la ley, traslado 
de personas condenadas, investigaciones conjuntas y técnicas especiales de 
investigación—; por el contrario, será una posibilidad el que los Estados se presten 
asistencia en las investigaciones y procedimientos correspondientes a cuestiones 

83 En Brasil, el Ministério da Justiça, en el ámbito de la Secretaria Nacional da Justiça, ha 
creado un Departamento de Recuperación de Activos y de Cooperación Jurídica Internacional. 
Vid. http://portal.mj.gov.br/drci.

84 En esta idea ha insistido el Presidente del Consejo General del Poder Judicial español en 
el discurso de apertura del año judicial pronunciado el 18 de septiembre de 2006, al señalar que 
«la lucha contra la corrupción, grave enfermedad donde las haya y en especial cuando alcanza el 
mismo sistema inmunológico del Estado, es decir, cuando se fi nalmente se instala y destruye los 
tejidos de la Justicia, es otra la de las razones, a veces declaradas, de existir de los Códigos de Éti-
ca Judicial» —Hernando Santiago (2006, XVII)—. Sobre estas cuestiones vid. Rodríguez-
Arana Muñoz (1993), Villoria Mendieta (2000), García Mexía (2001, 131 y ss.), Andrés 
Ibáñez (2005, 26 y ss.), Nieto de Alba (2006, 13 y ss.), Albers (2008, 163 y ss.), Bautista 
(2009) y Bittar (2010).
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civiles y administrativas relacionadas con la corrupción. La intelección de esta 
última previsión, novedosa, tiene que ser completada con las posibles medidas 
para la recuperación directa de bienes establecida en el art. 53 CNUC85.

En el apartado segundo, ante la relevancia que tiene en cooperación internacio-
nal el requisito de la doble incriminación, determinante del carácter obligatorio o 
potestativo86 de una solicitud de auxilio judicial, se fi ja cuándo se tiene por cum-
plido: si la conducta constitutiva del delito respecto del cual se solicita asistencia 
es delito con arreglo a la legislación de ambos Estados Parte, independientemente 
de si las leyes del Estado Parte requerido incluyen el delito en la misma categoría 
o lo denominan con la misma terminología que el Estado Parte requirente.

b) Extradición (art. 44): es regulada de forma detallada en dieciocho números 
en los que se trata de ordenar los temas clave en el funcionamiento de esta insti-
tución, como el ámbito material de aplicación o el juego que tiene la exigencia 
de la doble incriminación. Como en otras partes de la Convención, se fi jan unos 
mínimos obligatorios que obligan a los Estados parte a revisar sus ordenamientos 
en esta materia y a planifi car las relaciones futuras, mínimos que las partes son 
libres de ampliar, bilateral o multilateralmente, de manera formal o fácticamente.

Se prevén también, en algunos casos de manera casi nominal, otros temas cla-
ves tales como:

– la extradición de nacionales;

– la no consideración de los delitos de corrupción previstos en la Convención 
como políticos a efectos de una eventual negativa de extradición;

– la prohibición de la denegación de extradición por el hecho de que el delito 
entrañe cuestiones tributarias;

85 Según este artículo, cada Estado parte, conforme a su Derecho interno, está obligado a adoptar:
a) medidas que sean necesarias a fi n de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus tri-

bunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos 
mediante la comisión de un delito tipifi cado con arreglo a la Convención;

b) medidas que sean necesarias a fi n de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que 
hayan cometido delitos tipifi cados con arreglo a la Convención que indemnicen o resarzan por 
daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos; y

c) medidas que sean necesarias a fi n de facultar a sus tribunales o a sus autoridades competen-
tes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho 
de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito 
tipifi cado con arreglo a la Convención.

86 Desde esta óptica, los Estados son libres de autorizar la extradición si su Derecho interno lo 
permite en casos en que delitos previstos en la Convención no sean punibles (art. 44.2 CNUC), y 
también de atender una solicitud de asistencia en situaciones similares (art. 46.9 CNUC). En última 
instancia, el referente a considerar para ser generosos o restrictivos en el uso de este requisito lo cons-
tituyen los objetivos primarios de la Convención establecidos en el art. 1 CNUC —que ya hemos 
señalado— en especial la prevención y lucha contra la corrupción, y la recuperación de activos.
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– la ausencia de la obligación de extraditar cuando existan motivos justifi ca-
dos para presumir que el fugitivo será objeto de discriminación;

– la posibilidad a que los Estados celebren acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales sobre el traslado a 0su territorio de personas condenadas a cumplir 
una pena, e incluso de remisión de las actuaciones penales, en especial en los casos 
en los que intervengan varias jurisdicciones;

– la agilización de los procedimientos de extradición y la simplifi cación de los 
requisitos probatorios correspondientes a los delitos objeto de la investigación; y

– la garantía de un trato justo a toda persona contra la que se haya iniciado 
una instrucción en relación con cualquiera de los delitos de corrupción, incluido 
el goce de todos los derechos y garantías previstos por el Derecho interno del Es-
tado Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona.

c) La asistencia judicial recíproca (art. 46), a la que nos referiremos en el si-
guiente apartado.

d) Otras formas —obligatorias y no obligatorias— de cooperación interna-
cional (arts. 45 y 47 a 50 CNUC), ya sea de forma estable a través de acuerdos 
o arreglos bilaterales o multilaterales, ya sea de manera puntual para cada caso 
particular:

– el traslado de personas a cumplir una pena;

– la remisión de las actuaciones penales, cuando se estime que esa remisión 
redundará en benefi cio de la debida administración de justicia, en particular en 
casos en que intervengan varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actua-
ciones del proceso;

– la cooperación en materia de cumplimiento de la ley87, y en especial, cuando 
los delitos se comentan con utilización de la tecnología moderna;

87 En concreto, a los Estados Parte se les obliga a adoptar medidas efi caces para:
a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios com-

petentes y, de ser necesario, establecerlos, a fi n de facilitar el intercambio seguro y rápido de 
información sobre todos los aspectos de los delitos comprendidos en la Convención, así como, si 
los Estados Parte interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades 
delictivas.

b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con respecto a delitos 
comprendidos en la presente Convención acerca de la identidad, el paradero y las actividades de 
personas presuntamente implicadas en tales delitos o la ubicación de otras personas interesadas; el 
movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión de esos delitos; el movi-
miento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse en la comisión 
de esos delitos.

c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sustancias que se requieran 
para fi nes de análisis o investigación.
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– las investigaciones conjuntas, a través de órganos mixtos de investigación, 
siempre respetando plenamente la soberanía del Estado parte en cuyo territorio 
haya de efectuarse la investigación; y

– la práctica de técnicas especiales de investigación —como entregas vigila-
das88, vigilancia electrónica, y operaciones encubiertas—, así como el posibilitar 
la admisibilidad de las pruebas derivadas de las mismas (art. 50), siempre en un 
marco de pleno respeto a la igualdad soberana de los Estados y de sujeción a los 
principios fundamentales de sus ordenamientos jurídicos internos.

2. La asistencia judicial recíproca

2.1. Régimen jurídico

El art. 46 CNUC trata de ordenar y sistematizar en treinta números las cues-
tiones básicas relacionadas con la asistencia judicial mutua en materia penal; y lo 
hace siendo conocedora que muchos de los Estados Parte tienen fi rmados acuerdos 
bilaterales y multilaterales sobre esta materia. Estos acuerdos, como venimos se-
ñalando, son muy variados si nos atenemos al ámbito de aplicación —bilaterales 
o multilaterales, dentro y fuera de la misma región—, los principios reguladores 
—que dependen de las tradiciones jurídicas—, el contenido —monográfi co o no 
sobre asistencia—, la materia —genéricamente asuntos penales o restingidos a 
algunos delitos como narcotráfi co, terrorismo, delincuencia organizada o corrup-
ción— o la competencia de los órganos implicados —básicamente es divergente 
la posición jurídica del Ministerio Fiscal89—. Ante esta evidencia, ante la concu-

d) Intercambiar, cuando proceda, información con otros Estados Parte sobre los medios y 
métodos concretos empleados para la comisión de los delitos comprendidos en la presente Con-
vención, entre ellos el uso de identidad falsa, documentos falsifi cados, alterados o falsos u otros 
medios de encubrir actividades vinculadas a esos delitos.

e) Facilitar una coordinación efi caz entre sus organismos, autoridades y servicios competentes 
y promover el intercambio de personal y otros expertos, incluida la designación de ofi ciales de 
enlace con sujeción a acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados.

f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra índole adopta-
das para la pronta detección de los delitos comprendidos en la Convención.

88 De manera específi ca en el art. 2.i) CNUC se fi na qué hay que enternder por «entrega vigi-
lada»: la técnica consistente en permitir que remesas ilícitas o sospechosas salgan del territorio de 
uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus 
autoridades competentes, con el fi n de investigar un delito e identifi car a las personas involucradas 
en su comisión. Para llevar a efecto la misma, en atención a las circunstancias concurrentes en cada 
caso, las partes tienen que elegir el método a aplicar, entre ellos interceptar los bienes o los fondos, 
autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente (art. 50.4 CNUC).

89 Pese a ello, a la vista de los principales instrumentos jurídicos en materia de cooperación 
jurídica internacional lo que es indudable es que con independencia del nombre que se le dé —Fis-
cal, Ministerio Público, Procurador, Acusación Pública…— y de su ubicación institucional —más 
o menos independiente del ejecutivo— desempeña un rol fundamental en el funcionamiento de 
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rrencia pasada, presente y futura con otros textos vinculantes para los Estados, fi ja 
su posición en las siguientes ideas:

a) La obligatoriedad de que los Estados se presten asistencia judicial recíproca 
respecto de investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con los 
delitos objeto de la Convención.

b) Asistencia mutua de la manera más amplia y generosa, pensando en las fi na-
lidades de la Convención. Esta previsión se concreta de diversas formas:

– obligando a fundamentar toda denegación de asistencia;

– limitando las negativas a prestar asistencia judicial, de manera genérica90 o 
en supuestos específi cos: ni por secreto bancario (art. 46.8 CNUC)91 ni por delitos 
que se considere que entrañan cuestiones tributarias (art. 46.22 CNUC);

– exhortando a los Estados Parte a que transmitan a otros Estados Parte infor-
mación relativa a cuestiones penales sin que se les solicite previamente, si creen 
que ello podría ayudar en indagaciones o procesos penales o en la formulación de 
una petición ofi cial por parte de ese último Estado Parte (art 46.4 y 5 CNUC).

c) La primacía de las obligaciones sobre asistencia judicial recíproca diman-
tes de tratados bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o 
parcialmente, en esta materia. No obstante, en esas situaciones los Estados Parte 
pueden acordar aplicar en primer término las disposiciones de la Convención. 
Incluso, se insta encarecidamente a los Estados Parte a que los apliquen si facilitan 
la cooperación.

la justicia penal, y en cooperación judicial internacional se le reconocen competencias como «au-
toridad central» por entenderse que en esta materia no se llevan a caso funciones estrictamente 
jurisdiccionales reservadas en exclusiva a los integrantes del Poder Judicial, lo que aboca a todos 
los países a su potención y reforzamiento en medios humanos y técnicos. Así se destacó en las 
primera conclusión alcanzada en el Primer Congreso Mundial del Ministerio Público celebrado en 
São Paulo en septiembre de 2000: «O fortalecimiento do Ministerio Público, no plano internacio-
nal e das respectivas soberanías, é imperativo inarredável da defensa social e do combate a todas as 
formas de delinquência, especialmente aquela que, ao infl uxo da globalização, transmuda o crime 
en fenómeno que desconhoce fronteiras nacionais e limitações geográfi cas».

90 Según el art. 46.21 CNUC: a) cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 46; b) cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo 
solicitado podría menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses funda-
mentales; c) cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus autoridades actuar 
en la forma solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de investigacio-
nes, procesos o actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia; d) cuando acceder 
a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte requerido en lo relativo a la 
asistencia judicial recíproca.

91 De manera afín se alude a esta cuestión en materia de embargo preventivo, incautación y 
decomiso del producto del delito (art. 31.7 CNUC) y en materia de recuperación de activos (arts. 
55 y 57 CNUC). Sobre la misma vid. Leite (2012).
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d) De cara al futuro, consciente del carácter básico de las previsiones del art. 
46 CNUC, reconoce que cuando sea necesario Estados Parte tendrán la posibili-
dad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales que contribuyan 
a lograr los fi nes de este precepto y que lleven a la práctica o refuercen sus dis-
posiciones (art. 46.30 CNUC). Y aunque no se dice explícitamente, teniendo 
en consideración la antigüedad de muchos de esos acuerdos, las disposiciones 
obligatorias de la Convención obligarán a reformular previones contenidas en 
los mismos.

2.2. Ámbito de aplicación

El primer apartado del art. 46 CNUC fi ja el ámbito de aplicación material de 
la asistencia judicial recíproca: investigaciones, procesos y actuaciones judiciales, 
relativas a los delitos tipifi cados en la Convención.

La amplitud de esta previsión obliga nuevamente a relacionarla con otras dis-
posiciones:

a) la fi nalidad de la Convención: promover, facilitar y apoyar la cooperación 
internacional y la asistencia técnica en la —prevención y la— lucha contra la co-
rrupción, incluida la recuperación de activos (art. 1.b) CNUC);

b) el ámbito de aplicación de la Convención: la prevención, la investigación 
y el enjuiciamiento de la corrupción, el embargo preventivo, la incautación, el 
decomiso y la restitución del producto de los delitos tipifi cados en la Convención 
(art. 3.1 CNUC).

Por tanto, lo que la Convención busca es que los Estados Parte se asistan mu-
tuamente desde el comienzo de las actuaciones —ya sean de competencia de po-
licías, fi scales o jueces—, en todo su desarrollo —con especial atención al país 
en el que se celebrará el juicio—, y hasta la ejecución de la eventual sentencia de 
condena —que puede incluir la complicada cuestión de la repatriación de fondos 
decomisados—.

Junto a la regulación material del ámbito de aplicación, se aborda la delicada 
cuestión del ámbito subjetivo de aplicación, que alcanza no sólo a las personas 
físicas sino también a las jurídicas: los esfuerzos de asistencia de los Estados Parte 
tienen que ser mayores, si cabe, cuando quien pueda ser responsable por su parti-
cipación en delitos previstos en la Convención sea una persona jurídica (art. 46.2 
CNUC).

Siguiendo las directrices marcadas por textos precedentes de Naciones Uni-
das, la OCDE, el Consejo de Europa o la Unión Europea, se ha acordado que la 
responsabilidad en la que pueden incurrir las personas jurídicas puede ser de 
tipo penal, civil o administrativa, con independencia de la responsabilidad que 
incumba a las personas naturales que hayan cometido el delito, estando compro-
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metidos los Estados a imponerles, cuando sean condenadas, sanciones penales o 
no penales efi caces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias 
(art. 26 CNUC).

De esta forma, se trata de poner fi n al viejo ideal del societas delinquere non po-

test, lo que obliga a los Estados Parte a revisar el Derecho interno y los tratados, 
acuerdos y arreglos que le vinculan en esta materia, teniendo presente que esta 
cuestión es uno de los más claros estándares de medición externa de los niveles de 
compromiso de un país en la prevención y combate a la corrupción92.

92 Tratando de ser coherente con los compromisos internacionales asumidos, el 22 de junio 
de 2010 se ha aprobado en España la Ley Orgánica 5/2010 de modifi cación de Código Penal de 
1995, siendo uno de los cambios introducidos más importantes el establecimiento de la responsa-
bilidad penal de las personas jurídicas, con independencia de que se pueda o no individualizar la 
responsabilidad penal de la persona física. Más en concreto (art. 31 bis):

a) Para fi jar la responsabilidad de las personas jurídicas se ha establecido una doble vía: junto 
a la imputación de aquellos delitos cometidos en su nombre o por su cuenta, y en su provecho, 
por las personas que tienen poder de representación en las mismas, se añade la responsabilidad 
por aquellas infracciones propiciadas por no haber ejercido la persona jurídica el debido control 
sobre sus empleados.

b) Se concreta un catálogo de penas imponibles a las personas jurídicas, añadiéndose a las 
actuales consecuencias accesorias del art. 129 CP —disolución, suspensión de actividades, clausura 
de establecimientos, etc.— la multa por cuotas y proporcional y la inhabilitación para obtener 
subvenciones y ayudas públicas, para contratar con las Administraciones Públicas y para gozar de 
benefi cios e incentivos fi scales o de la Seguridad Social.

c) Con el fi n de evitar que la responsabilidad penal de las personas jurídicas pueda ser burlada 
por una disolución encubierta o aparente o por su transformación, fusión, absorción o escisión, se 
establecen previsiones especifi cas donde se presume que existe la referida disolución aparente o 
encubierta cuando aquélla continúe con su actividad económica y se mantenga la identidad sus-
tancial de clientes, proveedores y empleados, trasladándose en aquellos casos la responsabilidad 
penal a la entidad o entidades en que se transforme, quede fusionada o absorbida y extendiéndose 
a la entidad o entidades a que dé lugar la escisión.

d) Se regulan taxativamente los supuestos de atenuación de la responsabilidad de las personas 
jurídicas: haber procedido, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra ella, a 
confesar la infracción a las autoridades; haber colaborado en la investigación del hecho aportando 
pruebas, en cualquier momento del proceso, que fueran nuevas y decisivas para esclarecer las 
responsabilidades penales dimanantes de los hechos; haber procedido en cualquier momento del 
procedimiento y con anterioridad al juicio oral a reparar o disminuir el daño causado por el delito; 
haber establecido, antes del comienzo del juicio oral, medidas efi caces para prevenir y descubrir 
los delitos que en el futuro pudieran cometerse con los medios o bajo la cobertura de la persona 
jurídica.

Con relación a este tema vid. Echarri Casi (2003), Vv.Aa. (2007a), Nieto Martín (2008), 
Hernández García (2010), Bacigalupo Zapater (2010), Gascón Inchausti (2010) y Ro-
dríguez García (2011); y referido a Brasil vid. Martin de Sanctis (2009b), Vv.Aa. (2010d), 
Forte de Negreiros Deodato (2010) y Shecaira (2010).
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2.3. Fines

En el apartado número 3 del art. 46 CNUC se lista la tipología de actos de 
asistencia recíproca que un Estado Parte puede solicitar y que el destinatario tiene 
que estar en condiones de cumplir:

a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas.

b) Presentar documentos judiciales.

c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos.

d) Examinar objetos y lugares.

e) Proporcionar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos.

f) Entregar originales o copias certifi cadas de los documentos y expedientes 
pertinentes, incluida la documentación pública, bancaria y fi nanciera, así como la 
documentación social o comercial de sociedades mercantiles.

g) Identifi car o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u 
otros elementos con fi nes probatorios.

h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requi-
rente.

i) Prestar cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el Derecho interno 
del Estado Parte requerido.

j) Identifi car, embargar con carácter preventivo y localizar el producto del de-
lito.

k) Recuperar activos.

Debemos entender que no es un listado cerrado, sino de mínimos obligatorio 
para los Estados Parte, que en muchos casos están teniendo que modifi car su nor-
mativa interna, o que ya lo venían haciendo por cuanto la mayoría de cuestiones 
eran ya exigibles a partir de la Convención sobre delincuencia organizada trans-
nacional.

Para los casos de decomiso, restitución y disposición de activos, hay que estar 
además a las disposiciones complementarias de los arts. 54, 55 y 57 CNUC.

2.4. Trámites a seguir en casos de ausencia de tratado 
o acuerdo de asistencia judicial.

Ya hemos indicado que la Convención parte del supuesto de que los Estados 
Parte que requieran asistencia están vinculados por acuerdos bilaterales o multi-
laterales sobre asistencia judicial mutua, en cuyo caso, bien aplican los mismos, 
bien aceptan aplicar prioritariamente las previsiones de la Convención, que ha 
tenido que prever en los apartados 9 a 29 del art. 46 CNUC cómo proceder en 
caso de ausencia de acuerdo de asistencia judicial.
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De nuevo, nos encontramos en estos apartados ante una amalgama de situacio-
nes, exigencias y trámites, algunos ya comentados. Entre ellos podemos destacar:

1. Ante la eventualidad de que un Estado Parte solicite la presencia de una 
persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de 
otro Estado Parte, con una fi nalidad de identifi cación, o para prestar testimonio, 
o para que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias para investi-
gaciones, procesos o actuaciones judiciales respecto de algún delito de los com-
prendidos en la Convención, el traslado de la misma se sujeta al cumplimiento 
de dos condiciones: que la persona afectada, debidamente informada, dé su libre 
consentimiento, y que las autoridades competentes de ambos Estados Parte estén 
de acuerdo, con sujeción a las condiciones que éstos consideren apropiadas.

En la ejecución del traslado surgen derechos y obligaciones para los Estados 
relacionados (art. 46.11 CNUC):

a) el Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la 
obligación de mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido tras-
ladada solicite o autorice otra cosa;

b) el Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obli-
gación de devolverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, 
según convengan de antemano o de otro modo las autoridades competentes de 
ambos Estados Parte;

c) el Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado 
Parte del que ha sido trasladada que inicie procedimientos de extradición para su 
devolución;

d) el tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al 
que ha sido trasladada se computará como parte de la pena que ha de cumplir en 
el Estado del que ha sido trasladada.

Y también se limitan los efectos derivados del traslado, puesto que a menos 
que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona esté de acuerdo, 
esa persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no podrá ser enjuiciada, deteni-
da, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad personal en 
el territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos, omisiones o 
condenas anteriores a su salida del territorio del Estado del que ha sido trasladada 
(art. 46.12 CNUC).

2. Los Estados Parte están obligados a designar93 una autoridad central com-
petente de recibir solicitudes de asistencia judicial recíproca, facultada para darles 

93 Esta identifi cación nominal de la Autoridad Central se tienen que llevar a cabo en el mo-
mento de depositar su instrumento de ratifi cación, aceptación o aprobación de la presente Con-
vención, o de adhesión a ella.
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cumplimiento o para transmitirlas a las autoridades competentes para su ejecu-
ción, y encargada de alentar el rápida y adecuado cumplimiento del pedido (art. 
46.13 CNUC).

Esta obligación que tienen los países no afecta a su derecho a exigir que las 
solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, en circuns-
tancias urgentes, cuando así lo acuerden y sea posible, por conducto de la Orga-
nización Internacional de Policía Criminal.

3. Las peticiones de asistencia están sujetas a varias exigencias en cuanto a la 
forma, el idioma, el contenido, el tiempo y la publicidad (art. 46.14, 15, 20, 24 
y 25 CNUC):

a) Con carácter general las solicitudes se realizan por escrito o, cuando sea po-
sible, por cualquier medio capaz de registrar un texto escrito. De manera excep-
cional se admite su formulación oral, lo que no exonera al Estado requirente de la 
obligación de tenerla que confi rmar sin demora por escrito al Estado requerido.

b) Las solicitudes se tienen que presentar en un idioma que sea aceptable para 
el Estado requerido de manera que le permita comprenderlo, tramitarlo y com-
probar su autenticidad. Para que esta cuestión no pueda ser objetable y funda-
mentar una eventual causa de denegación, cada Estado Parte está comprometido 
a notifi car al Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depo-
sitar su instrumento de ratifi cación, aceptación o aprobación de la Convención o 
de adhesión a ella, el idioma o idiomas que le son aceptables.

c) Toda solicitud de asistencia judicial tiene que tener como contenido el si-
guiente:

– la identidad de la autoridad que hace la solicitud;
– el objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones 

judiciales a que se refi ere la solicitud94, y el nombre y las funciones de la autoridad 
encargada de efectuar dichas investigaciones, procesos o actuaciones;

– un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes 
de presentación de documentos judiciales95;

94 Su identifi cación concreta es muy relevante por cuanto el art. 46.19 CNUC fi ja la obliga-
ción para el Estado Parte requirente de no transmitir ni utilizar, sin previo consentimiento del 
Estado Parte requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte requerido 
para investigaciones, procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud.

Por el contrario, el Estado Parte requirente está facultado para revelar, en sus actuaciones, infor-
mación o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada; en este caso, el país requirente no-
tifi cará al Estado Parte requerido antes de revelar la información o las pruebas y, si así se le solicita, 
consultará al Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notifi car con antela-
ción, el Estado Parte requirente informará sin demora al Estado Parte requerido de dicha revelación.

95 Complementariamente, el art. 49.29 CNUC dispone que el Estado Parte requerido tiene 
que facilitar al Estado Parte requirente una copia de los documentos ofi ciales y otros documentos 
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– una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier pro-
cedimiento particular que el Estado Parte requirente desee que se aplique;

– de ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona inte-
resada; y

– la fi nalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación.

Si este contenido estándar de la solicitud no es bastante para el Estado reque-
rido, y siempre con el fi n de dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con 
su Derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento, este país podrá pedir la 
información adicional que precise.

d) El Estado Parte requerido tiene que cumplir la solicitud de asistencia ju-
dicial recíproca lo antes posible y tendrá plenamente en cuenta, en la medida de 
sus posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte requirente y que estén 
debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud.

El Estado Parte requirente podrá pedir información razonable sobre el estado 
y la evolución de las gestiones realizadas por el Estado Parte requerido para sa-
tisfacer dicha petición. Paralelamente, el Estado Parte requerido responderá a las 
solicitudes razonables que formule el Estado Parte requirente respecto del estado 
y la evolución del trámite de la solicitud.

También el Estado Parte requirente está obligado a informar con prontitud al 
Estado Parte requerido cuando ya no necesite la asistencia solicitada.

Por último, el Estado Parte requerido podrá diferir la asistencia judicial solici-
tada cuando su ejecución perturbe investigaciones, procesos o actuaciones judicia-
les en curso. Es de suponer que esa decisión tendrá que ser motivida y comunicada 
formalmente al Estado Parte requirente, en la cual, como si se prevé, podrá fi jar 
condiciones adicionales para prestar la asistencia, que en caso de ser aceptadas su 
cumplimiento será obligatorio.

e) El Estado Parte requirente puede exigir que el Estado Parte requerido man-
tenga reserva acerca de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la 
medida necesaria para darle cumplimiento. No obstante, si el país requerido no 
puede mantener esa reserva está obligado a hacérselo saber de manera inmediata 
al requirente.

o datos que obren en su poder y a los que, conforme a su Derecho interno, tenga acceso el público 
en general; sin embargo, cuando la petición de asistencia se refi era a la copia total o parcial de los 
documentos ofi ciales o de otros documentos o datos que obren en su poder y que, conforme a su 
derecho interno, no estén al alcance del público en general podrá proporcionárselos, a su arbitrio 
y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas.
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4. También el recurso a las nuevas tecnologías en la cooperación judicial tienen 
cabida en la Convención, a citar el apartado 18 del art. 46 CNUC el uso de la 
videoconferencia. El carácter controvertido de la misma96 no escapa a la redacción 
de las condiciones a las que se sujeta su uso:

a) La disposición sobre la videoconferencia no es de cumplimiento obligatorio 
para los Estados parte. Tiene que ser posible y compatible con los principios fun-
damentales del Derecho interno de los países requirente y requerido. Así lo tienen 
que tener establecido, bien con carácter general en sus ordenamientos internos o 
en acuerdos bilaterales o multilaterales sobre asistencia judicial que les unan en 
el asunto concreto, bien en las estipulaciones particulares que acuerden para un 
asunto en concreto.

b) Su utilización se restringe a la prestación de declaraciones ante autoridades 
judiciales de otro Estado de testigos y peritos.

c) La justifi cación de su uso radica en que no sea posible o conveniente que 
el testigo o perito comparezca personalmente en el territorio del Estado Parte 
requirente.

d) El control jurisdiccional de su uso, ya que los Estados Parte podrán con-
venir en que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del Estado Parte 
requirente y en que asista a ella una autoridad judicial del Estado Parte reque-
rido.

e) Aunque nada se dice de forma específi ca sobre quien debe sufragar los gastos 
derivados del uso de la videoconferencia, al ser excepcional y extraordinario no es 
justo que los costes corran a cargo del Estado Parte requerido. Es de suponer que 
cuando los países interesados en su práctica acuerden otros extremos de su reali-
zación también concreten quién, cuándo y cómo sufragará los gastos97.

5. Finalmente, destacamos como dentro de la política general de la Conven-
ción de incentivar la colaboración con las autoridades policiales y judiciales en la 
investigación y enjuiciamiento de los casos de corrupción, el art. 46.27 CNUC 
dispone que el testigo, perito u otra persona que, a instancias del Estado Parte 
requirente, consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en una 
investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte re-
quirente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna 
otra restricción de su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o 

96 Vid. Tirado Estrada (2003, 383 y ss.), Pérez-Cruz Martín (2005), Piattoli (2005), 
Rodríguez Sol (2007), Montesinos García (2009). Con relación a Brasil vid. por todos Fio-
reze (2009).

97 Esta misma idea es objeto de tramiento genérico para cualquier modalidad de solicitud de 
ayuda en el art. 46.28 CNUC.
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declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el territorio 
del Estado Parte requerido98.

III. La asistencia judicial mutua a nivel iberoamericano: la convención 
interamericana sobre asistencia mutua en materia penal

1. Introducción

El 23 de mayo de 1992 se aprobó en Nassau (Bahamas) la «Convención 
interamericana sobre asistencia mutua en materia penal» (CIAMP)99, y el 11 
de junio de 1993 en Managua (Nicaragua) el «Protocolo Facultativo relativo 
a la Convención interamericana sobre asistencia mutua en materia penal» (PF-
CIAMP)100. Ambos textos, por su relevancia para procurar la solución de los 
problemas jurídicos que se susciten entre los países americanos, determinantes 
para reducir la impunidad y mejorar la efi cacia en la lucha contra la corrupción y 
el crimen organizado dentro y fuera de la región101, ha tenido muy buena acogida 
y sus directrices han sido tomadas de y en otras convenciones interamericanas102, 

98 Este salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya tenido, durante 
quince días consecutivos o durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha 
en que se le haya informado ofi cialmente de que las autoridades judiciales ya no requerían su pre-
sencia, la oportunidad de salir del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese territorio 
o regrese libremente a él después de haberlo abandonado.

99 La Convención entró en vigor el 14 de abril de 1992, siendo 25 los países que se han adhe-
rido a la misma. Brasil fi rmó la Convención el 1 de julio de 1994, y la ratifi có el 10 de octubre de 
2007.

100 El Protocolo Facultativo de la Convención entró en vigor el 4 de julio de 2002, siendo sólo 
7 países los que se han adherido al mismo, entre ellos Brasil desde el 10 de octubre de 2007.

101 Vid. Grafe Arias (2009).
102 Véase:
– La «Convención interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias» hecha en Panamá (Pa-

namá) el 30 de enero de 1975, que entró en vigor el 16 de enero de 1976, la cual tiene 19 países 
signatarios, entre ellos Brasil que la ratifi có el 27 de noviembre de 1995, y el «Protocolo Adi-
cional a la Convención interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias» hecha en Montevideo 
(Uruguay) el 8 de mayo de 1979, que entró en vigor el 14 de junio de 1980, la cual tiene 19 países 
signatarios, entre ellos Brasil que la ratifi có junto a la Convención.

– La «Convencion interamericana sobre prueba e información acerca del Derecho extranjero» 
hecha en Montevideo (Uruguay) el 8 de mayo de 1979, que entró en vigor el 14 de junio de 1980, 
la cual tiene 19 países signatarios, entre ellos Brasil, que la fi rmó el 8 de mayo de 1979 y la ratifi có 
el 27 de noviembre de 1995.

– La «Convencion interamericana sobre extradición» hecha en Caracas (Venezuela) el 25 de 
febrero de 1981, que entró en vigor el 28 de marzo de 1992, la cual tiene 16 países signatarios, 
entre los que no está Brasil.

– La «Convencion interamericana sobre competencia en la esfera internacional para la efi cacia 
extraterritorial de las sentencias extranjeras» hecha en La Paz (Bolivia) el 24 de mayo de 1984, que 
entró en vigor el 24 de diciembre de 2004, la cual tiene 13 países signatarios, entre ellos Brasil, 
que sin embargo no la ha ratifi cado.
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por tratados y acuerdos bilaterales y multilaterales103 suscritos por los países104, 
y por los ordenamientos nacionales, todo un complejo entramado normativo que 
como hemos señalado genera en los prácticos con competencia en la solicitud y 
prestación de la cooperación difi cultades y dudas: una ceremonia de confusión105 en 
un ámbito regional que está intentando que cuajen movimientos de integración 
y en la que tienen que jugar un papel fundamental, con carácter general, la 
«Red Hemisférica de intercambio de información para la asistencia judicial 
mutua en materia penal» (REMJA)106 y la «Red Iberoamericana de Cooperación 

– La «Convención interamericana para el cumplimiento de condenas penales en el extranjero» 
hecha en Managua (Nicaragua) el 6 de septiembre de 1993, que entró en vigor el 6 de diciembre 
de 1996, la cual tiene 15 países signatarios, entre los que está Brasil, que la fi rmó el 5 de mayo de 
1999 y la ratifi có el 1 de marzo de 2001.

– La «Convención interamericana contra la corrupción» hecha en Caracas (Venezuela) el 29 de 
marzo de 1996, que entró en vigor el 6 de marzo de 1997, la cual tiene 33 países signatarios, entre 
ellos Brasil, que la fi rmó el 29 de marzo de 1996 y que despositó el instrumento de ratifi cación 
el 10 de julio de 2002, momento en el cual hizo reserva al Artículo XI.1c., con lo que rehusaba a 
comprometerse a tipifi car como conducta «toda acción u omisión efectuada por cualquier persona 
que, por sí misma o por persona interpuesta o actuando como intermediaria, procure la adopción, 
por parte de la autoridad pública, de una decisión en virtud de la cual obtenga ilícitamente para sí 
o para otra persona, cualquier benefi cio o provecho, haya o no detrimento del patrimonio del Esta-
do»; además, el 21 de abril de 2006 Brasil designó como Autoridad Central a su Ministério da Jus-
tiça. Destacar como en los artículos 13 a 16 CIC se establecen medidas tendentes a la cooperación 
y asistencia internacional: extradición; asistencia judicial para la investigación y enjuiciamiento 
recíproco; cooperación técnica mutua para prevenir, detectar investigar y castigar los actos de frau-
de y corrupción; que el secreto bancario no sea una causa de denegación de asistencia internacional.

103 Hay que destacar el «Protocolo de asistencia jurídica mutua en asuntos penales del MER-
COSUR» de 25 de junio de 1996 (PAJMPM) y el «Acuerdo de asistencia jurídica mutua en 
asuntos penales entre los Estados partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República 
de Chile», ya citados.

104 Con relación a la concurrencia de su vigencia, el art. 3.5 PF-CIAMP indica que el Protocolo 
no se interpretará en el sentido de que modifi que o restrinja las obligaciones vigentes conforme a 
otros convenios internacionales, bilaterales o multilaterales, que rijan total o parcialmente cual-
quier aspecto concreto de la asistencia internacional en materia penal o las prácticas más favora-
bles que esos Estados observen.

105 Tirado Estrada (2006, 146).
106 REMJA es un proyecto que se viene desarrollando desde el año 2000 a partir de una de las 

conclusiones alcanzadas en la Tercera Reunión de Ministros de Justicia o Procuradores Generales de 
las Américas: incrementar y mejorar el intercambio de información entre los Estados miembros de 
la OEA en la esfera de la asistencia mutua en materia penal. En origen, un grupo de trabajo ofi cio-
so integrado por Argentina, Bahamas, Canadá y El Salvador, con el apoyo técnico de la Secretaría 
General de la OEA, empezó a intercambiar ideas y a impulsar esta iniciativa, lo que cuajó a fi nes 
de 2001 con la primera versión de la Red: un sitio público en Internet con información relacionada 
con la asistencia jurídica mutua en materia penal y extradición para esos cuatro países. Con poste-
rioridad se han ido incorporando otros muchos Estados de la OEA gracias al trabajo y al impulso 
institucional que han dado a la Red la Reunión de Ministros de Justicia o Procuradores Generales 
de las Américas, la Asamblea General de la OEA y las reuniones de la Cumbre de las Américas.
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Internacional» (IberRED)107, y de manera específi ca con relavancia para Brasil 
la «Rede de Cooperação Jurídica e Judiciária Internacional dos Países de Língua 
Portuguesa» (Rede Judiciária da CPLP)108.

2. Ámbito de aplicación

El objeto, aplicación y alcance de la Convención aparece señalado en los dos primeros 
artículos de la misma: los Estados parte se comprometen a prestarse asistencia mutua 

En la actualidad forman parte de la Red 30 países, que disponen de tres instrumentos de trabajo:
– una «web pública» que da acceso a una biblioteca virtual que ofrece información jurídica 

relacionada con la asistencia mutua y la extradición de los 34 Estados miembros de la OEA: 
descripción básica de su sistema jurídico, los documentos jurídicos principales —Constitución, 
Código Penal, Código de Proceso Penal—, y los tratados bilaterales y multilaterales relacionados 
con la asistencia mutua en materia penal y de extradición;

– una «web privada», al servicio exclusivo de los operadores de la cooperación jurídica inter-
nacional, que incluye información sobre reuniones, contactos en los demás países, un glosario de 
términos e información sobre capacitación; y

– un «sistema de comunicación electrónica seguro» para que las autoridades centrales de los 
países puedan llevar a efecto consultas —a través de un servicio de correo electrónico instantáneo 
seguro—, intercambios de información y documentación y reuniones virtuales.

107 IberRED fue fundada en Cartagena de Indias en octubre de 2004 como resultado de las ini-
ciativas de la Cumbre Judicial Iberoamericana, la Conferencia de Ministros de Justicia de los paí-
ses Iberoamericanos y la Cumbre Mundial de Fiscales Generales, recibiendo el apoyo institucional 
de la XIII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y Presidentes de Repúblicas. IberRED es 
una estructura de facilitación de la asistencia judicial mutua, constituida por una red de puntos 
de contacto de España, Portugal y 20 países iberoamericanos más, entre ellos Chile, integrada por 
corresponsales nacionales con responsabilidades en materia de cooperación internacional (Cortes 
Supremas y Tribunales Supremos de Justicia, de los Consejos de la Judicatura, de los Ministerios 
Públicos y de los Ministerios de Justicia o Autoridades Centrales de los países que conforman la 
Comunidad Iberoamericana de Naciones), los cuales tienen que actuar como intermediarios acti-
vos de la cooperación judicial, facilitándola y contribuyendo activamente a su efectividad, y como 
facilitadores de información sobre los respectivos sistemas jurídicos nacionales. Con relación a la 
misma vid. Moreno Catena (2009, 1 y ss.).

108 La Rede Judiciária da CPLP, con competencias tanto civiles y comerciales como penales, 
fue creada en Praia (Cabo Verde) el 23 de noviembre de 2005 con ocasión de la IX.ª Conferencia 
de Ministros de Justicia de los Países de Lengua Portuguesa: Angola, Brasil, Cabo Verde, Guinea 
Vissau, Mozambique, Portugal, Santo Tomé y Príncipe, y Timor Oriental. En la concepción de 
este espacio judicial integrado y multicontinental se tomaron en consideración las experiencias 
previas emprendidas en la Unión Europea —vehiculizada por Portugal— y en Iberoamérica —
vehiculizada por Brasil—, habiéndose marcado como objetivos: facilitar, agilizar y optimizar la 
cooperación judicial entre los Estados Miembros; construir, de forma progresiva, un sistema inte-
grado y actualizado de información tanto sobre los diferentes países de la comunidad de países de 
lengua portuguesa como en general en materia de cooperación judicial internacional; establecer 
contactos con organismos internos e internacionales, y colaborar en actividades de formación lle-
vadas a cabo por los Estados Miembros o por organismos internacionales; promover la aplicación 
efectiva y práctica de las convenciones internacionales sobre cooperación judicial internacional 
que estén en vigor y de las que sean parte los Estados Miembros.
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en investigaciones, juicios y actuaciones en materia penal109 con relación a los delitos 
que cumplan con las siguientes condiciones:

– que su conocimiento sea de competencia del país requirente en el momento 
de solicitarse la asistencia;

– que el hecho sea punible en el Estado requerido cuando la solicitud de asis-
tencia se refi era únicamente110 a las medidas de embargo y secuestro de bienes, 
o se pretendan inspecciones e incautaciones, incluidos registros domiciliarios y 
allanamientos (art. 5.II CIAMP)111;

– que en el Estado requirente el hecho esté tipifi cado y sancionado al menos 
con una pena de prisión de un año (art. 6 CIAMP);

– que sean objeto de enjuiciamiendo por la jurisdicción ordinaria, por cuanto 
el art. 8 CIAMP excluye explícitamente los que estén sujetos exclusivamente a la 
legislación militar.

Con base en ello, se efectuan dos aclaraciones en sentido excluyente:

a) Para preservar la soberanía de cada uno de los países, la Convención no es un 
instrumento que faculte a un Estado Parte para emprender en el territorio de otro 
el ejercicio de la jurisdicción ni el desempeño de funciones reservadas exclusiva-
mente a las autoridades de la otra Parte por su legislación interna.

b) El destinatario de la Convención son los países solicitante y receptor de la 
asistencia jurídica, de forma tal que la Convención no otorga derecho a los parti-
culares para obtener o excluir pruebas, o para impedir la ejecución de cualquier 
solicitud de asistencia.

El contenido de la asistencia es tratado en el art. 7 CIAMP, en el cual encontra-
mos un listado de actos de asistencia:

– notifi cación de resoluciones y sentencias;

– recepción de testimonios y declaraciones de personas;

– notifi cación de testigos y peritos a fi n de que rindan testimonio;

109 Y también, si así lo deciden por estimarlo útil y necesario para el mejor cumplimiento de 
la Convención, intercambiar información sobre asuntos relacionados con su aplicación (art. 30 
CIAMP).

110 Esto signifi ca que con relación al requisito de la «doble incriminación» la regla general es 
que la asistencia se prestará aunque el hecho que la origine no sea punible según la legislación del 
Estado requerido (art. 5.I CIAMP).

111 Cuando un Estado Parte en el Protocolo actúe como Estado requerido conforme a la Con-
vención, no denegará la asistencia que requiera la adopción de estas medidas en el caso de que el 
acto especifi cado en la solicitud corresponda a un delito tributario de igual índole tipifi cado en la 
legislación del Estado requerido (art. 2 PF-CIAMP).
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– práctica de embargo y secuestro de bienes, inmovilización de activos y asis-
tencia en procedimientos relativos a la incautación;

– efectuar inspecciones o incautaciones;

– examinar objetos y lugares;

– exhibir documentos judiciales;

– remisión de documentos, informes, información y elementos de prueba;

– el traslado de personas detenidas, a los efectos de la presente Convención, y

Esta enumeración no es tanto ejemplifi cativa —entre otros, dice literalmente el 
precepto— como de mínimos: recoge los actos que de manera obligatoria pueden 
objeto de peticiones de asistencia, y deja libertad para que se pueda practicar 
cualquier otro acto siempre y cuando entre los países que se relacionen medie un 
acuerdo. Por tanto, de nuevo habrá que estar a los acuerdos y tratados bilaterales 
y multilaterales que tengan formados, a sus ordenamientos internos y a la aplica-
ción del principio de reciprocidad.

Una vez hecha la solicitud de asistencia el Estado requerido puede denegarla 
si a su juicio se da en el caso alguna de las circunstancias expresadas en el art. 9 
CIAMP:

a) la solicitud de asistencia fuere usada con el objeto de juzgar a una persona 
por un cargo por el cual dicha persona ya fue previamente condenada o absuelta 
en un juicio en el Estado requiriente o requerido;

b) la investigación ha sido iniciada con el objeto de procesar, castigar o discri-
minar en cualquier forma contra persona o grupo de personas por razones de sexo, 
raza, condición social, nacionalidad, religión o ideología;

c) la solicitud se refi ere a un delito político o conexo con un delito político, o 
delito común perseguido por una razón política;

d) se trata de una solicitud originada a petición de un tribunal de excepción o 
de un tribunal ad hoc;

e) se afecta el orden publico, la soberanía, la seguridad o los intereses públicos 
fundamentales, y

f) la solicitud refi ere a un delito tributario112.

112 No obstante, se prestará la asistencia si el delito se comete por una declaración intencional-
mente falsa efectuada en forma oral o por escrito, o por una omisión intencional de declaración, con 
el objeto de ocultar ingresos provenientes de cualquier otro delito comprendido en la Convención.

El art. 1 PF-CIAMP obliga a los Estados Parte a no denegar las solicitudes de asistencia cuan-
do la misma se fundamente exclusivamente en el carácter tributario del delito.
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Todas ellas son causas de denegación facultativa, divergiendo en este punto 
la Convención con otros textos en los cuales algunas de ellas, como el non bis in 

idem113, son motivos de denegación obligatorio.

3. Competencia, forma y contenido de la solicitud de asistencia

Las solicitudes de asistencia son consecuencia lógica no sólo de la extensión y 
límites de las jurisdicciones nacionales en materia penal sino también de la di-
versidad de los sistemas jurídicos de los Estados Parte de la Convención, que hace 
que en la investigación y enjuiciamiento de delitos las autoridades competentes 
—jueces y fi scales114— tengan que acudir a sus homónimos de otros países, no 
directamente como sería deseable en muchas ocasiones, sino por intermediación 
de las Autoridades Centrales —judiciales o fi scales115, y no diplomáticas— desig-
nadas por cada uno de los países en el momento de la fi rma, ratifi cación o adhesión 
a la Convención.

Las Autoridades Centrales, que entre sí estarán comunicadas de forma directa 
—apoyadas en nuevas tecnologías y en el funcionamiento de las redes indicadas 
con anterioridad—, tienen asignadas las siguientes funciones:

– responsabilidad del envío y recepción de las solicitudes de asistencia (art. 
3.II CIAMP);

– comunicar a la Autoridad Central de la otra Parte la información que posea 
sobre la existencia en el territorio de esta última, de los ingresos, frutos o instru-
mentos de un delito (art. 14 CIAMP);

113 Sobre esta cuestión vid. de la Oliva Santos (2007, 679 y ss.), Gimeno Sendra (2007, 1 
y ss.), Vervaele (2008, 80 y ss.) y Costa Ramos (2009).

114 Se echa de menos en la normativa iberoamericana previsiones relacionadas con institucio-
nes y mecanismos de coordinación y cooperación entre autoridades policiales, que sí está mucho 
más avanzada en la Unión Europea, con papel relevante de Europol, y que actualmente está re-
gulada por los artículos 87 a 89 TFUE. Sobre ello vid. Carrera Hernández (2003), Arroyo 
Romero (2005) y Esquinas Valverde (2010).

115 Como señala Tirado Estrada (2006, 151), cada vez son más los países iberoamericanos que de-
signan como Autoridad Central al Ministerio Público, quizá debido a que muchos de ellos le atribuyen al 
Ministerio Público la competencia de la fase de investigación o preparatoria del proceso penal, o al menos 
cada vez más facultades como sucede en España, lo que lo convierte en el referente básico en materia de 
cooperación judicial internacional.

Con relación a España, hay que tomar en consideración la Instrucción 2/2003, de 11 de julio, 
de la Fiscalía General el Estado, en la que se fi ja la actuación y organización de las fi scalías en ma-
teria de cooperación judicial internacional, en la que se concretan ideas ya apuntadas con carácter 
general en la Instrucción 3/2001, de 28 de junio, sobre los actuales mecanismos y modalidades de 
asistencia judicial internacional en materia penal. Sobre esta cuestión vid. Dandurand, Colom-
bo y Passas (2007, 261 y ss.).
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– conocer que las autoridades y las partes interesadas —o sus representan-
tes— del Estado requiriente estarán presentes y participarán en la ejecución de la 
solicitud de asistencia en la medida en que no lo prohíba la legislación del Estado 
requerido y haya expreso consentimiento de sus autoridades al respecto (art. 16.II 
CIAMP);

– registrar por escrito el consentimiento de la persona a comparecer en el 
Estado requiriente, hecho del que deberá informar con prontitud a la Autoridad 
Central del Estado requiriente (art. 19 CIAMP);

– acordar la devolución de la persona trasladada al Estado que la envió (art. 
20 CIAMP);

– recibir con la debida antelación la notifi cación respecto del tránsito por su 
territorio de una persona detenida (art. 21 CIAMP);

– consentir expresamente que el Estado requiriente pueda divulgar o utilizar 
alguna información o prueba obtenida en aplicación de la Convención para pro-
pósitos diferentes a aquellos especifi cados en la solicitud de asistencia (art. 25.I 
CIAMP);

– determinar, a instancia del Estado requerido, que la información o las prue-
bas suministradas se conserven en confi dencialidad, pudiendo determinar las 
autoridades centrales implicadas, de mutuo acuerdo, concretas condiciones de 
confi dencialidad (art. 25.IV CIAMP).

4. Forma, contenido y costes de la solicitud de asistencia

El país solicitante formalizará la petición de asistencia en un escrito (art. 10 
CIAMP), redactado en un idioma ofi cial del Estado requerido (art. 28 CIAMP), 
acompañando —con las mismas exigencias— la documentación complementaria 
que considere necesaria (art. 10 CIAMP), la cual será devuelta en el menor tiempo 
posible (art. 12 CIAMP). Todos los documentos que se tramiten estarán dispensa-
dos de legalización o autenticación (art. 27 CIAMP).

Las solicitudes de asistencia deberán contener las siguientes indicaciones (art. 
26.I CIAMP):

a) delito a que se refi ere el procedimiento y descripción sumaria de los hechos 
constitutivos del mismo, investigación o juicio penal de que se trate y descripción 
de los hechos a que se refi ere la solicitud;

b) acto que origina la solicitud de asistencia con una descripción precisa del 
mismo;

c) cuando sea pertinente, la descripción de cualquier procedimiento u otros 
requisitos especiales del Estado requiriente;
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d) descripción precisa de la asistencia que se solicita116 y toda la información 
necesaria para el cumplimiento de la solicitud.

El art. 29 CIAMP determina el régimen de los costes de llevar a cabo la solici-
tud de asistencia, diferenciando en su imposición por la naturaleza de los gastos:

a) los ordinarios de ejecución de una solicitud dentro de su territorio correrán a 
cargo del Estado requerido, con excepción de los honorarios de peritos y los gastos 
de viaje y conexos provenientes del transporte de personas del territorio de un 
Estado al del otro, que serán sufragados por el Estado requiriente;

b) los extraordinarios, por inesperados, obliga a los Estados Partes a consultar-
se para determinar los términos y condiciones bajo los cuales la asistencia podría 
ser prestada y quién y en qué porcentaje los tiene que pagar.

5. Tramitación de la asistencia

Con la fi nalizad de agilizar los trámites de la asistencia, haciendo uso del con-
tacto directo entre autoridades, la requerida podrá pedir información adicional 
cuando sea necesaria para dar cumplimiento a la solicitud, de conformidad con su 
Derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento (art. 26.IV CIAMP).

Las solicitudes de asistencia se ejecutarán de conformidad con el Derecho in-
terno del Estado requerido y, en la medida en que no se contravenga la legislación 
de éste, se cumplirán los trámites contenidos en la solicitud de asistencia en la 
forma expresada por el Estado requiriente (art. 10 CIAMP).

Sobre el tiempo para llevar a cabo el cumplido de la asistencia por el Estado 
requerido, el art. 11 CIAMP le concede la posibilidad de justifi car y postergar la 
ejecución de la solicitud en caso de que sea necesario continuar una investigación 
o procedimiento en ese Estado requerido.

El lugar y fecha de realización de la asistencia será fi jado por el Estado reque-
rido, quien debiera —más que podrá— comunicárselas al Estado requirente para 
permitir el cumplimiento del art. 16.II CIAMP: las autoridades y las partes inte-
resadas, o sus representantes, del Estado requiriente, podrán, previo conocimiento 
de la Autoridad Central del Estado requerido, estar presentes y participar en la eje-
cución de la solicitud de asistencia en la medida en que no lo prohíba la legislación 
del Estado requerido y haya expreso consentimiento de sus autoridades al respecto.

Finalmente, cuando una solicitud de solicitud de asistencia no pueda ser cum-
plida por el Estado requerido, éste la devolverá al Estado requiriente con explica-
ción de la causa (art. 26.2 CIAMP).

116 Cuando se trate de testigos o peritos se acompañarán, en la medida necesaria y posible, los pliegos 
de preguntas, interrogatorios o cuestionarios correspondientes (art. 23 CIAMP).
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6. Modalidades específi cas de asistencia

A lo largo de la Convención se recogen disposiciones básicas reguladoras de 
algunas formas específi cas de asistencia.

6.A. Notifi cación de resoluciones

Simplemente se establece en el art. 17 CIAMP que el Estado requerido, cuan-
do así sea solicitado por el Estado requiriente, tendrá que efectuar la notifi cación 
de las resoluciones, sentencias u otros documentos provenientes de las autoridades 
competentes del Estado requiriente.

6.B. Remisión de informaciones y antecedentes

El Capítulo IV de la Convención, compuesto por los artículos 24 y 25, está de-
dicado a estas dos cuestiones y a las limitaciones al uso de información o pruebas.

En los casos en que la asistencia proceda según la Convención, previa solicitud, 
y de acuerdo con su procedimiento interno, el Estado requerido facilitará al Esta-
do requiriente copia de los documentos, antecedentes o informaciones de carácter 
público que obran en los organismos y dependencias gubernamentales del Estado 
requerido.

El Estado requerido podrá facilitar copias de cualquier documento, anteceden-
tes o informaciones que obren en un organismo o dependencia gubernamental de 
dicho Estado pero que no sean de carácter público, en igual medida y con sujeción 
a las mismas condiciones en que se facilitarían a sus propias autoridades judicia-
les, u otras encargadas de la aplicación de la ley. No obstante, el Estado requerido 
podrá, a su juicio, denegar total o parcialmente una solicitud de este tipo.

Con relación a si es o no posible la divulgación o utilización de informaciones 
o pruebas obtenidas en aplicación de la Convención para propósitos diferentes a 
aquellos especifi cados en la solicitud de asistencia, el Estado requiriente tiene ve-
dada esta posibilidad a menos que previamente haya dado su autorización —total 
o parcial— la Autoridad Central del Estado requerido.

La información o prueba que deba ser divulgada y utilizada, en la medida 
necesaria para el apropiado cumplimiento del procedimiento o diligencias es-
pecifi cadas en la solicitud, no estarán sujetas al requerimiento de autorización 
referenciado anteriormente.

Cuando resulte necesario, el Estado requerido podrá solicitar que la informa-
ción o las pruebas suministradas se conserven en confi dencialidad de conformidad 
con las condiciones que especifi que la Autoridad Central. Si la Parte requiriente 
no puede cumplir con tal solicitud, las autoridades centrales se consultarán para 
determinar las condiciones de confi dencialidad que mutuamente resulten conve-
nientes.
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6.C. Comparecencia de testigos y peritos

Esta comparecencia es regulada en los artículos 18 y 19 de la Convención di-
ferenciando en función del lugar donde se tenga que producir la actuación de los 
testigos y peritos:

a) en el Estado requerido: cuando lo solicite el Estado requiriente, cualquier 
persona que se encuentre en el Estado requerido será citada a comparecer confor-
me a la legislación del Estado requerido ante autoridad competente para prestar 
testimonio o aportar documentos, antecedentes o elementos de prueba;

b) en el Estado requirente: cuando el Estado requiriente solicite la compare-
cencia de una persona en su territorio para prestar testimonio o rendir informe, el 
Estado requerido invitará al testigo o perito a comparecer en forma voluntaria117 
ante la autoridad competente del Estado requiriente y sin utilizar medidas con-
minatorias o coercitivas.

Y como ya hemos indicado, en la documentación anexa a la solicitud de asis-
tencia se acompañará, en la medida necesaria y posible, los pliegos de preguntas, 
interrogatorios o cuestionarios correspondientes (art. 23 CIAMP).

6.D. Registro, embargo, secuestro y entrega de objetos

Según el art. 13 CIAMP, el Estado requerido tiene que cumplir la solicitud 
relativa a registro, embargo, secuestro y entrega de cualquier objeto —compren-
didos, entre otros, documentos, antecedentes o efectos— si la Autoridad compe-
tente determina que la solicitud contiene la información que justifi que la medida 
propuesta. Dicha medida se someterá a la ley procesal y sustantiva del Estado 
requerido. Conforme a lo previsto en la presente Convención, el Estado requerido 
determinará según su ley cualquier requerimiento necesario para proteger los in-
tereses de terceros sobre los objetos que hayan de ser trasladados.

6.E. Medidas de aseguramiento de bienes

Los arts. 14 y 15 CIAMP establecen la posibilidad de que la Autoridad Central 
de una de las Partes comunique a la Autoridad Central de la otra Parte la infor-
mación que posea sobre la existencia en el territorio de esta última, de los ingre-
sos, frutos o instrumentos de un delito. Y además, con relación a los mismos, las 
Partes se tienen que prestar asistencia mutua —en la medida permitida por sus 
leyes— para promover procedimientos precautorios y medidas de aseguramiento.

117 Por ello, si se considera necesario, la Autoridad Central del Estado requerido podrá registrar por 
escrito el consentimiento de la persona a comparecer en el Estado requiriente. Además, la Autoridad Cen-
tral del Estado requerido informará con prontitud a la Autoridad Central del Estado requiriente de dicha 
respuesta.
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6.F. Traslado temporal y tránsito de detenidos

En esta materia la Convención, en los artículos 20 y 21, parte de la idea de 
voluntariedad, tanto por parte del sujeto afectado como de los países implicados:

a) la persona sujeta a un procedimiento penal en el Estado requerido cuya 
comparecencia en el Estado requiriente sea necesaria en virtud de la asistencia 
prevista en la presente Convención será trasladada temporalmente con ese fi n 
al Estado requiriente, siempre que esa persona y el Estado requerido consientan 
dicho traslado;

b) la persona sujeta a un procedimiento penal en el Estado requiriente cuya 
comparecencia en el Estado requerido sea necesaria en virtud de la asistencia pre-
vista en la presente Convención, será trasladada temporalmente al Estado reque-
rido, siempre que lo consienta esa persona y ambos Estados estén de acuerdo.

El traslado será denegado, a criterio del Estado requerido, al menos en los 
siguientes casos:

a) si la persona detenida o que se encuentre cumpliendo una pena negare su 
consentimiento a tal traslado;

b) mientras su presencia fuera necesaria en una investigación o juicio penal 
pendiente en la jurisdicción a la que se encuentra sujeta la persona;

c) si existen otras consideraciones de orden legal o de otra índole, determina-
das por la autoridad competente del Estado requerido o requiriente.

Además, se determinan algunas obligaciones y restricciones en la actuación del 
Estado receptor:

a) el Estado receptor tendrá potestad y la obligación de mantener bajo cus-
todia física a la persona trasladada, a menos que el Estado remitente indique lo 
contrario;

b) el Estado receptor devolverá a la persona trasladada al Estado que la envió 
tan pronto como las circunstancias lo permitan o con sujeción a lo acordado entre 
las autoridades centrales de ambos Estados;

c) respecto a la devolución de la persona trasladada, no será necesario que el 
Estado remitente promueva un procedimiento de extradición;

d) el tiempo transcurrido en el Estado receptor será computado, a los efectos 
del cumplimiento de la sentencia que le hubiera sido impuesta en el Estado re-
mitente, y

e) la permanencia de esa persona en el Estado receptor en ningún caso podrá 
exceder del período que le reste para el cumplimiento de la condena o de sesenta 
días, segur el plazo que se cumpla primero, a menos que la persona y ambos Es-
tados consientan prorrogarlo.
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Los Estados Parte de la Convención también pueden ser requeridos por otro u 
otros a colaborar facilitando el tránsito por su territorio de las personas que son 
objeto de traslado. Esta forma de cooperación, de nivel menor, debe ser proporcio-
nada en la medida de lo posible, es decir, que la negativa debería ser debidamente 
motivada, si bien sobre el Estado requirente pesan dos obligaciones: asegurar que 
estas personas viajarán bajo la custodia de agentes de su país, y notifi car con la 
debida antelación a la Autoridad Central respectiva la solicitud, lo que no será 
necesario cuando se haga uso de los medios de transporte aéreo y no se haya pre-
visto ningún aterrizaje regular en el territorio del o de los Estados Partes que se 
vaya a sobrevolar.

Finalmente, el art. 22 CIAMP señala que la comparecencia o traslado de la 
persona que consienta declarar o dar testimonio estará condicionado, si la persona 
o el Estado remitente lo solicitan con anterioridad adicha comparecencia o tras-
lado, a que el Estado requerido conceda un salvoconducto bajo el cual, mientras se 
encuentre es ese Estado, no podrá:

a) ser detenida o enjuiciada por delitos anteriores a su salida del territorio del 
Estado remitente;

b) ser requerida para declarar o dar testimonio en procedimientos no especifi -
cados en la solicitud; y

c) ser detenida o enjuiciada con base en la declaración que preste, salvo en caso 
de desacato o falso testimonio.

Este salvoconducto cesará cuando la persona prolongue voluntariamente su 
estadía en el territorio del Estado receptor por más de diez días a partir del mo-
mento en que su presencia ya no fuere necesaria en ese Estado, conforme a lo 
comunicado al Estado remitente.

IV. La asistencia judicial mutua a nivel europeo: el convenio 
europeo de asistencia judicial en materia penal

1. Introducción

La Unión Europea se ha querido sumar a la actuación legislativa que en otros 
organismos internacionales se viene desarrollando contra determinadas formas 
de delincuencia grave con dimensión transfronteriza, habiendo tenido una clara 
infl uencia en su trabajo el Consejo de Europa —del que forman parte todos los 
países de la Unión Europea—, en cuyo seno se han aprobado los Convenios de 
Extradición (1957), de Asistencia Judicial Penal (1959) —con su Protocolo Adi-
cional de 1978— y de Represión del Terrorismo (1977).

Sentar las bases sobre las que descanse la cooperación judicial penal entre los 
Estados miembros ha sido y sigue siendo objeto de estudio y tratamiento legis-
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lativo, debidamente programado118, como se ha evidenciado en las reformas que 
el Tratado de Lisboa ha establecido en el régimen jurídico de la Unión, que a 
partir de su entrada en vigor el 1 de diciembre de 2009 se rige por dos tratados 
con idéntico valor jurídico: Tratado de la Unión Europea (TUE) y Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). Cuando en la Tercera Parte del 
TFUE se defi nen y desarrollan las veinticuatro políticas y acciones internas de la 
Unión, nos encontramos como junto al mercado interior, la libre circulación de 
mercancías, personas, servicios y capitales, las políticas social, económica y mone-
taria, la educación y la cultura europea, por señalar algunas, se presta una especial 
atención al conocido Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia119, al que se le dedica 

118 El Consejo de la Unión Europea, por medio de la Decisión de 12 de febrero de 2007, apro-
bó el programa específi co «Justicia Penal», integrado en el programa general «Derechos Funda-
mentales y Justicia», en el cual, con la fi nalidad de contribuir al refuerzo del espacio de libertad, 
seguridad y justicia, marcó para el periodo 2007-2013 los siguientes objetivos específi cos:

a) Favorecer la cooperación judicial en materia penal, a fi n de: fomentar el reconocimiento 
mutuo de las resoluciones y sentencias judiciales; eliminar los obstáculos que crean las dispari-
dades entre los sistemas judiciales de los Estados miembros y promover la necesaria aproxima-
ción del Derecho penal sustantivo relativo a la delincuencia grave, en particular la de dimensión 
transfronteriza; seguir propiciando el establecimiento de normas mínimas en lo relativo a ciertos 
aspectos del Derecho penal procesal, a fi n de fomentar el lado práctico de la cooperación judicial; 
garantizar una adecuada administración de la justicia mediante la eliminación de los confl ictos de 
competencia; mejorar el intercambio de información, en particular de la obtenida de los registros 
nacionales de antecedentes penales, mediante el uso de sistemas informatizados; promover los de-
rechos de los acusados, así como la asistencia social y jurídica a las víctimas; animar a los Estados 
miembros a acelerar la cooperación con Eurojust en el combate contra la delincuencia organizada 
transfronteriza y otros tipos de delincuencia grave; promover la adopción de medidas destinadas a 
la reinserción social de los delincuentes, en particular de los delincuentes juveniles.

b) Mejorar el conocimiento recíproco de los sistemas jurídicos y judiciales de los Estados 
miembros en materia penal y promover y reforzar la constitución de redes, la mutua cooperación, 
y el intercambio y la difusión de la información, experiencias y mejores prácticas.

c) Velar por la adecuada ejecución y la correcta y concreta aplicación y evaluación de los ins-
trumentos comunitarios en el ámbito de la cooperación judicial en materia penal.

d) Mejorar la información sobre los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros y el 
acceso a la justicia.

e) Propiciar la formación sobre la Unión y el Derecho comunitario de los jueces, los abogados 
y otros profesionales que participen en la administración de la justicia.

f) Determinar las condiciones generales necesarias para desarrollar la confi anza recíproca me-
jorando la comprensión mutua entre autoridades judiciales y sistemas judiciales diferentes, en 
particular, con vistas a la aplicación de las políticas de la UE en el ámbito de la justicia.

g) Crear y establecer un sistema informatizado de intercambio de información sobre los re-
gistros de penados y fi nanciar estudios orientados al desarrollo de otros tipos de intercambio de 
información.

119 Vid. Martín Pérez de Nanclares (2007, 85 y ss.), Álvarez Rubio (2008), Carrera 
y Geter (2008, 133 y ss.), del Valle Gálvez (2008, 417 y ss.), Jimeno Bulnes (2008, 1 y 
ss.), García Moreno (2009, 25 y ss.), de Urbano Castrillo (2009, 35 y ss.), Rioja García 
(2009, 5 y ss.), da Silva Ochoa (2009, 5 y ss.).
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monográfi camente el Título V, para cuya permanente construcción se refuerza la 
vigencia del respeto de los derechos fundamentales y de los distintos sistemas y 
tradiciones jurídicas de los Estados miembros en estos tres ámbitos, con base en 
las directrices plasmadas en el art. 67 TFUE:

a) Libertad: la Unión tiene que garantizar la ausencia de controles de las per-
sonas en las fronteras interiores, y desarrollará una política común de asilo, inmi-
gración y control de las fronteras exteriores que esté basada en la solidaridad entre 
Estados miembros y sea equitativa respecto de los nacionales de terceros países, 
asimilándose los apátridas a los nacionales de terceros países;

b) Seguridad: la Unión tiene que esforzarse por garantizar un nivel elevado de 
seguridad mediante medidas de prevención de la delincuencia, el racismo y la 
xenofobia y de lucha en contra de ellos, medidas de coordinación y cooperación 
entre autoridades policiales y judiciales y otras autoridades competentes120, así 
como mediante el reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales en materia 
penal y, si es necesario, mediante la aproximación de las legislaciones penales121;

c) Justicia: La Unión tiene que facilitar la tutela judicial, garantizando en espe-
cial el principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales.

Ya sólo el contenido de este art. 67 TFUE, y de la concreción de la cooperación 
en el ámbito judicial —arts. 82 a 86 TFUE— y policial —arts. 87 a 89 TFUE—, 
nos pone de manifi esto una idea básica: debido a la gravedad de los efectos deriva-
dos de determinadas conductas delictivas, que se producen en la Unión pero que 
también afectan a la Unión, tales como el terrorismo, el narcotráfi co, la corrupción 
y el crimen organizado, magnifi cadas por su dimensión transfronteriza derivada 
del carácter o de las repercusiones de dichas infracciones o de una necesidad parti-
cular de combatirlas según criterios comunes122, en la agenda política de los países 

120 En materia de corrupción destacar como el 24 de octubre de 2008 el Consejo de la Unión 
Europea, por medio de la Decisión 2008/852/JAI, aprobó la creación de una «Red de puntos de 
contacto en contra de la corrupción», teniendo como cometido constituir un foro de intercambio 
en el conjunto de la UE de información sobre medidas y experiencias efi caces en la prevención 
y lucha contra la corrupción, y facilitar el establecimiento y mantenimiento activo de contactos 
entre sus miembros.

121 En materia específi ca de corrupción vid. Pieth (2009).
122 Ya en 1992, cuando en Bruselas se presentó el Informe fi nal del Grupo X «Libertad, Se-

guridad y Justicia», se afi rmaba que para que la Unión Europea obtenga el máximo respaldo de 
sus ciudadanos, deberá demostrar su capacidad de ofrecer resultados concretos en cuestiones de 
importancia real, como es el caso de si se han defi nido medios para garantizar el disfrute de la 
libertad en condiciones de seguridad y una justicia al alcance de todos. En concreto, las personas 
tienen derecho a esperar que la Unión haga frente a la amenaza que el terrorismo y la delincuencia 
grave suponen para su libertad y para sus derechos legales. La lucha contra la delincuencia es un 
ámbito en el que la Unión Europea puede demostrar a los ciudadanos su utilidad de manera muy 
perceptible, ya que en este y en otros campos —como la política de asilo o el control de las fron-
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de la Unión en los últimos veinte años123 ha venido ocupando un lugar preemi-
nente el diseño de instituciones centrales europeas en el ámbito de la persecución 
penal124 —entre ellos una Fiscalía Europea125— y también de políticas y líneas de 
actuación preventivas y represivas en estos ámbitos —y en especial en materia de 
prevención y lucha contra el fraude y la corrupción126—, así como su implementa-

teras exteriores de la Unión— se ha demostrado que los Estados por sí solos no pueden abordar de 
manera efi caz, así como tampoco la defensa contra las nuevas amenazas terroristas es compatible 
con una acción autónoma a nivel nacional.

123 Vid. Vervaele (2009), quien analiza como la falta de progreso en esta materia se ha debido 
a la neutralización sistemática que a nivel político se ha hecho de las propuestas armonizadoras en 
materia penal y procesal penal.

124 Vid. por todos Schüneman (2006, 29 y ss.).
125 Vid. por todos Piattoli, B. (2002), Vv.Aa. (2003a), Rodríguez García (2005, 456 y 

ss.) y Espina Ramos (2010).
126 Con la prioridad general de «garantizar la seguridad en Europa, respetando plenamente 

las libertades fundamentales», el 11 de diciembre de 2009 se aprobó en Bruselas el «Programa 
de Estocolmo. Una Europa abierta y segura que sirva y proteja al ciudadano», con vigencia para 
el periodo 2010-2014, el cual sustituye a los programas quinquenales previos en esta materia: 
Programa de Tampere (1999-2004) y Programa de La Haya (2005-2010). En este Programa, 
haciendo uso de la técnica del soft law previa a la generación de normas más vinculantes, señala 
como en materia de delincuencia económica y corrupción la Unión Europea debe reducir el núme-
ro de ocasiones que aprovecha la delincuencia organizada como consecuencia de la globalización 
de la economía, en especial durante una crisis que está exacerbando la vulnerabilidad del sistema 
fi nanciero, y asignar los recursos adecuados para hacer frente con efi cacia a estos retos. El Consejo 
Europeo insta a los Estados miembros y, en su caso, a la Comisión a:

– aumentar la capacidad para investigaciones fi nancieras y combinar todos los instrumentos 
disponibles en Derecho fi scal, civil y penal; debe llevarse a cabo un análisis fi nanciero científi co 
poniendo en común recursos, en especial con miras a la formación. La confi scación de las ganan-
cias ilícitas debería ser más efi caz, y tendría que reforzarse la cooperación entre los organismos de 
recuperación de activos;

– determinar las ganancias ilícitas de forma más efi caz y confi scarlas y, cuando sea posible, 
plantearse su reutilización siempre que se encuentren en la Unión;

– fomentar el intercambio de información entre las unidades de información fi nanciera (UIF) 
en su lucha contra el blanqueo de capitales. En el marco del sistema europeo de gestión de la 
información, sus análisis podrían alimentar una base de datos sobre operaciones sospechosas, por 
ejemplo en Europol;

– movilizar y coordinar las fuentes de información para identifi car las transacciones en efec-
tivo sospechosas y confi scar las ganancias ilícitas en consonancia con el Convenio relativo al blan-
queo, seguimiento, embargo y decomiso de los productos del delito del Consejo de Europa de 
1990, por ejemplo mediante legislación que establezca si el origen de los ingresos es lícito o no;

– mejorar la persecución de la evasión fi scal y la corrupción en el sector privado, y la detección 
precoz del abuso fraudulento del mercado —como los delitos de iniciado y la manipulación del 
mercado—, así como la malversación de fondos;

– facilitar el intercambio de prácticas idóneas desde el punto de vista preventivo y policial, 
en especial en el marco de la Red de organismos de recuperación de activos y de la Red europea 
contra la corrupción.
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ción en los ordenamientos nacionales de los Estados Miembros y su revisión apli-
cativa, de ahí la ingente cantidad de normas e instrumentos jurídicos aprobados127.

El Consejo Europeo invita a la Comisión:
– a desarrollar indicadores, sobre la base de los sistemas existentes y de criterios comunes, 

para medir los esfuerzos en la lucha contra la corrupción, en especial en los ámbitos del acervo 
—contratación pública, control fi nanciero, etc.— y a elaborar una política anticorrupción global 
en estrecha cooperación con el Grupo de Estados contra la Corrupción del Consejo de Europa 
(GRECO). La Comisión debería presentar al Consejo en 2010 un informe sobre las modalidades 
de adhesión de la Unión a GRECO;

– con la intención de prevenir la delincuencia fi nanciera, a estudiar medidas para facilitar 
la identifi cación de los benefi ciarios efectivos de los activos y a aumentar la transparencia de las 
personas jurídicas y de los regímenes jurídicos;

– a intensifi car la coordinación entre los Estados miembros en el marco de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la corrupción (UNCAC), el GRECO y las labores de la Organización 
de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) en materia de lucha contra la corrupción;

– a refl exionar sobre la manera de mejorar la prevención de la delincuencia fi nanciera.
Sobre el mismo vid. Buono (2009, 333 y ss.).
127 Entre otros muchos, en esta materia hay que tomar en consideración, además de los ya 

citados, los siguientes: la Decisión Marco 2001/500/JAI, de 5 de julio de 2001, del Consejo, 
sobre blanqueo de capitales, identifi cación, seguimiento, embargo, incautación y decomiso de 
instrumentos y productos del delito; la Decisión Marco 2002/465/JAI, de 13 de junio de 2002, 
del Consejo, relativa a los equipos conjuntos de investigación; la Decisión Marco 2003/577/JAI, 
de 22 de julio de 2003, del Consejo, sobre ejecución en la Unión Europea de las resoluciones 
de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas; la Decisión Marco 2005/212/
JAI, de 24 de febrero de 2005, del Consejo, relativa al decomiso de los productos, instrumentos 
y bienes relacionados con el delito; la Decisión Marco 2005/214/JAI, de 24 de febrero de 2005, 
del Consejo, sobre aplicación del principio de reconocimiento mutuo de sanciones pecuniarias; la 
Decisión Marco 2005/671/JAI, de 20 de septiembre de 2005, del Consejo, relativa al intercam-
bio de información y a la cooperación sobre delitos de terrorismo; la Decisión Marco 2005/876/
JAI, de 21 de noviembre de 2005, del Consejo, relativa al intercambio de información de los 
registros de antecedentes penales; la Decisión Marco 2006/783/JAI, de 6 de octubre de 2006, del 
Consejo, sobre la aplicación del reconocimiento mutuo de resoluciones de decomiso; la Decisión 
Marco 2008/315/JAI, de 26 de febrero de 2009, del Consejo, relativa a la organización y el con-
tenido del intercambio de información de los registros de antecedentes penales entre los Estados 
miembros; la Decisión Marco 2008/675/JAI, de 24 de julio de 2008, del Consejo, relativa a la 
consideración de las resoluciones condenatorias entre los Estados miembros de la Unión Europea 
con motivo de un nuevo proceso penal; la Decisión Marco 2008/909/JAI, de 27 de noviembre de 
2008, del Consejo, relativa a la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de sentencias 
en materia penal por las que se imponen penas u otras medidas privativas de libertad a efectos 
de su ejecución en la Unión Europea; la Decisión Marco 2008/947/JAI, de 27 de noviembre de 
2008, del Consejo, relativa a la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de setencias y 
resoluciones de libertad vigilada con miras a la vigilancia de las medidas de libertad vigilada y las 
penas sustitutivas; la Decisión Marco 2008/977/JAI, de 27 de noviembre de 2008, del Consejo, 
relativa a la protección de datos personales tratados en el marco de la cooperación policial y judi-
cial en materia penal; la Decisión Marco 2008/978/JAI, de 18 de diciembre de 2008, del Consejo, 
relativa al exhorto europeo de obtención de pruebas para recabar objetos, documentos y datos 
destinados a procedimientos en materia penal; la Decisión Marco 2009/315/JAI, de 26 de febrero 
de 2009, del Consejo, relativa a la organización y el contenido del intercambio de información de 
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En este punto hay que reconocer sin ambages el rol que han cumplido y tienen 
que seguir cumpliendo en los próximos años el «Convenio de asistencia judicial en 
materia penal entre los Estados miembros de la Unión Europea» de 29 de mayo de 
2000, y su «Protocolo» de 16 de octubre de 2001, elaborados para adoptar medidas 
adicionales en el ámbito de la asistencia judicial penal en los Estados de la Unión128 
en la lucha efi caz contra algunas formas concretas de delincuencia que tienen es-
pecial incidencia, como la corrupción y la delincuencia organizada y fi nanciera129.

los registros de antecedentes penales entre los Estados Miembros; la Decisión Marco 2009/829/
JAI, de 23 de octubre de 2009, del Consejo, relativa a la aplicación, entre los Estados miembros 
de la Unión Europea, del principio de reconocimiento mutuo a las resoluciones sobre medidas de 
vigilancia como sustitución de la prisión provisional; la Directiva 2010/64/UE, de 20 de octubre 
de 2010, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa al derecho a interpretación y a traducción 
en los procesos penales; la Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea 
relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la protección de las víctimas, 
de 5 de abril de 2011; la Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea 
relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la pornografía 
infantil, de 13 de diciembre de 2011; la Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo de la 
Unión Europea sobre la orden europea de protección, de 13 de diciembre de 2011; y la Directiva 
del Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea sobre el derecho a la información en 
los procesos penales, de 22 de mayo de 2012.

128 E incluso más, puesto que sus directrices básicas son tomadas en consideración a la hora de alcanzar 
acuerdos con terceros países. Así, de acuerdo con la Decisión del Consejo de la Unión Europea 2009/820/
PESC de 23 de octubre de 2009, se han celebrado dos Acuerdos entre la Unión Europea y los Estados Unidos, 
uno sobre extradición y otro sobre asistencia judicial, los cuales han entrado en vigor el 1 de febrero de 2010; 
y también, el 27 de noviembre de 2009 la Unión Europea y Japón han suscrito un Acuerdo sobre cooperación 

judicial en materia penal.
129 Dos años antes el Consejo de la Unión Europea había aprobado una «Acción Común sobre 

buenas prácticas de asistencia judicial en materia penal», según la cual los Estados, de confor-
midad con su Derecho nacional y procedimientos jurídicos, tenían que promover las siguientes 
prácticas:

a) acusar recibo, cuando el Estado miembro requirente así lo solicite, de todas las solicitudes 
de asistencia y de todas las peticiones de información escritas relativas a la ejecución de solicitudes 
salvo que se remita con rapidez una respuesta sobre el fondo de la cuestión; el Estado miembro 
requirente podrá optar por prescindir de tal acuse de recibo salvo que certifi que su solicitud de 
«urgente» o que estime necesario tal acuse en virtud de las circunstancias del caso;

b) proporcionar a la autoridad requirente, al acusar recibo de las solicitudes y peticiones de 
información mencionadas en el presente apartado, el nombre y las señas de la autoridad y, a ser 
posible, de la persona encargada de la ejecución de la solicitud, en particular su número de telé-
fono y de fax;

c) dar prioridad, siempre que ello no contravenga la legislación del Estado miembro requeri-
do, a las solicitudes que la autoridad requirente haya señalado claramente como «urgentes» y de 
tratar todas las solicitudes, califi cadas o no de «urgentes», de modo no menos favorable que las 
solicitudes de información comparables que formulen en el Estado miembro requerido las propias 
autoridades nacionales del Estado miembro de que se trate;

d) remitir a las autoridades requirentes, cuando no pueda prestarse en su totalidad o en parte 
la asistencia solicitada, un informe escrito u oral en que se explique la difi cultad que lo impida y, 
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Los antecedentes del Convenio de 2000 se sitúan fuera del ámbito de la Unión 
Europea, concretamente en el seno del Consejo de Europa y del sistema Schengen.

En el Consejo de Europa se han elaborado dos instrumentos de cooperación 
en ese ámbito: el Convenio de extradición de 1957 y el Convenio de asistencia 
judicial en materia penal de 20 de abril de 1959 —el llamado «Convenio Eu-
ropeo»—. Este último, que hoy continúa vigente y que ha servido de base para 
la elaboración del Convenio de 2000, tiene entre sus principales aportaciones las 
relativas a comisiones rogatorias, notifi cación de documentos procesales y reso-
luciones judiciales, comunicación de información sobre antecedentes penales y 
condenas judiciales, fi jando una serie de reglas que han de regir en la práctica de 
esos actos de asistencia, modifi cadas algunas por el Protocolo de 1978.

Como con el paso del tiempo algunas de las reglas generales establecidas en el 
Convenio se han ido mostrando inefi caces, para posibilitar una adecuada coopera-
ción judicial entre los Estados miembros al mismo se han añadido dos Protocolos 
Adicionales, el primero de 1978 y el segundo de 2001. Dentro del objetivo ge-
neral de mejorar y completar el Convenio y el Primer Protocolo, en el Segundo 
Protocolo se introducen algunos principios más acordes con las exigencias de la 
práctica; así por ejemplo, el respeto de los procedimientos exigidos por la ley del 
Estado requirente, siempre que no sean contrarios a los principios fundamentales 
del derecho de la otra parte, lo que lo aproxima de forma evidente al Convenio de 
2000, si bien en un contexto más amplio, el de los Estados miembros del Consejo 
de Europa e incluso terceros países.

Por lo que respecta al Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen de 
1990, no sustituye dentro del espacio Schengen al Convenio Europeo de 1959 
sino que, de acuerdo con su art. 48, lo completa y tiende a facilitar su aplicación. 

cuando sea posible, se brinde la posibilidad de estudiar conjuntamente con la autoridad requirente 
el modo de solventar la difi cultad;

e) remitir prontamente a la autoridad requirente, cuando se prevea la imposibilidad de prestar, 
o de prestar plenamente, la asistencia en un plazo determinado por dicha autoridad, y que ello re-
dundar en perjuicio de los procedimientos incoados en el Estado miembro requirente, un informe 
escrito u oral y cuantos informes posteriores requiera la misma autoridad en los que se explique 
cu.ndo es posible prestar la asistencia solicitada;

f) presentar las solicitudes tan pronto como se compruebe la naturaleza exacta de la asistencia 
requerida y de explicar, cuando se haya establecido un plazo o se hayan califi cado las solicitudes 
de «urgentes», las razones del plazo o de la urgencia; la declaración incluirá un compromiso de no 
califi car de «urgentes» solicitudes que sean de importancia secundaria;

g) comprobar que las solicitudes presentadas se ajustan a los tratados o acuerdos internacio-
nales pertinentes;

h) proporcionar a las autoridades requeridas, al presentar solicitudes de asistencia, el nombre 
y las señas de la autoridad y, a ser posible, de la persona encargada de emitir la solicitud, en par-
ticular su número de teléfono y de fax.
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Su Capítulo II, Título III, intitulado «Asistencia judicial en materia penal», 
aborda esta cuestión introduciendo algunas novedades importantes:

a) Si bien hasta entonces el Convenio era aplicable a las infracciones penales y 
fi scales, se amplia su ámbito material de aplicación a las infracciones administra-
tivas, siempre que la decisión sea recurrible ante un órgano jurisdiccional.

b) Se limitan las condiciones por las que los Estados Parte pueden subordinar 
la ejecución de las comisiones rogatorias de embargo de bienes y registro.

c) Se permite el envío directo de documentos relativos al procedimiento cuan-
do el destinatario se halle en el territorio de otra parte contratante. En otros casos, 
hay que seguir recurriendo a los mecanismos de auxilio judicial.

d) Se autoriza la comunicación directa entre autoridades judiciales para trans-
mitir y devolver las solicitudes de asistencia judicial, sin perjuicio de la facultad 
de envío y reenvío entre Ministerios de Justicia y a través de Interpol.

Como vemos, en los últimos años se han llevado a cabo iniciativas para lo-
grar el marco adecuado en el que desarrollar la cooperación judicial tanto en 
la Unión Europea como en el Consejo de Europa. Ello no obsta para que los 
Estados tengan que seguir ejerciendo las responsabilidades que les competen 
en relación con el mantenimiento del orden público y la salvaguardia de in-
terior; así, en la en la declaración previa del Convenio del 2000, se establece 
que corresponde a cada Estado en particular determinar, de conformidad con el 
art. 72 TFUE, en qué condiciones mantendrá el orden público y protegerá la 
seguridad interior.

2. Objeto del Convenio

En el art. 1 se establece que el Convenio tiene como fi nalidad completar y 
facilitar la aplicación, entre los Estados miembros de la Unión Europea, de los 
instrumentos internacionales relativos a la asistencia judicial en materia penal 
citados en el apartado anterior, sobre los cuales va a prevalecer. De esta forma, se 
busca de reforzar la cooperación judicial en materia penal, ampliando su ámbito 
de aplicación, dotándola de mayor rapidez y efi cacia, aplicando al propio tiempo 
el principio de proporcionalidad.

El Convenio no afecta ni a la aplicación de disposiciones sobre asistencia 
judicial más favorables contenidas en los acuerdos bilaterales o multilaterales 
entre los Estados miembros, ni a la aplicación de disposiciones relativas a la 
asistencia judicial en materia penal convenidas sobre la base de una legislación 
uniforme, o de un régimen especial que establezca la aplicación recíproca de 
medidas de asistencia judicial en sus respectivos territorios, con lo cual se da pie a 
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la aplicación práctica del Convenio de 1959 y la extensión de las medidas a otros 
países130.

En su elaboración se adoptaron otras medidas que sin dejar de contribuir a la 
realización de este primer objetivo, tengan en cuenta las importantes evoluciones 
producidas recientemente, por un lado la evolución política y social, y, por otro, la 
tecnológica. No hay que olvidar que tras los Acuerdos de Schengen desaparecie-
ron los controles en las fronteras entre la mayoría de los Estados miembros, lo que 
por un lado conlleva una mayor circulación de personas, mercancías y capitales en 
la Unión Europea, y por otro exige dotar a las autoridades policiales y judiciales 
de normas adecuadas para la lucha contra la delincuencia internacional, que trata 
de prevalerse de la nueva libertad de circulación.

El desarrollo de la tecnología como fenómeno presente en nuestra sociedad no 
es ajeno al ámbito de la cooperación judicial, facilitándola en unos casos, como 
en el uso de la videoconferencia y de la conferencia telefónica, y difi cultándola en 
otros, como en la intervención de las telecomunicaciones, por la falta de medidas 
adecuadas que la hagan viable. También se adoptaron normas sobre protección de 
datos.

Este Convenio es un instrumento de Derecho Internacional público que atri-
buye competencia al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas para in-
terpretar sus disposiciones.

3. Ámbito de aplicación

3.A. Material

Ya hemos visto como el Convenio complementa otros instrumentos anteriores 
en materia de cooperación judicial. Ya comentado también como las solicitudes 
de asistencia pueden formularse y obtenerse en los procedimientos relativos a 
infracciones penales, fi scales y, en determinados casos, a las infracciones admi-
nistrativas. En este último ámbito es donde incide el Convenio, extendiendo su 
aplicación a los casos en que una persona jurídica sea la responsable de la infrac-
ción, con independencia de que la legislación del Estado requerido no contemple 
su responsabilidad penal o administrativa, con lo cual ya no es causa bastante para 
denegar la cooperación.

El art. 3.1 dispone que igualmente se prestará asistencia judicial para pro-
cedimientos administrativos por hechos que con arreglo al Derecho interno del 
Estado miembro requirente o del Estado miembro requerido, o de ambos, sean 

130 Así de facto lo han venido haciendo Islandia y Noruega, que el 17 de diciembre de 2003 han 
fi rmado un Acuerdo con la Unión Europea para extender la aplicación en su territorio de determinadas 
disposiciones del Convenio y el Protocolo de asistencia judicial penal.
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punibles como infracciones de disposiciones legales, cuando la decisión pueda 
dar lugar un proceso ante un órgano jurisdiccional competente, en particular, en 
materia penal. Es indiferente que la competencia para conocer de estos procesos 
en una primera fase corresponda a la autoridad administrativa o la penal en los 
Estados miembros interesados; lo fundamental es que en una fase posterior pue-
dan plantearse ante un órgano jurisdiccional con competencia en materia penal, 
no siendo necesario que tenga competencia exclusiva sobre esta materia.

3.B. Territorial

Por lo que se refi ere a la dimensión espacial, el Convenio se aplica a los Estados 
miembros de la Unión Europea, tanto los que lo eran al tiempo de su celebración, 
como los que adquieran esta condición después, motivo por el cual el art. 28 prevé la 
posibilidad de su adhesión al Convenio. Incluso algunas disposiciones son aplicables 
a Noruega e Islandia, pese a no ser Estados miembros de la Unión Europea, ya que 
estos dos países en su día se asociaron a la ejecución, aplicación y desarrollo del acervo 
Schengen y como hemos visto algunas disposiciones del Convenio desarrollan las del 
Convenio de aplicación de Schengen.

3.C. Entrada en vigor y aplicación

Respecto a la entrada en vigor y aplicación, los Convenios en el seno de la 
Unión Europea se elaboran en dos fases sucesivas: la aprobación por Acto del 
Consejo y adopción por los distintos Estados conforme a sus normas constitu-
cionales, adopción que se notifi cará al Secretario General del Consejo. Para que 
un Convenio entrara en vigor era necesaria su adopción por todos los Estados 
miembros, situación que cambió tras el Tratado de Amsterdam, que estableció la 
regla general de entrada en vigor cuando haya sido adoptado por la mitad de los 
Estados miembros como mínimo, salvo que en el Convenio se disponga otra cosa. 
El Convenio de 2000 dispone su entrada en vigor una vez que el octavo Estado 
miembro haya notifi cado la conclusión de sus procedimientos internos, evidente-
mente limitada a esos ocho Estados. Una entrada en vigor que no es automática, 
puesto que se requiere que transcurran noventa días desde aquella notifi cación.

El art. 27.5 regula la aplicación anticipada del Convenio, es decir, su aplica-
ción entre los Estados miembros interesados aún antes de su entrada en vigor, 
que surtirá efecto entre los Estados miembros que así lo declaren al notifi car la 
conclusión de sus procedimientos constitucionales una vez transcurridos noventa 
días tras ésta.

El Convenio no tiene efi cacia retroactiva y sólo se aplica a las solicitudes de 
asistencia posteriores a su entrada en vigor o a la fecha en que se ha iniciado su 
aplicación anticipada entre los Estados interesados (art. 27.6).
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4. Principios del Convenio

4.A. Introducción

El Convenio de 2000 señala en su Preámbulo que regula la asistencia judicial 
basándose en los principios del Convenio de 1959, lo cual no es del todo cierto 
porque el Convenio de 1959 establece la aplicación de la legislación del Estado 
requerido y la comunicación a través de autoridades centrales, mientras que el 
Convenio de 2000 regula la aplicación de los procedimientos del Estado requi-
rente y la comunicación directa entre las autoridades judiciales de los Estados 
miembros interesados.

4.B. Aplicación de la ley del Estado requirente

El art. 4 del Convenio establece que la solicitud de asistencia judicial se ejecu-
te por el Estado requerido conforme con los trámites y procedimientos indicados 
por el Estado requirente. Esta regla general tiene excepciones previstas a lo largo 
del articulado del Convenio cuando se regulan las concretas formas de coopera-
ción; por ejemplo, al tratar de las entregas vigiladas (art. 12.2 y 3) se establece 
que el Derecho interno del Estado miembro requerido es el que rige la solicitud 
y ejecución de la medida.

La fi nalidad de este precepto es doble: por un lado, permitir que la solicitud 
de asistencia judicial se ejecute según los trámites y procedimientos indicados 
por el Estado miembro requirente en la mayor medida posible (apartados 1 y 3); 
por otro, obligar al Estado miembro requerido que tenga en cuenta los plazos que 
hubieren podido indicarse en la solicitud (apartado 2), dentro de los límites pre-
vistos en el apartado 4. Con estas previsiones se pretende lógicamente posibilitar 
el uso en el Estado requirente de la información obtenida a través de la comisión 
rogatoria y garantizar su valor como prueba en el procedimiento seguido en su 
ámbito interno.

El párrafo 1 sienta el principio general de que todo Estado miembro que 
ejecute una solicitud deberá observar los trámites y procedimientos indicados 
expresamente por el Estado miembro requirente, entendiéndose trámites y pro-
cedimientos en un sentido amplio, comprendiendo todas las normas procesales 
necesarias para la validez y efi cacia de la actuación a practicar. El Estado requerido 
sólo podrá negarse a observar los trámites y procedimientos indicados cuando 
sean contrarios a los principios fundamentales de su Derecho o cuando el Conve-
nio determine expresamente que sea el Derecho del Estado miembro requerido el 
que deba aplicarse.

En cuanto a los plazos para la ejecución de las solicitudes de asistencia, el 
Estado requerido tiene que ejecutar la solicitud observando, en la medida de lo 
posible, los plazos fi jados por el Estado miembro requirente, pues a veces puede 
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ser determinante que la asistencia judicial se preste en un plazo determinado. Si 
el Estado requirente considera que la solicitud debe ejecutarse antes de un plazo 
concreto lo tiene que hacer constar así, indicando los motivos que lo justifi can.

Cuando una solicitud no pueda ejecutarse total o parcialmente según los trá-
mites señalados por el Estado requirente, el Estado requerido informará sin de-
mora de esta circunstancia a aquél, haciendo indicación de las condiciones en 
que se debería ejecutar, entre las que podrá estar el suministro de información y 
documentación complementaria. Ambos Estados pueden celebrar acuerdos que 
fi jen el curso que debe darse a la solicitud en el marco de las condiciones citadas.

Cuando el Estado requerido prevea que no podrá cumplir los plazos previstos 
para la ejecución de la solicitud y de ese incumplimiento pudieran derivarse gra-
ves difi cultades para el procedimiento seguido en el Estado miembro requirente, 
sus autoridades deberán indicar, tan pronto como sea posible, el tiempo que esti-
men necesario para ejecutar la solicitud. Las autoridades del Estado miembro re-
quirente indicarán sin demora si la solicitud se mantiene de todos modos. En este 
caso, también se faculta a ambos Estados que lleguen a acuerdos que determinen 
el curso que deba darse a la solicitud.

4.C. Envío y notifi cación de documentos procesales

El art. 5 trata de garantizar que un Estado miembro pueda enviar y notifi car 
documentos procesales cuando el destinatario se encuentre en el territorio de otro 
Estado miembro.

En primer término se permite que un Estado miembro envíe directamente por 
correo a la persona que se halle en el territorio de otro Estado documentos proce-
sales relativos a procedimientos penales a ella dirigidos. Nada se dice en el párrafo 
1 sobre qué debe entenderse por «documentos procesales», si bien en el Informe 
Explicativo del Convenio se recomienda entender esta expresión en sentido am-
plio, comprendiendo, por ejemplo, citaciones y resoluciones judiciales. De igual 
manera habrá que interpretar la expresión «que se hallen en el territorio», y por 
ello no será exigible que la persona sea residente en el Estado requerido, pudién-
dose encontrar allí aunque sea de forma ocasional.

A la regla general de los envíos por correo se le marcan excepciones en el párra-
fo 2, practicándose, cuando concurra alguna de ellas, por mediación de las autori-
dades competentes del Estado miembro requerido, lo que ocurrirá normalmente 
cuando la comunicación por correo no pueda efectuarse o resulte inadecuada. En 
todo caso es necesario que el Estado miembro que envíe documentos haga todo lo 
necesario para conocer la dirección del destinatario antes de cursar una solicitud 
a otro Estado miembro.
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Si el Estado miembro que envía el documento tiene razones fundadas para 
pensar que el destinatario no entiende el idioma en que esté redactado, está obli-
gado a adoptar las medidas necesarias para la traducción de todo el documento 
—o de sus partes más importantes— al idioma o a uno de los idiomas del Estado 
miembro destinatario. Si ese Estado sabe que el destinatario sólo comprende otro 
idioma, procederá a traducir el documento, en todo o parte, a esa otra lengua. Con 
estas previsiones se pretende proteger los intereses del destinatario y mejorar la 
efi cacia de la transmisión.

Todo documento procesal irá acompañado de una nota en la que se indique 
al destinatario tanto la forma de contactar con la autoridad que haya expedido 
el documento, o con otras autoridades del Estado miembro remitente, como los 
derechos y obligaciones que tiene. Aunque no está previsto en este párrafo 4, el 
Informe Explicativo del Convenio establece que debería recogerse en esas notas 
las consecuencias del incumplimiento de lo previsto en el documento de que se 
trate, conforme a la legislación del Estado requirente.

El párrafo 5 confi rma la aplicación de los arts. 8, 9 y 12 del Convenio de 1959 
referentes a la situación de peritos y testigos que no comparecen cuando han 
sido citados, gastos ocasionados a peritos y testigos, y el privilegio de inmunidad 
frente a procesamientos o detenciones de que gozan los testigos de comparecer en 
respuesta a una citación expedida por un Estado extranjero.

4.D. Transmisión de solicitudes de asistencia judicial

El Convenio del 2000 sustituye en esta materia al de 1959 y al de Schengen al 
permitir, salvo determinadas excepciones, el contacto directo entre las autorida-
des judiciales de los Estados miembros en materia de asistencia judicial (art. 6).

Como regla general las solicitudes de asistencia entre los Estados miembros y 
los intercambios espontáneos de información previstos en el art. 7 se harán por 
escrito o por cualquier medio que deje constancia escrita y permita al Estado 
miembro receptor acreditar su autenticidad, como el correo electrónico, supe-
rando en este punto a otros convenios que sólo permitían la comunicación por 
fax. Los Estados miembros habrán de consultarse con relación a procedimientos 
concretos para determinar la autenticidad de las solicitudes enviadas. Se cursarán 
directamente entre las autoridades judiciales competentes y se responderán del 
mismo modo. También se permite la transmisión directa entre las autoridades 
judiciales cuyo objeto sea incoar un proceso en otro Estado miembro, con arreglo 
con a lo dispuesto en el art. 21 del Convenio de 1959. Pero este Convenio va más 
allá al no impedir que los Estados miembros acuerden aceptar solicitudes verba-
les, al menos en ciertos casos de especial urgencia, accediéndose a ello siempre que 
lo antes posible se confi rmen por escrito.
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El apartado 2, no obstante, permite que en casos particulares el envío de soli-
citudes y de respuestas se haga entre autoridades centrales, lo que sucederá en su-
puestos complejos, o en casos en que la solicitud se envía a más de una autoridad 
competente del Estado miembro requerido.

Reino Unido e Irlanda podrán declarar que las solicitudes y otras comuni-
caciones de asistencia judicial o la información espontánea prevista en el art. 7 
se envíen a sus autoridades centrales, y ello es así porque por lo general no son 
competentes para ejecutar las solicitudes recibidas de autoridades judiciales ni 
de una autoridad central. Estos dos países podrán limitar el alcance de esta de-
claración en cualquier momento mediante una declaración posterior, para así dar 
mayor efectividad a la noción de transmisión directa, debiendo hacerlo, en todo 
caso, cuando para ellos entren en vigor las disposiciones que sobre esta materia 
contiene el Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen. Respecto de estas 
declaraciones, cualquiera de los Estados miembros podrá aplicar el principio de 
reciprocidad.

En casos de urgencia, la transmisión de solicitudes podrá cursarse vía Interpol 
o por conducto de cualquier otro órgano competente, conforme con las disposi-
ciones acordadas en el Tratado de la Unión Europea.

La tramitación de solicitudes de asistencia judicial y su respuestas en casos de 
entregas vigiladas, equipos conjuntos de investigación e investigaciones encu-
biertas, cuando la autoridad competente en un Estado sea una autoridad judicial 
o central y en el otro Estado lo sea una autoridad policial o aduanera, se pueden 
cursar directamente entre estas autoridades. En estos casos también resulta apli-
cable el art. 4 del Convenio (párrafo 5).

De igual modo se permite que las solicitudes relacionadas con los procedi-
mientos administrativos señalados en el art. 3.1 se cursen y se respondan directa-
mente cuando las autoridades competentes afectadas sean una autoridad judicial 
o una autoridad central en un Estado miembro y una autoridad administrativa en 
el otro Estado miembro (párrafo 6).

El párrafo 8 recoge qué solicitudes y comunicaciones han de ser cursadas a 
través de las autoridades centrales de los Estados miembros, concretamente las 
solicitudes de traslado temporal o de tránsito de detenidos, y las comunicaciones 
relativas a información sobre condenas judiciales.

4.E. Intercambio espontáneo de información

El art. 7 crea el marco general para el intercambio espontáneo de información 
sobre materias que entran dentro del ámbito de aplicación del Convenio como 
forma de asistencia judicial sin necesidad de una solicitud expresa, siendo de gran 
utilidad en la práctica.
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Su objeto es el intercambio de información sobre infracciones penales o admi-
nistrativas a las que se refi ere el art. 3, cuya persecución o penalización entre en el 
ámbito de competencias de la autoridad receptora. La autoridad que proporciona 
la información puede imponer condiciones a la utilización de la información por 
la autoridad receptora, de conformidad con su Derecho interno, quedando ésta 
obligada a respetar tales condiciones. En este caso no se aplicarán las medidas en 
materia de protección de datos que fi guran en los apartados 1 y 2 del art. 23 del 
Convenio, en la medida que se refi eren al mismo objeto.

Este tipo de acuerdos ya estaban previstos en el ámbito de la cooperación poli-
cial en el Convenio de Schengen.

5. Protocolo del Convenio

5.A. Objeto

En junio de 2000 Francia presentó un proyecto de instrumento de cooperación 
judicial en materia penal entre los Estados miembros de la Unión Europea como 
resultado de algunas de las conclusiones del Consejo Europeo de Tampere:

a) Los Estados tienen que facilitar la asistencia en los casos de delincuencia eco-
nómica grave y sobretodo en las relativas al blanqueo de capitales (conclusión 49).

b) El blanqueo de capitales está en el centro de la delincuencia organizada, de-
biendo adoptarse medidas para llevar a cabo el seguimiento, embargo preventivo, 
incautación y de comiso de los benefi cios del delito (conclusión 51).

c) El Consejo tiene que acordar medidas precisas para que las autoridades ju-
diciales puedan recibir información sobre las transacciones fi nancieras, y así poder 
tanto investigar el blanqueo de capitales como intentar aproximar la legislación 
de los países en esta materia (conclusión 54).

En un principio, se concibió como un nuevo Convenio que complementaría 
el Convenio Europeo de Asistencia Judicial en materia penal de 1959 (Convenio 
de 1959) y el Convenio de 2000 en lo relativo a la delincuencia organizada y 
fi nanciera y al blanqueo de dinero producto de las infracciones. Durante las nego-
ciaciones se mutó de idea, pasando a ser fi nalmente un Protocolo del Convenio de 
2000, aprobado por el Consejo el 16 de octubre de 2001.

El objeto de este Protocolo es adoptar, en el ámbito de la cooperación judicial 
penal, medidas adicionales para combatir formas específi cas de delincuencia tales 
como la delincuencia organizada y de modo especial la delincuencia fi nanciera.

En la elaboración del Protocolo también incidió el Informe Final correspon-
diente al primer ejercicio de evaluación de la asistencia judicial en materia penal, 
aprobado por el Consejo el 28 de mayo de 2001, informe que insta al grupo «Coo-
peración en materia penal», como encargado de los trabajos preparatorios del 
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nuevo instrumento, a buscar soluciones satisfactorias en lo relativo al seguimiento 
de cuentas de personas naturales o jurídicas, viéndose como se iban introduciendo 
limitaciones a los motivos de denegación de la asistencia, especialmente la dene-
gación de la solicitud referida a una infracción de carácter fi scal.

5.B. Ámbito de aplicación

El ámbito material de aplicación del Protocolo coincide con el del Convenio de 
2000, al que completa. Sus disposiciones son de aplicación general, con excepción 
de las del párrafo 1, que se aplican sólo a determinadas infracciones. Además, 
las disposiciones del Protocolo se prevén específi camente para la represión de las 
infracciones cometidas en relación con la delincuencia organizada y fi nanciera.

El art. 8.1 prohíbe a los Estados parte denegar la asistencia en casos de infrac-
ciones fi scales, manifestándose así una de las aportaciones más importantes de 
este Protocolo por cuanto la extensión de la asistencia judicial a esta materia ya 
se intentó sin éxito en la elaboración de otros instrumentos anteriores, como el 
Convenio de 1959 y su Protocolo.

También en el ámbito espacial coinciden Convenio y Protocolo, no disponien-
do éste nada distinto de lo ya previsto en el Convenio de 2000.

En lo relativo al ámbito temporal, son igualmente aplicables las previsiones 
del Convenio al respecto; concretamente, los arts. 13 a 16 del Protocolo repiten 
lo regulado en aquel instrumento, al referirse a la sufi ciencia de la ratifi cación por 
ocho Estados miembros para su entrada en vigor, han de transcurrir noventa días 
entre la notifi cación de la conclusión de procedimientos internos y su entrada en 
vigor, posibilidad de aplicación anticipada entre los Estados que así lo declaren, 
disposiciones concretas en cuanto a la entrada en vigor en Islandia y Noruega, etc.

Ya hemos señalado que el Protocolo complementa el Convenio, no obstante 
lo cual, el Protocolo tiene una previsión específi ca respecto del ámbito temporal: 
todo lo dispuesto para su entrada en vigor, o para su aplicación anticipada, no se 
producirá si en esa fecha el Convenio aún no ha entrado en vigor o no es aplicable 
entre los Estados interesados, es decir, sólo producirán efecto a partir de esa fecha.

5.C. Contenido

El Protocolo consta de 17 artículos en los que se abordan, ante todo, tres as-
pectos fundamentales:

a) Primero, tres formas distintas de asistencia penal en materia de delincuencia 
fi nanciera, con especial incidencia en el blanqueo de capitales, y con la posibilidad 
de formular solicitudes complementarias.

b) Segundo, la denegación de la asistencia.
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c) Tercero, la entrada en vigor del texto, adhesión de nuevos Estados y cues-
tiones conexas.

Puesto que el primero de los aspectos indicados se tratará al estudiar las formas 
específi cas de cooperación, y el tercero se ha expuesto con anterioridad al hablar 
del ámbito de aplicación del Convenio, en este punto analizamos únicamente las 
cuestiones relativas a la denegación de asistencia, en las que el Protocolo introdu-
ce algunas novedades.

Continúa con lo ya previsto en otros instrumentos anteriores, como el primer 
Protocolo al Convenio de 1959, al tratar de limitar la aplicación de los motivos 
de denegación, resaltándose que en este punto el Protocolo se aplica a «todas» las 
solicitudes de asistencia judicial en materia penal, y no sólo a las concretas formas 
previstas en dicho Protocolo.

Respecto a los motivos de denegación de la solicitud de asistencia, se prohíbe a 
los Estados que invoquen el secreto bancario, siendo entendido en sentido amplio. 
Siguiendo el informe explicativo del Protocolo, habrá que tomar en consideración 
el art. 18.7 del Convenio de 1990 sobre blanqueo de capitales cuando señala que 
podrá exigir que las solicitudes de asistencia que impliquen la suspensión del 
secreto bancario sean autorizadas por una autoridad judicial, considerando como 
tal también a los fi scales que actúen en relación con delitos penales, siempre que 
su legislación nacional así lo prevea.

Dentro de los motivos de denegación, desaparece como causa de denegación 
que la solicitud de refi era a infracciones fi scales, cuestión abordada anteriormente 
al tratar el ámbito material del Protocolo.

Una de las causas de denegación de la solicitud de cooperación judicial en 
materia penal es que se refi era a infracciones que la parte requerida califi que de 
carácter político o relacionadas, aunque el art. 9.1 del Protocolo limita esta causa 
al establecer que, a efectos de asistencia judicial, los Estados miembros no darán a 
ningún delito esa consideración. Los Estados pueden formular reservas a ese prin-
cipio, aunque no podrán establecer ninguna excepción respecto de la defi nición de 
los delitos de terrorismo prevista en el art. 9.1 del Protocolo. Para asegurar que 
ningún Estado miembro pueda denegar la solicitud de asistencia considerando 
como delito político un acto de terrorismo, se dispone que las reservas hechas con-
forme al art. 13 del Convenio Europeo para la represión del terrorismo de 1977 
no se aplicarán en materia de asistencia judicial entre los Estados miembros de la 
Unión Europea, ni siquiera a los Estados que hagan reservas conforme al art. 9.2 
del Convenio, reservas que están sujetas a unos límites concretos.

El Protocolo delimita aún más los casos en que procede la denegación de so-
licitudes de asistencia judicial, adoptando una serie de medidas que se pueden 
concretar en dos supuestos:
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a) Los Estados miembros requirente y requerido no llegan a una solución cuan-
do éste ha rechazado de modo formal una solicitud de asistencia judicial formu-
lada por aquél, solicitud en la que el Estado requirente insiste. En este caso el 
Estado miembro requerido remitirá al Consejo de la Unión Europea su decisión 
de rechazo debidamente fundamentada para su conocimiento y con el fi n de poder 
evaluar el funcionamiento de la cooperación judicial entre los Estados miembros. 
Esta medida se entiende sin perjuicio de la competencia atribuida al Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Europea para resolver determinados litigios entre los 
Estados miembros.

b) Las autoridades competentes del Estado miembro requirente pueden in-
formar a Eurojust para buscar una solución práctica a los problemas que en la 
realidad se presenten al ejecutar una solicitud, concretamente cuando se deniegue 
fundamentándose en cualquiera de los motivos de rechazo vigentes, o al ejecutar 
solicitudes de embargo, registro o informaciones bancarias. Los motivos de recha-
zo vigentes son el perjuicio a la soberanía, seguridad, orden público u otros inte-
reses esenciales del Estado requerido. El Informe Explicativo del Convenio señala 
que para que se pueda hacer la remisión del caso a Eurojust es necesario que la in-
fracción para cuya represión se solicita asistencia entre dentro de su competencia.

El interés práctico del Protocolo del Convenio del 2000 no es tanto la previ-
sión de formas concretas de asistencia judicial en materia penal para lograr una 
mayor efi cacia en la lucha contra la criminalidad organizada y fi nanciera, como las 
limitaciones establecidas en las causas que pueden alegar los Estados para denegar 
la solicitud de asistencia.

6. Formas específi cas de asistencia judicial en materia penal 
entre los Estados de la Unión Europea

6.A. Antecedentes

Como antecedentes de las formas de cooperación reguladas en el Convenio Eu-
ropeo de 2000 tenemos el Convenio de 1959 y el Convenio de Schengen, aunque 
éste regula modos particulares de cooperación policial, no judicial, refi riéndose 
solo a las entregas vigiladas en el caso de tráfi co de estupefacientes.

El Convenio de 1959 prevé distintas formas de cooperación o asistencia judi-
cial: las comisiones rogatorias para actos de instrucción o transmisión de piezas 
probatorias, expedientes o documentos; la notifi cación de documentos procesales; 
el traslado temporal de detenidos para su comparecencia como testigos o para su 
careo; la notifi cación de antecedentes penales y las denuncias para fi nes procesales.

El Segundo Protocolo Adicional al Convenio Europeo de 2001 toma como 
ejemplo el Convenio de 2000 y recoge a lo largo de su articulado, con una regula-
ción casi idéntica, las mismas formas específi cas de cooperación previstas en éste, 
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salvo la intervención de las telecomunicaciones, que el Protocolo omite, así como 
la vigilancia transfronteriza, prevista como forma de cooperación policial en el 
Convenio de Schengen.

Como hemos indicado el Convenio de Schengen regula determinadas formas 
de cooperación policial, no judicial, como la vigilancia transfronteriza y la per-
secución en caliente —arts. 40 y 41 respectivamente—. Por lo que se refi ere a 
la asistencia judicial en materia penal no hay ninguna previsión en el capítulo 
dedicado a ello, pero sí hay referencias al tratar las formas específi cas en capítulos 
posteriores. En relación con los estupefacientes, el art. 73 regula la posibilidad de 
proceder a las entregas vigiladas.

El Título II del Convenio del 2000 lleva por rúbrica «Solicitudes de determi-
nadas formas específi cas de asistencia judicial», ofreciendo a través de sus artículos 
un marco legal en el que se pueden desarrollar las distintas formas de coopera-
ción en el curso de una investigación judicial, tales como restitución, traslado 
temporal de detenidos con fi nes de investigación, audición por videoconferencia 
y por conferencia telefónica, entregas vigiladas, equipos conjuntos de investiga-
ción, investigaciones encubiertas así como la responsabilidad penal y civil de los 
funcionarios durante su intervención en algunas de la formas previstas.

Hay otra forma más de cooperación en este ámbito, regulada aparte en el art. 
18 y es la relativa a la intervención de las comunicaciones. La complejidad de 
la materia y el hecho de que en ocasiones no sea precisa la cooperación entre los 
Estados explica la regulación diferenciada de este instrumento en el Título III del 
Convenio.

Muchas de estas formas reguladas en el Convenio no constituyen una novedad, 
al estar ya desarrolladas en textos precedentes. Dejando a un lado las entregas 
vigiladas, que como hemos dicho se contemplaban en el art. 73 del Convenio 
de Schengen, las formas de cooperación específi cas mencionadas previstas en el 
Convenio de 2000 se basan en instrumentos ajenos a este ámbito como el Conve-
nio relativo a la asistencia mutua y cooperación entre administraciones aduaneras 
de 18 de diciembre de 1997 —conocido como Convenio de Nápoles II—, que 
después de regular la asistencia previa solicitud y la asistencia espontánea, regula 
en su Título IV las «Formas especiales de cooperación». Además de recoger las 
formas de cooperación previstas en el Convenio de Schengen —persecución en 
caliente y vigilancia transfronteriza— regula otras formas como las entregas vigi-
ladas en el marco de una investigación penal, las investigaciones encubiertas y la 
formación de equipos comunes de investigación especial. Se observan diferencias 
respecto de la regulación del investigador encubierto en este Convenio de 1997 y 
en el Convenio de 2000 al estar previsto como un funcionario de la administra-
ción aduanera y un agente policial, respectivamente.
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Por último señalar que el Protocolo de 2000 no alude a formas específi cas de 
cooperación con esta denominación, aunque prevé las informaciones sobre cuen-
tas bancarias y sobre transacciones bancarias (arts. 1 y 2), así como las solicitudes 
de control sobre dichas transacciones (art. 3).

6.B. Restitución

La restitución es la primera de las formas de cooperación prevista en el Conve-
nio del 2000 (art. 8), y se refi ere a la puesta a disposición o entrega por parte de un 
Estado requerido a otro requirente de objetos obtenidos por medios ilícitos para 
restituirlos a su legítimo propietario, siempre y cuando medie petición del Estado 
miembro solicitante y sin perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe.

El apartado primero de este artículo señala que el Estado requerido podrá 
poner a disposición el Estado requirente tales objetos, introduciendo así una cláu-
sula facultativa, que permite, pero no obliga al Estado requerido, a cumplir tal 
solicitud. Siendo así, el Estado requerido puede negarse a cumplir con el reque-
rimiento del otro Estado miembro cuando los bienes incautados en su Estado 
puedan servir de prueba en un proceso desarrollado en su territorio, tal y como 
señala en Informe Explicativo del Convenio.

También señala al respecto que esta regulación no pretende introducir ningún 
cambio en las disposiciones de las legislaciones nacionales relativas al decomiso, 
pensando al formularlo que sólo se aplicaría cuando no quepa duda acerca de 
quién es el legítimo propietario del objeto de que se trate, garantizando en todo 
caso los derechos de los terceros de buena fe, protegiéndose plenamente las recla-
maciones legítimas que se refi eran a una determinada propiedad.

El párrafo segundo del art. 8 dispone que el art. 6.2 del Convenio de 1959 
contiene disposiciones relativas a la renuncia a la devolución de objetos que ha-
yan sido entregados en ejecución de una comisión rogatoria; es decir, con carácter 
general los objetos —junto con los expedientes y documentos que nada tienen 
que ver con la restitución— que hayan sido enviados al Estado requirente en 
ejecución de una comisión rogatoria de las contempladas en el art. 3 —las que 
tienen por objeto la transmisión de piezas probatorias— serán devueltas lo antes 
posible a la parte requerida, si bien ésta puede renunciar a la devolución. El art. 
8 del Convenio de 2000 completa esa previsión señalando que esta renuncia se 
podrá producir tanto antes como después de proceder a la entrega de los objetos 
al Estado requirente, si con ello puede facilitar su restitución al legítimo propie-
tario. Puede ocurrir incluso que en aplicación del art. 6.1 del Convenio Europeo 
de 1959 el Estado requerido demore la entrega de los bienes, cuya transmisión 
ha sido solicitada, porque los necesite para un proceso penal que se sigue en su 
territorio, pero manifestando que una vez producida la entrega renunciará a su 
devolución.
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Cuando la renuncia sea previa a la entrega de los objetos al Estado requirente, 
el art. 8.3 prohíbe al Estado requerido que haga valer derechos de garantía o de 
cobro en relación con dichos objetos, amparándose en las disposiciones legales de 
carácter fi scal o aduanero. Ahora bien, sea o no previa a la entrega, la renuncia se 
entenderá sin perjuicio del derecho del Estado requerido a reclamar derechos o 
tasas al legítimo propietario.

En todo lo no regulado en el art. 8, la restitución se regirá por las disposiciones 
generales del propio Convenio —por ejemplo, en el modo de transmisión de la 
solicitud se ajustará a la regla general al no establecerse particularidades—, y en 
lo no previsto en éste por el Convenio de 1959 —por ejemplo, el contenido de la 
solicitud se ajustará a lo dispuesto en el art. 14—.

6.C. Traslado temporal de detenidos con fi nes de investigación

Esta forma de cooperación está regulada en dos instrumentos: el Convenio 
Europeo de 1959 y en el Convenio de 2000, que complementa aquél de acuerdo 
con lo establecido en el Informe Explicativo del Convenio.

El art. 11 del Convenio de 1959 establece que toda persona detenida en el 
Estado requerido, cuya comparecencia personal como testigo o para un careo hu-
biere sido solicitada por el Estado requirente, sea trasladada al Estado requirente. 
Completando esta previsión el art. 9 del Convenio del 2000 permite a los Estados 
miembros celebrar acuerdos para el traslado temporal de una persona detenida a 
otro Estado miembro en relación a una investigación que se esté desarrollando en 
el Estado en que esté detenida.

No se regula directamente el traslado de detenidos sino que se proporciona un 
marco legal para que se pueda llevar a cabo esta forma de cooperación. Se refi ere al 
caso de un Estado que ha solicitado que se lleve a cabo una investigación en otro 
Estado y después practica la detención —en su propio territorio— de una persona 
cuya presencia estima necesaria para algunos de los actos de investigación que se 
estén desarrollando en el Estado requerido.

Esta forma de cooperación está condicionada a la celebración de un acuerdo 
entre Estado requirente y requerido, acuerdo que además de fi jar el modo de rea-
lizar el traslado en cuestión ha de señalar el plazo de devolución del detenido al 
territorio del Estado requirente. En este punto el art. 11.1 del Convenio de 1959 
condicionaba el traslado a que se produjese la devolución del detenido a su lugar 
de origen en el plazo indicado por la parte requerida. Tal y como está redactado 
este precepto cabe pensar que no se trata de un acuerdo abstracto o general entre 
dos Estados para el caso que concurran las circunstancias que determinan la nece-
sidad u oportunidad de traslado, sino de un acuerdo concreto en el caso de que ya 
exista esa necesidad o se estime oportuno el traslado.
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En el art. 11 del Convenio de 1959 la falta de consentimiento del detenido 
con relación a su traslado podía dar lugar a la denegación del mismo, decisión que 
parecía quedar a la voluntad del Estado requerido. Por su parte el art. 9 del Con-
venio de 2000 prevé que cuando para llevar a cabo el traslado referido sea nece-
sario el consentimiento del detenido, se acreditará éste mediante una declaración 
original o una copia de la misma que se entregará sin demora al Estado requerido.

En todo caso, el tiempo de detención en el territorio del Estado requerido se 
tendrá en cuenta y se descontará del tiempo que el detenido esté o vaya a estar 
privado de libertad en el Estado requirente.

Se declaran expresamente aplicables los apartados 2 y 3 del art. 11 referidos a 
aspectos funcionales del traslado, y los arts. 12 y 20 del Convenio de Europeo de 
Asistencia Judicial.

Los apartados 2 y 3 del art. 11 del Convenio de 1959 se ocupan de aspectos 
funcionales del traslado tales como el modo de efectuarlo por tierra cuando haya 
que atravesar el territorio de un tercer Estado distinto del requirente y del reque-
rido, o de la situación del detenido en el territorio del Estado requirente y en el 
Estado de tránsito. El art. 11.2 prevé que se accederá al tránsito del detenido por 
el territorio del tercer Estado parte cuando se formule una solicitud en tal senti-
do, acompañada de la documentación necesaria, y dirigida por el Ministerio de 
Justicia de la parte requirente a su homónimo en el Estado de tránsito, pudiendo 
denegar el permiso para el tránsito de sus propios nacionales. El párrafo 3 dispo-
ne que la persona trasladada deberá permanecer en prisión preventiva durante el 
tiempo de permanencia en el Estado requirente y, en su caso, en el/los Estados de 
tránsito, salvo que la parte requerida solicite su puesta en libertad. Este apartado 
está previsto para la hipótesis de traslado regulada en el art. 11 del Convenio 
europeo, en la que el Estado requirente es el que solicita el traslado del detenido 
a su territorio y el Estado requerido es aquel donde está la persona solicitada. Sin 
embargo, según el art. 9 del Convenio de 2000 el Estado requirente es el Estado 
en que se encuentra el detenido y es ese mismo Estado el que desea su traslado 
al Estado requerido, es decir, aquel en que se lleva a cabo la investigación o, más 
probablemente, actos concretos de instrucción. Por lo tanto, el detenido estará en 
prisión preventiva durante el tiempo de permanencia en el Estado requerido y, en 
su caso, en el de tránsito.

Por su parte, el art. 12 del Convenio europeo, que como dijimos anteriormente 
también resulta aplicable, da una cierta inmunidad al traslado, inmunidad que 
se extiende a los hechos o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado 
en que se encuentra detenido, por los que no podrá ser perseguido ni detenido, 
salvo que permanezca voluntariamente en el territorio al que ha sido trasladado y 
siempre que la permanencia se prolongue al menos durante quince días a contar 
desde el momento en que su presencia no sea requerida.
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Finalmente, el art. 20 del Convenio, después de sentar la regla general según la 
cual la ejecución de las solicitudes de asistencia no dará lugar a reembolso de gas-
tos, prevé como excepción, entre otras, los gastos ocasionados para el traslado de 
detenidos en aplicación de lo dispuesto en el art. 11, que sí serán reembolsables.

Para concluir, cabe señalar que el citado art. 9 del Convenio de 2000 ha de 
relacionarse con lo dispuesto en el art. 6.8.a) sobre transmisión de solicitudes de 
asistencia, precepto aplicable en todo lo relativo al modo de transmisión de las 
solicitudes de traslado temporal. El art. 9 no dice nada en cuanto al modo de 
transmisión de solicitudes de traslado temporal, solicitudes que se rigen por las 
disposiciones generales del art. 6 que ya han sido expuestas. Recordar que las so-
licitudes de traslado temporal era una de las dos excepciones a la regla general de 
transmisión directa entre las autoridades judiciales competentes, debiendo cur-
sarse a través de las autoridades centrales de los Estados miembros.

6.D. Audición por videoconferencia

El desarrollo y aplicación de las nuevas tecnologías es un fenómeno presente 
en la sociedad actual y su uso cobra especial importancia en la tramitación de los 
procedimientos judiciales.

El Convenio de 2000 da una paso adelante hacia la aplicación de las nuevas 
tecnologías a la asistencia judicial en materia penal, al reconocer la virtualidad 
práctica de la llamada audición por videoconferencia, que permite la declaración 
de una persona como perito, testigo, e incluso como acusado, cuando se encuentre 
en un Estado miembro diferente de aquel donde se sigue el procedimiento judi-
cial y no sea oportuno o posible que comparezca personalmente en su territorio 
(art. 10).

En ningún caso se hace referencia al motivo por el que esa persona ha de de-
clarar en el territorio del Estado requirente, y, aunque lo más normal es que ese 
sujeto sea nacional del país requerido, o que resida en él, también puede ser que 
se encuentre en él temporalmente por trabajo, estudios, vacaciones, etc. Lo de-
terminante para que se pueda solicitar la audición por videoconferencia es que no 
sea posible u oportuno que esa persona comparezca personalmente en el territorio 
del Estado interesado en su audición, debiendo explicitarse los motivos de tal 
inoportunidad o imposibilidad. Según el Informe Explicativo del Convenio, por 
«posible» se entenderán, por ejemplo, los casos en que el testigo corre un grave 
riesgo si comparece ante el Estado miembro requirente, y por «oportuno» aque-
llos determinados por razón de la edad del testigo, bien por ser muy joven, o de 
avanzada edad, o por razón de salud, no siendo los únicos casos posibles, dejando 
un margen de discrecionalidad al Estado requirente para apreciar la inoportuni-
dad o imposibilidad de la comparecencia personal.
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De acuerdo con lo regulado en el art. 10.1, la audición por videoconferencia 
está prevista como regla general para las declaraciones de peritos y testigos —a los 
que no se exige su consentimiento—, y se permite también respecto de los acu-
sados siempre que concurran los presupuestos señalados en el párrafo 9: acuerdo 
de los Estados miembros, que ha de respetar su derecho interno y el Convenio de 
1950 para la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
y el consentimiento de la persona acusada. En un proceso penal, siendo diferente 
la posición jurídica de peritos y testigos por un lado, y acusado por otro, cuando 
éste declare por videoconferencia se respetarán los acuerdos que el Consejo adopte 
para la protección de sus derechos, si bien, de acuerdo con el Informe Explicativo 
del Convenio, la adopción de esas reglas no es un requisito previo para aplicar el 
párrafo 9.

Los Estados miembros pueden formular una reserva al Convenio en este punto 
y no aplicar la videoconferencia a la intervención del acusado, manifestándolo así 
al remitir la notifi cación prevista en el art. 27.2, si bien pueden retirar esta decla-
ración en cualquier momento.

El Estado requerido deberá acceder a la solicitud de audición por videoconfe-
rencia formulada por el Estado requirente siempre que su uso no sea contrario a 
los principios fundamentales de su Derecho nacional y que cuente con los medios 
técnicos precisos para llevarla a cabo, aunque está previsto que caso de no ser así 
se los facilite el propio Estado requirente, previo acuerdo entre ambas partes.

Igual que ocurría con el art. 4.1, de nuevo se acude a los «principios funda-
mentales de su Derecho nacional» del Estado requerido como límite a la pres-
tación de la asistencia solicitada por un Estado. El art. 4.1 operaba como límite 
general a la observancia de los trámites y procedimientos indicados por el Estado 
requirente en la ejecución de la petición de asistencia, ahora funciona como un 
límite concreto al uso de la videoconferencia para hacer audiciones. El Consejo, 
consciente de la imprecisión del límite fi jado, aclara en el Informe Explicativo 
del Convenio que no tienen cabida en este límite ni la ausencia de previsión de la 
audición por videoconferencia de testigos y peritos en la legislación interna del 
Estado requerido, ni el incumplimiento en el caso particular para el que se pide 
la audición de detalles exigidos con arreglo a dicha legislación para utilizar este 
instrumento.

Las solicitudes de audición por videoconferencia deberán contener, además de 
lo previsto en el art. 14 del Convenio de 1959 (autoridad que formula la solici-
tud, objeto de ésta, identifi cación de la persona que ha de declarar por este medio, 
inculpación y relación sucinta de los hechos), el motivo por el que no es oportuna 
o posible la comparencia personal del perito o testigo ante las autoridades del Es-
tado requirente y el nombre la autoridad judicial y personas que la van a efectuar. 
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Y aunque han de indicarse los motivos, el Estado goza de libertad para valorar las 
circunstancias concurrentes.

La persona que deba declarar será citada por el Estado requerido siguiendo el 
procedimiento vigente en su territorio, adoptándose las medidas oportunas para 
garantizar su comparecencia en la audición (párrafo 4), exigiéndose el consenti-
miento sólo respecto del acusado, como ya se señaló anteriormente. Ahora bien, 
en principio esté párrafo es una excepción a lo regulado en los arts. 4 y 5 del 
Convenio sobre la aplicación de la ley del Estado requirente y sobre en envío de 
documentos procesales directamente por correo a las personas que se encuentren 
en el territorio de otro Estado, respectivamente. En relación al art. 4, se trataría 
más que de una excepción de una concesión a favor de la legislación del Estado 
requerido ya que la audición sí se realiza conforme a la legislación del Estado 
requirente. Con respecto al art. 5, sí se trata de una excepción o más bien de una 
matización. No hay motivo para no aplicar lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 del 
art. 5 sobre la traducción de la citación, y especialmente sobre la nota que le 
acompaña.

Si los testigos o peritos que estando obligados a declarar en un procedimiento 
celebrado a través de videoconferencia se negaren a ello, o no prestaren un testi-
monio veraz, obligará a los Estados intervinientes a adoptar las medidas necesa-
rias que garanticen la aplicación del Derecho nacional como si la declaración se 
hubiere prestado en un procedimiento nacional (párrafo 8).

El párrafo 5 recoge en cinco párrafos las normas que han de regir las audiciones 
por videoconferencia:

a) Primero se refi ere a la presencia, y en caso necesario, la intervención de 
una autoridad del Estado requerido encargada de identifi car a la persona que va 
a ser oída y de velar porque desarrolle conforme a los principios fundamentales 
de dicho Estado, adoptando en otro caso las medidas necesarias. Siempre que 
sea necesario y previa solicitud de la autoridad judicial del Estado requirente, o 
de la persona que deba ser oída, también se encargará de que sea asistida por un 
intérprete. De esta forma, la presencia de la autoridad judicial del Estado reque-
rido se impone como una garantía de respeto de los principios fundamentales del 
Derecho interno del Estado requerido y una vez más aparece este concepto de 
contornos imprecisos, correspondiendo al Estado requerido valorar en cada caso si 
se han infringido los postulados de su Derecho durante la práctica de la audición 
(apartado a).

b) También se recoge la posibilidad reconocida a las autoridades intervinien-
tes de los Estados miembros requirente y requerido de celebrar acuerdos en los 
que fi jen medidas para garantizar la protección de la persona que deba ser oída, 
pudiéndose incluir la aplicación de la legislación que esté vigente en esos Esta-
dos a tales efectos, tal y como se recoge en el Informe Explicativo del Convenio. 
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Estas medidas pueden ser las relativas a la protección de su identidad y domicilio 
(apartado b).

c) Los apartados c) y d) recogen, respectivamente, la práctica de la audición por 
la autoridad judicial del Estado requirente, o bajo su dirección, de conformidad 
con su Derecho interno, y la asistencia de intérprete a la persona que ha de ser 
oída. Esta posibilidad supone una aplicación concreta del art. 4.1 del Convenio, 
que prevé la práctica de las diligencias conforme a la legislación del Estado requi-
rente. Con ello se trata que la persona que va a ser oída no tenga menos derechos 
que si la audición de desarrollara en territorio del Estado requirente. La persona 
que deba ser oída estará asistida de intérprete, bien a instancia propia, bien a 
petición de la autoridad judicial del Estado requirente, cuando no comprenda la 
lengua del Estado requirente, que es el que practica la audición y, aunque es me-
nos frecuente, cuando no comprenda la lengua del Estado requerido que es donde 
se encuentra.

d) Por último, se autoriza a la persona que deba ser oída por videoconferencia 
a alegar la dispensa de declarar a la que tendría derecho conforme al Derecho del 
Estado requirente o del Estado requerido, correspondiendo en todo caso a la auto-
ridad del Estado que lleve a cabo la audición valorar en qué casos sería posible esa 
dispensa, medida que ha de respetar los principios fundamentales que rigen en su 
Derecho. El derecho a acogerse a esas dispensas es alternativo y no acumulativo 
(apartado e).

Terminada la audición, la autoridad judicial del Estado requerido levantará 
acta de la declaración que remitirá al Estado requirente, acta que de acuerdo con 
lo dispuesto en el párrafo 6 debe contener el lugar y fecha de celebración de la 
audición, la identidad de la persona oída, identidad y calidad de cualesquiera 
otras personas del Estado requerido que hayan intervenido, las prestaciones de 
juramento —de haberlas—, y las condiciones técnicas en que se ha tomado la 
declaración. El Informe Explicativo del Convenio señala que los Estados miem-
bros podrán, de conformidad con sus respectivos derechos, aprobar disposiciones 
específi cas relativas al acta. El Informe vincula esas disposiciones a las medidas de 
protección de las personas implicadas en al audición, incluyendo a «los partici-
pantes en el Estado miembro requerido distintos de la persona que debe ser oída».

En la práctica de la audición podrán estar presentes, además de la autoridad 
judicial del Estado requerido, la persona que declara por este medio y en su caso 
los intérpretes, otras personas del Estado requerido cuya identidad y calidad han 
de constar en el acta, entre las que puede estar el defensor que asista a la persona 
que es oída, cuya intervención podrá solicitar la autoridad competente del Estado 
requerido para garantizar la validez y efi cacia del contenido de la audición en su 
país. Respecto de estas personas también se pueden acordar medidas de protec-
ción durante su intervención en la audición en el Estado requerido.
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El acta se transmite directamente por la autoridad judicial competente del 
Estado requerido a la autoridad judicial competente del Estado requirente.

Los costes que ocasione la práctica de la videoconferencia serán devueltos al 
Estado requerido por parte del Estado requirente, salvo que aquel renuncie total 
o parcialmente a ellos, según dispone el párrafo 7. Estos gastos son los de esta-
blecimiento de la videoconexión, servicio de videoconexión en el Estado reque-
rido, retribución de los intérpretes que este aporte, dietas de testigos y peritos, 
y desplazamiento de éstos dentro del Estado requerido para acudir al lugar de 
celebración de la audición.

6.E. Audición por conferencia telefónica

En el art. 11 se regula también otro modo de cooperación judicial internacio-
nal en los casos en que se trate de tomar declaración a un perito o testigo cuando 
se encuentre en un Estado miembro diferente de aquel donde se desarrolla el pro-
cedimiento judicial al que es preciso unir su testimonio. Aquí el medio empleado 
es la conferencia telefónica.

Se podrá utilizar, igual que ocurría con la videoconferencia, cuando esté pre-
visto por la legislación del Estado requirente, siempre y cuando respete los dere-
chos fundamentales de la legislación del Estado requerido conforme a lo señalado 
en el art. 11.3 del Convenio de 2000.

La solicitud reunirá los mismos requisitos señalados en aquel caso, que como 
señalamos se remitían a lo previsto en el art. 14 del Convenio Europeo de 1959.

La diferencia entre la audición por videoconferencia y por conferencia tele-
fónica como instrumentos de asistencia judicial en materia penal radica en lo 
regulado en el párrafo 2: en la audición por conferencia telefónica se exige el 
consentimiento del perito o del testigo, consentimiento que sólo era exigido res-
pecto del acusado en la audición por videoconferencia. Además, esta modalidad 
de cooperación judicial regulada en el art. 11 del Convenio de 2000 no se aplica 
para tomar declaración al acusado.

La difícil compatibilidad de la audición por conferencia telefónica y la efec-
tividad del principio de contradicción hacen que sea un método rechazable para 
tomar declaración al acusado y que, aún tratándose de peritos y testigos, han de 
aceptarlo expresamente, utilizándose en la práctica para asuntos de mera rutina.

El acuerdo de los Estados miembros intervinientes determina los modos de 
llevarlas a cabo, siendo competencia del Estado requerido la notifi cación al perito 
o testigo del momento y lugar de la audición, garantizar su identifi cación y com-
probar que ha prestado consentimiento. Sin perjuicio de la libertad que se otorga 
a los Estados requirente y requerido para acordar el modo de practicar la audición, 
en virtud del art. 11.5 in fi ne el Estado requerido podrá supeditar su acuerdo a la 
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observancia de las disposiciones relativas a la audición por videoconferencia y a la 
adopción de las medidas por su parte para garantizar un tratamiento de los peritos 
y testigos que se nieguen a testifi car o que no presten testimonio veraz, idéntico al 
que se aplicará en un caso nacional de características similares (art. 10.8).

Tal y como señala el Informe Explicativo del Convenio, el Estado miembro 
requerido podrá pedir la aplicación del art. 10.5, que regula la audición por vi-
deoconferencia, en la medida que se puedan extrapolar a la práctica de este tipo 
de audición. Este párrafo 5 se refi ere a la presencia de una autoridad judicial del 
Estado requerido en la práctica de la audición, que la persona que deba ser oída 
esté asistida de intérprete en caso de ser necesario, y que tenga derecho a alegar 
la dispensa de declarar que le correspondería en virtud de la legislación de uno u 
otro Estado implicados en esta forma de asistencia.

El apartado 7 del art. 10, relativo a los costes, se aplicará salvo que los Estados 
miembros acuerden lo contrario. Así, el Estado requirente abonará al requerido 
los gastos de la conferencia telefónica, las dietas de peritos y testigos y sus gastos 
de viaje, reembolso del que sólo quedará exonerado en caso de renuncia del Estado 
benefi ciario.

La oportunidad de introducir esta forma de asistencia despierta serias dudas: 
por un lado, la práctica consolidada de tomar declaración a un testigo o perito que 
se encuentre en el extranjero a través de una conferencia telefónica en la sede de 
los locales consulares que tenga el Estado que la precisa en el Estado de situación 
de esa persona, hace innecesario el recurso a la asistencia judicial para llevarla a 
cabo; por otro, su oportunidad es discutible por la difícil compatibilidad de esta 
forma de asistencia judicial con los principios procesales básicos de los Estados, 
especialmente los de contradicción e inmediación. El propio Informe Explicativo 
del Convenio alude a ello cuando señala que este instrumento se empleará bási-
camente cuando el perito o testigo hagan declaraciones sobre asuntos de mera 
rutina, sin necesidad de incurrir en costosos desplazamientos o en el empleo de 
tecnologías más avanzadas.

6.F. Entregas vigiladas

El precedente inmediato de esta forma de cooperación es el art. 73 del Con-
venio de Schengen de 1990, expresamente derogado por el art. 2.2 del Conve-
nio de 2000. Anteriormente la Convención de Naciones Unidas contra el tráfi co 
ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas de 1988 defi nió las entregas 
vigiladas en el art. 1.g), y pidió a los Estados signatarios un uso adecuado de este 
instrumento en el plano internacional (art. 11), adoptándose para ello las medidas 
que se estimen oportunas para poder descubrir a los implicados en el tráfi co ilegal 
de estupefacientes y ejercer las acciones legales procedentes contra ellos. Los Con-
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venios celebrados después sobre esta materia, incluido el Convenio de 2000, son 
un desarrollo de la obligación recogida en esa Convención.

El art. 73 del Convenio de Schengen regula este instrumento dentro del Capí-
tulo destinado a los estupefacientes en el Título III que lleva por rúbrica «Policía 
y seguridad», poniendo de relieve que las entregas vigiladas constituyen una téc-
nica policial, recogiéndose el compromiso de los Estado parte de tomar medidas 
que permitan las entregas vigiladas de drogas, supeditando la decisión de recurrir 
a ellas en cada caso concreto a la previa autorización de la parte en cuyo territorio 
se van a producir.

Las entregas vigiladas se regulan también en el Convenio de asistencia mutua 
y cooperación entre las Administraciones aduaneras de 18 de diciembre de 1997, 
regulación de la que parte el Convenio del 2000. Su art. 22, ubicado en el título 
destinado a las formas especiales de cooperación, se dedica a las entregas vigila-
das. Destacar que el Convenio de 1997, a diferencia de lo regulado en el art. 11 
de la Convención de Naciones Unidas y en el 73 del Convenio de Schengen, no 
limita las entregas vigiladas a los casos de tráfi co de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas, donde ha sido una medida muy efi caz, limitación que tampoco 
aparece en el art. 12 del Convenio de 2000, sino que las permite en todo tipo de 
investigaciones penales que puedan dar lugar a extradición, aceptándose así esta 
modalidad de cooperación tanto en fase policial como judicial.

Centrándonos en el régimen del Convenio de 2000, el art. 12 dispone que 
los Estados miembros de la Unión Europea se comprometerán a permitir en sus 
territorios, a petición de otro Estado miembro, entregas vigiladas en el marco 
de investigaciones penales respecto de hechos delictivos que puedan dar lugar a 
extradición. Las entregas vigiladas no se limitan a la investigación de los delitos 
relacionados con el tráfi co de drogas, sino que se podrá acudir a ellas para averi-
guar cualquier delito que pueda dar lugar a la extradición de sus responsables. 
Para determinar cuáles son esos delitos hay que remitirse al Convenio relativo 
a la Extradición entre los Estados miembros de la Unión Europea de 1996, que 
señala que la pena con la que estén castigados en el Estado requirente y requerido 
es lo que determina qué delitos dan lugar a extradición, debiendo tratarse de una 
pena o medida de seguridad que implique privación de libertad por un periodo 
determinado: un mínimo de doce meses de duración en el Estado requirente y de 
seis en el Estado requerido (art. 2). El Estado requerido valorará en cada supuesto 
la procedencia de la solicitud de esta medida formulada, que ha de ser acorde en 
todo caso con los postulados de su Derecho interno.

La puesta en marcha de las entregas vigiladas como mecanismo de cooperación 
judicial exige una estrecha colaboración entre los diferentes Estados, por lo que la 
exigencia de que sea la legislación y procedimientos del Estado requerido los que 
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rijan su práctica y lleven a cabo cualquier actuación y control de las operaciones 
constituye una excepción al art. 4 1 del Convenio de 2000.

Aunque en el art. 12 no se dice qué debe entenderse por entregas vigiladas, el 
Informe Explicativo del Convenio señala que en todo caso ha de interpretarse de 
conformidad con lo dispuesto en las leyes y prácticas nacionales. Por tanto, esta 
práctica será posible en los casos que la expedición ilícita sea interceptada, previo 
consentimiento de los Estados miembros interesados, autorizada seguir su curso 
ya sea con el contenido inicial intacto, sustraído, o sustituido total o parcialmente.

Los Estados miembros celebrarán acuerdos que permitan en su territorio, y a 
requerimiento de otro Estado miembro, entregas vigiladas dentro de una inves-
tigación judicial.

Los Estados que han ratifi cado la Convención de las Naciones Unidas sobre 
tráfi co ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, y también los Estados 
parte del Convenio de Schengen, resultan obligados por ambos instrumentos a dar 
cumplimiento a sus previsiones, siendo el paso más adecuado para ello desarrollar 
normativamente este modo de asistencia. Entre los Estados que ha cumplido esta 
obligación están Italia, Francia, España y Portugal, países que a principios de los 
años noventa dotaron de una regulación normativa a la técnica de las entregas 
vigiladas. Otros Estados carecen de dicha regulación de las entregas vigiladas, 
admitiéndose como técnicas de investigación.

6.G. Equipos conjuntos de investigación

En el marco europeo, cabe destacar dos antecedentes básicos relativos a la apa-
rición y al funcionamiento los equipos conjuntos de investigación. El primero de 
ellos se encuentra en el art. 88.2.a) TFUE, en el que se dispone que el Parlamento 
Europeo y el Consejo determinarán las competencias de Europol, entre las que po-
drán estar la coordinación, organización y realización de investigaciones y activi-
dades operativas, llevadas a cabo conjuntamente con las autoridades competentes 
de los Estados miembros o en el marco de equipos conjuntos de investigación, en 
su caso en colaboración con Eurojust. El segundo, en la conclusión 46 del Consejo 
Europeo de Tampere, en donde se resaltó la necesidad de incrementar la coope-
ración contra la delincuencia transfronteriza, haciendo un llamamiento para la 
creación sin demora de esos equipos conjuntos de investigación como primer paso 
para luchar contra el tráfi co de drogas, la trata de seres humanos y el terrorismo.

En la práctica, las Comisarías Conjuntas de Policía son un antecedente de los 
equipos conjuntos de investigación, si bien en el ámbito de la cooperación policial 
transfronteriza.

Estas Comisarías tienen su origen en el art. 39.4 del Convenio de aplicación del 
Acuerdo de Schengen, que autoriza la regulación de la cooperación policial en las 
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zonas fronterizas mediante acuerdos entre los Ministros competentes de las partes 
contratantes. Con base en ello, España ha alcanzado dos acuerdos bilaterales:

a) Con Francia, un Acuerdo de 3 de junio de 1996 por el que se crean cuatro 
Comisarías Comunes en frontera: sobre el territorio de Francia, La Perthus-La 
Junquera, Melles Pont du Roy-Les y Biriatou-Irún; sobre el territorio de España, 
Canfranc-Somport-Urdos.

b) Con Portugal, un Acuerdo de 13 de agosto de 1998 por el que se crean cua-
tro Comisarías Comunes en frontera: sobre el territorio de España, Tuy-Valença 
do Minho y Caya-Elvas; sobre el territorio de Portugal, Vilar Formoso-Fuentes de 
Oñoro y Vila Real de Santo Antonio-Ayamonte.

En estos Acuerdos, la Comisaría Conjunta está diseñada como una ofi cina des-
tinada a desarrollar en la zona fronteriza la cooperación entre los Estados limí-
trofes en materia de policía y, en particular, en la lucha contra la inmigración 
irregular y las infracciones con ella relacionada —especialmente las redes de in-
migración clandestina, la falsifi cación y utilización indebida de los documentos 
de viaje—, así como la delincuencia transfronteriza, con especial atención a los 
delitos de tráfi co de estupefacientes, y cuyas funciones principales serían la de 
recogida y difusión de información y servir de enlace operativo suministrando 
asistencia en el marco de los asuntos que tengan prolongación en el país vecino, 
como las operaciones de vigilancia transfronteriza y la persecución en caliente.

Igual que ocurría con las entregas vigiladas, la regulación de los equipos con-
juntos de investigación tiene su precedente en el Convenio relativo a la asistencia 
mutua y a la cooperación entre las administraciones aduaneras de 1997, concre-
tamente en su art. 24 que regula «Equipos comunes de investigación especial», 
estableciendo unas pautas generales para su creación y funcionamiento.

El art. 13 del Convenio de 2000 regula los equipos conjuntos de investigación 
siguiendo las líneas generales fi jadas por el Convenio de 1997 antes mencionado, 
pero dotándolos de una regulación más detallada.

Esta fi gura presenta alguna diferencia con respecto a las estudiadas hasta ahora, 
puesto que mientras que éstas encajan perfectamente en la denominación «formas 
específi cas de asistencia judicial en materia penal» y como hemos visto consisten 
en que un Estado solicita la asistencia de otro para llevar a cabo cualquier actua-
ción que de otro modo sería imposible o muy difícil realizar o, para que, con su 
ayuda, sea más rápida y efi caz, los equipos conjuntos de investigación presuponen 
un concepto más amplio de asistencia judicial. Puede ocurrir que un Estado soli-
cite a uno o más Estados la creación entre todos de un equipo conjunto de inves-
tigación para llevar a cabo una investigación penal que afecte directamente sólo a 
ese Estado y, en este caso, la creación de este equipo sí se adapta al concepto que 
se ha dado de forma específi ca de asistencia, pero lo habitual será que el equipo 
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se cree por acuerdo entre varios Estados, a instancia de uno de ellos o de todos, 
porque las investigaciones penales que deben efectuar afecten a todos, de modo 
que se producirá una especie de asistencia recíproca.

El Informe Explicativo del Convenio señala que la experiencia demuestra que 
cuando un Estado investiga hechos delictivos transfronterizos, especialmente 
cuando están relacionados con la delincuencia organizada, la investigación puede 
benefi ciarse de la participación de las fuerzas policiales y demás personal compe-
tente de otro Estado miembro con el que existan vínculos con los hechos delicti-
vos de que se trate. El art. 87.3 TFUE reconoce de manera especial la importancia 
que tiene la cooperación operativa entre los servicios de policía, los servicios de 
aduanas y otros servicios con funciones coercitivas especializados en la prevención 
y en la detección e investigación de infracciones penales.

Al igual que sucede con otros instrumentos de cooperación, en la formación de 
equipos conjuntos de investigación uno de los grandes problemas es la falta de un 
marco jurídico donde surgir y desarrollarse. Para salvar este escollo el Convenio 
del 2000 en su art. 13 diseña el marco general en que se pueden crear estos equi-
pos y los cauces a seguir para llevar a cabo su actuación.

En una primera aproximación podemos decir que un equipo conjunto de 
investigación se defi ne como aquel constituido por acuerdo de las autoridades 
competentes de dos o más Estados miembros de la Unión Europea, con un fi n 
determinado y por un periodo limitado, para llevar a cabo investigaciones penales 
en uno o más de los Estados que lo hayan creado.

Para crear un equipo conjunto de investigación es preciso un acuerdo entre las 
autoridades de varios Estados miembros, sin fi jar un límite en cuanto a su núme-
ro, aunque lo normal será que la cooperación se produzca por la solicitud que un 
Estado miembro dirige a otro u otros. Esta petición no es vinculante, ya que el 
Estado requerido puede aceptarla o rechazarla.

Los supuestos en que puede ser pertinente la creación de equipos conjuntos son 
muy variados, pero todos giran en torno a la idea de llevar a cabo investigaciones 
penales donde resulte necesaria u oportuna la intervención de varios Estados. Por 
ello, cualquiera de los Estados miembros afectados podrá solicitar la creación de 
un equipo conjunto de investigación, solicitudes que deben contener propuestas 
relativas a su composición, además de los requisitos señalados en los articulo 14 
del Convenio de 1959.

Los casos en los que pueden crearse equipos conjuntos de investigación son los 
dos siguientes (art. 13.1):

a) cuando la investigación de infracciones penales en un Estado miembro re-
quiera investigaciones difíciles que impliquen la movilización de medios consi-
derables, y afecten también a otros Estados miembros;
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b) cuando varios Estados miembros realicen investigaciones sobre infracciones 
penales que, debido a las circunstancias del caso, requieran una actuación coordi-
nada y concertada de los Estados miembros afectados.

El supuesto más común será el de las infracciones cometidas en el seno de la 
delincuencia organizada que actúa en un marco transfronterizo.

Para la creación de un equipo conjunto de investigación será necesaria la rea-
lización de un acuerdo entre las autoridades competentes de dos o más Estados 
en el que se formalice este deseo, actuación que será impulsada por uno de ellos, 
en quien recae la obligación de realizar una propuesta sobre su composición (art. 
13.2). Con independencia de ello, cada Estado miembro decide cuales son las 
autoridades competentes de su país para integrarlo, pudiendo serlo autoridades 
judiciales, policiales o aduaneras, especifi cándolo así en una declaración específi ca 
(art. 24). Cuando en un Estado sean competentes las autoridades judiciales y en 
otro las autoridades policiales o aduaneras, será de aplicación el art. 6.5 del Con-
venio sobre la posibilidad de comunicación directa entre ellas, salvo reserva de los 
Estados implicados en contrario.

El acuerdo de constitución debe tener, como contenido mínimo, la fi nalidad 
para la que se crea, el periodo en el que va a actuar, el cual es susceptible de am-
pliación con el consentimiento de todas las partes, su composición. En la práctica 
las previsiones se extienden además a las funciones que correspondan a los miem-
bros del equipo y las condiciones para su ejercicio.

El equipo se creará en uno de los Estados miembros donde se prevea efectuar 
la investigación, indicándose en el Informe Explicativo del Convenio que normal-
mente será el Estado en que se lleve a cabo la parte principal de esa investigación. 
Su creación en ese Estado no es obstáculo para que actúe en el territorio de varios 
Estados sucesivamente, debiendo observar en cada momento la legislación del Es-
tado en que se está llevando a cabo la investigación, correspondiendo a ese Estado 
adoptar las medidas organizativas necesarias para que el equipo pueda actuar.

El equipo estará integrado por un director y unos miembros destinados:

a) El «director» debe ser un representante de la autoridad competente del Es-
tado miembro en que actúa el equipo, trabajando dentro del límite de las compe-
tencias que le atribuye su legislación nacional. A él le compete encomendar a los 
demás miembros del equipo la ejecución de determinadas medidas de investigación 
y darles instrucciones sobre el modo de llevarlas a cabo. Debido a esta confi guración 
vinculada al país en el que actúa el equipo, cuando éste cambie de Estado el director 
tendrá que ser sustituido por uno de la nacionalidad del lugar de actuación.

b) Los «miembros destinados» son los procedentes de Estados distintos a aquel 
donde actúa el equipo. Con la fi nalidad de agilizar el procedimiento de actuación, 
obviando los cauces más generales de comunicación entre Estados, estos miembros 
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pueden solicitar a sus propias autoridades nacionales que adopten las medidas 
requeridas por el equipo, que tendrán que ser examinadas por las autoridades del 
mismo modo que si se hubieran adoptado en una investigación nacional.

Cuando lo que se precise sea la colaboración de un Estado miembro que no 
hubiese participado en la creación del equipo —o incluso de un tercer Estado—, 
serán aplicables las reglas generales de asistencia, correspondiendo al Estado de 
actuación del equipo formular la solicitud a las autoridades competentes del Es-
tado requerido.

El Convenio reconoce a los miembros destinados el derecho a estar presentes 
cuando se tomen medidas de investigación en el Estado de actuación, salvo deci-
sión contraria del director del equipo basada en la concurrencia de razones especí-
fi cas, de acuerdo con la legislación del Estado de actuación y con la aprobación de 
las autoridades competentes del Estado miembro en que se actúe y las del Estado 
miembro que las haya enviado. Esta aprobación ha de constar en el acuerdo de 
constitución del equipo o concederse después, aplicándose de forma general o 
para casos determinados.

Para evitar abusos respecto a qué se entienda por «razones específi cas», el In-
forme Explicativo del Convenio aclara que no se amparará la exclusión de los 
miembros destinados por el mero hecho de su condición de extranjeros en ese 
Estado, sino sólo por razones objetivas, como cuando las víctimas del delito sean 
menores y haya que tomarles declaración. La fl uidez de la comunicación debe 
ser tal que el mismo Informe indica que se permite que un miembro destinado 
comparta con el equipo en el que está integrado la información de que disponga 
su Estado miembro y que a su vez sea pertinente para la investigación que esté 
realizando el equipo.

En cuanto a las condiciones de utilización de la información obtenida legal-
mente por un miembro del equipo conjunto de investigación, o por un miembro 
destinado al mismo cuando no puedan acceder a ella de otro modo las autoridades 
de los Estados miembros afectados, el art. 13.10 establece que la información faci-
litada ha de tener por objeto un mejor cumplimiento de los fi nes la investigación 
penal que esté realizando el equipo, y en ese sentido una cosa es la información de 
la que los miembros disponen y facilitan al equipo para una óptima consecución 
del fi n para el que fue creado, y otra la información que obtienen legalmente du-
rante su pertenencia al equipo y como consecuencia de ello y a la que no tendrían 
acceso de otro modo las autoridades competentes de los Estados implicados. En 
este punto el art. 13.10 del Convenio regula el uso legítimo de este segundo tipo 
de información, regulación que prevalecerá sobre el art. 23 del Convenio, que 
es el que se ocupa de la protección de datos de carácter personal comunicados u 
obtenidos con arreglo al Convenio. De acuerdo con ese art. 13.10, la información 
se podrá utilizar para los fi nes para los que se creó el equipo: para investigar y 
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enjuiciar otras infracciones penales siempre que concurra la previa autorización 
del Estado que haya obtenido la información, para evitar la amenaza inmediata 
y grave para la seguridad pública, o para otros fi nes siempre que así lo hubieran 
convenido los Estados creadores del equipo.

Por último, pueden asesorar a los equipos conjuntos de investigación personas 
que no sean representantes de los Estados miembros que hayan creado el equipo, 
pero no podrán ejercer las funciones atribuidas a sus integrantes o a los destinados 
en el mismo.

El 30 de noviembre de 2000 el Consejo de la Unión Europea dirigió una Reco-
mendación a los Estados miembros en relación a la ayuda de Europol a la asisten-
cia judicial en materia penal a través de equipos conjuntos de investigación que se 
creen por los Estados miembros, lo que constituía un paso adelante para la puesta 
en marcha de lo ya previsto en el Tratado de la Unión Europea y en la conclusión 
43 del Consejo de Tampere. Esta ayuda consistiría en poner a disposición de los 
equipos conjuntos la información de que disponga, con las limitaciones previstas 
en el Convenio Europol, apoyar en la coordinación centralizada de operaciones y 
prestarles asesoramiento técnico.

Más importante ha sido la adopción por el Consejo de la Decisión Marco 
2002/465/JAI, de 13 de junio de 2002, sobre equipos conjuntos de investiga-
ción, cuyo objeto es acelerar la creación de equipos conjuntos de investigación y 
permitir su formación sin esperar a la entrada en vigor del Convenio de 2000 o a 
su aplicación anticipada entre los Estados interesados. España, que fue uno de los 
países impulsores de esa normativa, por medio de las Leyes Orgánicas 11/2003 y 
3/2003 tiene establecida la regulación de los equipos conjuntos de investigación 
penal en el ámbito de la Unión Europea y el régimen de responsabilidad penal de 
los miembros destinados en esos equipos cuando actúen en España.

Por último, dejar constancia que en junio de 2008131 el Consejo de la Unión 
Europea ha vuelto a insistir en la conveniencia de que los Estados colaboren en 
la realización de «operaciones conjuntas», con fi nes de prevención de delitos y de 
amenazas para la seguridad y el orden público, en especial, en asuntos de terroris-
mo y de delincuencia transfronteriza.

6.H. Investigaciones encubiertas

Al igual que sucede con las entregas vigiladas y los equipos conjuntos de inves-
tigación, el Convenio de asistencia mutua y cooperación entre las administraciones 

131 Decisión 2008/615/JAI del Consejo de 23 de junio de 2008 sobre la profundización de la 
cooperación transfronteriza, en particular en materia de lucha contra el terrorismo y la delincuen-
cia transfronteriza.
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aduaneras de 1997 es el precedente de esta forma de cooperación, regulada en el 
art. 14 del Convenio del 2000, el cual proporciona a los Estados un marco normati-
vo para que puedan convenir en colaborar para realizar investigaciones por agentes 
infi ltrados, o con una identidad falsa, quienes se infi ltran en una red delictiva para 
conseguir información o para ayudar a identifi car y detener a sus integrantes.

El origen del acuerdo es una solicitud que un Estado dirige a otro, sobre el 
que las autoridades competentes de este último han de decidir, ateniéndose a su 
Derecho interno y a sus procedimientos nacionales. En este acuerdo de colabora-
ción que pueden alcanzar los Estados, previo a la realización de actividades por 
los agentes, se debe precisar, como mínimo, la duración de las investigaciones, 
las condiciones concretas en que se van a desarrollar y el régimen jurídico de los 
infi ltrados.

El Informe Explicativo del Convenio recoge las distintas modalidades que 
puede revestir las investigaciones encubiertas, tal y como son concebidas en el 
art. 14, según la procedencia del agente que actúa como infi ltrado y del Estado en 
que se desarrolla la investigación. Así, el Estado requirente puede pedir que se au-
torice a uno o varios de sus agentes para que actúen como infi ltrados en el Estado 
requerido, o puede solicitar que sea este último Estado quien envíe un agente al 
Estado requirente, o que destine un agente para realizar una investigación encu-
bierta en su propio territorio.

En todo caso, estas formas de cooperación han de respetar el Derecho y proce-
dimientos vigentes en el Estado en el que se practique la investigación. Depen-
diendo de la modalidad que adopte la investigación, esta disposición supondrá la 
confi rmación o una excepción de la regla general del art. 4.1 relativa a la obser-
vancia de los trámites y procedimientos indicados por el Estado requirente:

a) Cuando a petición del Estado requirente el Estado requerido acepte enviar 
un agente al territorio del primero para que actúe como infi ltrado, la investiga-
ción habrá de realizarse de conformidad con la legislación y procedimientos del 
Estado requirente, lo que supone la confi rmación de la regla general.

b) Por el contrario, cuando la investigación se realice en el Estado requerido, 
bien por agentes de este Estado, bien por agentes del Estado requirente, su legis-
lación será la aplicable, lo que determina una excepción a lo dispuesto en el art. 
4.1 del Convenio.

El Convenio impone la colaboración entre los Estados interesados para garan-
tizar la preparación y supervisión de la investigación, así como la adopción de 
medidas de seguridad de los agentes infi ltrados. La duración de la investigación 
encubierta, condiciones concretas y régimen jurídico de los agentes se regulará 
por los acuerdos alcanzados por los distintos Estados miembros de acuerdo con su 
respectiva legislación interna y procedimientos nacionales.
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Goza de gran fl exibilidad en su ejecución. No obstante, todo Estado podrá 
declarar que no está vinculado por el presente artículo, reserva que puede retirar 
en cualquier momento. El art. 14.4 del Convenio contempla la posibilidad de for-
mular una reserva de no vinculación a dicho artículo, reserva que, como todas las 
demás previstas a lo largo del Convenio, podrá efectuarse cuando el Estado respec-
tivo notifi que la conclusión de sus procedimientos constitucionales de adopción 
del Convenio, sin que ello fuera un óbice para su retirada en cualquier momento 
posterior. Además de esta reserva total, son posibles las reservas parciales tal y 
como las regula el art. 6.7 del Convenio, precepto también aplicable a las entre-
gas vigiladas, equipos conjuntos de investigación e investigaciones encubiertas. 
Así, un Estado puede declarar que no aceptará la comunicación directa entre sus 
autoridades centrales o judiciales y las de otro Estado que actúe como requirente, 
cuando la autoridad competente de este último Estado sea una autoridad policial 
o aduanera, o bien que sólo la aceptará supeditada a una condición que se concre-
tará en la reserva.

6.I. Responsabilidad penal y civil en relación con los funcionarios

En el Convenio se aborda el problema de delimitar la responsabilidad penal y 
civil en que puedan incurrir los funcionarios públicos cuando intervengan en otro 
Estado miembro en lo relativo a lo regulado en los arts. 12, 13 y 14 del Convenio, 
es decir, entregas vigiladas, equipos conjuntos de investigación e investigaciones 
encubiertas.

La responsabilidad penal en esos casos se regirá por la legislación del Estado 
donde se practiquen, asimilándose a estos efectos los funcionarios intervinientes a 
los del Estado donde se lleven a cabo tales actuaciones (art. 15).

Con relación a la responsabilidad civil, regulada en el art. 16, la cual tiene su 
antecedente inmediato en el art. 43 del Convenio de Schengen, el presupuesto 
básico es que un Estado deber responder de los daños y perjuicios causados por 
sus funcionarios en el ejercicio de sus cometidos. No obstante, este artículo prevé 
que inicialmente sea el Estado en cuyo territorio se ha actuado el que asuma la 
reparación de los daños y perjuicios ocasionados por los funcionarios de otro Es-
tado miembro, de la misma forma que si se hubiesen producido por sus propios 
funcionarios, aunque con posterioridad tiene derecho a reembolsarse de éste las 
cantidades satisfechas a las víctimas o a sus causahabientes.

Sin perjuicio del derecho de reembolso y de las reclamaciones que puedan 
hacer a terceras partes, el Estado miembro en cuyo territorio se desarrollaran las 
actuaciones generadoras de responsabilidad no podrán hacer otras reclamaciones 
de reembolsos, de acuerdo con lo previsto en el art. 16.3.

Tras el Convenio de 2000, esta materia aparece regulada en una Recomenda-
ción del Consejo de 30 de noviembre de 2000 dirigida a los Estados miembros 
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respecto del apoyo de Europol a los equipos conjuntos de investigación creados 
por los Estados miembros, y en la Decisión Marco del Consejo de 2002 sobre 
equipos conjuntos de investigación.

6.J. Intervención de las telecomunicaciones

Ya en el ámbito del Consejo de Europa el art. 1 del Convenio de 1959, que 
vincula a las partes contratantes a prestarse mutuamente «la asistencia judicial 
más amplia posible», ofrecía una cierta base para que las autoridades competen-
tes de un Estado pudiesen obtener una intervención de las comunicaciones en 
otro Estado. Sin embargo, algunos Estados rechazaban ejecutar las comisiones 
rogatorias sobre intervención legal de las telecomunicaciones por entender que el 
Convenio no les obligaba a ello.

En mayo de 1982, el Consejo de Europa elaboró un informe sobre las inter-
venciones telefónicas y grabación de las telecomunicaciones en algunos Estados 
miembros, analizando la situación en cada uno de ellos e instándoles a armonizar 
o aproximar sus legislaciones en la materia.

El 28 de junio de 1985, el Comité de Ministros del Consejo de Europa adop-
tó una Recomendación dirigida a los Estados miembros relativa a la aplicación 
práctica del Convenio de 1959 en relación a las solicitudes de intervención de 
las telecomunicaciones, reconociendo la naturaleza específi ca de las comisiones 
rogatorias para intervenir las telecomunicaciones y la necesidad de dotarlas de 
una regulación detallada, en especial en lo relativo a su ejecución, transmisión de 
los resultados y empleo de los mismos por el Estado requirente. La fi nalidad de 
esta Recomendación es servir de guía a los Estados parte para que cumplan ade-
cuadamente las comisiones rogatorias concernientes a esta cuestión y establezcan 
una reglas referidas a la denegación de la asistencia, al contenido de la solicitud 
de intervención dirigida al otro Estado, a la duración de la intervención, a las 
condiciones a que se puede someter la intervención, reglas en que destaca la im-
portancia que se da a la ley del Estado requerido.

En el ámbito de la Unión Europea, además de la aplicación del Convenio de 
1959, destacar la aplicación de la Resolución del Consejo de 17 de enero de 1985 
sobre interceptación legal de telecomunicaciones, que teniendo en cuenta las ne-
cesidades prácticas que desde un punto de vista técnico tienen las autoridades 
competentes de los Estados para ejecutar la intervención de las telecomunicacio-
nes, insta a la colaboración de todos los Estados para superarlas, fi jando una serie 
de requisitos que han de cumplirse para conseguirlo y que afectan al comporta-
miento que deben adoptar los operadores de red y proveedores de servicio de los 
distintos Estados para hacer posible la intervención en condiciones adecuadas.

En el Convenio de 2000 es la primera vez en la que en un texto de esta natura-
leza se trata la cuestión de la intervención internacional de las telecomunicaciones, 
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al menos, de forma específi ca, tratando de superar las difi cultades que normalmen-
te se han objetado: la afección a derechos fundamentales y el suponer una confron-
tación entre la efi cacia de las investigaciones penales y el respeto a los derechos 
individuales, las diferencias entre las legislaciones estatales en cuanto a órganos 
autorizantes de la intervención, supuestos en que procede, duración, destino de la 
información obtenida, etc.

Quizá la evolución imparable que experimenta este campo ha llevado a intro-
ducir el art. 22 del Convenio, lo que no impide que los Estados miembros puedan 
celebrar acuerdos bilaterales o multilaterales para facilitar la explotación de las 
posibilidades técnicas actuales y futuras en materia de intervención legal de tele-
comunicaciones.

El Convenio aborda los aspectos tradicionales de la intervención de las tele-
comunicaciones teniendo en cuenta además los avances recientes, regulándolo 
de modo general para permitir, en la medida de lo posible, adaptarlas a futuros 
avances.

La regulación de esta materia presenta difi cultades tanto por la rapidez del 
desarrollo de las nuevas tecnologías, fenómeno al que el Derecho se debe dar res-
puesta, como por la necesidad de fi jar medidas de control en la ejecución de esta 
forma de cooperación judicial para evitar la intromisión en derecho a la intimidad 
y al secreto de las comunicaciones de las personas, debiéndose llegar un equilibrio 
entre la efi cacia de las investigaciones y el respeto de las libertades individuales.

La intervención de las telecomunicaciones se regula en el Título III del Con-
venio de 2000 de forma separa al resto de formas de asistencia judicial en materia 
penal estudiadas, que están recogidas en el Título II. Esta ubicación diferente 
no quiere decir que la intervención de las telecomunicaciones no sea considerada 
como una forma de asistencia judicial, sino que precisamente por las especiali-
dades que presenta frente a las otras formas mencionadas, exige un tratamiento 
individualizado en un título independiente.

En la elaboración del Convenio respecto de la intervención de las telecomuni-
caciones se tuvieron en cuenta dos realidades:

a) Puede que a un Estado no le sea técnicamente posible proceder a la inter-
vención de las telecomunicaciones emitidas o recibidas en su propio territorio. 
Para proceder a la intervención de las telecomunicaciones hay dos posibilidades: 
una, que el Estado interesado solicite, para cada intervención que desee practicar, 
la ayuda del Estado en cuyo territorio se encuentre la estación terrestre; otra, que 
el operador instale un acceso a distancia a la estación terrestre —una especie de 
«mando a distancia»— que permita a un país transmitir a distancia una orden 
de intervención hacia una estación terrestre situada en otro país, fuera de su te-
rritorio.
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b) Técnicamente un Estado miembro puede proceder por su cuenta —o por la 
de otro— a intervenir telecomunicaciones emitidas o recibidas en el territorio de 
otro Estado, sin tener que pedir ayuda a este último.

La intervención de las telecomunicaciones realizadas a través de satélite re-
quiere, independientemente de lugar donde se encuentre el teléfono que genere 
la comunicación, una sola operación realizada en una instalación técnica llamada 
«estación terrestre», permitiendo la conexión con los satélites y haciendo posible 
la telecomunicación con zonas muy extensas, si bien, en la práctica, puede ocurrir 
que un Estado cuyo territorio entre en la zona de cobertura del satélite, pero que 
no tenga en su territorio una estación terrestre, no pueda técnicamente proceder 
a la intervención directa de las telecomunicaciones emitidas o recibidas en su te-
rritorio mediante teléfono vía satélite.

A efectos de la aplicación de lo previsto en los arts. 18, 19 y 20 del Conve-
nio, se entiende por «autoridad competente» la autoridad judicial. Cuando las 
autoridades judiciales del Estado miembro no sean competentes a los efectos de 
lo señalado en esos preceptos, podrán designar una autoridad competente equiva-
lente, de conformidad con el art. 24.1.e), que actúe en una investigación penal. 
Esta autoridad competente debe ser especifi cada de forma expresa: se incluirá al 
notifi car al Secretario General del Consejo de la Unión Europea la conclusión de 
los procedimientos constitucionales para la adopción del Convenio.

Los Estados miembros en los cuales las autoridades judiciales son las com-
petentes no están dispensados de hacer una declaración de acuerdo con el art. 
24.1.e), en la que, igual que en el caso anterior, especifi quen cuáles son sus autori-
dades con competencia para aplicar los artículos mencionados, en particular para 
aplicar el art. 20 en su condición de Estado miembro notifi cado.

El art. 18 regula aquellas situaciones en que un Estado miembro pide a otro 
que ordene una operación de intervención en su propio territorio.

En el marco de una investigación penal, una autoridad competente del Estado 
requirente, de conformidad con lo dispuesto en su Derecho interno, puede cursar 
estas solicitudes a la autoridad competente del Estado requerido:

a) Aquella que tenga por objeto la transmisión inmediata de las telecomunica-
ciones intervenidas al Estado miembro requirente. Por «transmisión inmediata» 
hay que entender dirigir directamente al Estado miembro requirente la teleco-
municación intervenida, donde la autoridad que haya ordenado la intervención 
podrá escucharla y grabarla.

b) Aquella que tenga por objeto la grabación y ulterior transmisión de la gra-
bación al Estado miembro requirente, que es la práctica actual en materia de 
asistencia judicial.
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En principio la elección entre ambas modalidades de intervención la efectúa 
el Estado requirente en su solicitud, aunque de lo dispuesto en el art. 18 se des-
prende que la transmisión recogida en el apartado a) constituye una novedad en el 
marco de la cooperación internacional y constituirá la norma general desde ahora, 
y la aludida en el apartado b), que era la práctica habitual hasta ahora, pasa a ser 
la excepción.

El término «telecomunicaciones» se debe interpretar en sentido amplio, com-
prendiendo no sólo las conversaciones telefónicas sino además todas las formas 
de telecomunicación que permitan las tecnologías actuales y futuras. Es preciso 
que el Estado requerido, en la medida de lo posible, transmita los datos técni-
cos correspondientes a cada telecomunicación —número al que se llama, hora y 
duración de la telecomunicación, etc.—. El Convenio sólo produce efectos en la 
Unión Europea, aunque las tecnologías de telecomunicaciones a las que se aplica 
—o podría aplicarse— abarcan el mundo entero.

El Convenio establece las condiciones bajo las cuales el Estado requerido ha-
brá de acceder a las solicitudes de intervención, grabación y ulterior transmisión 
cuando no sea posible la transmisión directa, por imposibilidad imputable a sí 
mismo, al requirente o a ambos indistintamente. Además los Estados pueden de-
clarar que se comprometerán a acceder a las solicitudes de intervención, grabación 
y transmisión sólo cuando no puedan ofrecer la transmisión inmediata, siendo 
intrascendente a estos efectos que el Estado requirente esté o no en condiciones 
de recibirla.

El art. 18.2 determina, en función del lugar en que se encuentre la persona 
objeto de la intervención, los tres supuestos que pueden dar lugar a una solicitud 
de asistencia judicial:

a) Cuando la persona objeto de intervención se encuentra en el territorio del 
Estado requirente y éste precisa la asistencia técnica del requerido.

b) Cuando la persona objeto de intervención se encuentra en el territorio del 
Estado requerido y la legislación de éste permite la intervención de las telecomu-
nicaciones.

c) Cuando la persona objeto de intervención se encuentra en el territorio de 
un Estado miembro que no es el requerido, pero en el que es necesaria la ayuda 
técnica del Estado requerido para proceder a la intervención.

El apartado 3 precisa los requisitos que debe reunir la solicitud de interven-
ción, datos que debe facilitar el Estado miembro requirente. Además de contener 
los datos comunes a todas las solicitudes de asistencia judicial, requiere la con-
fi rmación de que existe un mandamiento o una orden de intervención legal en 
relación con una investigación penal, la duración deseada de la intervención y los 

Estudios sobre corrupción.indd   216Estudios sobre corrupción.indd   216 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



nicolás rodríguez garcía 217

datos técnicos necesarios para que pueda ejecutarse la solicitud, como el número 
de conexión a la red del sujeto cuya comunicación quiere intervenirse.

El apartado 4 completa el anterior para los casos previstos en la letra b) del 
apartado 2: cuando la persona objeto de intervención se encuentra en el territo-
rio del Estado miembro requerido, al exigir que la solicitud incluya un resumen 
de los hechos a los que se refi ere la investigación. El Estado requerido, a su vez, 
podrá exigir al Estado miembro requirente cualquier información adicional que 
le permita decidir si el mismo habría adoptado la medida solicitada en un caso 
nacional de características similares. Este apartado se aplica también en los casos 
de solicitudes de intervención, grabación y ulterior transmisión de la grabación 
de la telecomunicación al Estado miembro requirente previstas en la letra b) del 
apartado 1.

Las condiciones en que un Estado requerido debe acceder a una solicitud de in-
tervención de telecomunicaciones con transmisión inmediata al Estado requirente 
están previstas en el apartado 5:

a) Cuando la persona objeto de intervención se encuentre en el territorio de 
un Estado miembro distinto del Estado requerido y que éste haya recibido las 
informaciones a que se refi ere el apartado 3. La solicitud se puede aceptar sin más 
formalidades; carácter potestativo referido sólo a la forma —ausencia de forma-
lidades— y no al contenido, ya que el artículo establece la obligación de acceder 
a la solicitud una vez que se acredite que se han aportado las informaciones pre-
vistas en el art. 18.3. En este sentido, el Informe Explicativo del Convenio señala 
que los Estados no deben asimilar tal solicitud a una solicitud que un Estado 
requerido hubiere ejecutado por sí mismo en su propio territorio; el Estado re-
querido no debe controlar la conformidad de la solicitud de intervención con su 
Derecho nacional, sino que se limita a controlar que se cumplen las condiciones 
que impone el Convenio para este tipo de solicitudes.

b) Cuando la persona objeto de intervención se encuentre en el territorio del 
Estado requerido y éste haya recibido las informaciones a que se refi eren los apar-
tados 3 y 4. El Estado requerido debe aceptar la solicitud, igual que la habría 
aceptado en un caso nacional de características similares. No obstante, puede 
supeditar su consentimiento al cumplimiento de las condiciones que, de acuer-
do con su legislación, deberían observarse en un caso nacional de características 
similares.

El apartado 6 recoge los casos en que no es posible la transmisión inmediata, 
estableciendo normas particulares para las solicitudes de intervención, grabación 
y ulterior transmisión de la grabación de la telecomunicación al Estado requiren-
te. Los Estados miembros no están obligados a aceptar esas solicitudes, salvo si no 
resultare posible la transmisión inmediata. Se incluye la imposibilidad imputable 
al Estado requirente, al requerido, o a ambos.
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Todo Estado miembro puede declarar, al hacer la notifi cación prevista en el art. 
27.2, que aplicará el apartado 6 sólo cuando no le sea posible ofrecer la transmi-
sión inmediata; es decir, si el Estado requirente no puede garantizar la recepción 
de la transmisión inmediata no obliga al Estado requerido a dar cumplimiento a 
la solicitud si este último puede transmitir directamente las telecomunicaciones. 
Ahora bien, todo Estado miembro que optare por aplicar esta restricción abre para 
los demás Estados la posibilidad de aplicar el principio de reciprocidad.

Esta regulación se incluyó en el Convenio para atender a las necesidades del 
Reino Unido, cuya legislación y procedimientos nacionales no contemplan la gra-
bación sistemática de los datos intervenidos.

El Estado miembro requirente puede solicitar la transcripción de la grabación 
de telecomunicaciones si tiene una razón particular para ello, actuación que puede 
exigir medios, en particular humanos, muy importantes. Aunque este párrafo 8 
no lo prevé, de su contenido se deduce que el Estado requirente que formula una 
solicitud de este tipo tenga que explicar cuáles son las razones que le han llevado 
a pedir la transcripción, para que así el Estado requerido estudie estas solicitudes 
conforme a su propia legislación y procedimientos nacionales, no obligándole el 
Convenio cuando su Derecho interno o sus procedimientos nacionales no auto-
ricen el uso de la transcripción; en caso contrario, debería dar cumplimiento a 
la solicitud que se le presenta si estima que la razón alegada es sufi ciente para 
fundamentar la solicitud.

El apartado 9 recoge la confi dencialidad que deber presidir toda esta medida 
de intervención.

El art. 21 viene a completar el régimen las solicitudes de asistencia para la 
intervención de las telecomunicaciones que se acaba de exponer, disponiendo que 
los gastos que se generen los operadores de telecomunicaciones o los proveedores 
de servicios para atender las solicitudes serán sufragados por el Estado requirente. 
Los que son comprendidos son los gastos de cada intervención por separado, no 
de los que deben realizar los operadores de telecomunicaciones para que sus ins-
talaciones permitan las intervenciones.

El art. 19 está previsto para dar respuesta a la siguiente situación práctica: un 
Estado necesita intervenir las comunicaciones de una persona que se encuentra en 
su territorio y que emplea el sistema de telefonía móvil por satélites, pero en su 
territorio no hay una estación terrestre, de tal forma que precisa la asistencia de 
otro Estado que sí disponga de estación. En este supuesto, dos son los modos de 
prestar asistencia:

a) Accediendo a la solicitud tradicional de asistencia, formulada de conformi-
dad con lo establecido en el art. 18, es decir, la persona objeto de intervención se 
encuentra en el Estado requirente y éste precisa de la asistencia técnica del Estado 
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requerido. Este supuesto ha sido analizado anteriormente al estudiar el art. 18 del 
Convenio de 2000.

b) Garantizando el Estado en que se encuentre la estación que las comunica-
ciones puedan hacerse directamente accesibles para su intervención por parte del 
otro Estado por medio de un proveedor de servicios designado que se encuentre 
en el territorio de éste último. Esta garantía se materializa con la instalación de 
lo que se llama un «mando a distancia» de acceso a la estación terrestre, de tal 
forma que el Estado que quiere llevar a cabo la intervención encomienda la orden 
a los proveedores de servicios designados en su territorio que son los encargados 
de cumplirla.

El art. 19 se ocupa de este último supuesto, que se caracteriza porque el Estado 
en cuyo territorio se encuentre la estación terrestre desde la que se puede realizar 
la intervención de las telecomunicaciones generadas o recibidas en otro tercer 
Estado miembro, que no tiene posibilidades técnicas para llevarlas a cabo, debe 
permitir la instalación de «mandos a distancia», para que, por este último Estado 
se puedan efectuar las interceptaciones de las telecomunicaciones ocurridas en su 
territorio. Al proceder así, el Estado miembro que cuenta con una estación en su 
territorio no participa en absoluto en la intervención.

Se limita su uso a las intervenciones ordenadas por el Estado miembro que se 
sirva de ellos, en el marco de una investigación penal y de acuerdo con lo dispues-
to en su Derecho nacional. Los «mandos a distancia» sólo podrán utilizarse para 
las telecomunicaciones emitidas o recibidas por la persona objeto de la interven-
ción desde el territorio de dicho Estado miembro (párrafos 1 y 2).

Reconocida la posibilidad de llevar a cabo intervenciones de telecomunicacio-
nes a través de un «mando a distancia» situado en el territorio de otro Estado, 
se reconoce expresamente a esos terceros Estados miembros que no cuentan con 
posibilidades técnicas para llevar a cabo intervenciones de telecomunicaciones de 
forma autónoma el derecho a poderlas realizar por sí mismas sin la participación 
del Estado donde se encuentre la estación terrestre, siempre que esas intercepta-
ciones se lleven a cabo por las autoridades competentes del Estado de que se trate, 
en el marco de una investigación penal y siempre que actúen de conformidad con 
lo que con respecto a la intervención de las telecomunicaciones establezcan su 
propio Derecho interno, aplicándose también a actuaciones realizadas en el ámbi-
to de la colaboración con terceros Estados (párrafo 3).

El «mando a distancia» lo puede utilizar un Estado miembro para intervenir, 
por cuenta de otro Estado miembro, telecomunicaciones emitidas o recibidas en 
su propio territorio, en el marco de una solicitud de asistencia formulada cuando 
la persona objeto de intervención se encuentra en el territorio del Estado miem-
bro requerido y siempre que disponga de mando a distancia.
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Los Estados miembros no están obligados a usar el «mando a distancia», co-
rrespondiéndoles decidir sobre la oportunidad de establecer y utilizar este sistema 
para la intervención de las telecomunicaciones de las personas que se encuentren 
en su territorio.

Cuando un Estado miembro tenga un «mando a distancia» ya no podrá, en 
principio, formular una solicitud de cooperación conforme al art. 18.2.a) porque 
ya no necesitará la asistencia técnica ahí prevista. Este párrafo 4 constituye una 
excepción a esa norma, siendo su fundamento no privar a los Estados miembros, 
en determinados casos en los que es previsible que una persona objeto de inter-
vención se desplace por un gran número de otros Estados miembros, de la posi-
bilidad de contar con una orden de intervención única transmitida a la estación 
terrestre para intervenir telecomunicaciones en todos dichos Estados.

Por otro lado, un Estado miembro puede formular una solicitud conforme al 
art. 18 cuando no exista proveedor de servicios en dicho Estado miembro porque 
se cumplen las condiciones previstas en dicho artículo, es decir, se precisa una 
asistencia técnica.

El art. 20 del Convenio constituye, según el Informe Explicativo del Conve-
nio, una anticipación jurídica porque prevé situaciones que previsiblemente se 
producirán en un futuro inmediato con el desarrollo de las telecomunicaciones. 
Es el caso de que un Estado miembro esté capacitado técnicamente para interve-
nir las comunicaciones de una persona que se encuentra en el territorio de otro 
Estado, sin precisar la ayuda instrumental de éste último. Se incluyen también los 
supuestos en los que el Estado que autoriza la intervención no necesita la asisten-
cia del Estado en que se encuentra el sujeto, pero sí la de otro Estado que actuará 
como requerido. Lo esencial es, por tanto, la ausencia de necesidad de la asistencia 
del Estado en que se localiza la dirección de telecomunicaciones para practicar la 
intervención, regulando este artículo el papel que corresponde a dicho Estado con 
respecto a la intervención.

Los sujetos que intervienen en la aplicación del artículo son, por un lado, el 
Estado al que le corresponde la dirección de telecomunicaciones de la persona que 
fi gura en la orden de intervención, llamado «Estado notifi cado», y por otro lado 
el «Estado que realiza la intervención», cuyas autoridades competentes permiten 
la intervención. No hay que olvidar que puede participar otro Estado cuando su 
asistencia técnica sea precisa para llevar a cabo la intervención, siendo éste en 
realidad el que la lleva a cabo.

El art. 20.1 establece el ámbito de aplicación limitándolo a las investigaciones 
penales que reúnan determinadas características: aquellas que se caractericen por 
ser investigaciones consecutivas a la comisión de una infracción penal específi ca, 
incluidas las tentativas que sean tipifi cadas como delitos en la legislación nacio-
nal, con el fi n de identifi car y detener, acusar, procesar o dictar sentencia sobre 
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los responsables. Realmente no se defi ne qué debe entenderse por «investigación 
penal», ofreciéndose un marco normativo dentro del cual el Estado que autoriza 
la intervención debe cumplir con ciertas obligaciones con respecto al Estado en 
que se localiza la dirección de telecomunicaciones objeto de la misma. El Informe 
Explicativo del Convenio señala que el art. 20 se refi ere a la obligación de infor-
mar a otro Estado miembro en determinadas situaciones de intervención relativas 
a casos que en la mayoría de los Estados miembros corresponderían al concepto 
de «investigación penal».

El apartado 2 impone a todo Estado miembro que realice una intervención 
la obligación, cuando se encuentre en la situación contemplada en el presente 
artículo, y en el marco del ámbito de aplicación establecido en el apartado 1, de 
informar al Estado en cuyo territorio se halla la persona cuyas telecomunicaciones 
son objeto de intervención —Estado miembro notifi cado—. Sin embargo, esta 
obligación no existe cuando ese Estado hubiere formulado una declaración renun-
ciando a recibir la información establecida en el art. 20 cuando se encuentre en la 
posición de Estado notifi cado, declaración que puede efectuarse cuando se notifi -
que la conclusión de los procedimientos nacionales de adopción del Convenio, o 
en cualquier momento posterior.

La información debe producirse:

a) Antes de la intervención, cuando el Estado miembro requirente ya conoce 
al ordenar la intervención que la persona objeto de la misma se encuentra en el 
territorio del Estado notifi cado. De esta forma la intervención sólo podrá iniciarse 
cuando la medida haya sido aceptada por el otro Estado —el Estado miembro 
notifi cado— en las condiciones del apartado 4.

b) Cuando la intervención ya estuviera en marcha, en el momento que el Esta-
do miembro requirente se aperciba de que la persona objeto de la intervención se 
encuentra en el territorio del Estado miembro notifi cado.

La información que debe notifi carse contendrá los requisitos previstos en el 
apartado 3, siendo indispensables la indicación de la autoridad que ordena la in-
tervención, la confi rmación de que se ha dado una orden de intervención legal en 
relación con una investigación penal, la información para identifi car a la persona 
objeto de la misma, la concreción del delito que se investiga, y la duración estima-
da de la intervención. Toda esta información debe ser tratada confi dencialmente.

Se faculta al Estado notifi cado para pedir un resumen de los hechos y cualquier 
otra información que le permita determinar si habría adoptado la medida en un 
caso nacional de características similares.

Cuando a juicio del Estado que realiza la intervención la información que debe 
notifi carse sea de carácter especialmente delicado, por ejemplo, por el tipo de 
delito que se esté investigando, podrá transmitirla a la autoridad competente del 
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Estado notifi cado a través de una autoridad determinada. Para que ello sea posible 
es necesario que exista un acuerdo previo entre los Estados intervinientes, acuerdo 
que puede haberse celebrado de forma general o para el caso concreto, y en el que 
debe constar la autoridad que actuará como mediadora.

Notifi cada la información, las normas aplicables están previstas en el apartado 
4. Se obliga al Estado miembro notifi cado a responder sin demora, y a más tardar 
en el plazo de 96 horas, al Estado miembro que realiza la intervención, para que 
no se obstaculice el desarrollo de la investigación. El Estado miembro notifi cado 
dispone ahora de dos posibilidades, según esté o no en condiciones de responder 
inmediatamente.

Si está en esas condiciones tiene a su vez dos posibilidades:

a) Primera, el Estado miembro notifi cado puede aceptar la intervención, o 
bien supeditarla a cualquier condición que haya de observarse en un caso nacional 
similar. Es, por tanto, el mismo régimen que el previsto en el art. 18.5.b).

b) Segunda, exigir que la intervención no se efectúe —casos del art. 20.2.a) 
cuando se ha facilitado información previa— o que se interrumpa cuando la in-
tervención no estuviere autorizada en virtud del ordenamiento jurídico nacional, 
o cuando el Estado tuviera derecho a denegar la asistencia judicial basándose en 
el art. 2 del Convenio de 1959. Esta exigencia ha de estar motivada por escrito.

El Estado miembro notifi cado puede además exigir que el material recopilado 
mediante la intervención hasta el momento en que comunica su denegación no 
sea utilizado, o sólo lo sea bajo determinadas condiciones que especifi cará, de lo 
cual deberá darse cumplida información al Estado que realiza la intervención. 
Los Estados intervinientes han de ser fl exibles respecto de la utilización de datos 
ya intervenidos en el marco de procedimientos relativos a acciones de reparación 
incoadas a causa de la intervención efectuada o de medidas adoptadas en virtud 
del art. 20.4.b).

Por el contrario, si el Estado miembro notifi cado no está en condiciones de 
responder en el plazo de 96 horas, la hipótesis que se plantea es que este Estado 
debe realizar diligencias particulares antes de decidir; puede pedir, tras consultar 
al Estado que realiza la intervención, un plazo suplementario que no podrá supe-
rar los 8 días para aplicar los procedimientos internos exigidos por la legislación 
nacional. El Estado miembro notifi cado debe informar por escrito al que realiza la 
intervención las razones que justifi can esa solicitud de prórroga de plazo. El nuevo 
plazo comienza al fi nalizar el primero de cuatro días.

Cuando un Estado miembro no haya decidido aún sobre la intervención que 
se le ha notifi cado, bien sea en el término de 96 horas, bien al fi nalizar el segundo 
plazo, que no podrá superar los ocho días, el Estado miembro que realiza la inter-
vención podrá proseguirla. No podrá utilizar los datos ya intervenidos, excepto si 
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ha acordado otra cosa con el Estado miembro notifi cado o para adoptar medidas 
urgentes tendentes a prevenir un peligro inmediato y grave para la seguridad 
pública.

La solicitud de información complementaria no afecta a las normas estable-
cidas en el apartado 4.b), salvo acuerdo en contrario de los Estados miembros 
interesados.

La confi dencialidad de los datos transmitidos por el Estado miembro que rea-
liza la intervención se prevé en los apartados 5 y 6 del art. 20. Con carácter ge-
neral, se afi rma la exigencia de la confi dencialidad como condición necesaria para 
el buen funcionamiento de las investigaciones solicitadas. Más específi camente, 
cuando los datos sean especialmente delicados se transmitirán a través de autori-
dades específi cas, previo acuerdo de los Estados miembros de que se trate.

Por último, el párrafo 7 se refi ere a los Estados miembros que no quieran re-
cibir información en virtud del art. 20, indicándolo así al efectuar la notifi cación 
prevista en el art. 27.2, o en cualquier momento posterior.

6.K. Formas específi cas de asistencia previstas en el Protocolo del Convenio

a) Introducción

Anteriormente ya se hizo alusión al Protocolo del Convenio de 2000 y a sus 
principales aportaciones. Con él se ha tratado de dar cumplimiento a las peti-
ciones emanadas de algunas conclusiones del Consejo europeo de Tampere, en 
especial:

a) La número 49, en la que se instaba a los Estados a facilitar la asistencia en 
las causas de delincuencia económica grave, y, especialmente, en las atinentes a la 
acción contra el blanqueo de capitales.

b) La número 54, en la que se pedía al Consejo que adoptase las disposiciones 
necesarias para que las autoridades judiciales pudiesen recibir información sobre 
las transacciones fi nancieras para investigar el blanqueo de capitales.

En este sentido el Protocolo prevé tres tipos de solicitudes de asistencia judi-
cial que representan tres formas de específi cas de asistencia, que aunque se utili-
zarán con frecuencia para luchar contra la delincuencia fi nanciera y, en especial, 
el blanqueo de capitales, son de aplicación general, salvo la primera que sólo es 
aplicable a determinadas infracciones. Se distingue tres formas de asistencia, dos 
consistentes en el suministro de información, de las cuentas bancarias y de las 
transacciones, y una tercera relativa al control de esas transacciones por un perio-
do determinado, regulándolas en tres artículos.

Aunque se traten separadamente las solicitudes de información sobre cuen-
tas bancarias y sobre transacciones, hay una indudable vinculación entre ambas, 
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puesto que, a no ser que el Estado requerido ya tenga conocimiento previo de la 
existencia de esas cuentas, tendrá que verifi carla antes de requerir información 
sobre las operaciones bancarias que se realicen en ellas y, en su caso, pedir que se 
efectúe un seguimiento de las mismas.

La autoridad competente del Estado requerido tiene la obligación de comu-
nicar a su homóloga en el Estado requirente la conveniencia de realizar investi-
gaciones no previstas inicialmente, o que no hubieren podido especifi carse con 
anterioridad, obligación que es aplicable a cualquier solicitud de asistencia —y 
no sólo a las previstas en el Protocolo— y a la que tendrá que dar cumplimien-
to. Esta obligación impuesta en el art. 5 entronca con la posibilidad, también 
de aplicación general, que se concede en el art. 6 a la autoridad competente del 
Estado requirente de formular solicitudes de asistencia judicial complementarias 
de otras anteriores, en cuyo caso simplemente deberá facilitar los datos necesarios 
para identifi car la solicitud principal, sin que se le pueda exigir, nuevamente, que 
haga constar la información ya recogida en ésta.

Para garantizar la efectividad de la asistencia prevista en los arts. 1 a 3 del 
Protocolo y en el Convenio de 2000, se prohíbe a los Estados invocar el secreto 
bancario como motivo para rechazar la cooperación solicitada (art. 7), y se les insta 
para que adopten las medidas necesarias para asegurar que los bancos no revelen al 
cliente interesado —o a otros terceros— el hecho de que se ha transmitido infor-
mación a otro Estado o de que se está llevando a cabo una investigación, es decir, 
medidas tendentes a garantizar la confi dencialidad (art. 4).

b) Información sobre cuentas bancarias

Los arts. 1 a 4 del Protocolo contienen disposiciones destinadas a mejorar la asisten-
cia judicial respecto de la información en posesión de los bancos.

Esta forma específi ca de asistencia judicial obliga a los Estados miembros a localizar, 
en casos concretos y previa solicitud, cuentas bancarias abiertas en su territorio, y los 
obliga por ello indirectamente a crear un mecanismo que les permita facilitar la infor-
mación requerida (art. 1). Por tanto, puede recurrirse a esta forma cuando el Estado 
miembro requirente considere que la información puede ser de valor sustancial para los 
fi nes de una investigación en curso.

Por lo que se refi ere a las formalidades y al procedimiento, son de aplicación el art. 
3 del Convenio de 1959 y el art. 4 del Convenio de 2000.

La obligación señalada comprende la localización de cuentas bancarias en todo el te-
rritorio del Estado requerido, obligación que no lleva consigo la creación de un registro 
centralizado de cuentas bancarias, sino que se deja que cada Estado decida de qué forma 
cumplir con sus obligaciones. Por otro lado, si el Estado requerido localiza una cuenta 
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bancaria abierta en su territorio está obligado a facilitar al Estado requirente el número 
de la cuenta y todos los pormenores correspondientes.

Estas cuentas bancarias referidas son, lógicamente, aquellas cuyo titular sea una 
persona física o jurídica objeto de investigación penal, incluyéndose también, en deter-
minados casos, las cuentas para las que dicha persona tenga poderes de representación.

Esta obligación de los Estados miembros, regulada en el art. 1 del Protocolo, se ve 
limitada por lo dispuesto en sus apartados 2, 3 y 5:

a) El apartado 2 establece que la obligación de suministrar información se aplica-
rá sólo en la medida que la información obre en poder del banco en que esté abierta 
la cuenta, no imponiéndose por tanto nuevas obligaciones a los Estados miembros o 
bancos en materia de retención de información relativa a cuentas bancarias. Las dispo-
siciones relativas a la retención de información se recogen de modo especial en el art. 4 
de la Directiva relativa al blanqueo de capitales.

b) El apartado 3, por su parte, limita la obligación del art. 1 a determinadas infrac-
ciones, utilizando dos criterios alternativos para determinar las infracciones cuya inves-
tigación puede fundamentar una petición de suministro de información sobre cuentas 
bancarias: el de la pena que llevan aparejada y el del tipo de delito que integren. En 
consecuencia, esta forma de asistencia es aplicable:

– cuando la investigación se refi era a infracciones cuyo castigo comporte privación 
de libertad de una duración máxima de cuatro años como mínimo en el Estado requi-
rente, y dos en el Estado requerido; 

– cuando se trate de infracciones tales como terrorismo; tráfi co ilícito de estupe-
facientes, de material nuclear y radioactivo; inmigración clandestina; trata de seres 
humanos; tráfi co de de vehículos robados; delitos contra la propiedad y los bienes pú-
blicos; comercio ilegal y delitos contra el medio ambiente; el blanqueo de dinero ligado 
a estas formas de delincuencia y delitos conexos; las infracciones constitutivas de fraude 
contra los intereses fi nancieros de las Comunidades Europeas y la corrupción de fun-
cionarios en ese ámbito, etc. El ámbito de aplicación de las solicitudes de información 
sobre cuentas bancarias expuesto a título ejemplifi cativo, cuya relación detallada de 
infracciones se recoge en el Informe Explicativo del Protocolo, se puede ampliar por el 
Consejo a través de la correspondiente Decisión.

c) Por último, el apartado 5 permite a los Estados miembros subordinar la ejecución 
de la solicitud de información sobre cuentas bancarias a las mismas condiciones que se 
aplican a las solicitudes de registros y embargos. Esto les permitirá exigir la doble tipi-
cidad y la compatibilidad con su Derecho en la misma medida que se aplican estas con-
diciones a las solicitudes de registro y embargo. El requisito de tipicidad se cumplirá 
normalmente en relación con las infracciones recogidas en el apartado 3. No obstante, 
si la infracción investigada no constituye infracción en el Estado requerido, el requisito 
de la doble tipicidad puede invocarse como motivo de rechazo. Los Estados miembros 
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de la Unión Europea podrán formular una reserva subordinando la ejecución de las so-
licitudes de información sobre cuentas bancarias a la condición de que sea compatible 
con su legislación o a la condición de que la infracción investigada sea punible con-
forme a su legislación, lo que, en caso de infracciones fi scales, se entenderá cumplido 
cuando en su legislación se correspondiese con una infracción de la misma naturaleza o 
a ambas, pudiendo los restantes Estados aplicar el principio de reciprocidad.

Respecto del contenido de la solicitud, el apartado 4 señala que deberá contener 
los motivos por los que se considera que la información requerida puede ser pertinente 
para la investigación, extremo que no podrá ser cuestionado por el Estado requerido así 
como cualquier información disponible tendente a facilitar la ejecución de la resolu-
ción, como la determinación del banco de que se trate. Este contenido ha de reputarse 
específi co de este tipo de solicitud y no excluye el contenido genérico de las solicitudes 
de asistencia determinado en el art. 14 del Convenio de 1959. El Estado miembro 
requirente no puede utilizar la medida regulada en el art. 1 del Protocolo para sacar 
información de uno o de todos los Estados miembros, sino que debe dirigir la solicitud 
a un Estado miembro que pueda facilitarle la información solicitada. Esta disposición 
no contempla, sin embargo, que el Estado requerido pueda cuestionar si la información 
solicitada puede ser de valor sustantivo para los fi nes de la investigación.

c) Información sobre transacciones bancarias

El art. 2 del Protocolo contiene disposiciones sobre la asistencia referida a los 
detalles de las cuentas bancarias especifi cadas, ya identifi cadas, y de las operacio-
nes bancarias que se hayan realizado durante un periodo determinado. Realmente 
este artículo no introduce una nueva medida, sino que aclara y elabora una forma 
de asistencia que ya se aplicó en el Convenio europeo de asistencia judicial de 
1959.

Hay un vínculo entre los arts. 1 y 2 en el sentido que el Estado requirente pue-
de haber obtenido los detalles de la cuenta mediante la medida prevista en el art. 
1 y después, recurriendo al sistema de medidas complementarias que fi gura en el 
art. 6, puede solicitar información sobre las operaciones bancarias. No obstante, 
la medida es autónoma y puede también requerirse respecto de una cuenta banca-
ria de la que las autoridades de investigación del Estado requirente hayan tenido 
conocimiento mediante cualesquiera otros medios, tal y como señala el Informe 
Explicativo del Convenio.

Esta medida supone que el Estado requerido facilita los detalles de determina-
das cuentas bancarias y de las operaciones que se realicen en ellas durante un pe-
riodo de tiempo determinado, incluyendo los pormenores de las cuentas emisoras 
o receptoras. Así, no es sufi ciente que el Estado requerido en respuesta a una soli-
citud, proporcione información sobre el hecho de que una determinada cantidad 
de dinero se haya enviado de/a y la cuenta a/desde otra cuenta en una determinada 
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fecha, sino que también proporcionar al Estado requirente información relativa 
a la cuenta emisora/receptora, es decir, el número de cuenta bancaria y otros de-
talles necesarios para permitir al Estado requirente proceder a una solicitud de 
asistencia respecto de dicha cuenta. Esto permite al Estado requirente seguir los 
movimientos de dinero de cuenta a cuenta.

La ausencia de mención a la titularidad de la cuenta por una persona que sea 
objeto de investigación penal indica que la obligación de asistencia en este caso 
existe también respecto de cuentas a nombre de terceras personas que, aunque 
no son objeto de procedimientos penales, sus cuentas sí están vinculadas a una 
investigación penal. El Estado requirente indicará en su solicitud una vinculación 
de este tipo conforme a lo dispuesto en el art. 2.3 y puede obtener información 
de cualesquiera transacciones de/hacia tal cuenta. En buena lógica se presupone 
el conocimiento previo por el Estado requirente de la existencia de una o varias 
cuentas bancarias a nombre de la persona que está siendo investigada en entidades 
bancarias sitas en el Estado requerido, conocimiento que provendrá en muchos 
casos de una previa solicitud de información sobre ese particular. Al igual que en 
el caso anterior, la obligación sólo nacerá para el Estado requerido si el banco en 
que está abierta la cuenta dispone de la información.

La solicitud de asistencia, igual que en caso regulado en el art. 1 sobre infor-
mación sobre cuentas bancarias, deberá contener los motivos por los que se consi-
dera que la información solicitada es pertinente a efectos de la investigación de la 
infracción, siendo éste el único contenido específi co de este tipo de disposiciones 
de asistencia. Igualmente, los Estados miembros podrán subordinar la ejecución 
de la solicitud a las mismas condiciones que se apliquen a las solicitudes de re-
gistro y embargo.

d) Control de transacciones bancarias

La última forma de asistencia, no recogida en ninguno de los otros instrumen-
tos relativos a asistencia judicial, está regulada en el art. 3 y consiste en controlar, 
durante un periodo determinado, las operaciones bancarias que se realicen a través 
de una o varias cuentas especifi cadas por el Estado requirente en la solicitud y en 
comunicar el resultado del control a dicho Estado, que en la solicitud habrá de 
señalar la relación que media entre la información requerida y la investigación 
que se lleva a cabo.

Este art. 3 sólo obliga a los Estados a establecer un mecanismo de control. 
Los Estados miembros deberán estar en condiciones de poder proporcionar la 
asistencia ante una solicitud, correspondiendo la decisión sobre si se accede o no 
al control a las autoridades competentes del Estado requerido, atendiendo a su 
Derecho nacional, es decir, dependerá de que en dicho Estado esté permitido o no 
un control similar. Si acceden a la petición, acordarán los pormenores prácticos de 
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la operación con las autoridades competentes del Estado requirente. En la redac-
ción de este art. se partió de la regulación de las entregas vigiladas en el art. 12 
del Convenio de 2000.

El art. 4 se refi ere a la confi dencialidad, siendo su objeto garantizar que no se 
informe en modo alguno al cliente bancario o a un tercero de que se están toman-
do o se han tomado las medidas previstas en los arts. 1 a 3. Esta redacción sigue 
de cerca la empleada en el art. 8 de la Directiva sobre blanqueo de capitales. A 
cada Estado corresponde decidir la manera de aplicar este art. 4; así por ejemplo, 
se podrá disponer una prohibición específi ca de la revelación, pero puede aplicarse 
también mediante medidas más generales para sancionar las conductas que pue-
dan poner en peligro una investigación en curso.
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I. Introdução

O presente trabalho trata da infi ltração de agentes como um meio de in-
vestigação extraordinário, utilizado nas situações de crimes graves pra-
ticados por organizações criminosas, em geral relacionado ao tráfi co de 

entorpecentes.

O agente infi ltrado tem origem muito antiga, no entanto, como um meio de 
combate ao crime organizado surgiu, propriamente, em dispositivo da Convenção 
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de Viena das Nações Unidas, sobre o tráfi co ilícito de drogas, de 20 de dezembro 
de 1988. 

Surgiu a fi gura dentro de uma crescente exigência social e de uma resposta 
clara, tanto do Direito Penal como do Direito Processual Penal, a um tipo de cri-
minalidade diferente da comum, chamada criminalidade organizada.

Ao mesmo tempo em que se buscava o combate ao crime organizado, encon-
trava-se o Estado preocupado em criar normas que assegurassem a todas as pessoas 
as garantias constitucionais.

Por meio da infi ltração, um agente é inserido no seio de uma organização cri-
minosa, fazendo-se passar por um criminoso, com o fi m de buscar elementos de 
prova de eventuais crimes praticados pela organização.

O agente infi ltrado se mostra em um meio efi ciente de combate à criminali-
dade organizada, pois ele tem conhecimento de informações de difícil ou de im-
possível acesso que, se não fosse por meio da infi ltração, difi cilmente se obteria. 
Ocorre que, com a utilização do agente infi ltrado, vários direitos fundamentais 
são restringidos.

Daí, então, surge o confl ito entre a efi ciência e o garantismo na utilização do 
agente infi ltrado, ou seja, o confl ito entre a busca do Estado por meios efi cientes 
de combate ao crime organizado e a necessidade de assegurar a todos as garantias 
previstas constitucionalmente.

Levando em conta os aspectos do garantismo e da efi ciência, deve-se admitir a 
utilização desse meio de investigação somente em situações também excepcionais 
que envolvam crimes muito graves, com ofensa à segurança da sociedade como 
um todo.

E, assim, ele deve ser admitido apenas em casos excepcionais a serem avaliados 
por um juiz, com base nos termos da lei, de acordo com uma situação concreta, 
levando em conta a proporcionalidade, que se especifi ca em: adequação, subsidia-
riedade e proporcionalidade em sentido estrito.

Objetivando garantir a proporcionalidade na utilização do agente infi ltrado e, 
assim, evitando abuso na sua utilização, é imprescindível a existência de critérios 
previstos em legislação específi ca para a solução dos diversos problemas que ad-
vêm da utilização desse meio.

Vários Países passaram a possibilitar a sua utilização em hipóteses excepcio-
nais, quando envolver investigação de crimes graves.

Este trabalho se limitará a estudar o tratamento dado à fi gura pelo Brasil e 
pela Espanha, e a possibilidade de reformulação do sistema brasileiro com base no 
sistema espanhol.
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Antes de se adentrar no estudo específi co de cada um dos Países, uma rápida 
explanação será feita a respeito dos aspectos gerais que envolvem a infi ltração de 
agentes, para se concluir que ele somente poderá ser utilizado após uma análise 
judicial do princípio da proporcionalidade.

No Brasil, há duas leis que prevêm a fi gura. A partir da necessidade de cria-
ção de outros meios investigatórios, foi inserida na Lei do Crime Organizado, de 
2001 (a Lei n. 10.217/2001 alterou parte da Lei n. 9.034/95, que dispõe sobre a 
utilização de meios operacionais para a prevenção e repressão de ações praticadas 
por organizações criminosas), e na Lei de Entorpecentes, de 2006, a possibilidade 
de infi ltração (a Lei n. 11.343/2006).

A lei espanhola surgiu como a brasileira: LO n. 5/99, de 13 de enero de 1999, 
da modifi cação da Ley de Enjuiciamiento Criminal (282-bis), quanto à parte que 
trata do aperfeiçoamento da ação investigadora relacionada ao tráfi co ilegal de 
drogas e a outras atividades ilícitas graves. Esta lei incluiu três novos instrumen-
tos, os quais têm por fi nalidade auxiliar no combate à criminalidade organizada, 
quais sejam: a entrega vigiada, a supressão da presença do interessado na abertura 
de correspondência e, por último, o agente encoberto1.

A lei espanhola se mostra bastante rica em comparação à norma brasileira que 
trata do assunto. Diante disto, podemos nos valer do exemplo da Espanha para 
enriquecermos a nossa legislação.

II. Aspectos gerais da figura e o princípio da proporcionalidade

II.1. Defi nição de agente infi tlrado

a defi nição desta fi gura não é simples e fácil. Algumas legislações utilizam os 
termos «agente encoberto» e outras o termo «agente infi ltrado». Em trabalho 
de dissertação de Mestrado apresentado na Universidade de São Paulo2, tive a 
oportunidade de concluir, após um estudo doutrinário, que um conceito comum 
a todos os autores seria o de que o agente infi ltrado é o membro da polícia que, 
com previsão legal e, autorizado por um Juiz, oculta sua identidade, e se insere, 
de forma estável, em determinada organização criminosa, na qual ganha confi ança 
de seus membros, por ser aparentado a eles, tendo acesso a informações sigilosas, 
com a fi nalidade de comprovar eventual cometimento do delito, assegurar fontes 
de prova e identifi car seus autores.

1 Martín, Joaquín Delgado, Problemas Actuales de la Justicia Penal, coordenação de Joan 
Pico i Junoy, 1ª edição, Barcelona: Jose Maria Bosch Editor, 2001, p. 92.

2 Neistein, Mariângela Lopes. O agente infi ltrado como meio de investigação policial, USP, 
2006.
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Conforme expus no trabalho de Mestrado: «É possível chegar a uma defi nição 
comum de agente infi ltrado, observando-se algumas características que lhe são 
inerentes: 1. ser policial; 2. ter previsão na lei; 3. agir de forma disfarçada ocultan-
do a identidade; 4. atuar com autorização judicial; 5. inserir-se de forma estável, e 
não esporádica, nas organizações criminosas3; 6. fazer-se passar por criminoso para 
ganhar a confi ança dos membros das organizações; 7. visar a descoberta de provas 
de crimes graves»4.

II.2. A infi ltração como técnica e o agente infi ltrado como instrumento

A infi ltração é a técnica de investigação que faz uso dos agentes infi ltrados. 
Estes penetrarão nas organizações criminosas, fazendo-se passar por um de seus 
membros para descobrir provas de crimes eventualmente cometidos. Pode-se di-
zer que a infi ltração é uma técnica de investigação e o agente infi ltrado é o meio 
empregado por essa técnica.

Portanto, a infi ltração é a «técnica investigativa que permite penetrar de afue-
ra hacia adentro en una organización dedicada al tráfi co ilícito de estupefacientes, 
a través de la infi ltración de un agente, con la fi nalidad de obtener información 
para desbaratar a esa organización criminal. Se trata, pues, de una verdadera in-
vestigación encubierta»5.

 

A natureza jurídica da infi ltração de agentes é a de um meio extraordinário 
de investigação que, por restringir garantias constitucionais, somente pode ser 
utilizado se estiver bem regulamentado, com autorização judicial e em situações 
que envolvam investigação de crimes muito graves.

II.3. Alguns princípios constitucionais envolvidos

Após apresentar concisa defi nição de agente infi ltrado, é importante deixar cla-
ro que diversas garantias constitucionais são restringidas quando se utiliza desse 
meio investigatório.

Por restringir direitos constitucionais, somente em casos muito excepcionais e, 
havendo uma boa regulamentação, poder-se-ia admitir a sua utilização, conside-

3 Nenhuma legislação prevê a forma que o agente infi ltrado deverá se inserir na organi-
zação. Comenta Carlos Enrique Edwards que: «ésta es una cuestión eminentemente práctica, que 
dependerá de cada caso concreto, y que deberá ser resuelta por la autoridad judicial juntamente 
con la fuerza de seguridad o policial que intervenga en la investigación.» (El arrepentido, el agente 

encubierto y la entrega vigilada. Buenos Aires: Ad Hoc, 1996, p. 78).
4 Neistein, Mariângela Lopes. O agente infi ltrado como meio de investigação policial, USP, 

2006.
5 Edwards, Carlos Enrique. El arrepentido, el agente encubierto y la entrega vigilada, cit., p. 52.
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rada a exigência de proporcionalidade em sentido amplo, que se subdivide em: 1) 
adequação da medida; 2) necessidade; e 3) proporcionalidade em sentido estrito.

II.3.1. Princípio da moralidade

Não se pode olvidar da reprovabilidade moral na utilização por parte do Esta-
do do agente infi ltrado, para a consecução de seus fi ns, já que se trata de meio de 
investigação de duvidosa ética.

O agente infi ltrado atinge diretamente a honestidade necessária na atuação dos 
agentes públicos. Ainda que exista previsão legal a respeito da referida fi gura, sua 
atuação pode ser defi nida como sendo imoral. O Estado não pode descumprir os 
princípios morais e éticos, mesmo ao elaborar uma lei6.

Este é exatamente um dos principais problemas advindos da utilização do 
agente infi ltrado: apesar de possuir previsão legal, restringe a moral necessária na 
atuação dos agentes públicos.

O princípio da moralidade está previsto no artigo 37, caput, da Constituição 
Federal brasileira, no qual se exige que a Administração Pública atue obedecendo 
aos princípios da legalidade, impessoalidade, moralidade, publicidade e efi ciên-
cia. O mesmo princípio também está previsto em diversas legislações federais 
relacionadas à Administração Pública, como nas Leis ns. 1.079/50 e 9.784/99. 

No caso do agente infi ltrado, apesar de se tratar de uma fi gura prevista na 
legislação, o que a tornaria uma fi gura autorizada legalmente, sua atividade res-
tringe diretamente o princípio da moralidade quanto aos atos dos membros da 
Administração Pública7.

6 Antonio Beristain salienta que não se pode afastar da ética quando se elabora uma lei e faz 
a seguinte pergunta: « ¿Tenemos que incluir realidades éticas (y místicas) más allá de las tradi-
cionales dimensiones de ley, delito, expiación, pena, retribuición, compensación...?» (Derechos 
humanos y respuestas a la delincuencia – Refl exiones desde uma ética de valores máximos. Revista 

Brasileira de Ciências Criminais. São Paulo, RT, n. 40, ano 10, out./dez. 2002, p. 190).
7 Para Luiz Otávio de Oliveira Rocha, o problema da ética «se resolve nos postulados fi lo-

sófi cos elaborados por Rousseau, Montesquieu, Madison e Hamilton, que inspiraram a formação 
dos Estados contemporâneos. A soberania estatal, como a representação dos poderes outorgados 
pelos cidadãos ao Estado maior ou menor rigidez no controle das perturbações sociais, desde que 
os contornos dessa atuação estejam bem limitados pela lei. Todos os Estados Democráticos de 
Direito contemplam a viabilização da Justiça Criminal como causa legítima para justifi car a vul-
neração de direitos fundamentais. O que caracteriza o Estado de Direito é o submetimento dessa 
possibilidade a um critério de excepcionalidade extrema, bem assim de máximo controle quanto 
a sua execução.» (Agente infi ltrado: inovação da Lei 10.317/01. Revista Ibero-Americana de Ciências 

Penais, ano 3, n. 5, jan./abr. 2002, Publicação do Centro de Estudos Ibero-Americano de Ciências 
Penais, p. 55).
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A utilização do agente infi ltrado evidencia que o Estado se vale de um meio 
imoral na repressão de crimes graves, tais como o tráfi co de drogas e o crime orga-
nizado, já que o agente infi ltrado utiliza-se da mentira e da traição para operar 
meios de descoberta de indícios desses delitos, inclusive, está o agente infi ltrado 
autorizado a cometer crimes, em casos extremos. Seria a autorização para o Estado 
combater o crime praticando crime.

Assim, somente se for levado em consideração a gravidade de determinados cri-
mes, bem como o risco que trazem à sociedade como um todo, em algumas situa-
ções, a utilização do agente infi ltrado poderá ser admitida de forma extraordinária. 

II.3.2. Direito à intimidade

A utilização do agente infi ltrado restringe o direito à intimidade do investigado.

A restrição à intimidade normalmente se concretiza na violação do domicílio, 
como expressão física do espaço reservado para a vida privada, ao ingressar no do-
micílio alheio e na interceptação de conversas e dados informatizados8.

A verdade é que o membro da organização somente autorizou a presença do 
agente infi ltrado e somente revelou a ele determinados segredos porque acredita-
va ser ele um de seus pares, um criminoso como ele. Do mesmo modo, o agente 
participa de conversas privadas para ganhar a confi ança. Nada disto seria alcança-
do se o criminoso soubesse tratar-se de um policial. 

II.3.3. Direito à defesa

A atividade do agente infi ltrado também restringe, de forma direta, o direito 
à defesa do investigado, pois este não tem o conhecimento de que está sendo in-
vestigado e, mediante o engodo, acaba apresentando declarações e provas que o 
incriminam. O investigado, inconscientemente, acaba produzindo prova contra 
si mesmo.

II.3. Aplicação do princípio da proporcionalidade para utilização de 
meios extraordinários de investigação

Os diferentes meios extraordinários de investigação existentes estão relaciona-
dos a investigações de delitos de extrema gravidade e de difícil elucidação.

São utilizados em situações excepcionais e dependem sempre de uma autori-
zação Judicial. Um Juiz de Direito, por meio de uma decisão fundamentada, per-

8 Paulo José da Costa Júnior apresenta dois tipos de lesão à intimidade: a aquisição ilegítima 
de aspectos e episódios da vida privada (emprego de meios fraudulentos ou técnicos, como teleob-
jetivas, microfones secretos etc.), ou a divulgação de notícias adquiridas legitimamente. (O direito 

de estar só ..., cit., p. 56).
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mitirá que agentes de polícia sejam infi ltrados em organizações criminosas. Deve 
o Juiz, para tanto, observar o critério da proporcionalidade, também chamada de 
proibição do arbítrio, consubstanciada na adequação, subsidiariedade e proporcio-
nalidade em sentido estrito9. Cuida-se, aqui, de reserva de jurisdição.

Fernando Gascón Inchausti, neste sentido, afi rmou ser imprescindível que a 
nomeação do agente infi ltrado advenha de um Juiz, por se tratar de medida que 
supõe restrição a direitos fundamentais, cabendo ao Magistrado a atividade de 
garantidor10.

Por se tratar de medida que restringe direitos e garantias, é uma medida de co-
ação. Sergio Pitombo defi ne coação como sendo: «a restrição de direito, ordenada 
ou permitida por lei, com observância das garantias constitucionais, e estatuída, 
ou decretada, por autoridade competente, para acautelar satisfação ao escopo es-
pecífi co do processo»11.

Para que a infi ltração possa ser utilizada, há necessidade de previsão legal ex-
pressa e bastante minuciosa, prevendo todos os requisitos da sua admissão, evi-
tando-se que seja utilizado em situações injustifi cadas. É a chamada reserva legal.

Assim, ainda que a utilização desse meio investigatório mostre-se adequada, 
necessária e proporcional à obtenção das provas, é preciso observar os dispositivos 
da legislação que admite a fi gura até mesmo para se verifi car a proporcionalidade 
em sentido estrito. É que se deve atender o princípio da legalidade, pilar do Esta-
do Democrático de Direito. 

A exigência de previsão legal que expressamente autorize a restrição de direito 
fundamental é característica inerente ao Estado de Direito, cujo traço essencial é 
a sujeição do exercício de poder à norma formal e materialmente constitucional. 

Conforme ensina Antonio Henrique Gaspar, ao tratar da análise da propor-
cionalidade para a utilização de meios extraordinários de investigação, ressalta 
a imprescindibilidade da existência de uma lei que regulamente: «A proibição 
do arbítrio signifi ca que todas as medidas tomadas pelos Estados na prevenção 
e na investigação das actividades criminosas mais graves, seja o terrorismo, seja 

9 José Ramon Soriano salienta a necessidade de utilização dos meios excepcionais de investi-
gação somente em casos graves, afi rmando que a aplicação indiscriminada desses meios investiga-
tórios fere «claramente los principios de proporcionalidad y subsidiariedad en que se basan estes 
tipos de técnicas (la gravidad del delito y la imposibilidad de utilizar otros medios de investi-
gación son fatores muy a tener en cuenta), principios que son expresamente reconocidos bajo los 
términos ‘importancia del delito’ y ‘necesidad a los fi nes de la investigación’.» (Delitos contra la 

salud pública y contrabando, cit., p. 101).
10 Infi ltración policial ..., cit., p. 117.
11 Pitombo, Sergio Marcos de Moraes. Breves notas em torno da coação processual penal. São Paulo: 

Bushatsky, 1973, Ciência Penal I, p. 108.
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a criminalidade complexa e organizada, devem estar previstas na lei, sendo que, 
sempre que uma medida limite direitos fundamentais, as restrições devem estar 
defi nidas na lei tão completamente quanto possível, e serem estritamente neces-
sárias e proporcionais à fi nalidade prosseguida»12.

Deve a lei regulamentar toda a atuação do policial que se infi ltrará nas orga-
nizações criminosas, exigindo uma necessária intervenção e controle por parte da 
autoridade judicial, para evitar abusos. Sem normas regulamentadoras, será difícil 
a utilização do agente infi ltrado. A utilização desregrada constitui prova absolu-
tamente ilícita, inadmissível.

A fi gura do agente infi ltrado deve, destarte, ser admitida somente em casos ex-
cepcionais, os quais envolvam esses crimes graves de estrutura moderna, devendo 
o Magistrado, ao autorizar a infi ltração, observar em cada caso concreto a propor-
cionalidade em sentido amplo ou, como denominado pela doutrina alemã, a proi-
bição do excesso13, que se subdivide em: 1. adequação ou idoneidade da medida; 
2. necessidade ou subsidiariedade; 3. proporcionalidade em sentido estrito.

Conforme ensina Maurício Zanoide de Moraes, em tese apresentada à Congre-
gação da Faculdade de Direito da Universidade de São Paulo, para obtenção do 
título de Livre Docência, a restrição a direitos fundamentais somente se justifi ca 
se estiver prevista na Constituição e se a medida for proporcional, sob pena de se 
considerar violado o direito atingido: «Toda forma de intervenção estatal que pos-
sua justifi cação constitucional e proporcionalidade é modo legítimo de restrição 
do direito fundamental. Toda forma de redução do disposto na lei fundamental, 
mesmo que apresente em nível legislativo a correspondente justifi cação e sopesa-
mento, será violação ou invasão indevida na esfera de direito constitucionalmente 
previsto se houver excesso em sua concretização»14.

Segundo Mauricio Zanoide de Moraes, a proporcionalidade deve ser vista como 
uma garantia dos direitos fundamentais, voltado para a limitação das restrições15.

Para se avaliar a proporcionalidade da medida, deve o Juiz, segundo ressalta 
ampla doutrina, verifi car três aspectos: adequação, necessidade e proporcionalida-
de em sentido estrito.

12 Gaspar, António Henrique. Os novos desafi os do processo penal no século xxi e os direitos 
fundamentais (um difícil equilíbrio). Revista Portuguesa de Ciência Criminal, ano 15, nº 2, abril-
junho de 2005, Coimbra Editora, p. 265.

13 Serrano, Nícolas Gonzalez-Cuellar. Proporcionalidad y derechos fundamentales en el proceso 

penal. Madrid: Colex, 1990, p. 153.
14 Moraes, Mauricio Zanoide. Presunção de Inocência no processo penal brasileiro. Análise 

de sua estrutura normativa para a elaboração legislativa e para a decisão judicial, Lúmen Juris 
Editora, Rio de Janeiro, 2010, p. 322.

15 Moraes, Mauricio Zanoide. Presunção de Inocência no processo penal ..., p. 347.
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Abaixo será analisado cada um desses três critérios, quando se verifi ca a pos-
sibilidade ou não de autorizar a atuação do agente infi ltrado. Não podemos nos 
olvidar que a verifi cação da proporcionalidade deve sempre ser feita por um Juiz 
de Direito, por meio de uma decisão motivada.

II.3.1. Adequação/idoneidade

A adequação, segundo Mauricio Zanoide de Moraes, consiste em «um exame 
empírico realizado sobre a aptidão do meio contribuir para a consecução do fi m 
almejado. É um exame empírico porque deve ter em consideração uma relação 
comprovada ou comprovável de aptidão (idoneidade), segundo experiências da 
vida, pesquisas científi cas, exames de probabilidade, enfi m, qualquer modo pelo 
qual se possa demonstrar que por aquele meio específi co é possível ‘fomentar’ ou 
‘facilitar’ a realização do propósito almejado»16.

A medida extrema somente será adequada, segundo Antonio Scarance Fer-
nandes, se a restrição se mostrar «apta a realizar o fi m por ela visado»17. Afi rma 
o autor: «não será admitido o ataque a um direito do indivíduo se o meio utili-
zado não se mostrar idôneo à consecução do resultado pretendido»18. O juízo de 
adequação ou idoneidade pressupõe estabelecer uma relação de causalidade entre 
meio e fi m19.

Com relação à infi ltração de agentes, por ser uma diligência restritiva a direi-
tos fundamentais, somente poderá ser autorizada se for adequada e idônea para se 
alcançar o fi m que se pretende. Deve-se fazer a seguinte pergunta: «É a infi ltração 
policial uma medida adequada para alcançar o fi m pretendido?» A resposta, ne-
cessariamente, deverá ser afi rmativa.

Parece simples concluir que a inserção de um policial no seio da organização 
criminosa constitui-se em uma medida apta para buscar informações que possam 
ter efi cácia probatória. É a infi ltração é uma medida adequada para a obtenção de 
informações.

II.4.2. Necessidade/subsidiariedade

Após analisar a adequação, deve-se analisar a necessidade ou não de utilização 
da medida. Ressalta Mauricio Zanoide de Moraes que: «A adequação é um fi ltro 
seletivo em relação à necessidade, só será necessária uma medida que antes se 
mostrou idônea»20.

16 Moraes, Mauricio Zanoide. Presunção de Inocência no processo penal ..., 357/358.
17 Processo penal constitucional, cit., p. 54.
18 Processo penal constitucional, cit., p. 54.
19 Serrano, Nicolas Gonzalez-Cuellar. Proporcionalidad ..., cit., p. 154.
20 Moraes, Mauricio Zanoide. Presunção de Inocência no processo penal brasileiro..., p. 360.
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Continua Maurício Zanoide: «Diante dos meios declarados idôneos procede-
-se a um exame comparativo entre eles para se determinar qual é o necessário»21.

Necessária será a medida quando o esclarecimento dos fatos não se mostrar 
possível por métodos de investigação tradicionais. Isso equivale a dizer: se não 
houver outro instrumento menos lesivo ou menos ofensivo para se alcançar a fi -
nalidade pretendida. O princípio da necessidade é também chamado, segundo 
Antonio Scarance Fernandes, de ‘«intervenção mínima’, ‘de alternativa menos 
gravosa’, ou de ‘subsidiariedade’»22.

Em diversas situações envolvendo a criminalidade organizada, a utilização do 
agente infi ltrado poderá se mostrar necessária para a busca da verdade real nos 
crimes praticados.

No entanto, não é em todo e qualquer caso de investigação da criminalidade 
organizada que o uso do agente infi ltrado mostra-se necessário. Dependerá de 
minuciosa análise por magistrado. Deve o Juiz verifi car, em cada caso concreto, 
se outros meios de investigação menos ofensivos não seriam sufi cientes para a 
descoberta dos crimes.

III.4.3. Proporcionalidade em sentido estrito

Após criteriosa análise da adequação e necessidade da medida, verifi ca-se a 
proporcionalidade em sentido estrito, que aponta para a «imprescindibilidade de 
constatar, entre os valores em confl ito —o que impele à medida restritiva e o que 
protege o direito individual a ser violado— qual deve prevalecer»23.

Maurício Zanoide ressalta a relevância da análise da proporcionalidade em sen-
tido estrito: «É de fato relevante essa última fase do exame da proporcionalidade 
em sentido estrito, porque nela se coloca em destaque que uma medida idônea e 
necessária para um fi m almejado e específi co pode aniquilar de forma completa 
outros direitos fundamentais no caso concreto e que não tinham sido considerados 
quando da elaboração da norma processual, portanto, não podem deixar de ser 
considerados no instante da decisão judicial»24.

Salienta, a propósito, Fernando Inchausti que os valores colocados em jogo no 
caso da infi ltração de agentes —de um lado, os direitos e liberdades dos cidadãos 
e, de outro, o interesse estatal na efi cácia do processo penal— encontram-se no 
mesmo patamar na escala constitucional. Será por meio de um juízo de proporcio-
nalidade que se inclinará a balança a favor, ou não, do interesse estatal na efi cácia 

21 Moraes, Mauricio Zanoide. Presunção de Inocência no processo penal brasileiro..., p. 360.
22 Processo penal constitucional, cit., p. 54.
23 Fernandes, Antonio Scarance. Processo penal constitucional, cit., p. 55.
24 Moraes, Mauricio Zanoide. Presunção de Inocência no processo penal brasileiro..., p. 362.
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do processo em prejuízo dos direitos e liberdades dos cidadãos25. Isto porque, 
segundo o autor, «el sacrifi cio que sufre el interés individual no resulta despro-
porcionado en relación con el benefi cio que se deduce para el interés público»26.

 

Conforme expus em minha Dissertação de Mestrado: «Os fatores que devem 
ser levados em conta quando da análise da proporcionalidade no caso da infi ltra-
ção policial são quatro: 1. gravidade dos delitos sob investigação; 2. duração da 
infi ltração; 3. amplitude das faculdades concedidas ao infi ltrado; 4. destino das 
informações obtidas por meio da infi ltração27.

 
Todos estes aspectos devem ser ob-

servados pelo Juiz que vier a permitir o uso do meio investigatório, valendo-se, 
para tanto, dos termos da lei que tratar do tema»28.

O primeiro fator a ser observado pelo juiz é a gravidade do delito. O critério 
para se defi nir se o crime é grave, ou não, deve, para evitar abusos, estar expresso 
na legislação que prevê a infi ltração.

A infi ltração deve se dar no menor lapso temporal possível, para evitar a per-
duração de ofensas às garantias dos investigados.

Em terceiro lugar, também devem ser observadas a maior ou a menor amplitu-
de das faculdades concedidas ao agente infi ltrado, quando se encontrar exercendo 
sua atividade. Não se pode conceder poderes desmedidos ao policial, para evitar 
que excessos sejam praticados. Salienta Fernando Inchausti que «la autorización 
inicial para la infi ltración en modo alguno constituye una especie de ‘cheque en 
blanco’, que legitime cualquier forma de investigar»29.

 
Também as atividades 

permitidas ao infi ltrado devem estar delimitadas por uma lei.

O quarto fator se refere à necessidade de se defi nir o destino a ser dado às in-
formações que serão obtidas com a infi ltração. Será inadmissível que essas infor-
mações sejam utilizadas para fi ns diversos daqueles que motivaram sua obtenção. 
Tais fi ns são, segundo Inchausti, «su empleo como indicios para la adoción de 
otras diligencias de investigación y, sobre todo, su objeto lo constituyan los he-
chos punibles objeto de investigación»30.

 
Do mesmo modo, o destino dos dados 

obtidos com a infi ltração deverá estar indicado na lei.

25 Infi ltración policial ..., cit., p. 132.
26 Infi ltración policial ..., cit., p. 132.
27 Infi ltración policial ..., cit., p. 133.
28 Neistein, Mariângela Lopes. O agente infi ltrado como meio de investigação policial. Dis-

sertação de Mestrado apresentada perante a Universidade de São Paulo, 2006. Ressaltei, ainda,: 
29 Infi ltración policial ..., cit., p. 140.
30 A lei alemã admite expressamente a possibilidade de utilização das informações obtidas 

pelo agente infi ltrado em outro processo, sempre que se revelar necessária na apuração de algum 
dos crimes arrolados nos parágrafos 110a, n. 1. Assim dispõe o artigo 110e do Código de Processo 
Penal alemão: «As informações referentes a um suspeito, obtidas perante a atuação do agente in-
fi ltrado, só poderão ser utilizadas como meio de prova em outro processo se na ocasião da valoração 
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III. Tratamento do agente infiltrado em 2 países: Brasil e Espanha

Conforme exposto, a utilização do agente infi ltrado restringe diversas garan-
tias constitucionais e somente poderá ser admitida com fulcro nos critérios da 
proporcionalidade em sentido amplo, que se subdivide na adequação, necessidade 
e proporcionalidade em sentido estrito da medida, os quais devem ser analisados 
de acordo com cada caso concreto.

Ainda que a utilização desse meio investigatório mostre-se adequada, neces-
sária e proporcional à obtenção das provas, é preciso observar os dispositivos da 
legislação que admite a fi gura até mesmo para se verifi car a proporcionalidade em 
sentido estrito. 

Um dos critérios, portanto, para se admitir a infi ltração de agentes é a existên-
cia de uma lei que disponha sobre critérios e limites para sua utilização. A seguir, 
serão estudados os tratamentos dados à infi ltração de agentes em dois Países: Bra-
sil e Espanha e a possibilidade de se utilizar este último como um modelo para 
reformulação do sistema brasileiro, com base neste último.

III.1. A infi ltração de agentes no Brasil

A possibilidade da infi ltração no sistema brasileiro vem inserida em leis es-
peciais que tratam da prática de crimes graves. Há previsão em duas leis: 1. Lei 
n. 9.034/95 (dispõe sobre a utilização de meios operacionais para a prevenção e 
repressão de ações praticadas por organizações criminosas), alterada pela Lei n. 
10.217/2000; 2. Lei n. 11.343/2006 (dispõe, entre outros, sobre as normas para 
repressão à produção não autorizada e ao tráfi co ilícito de drogas; defi ne crimes e 
dá outras providências).

As duas leis brasileiras tratam do tema de forma extremamente sucinta, dei-
xando de prever aspectos importantes na utilização do meio, difi cultando o seu 
uso, conforme será demonstrado no capítulo posterior.

III.1.1. Previsão legislativa

A nossa lei prevê apenas: 1. necessidade de um inquérito policial já instaura-
do para a utilização da infi ltração; 2. quem pode ser o agente infi ltrado; 3. que 
a autorização seja dada por um Juiz sob sigilo; 4. em quais crimes é possível a 
infi ltração.

desta prova revelar-se a necessidade de esclarecimento de outro delito entre aqueles descritos no 
parágrafo 110a.» O artigo 110a arrola os crimes cuja investigação pode ser realizada por meio 
do agente infi ltrado, quais sejam: «1. na esfera do tráfi co proibido de armas ou entorpecentes, na 
falsifi cação de dinheiro ou valores; 2. na esfera da proteção estatal (parágrafos 74a, 120 da Lei da 
Constituição dos Tribunais); 3. profi ssionalmente ou habitualmente; 4. por um membro de bando 
ou qualquer outro tipo de organização». (Infi ltración policial ..., cit., p. 141).
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II.1.2. Exigência de uma investigação policial em curso 

As duas leis brasileiras prevêem a possibilidade da utilização do agente infi l-
trado somente na hipótese de já haver instaurado um inquérito policial (artigo 53, 
I, da Lei n. 11.343/2006 e art. 2º, da Lei n. 9.034/95). 

Para a instauração de um inquérito policial, é preciso um mínimo de elemen-
tos que indiquem a ocorrência de um crime. Assim, para que o Juiz autorize a 
infi ltração de agentes, é imprescindível a existência de elementos mínimos da 
prática de crimes.

Assim, para utilizar-se da infi ltração de agentes, deve-se pressupor a existência 
de uma investigação instaurada com base em elementos mínimos da prática de 
um dos crimes previstos como autorizadores da utilização desse meio investiga-
tório. 

III.1.3. Quem pode ser infi ltrado 

A legislação brasileira prevê quais são as pessoas que podem atuar como agente 
infi ltrado. 

A lei do crime organizado prevê que agentes de polícia ou de inteligência31
 

em tarefas de investigação, constituída pelos órgãos especializados pertinentes, 
poderão se infi ltrar em organizações criminosas.

No entanto, a lei de entorpecentes fala genericamente em policiais, não tra-
zendo a hipótese da atuação pelo agente de inteligência (art. 53, I, da Lei n. 
11.343/2006).

Agentes de polícia como infi ltrados

Quanto à possibilidade de os policiais agirem como infi ltrados, somente aque-
les policiais que efetivamente atuem nas atividades investigatórias criminais po-
dem ser agentes infi ltrados, visto que apenas estes têm autorização para investigar 
crimes, principalmente na hipótese exigida pela lei, ou seja, desde que já exista 
um inquérito policial instaurado. Não se pode abranger os agentes da polícia pre-
ventiva, pois estes não podem investigar, mas apenas prevenir a prática de delitos.

Com relação aos policiais militares, somente poderão atuar se existir um in-
quérito policial militar prévio à sua atuação.

31 Existe, no Congresso Nacional, o Projeto de Lei n. 3.731/97 que dispõe sobre as organi-
zações criminosas, os meios de obtenção de prova e o processo penal. Referido Projeto trata do 
agente infi ltrado, na Seção II, de forma ampla, e prevê no artigo 10 que somente policiais po-
derão ser agentes infi ltrados. Retira a possibilidade de os agentes de inteligência atuarem nessa 
atividade, assim dispondo apenas: «A infi ltração de agentes de polícia em tarefa de investigação 
conduzida pelos órgãos policiais especializados ...».
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Segundo os termos trazidos pela Constituição Federal, os policiais que podem 
atuar em atividades investigatórias criminais são os policiais federais (art. 144, § 
1º, inciso I, da Constituição Federal) e os policiais civis (art. 144, § 4º, da Consti-
tuição Federal), sendo estes os únicos autorizados a atuar como infi ltrados, já que 
a natureza jurídica da fi gura do agente infi ltrado é a de um meio investigatório. 

Além da regra constitucional, não podemos nos olvidar que somente pode-
rá existir infi ltração de agente quando já houver inquérito policial instaurado32,

 

momento este em que a atribuição já é da polícia repressiva, a qual, no Brasil, é 
representada pelas polícias federal e civil.

Por isso, não se pode considerar como agente infi ltrado todo e qualquer agen-
te de polícia, mas somente aqueles que são membros da polícia repressiva, que 
seriam os policiais federais e civis —não abrangendo os militares, rodoviários, 
ferroviários, membros da polícia ostensiva etc.

Agentes de inteligência como infi ltrados 

Prevê o artigo 2º, da Lei n. 9.034/95, a possibilidade de investigação por agen-
tes de inteligência33. No entanto, esta possibilidade encontra-se contrária ao Texto 

32 Tanto a Lei n. 9.034/95 como a Lei n. 10.409/2002 prevêem a possibilidade de utilização 
do agente infi ltrado «em qualquer fase da persecução criminal». Assim, somente após a instau-
ração de um inquérito policial pode-se nomear um agente infi ltrado.

33 A origem remota da Atividade de Inteligência no Brasil, outrora denominada Atividade 
de Informações, ocorreu com o advento do Conselho de Defesa Nacional, mediante o Decreto n. 
17.999, de 29 de novembro de 1927. 

Esse Conselho, constituído pelo Presidente da República e pelos Ministros de Estado, tinha 
por tarefa, entre outras, «coordenar a produção de conhecimentos sobre questões de ordem fi nan-
ceira, econômica, bélica e moral referentes à defesa da Pátria».

Como fi ca claro na missão, interessava ao Governo a produção de informações com a fi nalidade 
precípua de defender a Pátria, isto é, informações vinculadas a interesses estratégicos de segurança 
do Estado.

Após uma primeira transição de subordinação à Secretaria-Geral da Presidência da República, 
a Subsecretaria de Inteligência passou, a partir de abril de 1996, a vincular-se à Casa Militar, tam-
bém da Presidência da República. Durante esse espaço de tempo, os estudos e as ações necessários 
à efetivação da proposta legislativa foram desencadeados, resultando no Projeto de Lei que insti-
tuiu o Sistema Brasileiro de Inteligência (SISBIN), e criou a Agência Brasileira de Inteligência 
(ABIN), encaminhado pelo Presidente da República, Fernando Henrique Cardoso, ao Congresso 
Nacional, em 19 de setembro de 1997. 

Em 24 de setembro de 1999, enquanto o Projeto de Lei encontrava-se no Congresso Nacional 
para análise e aprovação, por intermédio da Medida Provisória n. 1.911-10, foi criada a Secretaria 
de Inteligência, vinculada ao Gabinete de Segurança Institucional da Presidência da República 
(GSI/PR).

Amplamente discutido naquela Casa Legislativa, o Projeto de Lei foi aprovado pela Câmara 
dos Deputados em 28 de janeiro de 1999, e encaminhado ao Senado Federal, no qual foi analisado 
e também aprovado em 11 de novembro de 1999. Retornou, então, à Câmara dos Deputados 
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Constitucional, visto que a Constituição Federal determina expressamente que 
a atividade investigatória criminal, quando já existir um inquérito policial em 
curso, cabe aos membros da polícia repressiva. 

Além do mais, os agentes de inteligência não estão autorizados pela lei que 
dispõe sobre suas atividades a atuar na busca de provas a serem juntadas em in-
quéritos policiais já instaurados. Haveria, por conseguinte, violação ao princípio 
da legalidade34. 

Os agentes de inteligência não são policiais e, portanto, não estão autorizados a 
buscar provas ou indícios a serem juntados em inquérito policial. De acordo com 
o verifi cado no site da Agência Brasileira de Inteligência: «A ABIN não tem atri-
buições de polícia. Deter, prender, custodiar ou interrogar são atos incompatíveis 
com a atividade de Inteligência»35.

A atividade dos agentes de inteligência está regulamentada pela Lei n. 9.983/89, 
que instituiu o Sistema Brasileiro de Inteligência e criou a Agência Brasileira de 
Inteligência (ABIN), sucessora do Sistema Nacional de Informação (SNI)36. 

Dispõe o art. 1º da referida lei que o Sistema Brasileiro de Inteligência tem 
«a fi nalidade de fornecer subsídios ao Presidente da República nos assuntos de 
interesse nacional».

A lei defi ne o que se deve entender por atividade de inteligência, consideran-
do-a como «a atividade que objetiva a obtenção, análise e disseminação de conhe-
cimentos dentro e fora do território nacional sobre fatos e situações de imediata 
ou potencial infl uência sobre o processo decisório e a ação governamental e sobre a 
salvaguarda e a segurança da sociedade e do Estado» (art. 1º, § 3º). Defi ne também 
o que vem a ser contra-inteligência: «a atividade que objetiva neutralizar a inte-
ligência adversa» (art. 1º, § 4º).

para revisão e aprovação fi nal, após modifi cações implementadas no Senado. Finalmente, em 7 de 
dezembro de 1999, o Presidente da República sancionou a Lei n. 9.883/99, criando a ABIN e 
instituindo o SISBIN. Disponível no site: <http://www.abin.gov.br/abin/index.jsp>.

34 Talvez seja por essas razões, quais sejam, as ofensas à Constituição e a lei federal, que o Pro-
jeto 3.731/97, que dispõe de forma satisfatória sobre o agente infi ltrado, não permite que agentes 
de inteligência venham a atuar como agentes infi ltrados.

35 Disponível no site: <http://www.abin.gov.br/abin/index.jsp>.
36 Segundo Adriana Marques, não existe forte empenho por parte do Congresso para elabo-

ração de políticas públicas para a área de inteligência, tendo como uma das causas o sentimento 
de repúdio às arbitrariedades cometidas pelo Sistema Nacional de Informação (SNI). Cita a autora 
outras causas para a fraca atuação dos congressistas: «1. o elevado nível de dedicação necessário 
para que um parlamentar especialize-se no tratamento de temas como as atividades de inteligência 
e o baixo retorno eleitoral desses assuntos; 2. a tendência verifi cada à cooptação dos parlamentares 
para uma visão acrítica e condescendente em relação às práticas e justifi cativas das agências de 
inteligência do Poder Executivo.» (A atividade de inteligência vista como política pública do 
Estado. Revista de Sociologia Política. Curitiba, n. 22, jun. 2004).
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Segundo o artigo 3º da referida lei, as atividades de inteligência fi carão a cargo 
da Agência Brasileira de Inteligência (ABIN), considerada como um «órgão de 
assessoramento direto ao Presidente da República, que, na posição de órgão cen-
tral do Sistema Brasileiro de Inteligência, terá a seu cargo planejar, executar, coor-
denar, supervisionar e controlar as atividades de inteligência do País, obedecidas a 
política e as diretrizes superiormente traçadas nos termos desta Lei».

O art. 4º da referida lei, expressamente, prevê a competência dos membros da 
Agência Brasileira de Inteligência: 

«Art. 4º À ABIN, além do que lhe prescreve o artigo anterior, compete:
I – planejar e executar ações, inclusive sigilosas, relativas à obtenção e análise 

de dados para a produção de conhecimentos destinados a assessorar o Presidente 
da República;

II – planejar e executar a proteção de conhecimentos sensíveis, relativos aos 
interesses e à segurança do Estado e da sociedade;

III – avaliar as ameaças, internas e externas, à ordem constitucional;
IV – promover o desenvolvimento de recursos humanos e da doutrina de inte-

ligência, e realizar estudos e pesquisas para o exercício e aprimoramento da ativi-
dade de inteligência».

Nenhuma das atividades previstas no artigo indicado refere-se à investigação 
de crimes em inquéritos policiais instaurados. Conforme Luiz Otávio Oliveira 
Rocha: «não se concebe como atividade típica de ‘órgãos de inteligência’ o com-
bate às atividades de organizações criminosas»37.

Conforme concluí em Dissertação de Mestrado: «Pelo que se observa dos ter-
mos da lei, os serviços de inteligência não têm como objetivo a busca de provas 
ou indícios a serem utilizadas em inquéritos policiais ou processos criminais, mas 
a produção de um conhecimento que permita a tomada de decisões estratégicas 
para auxílio do governo e segurança do Estado. 

Os elementos buscados e obtidos pelos agentes da ABIN terão a fi nalidade de 
auxiliar no planejamento, na avaliação e na realização de estratégias que almejam 
o combate a ameaças contra o governo.

Pode-se concluir que os membros da ABIN não estão autorizados a atuar como 
agentes infi ltrados por dois motivos: 1. a Constituição Federal somente permite 
que policiais membros da polícia repressiva atuem em investigações criminais; 2. 
a lei que prevê suas atividades não indica a atividade de busca de provas ou indí-
cios a serem juntados em inquéritos policiais»38.

37 Agente infi ltrado, inovação da Lei n. 10.217/2001, cit., p. 53.
38 Neistein, Mariângela Lopes. O agente infi ltrado como meio de investigação. Dissertação 

de Mestrado depositada na Faculdade de Direito da Universidade de São Paulo, 2006.
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III.1.4. Sigilo

Além do fato de que a autorização para o exercício da atividade seja feita obri-
gatoriamente, e de que seja por um Juiz de Direito, há necessidade de que esta 
autorização seja feita em sigilo, o qual se manterá durante toda a investigação. 

Com relação à garantia da efi cácia da investigação, no caso da infi ltração de 
agentes, a necessidade do sigilo parece evidente. Haveria perda de todo o objeto 
da investigação se o investigado tomasse conhecimento da existência de um agen-
te infi ltrado na organização criminosa. Essa necessidade de sigilo deve perdurar 
por todo o período da infi ltração39.

 

Com relação à preservação da intimidade dos investigados, as informações que 
venham a ser obtidas pelo infi ltrado, devem ser inseridas em autos apartados, evi-
tando que diversas pessoas tenham acesso a elas, sendo juntadas nos autos somente 
aquelas informações imprescindíveis à descoberta dos fatos.

A disposição legal brasileira é falha sob este aspecto. Ela prevê a necessidade 
de que a autorização judicial seja sigilosa, mas não prevê se todas ou parte das 
informações obtidas durante a investigação deverão ser inseridas nos autos do 
inquérito ou da ação criminal.

Assim, apesar de a lei ser omissa a este respeito, poder-se-ia sustentar a aplica-
bilidade da regra prevista no Direito brasileiro pertinente à quebra do sigilo tele-
fônico e do sigilo bancário, para que se garanta a proteção do direito à intimidade.

A Lei n. 9.296/96 autoriza a quebra do sigilo telefônico em algumas hipóteses 
e prevê em seus artigos 8º e 9º que a interceptação correrá em autos apartados, 
visando a preservar o sigilo, e que somente serão inseridas no processo parte das 
gravações que interessarem à prova, devendo a parte restante da gravação ser inu-
tilizada.

Do mesmo modo, o sigilo bancário também é protegido e somente pode ser 
revelado em casos excepcionais, de acordo com a disposição da Lei Complementar 
n. 105/2001. Segundo disposto nesta lei, os bancos só podem revelar o segredo 
das informações bancárias em casos excepcionais, conforme já citado, e em crimes 
específi cos. 

39 Fernando Gascón Inchausti põe em discussão a necessidade de que o sigilo se refi ra somente 
à existência de um policial na organização criminosa, mas não sobre a existência da investigação 
criminal. Essa discussão tem pertinência na Espanha, porque naquele país não se permite a in-
vestigação sem que o investigado tenha conhecimento da sua existência. Sustenta o autor que o 
sigilo total na investigação ofende as regras processuais. Ele cita também uma solução, encontrada 
na Alemanha, como sendo mista e perfeita, na medida em que se permite o sigilo somente com 
relação à utilização do meio encoberto de infi ltração, mas não quanto à existência da investigação. 
(Infi ltración policial ..., cit., p. 216-217).
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O mesmo deveria ocorrer com as informações obtidas com a atuação do agente 
infi ltrado, pois somente poderão ser inseridas no processo aquelas que interessa-
rem à investigação. Qualquer outra informação desligada dos fatos e que invada 
a vida íntima dos investigados não poderá ser juntada aos autos, sob pena de se 
traduzir em prova ilícita. Tudo isto para, na medida do possível, garantir ao acu-
sado o direito à intimidade.

III.1.5. Rol de crimes

As leis brasileiras que prevêem a infi ltração de agentes autorizam a utilização 
desse meio investigatório somente nos crimes nelas previstos. Há previsão expres-
sa na Lei de Tóxicos40.

 

Prevê-se no artigo 53, I, da nova lei de tóxicos que: «Em qualquer fase da 
persecução criminal, nos crimes previstos nesta lei, são permitidos os seguintes 
meios investigatórios». 

Poder-se-ia, então, verifi car que a infi ltração de agentes seria possível nos se-
guintes crimes: tipos penais previstos nos artigos 27 a 30, que prevém penas leves 
(advertência, prestação de serviços, medida educativa de comparecimento a pro-
grama), crimes praticados para uso pessoal, previstos nos artigos 33 a 47.

Diante disso, alguns aspectos merecem ser discutidos. O aspecto positivo da 
lei é a previsão dos crimes que, quando investigados, poderia fazer uso do agente 
infi ltrado.

No entanto, ocorre que o agente infi ltrado somente pode ser utilizado em caso 
de crimes graves, por se tratar de medida extremamente ofensiva às garantias 
constitucionais. Mais uma vez, a lei brasileira falha ao prever a possibilidade de 
infi ltração em todos os crimes previstos na Lei de Tóxicos, já que nos crimes pra-
ticados para consumo próprio (art. 27 a 30), ou alguns crimes leves previstos no 
Título IV, capítulo II não se vislumbraria a gravidade justifi cadora da utilização 
do meio. Frise-se que a lei deve prever a utilização do agente infi ltrado somente 
para os crimes graves, dispondo expressamente quais são esses crimes. 

Com relação à Lei do Crime Organizado, apesar de não se encontrar expresso, 
é evidente que as normas ali inseridas somente se aplicam para os casos de crimes 

40 Lei de Tóxicos: «Art. 33. Em qualquer fase da persecução criminal relativa aos crimes 
previstos nesta Lei, são permitidos, além dos previstos na Lei n. 9.034, de 3 de maio de 1995, 
mediante autorização judicial, e ouvido o representante do Ministério Público, os seguintes pro-
cedimentos investigatórios: I – infi ltração de policiais em quadrilhas, grupos, organizações ou 
bandos, com o objetivo de colher informações sobre operações ilícitas desenvolvidas no âmbito 
dessas associações».
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praticados por organizações criminosas —o que parece demasiadamente amplo, 
ante a ausência de defi nição de organização criminosa41.

 

Diante destas observações, pode-se concluir que a utilização do agente infi ltra-
do, em tese, na legislação brasileira poderia se dar em todos os crimes da Lei de 
Tóxicos, sejam eles graves, ou não, ou, ainda, em todos os crimes praticados por 
organizações criminosas. Portanto, é extremamente genérica tal previsão. 

Conforme será exposto a seguir, há necessidade de que os crimes em que é 
possível a utilização do agente infi ltrado estejam expressamente previstos em rol 
taxativo, não permitindo ampliação. Neste rol, deve constar apenas crimes extre-
mamente graves. Tudo para se impedir abusos e em respeito ao Estado Constitu-
cional de Direito. 

III.2. A infi ltração de agentes na Espanha 

A Espanha prevê a fi gura do agente infi ltrado, denominado de «agente encu-
bierto» no texto da Ley de Enjuiciamiento Criminal, texto este que traz normas 
processuais penais.

Foi dedicado um artigo para a fi gura, com dispositivos mais completos do que 
a legislação brasileira.

O artigo 28242, bis, da Ley de Enjuiciacimento Criminal é bastante longo e 
dedica um tratamento bastante específi co ao agente infi ltrado.

41 Lei do Crime Organizado: «Art. 2º, V – infi ltração por agentes de polícia ou de inteli-
gência, em tarefas de investigação, constituída pelos órgãos especializados pertinentes, mediante 
circunstanciada autorização judicial (Inciso incluído pela Lei n. 10.217, de 11.04.2001) Parágrafo 
único. A autorização judicial será estritamente sigilosa e permanecerá nesta condição enquanto 
perdurar a infi ltração (Parágrafo incluído pela Lei n. 10.217, de 11.04.2001).

42 Prevê o artigo 282, bis, da Ley de Enjuiciamiento Criminal: «1. A los fi nes previstos en el 
artículo anterior y cuando se trate de investigaciones que afecten a actividades propias de la delin-
cuencia organizada, el Juez de Instrucción competente o el Ministerio Fiscal dando cuenta inme-
diata al Juez, podrán autorizar a funcionarios de la Policía Judicial, mediante resolución fundada y 
teniendo en cuenta su necesidad a los fi nes de la investigación, a actuar bajo identidad supuesta y 
a adquirir y transportar los objetos, efectos e instrumentos del delito y diferir la incautación de los 
mismos. La identidad supuesta será otorgada por el Ministerio del Interior por el plazo de seis me-
ses prorrogables por períodos de igual duración, quedando legítimamente habilitados para actuar 
en todo lo relacionado con la investigación concreta y a participar en el tráfi co jurídico y social 
bajo tal identidad. La resolución por la que se acuerde deberá consignar el nombre verdadero del 
agente y la identidad supuesta con la que actuará en el caso concreto. La resolución será reservada 
y deberá conservarse fuera de las actuaciones con la debida seguridad. La información que vaya 
obteniendo el agente encubierto deberá ser puesta a la mayor brevedad posible en conocimiento 
de quien autorizó la investigación. Asimismo, dicha información deberá aportarse al proceso en 
su integridad y se valorará en conciencia por el órgano judicial competente. 2. Los funcionarios de 
la Policía Judicial que hubieran actuado en una investigación con identidad falsa de conformidad 
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A fi gura é exclusiva para investigações que envolvam a delinqüência organiza-
da, sendo permitida a utilização com expressa autorização judicial.

Somente os membros da Polícia Judicial poderão atuar como infi ltrados e te-
rão os seus dados de identidade alterados. Estes dados falsos de identidade serão 

a lo previsto en el apartado 1, podrán mantener dicha identidad cuando testifi quen en el proceso 
que pudiera derivarse de los hechos en que hubieran intervenido y siempre que así se acuerde me-
diante resolución judicial motivada, siéndole también de aplicación lo previsto en la Ley Orgánica 

19/1994, de 23 de diciembre.
Ningún funcionario de la Policía Judicial podrá ser obligado a actuar como agente encubierto.
3. Cuando las actuaciones de investigación puedan afectar a los derechos fundamentales, el 

agente encubierto deberá solicitar del órgano judicial competente las autorizaciones que, al res-
pecto, establezca la Constitución y la Ley, así como cumplir las demás previsiones legales aplicables.

4. A los efectos señalados en el apartado 1 de este artículo, se considerará como delincuencia 
organizada la asociación de tres o más personas para realizar, de forma permanente o reiterada, 
conductas que tengan como fi n cometer alguno o algunos de los delitos siguientes:

a. Delitos de obtención, tráfi co ilícito de órganos humanos y trasplante de los mismos, pre-
vistos en el artículo 156 bis del Código Penal.

b. Delito de secuestro de personas previsto en los artículos 164 a 166 del Código Penal.
c. Delito de trata de seres humanos previsto en el artículo 177 bis del Código Penal.
d. Delitos relativos a la prostitución previstos en los artículos 187 a 189 del Código Penal.

e. Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico previstos en los artículos 

237, 243, 244, 248 y 301 del Código Penal.
f. Delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial previstos en los artículos 270 a 277 

del Código Penal.
g. Delitos contra los derechos de los trabajadores previstos en los artículos 312 y 313 del Código 

Penal.

h. Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros previstos en el artículo 318 bis del 

Código Penal.
i. Delitos de tráfi co de especies de fl ora o fauna amenazada previstos en los artículos 332 y 334 

del Código Penal.
j. Delito de tráfi co de material nuclear y radiactivo previsto en el artículo 345 del Código Penal.

k. Delitos contra la salud pública previstos en los artículos 368 a 373 del Código Penal.
l. Delitos de falsifi cación de moneda, previsto en el artículo 386 del Código Penal, y de falsifi -

cación de tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje, previsto en el artículo 399 bis del Código 

Penal.
m. Delito de tráfi co y depósito de armas, municiones o explosivos previsto en los artículos 566 

a 568 del Código Penal.
n. Delitos de terrorismo previstos en los artículos 572 a 578 del Código Penal.
o. Delitos contra el patrimonio histórico previstos en el artículo 2.1.e de la Ley Orgánica 

12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando.
5. El agente encubierto estará exento de responsabilidad criminal por aquellas actuaciones 

que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación, siempre que guarden la debida 
proporcionalidad con la fi nalidad de la misma y no constituyan una provocación al delito.

Para poder proceder penalmente contra el mismo por las actuaciones realizadas a los fi nes de 
la investigación, el Juez competente para conocer la causa deberá, tan pronto tenga conocimiento 
de la actuación de algún agente encubierto en la misma, requerir informe relativo a tal circuns-
tancia de quien hubiere autorizado la identidad supuesta, en atención al cual resolverá lo que a su 
criterio proceda.
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outorgados pelo Ministro do Interior e terão a duração de 06 (seis) meses, prorro-
gáveis por mais 06 (seis) meses. A resolução de alteração do nome será sigilosa e 
somente ali constará o nome verdadeiro. Poucos têm acesso ao nome verdadeiro, 
para uma segurança do agente infi ltrado.

Poderão adquirir e transportar os objetos dos delitos e estarão habilitados a 
atuar em tudo que tiver relação com a investigação concreta, atuando na vida 
social e jurídica sob a falsa identidade. Do mesmo modo, se forem chamados a 
testemunhar no processo, atuarão com o nome falso.

A lei expressamente diz que nenhum funcionário poderá ser obrigado a atuar 
como encoberto. Em suma, por se tratar de atividade que coloca o funcionário em 
situação de risco, ele não tem obrigação de aceitar a atuação.

O agente infi ltrado deverá solicitar autorização judicial quando tiver que atuar 
ou tomar medidas que ofendam direitos fundamentais.

Defi ne a lei espanhola o que vem a ser delinqüência organizada como sendo «a 
associação de três ou mais pessoas para realizar, de forma permanente ou reiterada, 
condutas que tenham como fi m cometer algum ou alguns dos seguintes delitos: 
a. delito de obtenção, tráfi co ilícito de órgãos humanos e transplante dos mesmos; 
b. delito de seqüestro de pessoas; c. delito de tratamento dos seres humanos; d. 
delitos relativos à prostituição; e. delitos contra o patrimônio e contra a ordem 
socioeconômica; f. delitos relativos à propriedade intelectual e industrial; g. deli-
tos contra os direitos dos trabalhadores; h. delitos contra os direitos dos cidadãos 
estrangeiros; i. delitos de tráfi co de espécies de fl ora ou fauna ameaçados; j. delito 
de tráfi co de material nuclear e radioativo; l. delitos contra a saúde pública; m. 
delitos de falsifi cação de moeda e de falsifi cação de cartões de crédito ou débito ou 
cheques de viagem; n. delito de tráfi co e depósito de armas, munições ou explo-
sivos; o. delito de terrorismo; p. delitos contra o patrimônio histórico.» (tradução 
livre)

Assim, a lei espanhola prevê em quais delitos poderá o agente encoberto atuar, 
limitando as autorizações judiciais.

O agente encoberto não tem responsabilidade criminal quando vier a praticar 
crimes advindos de uma atuação necessária no desenvolvimento da investigação. 
O policial deverá somente observar a proporcionalidade quando vier a cometer 
crimes.

Finalmente, o agente encoberto deve explicação dos seus atos ao Juiz compe-
tente pela investigação e deve apresentar um relatório de suas atividades, sempre 
que lhe for solicitado.
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III.3. Problemática da legislação brasileira em comparação à lei espanhola 

III.3.1. Generalidades da lei brasileira

Além dos aspectos relacionados anteriormente às normas brasileiras que prevê-
em o agente infi ltrado, existem ainda problemas ligados ao tratamento normativo 
dado à infi ltração de agentes, o que difi culta sua utilização, tendo em vista a exis-
tência de falhas, pois se trata de um meio de investigação que fere diversas garan-
tias constitucionais e a sua utilização depende da existência de normas específi cas.

As leis brasileiras não dispõem sobre: 1. A atividade do agente infi ltrado será 
controlada?; 2. O policial é obrigado a atuar como infi ltrado?; 3. Quais os crimes 
em cuja investigação o agente infi ltrado pode atuar?; 4. A sua identidade será alte-
rada?; 5. O agente infi ltrado receberá alguma proteção?; 6. Deverá prestar esclare-
cimentos ao Presidente da investigação?; 7. Ele está autorizado a praticar crimes?43

III.3.2. Legislação rica sobre o tema

As duas leis brasileiras que tratam do agente infi ltrado fazem-no em apenas 
dois incisos, deixando de regulamentar diversos aspectos imprescindíveis e difi -
cultando a utilização dessa fi gura no Direito brasileiro.

Sendo assim, faz-se necessária uma legislação completa que regulamente o 
agente infi ltrado, pois se trata de uma atividade que ofende diversas garantias 
constitucionais. Portanto, precisa estar bem regulamentada. 

A necessidade de leis regulamentadoras para a atividade do agente infi ltrado 
tem por fi nalidade demarcar os vértices da investigação criminal a fi m de evitar 
os possíveis abusos da atuação policial. O recurso à infi ltração funciona como uma 
técnica de investigação excepcional que tem por objetivo a realização do direito 
na busca da defesa da sociedade. Conforme Fernando Gonçalves e outros autores: 

43 Claus Roxin traz as características que devem apresentar o agente encoberto para ser ad-
mitido na Alemanha, podendo ser estendidas a toda e qualquer norma que prevê sobre o agente 
infi ltrado: «Su intervención solo está permitida para el esclarecimiento de ‘hechos punibles de 
importância considerable’, que pertenezcan al círculo de hechos enumerados específi camente en 
um catálogo, en especial en el ámbito de los delitos referidos a estupefacientes y contra la segu-
ridad del Estado, o bien de la criminalidad organizada (par. 110a, I, 1; es necesaria la sospecha 
inicial en el sentido del par. 152, II), como también para el esclarecimiento de crímenes respecto 
de los cuales existe un peligro de reiteración (par. 110a, I, 2); para ello, es siempre imprescindible 
que ‘procediendo de otra manera, el esclarecimiento no tenga perspectiva alguna o se difi culte 
considerablemente’(110a, I, 3). Además, este tipo de injerencia y siempre que ‘otras medidas fue-
ran inútiles’ (par. 110a, I, 4). En princípio, ella sólo puede ser llevada a cabo con aprobación de la 
fi scalía o bien del juez en el supuesto de que se dirija contra un imputado determinado o que sea 
necesario ingresar en una vivienda que no tenga acceso al público; en caso de peligro en la demora 
alcanza, sin embargo, con la ratifi cación posterior; la que, por cierto, debe tener lugar dentro del 
tercer día» (Derecho Procesal Penal, cit., p. 64).
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«Realiza-se, assim, o ‘direito como instituição, como ordem concreta ... culmi-
nando-se o processo jurídico de ordenação da vida em sociedade»44.

A Espanha optou por inserir na Ley de Enjuiciamiento Criminal a possibilida-
de de investigação por meio da infi ltração, trazendo boa regulamentação.

No caso da Espanha, a LO 5/99, de 13 de janeiro, modifi cou a Ley de Enjuicia-
miento Criminal (282-bis) na parte que trata do aperfeiçoamento da ação inves-
tigadora relacionada ao tráfi co ilegal de drogas e outras atividades ilícitas graves. 
Esta lei incluiu três novos instrumentos os quais têm por fi nalidade auxiliar no 
combate à criminalidade organizada: a entrega vigiada, a supressão da presença 
do interessado na abertura de correspondência e, por último, o agente encoberto.

Ao tratar especifi camente do agente encoberto, apresenta uma regulamentação 
própria, com um tratamento bastante rico ao tema.

A legislação espanhola apresenta no corpo do texto legal respostas a pergun-
tas como: 1. Quem pode ser agente infi ltrado?; 2. Quando ele é admitido?; 3. 
O policial é obrigado a atuar como infi ltrado?; 4. Quando ele inicia e quando 
ele termina a investigação?; 5. Ele deve prestar esclarecimentos ao Presidente 
da investigação?; 6. A sua identidade será alterada?; 6. Ele pode ser utilizado na 
investigação de todo e qualquer crime?; 7. Ele está autorizado a praticar crimes?

O problema brasileiro, portanto, não se refere à inexistência de lei específi ca 
sobre o agente infi ltrado, mas sim de uma melhor regulamentação sobre esse meio 
de investigação na lei que trata do crime organizado e na Lei de Entorpecentes45.

III.3.3. Controle da atividade

Esta é uma questão importante que merece tratamento legislativo no direito 
brasileiro, pois se refere à necessidade de indicação de uma pessoa que se ocupará 
do controle da atividade do agente infi ltrado. A lei brasileira, neste caso, é omissa46.

A Espanha exige que o infi ltrado venha a atuar sob o controle da Autoridade 
Judicial. A lei espanhola fala na necessidade de que o encoberto informe «quem 
autorizou a investigação» de todas as provas ou indícios que esteja obtendo, na 
maior brevidade possível ou sempre que lhe for solicitado. 

44 O novo regime jurídico do agente infi ltrado, cit., p. 30.
45 O Projeto de Lei n. 3731/97, que dispõe sobre organizações criminosas, os meios de ob-

tenção de prova e o procedimento criminal, que se encontra em tramitação, apresenta uma boa 
disposição sobre o agente infi ltrado, dedicando uma Seção de 4 artigos, com diversos parágrafos, a 
esta fi gura de investigação, respondendo, basicamente, a todas as questões feitas para a nomeação 
do agente infi ltrado.

46 Consta dos parágrafos 2º, 3º e 4º do artigo 10º do Projeto de Lei n. 3731/97 que, ao fi nal 
do prazo da infi ltração (três meses), deverá a polícia apresentar um relatório circunstanciado das 
diligências realizadas ao Juiz de Direito, nada impedindo que o Juiz determine a apresentação 
deste relatório antes do término das atividades do infi ltrado.
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Sobre o dispositivo da lei espanhola, comenta José Ramon Soriano: «El prota-
gonismo judicial debe ser constante y la autoridad judicial que autoriza esta clase 
de investigación, no puede desentenderse de la misma y dejar em total libertad al 
agente encubierto, debiendo trasmitirle instrucciones siempre que esto sea posi-
ble sin poner em peligro la identidad del agente encubierto»47.

Tal previsão se faz necessária para evitar abusos advindos da atuação do agente in-
fi ltrado. A atividade é bastante sedutora e os agentes podem passar a atuar em favor 
das organizações, quando se virem benefi ciados, principalmente fi nanceiramente.

Um controle superior poderia, em tese, diminuir o risco, ou mesmo impedir 
que o infi ltrado passe a agir contra os interesses da sociedade, uma vez que sua 
atividade também é controlada.

Este controle se faz necessário também para que a autoridade possa avaliar 
a necessidade ou não da continuidade das investigações. Tal tarefa não pode ser 
exclusiva do agente infi ltrado. Este policial deve consultar a autoridade para dis-
cutir sobre a continuidade da atuação encoberta. 

III.3.4. Obrigatoriedade ou não de o policial aceitar a função 

Faz-se necessário um dispositivo tratando da obrigatoriedade ou não o policial 
aceitar a função de agente infi ltrado aceitar a atividade que lhe foi dada por um 
Juiz de Direito. A legislação brasileira nada dispõe a respeito48.

A Espanha49 inseriu dispositivo a respeito. Consta expressamente que o poli-
cial não está obrigado a atuar como agente infi ltrado.

Tendo em vista tratar-se de atividade de altíssimo risco, inclusive podendo 
arriscar a própria vida do agente, pois, se descoberto pelos membros da quadrilha, 
pode sofrer grandes represálias, estendendo-se o risco a toda a família, ninguém 
pode ser obrigado a infi ltrar-se em organizações criminosas.

Realmente, não pode o policial ser obrigado a exercer tal função. O policial 
que cumpre atividade de risco, inclusive, no Brasil, recebe adicionais para isso50. 
No entanto, o risco não pode ser extraordinário, sob pena de ofensa a garantias 
constitucionais. 

47 Delitos contra la salud pública y contrabando, cit., p. 167.
48 O Projeto de Lei n. 3731/97 prevê, no artigo 14, I, ser direito do agente «recusar a atuação 

infi ltrada».
49 A lei espanhola prevê no seu artigo 2: «Ningún funcionário de la Policia Judicial podrá ser 

obligado a actuar como agente encubierto.»
50 No Brasil, os policiais recebem gratifi cação de atividade de risco de 200% sobre seus salá-

rios, tendo em vista a atividade de risco que atuam. Tal gratifi cação vem prevista no artigo 7º da 
Lei n. 9264/96, recentemente alterado pela Lei n. 10.874/2004. 
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Na Espanha, o item 2 do artigo 282 da Ley de Enjuiciamiento Criminal, com 
nova redação dada pela Lei n. 5/99, prevê que: «ningún funcionario de la Policía 
Judicial podrá ser obligado a actuar como agente encubierto». 

Por se traduzir em uma atividade perigosa, deve ser considerada como ativida-
de de risco extraordinário, devendo ser garantido ao policial o direito de escolher 
se aceita ou não atuar como agente infi ltrado, quando convidado pela autoridade 
responsável.

III.3.5. Indicação dos crimes cuja investigação permite a utilização do agente infi ltrado 

Tendo em vista a atuação do agente infi ltrado ofender diversas garantias cons-
titucionais, conforme exposto anteriormente, ele não poderia ser admitido nas 
investigações de todo e qualquer crime.

Diante disso, em diversas legislações estrangeiras existe a previsão dos crimes 
em que é possível a atuação do agente infi ltrado, sempre se tratando de investiga-
ções envolvendo crimes graves.

Na Espanha51 consta um rol taxativo quanto aos crimes que permitem a utili-
zação do meio, fazendo referência a crimes graves e de grande ofensa à sociedade. 
Todos os crimes ali constantes apresentam alta gravidade.

A fi gura do agente infi ltrado somente pode ser utilizada se não houver nenhum 
outro meio de se obter a prova. É o caráter subsidiário do meio de investigação. 
A fi gura não pode ser banalizada. Ela realmente só pode ser admitida em crimes 
gravíssimos.

O rol taxativo deve existir principalmente se observarmos que estamos diante 
de um meio excepcional de investigação que não pode ser banalizado.

51 A Lei espanhola também traz um rol taxativo: «A los efectos señalados en el apartado 1 
deste artículo, se considerará como delincuencia organizada la asociación de tres o más personas 
para realizar, de forma permanente o reiterada, conductas que tengan como fi n cometer alguno o 
algunos de los delitos siguientes: a. Delito de secuestro de personas previsto en los artículos 164 
a 166 del Código Penal. b. Delitos relativos a la prostitución previstos en los artículos 187 a 189 
del Código Penal. c. Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico previstos en 
los artículos 237, 243, 244, 248 y 301 del Código Penal. d. Delitos contra los derechos de los tra-
bajadores previstos en los artículos 312 y 313 del Código penal. e. Delitos de tráfi co de especies de 
fl ora o fauna amenazada previstos en los artículos 332 y 334 del Código Penal. f. Delito de tráfi co 
de material nuclear y radioactivo previsto en el artículo 345 del Código Penal. g. Delitos contra 
la salud pública previstos en los artículos 368 a 373 del Código penal. h. Delito de falsifi cación de 
moneda previsto en el artículo 386 del Código penal. i. Delito de tráfi co y depósito de armas, mu-
niciones o explosivos previsto en los artículos 566 a 568 del Código Penal. j. Delitos de terrorismo 
previstos en los artículos 571 a 578 del Código Penal. k. Delitos contra el Patrimonio Histórico 
previstos en el artículo 2.1.e) de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del 
contrabando.»
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A lei brasileira52 apresenta falhas, porque, conforme anteriormente salientado, 
na legislação antitóxicos não existe previsão apenas e tão somente de crimes graves, 
mas também de crimes leves, como o porte de substância entorpecente. Fazendo 
uma interpretação literal da lei brasileira, ela permite a infi ltração de agentes em 
todos os crimes da Lei de Tóxicos, incluindo a possibilidade de infi ltração na inves-
tigação do crime de porte de substância entorpecente. Isto, obviamente, para os que 
entendem poder haver aplicação dos delitos previsto na antiga Lei de entorpecentes. 

Ressalte-se, contudo, que ora se sustenta a impossibilidade de utilização do 
agente infi ltrado nas investigações relacionadas aos crimes da lei antiga, pois o 
dispositivo que trata da fi gura em estudo na nova lei faz referência aos crimes 
que nela estariam previstos, os quais, como dito, estavam insertos em capítulo 
próprio, inteiramente vetado pelo Presidente. 

Do mesmo modo, quando permite a atuação do infi ltrado em crimes pratica-
dos por organizações criminosas, não especifi ca quais são estes crimes. A redação 
da lei brasileira permite, portanto, a utilização do agente infi ltrado em pratica-
mente todos os crimes previstos no Código Penal, basta terem sido praticados por 
organizações criminosas.

52 O Projeto de Lei n. 3.731/97, que visa a dispor sobre as organizações criminosas, os meios 
de obtenção de prova e o procedimento criminal, prevê, no artigo 1º, o que se entende por orga-
nização criminosa: «Considera-se organização criminosa a associação de três ou mais pessoas, por 
meio de entidade jurídica ou não, de forma estável, estruturada e com divisão de tarefas, visando 
obter, direta ou indiretamente, vantagem de qualquer natureza» e quais seriam os crimes pratica-
dos por essas organizações: 

«I – tráfi co ilícito de substâncias entorpecentes ou produtos que causam dependência física 
ou psíquica;

II – terrorismo e seu fi nanciamento;
III – contrabando ou tráfi co ilícito de armas, munições, explosivos, ou materiais destinados à 

sua produção;
IV – extorsão mediante seqüestro;
V – crime contra a Adminsitraçao Pública;
VI – crime contra o sistema fi nanceiro nacional;
VII – crime contra a ordem econômica e tributária;
VIII – exploração de jogos de azar cumulada com outros delitos;
IX – crime contra instituições fi nanceiras, empresas de transporte de valores ou cargas e a 

receptação de bens ou produtos que constituam proveito auferido por esta prática criminosa;
X – lenocício ou tráfi co de mulheres;
XI – tráfi co internacional de criança ou adolescente;
XII – lavagem de dinheiro, ocultação de bens, direitos e valores;
XIV – homicídio qualifi cado;
XV – falsifi cação, adulteração ou alteração de produto destinado a fi ns terapêuticos ou me-

dicinais;
XVI – crime contra o meio ambiente e o patrimônio cultural;
XVII – outros crimes previstos em tratados ou convenções internacionais de que o Brasil seja 

parte.»
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Em síntese: necessário seria uma previsão mais completa a respeito do tema, 
pelas propaladas ofensas constitucionais relacionadas à atividade dos agentes in-
fi ltrados.

III.3.6. Ocultação de identidade do agente infi ltrado e sua forma 

Outra previsão obrigatória para a atuação do agente infi ltrado refere-se ao ne-
cessário tratamento legal quanto à ocultação da identidade deste policial nomea-
do pelo Juiz.

Ele atua em uma atividade de alto risco, o chamado «risco extraordinário», 
em que, necessariamente, deverá ocultar sua verdadeira identidade. Não pode 
o agente se infi ltrar em organizações criminosas apresentando-se com o seu ver-
dadeiro nome, pois isto facilitaria a descoberta de sua identidade por parte dos 
criminosos, que logo perceberiam tratar-se de um policial, e, ainda, traria grande 
risco para a sua família.

Uma das principais atividades do crime organizado é obstruir todas as provas 
que possam levar à descoberta da organização. Eles não têm qualquer limite quan-
do se trata da obstrução de provas, sendo extremamente arriscada a atividade do 
agente infi ltrado, que justamente busca provas do crime, por isso tem que ocultar 
sua verdadeira função, recebendo uma identidade fi ctícia.

No momento da nomeação do agente infi ltrado, que será feita por meio de 
uma decisão judicial a ser mantido em segredo, deverá constar a real identidade, 
bem como a falsa identidade do infi ltrado. Este despacho deve ser mantido em 
segredo para evitar que terceiros venham a tomar conhecimento, o que atrapalha-
ria a investigação, já que uma das principais características do agente infi ltrado é 
justamente a ocultação da sua identidade53. 

Espanha prevê a possibilidade de fornecimento de uma identidade fi ctícia ao 
agente infi ltrado.

53 Fernando Gascón Inchausti critica a ocultação da identidade do agente infi ltrado, afi r-
mando ofender normas processuais penais, já que, na Espanha, é possível que o acusado tenha 
acesso a todos os dados do processo investigatório, salvo nos casos do «secreto sumário». Havendo 
ocultação da atuação encoberta, haveria ofensa ao princípio do devido processo legal: «Debemos 
analizar, por ello, hasta qué punto resulta acertada la opción legal para alcanzar el fi n propuesto 
sin comprometer otros valores y objetivos propios del proceso penal, y en qué medida su posible 
incorrección puede ser superada combinándola con las normas sobre secreto de las actuaciones 
durante la fase de instrucción. En princípio, desde que existe una imputación material, es decir, 
desde que el proceso penal tiene un destinatario y las investigaciones se dirigen contra una persona 
identifi cada, el art. 118 II LECrim —como concreción del principio de seguridad jurídica y del 
derecho de defensa— exige que la actividad instructora se ponga en conocimiento del afectado. Lo 
anterior sólo puede evitarse, cuando resulte necesario para el éxito de la investigación, decretando 
el secreto interno de las investigaciones o ‘secreto del sumario’ (art. 302 IILECrim) » (Infi ltración 
policial y ‘agente encubierto’, cit., p. 212).
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A respeito do texto da lei espanhola, Fernando Gascón Inchausti teceu alguns 
comentários: «Se infi ere del precepto que el legislador ha buscado a través de 
él proteger al agente encubierto mediante el mantenimiento en secreto de su 
identidad. Ahora bien, para hacerlo está, al menos aparentemente, declarando 
reservada (es decir, secreta) la resolución como tal por la que se acuerda autorizar 
la infi ltración policial —y más ún, dado que no se señala la duración temporal de 
esa reserva, parece que de forma indefi nida»54.

A lei brasileira nada diz a respeito, difi cultando a utilização da fi gura no direi-
to brasileiro55.

É evidente que o agente infi ltrado terá que alterar o seu nome, para a sua pró-
pria proteção. No direito brasileiro, se este fosse o único problema relacionado 
à legislação, poder-se-ia fazer uma analogia à Lei de Proteção a Testemunhas. 
Segundo o artigo 9º da Lei de Proteção a Testemunhas (Lei n. 9.807/99), é possí-
vel que o Juiz determine a alteração do nome completo da testemunha e de seus 
familiares, bem como a expedição de novos documentos aos competentes órgãos 
de registros públicos. A informação sobre o novo nome será mantida em segredo 
de justiça (artigo 9, § 2º). Somente com a cessação do perigo ou das ameaças a di-
reitos da testemunha, estas voltarão à situação anterior, com relação ao seu nome 
verdadeiro.

Mas este não é o único problema existente em nossa lei. Conforme expendido 
outrora, a regulamentação padece de outros vícios que impossibilitam a utilização 
do instituto.

III.3.7. Repasse das informações obtidas 

Durante a atuação do agente infi ltrado, ele obterá diversas informações que 
interessam à investigação criminal. Algumas legislações estrangeiras prevêem a 
necessidade de que apresente um relatório ao Magistrado responsável pela inves-
tigação, contendo todas as informações obtidas. 

54 Infi ltración policial y «agente encubierto», cit., p. 210.
55 Prevêem os incisos II, III e IV do artigo 14 do Projeto de Lei n. 3.731/97 a necessidade de 

alteração da identidade do agente infi ltrado, propondo a aplicação, no que couber, dos dispositivos 
da Lei n. 9807/99: «São direitos do agente: II – ter sua identidade alterada durante a infi ltração, 
aplicando-se no que couber, o disposto no art. 9º da Lei 9807, de 13 de julho de 1999, bem como 
usufruir das medidas de proteção a testemunhas; III – ter seu nome, sua qualifi cação e demais 
informações pessoais preservados durante a investigação e o processo criminal, salvo se houver de-
cisão judicial em contrário; IV – não ter sua identidade revelada, nem ser fotografado ou fi lmado 
pelos meios de comunicação.»
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A lei espanhola56 dispõe que as informações que forem sendo obtidas com a 
investigação sejam levadas imediatamente, ou o mais rápido possível, ao conheci-
mento daquele que autorizou a utilização do agente infi ltrado.

O repasse das informações ao Juiz é imprescindível para este possa exercer 
um efetivo controle sobre as investigações. Partindo-se da premissa de que cabe 
ao juiz observar se as garantias estão sendo observadas, é congruente que «sea el 
magistrado qui reciba la información que obtiene el agente»57. 

Mais interessante seria que a informação obtida fosse imediata, ou quase ime-
diatamente, repassada ao Juiz responsável pela nomeação. Este deverá acompanhar 
toda a atividade do infi ltrado para verifi car se ainda é necessária a continuidade 
das investigações, se ainda há justifi cativa para ofender as garantias constitucio-
nais do investigado.

Por ser uma medida extremamente ofensiva, justifi cando-se apenas se houver 
proporcionalidade, ela não pode ser eterna. Ainda que haja período determinado 
para a atuação do agente infi ltrado, se as razões que justifi caram a sua nomeação 
se fi ndarem antes do prazo indicado, a continuidade da utilização desse meio deve 
ser imediatamente obstada.

Joaquín Delgado Martín comenta que o dever de informar do agente infi ltrado 
tem uma importante função no efetivo controle judicial da atividade do agente 
encoberto, reunindo duas características: 1ª) necessidade de informação imediata 
—assim que obtiver a informação, deve o infi ltrado repassá-la ao Juiz o mais rápi-
do possível; 2ª) necessidade de que a informação seja repassada na íntegra— deve 
o infi ltrado levar ao conhecimento do Juiz todos os dados por ele obtidos e que 
sejam relevantes para a investigação58.

A legislação brasileira nada dispõe a respeito59.

56 Prevê o artigo 2º, número 1, parte fi nal, da Lei n. 5/99: «La información que vaya obtenien-
do el agente encubierto deberá ser puesta a la mayor brevedad posible en conocimiento de quien 
autorizó la investigación.»

57 Edwards, Carlos Enrique, El arrepentido, el agente encubierto y la entrega vigilada, Edi-
tora Ad Hoc, Buenos Aires, 1996, p. 81.

58 El proceso penal ante la criminalidad organizada. El agente encubierto. Problemas actuales 
de la Justicia Penal, cit., p. 116.

59 Consta do artigo 10, § 3°, do Projeto de Lei n. 3.731/97 a necessidade de apresentação de 
um relatório ao Juiz que estiver acompanhando a investigação, o qual dispõe que, após o término 
do prazo concedido para a infi ltração policial, «o delegado de polícia deverá apresentar relatório 
circunstanciado dos resultados da diligência à autoridade judicial, que imediatamente cientifi cará 
o Ministério Público.» Dispõe, ainda, o mesmo Projeto de Lei, em seu artigo 10, § 4°, que o Juiz 
ou o Promotor de Justiça poderá requisitar a apresentação do relatório antes de fi ndar o período de 
três meses.
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III.3.8. Possibilidade de o agente infi ltrado cometer delitos 

Conforme explicitado em capítulo anterior, uma das características do agente 
infi ltrado é se fazer passar por criminoso para ganhar a confi ança dos membros 
da organização. Para a efi ciência da investigação, o policial deve fazer com que os 
membros da organização criminosa creiam que ele também é um criminoso.

Desta característica surge a necessidade de discussão sobre a possiblidade ou 
não de o agente infi ltrado cometer delitos para não gerar desconfi ança nos mem-
bros das organizações. No momento da investigação, ou seja, enquanto o agente 
infi ltrado busca formar provas da existência da organização, podem surgir diversas 
situações em que ele se veja obrigado a cometer delitos.

Diante desse aspecto, a legislação que tratar do agente infi ltrado deve expor so-
bre a responsabilidade criminal deste policial, quando se encontrar diante de uma 
situação na qual tenha que cometer delitos para continuar transmitindo confi ança 
aos criminosos e, assim, seguir na busca de provas.

A lei espanhola prevê isenção criminal para os crimes cometidos pelo agente 
infi ltrado, dentro de uma proporcionalidade. Estaria protegido pelo exercício re-
gular do direito, caso o encoberto viesse a praticar algum crime, se se exceder na 
sua atividade.

Segundo Fernando Gascón Inchausti, é inerente à atividade do agente infi l-
trado o cometimento de delitos, pois, somente assim, ele não gerará qualquer 
desconfi ança por parte dos criminosos e poderá dar seqüência à investigação. Com 
base neste argumento, afi rma o autor ser imprescindível a previsão legislativa 
expressa a respeito da possibilidade de o agente infi ltrado poder cometer determi-
nados delitos, sob pena de tornar inútil a atividade investigativa: «Há de recono-
cerse, antes que nada, la necesidad de que esté legalmente reconocida y defi nida 
la posibilidad de que el agente encubierto cometa ciertas actuaciones delictivas 
—y esto se hace desde el momento en que se lê exime de pena—. Sirve ello si-
multáneamente a incrementar el grado de efi cacia de esta técnica investigadora 
—si el agente encubierto tuviese prohibida la comisión de delitos su infi ltración 
sería prácticamente ilusoria— así como a otorgar mayor seguridad jurídica a los 
agentes dispuestos a ponerla en práctica»60.

O agente infi ltrado terá que cometer determinados delitos para uma melhor 
efi ciência da investigação. Esta questão tem sido uma das maiores críticas à ati-
vidade de infi ltração, pois estaria sendo admitida a possibilidade de o Estado 
combater o crime praticando delitos, sendo justifi cada apenas pelo bem supremo 
de proteção à sociedade da prática do crime organizado. 

60 Infi ltración policial y ‘agente encubierto’, cit. p. 274.
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Carlos Enrique Edwards salienta sobre a necessidade de o agente infi ltrado 
cometer crimes para tornar efi caz a luta contra o crime organizado, comentando 
que se trata de hipótese em que o Estado estaria combatendo um delito com outro 
delito, colocando-se no mesmo nível dos criminosos. Mas, ainda assim, comen-
ta o autor, esta prática deve ser permitida para uma efi cácia nas investigações. 
Afi rma «nos encontramos con el valor efi cacia: si queremos luchar efi cazmente 
en la represión de la narcocriminalidad debemos contar con medios idôneos para 
penetrar y conocer la intimidad de una delincuencia tan compleja, organizada y 
ramifi cada, como el narcotrafi co»61. 

Assim, não sendo possível imaginar a fi gura do agente infi ltrado sem que este 
venha a cometer delitos para melhor se passar por criminoso, é preciso delimitar 
em quais tipos de crime a prática estaria permitida. Há que se verifi car também, 
neste aspecto, os princípios da necessidade e da proporcionalidade. Deve ser ob-
servado, naquele caso concreto, se o cometimento daquele crime é necessário e se 
ele se justifi ca em prol do valor maior protegido, qual seja, a proteção à sociedade. 

Deve ser verifi cado se realmente, naquele caso concreto, é necessário o cometi-
mento daquele delito para o bom êxito do labor do agente infi ltrado. No entanto, 
nem toda conduta necessária está justifi cada. Há que se observar também a pro-
porcionalidade, salientando Fernando Gascón Inchausti que «no pueden cometer-
se delitos más graves que aquéllos que se están investigando»62.

Na Espanha, a análise da proporcionalidade fi ca a critério do policial, o que 
pode ser um pouco perigoso. Deveria haver uma limitação, impedindo que se 
pratique, por exemplo, crimes que coloquem em risco a vida de outras pessoas, 
ofendam a integridade física ou moral de outrem. De certa forma, não deixaria, 
exclusivamente, a análise da importância da prática, ou não, do crime para o agen-
te infi ltrado. Qualquer outro crime poderia ser praticado pelo agente infi ltrado, 
estando ele isento de responsabilidade.

61 El arrepentido, el agente encubierto y la entrega vigilada, cit., p. 54.
62 Para Fernando Gascón Inchausti, a análise sobre a necessidade e proporcionalidade deve ser 

feita por um juiz, em momento anterior à prática dos delitos: «El juicio de necesidad, sin embar-
go, no puede formularse a posteriori, tras comprobar la efectiva aptitud de la conducta a los fi nes de 
la investigación (es decir, analizando hasta qué punto contribuyó a la obtención de información, si 
es que alguna de obtuvo); ello supondría una total inseguridad para los agente infi ltrados. Al con-
trario, ‘el examen sobre la necesidad de la actuación ha de realizar-se ex ante, lo que signifi ca que 
aunque un examen ex post revelara na innecesariedad de la actuación, no por ello debe inaplicarse 
la exención si un examen ex ante pone de manifi esto lo acertado de la conclusión sobre la necesi-
dad de llevar a cabo la actuación’. ... También el juicio de proporcionalidad debe hacerce ex ante: 
signifi ca esto que la autoridad judicial llamada a decidir sobre la concurrencia o no de esta causa 
de justifi caión habrá de medir la proporcionalidad entre delito e investigación colocándose en la 
situación del agente encubierto en el momento previo a decidir sobre su comisión.» (Infi ltración 
policial y agente encubierto, cit., p. 87)
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A lei brasileira nada dispõe a respeito, deixando em aberto a possibilidade, 
mostrando-se, mais uma vez, falha63.

III.3.9. Previsão do prazo de atuação do agente

Uma vez concedida a autorização, poderá o policial iniciar a sua tarefa de in-
fi ltração. Esta atividade, como qualquer diligência de investigação, deve ter uma 
duração limitada. Não pode ser eterna.

O regime de duração temporal da infi ltração deveria estar disposto nas legis-
lações que tratam da referida fi gura. Ocorre que tal disposição não se encontra 
presente nem na legislação brasileira, nem nas legislações citadas neste trabalho64.

Na lei espanhola65 pode-se dizer que há um tratamento indireto sobre o prazo 
de atuação do agente, ao disporem sobre o período máximo que o policial poderá 
utilizar a identidade falsa. É importante considerar que o agente infi ltrado não 
poderá atuar se não for com base em identidade falsa. Nos dois países, a utilização 
pelo agente infi ltrado de identidade falsa poderá ser autorizada por um período de 
seis meses, prorrogável por mais seis meses. 

Os limites temporais devem ser fi xados pelo Juiz que autorizou a infi ltração, 
a qual, por se tratar de medida limitativa de direito fundamental, «es uno de los 
parâmetros de han de tenerse en cuenta para cercionarse de que se respetan las 
exigências de la proporcionalidad»66.

A extinção da utilização do agente infi ltrado deverá ocorrer com o término do 
prazo, nada impedindo que o Magistrado cancele expressa e imediantamente a 
autorização quando verifi car que a medida não mais se justifi ca naquele caso em 
concreto, ou por já terem sido adquiridas provas sufi cientes, ou por não haver 
indicação de suposto cometimento de delito. 

IV. Conclusão

O presente trabalho tratou da infi ltração de agentes em dois países: Brasil, e 
Espanha.

63 Apesar de não dispor expressamente sobre a possibilidade de cometimento de crimes por 
parte do agente infi ltrado, consta do Projeto de Lei n. 3.731/97 a necessidade de que o agente atue 
com a devida proporcionalidade: «O agente que não guardar, na sua atuação, a devida proporcio-
nalidade com a fi nalidade da investigação, responderá pelos excessos praticados».

64 Dispõe o Projeto de Lei n. 3.731/97 um prazo máximo de três meses para a atuação do 
agente infi ltrado. Reza o artigo 10, § 2º, que «a infi ltração não poderá exceder o prazo de três 
meses, sem o prejuízo de eventuais renovações desde que comprovada a sua necessidade».

65 Prevê a lei espanhola: « ... la identidad supuesta será otorgada por el Ministerio del Interior 
por el plazo de seis meses prorrogables por períodos de igual duración» (art. 2º, número 1, da Lei 
n. 5/1999).

66 Inchausti, Fernando Gascón, in Infi ltración Policial y agente encubierto, cit., p. 219.
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O agente infi ltrado se mostra em um meio efi ciente de combate à criminalida-
de organizada. Ocorre que, com a utilização do agente infi ltrado, vários direitos 
fundamentais são restringidos.

Daí, a necessidade de se analisar o confl ito entre a efi ciência e o garantismo, ou 
seja, o confl ito entre a busca do Estado por meios efi cientes de combate ao crime 
organizado e a necessidade de assegurar a todos as garantias previstas constitucio-
nalmente.

Levando em conta os aspectos do garantismo e da efi ciência, deve-se admitir a 
utilização desse meio de investigação somente em situações também excepcionais 
que envolvam crimes muito graves, com ofensa à segurança da sociedade como 
um todo. Imprescindível, ainda, estarem previstos, em legislação específi ca, crité-
rios para solução dos diversos problemas que advêm da sua utilização.

O tratamento legislativo é de extrema importância. Diversas legislações es-
trangeiras prevêem a fi gura. No entanto, este estudo se limitou a tratar dos aspec-
tos gerais em quatro países: Brasil e Espanha.

No Brasil, duas leis tratam do assunto. No entanto, de forma ainda insatisfa-
tórias. Na Espanha foi inserido na Ley de Enjuiciamiento Criminal o artigo 282, 
bis, que apresenta um tratamento bastante rico sobre o tema que pode ser utiliza-
do como um modelo para o aperfeiçoamento do sistema brasileiro.

A nossa lei poderia se valer da norma espanhola para suprir as suas falhas e 
encontrar respostas para as seguintes questões na atuação do agente infi ltrado: 1. 
A atividade do agente infi ltrado será controlada?; 2. O policial é obrigado a atuar 
como infi ltrado?; 3. Quais os crimes em cuja investigação o agente infi ltrado pode 
atuar?; 4. A sua identidade será alterada?; 5. O agente infi ltrado receberá alguma 
proteção?; 6. Deverá prestar esclarecimentos ao Presidente da investigação?; 7. 
Ele está autorizado a praticar crimes?
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3.2.1. En el seno de Naciones Unidas. 3.2.2. En el ámbito de la Unión Europea. 3.3.3. Iniciativas 

del Consejo de Europa. IV. EL DELITO DE COHECHO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS 
NACIONALES. 4.1. La lesividad del delito de cohecho: las defi ciencias de la actual regula-
ción. 4.2. La nueva formulación del delito de cohecho de funcionarios nacionales operada tras 
la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifi ca el Código Penal español. 4.3. 
Otros aspectos relevantes en la nueva regulación del cohecho de funcionario público nacional. 
4.3.1. La equiparación entre tentativa y consumación. 4.3.2. La naturaleza de la dádiva. 4.3.3. La 

responsabilidad de las personas jurídicas. ANEXO. Texto del Código Penal español sobre cohe-
cho de funcionarios públicos nacionales según reforma realizada por la Ley Orgánica 5/2010, 
de 22 de junio.

I. La corrupción y sus plurales connotaciones

«A veces, la primera y más sutil forma de corrupción consiste en no 
hacer nada y dejar que todo siga igual. Que nada cambie»1. Se-
guramente ésta haya sido la realidad durante muchos años y la 

que ha llevado a la instalación del fenómeno de la corrupción en la mal llamada 

1 Son palabras textuales de Heredero Salamanca, Eusebio: «La corrupción en la Admi-
nistración Pública desde la perspectiva policial», en Ferré Olivé/ Musco/ Kunicka Michalska /
Almeida Cabral y otros, Fraude y Corrupción en la Administración Pública, Ediciones Universidad de 
Salamanca, 2003, pág. 363.
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«cultura» de muchas sociedades2. La impasibilidad ante los hechos corruptos ha 
determinado una percepción de los mismos como hechos normales, propios de 
la idiosincrasia de muchos lugares3, que ha acabado por incrustarlos de tal modo 
en las prácticas cotidianas de la actuación administrativa y empresarial que re-
sultan casi invisibles. La corrupción «no se ve» y como no se ve, la consecuencia 
en muchos casos es que «no existe» ni a los ojos de la opinión pública4, ni a los 
de los gobiernos. Es más, seguramente ni a unos, ni a otros les interesa reconocer 
su existencia y actuar contra ella5. Por ello, nota esencial de la corrupción es su 
carácter oculto, difícil de sacar a la luz y, en muchos casos, y eso es especialmente 
grave, su consideración de hecho inevitable6 y característico de una sociedad, res-
pecto al que no tiene sentido la lucha o bien ésta, por inefi caz, resulta inútil. En 
los últimos tiempos, sin embargo, las discusiones científi cas sobre los efectos de la 
corrupción han tenido un importante desarrollo. De un tiempo acá la doctrina se 
esfuerza por acercarse al tema, destapar sus entresijos y poner de manifi esto tanto 
las causas del hecho7, haciendo especial hincapié en que no se trata de un hecho 
inevitable o un rasgo de antropología social, como los efectos que genera sobre 
planos diversos, que van desde el económico, pasando por el político, jurídico o 
social8.

Se destaca como factor causal, desde un plano político-administrativo, la insu-
fi ciente tradición democrática de algunos países, en donde es escasísima la objeti-
vidad y la transparencia en la actuación de los servidores públicos, en consonancia 
con una casi ausencia de mecanismos de control y sanción a aquellos. Ello no 
implica que los países con democracias consolidadas no sufran corrupción, pues 

2 Gil Villa, Fernando: La cultura de la corrupción, Maia Ediciones, Madrid, 2008, pág. 83.
3 http://www.transparencia.org.es/INDICE DE PERCEPCION 2011/INDICE PERCEP-

CIÓN 2011.htm.
Sobre la valoración de la corrupción en los países, vid. el estudio de los índices y las estadísticas 

realizado por Vázquez González, C.: «Extensión y tendencias de los delitos de corrupción. Fia-
bilidad de los instrumentos de medición de la corrupción», Revista de Derecho Penal y Criminología, 
nº 6, 2011, págs. 361-408

4 Muriel Patino, María Victoria: «Economía, corrupción y desarrollo», en La Corrupción: 

Aspectos Jurídicos y Económicos, Coord. Fabián Caparrós, Ratio Legis, Salamanca, 2000, pág. 29
5 Fabián Caparrós, Eduardo: «La corrupción política y económica: anotaciones para el 

desarrollo de su estudio», en La Corrupción: Aspectos Jurídicos y Económicos, Coord. Fabián Caparrós, 
Ratio Legis, Salamanca, 2000, pág. 18.

6 Nieto García, Alejandro: «¿Es inevitable la corrupción?», en AA.VV., Responsa Iusperito-

rum Digesta, vol. IV, Ediciones Universidad de Salamanca, 2003, pag. 113.
7 Una ordenación concreta y sistemática en Benito Sánchez, Demelsa: «El delito de co-

rrupción de funcionarios públicos extranjeros. Un análisis del artículo 445 del Código Penal», 
Tesis Doctoral, texto original, pp. 59 y ss. 

8 Para un estudio detallado, vid. AA.VV., La Corrupción: Aspectos Jurídicos y Económicos, Coord. 
Fabián Caparrós, Ratio Legis, Salamanca, 2000. 
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ésta también se explica en base a otras realidades apreciables en sistemas demo-
cráticos, tales como la existencia de espacios de discrecionalidad en la actuación 
de la Administración, la complejidad y lentitud de los procedimientos adminis-
trativos («burocracia», en el sentido más negativo del término), los sueldos no 
precisamente elevados de los funcionarios, la falta de normas sobre fi nanciación 
de partidos y actividades políticas….etc.

Desde un punto de vista económico, los procesos de privatización, la amplia-
ción de sectores en libre concurrencia (sectores, además económicamente poten-
tes y socialmente muy sensibles) o la inevitable presencia de la Administración 
Pública en la actividad económica conforman un campo de cultivo idóneo9 para 
la afectación del sistema de libre mercado, ya que la transparencia y neutralidad 
que en teoría le preside, se ve fácilmente infectada por la avidez de obtención de 
benefi cios y esto propicia la circulación de sobornos para conseguir una participa-
ción en dichos procesos.

En el plano social, ya lo hemos apuntado, es destacable el dato de la inmadurez 
del tejido social, que da lugar a la inexistencia de una conciencia colectiva que 
valore el interés común más allá de los intereses individuales. Los ciudadanos 
tienden a pensar que no se gana nada luchando contra la corrupción, con los ele-
vados costes que ello implica, mientras que es posible que se vean benefi ciados si 
la admiten o toleran10. La falta de respuesta social ante conductas «que cualquiera 
haría», se ha acompañado de una falta de iniciativa judicial para reaccionar ju-
rídicamente con los mecanismos sancionadores existentes en cada momento y la 
impunidad y la ausencia de reproche social se han convertido en un acicate de las 
actuaciones corruptas. En este sentido, se ha dicho que los delitos de corrupción 
constituyen un claro ejemplo de «delitos sin víctimas» y que ello ha contribuido 
a fomentar la impunidad reinante. No obstante, en los últimos años, se destaca 
cómo pese a ser cierta la difi cultad de localizar a víctimas individuales, estas víc-
timas existen y son identifi cables aunque se encuentren muy diseminadas11. La 
tarea, ahora, es impulsar una conciencia y una educación de rechazo la corrupción 
que aporte una actitud resolutiva ante el empleo de los mecanismos de reacción 
contra ella. 

Con esta misma amplitud de perspectivas, la corrupción despliega sus efectos. 
Un panorama de efectos tan amplio y variado que cabe califi carlo de devastador. 
Devastador por cuanto la corrupción incide negativamente sobre demanda y oferta 

9 Valeije Álvarez, Inmaculada: «Elementos estructurales para una tipifi cación de la co-
rrupción en la Unión Europea», en Delincuencia Económica y Corrupción, Coord. Baigún/ García 
Rivas, Ediar, Argentina, 2006, pág. 162.

10 Muriel Patino, María Victoria: «Economía, corrupción y desarrollo», op. cit., pág. 29.
11 Gil Villa, Fernando: La cultura…, op. cit., pág. 57.
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de tal manera que produce una disminución del PIB; rompe las reglas de la leal 
competencia, pues quienes no entran en el juego de la corrupción se ven despla-
zados del mercado; distorsiona el normal funcionamiento de la Administración 
Pública y difunde la sensación de que los gobernantes utilizan su poder no ya 
para satisfacer los intereses de los gobernados, sino los suyos propios junto con 
los de aquellos que les corrompen, perdiéndose así toda confi anza en el funcio-
namiento de las instituciones y minando decisivamente el derecho de igualdad 
entre todos los ciudadanos. Se trata, pues, de un fenómeno que consigue, de una 
sola vez, mermar todos los pilares del Estado social y democrático de Derecho12. 
La corrupción causa una reducción de las inversiones o incluso desinversión, y 
tiene muchos efectos a largo plazo, entre ellos la polarización social, la falta de 
respeto por los derechos humanos, las prácticas antidemocráticas y la malversa-
ción de fondos destinados al desarrollo y a servicios esenciales. La desviación de 
recursos escasos mediante prácticas corruptas afecta la capacidad de los gobiernos 
de prestar servicios básicos a sus ciudadanos y de alentar un desarrollo econó-
mico, social y político sostenible. Además, puede poner en peligro la salud y la 
seguridad de los ciudadanos debido, por ejemplo, a proyectos de infraestructura 
mal diseñados y suministros médicos escasos o con fecha vencida. Lo que es 
más importante aún, la corrupción socava las perspectivas de inversión fi nan-
ciera. Pocas empresas extranjeras desean invertir en sociedades en las que existe 
una «carga impositiva» adicional. Las empresas nacionales e internacionales, al 
ofrecer sobornos para asegurarse los negocios, socavan la legítima competencia 
económica, distorsionan el crecimiento económico y refuerzan las desigualdades. 
En muchas sociedades, la sospecha pública generalizada de que los sistemas judi-
ciales son corruptos y de que las élites cometen actos delictivos tanto en la esfera 
pública como en la privada menoscaba la legitimidad del gobierno y socava el 
Estado de derecho13.

Este extenso abanico de implicaciones causales y repercusiones que presenta 
la corrupción difi culta sobremanera su concepto. Todas estas plurales vertientes 
repercuten en la imposibilidad de trazar un concepto sincrético que aglutine y 
muestre todas las aristas del fenómeno. El término ofrece tantos conceptos como 
ángulos desde los que se contemple14. Es más, jurídicamente hablando, no existe 

12 Cerina, Giorgio: «Corrupción y cohecho. El Derecho penal español de iure condicto y de 
iure condendo, en Estudios sobre Corrupción, Coords. Fabián Caparrós/ Pérez Cepeda, Ratio Legis, 
Salamanca, 2010, pág. 76. 

13 Guía Legislativa para la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
(http://www.unodc.org/pdf/crime/convention_corruption/cosp/Ebook/V0653443s.pdf), pág. XII.

14 García Mexia, Pablo: «Ética, gobierno y administración en la España contemporánea», 
http://www2uah.es/ceppyg/presentaciones; pp. 3 y ss.
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un específi co delito denominado de «corrupción»15 sino que más bien bajo su 
manto se acogen todos aquellos que sancionan el uso desviado del poder para 
obtener benefi cios privados por parte, normalmente, de quien ejerce funciones 
públicas16, siendo el delito de cohecho el que encabeza de ese grupo, pero sin 
que éste se halle propiamente identifi cado y acotado. Y además, la problemática 
en torno a la identifi cación del concepto se agranda con la aparición de la deno-
minada y discutida corrupción privada17, pues la tradicional identifi cación de la 
corrupción con el abuso de «medios públicos para fi nes privados» es sobrepasada 
por conductas que se desarrollan en esferas de actividad particular y meramente 
mercantil18. Por todo ello, resulta bastante inútil embarcarse en la tarea de perfi lar 
y adoptar un concepto preciso de corrupción, pues excede con mucho las preten-
siones de este trabajo y lo más que alcanzaríamos sería un a ofrecer un concepto 
puramente erudito y no más válido ni más verdadero que los que existen hasta 
el momento y, por lo tanto, carente de un auténtico rendimiento efi caz a efectos 
interpretativos de los tipos penales. 

II. El cohecho: principal manifestación delictiva de la corrupción

Pese a la abundancia de perspectivas desde las que contemplar, comprender 
y defi nir el fenómeno de la corrupción, hay un dato que permanece inaltera-
ble y que resulta incontestado sea cual sea la faceta que se adopte. Se trata de 
la confi rmación de que en la corrupción hay un núcleo inamovible, que se ha 
mantenido siempre y que viene marcado por el uso abusivo del poder público 
mediante la aceptación o solicitud de sobornos a un sujeto privado: el delito de 
cohecho. Estudios específi cos sobre esta materia hacen las siguientes afi rmacio-
nes: «La voz corrupción se entiende como cohecho, esto es, del lado activo, la 
promesa, ofrecimiento o concesión a un funcionario público, en forma directa o 
indirecta, de un benefi cio indebido que redunde en su provecho propio o en el 
de otra persona o entidad con el fi n de que dicho funcionario actúa o se abstenga 
de actuar en el cumplimiento de sus funciones ofi ciales; y del lado pasivo, como 
la solicitud o aceptación por un funcionario público en forma directa o indirecta, 

15 Fabián Caparrós, Eduardo: La corrupción de agente público extranjero e internacional, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2003, pág. 22; Vercher Noguera, A.: «Introducción», en AA.VV., La Corrup-

ción: Aspectos Jurídicos y Económicos, Coord. Fabián Caparrós, Ratio Legis, Salamanca, 2000, p. 13.
16 Sobre el elenco delictivo, vid. Nieto García, Alejandro: Corrupción en la España democráti-

ca, Ariel, Barcelona, 1997, pág. 115. 
17 Nieto Martín Adán: «La corrupción en el sector privado (refl exiones desde el ordena-

miento español a la luz del Derecho comparado)», Revista Penal, nº 10, julio 2002, pág. 55.
18 Demetrio Crespo, Eduardo: «Consideraciones sobre la corrupción y los delitos contra la 

Administración pública», en Ferré Olivé/ Musco/ Kunicka Michalska /Almeida Cabral y otros, 
Fraude y Corrupción en la Administración Pública, Ediciones Universidad de Salamanca, 2003, p. 174.
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de un benefi cio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra per-
sona entidad con el fi n de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en 
el cumplimiento de sus funciones ofi ciales»19. «Si existe cierto acuerdo entre los 
estudiosos sobre las causas, los efectos y hasta los remedios que deben utilizarse 
en contra de la corrupción, no puede decirse o mismo respecto a al defi nición del 
fenómeno La disputa acerca de qué ha de entenderse realmente por corrupción 
está lejos de encontrar una solución. Remitiéndonos a la muy amplia literatura 
que se ha ocupado respecto del tema defi nitorio, limitémonos aquí a observar que, 
por lo que respecta al Derecho penal la corrupción siempre ha sido vinculada a 
comportamientos ilícitos mantenidos por funcionarios públicos en el ejercicio de 
sus cargos. En este marco, ha mantenido y mantiene una particular relevancia la 
tipifi cación legal del delito de cohecho»20.

A nivel internacional, la voz «corrupción» ha bautizado numerosos textos in-
ternacionales: bajo los auspicios de la OEA, la Convención Interamericana contra la 

Corrupción, de 29 de marzo de 1966; el Convenio de la OCDE de lucha contra la 

corrupción de agentes públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales, 
de 17 de diciembre de 1997; en el ámbito de la Unión Europea, el Convenio rela-

tivo a la lucha contra los actos de corrupción en los que estén implicados funcionarios de las 

Comunidades Europeas o de los Estados miembros de la Unión Europea, de 26 de mayo 
de 1997 o la Decisión Marco 2003/568/ JAI relativa a la lucha contra la corrupción 

en el sector privado, de 22 de julio de 2003; en el Consejo de Europa, la Convención 

penal contra la corrupción, de 27 de enero de 1999 y, como ejemplo más evidente, la 
Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, de 31 de octubre de 2003, en la 
que pese a ocuparse de conductas variadas, justamente las que encabezan el articu-
lado destinado a defi nir las conductas penales, Capítulo III, son las que denomina 
«soborno» y cuyo contenido encaja con el delito de cohecho21. 

Fijándonos en particular en el derecho positivo, es nota constante en los or-
denamientos jurídicos de nuestro entorno la identifi cación del cohecho con la 
corrupción. Así, en el caso de Suiza, Italia, Francia, Portugal o Bélgica se incluyen 
en los textos penales referencias expresas y directas a la «corrupción», bien sea en 
las rúbricas de los capítulos o secciones correspondientes, bien sea directamente 
preceptos concretos, pero en todo caso, siempre, acogiendo bajo este término la 
fi gura del cohecho22. 

19 Benito Sánchez, Demelsa: «El delito de corrupción…», op. cit, pág. 58.
20 Cerina, Giorgio: «Corrupción y cohecho…», op. cit., pág. 77; vid. igualmente, el intere-

sante estudio etimológico del término cohecho realizado por este autor en su obra «La lucha con-
tra la corrupción en el siglo xxi: el papel del Derecho Penal. Estudio crítico del delito de cohecho 
en Italia y en España», Tesis Doctoral, texto original, pp. 88-91. 

21 Vid. Infra epígrafe III. Lineamientos Internacionales del Cohecho de Funciona-
rios Públicos Nacionales. 3.2.1. En el seno de Naciones Unidas.

22 Cerina, Giorgio: «La lucha contra la corrupción…», op. cit., pp. 64 y ss.
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El derecho español opta por una actitud algo menos decidida23, pero, en cual-
quier caso, de semejantes resultados. Es cierto que no existe un delito o grupo de 
delitos denominados directamente por el Código Penal como delitos de «corrup-
ción», sino que los relacionados con este hecho son una «amalgama delictiva»24, 
más que de un concepto cerrado jurídicamente, entre los que se incluyen muchos 
de los que se destinan a la tutela penal de la Administración Pública del Título 
XIX y en especial los de malversación, cohecho, prevaricación, tráfi co de infl uen-
cias, además de otros, dispersos por el texto punitivo, como la trata de seres hu-
manos, el blanqueo de capitales o los fraudes a la Hacienda Pública.

Pero con todo y con eso, las escasísimas referencias expresas al término «co-
rrupción» existen y están, justamente, en las fi guras de cohecho. Así, en el artículo 
424 CP, se dispone que «1. El particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución 

de cualquier otra clase a una autoridad, funcionario público o persona que participe en el 

ejercicio de la función pública para que realice un acto contrario a los deberes inherentes a 

su cargo o un acto propio de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera practicar, o 

en considera ción a su cargo o función, será castigado en sus respectivos casos, con las mismas 

penas de prisión y multa que la autoridad, funcionario o persona corrompida.

2. Cuando un particular entregare la dádiva o retribución atendiendo la solicitud de la 

autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio de la función pública, 

se le impondrán las mismas penas de prisión y multa que a ellos les correspondan.

3. Si la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o funcionario tuviere rela-

ción con un procedimiento de contratación, de subvenciones o de subastas convocados por las 

Administraciones o entes públicos, se impondrá al particular y, en su caso, a la sociedad, 

asociación u organización a que representare la pena de inhabilitación para obtener subven-

ciones y ayudas públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte 

del sector público y para gozar de benefi cios o incentivos fi scales y de la Seguridad Social por 

un tiempo de tres a siete años».

En el caso paralelo de las actuaciones de cohecho en el ámbito de las transac-
ciones comerciales internacionales, el actual artículo 445 vuelve a emplear este 
término (1. «Los que mediante el ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier benefi cio 

indebido, pecuniario o de otra clase, corrompieren o intentaren corromper, por sí o por persona 

interpuesta, a los funcionarios públicos extranjeros o de organizaciones internacionales, en 

benefi cio de estos o de un tercero, o atendieran sus solicitudes al respecto…»), e incluso da 
un paso más al incluir el término «corrupción» en la r úbrica del Capítulo X del 
Título XIX, «De los delitos de corrupción en las transacciones comerciales internaciona-

les», bajo la que se incluye el citado precepto.

23 Califi cada por la doctrina como una actitud «agnóstica», Cerina, Giorgio: «La lucha con-
tra la corrupción…», op. cit., pp. 57 y ss.

24 Demetrio Crespo, Eduardo: «Consideraciones sobre la corrupción… «, op. cit., 182.
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En todo caso, esta timidez del legislador se palpa tras la entrada en vigor de 
la reforma del Código Penal español realizada por Ley Orgánica 5/2010, de 22 
de junio25. El legislador ofrece una actitud pudorosa respecto al empleo de este 
término, que es empleado únicamente en tres casos: 

a) En el caso del cohecho contemplado desde la perspectiva del particular, la 
nueva redacción del artículo 424 directamente atribuye el califi cativo de «corrup-
tos» a los funcionarios receptores o solicitantes del soborno.

Artículo 424. 1. El particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución de cual-

quier otra clase a una autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio 

de la función pública para que realice un acto contrario a los deberes inherentes a su cargo 

o un acto propio de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera practicar, o en con-

sideración a su cargo o función, será castigado en sus respectivos casos, con las mismas penas 

de prisión y multa que la autoridad, funcionario o persona corrompida.

b) En el contexto de la delincuencia económica del Título XIII, en su Capítulo 
XI «De los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al mercado y a los con-

sumidores», en la nueva Sección 4ª directamente denominada «De la corrupción entre 

particulares», cuyo artículo 286 bis, acoge las prácticas de soborno en actividades 
mercantiles privadas, haciendo especial referencia a las entidades deportivas.

Sección IV. De la corrupción entre particulares.

Artículo 286 bis. 1. Quien por sí o por persona interpuesta prometa, ofrezca o conceda 

a directivos, administradores, empleados o colaboradores de una empresa mercantil o de una 

sociedad, asociación, fundación u organización un benefi cio o ventaja de cualquier natura-

leza no justifi cados para que le favorezca a él o a un tercero frente a otros, incumpliendo sus 

obligaciones en la adquisición o venta de mercancías o en la contratación de servicios pro-

fesionales, será castigado con la pena de prisión de seis meses a cuatro años, inhabilitación 

especial para el ejercicio de industria o comercio por tiempo de uno a seis años y multa del 

tanto al triplo del valor del benefi cio o ventaja. (…)

4. Lo dispuesto en este artículo será aplicable, en sus respectivos casos, a los directivos, 

administradores, empleados o colaboradores de una entidad deportiva, cualquiera que sea 

la forma jurídica de ésta, así como a los deportistas, árbitros o jueces, respecto de aquellas 

conductas que tengan por fi nalidad predeterminar o alterar de manera deliberada y frau-

dulenta el resultado de una prueba, encuentro o competición deportiva profesionales.

c) El término continúa presente en la nueva redacción del artículo 445 y en la 
denominación del Capítulo X del Título XIX que lo acoge.

25  Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifi ca la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal: Disposición Final Séptima. Entrada en vigor.
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Capítulo X. De los delitos de corrupción en las transacciones comerciales internacionales

Artículo 445.1. Los que mediante el ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier 

benefi cio indebido, pecuniario o de otra clase, corrompieren o intentaren corromper, por sí o 

por persona interpuesta, a los funcionarios públicos extranjeros o de organizaciones interna-

cionales, en benefi cio de estos o de un tercero, o atendieran sus solicitudes al respecto, con el 

fi n de que actúen o se abstengan de actuar en relación con el ejercicio de funciones públicas 

para conseguir o conservar un contrato u otro benefi cio irregular en la realización de acti-

vidades económicas internacionales, serán castigados con las penas de prisión de dos a seis 

años y multa de doce a veinticuatro meses, salvo que el benefi cio obtenido fuese superior a la 

cantidad resultante, en cuyo caso la multa será del tanto al duplo del montante de dicho 

benefi cio (…)».

Por lo tanto, las difi cultades para concretar el concepto se palpan en el uso 
comedido en el Código Penal de un término más que habitual en el lenguaje 
cotidiano y en el de los estudiosos, pero que técnicamente entraña un grado de 
indefi nición peligroso respecto a las exigencias penales de concreción y seguridad 
jurídica, que reclaman términos que posibiliten una delimitación lo más perfi lada 
posible de la conducta tipifi cada. En cualquier caso, a los ojos del legislador, y sin 
prejuzgar que otras conductas pudieran estar incluidas en el fenómeno, resulta 
claro que la fórmula de actuación abusiva de una posición de poder, mediante la 
reclamación o aceptación de sobornos26, tanto sea en su variante más tradicional 
de cohecho de funcionarios nacionales, como las más recientes de cohecho de 
funcionaros públicos extranjeros o de organizaciones públicas internacionales o 
incluso de soborno en las actuaciones privadas, siempre resulta identifi cada como 
«corrupción». En defi nitiva, el tándem corrupción-cohecho está fuera de toda 
duda; sinónimo indiscutible de corrupción es, sin duda el «cohecho»27 del que se 
ocupa este trabajo. 

26 Nieto Martín, Adán: «Corrupción y abuso de poder (I)», Nociones fundamentales de 

Derecho penal. Parte especial, Coord. Gómez Rivero, Tecnos, Madrid, 2010, pág. 751. La expli-
cación del cohecho tomando como modelo de referencia la compraventa, ocupa lugar común 
en nuestra doctrina. Según esto, el cohecho es una suerte de compraventa que tiene como 
objeto una ventaja indebida, que es el precio que se paga por un acto contrario a los deberes 
legales o bien un acto que debe realizar. Desde esta estructura, se pueden entiende las diferen-
tes categoría de cohecho, según el sujeto de la relación, según el momento en que se entrega o 
ofrece la ventaja, según el tipo de acto que se busca conseguir, sea contrario o no los deberes; 
con detenimiento, sobre este modelo de explicación, su utilidad y sus carencias en el caso de 
las conductas de cohecho subsiguiente, vid. Cerina, Giorgio: «Corrupción y cohecho…», op. 

cit., pp. 93 y ss. 
27 Y así lo entiende la jurisprudencia, por ejemplo, la Sentencia del Tribunal Supremo 

102/2009, de 3 de febrero: «Los delitos de corrupción son los delitos de cohecho activo y pasivo»
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III. Lineamientos internacionales del cohecho de funcionarios 
públicos nacionales

3.1. Globalización y corrupción

El fenómeno de la globalización es un hecho, cuyo detonante es claramente 
económico: aparece vinculado a la necesidad de los medios de producción, tanto 
de abrir nuevos mercados, como de abaratar costes. Ello determina que el proceso 
de globalización no sea necesariamente positivo o negativo por defi nición. Depen-
de de quien o controle. Y aunque no faltan voces que abogan a favor del aprove-
chamiento o la transformación de este fenómeno en un proyecto humanista: «la 
realización de ese proyecto implica construir un sistema político global que no 
esté al servicio del mercado global»28, el hecho cierto a fecha de hoy es que la glo-
balización es una forma específi ca de mundialización de la actividad económica 
desarrollada según unas políticas neoliberales que están dañando el bienestar de 
las clases populares del norte y del sur29. La globalización parece imposible sin es-
tablecer relaciones de dominación o sin dictar unas pautas homogeneizadoras im-
puestas por los más poderosos económicamente (Estados, empresas, lobbys…), que 
disponen de mayor poder coactivo. En otras palabras, que existen globalizadores 
que imponen su criterios y globalizados que no tienen otra opción más que acep-
tarlos30. De ahí que el término globalización emerge como un eufemismo bajo el 
que se esconde la realidad del poder que grandes grupos económicos extienden 
sobre todo el planeta31. Con ello, lo que se pierde no es sólo la identidad nacional, 
sino también la capacidad de movimientos y de opciones en materias tan decisivas 
como los alimentos, los recursos naturales, la cultura, etc.32.

Según lo anterior, nota decisiva del movimiento globalizador es la interde-
pendencia entre los Estados, que cada vez están más conectados unos a otros, en 
la adopción de sus políticas, en sus mercados… en la delincuencia y, en parti-
cular, pero no sólo (piénsese, por ejemplo, en los casos, muy signifi cativos de la 

28 Amín, Samir: El capitalismo en la era de la globalización, Paidós, Barcelona, 2002, pág. 19.
29 Navarro, Vicenç: Bienestar insufi ciente, democracia incompleta: sobre lo que no se habla en nuestro 

país, Anagrama, Barcelona, 2009, pág. 149.
30 Recasens i Brunet, Amadeu: «Globalización, riesgo y seguridad», SERTA in memoriam 

A. Baratta, Coord. Pérez Álvarez, Ediciones Universidad de Salamanca, Salamanca, 2004, pág. 
1449. 

31 Vid. sobre ello, García Rivas, Nicolás: «Globalización y justicia universal: paralelismo», 
en El Derecho penal frente a la inseguridad global, Coord. García Rivas, Bomarzo, Madrid, 2006, pp. 
2 y ss. 

32 Quintero Olivares, Gonzalo: «El Derecho penal ante la globalización», El derecho penal 

ante la globalización, Coords. Zúñiga/Méndez /Diego Díaz-Santos, Colex, Madrid, 2002, pág. 11; 
Bergalli, R.: «Libertad y seguridad: un equilibrio extraviado en la modernidad tardía», El de-

recho ante la globalización y el terrorismo, Actas del Coloquio Internacional Humboldt-Montevideo, abril 

2003, Alexander von Humboldt-Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, pág. 68 y ss.
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delincuencia informática o de las redes de explotación) en la corrupción33. Toda 
esta interdependencia a nivel mundial de las relaciones comerciales no es que 
haya traído como consecuencia una nueva fi gura delictiva que era desconocida 
hasta ahora. No; la corrupción tiene una amplia trayectoria en la historia de la 
delincuencia. Lo que la globalización ha revelado es que lo que siempre se con-
cibió como una práctica interna, y por lo tanto un problema a resolver por cada 
Estado, ha desbordado las fronteras de éstos para pasar a ser una actividad trans-
nacional, que reclama, consecuentemente, respuestas uniformes de la Comuni-
dad Internacional para evitar huecos hacia los cuales pueden huir las prácticas 
corruptas buscando la impunidad y menor lesividad en la represión34. Las razones 
que explican esta dimensión internacional de los actos de corrupción son, sintéti-
camente, los siguientes35: a) la economización de la sociedad: el vertiginoso cre-
cimiento del comercio, agravando las diferencias entre los Estados; b) el mayor 
desarrollo de las comunicaciones internacionales que facilita la transferencia de 
capitales entre los Estaos sin dejar la huella del dinero en metálico; c) la aparición 
de nuevos actores en las relaciones económicas, como las grandes empresas que, 
en muchos casos, tienen por sí solas un potencial económico superior al del de 
muchos Estados; d) la pujanza de las áreas regionales de integración de Estados, 
como la Unión Europea o las áreas de libre comercio, como el Mercosur, que 
tienden a suprimir o al menos reducir las fronteras entre los Estados miembros, 
facilitando la libre circulación de personas y de capitales. 

Todo esto ha traído consigo una fl oreciente elaboración de textos internacio-
nales tendentes a organizar respuestas uniformes a nivel mundial o al menos re-
gional contra la corrupción, que han alcanzado un volumen que hasta ahora no se 
había conocido36. Resulta imposible hacer siquiera un breve recorrido37 detenido 
por todas ellas. Las pretensiones de este volumen y la consiguiente limitación de 
espacio impiden hacer una parada detenida en todas las respuestas internacionales 
en materia de corrupción. Además, la reducción del concepto a la fi gura concreta 
del cohecho y más en particular, al de funcionarios nacionales, hace demarcar 

33 Silva Sánchez, Jesús Mª: La Expansión del Derecho Penal. Aspectos de la política criminal en las 

sociedades postindustriales, BdeF, Montevideo-Buebos Aires, 2001, pág. 90.
34 Fabián Caparrós, Eduardo: La corrupción del agente público extranjero e internacional, Ratio 

Legis, Salamanca, 2002, pág. 30
35 Benito Sánchez, Demelsa: «El delito de corrupción…», op. cit, pp. 81 y ss.
36 Pieth, Mark: «La armonización del Derecho penal: la prevención de la corrupción como 

caso de estudio», en Los caminos de la armonización penal, Dirs. Delmas-Marty/Pieth/Sieber, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 299: «Los instrumentos internacionales aparecen como setas». 

37 Vid. Benito Sánchez, Demelsa: «El fenómeno de la corrupción y su tratamiento desde 
las instancias supranacionales», en Dos décadas de reformas penales, Coord. San Mulas, Comares, 
Granada, 2008, pp. 237.
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nuestro breve recorrido exclusivamente a las más relevantes que contienen dispo-
siciones sobre éste38. 

3.2. Respuestas Internacionales

3.2.1. En el seno de Naciones Unidas

En el ámbito de Naciones Unidas, ha habido dos respuestas sumamente im-
portantes. La primera en el tiempo se enmarca en el ámbito de la lucha contra la 
delincuencia organizada y lo constituye la Convención contra la Delincuencia Orga-

nizada Transnacional, de 15 de noviembre de 2000, denominada «Convención de 
Palermo» (lugar donde quedó abierto a la fi rma). Su principal orientación era la 
de defi nir las características de una «organización criminal», a la que se entiende 
como aquel grupo estructurado de tres o más personas que exista durante cierto 
tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más deli-
tos graves con miras a obtener, directa o indirectamente, un benefi cio económico 
u otro benefi cio de orden material. Entre los delitos graves se incluye directamen-
te el cohecho, al que se refi ere el artículo 8, que dispone: 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean ne-

cesarias para tipifi car como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa o indi-

rectamente, de un benefi cio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra 

persona o entidad, con el fi n de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar 

en el cumplimiento de sus funciones ofi ciales;

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirectamente, de un 

benefi cio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, 

con el fi n de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento 

de sus funciones ofi ciales.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas 

y de otra índole que sean necesarias para tipifi car como delito los actos a que se refi ere el 

párrafo 1 del presente artículo cuando esté involucrado en ellos un funcionario público ex-

tranjero o un funcionario internacional. Del mismo modo, cada Estado Parte considerará 

la posibilidad de tipifi car como delito otras formas de corrupción.

38 Con más detenimiento sobre los instrumentos internacionales de lucha contra la corrup-
ción, vid. entre otros, de la Cuesta Arzamendi, José Luis: «Iniciativas internacionales contra 
la corrupción», Cuadernos del Instituto Vasco de Criminología, nº 12, 2003, pp. 15 y ss.; Huber, 
Bárbara: «La lucha contra la corrupción desde una perspectiva supranacional», Revista Penal, nº 
11, 2003, pp. 41 y ss.; Carrera Hernández, Jesús: «La persecución penal de la corrupción en 
la Unión Europea», en AA.VV., Cooperación Jurídica Internacional, BOE, Madrid, 2001, pág. 208. 
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3. Cada Estado Parte adoptará también las medidas que sean necesarias para tipifi car 

como delito la participación como cómplice en un delito tipifi cado con arreglo al presente 

artículo.

4. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo y del artículo 9 de la presente Con-

vención, por funcionario público se entenderá todo funcionario público o persona que preste 

un servicio público conforme a la defi nición prevista en el derecho interno y a su aplicación 

con arreglo al derecho penal del Estado Parte en el que dicha persona desempeñe esa función.

La Convención acoge directamente la conducta de cohecho contemplada desde 
la órbita del funcionario que es sobornado por un particular (cohecho activo) o 
que es él mismo quien practica los actos de corrupción (cohecho pasivo) y hace 
extensiva la responsabilidad a los funcionarios públicos extranjeros o internacio-
nales, aunque ésta última es una decisión de los Estados. Es curioso comprobar 
como en el párrafo 2 se alude a la posibilidad de que «otras formas de corrupción» 
realizadas por organizaciones también pudieran ser tipifi cadas, pero ello queda a 
la libre consideración del Estado. No así en el caso del, cuya tipifi cación es obli-
gatoria. El hecho de que a lo largo de los debates y discusiones de la Convención 
de Palermo se planteara u interés específi co por el tema de la corrupción, alentó 
a la elaboración de un Tratado específi co sobre la materia, que fue rápidamente 
debatido y que tomó forma defi nitiva en el Convención de Naciones Unidas contra 

la Corrupción, de 31 de octubre de 2003, ratifi cada por España el 19 de julio de 
2006, cuyo artículo 15 se ocupa directamente del cohecho de funcionarios públi-
cos nacionales.

Artículo 15. Soborno de funcionarios públicos nacionales.

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesa-

rias para tipifi car como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, en forma directa 

o indirecta, de un benefi cio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra 

persona o entidad con el fi n de que, dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar 

en el cumplimiento de sus funciones ofi ciales.

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, en forma directa o indirecta, 

de un benefi cio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o 

entidad con el fi n de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cum-

plimiento de sus funciones ofi ciales.

El precepto ofrece una práctica identidad respecto al de la Convención contra la 

Delincuencia Organizada Trasnacional, pero su especifi cidad a la materia que nos 
ocupa, justifi ca que nos ocupemos de él, destacando sus datos más relevantes:

a) Se establece el imperativo a lo Estados miembros de incluir en sus legisla-
ciones penales el delito de cohecho tanto en su variante activa como pasiva.
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b) Se refi ere únicamente a dos modalidades: el soborno para que el funcionario 
actúe en cumplimiento de sus funciones (cohecho impropio) o para que se absten-
ga de actuar en cumplimiento de sus funciones (una forma concreta de cohecho 
propio). 

c) No acoge la opción de cohecho para realizar un acto contrario a los deberes 
propios de su función que pudieran ser ilícitos.

d) En todo caso, la realización del acto o la abstención del mismo es un ele-
mento subjetivo. La Convención no se pronuncia sobre los posibles efectos sobre 
la punición de la conducta que se pudieran derivar de la ejecución o abstención 
efectiva del acto. 

e) Tampoco atiende a la hipótesis de cohecho subsiguiente, esto es, en el que 
el soborno se destina a «compensar» la acción u omisión previamente realizada.

f) Coloca en el mismo plano de responsabilidad la promesa, ofrecimiento o 
solicitud que la concesión o aceptación del benefi cio indebido, lo cual traducido a 
técnica penal signifi ca indiferencia o confusión entre actos de tentativa y de con-
sumación39. ¿Es igual el caso de que se ofrezca un soborno pero el funcionario lo 
rechace al caso de que efectivamente se concede y es aceptado?

g) Respecto al objeto material de la conducta, no se exige que el benefi cio a 
recibir por el funcionario tenga un contenido directamente económico. La Guía 
Legislativa para su aplicación reconoce expresamente que puede ser un objeto 
inmaterial40 o intangible, luego queda abierto el paso a la inclusión de favores 
sexuales o ascensos laborales. Lo que resulta de difícil comprensión es que según 
esa misma Guía explicativa de la Convención el benefi cio tiene que guardar rela-
ción con el ejercicio de las funciones. 

3.2.2. En el ámbito de la Unión Europea

En el ámbito de la Unión Europea, la norma que más directamente se ha ocu-
pado de atender al delito de cohecho de funcionarios públicos nacionales41, en 
tanto que manifestación palmaria de la corrupción, ha sido el Acto del Consejo, 
de 26 de mayo de 1997, por el que se establece, sobre la base de la letra c) del 
apartado 2 del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea el Convenio relativo a 

39 La propia Guía Legislativa para la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción, op. cit., pág. 69: «Algunas leyes nacionales podrán abarcar la promesa y el ofrecimiento 
en disposiciones referentes a la tentativa de soborno».

40 Guía Legislativa para la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-

ción, op. cit., pág. 69.
41 No se puede dejar de mencionar el Convenio establecido sobre la base del artículo K.3 del 

Tratado de la Unión Europea, relativo a la protección de los intereses fi nancieros de las Comunidades Eu-

ropeas, de 26 de julio de 1995, cuyos artículos 2 y 3 atienden específi camente al delito de cohecho. 
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la lucha contra los actos de corrupción en que estén implicados funcionarios de la Comuni-

dades Europeas o de los Estados miembros de la Unión Europea, que defi ne directamente 
corrupción como cohecho en los siguientes términos:

Artículo 2. Corrupción pasiva.

A efectos del presente Convenio constituirá corrupción pasiva el hecho intencionado de 

que un funcionario, directamente o por medio de terceros, solicite o reciba ventajas de cual-

quier naturaleza, para sí mismo o para un tercero, o el hecho de aceptar la promesa de tales 

ventajas, por cumplir o abstenerse de cump lir, de forma contraria a sus deberes ofi ciales, un 

acto propio de su función o un acto en el ejercicio de su función.

Cada Estado miembro adoptará las medidas necesarias para asegurar que las conductas 

a que se refi ere el apartado 1 se tipifi quen como infracciones penales.

Artículo 3. Corrupción activa.

A efectos del presente Convenio constituirá corrupción activa el hecho intencionado de 

que cualquier persona prometa o dé, directamente o por medio de terceros, una ventaja de 

cualquier naturaleza a un funcionario, para éste o para un tercero, para que cumpla o se 

abstenga de cumplir, de forma contraria a sus deberes ofi cia les, un acto propio de su función 

o un acto en el ejercicio de su función.

Cada Estado miembro adoptará las medidas necesarias para asegurar que las conductas 

a que se refi ere el apartado 1 se tipifi quen como infracciones penales.

Los lineamientos más importantes que se pueden destacar son los siguientes:

a) Se establece el imperativo a lo Estados miembros de incluir en sus legisla-
ciones penales el delito de cohecho tanto en su variante activa como pasiva.

b) Contempla un amplio abanico de conductas: el soborno para que el fun-
cionario realice un acto propio de su función (cohecho impropio)42; para que se 
abstenga de actuar en cumplimiento de sus funciones (un caso de cohecho propio) 
y para que realice o se abstenga de realizar cualquier acto en el ejercicio de su 
función, lo cual permite incluir la realización de actos ilícitos (caso de cohecho 
propio).

c) Para el cohecho pasivo, la preposición empleada («por cumplir») permite 
incorporar los casos de cohecho subsiguiente, es decir, el soborno que compensa 
la acción u omisión anterior; pero no cabe esta posibilidad en la fórmula activa, 
donde se utiliza la preposición «para» que implica necesariamente que el pacto 
sea anterior a la conducta o la omisión del funcionario. 

42 En contra de esta posibilidad, Nieto Martín, Adán: «La lucha contra la corrupción en 
la Constitución Europea», en Fraude y corrupción en el Derecho penal económico europeo. Eurodelitos de 

corrupción y fraude, Coords. Arroyo Zapatero/ Nieto Martín, Ediciones Universidad Castilla-La 
Mancha, Cuenca, 2006, pág. 74
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d) La expresa referencia a que la ventaja sea «de cualquier naturaleza» elimina 
cualquier duda sobre el carácter necesariamente económico de la misma. Cabe 
todo tipo de contraprestación, incluso inmaterial, siempre que reporte un interés 
directo. 

3.3.3. Iniciativas del Consejo de Europa 

Desde el Consejo de Europa se han aprobado dos convenciones en materia de 
corrupción: Convención penal sobre la Corrupción, de 27 de enero de 1999 y la Conven-

ción Civil sobre la Corrupción, de 4 de noviembre del mismo año. Lógicamente es la 
primera de ellas la que nos afecta y sobre la que es un dato relevante la ratifi cación 
de España el 28 de julio de 2010. En sus artículos 2 y 3 se contiene la específi ca 
atención del delito de cohecho de funcionarios nacionales en esos términos:

Artículo 2. Corrupción activa de agentes públicos nacionales.

Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 

tipifi car como delito, conforme a su derecho interno, cuando se cometa intencionalmente, el 

hecho de proponer, ofrecer u otorgar, directa o indirectamente, cualquier ventaja indebida a 

uno de sus agentes públicos, para sí mismo o para algún otro, con el fi n de que realice o se 

abstenga de realizar un acto en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 3. Corrupción pasiva de agentes públicos nacionales.

Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 

tipifi car como delito, conforme a su derecho interno, cuando se cometa intencionalmente, el 

hecho de que uno de sus agentes públicos solicite o reciba, directa o indirectamente, cualquier 

ventaja indebida para sí mismo o para algún otro, o de que acepte la oferta o promesa de esa 

ventaja, con el fi n de realizar o de abstenerse de realizar un acto en el ejercicio de sus funciones.

a) Se establece el imperativo a lo Estados miembros de incluir en sus legisla-
ciones penales el delito de cohecho tanto en su variante activa como pasiva.

b) Se refi ere únicamente a dos modalidades: el soborno para que el funcionario 
actúe en cumplimiento de sus funciones (cohecho impropio) o para que se absten-
ga de actuar en cumplimiento de sus funciones (una forma concreta de cohecho 
propio). 

c) No acoge la opción de cohecho para realizar un acto contrario a los deberes 
propios de su función que pudieran ser ilícitos.

d) La realización del acto o la abstención del mismo es un elemento subjetivo. 
La Convención no se pronuncia sobre los posibles efectos sobre la punición de la 
conducta que se pudieran derivar de su ejecución o abstención efectiva. 

e) Tampoco atiende a la fórmula de cohecho subsiguiente
f) Coloca en el mismo plano de responsabilidad la proposición o solicitud que 

la concesión o recepción del benefi cio indebido, lo cual traducido a técnica penal 
signifi ca indiferencia o confusión entre actos de tentativa y de consumación.
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g) Tampoco identifi ca el contenido del objeto material, al que denomina «ven-

taja indebida», admitiendo una contraprestación d cualquier naturaleza y no sólo 
económica.

Los condicionantes internacionales del delito de cohecho de funcionarios pú-
blicos nacionales que aquí han sido expuestos a grandes rasgos son aceptados en 
nuestro Derecho penal interno de manera sobrada. El imperativo de incluir en el 
texto interno un delito de cohecho tanto desde su vertiente activa como pasiva se 
cumple históricamente y se supera. Hemos visto que los textos internacionales se 
ciñen a posibilidades concretas de cohecho nacional, pero no impiden la punición 
de otras hipótesis, cosa que sí hace nuestro ordenamiento jurídico-penal. Otra 
cosa es que la técnica empleada a tipifi car todas esas posibilites haya resultado 
imperfecta y requiera una revisión y reforma que es, justamente, lo que está su-
cediendo en estos momentos en nuestro Derecho Penal y a cuya explicación, nos 
referimos a continuación. 

IV. El delito de cohecho de funcionarios públicos nacionales

4.1. La lesividad del delito de cohecho: las defi ciencias de la actual regulación

Una de las principales difi cultades que presenta el delito de cohecho es la 
identifi cación de su objeto de tutela jurídico-penal. La respuesta a este interro-
gante, durante muchos años, los previos al sistema democrático, se zanjaba con 
la respuesta común que se ofrecía para todos los delitos con presencia de fun-
cionarios públicos: la afección a la lealtad o fi delidad del funcionario para con 
la Administración en la que se integra, su probidad o el incumplimiento de los 
deberes que le son propios. Aparte de lo costoso de mantener esta solución para 
los casos en los que el cohecho se analice desde la perspectiva del sujeto particular 
que soborna, en un contexto democrático, el necesario fundamento garantista y 
limitador de la intervención punitiva que el bien jurídico y su carácter preexis-
tente al ordenamiento, impide entenderlo como pura creación funcional de éste y 
justifi ca su comprensión desde un prisma material, dotado de un sustrato propio 
de lesividad, perfi lado por referencia a los intereses sociales y constitucionales que 
nutren su contenido. El respeto a los deberes no justifi ca por sí mismo la inter-
vención penal, sino que el cumplimiento de los mismos se justifi ca en su necesi-
dad para la tutela de un auténtico interés jurídico43. No es que la infracción del 
deber que compete a los funcionarios vaya ignorarse por completo para explicar el 

43 Rebollo Vargas, Rafael: «Notas y consecuencias de una lectura constitucional del bien 
jurídico protegido en el Título XIX, Libro II del Código Penal español (delitos contra la Admi-
nistración pública)», en Libro Homenaje al Dr. Marino Barbero Santos «in memoriam», Dirs. Arroyo 
Zapatero/ Berdugo Gómez de la Torre, Universidad de Castilla-La Mancha – Universidad de 
Salamanca, Cuenca-Salamanca, 2001, pág. 552.
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signifi cado del delito, sino que se rechaza a la hora de concretar el objeto propio 
y específi co de tutela penal. Una concepción subjetiva del deber, que sitúe en 
primer plano el quebranto de los deberes y de la confi anza que el Estado deposita 
en el funcionario, desplaza el contenido objetivo del deber a cumplir, que ha de 
recuperarse como bien jurídico propio de cada fi gura legal. En este sentido, el 
deber de lealtad del funcionario, la correcta ejecución de sus tareas, no es un in-
terés penal per se, sino presupuesto instrumental de protección del auténtico bien 
jurídico44. No es posible sostener que en el cohecho lo que se trata de de proteger 
el deber del funcionario de actuar con fi delidad y lealtad y no «negociar» con sus 
actos, sino que habrá de individualizarse el interés cuya tutela impide aceptar que 
se hagan negocios con la actuación pública45 y para ello es clave la concepción de 
Administración que se dibuja en el contexto de una sociedad democrática: carac-
terizada constitucionalmente, artículo 103, por los principios de imparcialidad, 
objetividad y efi cacia46. Así construida la objetividad jurídica del delito de cohe-
cho, sobre las bases de estos postulados constitucionales cuya afección integra la 
lesividad material que da forma a la antijuricidad material de los tipos, las cosas 
toman un rumbo más adecuado.

El problema es que el encaje de esta estructura en el texto penal positivo pre-
senta carencias, no da explicación a determinados casos típicos del cohecho, tal 
cual se han venido regulando hasta la reforma del Código Penal del año 2010.

a) No hay problema respecto a los casos de corrupción propia, donde la nego-
ciación tiene por objeto que el funcionario actúe o se abstenga de actuar en 
contra de las funciones propias de su cargo. En este caso, la vulneración de 
la imparcialidad está fuera de toda duda.

b) Ahora bien, lo que tenía una adecuada explicación desde el punto de vista 
de la lesión a la imparcialidad era la diferencia punitiva según que el acto 
contrario a la función fuera delictivo o sólo injusto, pues aquella resulta 
igualmente dañada en ambos casos. 

c) Tampoco se encontraba explicación, desde ese criterio de vulneración de la 
imparcialidad, a la elevadísima penalidad asignada a los casos de cohecho 
impropio, en donde el acto que realiza en funcionario es el propio de su 

44 Mata Barranco, Norberto de la: La respuesta a la corrupción pública. Tratamiento penal de la 

conducta de los particulares que contribuyen a ella, Comares, Granada, 2004, pág. 61, citando a García 
Arán.

45 Mata Barranco, Norberto de la: «El bien jurídico protegido en el delito de cohecho», 
Revista de Derecho Penal y Criminología, nº 17, 2006, pág. 100.

46 Rodríguez Puerta, Mª José: El delito de cohecho. Problemática jurídico-penal del soborno de 

funcionarios, Aranzadi, Pamplona, 1999, pp. 177; Valeije Álvarez, Inmaculada: El tratamiento 

penal de la corrupción del funcionarios: el delito de cohecho, Edersa, Madrid, 1996, pp. 75 y ss.
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función; y en el caso del cohecho subsiguiente, en el que la compensación es 
posterior a la ejecución del acto. Realmente, en ambas hipótesis la impar-
cialidad permanece inalterada o, al menos, su vulneración es notablemente 
inferior que en los casos de cohecho propio47. 

4.2. La nueva formulación del delito de cohecho de funcionarios nacionales 
operada tras la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se 
modifi ca el Código Penal español 

La complejidad de la regulación del delito de cohecho hasta la fecha, caracteri-
zado por tejer una red de opciones diversas en las que encajar las conductas prota-
gonizadas por el funcionario, cada una con un alcance y un tratamiento punitivo 
diverso, junto a una única previsión para el particular, de dudoso alcance respecto 
a sus correlativas conductas de funcionario, han aconsejado una revisión en profun-
didad del delito de cohecho de funcionarios públicos nacionales en el Código Penal 
español, reformulando los tipos y corrigiendo de manera importante las penas ante 
las distintas hipótesis integrantes del cohecho, aunque no siempre con respuestas 
creemos que adecuadas (al fi nal de este trabajo se introduce un Anexo con el Texto 
del Código Penal español sobre cohecho de funcionarios públicos nacionales).

a) En primer lugar, el nuevo artículo 419, en materia de cohecho pasivo propio, 
sanciona la conducta del funcionario que recibe, solicita o acepta soborno 
por realizar un acto contrario a su cargo, sin especifi car si el acto indebido es 
delictivo o sólo injusto, pues como se ha señalado, ello no altera en absoluto 
la imparcialidad, no incrementa el desvalor de resultado respecto a este bien 
jurídicos y no merece, en consecuencia una agravación punitiva directa, salvo 
la que pudiera derivarse en su caso de la aplicación del correspondiente con-
curso. De aquí que el nuevo texto expresamente establece que en caso de que 
efectivamente el acto realizado sea constitutivo de delito, queda abierta la vía 
de aplicación de las reglas generales sobre concurso.

b) Las señaladas razones de lesividad que apuntábamos en al fi nal del punto 
anterior han determinado el igual trato punitivo entre el cohecho propio 
consistente en la efectiva realización de un acto indebido y el de abstenerse 
de realizar el acto debido, ambas modalidades recogidas ahora en el artículo 
419, pues la afección a la imparcialidad se revela materialmente idéntica, 
como así queda patente cuando el precepto da expreso recurso a la vía con-
cursal para el caso de que la abstención pudiera ser constitutiva de delito48. 

47 Lo cual ha llevado a reclamar su impunidad, así, vid.: Rodríguez Puerta, Mª José: El 

delito de cohecho…, op. cit, pp. 273 y ss.
48 «Es criticable que el cohecho para omitir o retrasar un acto debido constituya una hipóte-

sis menos grave que el cohecho para realizar un acto injusto: es evidente, que no actuar cuando 
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c) Por las razones de respeto al principio de lesividad más arriba comentadas, 
también debe ser objeto valoración positiva la notable diferencia que en 
términos de pena representan las conductas del artículo 419, cohecho pa-
sivo propio, consistente realizar un acto indebido y el 420, cohecho pasivo 
impropio, consistente en realizar un acto propio del cargo: más que nada, 
como ya hemos apuntado, porque en éste último no parece que la imparcia-
lidad quede directamente afectada. 

d) Lo que de nuevo es una reforma correcta en sede de lesividad es la supresión 
de la reiteración, al menos aparente, de la hipótesis de cohecho pasivo im-
propio que se producía entre los artículos 42549 y 42650. La nueva redacción 
distingue, en este ámbito, las hipótesis de soborno para «realizar un acto 
propio de su cargo» (artículo 420) y el la aceptación de ventajas «en consi-
deración a su cargo» (artículo 422). 

e) Finalmente, resulta mucho más clara la nueva regulación del cohecho sub-
siguiente, ahora en el artículo 421, ya que la anterior (artículo 425) parecía 
vincularlo sólo al cohecho pasivo impropio. En el nuevo artículo 421 las 
conductas de cohecho subsiguiente, sea propio o impropio, se equiparan a 
su correlativa fórmula antecedente. Eso sí, esta solución reabre la polémica 
de cuál es el bien jurídico tutelado, pues no parece que sea la imparcialidad 
la que se ve afectada cuando el hecho ya se había realizado previamente sin 
haber mediado el soborno.

f) En esta línea, parece positiva la reforma en materia de cohecho activo, pues 
el artículo 424 sólo la refi ere a los casos de soborno antecedente, sea propio 
o impropio, quedando impune el cohecho activo subsiguiente en todo caso.

existe un deber de actuar equivale a actuar en contra de los deberes»: Benito Sánchez, Demelsa; 
Cerina, Giorgio: «Apuntes sobre los delitos de corrupción. Problemas actuales y perspectivas de 
reforma», en De los delitos y de las penas, hoy, Coords. Diego Díaz-Santos/Matellanes Rodríguez/
Fabián Caparrós, Ratio Legis, Salamanca, 2009, pág. 70.

49  Artículo 425. 1. La autoridad o funcionario público que solicitare dádiva o presente o admitiere ofre-

cimiento o promesa para realizar un acto propio de su cargo o como recompensa del ya realizado, incurrirá en 

la pena de multa del tanto al triplo del valor de la dádiva y suspensión de empleo o cargo público por tiempo 

de seis meses a tres años.

2. En el caso de recompensa por el acto ya realizado, si éste fuera constitutivo de delito se impondrá, ade-

más, la pena de prisión de uno a tres años, multa de seis a diez meses e inhabilitación especial para empleo o 

cargo público por tiempo de diez a quince años.
50 Artículo 426. La autoridad o funcionario público que admitiere dádiva o regalo que le fueren ofre-

cidos en consideración a su función o para la consecución de un acto no prohibido legalmente, incurrirá en la 

pena de multa de tres a seis meses.
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4.3. Otros aspectos relevantes en la nueva regulación del cohecho de 
funcionario público nacional

4.3.1. La equiparación entre tentativa y consumación

Entendido el cohecho como una conducta semejante a una compraventa en la 
que se ofrece una contraprestación por hacer o no hacer un acto, sea o no un acto 
contrario a la función, resulta nuclear la celebración del acuerdo entre sobornado y 
sobornador. Por eso, es obvia la comprensión de las conductas de «entregar», «reci-

bir», «admitir» o «aceptar» el benefi cio objeto de soborno como casos de consuma-
ción delictiva. En todos ellos está presente la celebración del acuerdo que parece 
afectar a la imparcialidad, pese a no ser decisivo que efectivamente el benefi cio 
se llegue a obtener o entregar. Lo relevante, insistimos, es que el acuerdo se per-
feccione, con independencia de la posterior percepción o no de la ganancia. Sobre 
esta base, es comprensible que se entienda consumado el delito en cualquiera de 
las hipótesis indicadas.

Pero por lo mismo, debería considerarse que estadios previos a la celebración 
del ese pacto suponen una situación de tentativa, que implica sólo un riesgo de 
lesión al bien jurídico. Así, los caso de las conductas de «solicitar» u «ofrecer» o 
«intentar corromper» pues, ¿qué sucede en caso de que el solicitante y oferente 
no sea atendido? Si el acuerdo no se llega a perfeccionar difícilmente podremos 
hablar de un daño a la imparcialidad sino, todo lo más, una situación de riesgo, 
técnicamente reconducible a los parámetros de la tentativa51. 

No sucede así. El Código penal iguala todas las conductas y las concibe como 
casos de consumación, representando un claro adelanto de intervención penal in-
justifi cable en aras del respeto a la proporcionalidad. Con ello, si la tentativa, se 
eleva a la consumación, desaparece el más mínimo hueco para el castigo de otras 
conductas aún más antecedentes que serían una tentativa de la tentativa, es decir 
un peligro del peligro, de imposible encaje con el principio de lesividad.

4.3.2. La naturaleza de la dádiva

Una de las más importantes polémicas sobre el cohecho se refería a la naturaleza 
del benefi cio o ventaja que constituía el objeto del soborno. A ello contribuía la re-
gulación positiva, que a la hora de fi jar la cuantía de la pena de multa tomaba como 
referencia el «valor de la dádiva» y ello obligaba a restringir el objeto únicamente a 
los traducibles a dinero. De esta manera operaba una exclusión para los casos en los 
que el soborno tenía por objeto, por ejemplo, favores de naturaleza sexual. 

51 En contra, exigiendo para la consumación únicamente que haya una recepción por la otra 
parte de la oferta corruptora y que ésta sea comprendida, Rodríguez Puerta, Mª José: El delito 

de cohecho…, op. cit, pág. 255.
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Sin embargo, con la actual incorporación de otros términos, además del de 
«dádiva», ya tradicional en nuestro Derecho, tales como «favor o retribución de 

cualquier clase», la actual regulación acoge expresamente las premisas impuestas 
desde las instancias internacionales que hemos visto más arriba, que demandan 
una ampliación del objeto a cualquier elemento que suponga un benefi cio de 
cualquier clase. Como indica expresamente la Guía Legislativa para la aplicación de 

la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, «la fi gura delictiva debe 
abarcar los casos en que no se ofrezcan ningún regalo ni otro artículo material. 
De este modo, los benefi cios indebidos podrán ser tangibles o intangibles, y tanto 
pecuniarios como no pecuniarios»52. Además, la eliminación del modelo de mul-
ta proporcional y la opción a favor del sistema de días-multa, elimina cualquier 
duda al respecto de la naturaleza necesariamente económica de la prestación y 
ahonda en la comprensión de que da cabida a todo tipo de benefi cio y en cualquier 
cuantía: desde honras, reconocimientos sociales, hasta sumas de dinero efectivas, 
pasando por bienes, propiedades, o incluso favores laborales o sexuales.

4.3.3. La responsabilidad de las personas jurídicas 

La tradicional reticencia a incluir esta nueva forma de autoría penal se ve de-
fi nitivamente desbancada por la reforma del Código Penal. La responsabilidad 
penal de las personas jurídicas ha entrado en nuestro Derecho y parece decidida a 
quedarse, dada la amplitud con la que se perfi la. Su régimen jurídico general se 
incluye en el artículo 31 bis:  

1. En los supuestos previstos en este Código, las personas jurídicas serán penalmente 

responsables de los delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas, y en su provecho, 

por sus representantes legales y administradores de hecho o de derecho.

En los mismos supuestos, las personas jurídicas serán también penalmente responsables de 

los delitos cometidos, en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en provecho de las 

mismas, por quienes, estando sometidos a la autoridad de las personas físicas mencionadas 

en el párrafo anterior, han podido realizar los hechos por no haberse ejercido sobre ellos el 

debido control atendidas las concretas circunstancias del caso.

2. La responsabilidad penal de las personas jurídicas será exigible siempre que se cons-

tate la comisión de un delito que haya tenido que cometerse por quien ostente los cargos o fun-

ciones aludidas en el apartado anterior, aun cuando la concreta persona física responsable 

no haya sido individualizada o no haya sido posible dirigir el procedimiento contra ella. 

Cuando como consecuencia de los mismos hechos se impusiere a ambas la pena de multa, los 

52 Guía Legislativa para la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-

ción, op. cit., pág. 69.
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jueces o tribunales modularán las respectivas cuantías, de modo que la suma resultante no 

sea desproporcionada en relación con la gravedad de aquéllos.

3. La concurrencia, en las personas que materialmente hayan realizado los hechos o en 

las que los hubiesen hecho posibles por no haber ejercido el debido control, de circunstancias 

que afecten a la culpabilidad del acusado o agraven su responsabilidad, o el hecho de que 

dichas personas hayan fallecido o se hubieren sustraído a la acción de la justicia, no exclui-

rá ni modifi cará la responsabilidad penal de las personas jurídicas, sin perjuicio de lo que 

se dispone en el apartado siguiente.

4. Sólo podrán considerarse circunstancias atenuantes de la responsabilidad penal de las 

personas jurídicas haber realizado, con posterioridad a la comisión del delito y a través de 

sus representantes legales, las siguientes actividades:

a) Haber procedido, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra ella, 

a confesar la infracción a las autoridades.

b) Haber colaborado en la investigación del hecho aportando pruebas, en cualquier mo-

mento del proceso, que fueran nuevas y decisivas para esclarecer las responsabilidades 

penales dimanantes de los hechos.

c) Haber procedido en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad al juicio 

oral a reparar o disminuir el daño causado por el delito.

d) Haber establecido, antes del comienzo del juicio oral, medidas efi caces para prevenir 

y descubrir los delitos que en el futuro pudieran cometerse con los medios o bajo la 

cobertura de la persona jurídica.

5. Las disposiciones relativas a la responsabilidad penal de las personas jurídicas no 

serán aplicables al Estado, a las Administraciones Públicas territoriales e institucionales, 

a los Organismos Reguladores, las Agencias y Entidades Públicas Empresariales, a los 

partidos políticos y sindicatos, a las organizaciones internacionales de derecho público, ni 

a aquellas otras que ejerzan potestades públicas de soberanía, administrativas o cuando se 

trate de Sociedades mercantiles Estatales que ejecuten políticas públicas o presten servicios 

de interés económico general.

En estos supuestos, los órganos jurisdiccionales podrán efectuar declaración de respon-

sabilidad penal en el caso de que aprecien que se trata de una forma jurídica creada por 

sus promotores, fundadores, administradores o representantes con el propósito de eludir una 

eventual responsabilidad penal.

Los criterios de imputación que maneja para atribuir responsabilidad penal a 
la persona jurídica son dos: a) el modelo de vicarial, o de atribución a la persona 
jurídica de los hechos de sus representantes; b) el del culpabilidad o responsabili-
dad propia, esto es, derivada de un defecto de organización o autorregulación que 
produce una ausencia de control por parte de los representantes o administradores 
sobre terceras personas que cometen el delito. Ambos modelos de responsabilidad 
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se incorporan en los dos apartados del párrafo 1 del artículo 31 bis53. De otro lado, 
se trata de un sistema de numerus clausus, aplicable sólo a los casos expresamente 
indicados en el Código y que no son precisamente escasos. El texto se salpica de 
incorporaciones a esta nueva forma de responsabilidad y así, y sin pretensión de ex-
haustividad, cabe citar los siguientes: tráfi co ilegal de órganos (artículo 156 bis 3), 
trata de seres humanos (artículo 177 bis 7), corrupción y prostitución de menores 
(artículo 189 bis), hacking (197.3), estafa (artículo 251 bis), sabotaje informático 
(artículo 264.4), corrupción entre particulares (artículo 288), delitos contra la Ha-
cienda Pública (artículo 310 bis), delitos contra los derechos de los ciudadanos ex-
tranjeros (artículo 318 bis 4), delitos urbanísticos (artículo 319.4), delitos contra el 
medio ambiente (artículos 327, 328.6), falsifi cación de tarjetas de crédito (artículo 
399 bis 1), tráfi co de drogas (artículo 369), tráfi co de infl uencias (artículo 430), 
fi nanciación del terrorismo (artículo 576 bis)… etc. Entre todos ellos se encuentra 
también el cohecho de funcionarios nacionales en el nuevo artículo 427.254.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

– Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del benefi cio obtenido cuando 

la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene 

prevista una pena de prisión de más de cinco años.

– Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del benefi cio obtenido cuando la 

cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene pre-

vista una pena de más de dos años de privación de libertad no incluida en el anterior inciso.

– Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del benefi cio obtenido si la canti-

dad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 

asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

Ya desde los textos internacionales, especialmente la Convención de Naciones 

Unidas contra la Corrupción, se alentaba su utilización en esta materia, si bien no se 
hacía un pronunciamiento claro y directo acerca del recurso al Derecho penal. Más 
bien se dejaba a los Estados la capacidad de elegir la fórmula de sanción, penal, 
administrativa o civil que les resultara más adecuada55. 

53 Sin embargo, considerando que el modelo que se impone es el de responsabilidad propia, 
sobre el vicarial, Berdugo Gómez de la Torre, Ignacio (y otros): Curso de Derecho Penal. Parte 

General, 2ª edición, Ediciones Experiencia, Barcelona, 2010, pp. 549 y ss.
54 Así como el de funcionario público extranjero o de organizaciones internacionales (artículo 

445.2).
55 Artículo 26 de la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción. 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, en consonancia con sus principios ju-

rídicos, a fi n de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por su participación en delitos tipifi cados 

con arreglo a la presente Convención.
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En todo caso, en lo que a nuestro sistema de regulación de cohecho se refi ere, 
es de destacar que la contundencia punitiva que revela un sistema de responsabili-
dad penal de personas jurídicas, que teóricamente genera una automática amplia-
ción de sujetos potencialmente responsables, se desvanece debido a las notables 
repercusiones que provoca el régimen de exclusiones que incluye el artículo 31 
bis. La supresión de responsabilidad para el «Estado, las Administraciones Públicas 

territoriales e institucionales, los Organismos Reguladores, las Agencias y Entidades Pú-

blicas Empresariales, los partidos políticos y sindicatos, las organizaciones internacionales 

de derecho público, (…) aquellas otras que ejerzan potestades públicas de soberanía, ad-

ministrativas o cuando se trate de Sociedades mercantiles Estatales que ejecuten políticas 

públicas o presten servicios de interés económico general», si bien justifi cable por las 
necesidades de pervivencia de la estructura estatal, supone un importante recorte 
en el abanico de responsables del delito de cohecho y hace que la responsabilidad 
de los entes jurídicos quede reducida, prácticamente, tan sólo al caso del cohecho 
activo, es decir, a la práctica de sobornos por parte de particulares dotados de 
personalidad jurídica.

Para estos sujetos, las pena que se contempla como imperativa es la de multa 
que si bien sigue el sistema de días-multa, contiene la previsión alternativa de la 
multa proporcional para el caso de que esta última resulte más elevada, evitando 
así los posibles efectos privilegiantes y desincentivadores de una multa penal que 
pudiera resultar más barata que las ganancias reportadas por el delito. En todo caso, 
se faculta al juez para imponer otras penas previstas para los entes jurídicos, tales 
como la disolución, suspensión de actividades, clausura, prohibición de realizar las 
actividades en cuyo ejercicio se cometió el delito, inhabilitación para obtener sub-
venciones, ayudas o contratos e intervención judicial (artículo 33.7). 

ANEXO
Texto del Código Penal español sobre cohecho de funcionarios públicos 

nacionales según reforma realizada por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio

Artículo 419: La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un ter-

cero, recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de 

cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar en el ejercicio de su cargo un 

acto contrario a los deberes inherentes al mismo o para no realizar o retrasar injustifi ca-

damente el que debiera practicar, incurrirá en la pena de prisión de tres a seis años, multa 

de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo 

de siete a doce años, sin perjuicio de la pena correspondiente al acto realizado, omitido o 

retrasado en razón de la retribución o promesa, si fuera constitutivo de delito.

2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurídicas 

podrá ser de índole penal, civil o administrativa (…).
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Artículo 420: La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un ter-

cero, recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de 

cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar un acto propio de su cargo, 

incurrirá en la pena de prisión de dos a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses e 

inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a siete años.

Artículo 421: Las penas señaladas en los artículos precedentes se impondrán también 

cuando la dádiva, favor o retribución se recibiere o solicitare por la autoridad o funcionario 

público, en sus respectivos casos, como recompensa por la conducta descrita en dichos artículos.

Artículo 422: La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un ter-

cero, admitiera, por sí o por persona interpuesta, dádiva o regalo que le fueren ofrecidos en 

consideración a su cargo o función, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a un año y 

suspensión de empleo y cargo público de uno a tres años.

Artículo 423: Lo dispuesto en los artículos precedentes será igualmente aplicable a los 

jurados, árbitros, peritos, administradores o interventores designados judicialmente, o a 

cualesquiera personas que participen en el ejercicio de la función pública.

Artículo 424: 1. El particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución de cual-

quier otra clase a una autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio 

de la función pública para que realice un acto contrario a los deberes inherentes a su cargo 

o un acto propio de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera practicar, o en con-

sideración a su cargo o función, será castigado en sus respectivos casos, con las mismas penas 

de prisión y multa que la autoridad, funcionario o persona corrompida.

2. Cuando un particular entregare la dádiva o retribución atendiendo la solicitud de la 

autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio de la función pública, 

se le impondrán las mismas penas de prisión y multa que a ellos les correspondan.

3. Si la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o funcionario tuviere rela-

ción con un procedimiento de contratación, de subvenciones o de subastas convocados por las 

Administraciones o entes públicos, se impondrá al particular y, en su caso, a la sociedad, 

asociación u organización a que representare la pena de inhabilitación para obtener subven-

ciones y ayudas públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte 

del sector público y para gozar de benefi cios o incentivos fi scales y de la Seguridad Social por 

un tiempo de tres a siete años.

Artículo 425. Cuando el soborno mediare en causa criminal a favor del reo por parte 

de su cónyuge u otra persona a la que se halle ligado de forma estable por análoga relación 

de afectividad, o de algún ascendiente, descendiente o hermano por naturaleza, por adopción 

o afi nes en los mismos grados, se impondrá al sobornador la pena de prisión de seis meses a 

un año.

Artículo 426. Quedará exento de pena por el delito de cohecho el particular que, ha-

biendo accedido ocasionalmente a la solicitud de dádiva u otra retribución realizada por 

autoridad o funcionario público, denunciare el hecho a la autoridad que tenga el deber de 
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proceder a su averiguación antes de la apertura del procedimiento, siempre que no haya 

transcurrido más de dos meses desde la fecha de los hechos.

Artículo 427. 1. Lo dispuesto en los artículos precedentes será también aplicable cuando 

los hechos sean imputados o afecten a los funcionarios de la Unión Europea o a los funcio-

narios nacionales de otro Estado miembro de la Unión.

A estos efectos se entenderá que es funcionario de la Unión Europea:

– toda persona que tenga la condición de funcionario o de agente contratado en el sen-

tido del Estatuto de los funcionarios de las Comunidades Europeas o del Régimen aplicable 

a otros agentes de la Unión Europea;

– toda persona puesta a disposición de la Unión Europea por los Estados miembros o 

por cualquier organismo público o privado que ejerza en ellas funciones equivalentes a las 

que ejercen los funcionarios u otros agentes de la Unión Europea;

– los miembros de organismos creados de conformidad con los Tratados constitutivos de 

las Comunidades Europeas, así como el personal de dichos organismos, en la medida en que 

el Estatuto de los funcionarios de las Comunidades Europeas o el Régimen aplicable a otros 

agentes de la Unión Europea no les sea aplicable.

Asimismo, se entenderá por funcionario nacional de otro Estado miembro de la Unión 

el que tenga esta condición a los fi nes de la aplicación del Derecho penal de dicho Estado 

miembro.

2. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

– Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del benefi cio obtenido cuando 

la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene 

prevista una pena de prisión de más de cinco años.

– Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del benefi cio obtenido cuando la 

cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene pre-

vista una pena de más de dos años de privación de libertad no incluida en el anterior inciso.

– Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del benefi cio obtenido si la canti-

dad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 

asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 3.3.
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SUMARIO: 1. Introdução. 2. Administração Pública, democracia e cidadania no Brasil. 3. 
Corrupção: um conceito caleidoscópico. 4. Política brasileira de controle da corrupção. 5. Al-
ternativas para o enfrentamento da corrupção na atualidade: entre o Direito Penal e o Direito 
Administrativo. 6. Conclusào

1. Introdução1

O historiador romano Públio Cornélio Tácito afi rmava, há quase dois milê-
nios, que «quanto mais corrupto é um Estado, mais numerosas são suas 
leis», retratando a corrupção como realidade de seu tempo. O decorrer 

dos séculos não fez com que o homem depurasse em suas virtudes e abdicas-
se das práticas corruptas, o que seria tão positivo quanto utópico. Em verdade, 
observa-se ser a corrupção um fenômeno onipresente na história da humanidade, 
variando apenas quanto ao nível e às formas específi cas que toma em cada época 
e sociedade, a evidenciar a pretensa incapacidade do Direito de estabelecer meca-
nismos de controle efi cazes nesse sentido. 

Na atualidade, o estabelecimento de formas inéditas de interação social, num 
contexto globalizado, parece potencializar ainda mais a propagação de práticas re-
lacionadas à corrupção, levando à necessidade de repensar as estratégias de controle, 

1 Parte do conteúdo do presente artigo correspondem ao texto La evolución político-crimi-
nal brasileña en el control de la corrupción pública, publicado pela primeira autora na Revista 
General de Derecho Penal, 2012.
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bem como o próprio fenômeno para além da clássica relação bilateral entre um 
indivíduo que paga determinado valor a um funcionário público em troca de uma 
vantagem indevida. Tal refl exão, porém, apenas atingirá resultados positivos se se 
puder abandonar a postura moral conformista que vê na corrupção um mal inerente 
à natureza humana a ser combatido fundamentalmente pelo Direito Penal, adotan-
do-se, ao conrtrário, uma perspectiva realista e socialmente dirigida à maior pre-
venção possível, no âmbito de um ordenamento jurídico democrático e garantista. 

O Brasil tem avançado signifi cativamente nos últimos anos, revelando-se como 
uma das grandes economias mundiais na atualidade, o que naturalmente lhe traz 
mais luzes no cenário internacional. A despeito de tal expansão econômica, que 
leva ao maior reconhecimento formal do Estado Democrático brasileiro, chamam 
ainda atenção suas difi culdades materiais quanto à consolidação da transparência e 
da boa gestão no âmbito da Administração Pública, prejudicando a concretização 
de direitos e garantias fundamentais2. 

Justamente em razão da ameaça que representam à estrutura social e, assim, 
à própria democracia, tais questões vêm despertando especial preocupação, avo-
lumando-se nesse contexto os questionamentos sobre o papel e os objetivos do 
Estado em relação ao pleno desenvolvimento da cidadania. Consequentemente, 
crescem também os debates sobre os limites de atuação da Administração Pú-
blica, assumindo particular importância a análise da legitimidade e do conteúdo 
da intervenção jurídico-penal no controle da corrupção, bem como dos inúmeros 
delitos a ela relacionados.

Já se afi rmou que os desvios ocorridos no âmbito da Administração Pública 
e, assim, a corrupção corresponderiam a um fenômeno cultural ínsito à sociedade 
brasileira. Nesse sentido, a noção do «público» no Brasil apresentar-se-ia histo-
ricamente relacionada ao Estado, e não ao povo, privilegiando-se os detentores 
do controle estatal (ou dos donos do poder, nas palavras de Raymundo Faoro)3 em 
prejuízo do interesse geral. 

Antes de mais nada, é preciso revisar criticamente a relação entre corrupção 
e cultura brasileira, desmistifi cando o determinismo com que se consolidaram 

2 As difi culdades brasileiras para a consolidação do regime democrático e para a garantia dos 
direitos fundamentaies foram mencionadas no último relatório da Human Rights Watch: «Brazil 

has consolidated its place as one of the most infl uential democracies in regional and global affairs in recent 

years, but important human rights challenges remain. Faced with high levels of violent crime, some Brazilian 

police offi cers engage in abusive practices instead of pursuing sound policing policies. Detention conditions in 

the country are often inhumane, and torture remains a serious problem. Forced labor persists in some states 

despite federal efforts to eradicate it. Indigenous peoples and landless peasants face threats and violence, 

particularly in rural confl icts over land distribution» (Human Rights Watch, World Report 2011, 
disponível em http://www.hrw.org/en/americas/brazil).

3 Cf. Faoro, Raymundo. Os donos do poder. São Paulo: Globo, 1975.
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concepções tais como a do «jeitinho brasileiro»4. De fato, é possível identifi car his-
toricamente uma tolerância cultural à corrupção no Brasil, devida em boa parte ao 
individualismo com o qual o Estado educou seus cidadãos e conformou o próprio 
interesse público5. Nesse sentido, observa-se que o próprio sistema jurídico-penal 
brasileiro tem incentivado a cultura individualista, estando ainda fortemente vol-
tado à proteção patrimonial, conforme evidencia a análise da proporcionalidade 
estabelecida em relação às sanções em geral impostas, bem como dos destinatá-
rios materiais das normas incriminadoras, fundamentalmente os condenados por 
delitos patrimoniais ou a esses correlatos, que representam quase a totalidade da 
população carcerária atual. Num contexto em que os interesses sociais fundamen-
tais cedem espaço a valores importantes ao indivíduo, logicamente a prática da 
corrupção torna-se pouco perceptível, por não gerar de modo imediato prejuízos 
patrimoniais visíveis. Justamente por isso, tem-se no decorrer da história brasi-
leira a atribuição de um relativo sentido social negativo aos desvios cometidos no 
âmbito da Administração Pública.

Na verdade, porém, recentes estudos sobre a percepção social brasileira acerca 
da corrupção revelam uma crescente intolerância a tal conduta, embora ainda haja 
alguma difi culdade de compreensão em relação à ilicitude nas hipóteses em que, a 
despeito de implicarem a violação de regras de bom funcionamento da Adminis-
tração Pública, os atos praticados não levam à obtenção de vantagem econômica 
direta pelo funcionário público. De toda forma, os resultados das pesquisas rea-
lizadas evidenciam que a tolerância social de práticas corruptas em geral cai na 
medida em que cresce a percepção de controle social, transparência e fi scalização6.

Pode-se afi rmar que a alteração da percepção social brasileira em relação à 
corrupção começa a ocorrer no início da década de 1980, com a divulgação de 
inúmeros casos pelos meios de comunicação envolvendo a prática de atos ilícitos 
por agentes públicos7. A partir desse momento, a sociedade passa a deixar de 
lado a mera atitude conformista em relação às práticas ilícitas antes tidas como 

4 Tal expressão, de difícil tradução a outros idiomas, foi identifi cada por Keith S. Rosenn 
como uma forma enganosa de tornar o impossível, possível; o injusto, justo; e o ilegal, legal. 
Rosenn, Keith S.. The jeito-Brazil’s institutional bypass of the formal legal system and its developmental 

implications. Heinonline, 19 AM, J. Comp. L., 1971, p. 515.
5 No mesmo sentido, v. a crítica de Grau, Eros Roberto; Belluzzo, Luiz Gonzaga de Melo. 

A corrupção no Brasil. Revista Brasileira de Estudos Políticos, n. 80, janeiro 1995, p. 07. 
6 Nos termos dos relatórios publicados pela organização não governamental Transparência 

Brasil sobre a percepção social da corrupção e de seu controle, disponíveis em http://www.trans-
parencia.org.br. No mesmo sentido, v. Kanitz, Stephen. A origem da corrupção. In Revista Veja. 

Edição 1600, ano 32, nº 22, 2 de junho de 1999, p. 21.
7 Conforme anotado por Schilling, Flávia. A luta contra a corrupção e a construção demo-

crática: perspectivas de análise. Revista do Instituto Americano das Nações Unidas para a Prevenção do 

Delito e Tratamento do Delinquente – ILANUD, n. 8, 1998, p. 30.
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inevitáveis na esfera da Administração para buscar uma análise crítica sobre o 
sentido da cidadania no âmbito democrático. O abandono da consideração de tais 
crimes sob a perspectiva moral, isolada da realidade político-econômica, leva a 
um importante giro metodológico e conceitual, privilegiando-se atualmente um 
enfoque normativo e interdisciplinar, no qual aparecem como elementos funda-
mentais de exame o econômico, o político, o sociológico, o administrativo e o 
internacional, dentre outros. E é nessa perspectiva racional que deve ser abordada 
a política criminal brasileira no controle da corrupção, iniciando-se a refl exão pelo 
exame da sociedade na qual esta se insere.

2. Administração Pública, democracia e cidadania no Brasil

A formação da cidadania no Brasil é historicamente marcada por contradições 
surgidas desde a independência em relação a Portugal, em 1822, correspondentes 
à instabilidade política e ao baixo índice de exercício material de direitos indivi-
duais e sociais, ao lado de um discurso liberal que se preocupava mais com a coe-
rência formal de ideias do que com a efetividade de seus pressupostos. A própria 
estrutura escravocrata constituiu, nessa linha, um importante fato originário de 
tais antinomias, ao pregar a defesa das liberdades políticas a par de uma justifi -
cação patriótica da escravidão, deixando, a partir de tal hipocrisia, importantes 
cicatrizes no processo de evolução político-social brasileira8.

Tais fatores contribuíram para a consolidação de um Estado patrimonialista, 
caracterizado pela confusão entre o público e o privado de maneira ostensiva9. 
Ausente a ideia de interesse geral, o Estado era administrado como coisa privada, 
caracterizando-se pela distribuição de infl uências, honrarias e cargos a uma mino-
ria socialmente privilegiada no âmbito de uma estrutura patrimonialista, o que 
permitiu a Sérgio Buarque de Holanda estabelecer a concepção de homem cordial, 
caracterizado pela incapacidade de distinguir o interesse privado do interesse pú-
blico, como traço histórico brasileiro10. Diretamente relacionados à concepção 
patrimonialista da cultura política brasileira, situam-se os fenômenos do corone-

lismo e do clientelismo, caracterizados pela concessão de favores e benefícios a partir 
de relações de amizade, parentesco ou comerciais. Tais fenômenos consolidaram 
historicamente uma cultura de burla, profundamente pragmática e tolerante, no 
âmbito de uma sociedade desigual em que o direito era visto como favor, e cons-

8 No mesmo sentido, v. a crítica de Reale Júnior, Miguel. Democracia e cidadania no 
Brasil. Revista Brasileira de Ciências Criminais, n. 37, 2002, p. 146.

9 Analisando a historiografi a da corrupção no Brasil desde o período colonial, v. Habib, 
Sérgio. Brasil: quinhentos anos de corrupção. Enfoque sócio-histórico-jurídico-penal. Porto Alegre: Sergio 
Antonio Fabris, 1994.

10 Nesse sentido, v. Holanda, Sérgio Buarque de. Raízes do Brasil. São Paulo: Companhia das 
Letras, 2001, p. 146 e ss..
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tituíram a base do populismo e do assistencialismo que ainda hoje se fazem pre-
sentes no país.

De forma lamentável, parece que a herança de tais elementos históricos per-
dura na atualidade, a evidenciar que a corrupção segue encontrando terreno fértil 
para propagar-se na sociedade brasileira, na qual ainda não se consolidou o respei-
to ao ideal republicano. Com efeito, se durante o período do Império havia nítido 
distanciamento entre a previsão formal de direitos e sua efetividade, na sociedade 
contemporânea ainda se está diante de práticas no âmbito da Administração Pú-
blica que levam à desigualdade social e à impossibilidade de participação efeti-
va no âmbito democrático. O individualismo, a baixa participação popular, os 
desvios cometidos na gestão pública e a violência em suas diversas formas com-
prometem a correta apreensão social da cidadania e do justo, levando, inclusive, 
à consideração da participação política ou pública como sinônimo de interesse 
escuso, afastado do interesse geral11. 

Conclui-se, assim, ter sido esse processo defi ciente de formação histórica da 
cidadania que acabou por legitimar faticamente o aumento da desigualdade social 
no Brasil e, consequentemente, a prática da corrupção. É interessante notar, nesse 
sentido, a consolidação de uma concepção equivocada quanto à natureza dos deli-
tos cometidos no âmbito da Administração Pública, entendidos como patologia 
incurável e ínsita ao ser humano12. O tratamento da corrupção como uma defor-
mação moral, agravada pela herança histórica da colonização, levou a uma atitude 
de conformismo e impotência, que permitiu durante muito tempo a conveniente 
estabilização social brasileira nesses moldes.

Também contribuíram historicamente para o atraso dos debates sobre o con-
trole e os limites no âmbito da Administração Pública concepções teóricas que 
relacionavam a prática de delitos nessa esfera à imaturidade político-social carac-
terística do próprio subdesenvolvimento do Estado, bem como a determinados 
regimes políticos. Nesse último caso, chegou-se a afi rmar que a corrupção seria 
mais apta a crescer no contexto democrático, em razão da menor concentração do 
poder político e das maiores oportunidades de inter-relação entre agentes públi-
cos e os indivíduos. 

Na verdade, o aparente crescimento da corrupção pública em geral no âmbito 
democrático deve-se à sua maior visibilidade e, assim, possibilidade de apuração. 
Observa-se, aliás, que a aparente menor incidência desses delitos durante o pe-
ríodo militar vivenciado no Brasil entre as décadas de 1960 e 1980 deveu-se, de 

11 No mesmo sentido, adverte Reale Júnior, Miguel. Idem, ibidem.
12 V., como exemplo, o tratamento dado por Rui Barbosa à corrupção, identifi cada com ter-

mos médicos tais como «câncer» e «tumor». Barbosa, Rui. Escritos e discursos seletos. Rio de Janei-
ro: Cia Aguilar Editora, 1966, p. 242.
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forma paradoxal, ao próprio Direito Penal, utilizado de forma autoritária como 
instrumento político de governo. Com efeito, conforme o art. 16 do Decreto-lei 
898, de 09 de setembro de 1969, constituía crime «divulgar, por qualquer meio de 

comunicação social, notícia falsa, tendenciosa ou fato verdadeiro truncado ou deturpado, de 

modo a indispor ou tentar indispor o povo com as autoridades constituídas», garantindo, 
portanto, uma abusiva proteção aos agentes públicos contra a divulgação de suas 
eventuais condutas ilícitas.

Desmistifi cada a realidade, é importante estabelecer a análise da corrupção 
pública a partir de uma perspectiva racional e contemporânea, tendo em conta as 
nuances da sociedade atual e, assim, as implicações políticas, econômicas e sociais 
de tal delito, apto a prejudicar o desenvolvimento dos cidadãos, no que concerne 
às possibilidades de participação social efetiva e, assim, a própria manutenção das 
bases democráticas do Estado, e que, justamente por isso, constitui um dos gran-
des objetos de preocupação do Direito Penal atual. 

3. Corrupção: um conceito caleidoscópico

No âmbito dos debates atuais acerca das estratégias de controle da corrupção, 
ganha especial importância uma refl exão inicial sobre os distintos signifi cados 
possíveis de tal termo. Com efeito, a partir de sua derivação latina (corruptio), 
vinculada ao sentido de deterioração13, o emprego do vocábulo «corrupção» dá-se 
de forma genérica e abrangente, inclusive na esfera jurídico-penal. Nesse sen-
tido, tem-se, no âmbito do Código Penal brasileiro, diversos tipos penais cujos 
nomen juris contêm a palavra «corrupção»14, embora tais normas incriminadoras 
apresentem distintos conteúdos, a evidenciar que a corrupção constitui um ter-
mo polissêmico, incapaz de transmitir por si um sentido determinado, levando a 
difi culdades na efetiva compreensão do comportamento proibido15. 

Se a generalidade do termo «corrupção» impede sua defi nição precisa, ense-
jando sempre a presença de um predicado que possa defi nir qual é o tipo de cor-
rupção a que está a se tratar, surge inicialmente a necessidade da restrição de sua 
utilização técnica, no campo penal, apenas em determinados crimes, relacionados 

13 Cf. Houaiss, Antonio, Villar, Mauro de Salles, Fraco, Francisco Manoel de Mello. Dicio-

nário Houaiss da língua portuguesa. Rio de Janeiro: Objetiva, 2001. Verbete «corrupção», p. 848.
14 Dentre tais tipos penais, destacam-se os seguintes: corrupção de menores (art. 218); falsifi cação, 

corrupção ou adulteração de substância ou produtos alimentícios (art. 272); corrupção ou poluição de água 

potável (art. 271); falsifi cação, corrupção, adulteração ou alteração de produto destinado a fi ns terapêuticos 

ou medicinais (art. 273); corrupção passiva (art. 317); corrupção ativa (art. 333); e corrupção ativa em 

transação comercial internacional (art. 337-B).
15 Nesse sentido, Jürgen Habermas aponta que o sistema jurídico em geral não pode mesmo 

ter êxito na função pedagógica à qual se propõe justamente por não ser sua linguagem acessível a 
todos.
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ao abuso de funções ou recursos públicos ou ao uso de formas ilegítimas de infl u-
ência política por integrantes dos setores público ou privado16. 

A par da diversidade em sentido semântico, a corrupção possui também distin-
tos conteúdos e formas no contexto social, merecendo, por isso, uma análise inter-
disciplinar que supere o âmbito jurídico-penal e a própria esfera jurídica em geral. 
Assim, por exemplo, no contexto da corrupção pública, há que se examinar antes 
de tudo o desenvolvimento e desdobramentos da ideia de Administração. A partir 
da segunda metade do século xx, a evolução do Estado do Bem-Estar levou ao 
crescimento das atividades de gestão pública, gerando, de um lado, a setorização e 
pulverização do poder político e, de outro, a anomia e a vulnerabilidade nas rela-
ções de interdependência entre as unidades do sistema social17. Os vários níveis de 
referido sistema passaram, então, a ter suas próprias necessidades de crescimento e 
manutenção, estabelecendo-se uma complexa cadeia de mecanismos de coordena-
ção e controle, cuja administração com frequência se dá de modo confuso e falho.

No âmbito de uma Administração anômica, surgem cada vez maiores espaços 
para as práticas corruptas, em razão da aparente normalidade com que a socieda-
de assume as perdas de recursos públicos, tomadas como custo invariavelmente 
decorrente da gestão de sociedades complexas. Descaracteriza-se, assim, a inten-
cionalidade delitiva dos atos praticados, pretensamente justifi cados na prática sob 
a perspectiva ética18. 

Sob outro prisma, observa-se que embora não seja possível atribuir o cresci-
mento da corrupção pública a um regime político-social específi co, a sociedade 
contemporânea possui traços que parecem contribuir para tal fenômeno. Com 
efeito, a partir da divulgação repetitiva de um quadro de violência generalizada, 
medo e instabilidade, acaba por esmaecer-se o sentimento de adesão e apego ao 
grupo social apto a levar ao controle da corrupção em níveis baixos. Em uma so-
ciedade de insegurança objetiva e, fundamentalmente, subjetiva, a solidariedade 
social cede espaço a uma atitude pragmática e individualista, gerando o aumento 
das práticas corruptas. 

Nesse cenário contemporâneo de temor difuso e demasiada burocracia, a corrupção 
poderia chegar a soar como instrumento ilusoriamente efi caz, no sentido paliativo 
em relação ao próprio sistema, tal como já se defendeu em relação à funcionalidade da 
corrupção em relação aos obstáculos jurídico-formais ao desenvolvimento econômico 

16 Conforme conceito geral de corrupção dado por Johnston, Michael. Funcionarios públicos, 

intereses privados y democracia sustentable: cuando la política y la corrupción se juntan. México: Limusa, 
2001. p. 84.

17 Na mesma linha, v. Gil Villa, Fernando. La cultura de la corrupción. Madrid: Maia Edicio-
nes, 2008, p. 115.

18 Idem, ibidem, p. 116-117.
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de alguns Estados. Em todos os casos, contudo, a infl uência da corrupção a longo 
prazo revela-se sempre negativa, por conduzir ao desgaste do mais importante dos 
recursos do sistema: sua legitimidade.

De todo modo, diante da pluralidade de fatores a interferir nos processos so-
ciais, a defi nição do conteúdo da corrupção como conduta intolerável depende da 
ideia de interesse público, sujeita a modifi cações com o passar do tempo e com o 
próprio desenvolvimento da sociedade. Justamente por isso, não constitui tarefa 
fácil identifi car o interesse público, que com frequência acaba sendo erroneamente 
identifi cado com interesses de grupos determinados, infl uentes no jogo demo-
crático. Tal difi culdade gera problemas não apenas quanto à percepção social da 
corrupção, como também em relação ao conhecimento e persecução das condutas 
ilícitas praticadas, atingindo-se, por isso, um alto índice de cifra negra. A busca 
de instrumentos de controle social da corrupção antes de mais nada exige, assim, 
a adequada apreensão da dinâmica social, bem como dos elementos que devem 
caracterizar a gestão pública, no sentido de atendimento das garantias e necessi-
dades concretas dos membros da sociedade. 

4. Política brasileira de controle da corrupção

O potencial lesivo da corrupção pública foi durante muito tempo subestima-
do, seja em razão da desconsideração de suas relações com os crimes econômicos 
num primeiro momento, seja em virtude de concepções teóricas que entendiam 
tal delito em sentido moralista ou economicista. De fato, as duas principais abor-
dagens teóricas sobre a corrupção desenvolvidas no século xx —a relacionada à 
teoria da modernização, de Huntington, e a baseada na ideia de agente econômi-
co racional, de Susan Rose-Akerman— revelaram-se equivocadas, na medida em 
que ignoravam as questões valorativas e históricas condicionantes do conteúdo do 
interesse público, cuja compreensão é pressuposto fundamental para o estabeleci-
mento de políticas de controle de tais práticas ilícitas.

A partir dos anos 2000, porém, diversas menções normativas internacionais 
propiciaram alterações políticas e jurídicas em muitos países em matéria de cor-
rupção, dentre os quais se destaca o Brasil para o que interessa ao presente estudo. 
Tais esforços de diversos Estados no sentido de estabelecer instrumentos de con-
trole social formal harmônicos em relação à corrupção tiveram como fi m evitar, 
no cenário atual de globalização, a prática de jurisdicion shopping, bem como a 
conformação dos denominados paraísos jurídico-penais. Nesse contexto, o Brasil 
ratifi cou na última década três convenções internacionais voltadas ao controle 
preventivo e repressivo da corrupção: a Convenção sobre o combate da corrupção 
de funcionários públicos estrangeiros em transações comerciais internacionais, da 
Organização para a Cooperação Econômica e o Desenvolvimento; a Convenção 
Interamericana contra a Corrupção da Organização dos Estados Americanos; e a 
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Convenção contra a Corrupção da Organização das Nações Unidas, podendo-se 
verifi car que o ordenamento jurídico nacional já contém a maior parte das dispo-
sições penais previstas nos documentos internacionais mencionados, tendo, nesse 
sentido, aderido rapidamente às modifi cações propostas em relação a questões até 
então não abarcadas (embora não tenha havido em âmbito brasileiro até o presente 
momento a criminalização do enriquecimento ilícito e o estabelecimento da res-
ponsabilidade de pessoas jurídicas).

Tratando-se do sistema jurídico brasileiro em geral, as práticas relacionadas 
à corrupção são sancionadas sob distintas perspectivas. Num primeiro bloco de 
intervenção formal, têm-se as normas de natureza civil e administrativa, corres-
pondentes aos parâmetros de atuação dos funcionários públicos e à sanção de suas 
infrações éticas e disciplinares. Nessa linha, a Lei Federal n. 8.429/92 (Lei de Im-
probidade Administrativa) regula as espécies de atos de improbidade administra-
tiva, conforme promovam o enriquecimento ilícito; causem prejuízo ao erário; ou 
atentem contra os princípios da Administração Pública, sancionando tais práticas 
por meio do ressarcimento integral do dano, se houver; da perda de bens e valores 
relacionados; da perda da função pública; da suspensão dos direitos políticos; da 
proibição de contratar com o Poder Público e de receber benefícios ou incentivos 
fi scais ou creditícios; e do pagamento de multa. 

No mesmo âmbito, tem-se como normas de disciplina dos funcionários pú-
blicos a Lei Federal n. 8.112/90 (Lei do Servidor Público) e os diversos códigos 
de ética da administração pública federal, estadual e municipal, além de normas 
aplicáveis à gestão dos serviços públicos e da fazenda pública (Leis Federais n. 
8.666/93, n. 8.987/95 e Lei Complementar n. 101/2000, respectivamente). 

Na esfera penal, de outro lado, a sanção das práticas relacionadas à corrupção 
entendida em sentido amplo dá-se por meio de tipos autônomos. Nesse contex-
to, o Código Penal brasileiro tipifi ca a concussão (art. 316), a corrupção passiva 
(art. 317), o tráfi co de infl uência (art. 332) e a corrupção ativa (art. 333). Em 
decorrência da Convenção sobre o combate à Corrupção de Funcionários Públicos 
Estrangeiros em Transações Comerciais Internacionais da OCDE, a Lei Federal n. 
10.467/2002 acrescentou ao Código Penal os artigos 337-B e 337-C, tipifi cando 
a corrupção ativa e o tráfi co de infl uência em transação comercial internacional, 
além de estabelecer o conceito de funcionário público estrangeiro (art. 337-D). 

Também em leis penais extravagantes verifi ca-se a tipifi cação de condutas re-
lacionadas à corrupção. Assim, a Lei Federal n. 9.613/1998 criminaliza a lava-
gem de capitais fruto de corrupção, prevendo, no rol de crimes antecedentes, os 
tipos penais presentes nos artigos 328 a 337 do Código Penal. Da mesma forma, 
tem-se a tipifi cação da corrupção na esfera eleitoral (art. 299 da Lei Federal n. 
4.737/1965); de crimes praticados por prefeitos e vereadores (art. 1º., incisos I 
e II, do Decreto Lei n. 201/67); de crimes de corrupção no âmbito militar (art. 
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308 a 310 do Decreto Lei n. 1.001/1969); de crime praticado pelo funcioná-
rio público no âmbito do sistema fi nanceiro nacional (art. 23 da Lei Federal n. 
7.492/86); da corrupção da esfera tributária (art. 3º., inciso II, da Lei Federal n. 
8.137/90); de crimes praticados no âmbito de licitação (art. 89 a 91 da Lei Fede-
ral n. 8.666/93); da corrupção do setor privado (art. 195, incisos IX e X, da Lei 
Federal n. 9.279/96); e da corrupção no âmbito da administração ambiental (art. 
66 a 68 da Lei Federal n. 9.605/98).

No que tange à efetividade da intervenção estatal brasileira no controle da 
corrupção, verifi ca-se ainda a prevalência do sistema penal, sob o prisma de um 
ideal repressivo em expansão. Nessa linha, para além dos tipos penais já existen-
tes, observam-se inúmeras propostas legislativas atualmente em trâmite perante 
o Congresso Nacional, caracterizadas pelo casuísmo e falta de técnica, a exemplo 
do projeto de lei que visa a tornar hediondos os crimes de corrupção ativa, passiva, 
concussão e peculato, quando cometidos por altas autoridades (PL n. 6.616/2009). 
Notadamente, não há grande criatividade no âmbito penal, sendo sempre mais 
do mesmo: leis com ênfase no rigor exacerbado e pouco efi cazes. Curioso notar, 
nesse sentido, que alguns dos projetos de lei surgidos nos últimos anos têm por 
autores parlamentares suspeitos ou acusados de condutas ilícitas relacionadas à 
corrupção em geral, o que reforça o sentido meramente comunicacional e político 
de tais propostas. 

De fato, a despeito da aparente opção brasileira por uma política criminal 
repressora expansiva em matéria de corrupção, na prática seus resultados apresen-
tam-se pouco frutíferos, principalmente em razão da falta de coordenação entre 
as esferas formais envolvidas. Assim, são frequentes os casos em que não se chega 
à recuperação dos prejuízos causados, e tampouco ao afastamento do funcionário 
público das funções, a evidenciar a defi ciente comunicação no processo de contro-
le repressivo. Da mesma forma, observa-se que uma parte considerável dos casos 
envolvendo a prática de corrupção pública chega ao conhecimento do Estado por 
meio de denúncias de parentes, conhecidos ou desafetos, e não como resultado 
de fi scalização ordinária, tal como seria desejável no âmbito de uma política de 
controle racional. Tais dados empíricos evidenciam o fracasso do sistema penal no 
sentido de propiciar por si mesmo o controle da corrupção no Brasil, funcionando 
apenas como instrumento político de governo com caráter simbólico.

Longe do âmbito repressivo, a estratégia política brasileira mais efi caz no con-
trole da corrupção pública parece estar na esfera preventiva, por meio da cria-
ção de programas e órgãos especializados no desenvolvimento de mecanismos de 
fi scalização e prevenção de atividades ilícitas, tais como a Controladoria Geral 
da União e a Estratégia Nacional de Combate à Corrupção e à Lavagem de Di-
nheiro. Referidas iniciativas soam louváveis, revelando que a atuação brasileira 
anticorrupção não se resume a importar políticas gestadas no plano internacional, 
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voltando-se na verdade à criação de um ambiente regulatório próprio, a partir de 
sua realidade específi ca, inclusive por meio da articulação e da atuação conjunta 
dos diferentes Poderes e da própria sociedade civil19.

A estratégia brasileira de prevenção à corrupção está ainda longe, porém, de 
atingir o nível de efi cácia esperado, em razão da pouca coincidência entre o es-
tabelecimento formal de inúmeros mecanismos de controle e fi scalização e sua 
efetividade no sentido de materialização de interesse político voltado ao controle 
material de tais práticas ilícitas. De outro lado, ainda prevalecem no ordenamento 
jurídico brasileiro normas voltadas apenas ao agente corrupto, considerado iso-
ladamente e sob a perspectiva de um momento específi co, sem levar em conta o 
fenômeno da corrupção como rede de agentes e interesses relacionados e divididos 
em distintos momentos e esferas de atuação. Enquanto a chave do controle da 
corrupção estiver mal dividida entre repressão por um lado e prevenção por outro, 
sem o estabelecimento de um diálogo constante e racional, não haverá possibili-
dade da consolidação de políticas públicas homogêneas em âmbito nacional.

5. Alternativas para o enfrentamento da corrupção na atualidade: 
entre o Direito Penal e o Direito Administrativo

A intervenção penal afi rma-se tradicionalmente como meio por excelência de 
controle da corrupção justamente em razão de sua simbologia, haja vista que 
aos olhos da sociedade, um indivíduo exposto pela imprensa algemado, sofrendo 
privação de sua liberdade, ainda que de forma cautelar ou provisória, soa mais 
adequadamente punido do que se lhe fossem aplicadas as mais graves sanções de 
que o Direito Administrativo dispõe, diante da ausência de caráter estigmatizante 
destas últimas. No âmbito de uma estratégia de controle racional, exige-se, con-
tudo, uma refl exão mais profunda acerca da efi cácia material dos distintos instru-
mentos de prevenção e repressão da corrupção pública, bem como das eventuais 
relações entre tais mecanismos de controle, de modo a defi nir quais os critérios 
distintivos das formas de tratamento de tais condutas, seja na esfera administrati-
va —ilícitos administrativos—, seja no campo penal-delitos.

A primeira possibilidade de distinção nesse sentido é a axiológica, proposta 
por autores como Goldschmidt, segundo a qual enquanto o ilícito administra-
tivo corresponde a um comportamento eticamente neutro, o delito possui uma 
desvaloração ética própria, em razão da afronta a interesses jurídicos, dentre os 
quais se destaca no presente estudo o correto funcionamento da Administração 
Pública, em sentido prestacional.

19 No mesmo sentido conclui Ana Mara França Machado em dissertação de mestrado apre-
sentada em 2010 na Universidade de São Paulo sob o título O sistema brasileiro anticorrupção: inter-

nacionalização do direito e variantes nacionais.
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Além da referida distinção qualitativa, criticável por confundir os planos ético 
e jurídico, tem-se de outro lado concepção que defende ser a dicotomia entre ilí-
cito penal e administrativo calcada em um referencial quantitativo. Nessa linha, 
o injusto do ilícito administrativo seria menor quando relacionado a um ilícito 
penal, a partir de uma mensuração de gravidade decorrente de determinada opção 
político-criminal. Tal concepção também mereceu críticas, diante da discriciona-
riedade concedida ao legislador, apta a retirar a possibilidade de estabelecimento 
de critérios objetivos na distinção entre os ilícitos e a ensejar, assim, o risco de 
relativizações perniciosas. 

De outro lado, sob uma análise prática e realista, os critérios qualitativo e 
quantitativo são aptos a levar a uma inversão prática relacionada à gravidade das 
sanções correspondentes às esferas penal e administrativa, em razão de frequente-
mente a pena revelar-se mais branda do que a sanção administrativa. No limite, 
toda diferença quantitativa acabaria, então, por se tornar qualitativa, isto é, o 
Direito Administrativo poderia ser aplicado tão severamente que tangenciaria o 
Direito Penal, e vice-versa, sem restarem defi nidos critérios objetivos de diferen-
ciação entre os ilícitos nas duas esferas.

Diante das difi culdades relacionadas aos critérios expostos, parece ser o re-
ferencial teleológico, baseado nas diferentes fi nalidades do Direito Penal e do 
Direito Administrativo, a melhor solução na distinção entre o ilícito penal do 
administrativo. De fato, Direito Penal e Direito Administrativo perseguem ob-
jetivos distintos que devem ser levados em consideração na normativização das 
condutas. Assim, enquanto o Direito Administrativo confere proteção ao funcio-
namento de atividades ligadas mediata ou imediatamente à Administração Pú-
blica, com normas voltadas à organização e controle das esferas estatais, o Direito 
Penal visa justamente à proteção de bens jurídicos concretamente ofendidos, vale 
dizer, expostos à lesão ou perigo de lesão. 

A partir da ideia de ofensividade, poder-se-ia, assim, diferenciar o tratamento 
de determinada conduta ilícita nas esferas administrativa e penal. Desse modo, a 
sanção administrativa seria destinada à disciplina dos funcionários públicos, bem 
como à correção dos administrados, visando ao asseguramento dos fi ns estatais, 
restando à intervenção penal as hipóteses de concreta ofensa a um ou mais bens 
jurídicos penalmente relevantes. 

A grande difi culdade nessa diferenciação reside, porém, nas hipóteses em que 
as condutas praticadas possuem relevância tanto no âmbito penal quanto no ad-
ministrativo, afrontando bens jurídicos e, concomitantemente, funções e ativida-
des da Administração —o que ocorre especialmente no âmbito de bens jurídicos 
supraindividuais, merecendo destaque aqui a corrupção pública. Discute-se, nesse 
sentido, sobre a possibilidade do tratamento jurídico da corrupção concomitan-
temente sob as esferas administrativa e penal, a partir da combinação das sanções 
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de ambos os gêneros. Há de se ponderar, nessas hipóteses, até que ponto não se 
estaria diante de um bis in idem, vedado em razão do estabelecimento de uma du-
pla valoração negativa da mesma conduta. 

Na verdade, já que teleologicamente, tanto o Direito Administrativo quanto 
o Direito Penal poderiam ser utilizados na punição da corrupção pública, deve-
-se lançar mão de critérios objetivos específi cos que permitam a decisão política 
de qual instrumento de controle social formal se mostra mais apto à resolução do 
problema. Referido exame deve partir da aferição da efi cácia das sanções no campo 
da corrupção, a partir dos critérios de prevenção de novos ilícitos e da possibilida-
de de reparação dos danos provocados pela conduta corrupta. 

Nessa linha, um critério prático para a eleição de qual Direito a ser aplicado 
seria o da especialização, admitindo-se que o Direito Administrativo apresenta 
ferramentas mais especializadas e técnicas no tratamento da corrupção, sobretudo 
nas hipóteses relacionadas a pessoas jurídicas, em que o Direito Penal custa para 
atingir resultados convincentes e legítimos. Da mesma forma, outro critério de 
distinção pragmática entre os âmbitos penal e administrativo diz respeito aos 
requisitos de imputação, observando-se nesse sentido uma diferença importante: 
a inexistência do princípio de culpabilidade e da exigência de ofensividade con-
creta no Direito Administrativo. A fl exibilização dos requisitos de imputação na 
esfera administrativa possibilita a persecução das práticas corruptas com maior 
celeridade e facilidade. 

Também em relação aos meios de prova o Direito Administrativo revela-se 
pretensamente mais vantajoso na prática, diante das menores garantias conferidas 
ao indivíduo. Na verdade, porém, a previsão constitucional de meios exclusivos 
de prova na esfera penal, tais como a quebra de sigilos telefônico e bancário, aca-
bam por tornar esse campo mais efi caz do que o administrativo para a persecução 
de hipóteses em que as difi culdades materiais de obtenção de prova não derivem 
da falta de celeridade, e sim das próprias ferramentas disponíveis à investigação.

Mais importante do que os critérios práticos apontados, o argumento mais 
contundente na decisão racional sobre qual a melhor esfera jurídica para o contro-
le social das práticas corruptas advém do princípio da intervenção penal mínima, 
desdobrado na subsidiariedade e na fragmentariedade do Direito Penal. E afi rmar 
tal princípio não signifi ca simplesmente que a intervenção penal se mostra legí-
tima quando falharem os outros instrumentos de controle social, devendo-se de 
todo modo, em um Estado Democrático de Direito, demonstrar a necessidade da 
utilização do Direito Penal, sob a perspectiva dos benefícios (proteção concreta 
de bens jurídicos) e custos (restrições a garantias individuais fundamentais) en-
volvidos. 

Portanto, parece mais acertado prescindir do Direito Penal o máximo possível 
do que fl exibilizá-lo em uma expansão irrazoada e que sempre esbarrará nas suas 
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garantias fundamentais. Muito além da análise do (eventual) maior rigor em tese 
das penas em relação às sanções administrativas, o que importa no controle à cor-
rupção é a extirpação da impunidade que em geral a caracteriza. Nessa linha, os 
mecanismos encontrados dentro da seara administrativa não raras vezes se mos-
tram mais efi cazes, inclusive em sentido preventivo.

Não se pretende afi rmar, com isso, que a questão da corrupção não deva ser 
uma preocupação do Direito Penal. Na verdade, o controle das práticas corrup-
tas em geral corresponde a um dos principais objetivos da intervenção penal na 
atualidade. O que deve ser criticado é a tentativa da adaptação do Direito Penal 
a demandas que ele tradicionalmente, por sua conformação, não está apto a lidar. 
Embora deva adaptar-se às sempre renovadas exigências da realidade social, o 
Direito Penal não pode estar sujeito a uma expansão desenfreada e mal calculada, 
que acaba por afetar princípios e garantias fundamentais, sob o pretexto de uma 
maior efi cácia. E o mais contundente argumento contra tal utilização expansiva 
disfuncional do Direito Penal corresponde justamente a tal promessa de efetivi-
dade, que jamais restou comprovada racionalmente.

Um dos mais ilustrativos exemplos dos debates atuais sobre o tratamento de 
práticas relacionadas à corrupção pelas esferas administrativa e penal corresponde 
à hipótese do enriquecimento ilícito de funcionário público. No contexto brasi-
leiro, tem-se na denominada Lei de Improbidade Administrativa (Lei Federal nº 
8.429, de 02 de junho de 1992) um potente instrumento administrativo de con-
trole da corrupção por agentes públicos. Nos termos de referido diploma legal, 
o enriquecimento ilícito constitui uma modalidade de improbidade administra-
tiva, sancionada com perda dos bens ou valores acrescidos ilicitamente ao patri-
mônio; ressarcimento integral do dano, quando houver; perda da função pública; 
suspensão dos direitos políticos de oito a dez anos; pagamento de multa civil de 
até três vezes o valor do acréscimo patrimonial; e proibição de contratar com o 
Poder Público ou receber benefícios ou incentivos fi scais ou creditícios20.

20 Nos termos da Lei de Improbidade Administrativa:
Art. 9° Constitui ato de improbidade administrativa importando enriquecimento ilícito auferir qual-

quer tipo de vantagem patrimonial indevida em razão do exercício de cargo, mandato, função, emprego ou 

atividade nas entidades mencionadas no art. 1° desta lei, e notadamente:

(...)

Art. 12.   Independentemente das sanções penais, civis e administrativas previstas na legislação específi ca, 

está o responsável pelo ato de improbidade sujeito às seguintes cominações, que podem ser aplicadas isolada ou 

cumulativamente, de acordo com a gravidade do fato:

I. Na hipótese do art. 9°, perda dos bens ou valores acrescidos ilicitamente ao patrimônio, ressarcimento 

integral do dano, quando houver, perda da função pública, suspensão dos direitos políticos de oito a dez anos, 

pagamento de multa civil de até três vezes o valor do acréscimo patrimonial e proibição de contratar com o 

Poder Público ou receber benefícios ou incentivos fi scais ou creditícios, direta ou indiretamente, ainda que por 

intermédio de pessoa jurídica da qual seja sócio majoritário, pelo prazo de dez anos.
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A despeito da existência de referida norma administrativa, e visando a atender 
os compromissos internacionais assumidos, têm surgido no Brasil projetos de 
lei voltados à criminalização do enriquecimento ilícito, cham ando atenção nesse 
sentido os trabalhos da comissão constituída em 2011 com o fi m de propor um 
anteprojeto de novo Código Penal. Conforme a proposta de novo tipo penal apre-
sentada sob a rubrica enriquecimento ilícito, a incompatibilidade entre a riqueza e 
os rendimentos auferidos pelo agente público levaria à presunção de sua origem 
ilícita, punível com pena privativa de liberdade de um a cinco anos e confi sco dos 
bens ou valores acrescidos ilicitamente ao patrimônio21. 

Inúmeras questões saltam aos olhos em relação à referida proposta de norma 
incriminadora. Em primeiro lugar, a necessidade do acusado demonstrar que não 
enriqueceu ilicitamente constitui uma inversão do ônus da prova que afronta o 
princípio democrático da presunção de inocência, garantido constitucionalmente. 
De outro lado, observa-se que o fi m buscado pelo legislador constitui, na verdade, 
a punição refl exa de uma conduta ilícita anterior, relacionada à corrupção, que 
não restou apurada e que gerou pretensamente o enriquecimento do funcioná-
rio público. De fato, a complexidade e as variadas formas de corrupção geram, 
como já se expôs, inúmeras difi culdades no processo de sua imputação aos agen-
tes, a começar da análise da materialidade delitiva, correspondente à verifi cação 
da vantagem concretamente auferida, pedida ou prometida, bem como do pró-
prio estabelecimento da relação entre tal vantagem e eventual ato praticado pelo 
funcionário público. A despeito de tais difi culdades de persecução, questiona-se, 
porém, se é legítima a busca de uma punição transversa, ainda que com propósitos 
pretensamente justos ou democráticos. Pragmatismo e utilitarismo sempre foram 
historicamente responsáveis pelo retrocesso do Direito Penal, não se coadunando 
com a carga principiológica de um Estado Democrático de Direito de cunho per-
sonalista.

Conforme se observou, o Direito Administrativo brasileiro contempla há duas 
décadas a repressão do enriquecimento ilícito de funcionário publico, apresentan-
do sanções que, se efetivamente levadas a efeito, revelam-se socialmente efi cazes, 
inclusive em sentido preventivo. Criar um novo tipo penal para o tratamento da 

21 Conforme o art. 277 do Anteprojeto de Código Penal, constitui crime de enriquecimento 
ilícito:

«Adquirir, vender, emprestar, alugar, receber, ceder, utilizar ou usufruir de maneira não eventual de 

bens ou valores móveis ou imóveis, cujo valor seja incompatível com os rendimentos auferidos pelo funcionário 

público em razão de seu cargo ou por outro meio lícito.

Pena- Prisão, de 1 a 5 anos, além do confi sco dos bens, se o fato não constituir elemento de outro crime 

mais grave.

Parágr. único – As penas serão aumentadas de metade e 2/3 se a propriedade ou a posse dos bens ou valores 

for atribuída fraudulentamente a terceiras pessoas.»
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mesma conduta não revela uma estratégia racional, ainda que espelhada em ini-
ciativas estrangeiras, já que põe em risco a coerência e credibilidade do próprio 
sistema penal. 

6. Conclusão: por uma política criminal racional em matéria 
de corrupção 

Conforme destacado durante o 17º. Congresso Internacional realizado pela 
AIDP22, o controle da corrupção e dos delitos a ela relacionados requer a adoção 
de múltiplas medidas. Não há dúvida que em tal sistema de controle devam estar 
presentes normas penais efi cazes, de modo a manifestar claramente à sociedade o 
sentido social negativo de tais práticas. Em primeiro lugar, porém, fazem-se ne-
cessárias medidas extrapenais efetivas de prevenção de tais delitos.

Há tempos já se advertiu sobre o equívoco de alimentar grandes esperanças 
quanto à capacidade do direito penal de deter a erosão das normas e vínculos 
sociais. Nesse sentido, inclusive, é comum no Direito Penal contemporâneo o 
emprego de expressões como luta e combate, como se o sistema penal estivesse apto 
a vencer os males sociais e a afastar o caos mediante a violência23. O equívoco aqui 
está na compreensão do Direito Penal como mecanismo efi caz de transformação e 
solução de confl itos sociais. 

O Brasil vai indo bem no estabelecimento de mecanismos de controle da cor-
rupção, o que se coaduna com o destaque do país em sua evolução econômico-so-
cial. Tais mecanismos traduzem-se não apenas na reformulação legislativa, como, 
sobretudo, na criação de meios especializados de prevenção, frutos da incorpora-
ção de preocupações manifestas em convenções internacionais e do próprio refl exo 
da evolução político-social brasileira. 

A despeito dos avanços brasileiros em geral na criação de um ambiente favo-
rável ao controle da corrupção, há que se buscar uma contribuição mais efetiva 
do Direito, para além do recurso ao Direito Penal, buscando, a partir das esferas 
administrativa e civil, mecanismos de controle social preventivo, muito mais efi -
cazes. A chave para o efetivo enfrentamento da corrupção no Brasil está, portanto, 
na coordenação de trabalhos entre diferentes esferas, incluída a sociedade civil, 
que deve ser envolvida nesse processo de alteração de percepção acerca do próprio 
conteúdo material de um Estado Democrático de Direito e das possibilidades de 
efetiva participação social daí advindas. A corrupção não está intrinsecamente 

22 Conforme as Resoluções do XVII Congresso Internacional realizado pela Associação Inter-
nacional de Direito Penal em Beijing (2004), cujo texto se encontra disponível em www.aidpbrasil.

org.br/resoluciones.
23 Igual advertência é feita por Herzog, Félix. Algunos riesgos del derecho penal del riesgo. 

Revista Penal, n. 4, julho de 1999, p. 54 e ss..
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ligada ao povo brasileiro e apenas poderá ser controlada a partir de uma perspec-
tiva racional que priorize a adoção de modelos mais coerentes de gestão pública 
e política, deixando-se ao sistema penal apenas aquilo que sempre lhe pertenceu, 
vale dizer, a função de proteção subsidiária de bens jurídicos.

Para um melhor funcionamento do Direito nesse tipo de ilícito, há uma ne-
cessidade premente de rever os mecanismos que detectam a corrupção, sobretudo 
a forma como são auditados dados, bem como a visível carência de profi ssionais 
atuando nesse setor. De outro lado, há que se lançar o olhar também ao corruptor, 
pois é ele o pressuposto da relação corrupta. Com efeito, um dos graves vícios do 
Direito brasileiro reside em analisar a corrupção sob a perspectiva individual do 
agente corrupto, prejudicando a visão sistêmica do problema, que na realidade 
possui a forma de rede, e não de apenas um ponto e momento isolados.

Não se propõe um sistema que acabe defi nitivamente com a corrupção, o que 
seria mesmo irreal, e sim a utilização mais racional do Direito, a fi m de evitar 
a impunidade tão rotineiramente considerada como fator de excelência24 para a 
propagação desse tipo de conduta tão danosa ao sistema social.

24 Cf. Leite, Celso Barroso(coord.). Sociologia da corrupção. Rio de Janeiro: Jorge Zahar, 1987. 
p. 24.
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I. Conceituações 

A noção de corrupção, em referência normalmente feita à etimologia da pa-
lavra1 como derivação do latim, remete às ideias de deterioração, devassi-
dão, sedução, agir  de modo vicioso2. Corrumpere é sinônimo de estragar, 

prejudicar, deteriorar, perder, danifi car, viciar, perverter, subornar3. Deste modo, 

1 Assim, Kindhäuser, Urs, Presupuestos de la corrupción punible em el Estado, la economía y la 

sociedad. Los delitos de corrupción em el Código penal alemán. In: Política Criminal, n°3, 2007, p. 5.
2 Torrinha, Francisco, Dicionário Latino Português. Porto: Gráfi cos Reunidos, 1986.
3 Leite, J. F. Marques/Jordão, A. J. Novaes, Dicionário Latino Vernáculo. Rio de Janeiro: 

Labor Vincit, 1944.

Estudios sobre corrupción.indd   321Estudios sobre corrupción.indd   321 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



322 instrumentos internacionais no combate à corrupçao...

o termo aparece em diversos contextos na legislação penal brasileira: corrupção de 
água potável, de substância ou produto alimentício e produto terapêutico (arts. 271 
– 273, CP); corrupção de menores nos crimes sexuais (art. 218, CP) e corrupção de 
menores para o cometimento de crimes (art. 244-B, Lei 8.069/90); corrupção ativa 
e passiva (arts. 317, 333, CP). Esse último caso, que faz parte do objeto de estudo 
do presente trabalho, remete ao uso mais comum da palavra nos dias de hoje.

Importante notar que nesse contexto o emprego do termo «corrupção» de-
monstra claramente a intenção de manter na esfera jurídica a carga semântica de 
cunho moral4 que a história da palavra revela. Isso explica a razão pela qual a cor-
rupção é frequentemente defi nida de modo bastante amplo, a partir da referência 
aos valores que ela atinge, como um desrespeito ou deslealdade do indivíduo com 
relação aos valores constitucionais e à democracia5 ou ainda como a utilização abu-
siva do poder que se detenha, destinando-o à consecução de benefícios apartados 
do bem comum6. Sob outra perspectiva, tem recebido bastante ênfase a noção de 
que o Estado corrupto perderia sua legitimidade dentro da sociedade ao deixar 
de ser social e decidir democraticamente, desrespeitando com isso seu próprio 
ordenamento jurídico7.

Todavia, a especifi cidade da corrupção nesses casos é que ela não encerra apenas 
a dimensão de uma deterioração externa, como ocorre na lesão de um valor (por 
exemplo, a saúde que a água contaminada não pode mais proporcionar). Antes 
disso, essa dimensão externa da corrupção depende justamente de uma dimensão 
interna sua, qual seja, a «deterioração» do próprio indivíduo implicado.

Em geral, os crimes de corrupção assim entendidos possuem uma certa es-
trutura comum, a despeito dos seus variados modos de expressão na sociedade8. 
Frequentemente, tal estrutura é caracterizada como uma relação bilateral entre 
os sujeitos —um «acordo ilícito» ou uma relação de «compra e venda»9. Espe-
cifi camente no que diz respeito à ideia de um contrato de compra e venda, deve 

4 «Moral» aqui entendida em sentido amplo. Para uma discussão a esse respeito, cf. Mac-
cormick, Neil, Institutions of Law: an essay in legal theory. Oxford: Oxford University Press, 
2007, p. 243 e ss.

5 Nesse sentido, Villarejo, Carlos Jiménez, Contra la corrupción: más transparencia, más pre-

vención. Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, 2006, p. 531.
6 García-Sauco, Antonio Núñez, La convención de las naciones unidas contra la corrupción. In: 

García, Nicolás Rodriguez/Caparrós, Eduardo Fabián, La corrupción en un mundo globalizado: 

análisis interdisciplinar. Salamanca: Ratio Legis, 2004, p. 14.
7 Cerina, Giorgio D. M., Corrupción y cohecho. El derecho penal español de iure condito y de iure 

condendo. In: Caparrós, Eduardo Fabián,/Cepeda, Ana Isabel Pérez (Org.), Estudios sobre corrup-

ción. Salamanca: Ratio Legis, 2010, p. 76.
8 Incluindo-se a corrupção praticada na esfera privada, que no Brasil é punível em âmbito 

desportivo, conforme os arts. 41-C e 41-D da Lei 10.671/2003, criados em 2010.
9 Cerina, ob. cit., p. 91 e s.
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ser ressalvado que por meio dela é reforçada uma visão estreita sobre o fenômeno 
da corrupção, por duas razões. Por um lado, limita-se a natureza da vantagem 
oferecida —no instituto da compra e venda uma das prestações é necessariamente 
pecuniária. Por outro, restringe-se a corrupção a situações em que a vantagem 
oferecida e a atividade a ser prestada pelo sujeito corrompido já estejam concreta-
mente determinadas desde o fechamento do «negócio».

Na verdade, a ideia de um acordo delitivo representa apenas em parte o fenô-
meno da corrupção, de maneira que tais crimes podem ser compreendidos mais 
adequadamente se considerada a existência de uma relação trilateral. Como salienta 
Kindhäuser, a simples caracterização do comportamento como um acordo deliti-
vo não possibilitaria distinguir os casos de corrupção dos casos em que mandante e 
autor ajustam o cometimento de um crime qualquer10. O que diferenciaria ambas 
as situações é que na corrupção o comportamento de uma das partes, que é objeto de 
negociação, relaciona-se ao mesmo tempo a um dever específi co dessa parte perante 
um terceiro, que lhe delega funções e poderes decisórios especiais para que ele atue 
em seu interesse. Seu comportamento representa um confl ito entre os interesses das 
outras duas partes, i.e., aquele perante quem possui um dever específi co e aquele de 
quem obtém algum tipo de vantagem. Sem a referência a essa incompatibilidade de 
interesses são ininteligíveis os delitos de corrupção. Ela faz parte da ratio legis, ainda 
quando não integre explicitamente o texto legislativo11.

No âmbito estatal, o dever do agente público consiste no poder de decisão in-
dependente de vantagens particulares, expressada tanto com relação à exatidão do 
conteúdo da decisão, quanto com relação ao respeito das regras de procedimento 
(princípios da efi ciência, imparcialidade e igualdade)12. Na corrupção o exercício 
do poder é vinculado ao oferecimento da vantagem, com a perda da independên-
cia de decisão em função dos interesses particulares da outra parte13. Essa vincu-
lação do agente refl ete a dimensão interna da corrupção referida acima, a qual dá 
margens a defi nições da corrupção que se centram mais no comportamento do 
agente do que nos valores específi cos que ela atinge, como por exemplo a concep-
ção da corrupção como uma conduta «desviada, fraudulenta e desleal na gestão de 
interesses públicos ou privados»14.

10 Kindhäuser, ob. cit., p. 5 e s.
11 Em crítica às formulações legislativas que atropelam esse aspecto essencial do fenômeno, 

Kindhäuser, ob. cit., p. 7.
12 Kindhäuser, ob. cit., p. 9 e s.
13 Kindhäuser, ob. cit., p. 10.
14 Cascón, Fernando Carbajo, Corrupción pública, corrupción privada y derecho privado patrimo-

nial: una relación instrumental. Uso perverso, prevención y represión. In: García, Nicolás Rodriguez/
Caparrós, Eduardo Fabián, La corrupción en un mundo globalizado: análisis interdisciplinar. Salaman-
ca: Ratio Legis, 2004, p. 135.
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A partir dessas considerações fi ca claro que a celebração prévia do acordo em 
todas as suas condições não é condição necessária para a possibilidade de vincula-
ção do sujeito. Nesse sentido, basta que o comportamento de uma das partes possa 
ser interpretado como um convite para a celebração de acordo posterior, como no 
caso da «recompensa» dada a um ato já praticado, quando estiver direcionada a 
uma conduta futura ilícita da outra parte15. Isso permite a punibilidade do sujeito 
que realiza a sua prestação, deixando para concretizar a sua contraprestação apenas 
posteriormente. Sendo assim, não se justifi ca a tendência no direito brasileiro de 
desconsiderar a existência de corrupção nesses casos16.

Nesses termos, quando falamos em crimes de corrupção ou simplesmente em 
corrupção, consideramos crimes diversos no direito penal brasileiro (dentre os 
quais o tráfi co de infl uência do art. 332, CP, por exemplo), e não apenas a cor-
rupção passiva e ativa. Estas correspondem ao coecho do direto penal espanhol, 
muito embora a legislação espanhola abranja mais condutas do que os crimes de 
corrupção ativa e passiva no Brasil, ao menos na letra expressa da lei17. Os crimes 
de corrupção ativa e passiva, na versão em português da Convenção das Nações 
Unidas Contra a Corrupção (arts. 15, 16 e 21) ou da Convenção Interamericana 
contra a Corrupção (art. VIII), recebem ainda a denominação «suborno».

II. A participação do Brasil no cenário internacional 
de luta contra a corrupção

No âmbito internacional de combate à corrupção, o Brasil é signatário dos 
principais instrumentos elaborados nesse sentido, tendo até o momento ratifi cado 
e promulgado os seguintes:

15 Kindhäuser, ob. cit., p. 8. Em contornos semelhantes, Hungria, Comentários ao Código 

Penal – arts. 280 a 361, vol. IX. Rio de Janeiro: Forense, 1958, p. 369. Atualmente, Prado, Luiz 
Régis, Curso de direito penal brasileiro – arts. 250 a 359-H, vol. 3. São Paulo: Revista dos Tribunais, 
2010, p. 442, admite igualmente a corrupção passiva nos casos em que o agente recebe a vanta-
gem sem que haja o ajuste prévio à sua conduta. No mesmo sentido, ainda, Bitencourt, Cezar 
Roberto, Código Penal Comentado. São Paulo: Saraiva, 2009, p. 1024; Greco, Rogério, Código 

Penal Comentado. Niterói: Impetus, 2008, p. 1258.
16 Tendência verifi cada tanto na jurisprudência quanto na doutrina. Cf. Delmanto, Celso et 

alle, Código Penal comentado: apanhado de comentários, jurisprudência, súmulas em matéria penal e legislação 

complementar. São Paulo: Saraiva, 2010, p. 954 e s.; Cunha, Rogério Sanches, Direito Penal – Parte 

especial. São Paulo: Revista dos Tribunais, 2009, p. 418; Mirabete, Julio Fabbrini, Dos sujeitos ativos 

nos delitos de corrupção. In: Revista Brasileira de Ciências Criminais, out.-dez. 1993, p. 100.
17 A título de exemplo, o art. 422 do Código Penal espanhol tipifi ca o simples recebimento de 

doação ou presente oferecidos em consideração do seu cargo ou função, nos termos da redação dada 
pela Ley Orgánica 5/2010 de 22 de junho de 2010. Quanto ao diploma legal anterior, cf. Cerina, 
ob. cit., p. 90 e ss.
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II.1. Convenção Interamericana contra a Corrupção

Na esfera de atuação da Organização dos Estados Americanos (OEA), o Brasil 
assinou em 29 de março de 1996 a Convenção Interamericana contra a Corrup-
ção, inspirada na necessidade de resguardarem-se a legitimidade das instituições 
públicas, a democracia representativa e o desenvolvimento integral dos povos.

Esse foi o primeiro Instrumento Internacional assinado pelo Brasil em que as 
partes se comprometem a adotar medidas para proibir e punir atos de corrupção 
envolvendo funcionários públicos estrangeiros, cometidos por pessoas físicas e por 
empresas brasileiras ou domiciliadas no Brasil (art. VIII). A previsão da Conven-
ção Interamericana limita o combate à corrupção de funcionários públicos estran-
geiros aos atos que estejam de alguma forma relacionados com uma transação de 
natureza econômica ou comercial. 

A essa altura, tanto um tipo penal específi co de corrupção de funcionário pú-
blico estrangeiro como a responsabilização das empresas por ilícitos penais repre-
sentavam uma novidade à ordem jurídica brasileira. Por outro lado, as defi nições 
de corrupção e de funcionário público nesse contexto não se diferenciam das pre-
visões típicas já existentes na lei penal brasileira.

Em que pese a assinatura desse tratado ter ocorrido já no ano de 1996, a Con-
venção Interamericana passou a vigorar no Brasil somente seis anos após a sua 
assinatura, a partir do Decreto Presidencial nº 4.410, de 07 de outubro de 2002, 
ou seja, depois que a Convenção da OCDE sobre a mesma matéria, elaborada pos-
teriormente, já havia sido ratifi cada e promulgada no país e já se encontrava na 
primeira fase de avaliação da sua implementação. Ao que tudo indica, portanto, 
a tardia entrada em vigor da Convenção Interamericana contra a Corrupção foi 
fruto do interesse mais imediato do Brasil em obter uma conceituação favorável 
na avaliação da OCDE que estava ocorrendo naquele momento.

Importante notar que, embora o procedimento de promulgação dos tratados 
seja essencial para que os atos internacionais possam ter validade e executoriedade 
no ordenamento interno brasileiro, trata-se de um procedimento demasiado lento 
e cujos efeitos são bastante questionáveis. Primeiramente, é preciso que eles sejam 
submetidos ao Congresso Nacional (art. 49, I, CF). Apenas após a aprovação deste 
órgão pode ser realizada a ratifi cação da Convenção. Findo o processo de depósito, 
necessária se faz ainda a promulgação pelo Presidente da República (art. 84, IV, 
CF). É uma perspectiva distinta da existente no direito espanhol, o qual possui 
um sistema de recepção automática de acordos internacionais. Na Espanha, assim 
como no Brasil, a promulgação é necessária para que os tratados sejam parte in-
tegrante do ordenamento jurídico (art. 96.1, Constituição espanhola). Todavia, 
esse procedimento é considerado tão somente uma condição de aplicabilidade 
dos acordos internacionais por parte dos órgãos internos para os casos em que o 
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tratado caracterize uma situação jurídica menos favorável ao indivíduo18. Semel-
hantemente, o Brasil também oferece um tratamento diferenciado aos acordos que 
estabeleçam maiores direitos e garantias individuais. Entretanto, o Brasil restrin-
ge esses casos a tratados que dispõem sobre direitos humanos, exigindo que obt-
enham votação no Congresso equivalente à necessária para a realização de Emendas 
Constitucionais para que então possuam status constitucional (art. 5°, LXXVIII, 
§ 3°, CF). A partir disso, esses direitos passam a ser intocáveis, não podendo mais 
ser suprimidos do ordenamento jurídico brasileiro (art. 60, § 4°, IV, CF). Mas em 
não havendo esse procedimento ou em se tratando de outras matérias, os tratados 
têm tão somente força de lei ordinária, podendo ser modifi cados ou suprimidos a 
qualquer momento19. Na Espanha, as disposições dos tratados como um todo não 
podem ser modifi cadas ou suprimidas a não ser da forma prevista pelos próprios 
tratados ou de acordo com as regras e princípios do direito público internacional 
(art. 96.1, Constituição espanhola), o que se mostra mais adequado ao reconheci-
mento paulatino da importância do direito internacional público para o desenvol-
vimento dos povos e nações.

II.2. Convenção para o Combate da Corrupção de Funcionários Públicos 
Estrangeiros em Transações Comerciais Internacionais

A Convenção da Organização para Cooperação e Desenvolvimento Econômico 
(OCDE) sobre o Combate da Corrupção de Funcionários Públicos Estrangeiros 
em Transações Comerciais Internacionais foi fi rmada pelo Brasil em 17 de dezem-
bro de 1997, ratifi cada por meio do Decreto Legislativo nº 125, de 14 de junho de 
2000 e promulgada pelo Decreto nº 3.678, de 30 de novembro de 2000.

A Convenção da OCDE tem por fi nalidade o combate à corrupção de funcio-
nários públicos estrangeiros exclusivamente no contexto de transações comerciais 
internacionais. Isso põe no centro das atenções a preocupação da Organização em 
resguardar sobretudo «as condições internacionais de competitividade», afi rmada 
no Preâmbulo, ainda que outros objetivos sejam igualmente mencionados, como 
a necessidade de preservação da «boa governança e o desenvolvimento econô-
mico» dos países, por exemplo. No mesmo sentido, a Recomendação Revisada 
do Conselho de Combate ao Suborno em Transações Comerciais Internacionais 
de 1997 da OCDE reafi rma posteriormente a necessidade de prevenção de «um 
fenômeno muito difundido em transações comerciais internacionais, incluindo o 
comércio e o investimento, levantando sérias preocupações morais e políticas e 
distorcendo condições de competitividade internacionais».

18 Nesse sentido, Romero, Alicia Cebada, La participación española en acciones internacionales 

contra la corrupción. In: Derecho de los Negocios, set. 2002, p.26.
19 Muito embora discutível, essa visão ainda constitui a posição majoritária na doutrina e 

jurisprudência brasileira. Sobre o tema, cf. Nucci, Guilherme de Souza, Manual de processo penal e 

execução penal. São Paulo: revista dos Tribunais, 2008, p. 124 e ss.
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Por meio dessa Convenção o Brasil comprometeu-se a tomar medidas neces-
sárias para que segundo suas leis fosse punida como crime a conduta de «oferecer, 

prometer ou dar qualquer vantagem pecuniária indevida ou de outra natureza, seja dire-

tamente ou por intermediários, a um funcionário público estrangeiro, para esse funcionário 

ou para terceiros, causando a ação ou a omissão do funcionário público no desempenho de 

suas funções ofi ciais, com a fi nalidade de realizar ou difi cultar transações ou obter outra 

vantagem ilícita na condução de negócios internacionais» (art. 1°, 1). 

Esse dispositivo é bastante amplo. Ele inclui qualquer tipo de comportamento 
da autoridade pública que possa vir a infl uenciar o curso de um negócio específi co 
ou de transações comerciais em geral, seja pelo fato de a administração pública 
estrangeira exercer um papel decisivo na transação ou mesmo ser parte contra-
tante, seja, indiretamente, através de algum ato da administração que interfi ra na 
capacidade de transação das partes implicadas na negociação ou represente ainda 
uma vantagem ou desvantagem às partes quanto a transações futuras. O leque de 
possibilidades se abre ainda mais quando se considera que a Convenção inclui na 
expressão «funcionários públicos» os funcionários e representantes de Organiza-
ções Públicas Internacionais. Essa redação, como veremos, distancia-se da opção 
realizada pelo legislador brasileiro.

Além disso, foi fi rmado o compromisso do Brasil em estabelecer a responsabi-
lidade, penal ou não, das pessoas jurídicas pelos atos de corrupção de funcionário 
público estrangeiro previstos na Convenção (art. 2º), o que não foi realizado até o 
presente momento pelas autoridades brasileiras20.

Deve-se notar que o documento exige certa lealdade na instituição da punição 
a essas condutas, que não devem receber tratamento inferior ao já estabelecido 
pela ordem jurídica do Estado signatário. Isso se verifi ca quanto à punibilidade da 
tentativa e conspiração criminosa, que devem fi car estabelecidas caso sejam tam-
bém puníveis no ordenamento pátrio (art. 1º, 2), e quanto às sanções aplicáveis, 
que devem ter medida comparável às já existentes para os crimes de corrupção 
envolvendo o próprio funcionário público nacional (art. 3º, 1) e caráter penal no 
caso das pessoas jurídicas, quando isso estiver de acordo com os princípios pre-
estabelecidos pelo direito interno (art. 3º, 2). Esse também constitui um ponto 
problemático na política legislativa desenvolvida pelo Brasil nos últimos anos, 
como se verá melhor adiante.

20 Sobre a resistência da dogmática penal brasileira para a implementação da responsabilidade 
penal das pessoas jurídicas, Shecaira, Sérgio Salomão, Responsabilidade penal da pessoa jurídica. Rio 
de Janeiro: Elsevier, 2010, p. 121 e ss.; Machado, Marta Rodriguez de Assis et alle, Responsabili-

zação por ilícitos praticados no âmbito de pessoas jurídicas: uma contribuição para o debate público brasileiro. 
In: Revista Jurídica, jun./set. 2009, p. 18 e ss.
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II.3. Convenção das Nações Unidas contra o Crime Organizado Transnacional

No mesmo ano em que é promulgado o tratado da OCDE pelo Presidente 
da República, o Brasil obriga-se à adoção de medidas de combate à corrupção 
no âmbito da luta internacional contra o crime organizado. Ele assina em 15 de 
novembro de 2000, em Palermo, a Convenção das Nações Unidas (ONU) contra 
o Crime Organizado Transnacional, que entra em vigor com o Decreto nº 5.015, 
de 12 de março de 2004.

Essa Convenção estabelece várias medidas (inclusive de caráter não legisla-
tivo) a serem adotadas pelos Estados na prevenção à criminalidade organizada 
transnacional. Dentre elas, encontram-se a criminalização de diversas condutas 
praticadas em seu território, que incluem, além da participação em um grupo cri-
minoso organizado (art. 5º), a corrupção de funcionários públicos nacionais (art. 
8º), a obstrução à justiça (art. 23º) e a lavagem do produto desses crimes (art. 6º) e 
outros punidos com pena máxima não inferior a quatro anos (art. 2º).

Tais condutas, ressalte-se, devem constituir crimes nos ordenamentos inter-
nos das Partes independentemente de possuírem caráter transnacional ou estarem 
relacionadas a um contexto envolvendo a criminalidade organizada (art. 34, 2). 
No entanto, a penalização da corrupção de funcionários públicos estrangeiros e 
funcionários internacionais foi deixada em aberto pela Convenção à consideração 
dos Estados, que têm, neste tocante, a possibilidade de sopesar tais objetivos em 
conjunto com seus próprios interesses de política criminal.

II.4. Convenção das Nações Unidas Contra a Corrupção

Por fi m, o Brasil assinou em 09 de dezembro de 2003 a Convenção das Nações 
Unidas Contra a Corrupção, também conhecida como Convenção de Mérida, pro-
mulgada através do Decreto n° 5.687 de 31 de janeiro de 2006. É um instrumen-
to detalhado, que visa oferecer largo escopo para o desenvolvimento de políticas 
de prevenção e repressão da corrupção por parte dos países signatários.

O Capítulo III da Convenção prevê a criminalização da corrupção ativa dos 
agentes públicos nacionais (art. 15) dos funcionários públicos estrangeiros e fun-
cionários de organização internacional pública (art. 16, 1). Aqui novamente a 
corrupção ativa dos funcionários estrangeiros remete ao contexto das negocia-
ções comerciais transnacionais. O art. 16 tem redação também bastante genérica, 
referindo-se a qualquer situação em que o particular age com a intenção de que o 
funcionário «atue ou se abstenha de atuar no exercício de suas funções ofi ciais para obter ou 

manter alguma transação comercial ou outro benefício indevido em relação com a realização 

de atividades comerciais internacionais». No que respeita a corrupção passiva pratica-
da pelos funcionários públicos de outros países e das organizações internacionais, 

Estudios sobre corrupción.indd   328Estudios sobre corrupción.indd   328 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



beatriz corrêa camargo 329

é deixado às considerações do Estado signatário a adoção de medidas para a sua 
transformação em delitos penais (art. 16, 2).

Além da corrupção ativa e passiva, outras formas de desvio da função pública 
e de corrupção são previstas, muitas delas já tipifi cadas no direito brasileiro. Com 
relação à maioria dessas condutas, a Convenção deixa igualmente ao Estado a 
faculdade de decidir sobre a sua criminalização, como o tráfi co de infl uência (art. 
18), o abuso de funções do funcionário público (art. 19), o enriquecimento ilícito 
(art. 20), o suborno no setor privado (art. 21), a malversação ou peculato de bens 
no setor privado (art. 22). Apenas o art. 17 («malversação ou peculato, apropria-
ção indébita ou outras formas de desvio de bens por um funcionário público») 
obriga realmente os países à adoção de medidas legislativas e de outras índoles 
que sejam necessárias para qualifi car as condutas como delito.

Além disso, a Convenção prevê a punição de condutas normalmente relaciona-
das a esse tipo de crimes, como a lavagem do produto de delito (art. 23), o enco-
brimento de crimes (art. 24) e a obstrução da justiça (art. 25). Ainda, na linha das 
convenções anteriores, estabelece em seu art. 26 a instituição da responsabilidade 
penal, civil ou administrativa das pessoas jurídicas pelos atos indicados na Con-
venção, com a aplicação de sanções «efi cazes, proporcionadas e dissuasivas».

Ao fi nal do Capítulo III são previstas no art. 42 algumas regras de jurisdição 
sobre os delitos da Convenção, cabendo destacar aqui o estabelecimento de juris-
dição extraterritorial do Estado quando o delito for cometido contra um de seus 
cidadãos ou contra o próprio Estado parte, bem como quanto houver cometimen-
to do crime por parte de um de seus cidadãos ou de estrangeiro residente em seu 
território. Embora com certas restrições, o Código Penal brasileiro já estabelece 
regras de extraterritorialidade nesse sentido, conforme será posteriormente refe-
rido.

III. A política legislativa brasileira em matéria penal diante dos 
instrumentos internacionais ratificados

Quanto à adaptação da legislação penal às exigências dos acordos mencionados, 
a postura do Brasil não foi muito feliz. Nesse sentido, houve inclusive certo retro-
cesso no que respeita a Convenção Interamericana contra a Corrupção: em pouco 
mais de dois meses após a sua promulgação, o Congresso aprova a reforma do tex-
to através do Decreto nº 4.534, de 19.12.2002, incluindo uma ressalva ao art. XI, 
parágrafo 1º, inciso «c» da Convenção, visando esquivar-se do seu compromisso 
de analisar a adoção de medidas para incluir como crime no ordenamento «toda 

ação ou omissão realizada por qualquer pessoa que, por si mesma ou por interposta pessoa, 

ou atuando como intermediária, procure a adoção, por parte da autoridade pública, de uma 

decisão em virtude da qual obtenha ilicitamente, para si ou para outrem, qualquer benefício 

ou proveito, haja ou não prejuízo para o patrimônio do Estado».
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Não obstante isso, ao menos um aspecto positivo pode ser apontado relati-
vamente a tal postura: ela demonstra que os parlamentares levam realmente em 
consideração o caráter vinculante dos compromissos internacionais para as suas 
atividades legislativas. Talvez isso possa explicar a razão pela qual seis anos se 
passaram para que o texto da Convenção fosse aprovado, enquanto que apenas 
dois meses foram necessários para revogar uma norma que enquadra a corrupção 
de uma maneira muito mais abrangente do que a atual legislação brasileira o faz, 
i.e., sem a necessidade de confi gurar-se a contraprestação do particular.

A atuação mais signifi cativa do Brasil para a implementação dos acordos in-
ternacionais no campo legislativo foi a reforma do Código Penal através da Lei 
10.467/2002, que introduziu no Título XI do Código («Dos Crimes Contra a 
Administração Pública») o Capítulo II-A («Dos Crimes Praticados por Particular 
contra a Administração Pública Estrangeira»), criando dois novos tipos penais e 
um artigo defi nindo o conceito de funcionário público estrangeiro21. Além disso, a 
mesma Lei 10.467/2002 incluiu os crimes contra a administração pública estran-
geira no rol de antecedentes do crime de lavagem de dinheiro (Lei 9.613/1998).

Após essa reforma, o Código Penal foi novamente modifi cado pela Lei n° 
10.763, de 12 de novembro de 2003, que aumentou a pena cominada aos crimes 
de corrupção ativa e passiva (arts. 317 e 333) para o mínimo de dois e o máximo 
de doze anos de reclusão. Isso justifi cou-se sobretudo pelo fato de que a pena an-
terior, que variava de um a oito anos, possibilitava a suspensão do processo nos 
termos do art. 89 da Lei 9.099/1995, o que foi muito bem recebido no país.

21 Os dispositivos possuem a seguinte redação:
«Corrupção ativa em transação comercial internacional

Art. 337-B. Prometer, oferecer ou dar, direta ou indiretamente, vantagem indevida a funcionário público 
estrangeiro, ou a terceira pessoa, para determiná-lo a praticar, omitir ou retardar ato de ofício relacionado à 
transação comercial internacional:

Pena – reclusão, de 1 (um) a 8 (oito) anos, e multa.
Parágrafo único. A pena é aumentada de 1/3 (um terço), se, em razão da vantagem ou promessa, o fun-

cionário público estrangeiro retarda ou omite o ato de ofício, ou o pratica infringindo dever funcional.

Tráfi co de infl uência em transação comercial internacional
Art. 337-C. Solicitar, exigir, cobrar ou obter, para si ou para outrem, direta ou indiretamente, vantagem 

ou promessa de vantagem a pretexto de infl uir em ato praticado por funcionário público estrangeiro no exercício 
de suas funções, relacionado a transação comercial internacional:

Pena – reclusão, de 2 (dois) a 5 (cinco) anos, e multa.
Parágrafo único. A pena é aumentada da metade, se o agente alega ou insinua que a vantagem é também 

destinada a funcionário estrangeiro.
Funcionário público estrangeiro
Art. 337-D. Considera-se funcionário público estrangeiro, para os efeitos penais, quem, ainda que 

transitoriamente ou sem remuneração, exerce cargo, emprego ou função pública em entidades estatais ou em 
representações diplomáticas de país estrangeiro.

Parágrafo único. Equipara-se a funcionário público estrangeiro quem exerce cargo, emprego ou função em 
empresas controladas, diretamente ou indiretamente, pelo Poder Público de país estrangeiro ou em organizações 
públicas internacionais.»
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Problemático na mudança da lei em 2003, entretanto, foi o fato de que a 
pena para a corrupção dos funcionários públicos estrangeiros fi cou intocada, o 
que gerou uma discrepância no tratamento da corrupção de funcionários estran-
geiros com relação aos nacionais. Com isso, três anos depois dessa reforma, foi 
elaborado o Projeto de Lei 7.710/2007 com vistas a corrigir essa disparidade. 
Como se depreende da exposição de motivos do Projeto, a sua realização foi base-
ada sobretudo na necessidade de resposta à pressão externa sofrida pelo Governo 
nesse sentido, mais especifi camente no que respeita as recomendações recebidas 
por ocasião da realização da Conferência sobre a Implementação da Convenção 
contra a Corrupção da OCDE ocorrida em Brasília, em setembro de 2004. Para a 
doutrina brasileira até agora, porém, essa questão parece não apresentar maiores 
problemas22.

Além das reformas mencionadas, ainda outros dois projetos foram apresenta-
dos para a adequação da legislação penal brasileira à legislação internacional no 
combate à corrupção. O primeiro deles dispõe sobre a criminalização do enrique-
cimento ilícito23. O segundo, sobre a responsabilização de pessoas jurídicas em 
âmbito administrativo e civil por atos praticados contra a administração pública 
nacional ou estrangeira24.

A seguir será desenvolvida uma análise mais detalhada da atuação brasileira 
nesse âmbito, partindo-se especifi camente da inclusão dos crimes contra a ad-
ministração pública estrangeira no Código Penal e considerando-se o controle 
exercido pela OCDE quanto à implementação da Convenção sobre o Combate da 
Corrupção de Funcionários Públicos Estrangeiros em Transações Comerciais In-
ternacionais (IV), o que se justifi ca sobretudo em razão de ter sido essa a principal 
medida legislativa realizada pelo Brasil até agora nesse sentido. 

Como se verá, é questionável se a criação de novos tipos penais realmente 
representou um avanço na luta do Brasil contra a corrupção transnacional. De-
verá, assim, ser avaliado de que maneira essa legislação atende aos propósitos das 
convenções internacionais (V) e se outras alternativas podem ser apresentadas a 
problemas que venham ser apontados (VI).

22 Somente com relação à pena do crime de tráfi co de infl uência em transação comercial inter-
nacional, a qual possui pena mínima superior ao crime de corrupção ativa em transação comercial 
internacional, vê-se em Delmanto a crítica no sentido de um desrespeito ao princípio da propor-
cionalidade (Cf. Delmanto, ob. cit., p. 980).

23 Projeto de Lei nº 5.586/2005.
24 Projeto de Lei n° 6826/2010.

Estudios sobre corrupción.indd   331Estudios sobre corrupción.indd   331 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



332 instrumentos internacionais no combate à corrupçao...

IV. A adequação da legislação penal brasileira segundo 
os relatórios da OCDE

IV.1. Primeira Fase do Processo de Avaliação

O primeiro relatório do Grupo de Trabalho sobre Corrupção nas Transações 
Comerciais Internacionais da OCDE, adotado e aprovado em 31 de agosto de 
2004, teve por objetivo avaliar se as leis do Brasil estão em conformidade com os 
padrões legais estabelecidos pela Convenção.

O relatório observa inicialmente que apesar de a Convenção ter força de lei 
ordinária no Brasil, o seu art. 1°, que prevê o delito de corrupção de funcionários 
públicos estrangeiros, não é autoaplicável. Isso que signifi ca que em casos de con-
fl ito com a legislação penal nacional, ou quando a legislação penal nacional for 
defi ciente em relação aos dispositivos da Convenção, a sua prevalência não estará 
assegurada. Nesse tocante, as autoridades brasileiras informaram que a Convenção 
seria uma fonte importante de interpretação, ainda que os tribunais não sejam 
obrigados a interpretar a legislação de implementação de acordo com o art. 1° da 
Convenção em caso de discrepância entre ambos25

No que concerne aos tipos penais de corrupção de funcionário público estran-
geiro, alguns pontos mostraram-se especialmente problemáticos. Dentre eles, os 
avaliadores demonstraram sua preocupação com a possibilidade de limitação do 
espectro de aplicação da lei penal brasileira em comparação com aquele origi-
nalmente visado pela Convenção, pelo fato de não haver defi nição expressa dos 
termos «função pública», «Poder Público», «entidades estatais», «país estrangei-
ro» e «organizações públicas internacionais» na lei brasileira. O Brasil respondeu 
afi rmando que os tribunais brasileiros poderiam utilizar também aqui o Decreto 
nº 3.678/2000 como fonte interpretativa26.

Em seguida, dois problemas foram apontados com relação à expressão «ato de 
ofício relacionado à transação comercial internacional» do art. 337-B, CP27. Em pri-
meiro lugar, não estaria claro se o conceito «ato de ofício» permitiria a aplicação da 
lei a casos em que o ato esteja fora da competência do funcionário público. O Brasil 
alegou a punibilidade do agente mesmo quando o ato possuir qualquer tipo relação, 
mesmo que apenas indireta, com as atribuições do funcionário público. Partiu-se 
aqui do exemplo de quem oferece uma vantagem a um funcionário do alto escalão 
do governo para que este se utilize de seu cargo —atuando dentro ou fora de sua 
competência— para determinar a outro funcionário que lhe conceda um contrato. 
Segundo as autoridades brasileiras, a solução jurídica dada a esse caso consistiria na 
punição ou por coautoria no crime de corrupção ou pelo tráfi co de infl uência.

25 Relatório da OCDE – 2004, p. 3.
26 Relatório da OCDE – 2004, p. 6.
27 Relatório da OCDE – 2004, p. 7.
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Em segundo lugar, surgiram dúvidas sobre se o elemento do tipo «relacionado 
à transação comercial internacional» alcançaria por sua vez situações em que o ato 
não tenha qualquer implicação internacional nem esteja diretamente relacionado 
com qualquer transação comercial, porém de algum modo represente uma van-
tagem ao corruptor na condução de transações comerciais internacionais no país 
ou em sua capacidade de realizá-las. A respeito de alguns exemplos nesse sentido, 
como concessão de licenças ou autorizações comerciais no país do funcionário, 
concessão de tratamento fi scal favorável e até mesmo permissão para a entrada 
de pessoas físicas no país, as autoridades brasileiras responderam que os mesmos 
estariam enquadrados pelo tipo penal em questão.

Com relação às regras de aplicação da lei penal brasileira, os representantes da 
OCDE pediram maiores esclarecimentos sobre casos-limite. No que tange a ju-
risdição territorial (arts. 5° e 6°, CP), as dúvidas diziam respeito principalmente 
sobre se qualquer tipo de conduta praticada no Brasil, como um telefonema, fax 
ou e-mail, seria sufi ciente para estabelecer a jurisdição brasileira sobre os crimes 
de corrupção em transações comerciais internacionais, normalmente consumados 
no país estrangeiro28. Nesse quesito a resposta brasileira foi também afi rmativa.

IV.2. Segunda Fase do Processo de Avaliação

O relatório relativo à Segunda Fase de avaliação do Brasil, adotado em 07 de 
dezembro de 2007, em continuidade à avaliação da implementação da Convenção 
no país e com vistas ao monitoramento da sua aplicação na prática jurídica, frisou 
a necessidade de as autoridades responsáveis pela persecução penal agirem mais 
ostensivamente na detecção e investigação de crimes e instauração de processo 
nesses casos. Até o momento não havia nenhum processo penal em tramitação no 
Judiciário, apesar de duas suspeitas29 e quatro investigações em curso30.

Após discussões com representantes do Ministério da Justiça, promotores e 
juristas brasileiros, os examinadores concluíram que de um modo geral os crimes 
de corrupção de funcionários estrangeiros previstos no Código Penal estariam de 
acordo com os padrões estabelecidos no art. 1° da Convenção31. Todavia, perma-
neceram as dúvidas já suscitadas no relatório anterior.

28 Relatório da OCDE – 2004, p. 16.
29 Dessas, uma denúncia feita pela mídia e outra descoberta por ocasião de outra investigação 

em curso da Polícia Federal; vide o Relatório da OCDE – 2007, ponto 14.
30 Relativas aos resultados do quinto relatório do Comitê Independente de Investigação sobre 

o programa das Nações Unidas «Petróleo por Alimento» de abril de 2004, onde foram apontadas 
irregularidades na implementação do programa da ONU no Iraque. Empresas de vários países, 
dentre eles o Brasil, foram apontadas como possíveis participantes nos casos de corrupção em 
questão. Cf. o Relatório da OCDE – 2007, ponto 17.

31 Relatório da OCDE – 2007, ponto 11.
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Mais especifi camente sobre a legislação envolvendo o crime de corrupção de 
funcionário público estrangeiro, à preocupação expressada acerca da falta de uma 
defi nição sobre os termos-chave como «país estrangeiro», «órgão público inter-
nacional», etc., reafi rmaram as autoridades brasileiras que a Convenção teria força 
interpretativa com relação aos arts. 337-B, 337-C e 337-D, CP32.

Os examinadores retomaram uma questão já suscitada na primeira fase de ava-
liação33, em relação à qual naquela oportunidade não haviam sido feitas maiores 
observações. Trata-se da possibilidade de punição pelo crime de corrupção quando 
houver exercício de infl uência através de intermediários, respondida afi rmativa-
mente com base nas regras de autoria e participação do Código Penal brasileiro e 
na própria redação do art. 337-B («direta ou indiretamente»). Na segunda fase de 
avaliação os examinadores observaram porém não estar claro se o art. 337-B, CP 
contemplaria ainda situações em que o intermediário não chega a fi nalizar a oferta 
ou a entrega do suborno34. Essa última questão permaneceu em aberto.

Nessa fase de avaliação foi igualmente levantada a dúvida sobre se o art. 337-B 
aplica-se a atos que não estejam dentro da competência legal do funcionário. As 
autoridades brasileiras reiteraram que o delito será produzido quando o ato tiver 
qualquer relação, mesmo que indiretamente, com as funções do funcionário pú-
blico, e que não serviria como defesa a afi rmação de que o ato encontra-se fora da 
autoridade do funcionário35.

Além disso, os examinadores recomendaram novamente o acompanhamento 
do tratamento dado aos crimes de corrupção de funcionários públicos estrangei-
ros, no intuito de ser verifi cado se representa uma barreira à punição por corrup-
ção o fato de a lei relacionar o ato ou omissão do funcionário público estrangeiro 
a uma transação comercial internacional, em vez de relacioná-lo à possibilidade 
de o subornador obter ou reter vantagem na condução de negócios internacionais, 
conforme prevê originalmente o art. 1° da Convenção36.

Por último, grande controvérsia gerou a discussão a respeito da possibilidade 
de o agente justifi car-se naqueles casos que no Brasil correspondem ao delito de 
concussão37. Em outras palavras, foi questionado se a escusa do particular por 
força do art. 316, CP geraria efeitos sobre a interpretação do crime de corrupção 
do funcionário estrangeiro. Os representantes brasileiros não puderam apresen-
tar uma resposta unânime sobre o âmbito de aplicação do art. 316, CP ou sobre 
sua diferença em comparação ao crime de corrupção passiva, art. 317, CP. Nesse 
tocante, foram feitas afi rmações tanto no sentido de que a concussão não se di-

32 Relatório da OCDE – 2007, ponto 140.
33 Relatório da OCDE – 2004, p. 5.
34 Relatório da OCDE – 2007, ponto 141.
35 Relatório da OCDE – 2007, ponto 142 e s.
36 Relatório da OCDE – 2007, ponto 143.
37 Relatório da OCDE – 2007, ponto 145 e ss.
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ferenciaria da corrupção passiva, sendo uma mera «solicitação» sufi ciente para 
caracterizar o delito de concussão, quanto no sentido de que para a concussão 
seria necessário o evolvimento de algum tipo de coação ou intimidação por parte 
do funcionário38. Em conclusão fi cou fi rmado pelas autoridades do Brasil, porém, 
que a concussão por parte do funcionário público estrangeiro não excluiria a con-
denação por corrupção ativa do sujeito que faz o que lhe é requisitado.

V. A corrupção em transações comerciais internacionais 
no Brasil: observações

Com relação aos problemas apresentados pelo Grupo de Trabalho sobre Cor-
rupção nas Transações Comerciais Internacionais nas duas fases de avaliação, al-
gumas observações devem ser feitas às respostas oferecidas pelo Brasil a fi m de 
que questões atinentes ao direito brasileiro possam ser situadas adequadamente. 

V.1. A força normativa da Convenção

Primeiramente, em relação à utilização da Convenção da OCDE como fonte 
interpretativa, deve restar claro que não fi ca ao mero arbítrio dos juízes recorrer ao 
Decreto nº 3.678/2000 no momento de aplicação da lei penal, como pode sugerir 
o posicionamento dos representantes brasileiros mencionado acima. A partir do 
momento em que houve a sua aprovação pelo Congresso Nacional e a sua promul-
gação pelo Presidente da República, a Convenção, por ser parte integrante do or-
denamento jurídico brasileiro, passa a ter força normativa vinculante aos cidadãos 
e a todas as esferas estatais. 

A Convenção não pode ser diretamente aplicada para a punição por não ter a 
necessária cominação de pena em seus dispositivos, garantia essa assegurada pela 
Constituição Federal, art. 5° XXXIX. Mas, uma vez existente a cominação da 
pena no ordenamento brasileiro —o que ocorreu através da reforma do Código 
Penal em 2002— os seus dispositivos devem integrar o processo de interpretação 
e aplicação do direito penal como um todo. Isso encontra-se explicitado muitas 
vezes nos próprios tratados, como a Convenção contra o Crime Organizado Trans-
nacional da ONU (Decreto n° 5.687/2006), que em seu art. 3° afi rma que seu 
âmbito de aplicação estende-se à investigação, instrução e julgamento das infra-
ções ali previstas.

38 No documento original faz-se referência a «demand», o que em português pode ter tanto 
o sentido de «exigir» quanto de «solicitar». A tradução não ofi cial para o português, disponibi-
lizada no site do Ministério da Justiça (Secretaria de Assuntos Legislativos), optou pela segunda 
alternativa. Todavia, ela é errônea, pois não reproduz o sentido do art. 316, CP, tornando assim 
incompreensível o Ponto 146 do documento.
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Nesse tema, o Brasil encontra-se ainda muito distante da mudança de paradig-
ma ocorrida nas últimas décadas em diversos países, especialmente os de tradição 
europeia, que consiste em reconhecer a importância desempenhada atualmente 
pelo direito internacional público, cujos refl exos se estendem também ao direito 
penal. O principal exemplo a ser considerado aqui é a maneira pela qual os Esta-
dos Membros da União Europeia (UE) —sob a perspectiva interna de interpreta-
ção e aplicação do direito nacional— lidam com os tratados constitutivos e os atos 
normativos criados na esfera europeia. 

Por força do art. 4°, 3 do Tratado da União Europeia (sucessor do art. 10 do 
Tratado da Comunidade Europeia, após a entrada em vigor do Tratado de Lisboa) 
os Estados Membros têm um dever geral de lealdade à União, segundo o qual 
devem tomar todas as medidas gerais ou específi cas adequadas para garantir a exe-
cução das obrigações decorrentes dos Tratados ou resultantes dos atos das insti-
tuições da UE. Isso signifi ca que existe uma vinculação de todos os representantes 
do poder público nesse sentido, o que implica o dever dos tribunais nacionais em 
considerar o direito da UE na interpretação do direito nacional sempre quando 
houver espaço para tanto (o chamado princípio da interpretação conforme)39. Ou 
seja, mesmo onde não possua aplicação imediada no direito nacional40, o direito 
europeu não perde o seu caráter vinculante no momento da aplicação da lei.

Portanto, as dúvidas que podem ser suscitadas nesse tema dizem antes respeito 
aos limites desse tipo de interpretação, especialmente por tratar-se de normas de 
caráter penal, do que à questão de se saber se a aplicação do direito internacional 
é ou não obrigatória. Naturalmente, os principais limites dessa aplicação a serem 
considerados decorrem da força de princípios reconhecidos tanto pelo direito na-
cional quanto pelo europeu, como a segurança jurídica, a proibição de retroação 
da lei penal e o princípio da legalidade. Deste modo, quando diversas alternativas 
de interpretação para uma norma forem possíveis, tem preferência aquela que me-
lhor representa o direito da União Europeia, resguardada a proibição de analogia 
em matéria penal41.

A dogmática brasileira tem muito a aprender com a experiência dos países euro-
peus nesse campo, especialmente no reconhecimento de que onde a lei penal mos-
trar-se dúbia ou apresentar conceitos abertos (por exemplo, a falta de defi nição do 
que seja «organizações públicas internacionais» – art. 337-D, par. único), o juiz tem 
a obrigação, jurídica e moral, de aplicar os tratados existentes nessa matéria. Como 

39 Satzger, Helmut, Internationales und Europäisches Strafrecht. Baden-Baden: Nommos, 
2009, p. 144.

40 Pois quando tiver aplicabilidade imediada não se fala mais em interpretação conforme, mas 
na primazia do direito europeu sobre o direito nacional, ou seja, a sua superioridade hierárquica 
sobre o direito nacional (Satzger, ob. cit., p. 137 e ss.). Sobre o tema na doutrina brasileira, She-
caira, ob. cit., p. 60 e s.

41 Satzger, ob. cit., p. 144 e s.
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mencionado, existem barreiras a esse procedimento quando a lei brasileira falha 
explicitamente em reproduzir os compromissos fi rmados no plano internacional. 
Onde esse parece ser o caso, será melhor analisado nos tópicos a seguir.

V.2. Normas da Parte Especial e regras de participação e autoria

Diversos problemas apontados pela OCDE relacionam-se com ques-
tões de participação e autoria. Tais problemas dependem em parte da interpre-
tação do art. 337-B, CP, a saber, se o tipo penal de corrupção ativa de funcionário 
público internacional corresponde ao tipo de corrupção ativa de funcionário pú-
blico nacional em todas as suas nuances. Isso será esclarecido a partir dos dois 
exemplos abaixo.

V.2.(a) Ato de ofício e competência do funcionário público estrangeiro

Uma questão suscitada pelos examinadores da OCDE nas duas fases de ava-
liação faz referência à possibilidade de caracterização dos delitos de corrupção 
mesmo que o ato praticado esteja fora do âmbito de competência do funcionário 
público estrangeiro. 

Inicialmente, deve fi car claro que, na verdade, a questão suscita dois problemas 
concernentes ao comportamento do funcionário público, relacionados, porém dis-
tintos entre si. O primeiro concerne ao que se pode entender por «ato de ofício». 
O segundo, sobre quais as implicações da falta de competência do funcionário na 
confi guração do delito.

Discussões envolvendo a competência do funcionário público para agir, en-
tendida como as atribuições legais do mesmo, pressupõem o conceito «ato de 
ofício», no sentido de um ato administrativo ou um ato pertencente à adminis-
tração pública42. Assim, poderia ser objeto de controvérsias a hipótese de estar 
ou não enquadrada no tipo a situação em que o funcionário pratica um ato que 
extrapola a sua competência, ou seja, um ato que pertença a atribuições de outro 
cargo público que não o seu. Tomando em consideração o exemplo apresentado 
nos relatórios da OCDE, seria o caso em que o funcionário do alto escalão do go-
verno desse uma ordem a um funcionário que não se encontra sob sua autoridade 
ou uma ordem cujo conteúdo foge às suas atribuições. Tratar-se-ia de um vício, 
não de uma completa inexistência do ato administrativo43.

42 Para a diferenciação entre ambos, vide Bandeira de Mello, Celso Antônio, Curso de di-

reito administrativo. São Paulo: Malheiros, 2007, p.376 e ss.
43 Certos vícios de competência, como o exercício fático de determinados atos pelo funcio-

nário, são considerados válidos para a preservação dos terceiros de boa-fé. Cf. Medauar, Odete, 
Direito administrativo moderno. São Paulo: Revista dos Tribunais, 2009, p.154; Sunfeld, Carlos 
Ari et alle, Introdução ao direito administrativo. São Paulo: Saraiva, 2008, p. 124 e ss.
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Porém, se o comportamento do funcionário do alto escalão já não pudesse 
desde início ser caracterizado como um ato administrativo ou da administração 
pública, como não é possível no caso do exercício de mera infl uência com relação 
a um subordinado, então não estaria confi gurada a corrupção passiva do mesmo.

Na jurisprudência brasileira não existe uma distinção clara entre o conceito 
de ato de ofício e de competência legal com relação aos crimes praticados contra 
a administração pública nacional. De qualquer maneira, é importante notar a 
tendência dos tribunais superiores em negar a confi guração do delito quando o 
ato esteja totalmente fora das atribuições legais do funcionário público44. Esse 
entendimento é também partilhado na doutrina brasileira45. Segundo Hungria, 
«o ato ou abstenção a que a corrupção se refere deve ser da competência do intraneus, isto é, 

deve estar compreendido nas suas específi cas atribuições funcionais, pois só neste caso pode 

deparar-se com um dano efetivo ou potencial ao regular funcionamento da administração.» 
Conforme o autor, isso não signifi caria a impunidade dos agentes (considerando-
-se o contexto nacional), pois outras respostas seriam oferecidas pelo ordenamento 
jurídico ao funcionário que atue fora de suas atribuições46.

Assim, na hipótese de não estar confi gurado o ato de ofício por parte do fun-
cionário do alto escalão do governo, o particular tão somente poderia ser partícipe 
do crime praticado por ele. Em outras palavras, o particular seria o instigador do 
tráfi co de infl uência que o funcionário pratica com relação ao subordinado, pois 
apenas este último é que pode praticar, omitir ou retardar o ato de ofício em ques-
tão. O particular somente seria punível enquanto partícipe porque o tipo penal é 
dirigido à pessoa que exerce a infl uência (no caso o funcionário do alto escalão), 
não havendo um tipo penal correspondente àquele que faz a proposta ao funcio-
nário para que ele exerça sua infl uência.

Do exposto, duas conclusões podem ser deduzidas. De um lado, a posição 
fi rmada pelos representantes brasileiros não é correta, pois toma como pacífi ca 
uma questão obscura, senão absolutamente contrária, às suas afi rmações. De outro 
lado, isso signifi ca que não haveria de se falar propriamente em coautoria no crime 
de corrupção, mas tão somente em participação no tráfi co de infl uência exercido 
pelo funcionário público sobre um subordinado.

44 Cf. Delmanto, ob. cit., p. 954.
45 Cf. Mirabete, ob. cit., p. 99 e ss.; Prado, ob. cit., 442 e s., entende ser «ato de ofício» 

um sinônimo de «ato funcional», que pode estar de acordo ou contra os deveres da função, porém, 
dentro de seu âmbito. Para o autor, a corrupção pressupõe que o ato «seja da competência ou 
atribuição inerente à função exercida pelo funcionário público, já que a tipicidade cinge-se justa-
mente ao tráfi co da função». No mesmo sentido, Bitencourt, ob. cit., p. 1099, 1130.

46 Hungria, ob. cit., p. 369.
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V.2.(b) Realização da oferta e início da execução

Igualmente delicada é a questão formulada pelos examinadores da OCDE na 
segunda fase de avaliação a respeito da necessidade de fi nalização da oferta ou da 
entrega da vantagem pelo intermediário ao funcionário público para a confi gura-
ção da corrupção.

A menos que a entrega da vantagem tenha o signifi cado de uma oferta ao 
funcionário público para acordos futuros, ela não tem importância alguma, sendo 
considerada mero exaurimento do crime de corrupção passiva do funcionário no 
direito brasileiro47. No que respeita os demais casos, porém, surge uma difi cul-
dade a partir da interpretação majoritária sobre o art. 333, CP, que estabelece 
como critério para a consumação do crime de corrupção ativa que o oferecimen-
to ou promessa da vantagem chegue ao conhecimento do funcionário público48. 
Quando se pensa na fi nalização da oferta feita diretamente pelo particular ao fun-
cionário público, essa interpretação não oferece maiores problemas. Contudo, a si-
tuação muda de fi gura quando se considera a hipótese do particular que se utiliza 
de outra pessoa, a qual deverá ela mesma fazer a proposta ao funcionário público 
nacional.

Aqui novamente o particular fi guraria como instigador do crime de corrup-
ção praticado pelo intermediário. Consequência disso é que, para a punição do 
particular, é condição que o intermediário tenha ao menos iniciado a proposta ao 
funcionário público nacional, nos termos do art. 31, CP49. Nessa hipótese seria, 
sim, necessária a fi nalização da oferta ou entrega da vantagem pelo intermediário 
para a existência de corrupção, a despeito da resposta ofertada pelo Brasil em 
sentido oposto.

V.2.(c) «direta ou indiretamente»

Em ambos os casos mencionados, a solução por via das regras de participação e 
autoria parece não ser necessariamente a mais correta no que respeita em específi co 
o crime de corrupção ativa de funcionário público internacional (art. 337-B, CP). 

Nesse sentido, é preciso haver o devido cuidado para que não se aplique a 
interpretação do delito de corrupção ativa de funcionários nacionais do art. 333, 
CP de modo automático ao art. 337-B, CP. Tal se deve ao fato de que, a despeito 
da semelhança entre ambos os tipos penais, o art. 337-B, CP, ao contrário do art. 
333, CP, possui a expressão «direta ou indiretamente» em sua redação. 

47 Delmanto, ob. cit., p. 910.
48 Cf. Delmanto, ob. cit., p. 953; Cunha, ob. cit., p. 418; Prado, ob. cit., p. 443; Franco, 

Alberto Silva/Stoco, Rui (org.). Código penal e sua interpretação jurisprudencial. São Paulo: Revista 
dos Tribunais, 2007, p. 1471 e ss.

49 Conclusão também defendida na jurisprudência. Cf. Delmanto, ob. cit., p. 955.
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Isso sugere que o art. 337-B, CP deva ser compreendido de modo a dispensar-
-se o início da execução do crime por parte do autor principal, i.e., a corrupção 
ativa realizada pelo intermediário, excetuando-se assim à regra do art. 31, CP nes-
se caso específi co da instigação. Mais do que isso, a ideia por trás do art. 337-B, 
CP seria justamente ampliar a responsabilização por autoria de formas de com-
portamento que em princípio seriam caracterizadas como instigação em cadeia 
—considerando-se como crime principal, naturalmente, a corrupção passiva do 
funcionário público.

O lado negativo de uma interpretação como essa é que ela antecipa demasia-
damente a intervenção penal na esfera individual, avançando em momentos de 
mero planejamento do crime. A seu favor tem-se que ela respeitaria uma leitura 
racional da lei, pois, do contrário, a expressão «direta ou indiretamente» seria 
uma proposição supérfl ua no texto legal. Há de ser considerado, além disso, a 
intenção dos avaliadores da OCDE em assegurar a aplicação mais ampla possível 
da lei penal, de maneira que o particular possa ser punido por corrupção ativa in-
dependente da realização da proposta pelo intermediário ou da natureza do ilícito 
praticado por ele.

V.3. Ato relacionado a transação comercial internacional

Justifi ca-se por inteiro a preocupação dos examinadores da OCDE quanto à 
restrição das condutas dos arts. 337-B e 337-C, CP a uma transação específi ca, 
no lugar de sua relação com a condução de negócios no país estrangeiro em geral. 
Contudo —em que pese a resposta oferecida pelas autoridades brasileiras— ne-
nhuma solução interpretativa pode ser oferecida a esse problema sem que se esbar-
re em uma analogia contrária ao réu. Pois há uma grande diferença entre relacionar 
diretamente o ato a uma transação comercial internacional50 e fazer referência a 
atos que de algum modo tenham repercussões, mesmo que indiretas, na realização 
de transações comerciais. A diferença é de tal monta que não se pode deduzir essa 
última constelação de fatos da primeira, por ser muito mais ampla do que esta.

No entanto, se por um lado a legislação brasileira falhou em representar ade-
quadamente os interesses objetivados pela Convenção, por outro a maneira como 
a Convenção busca coibir tais comportamentos mostra-se equivocada. Isso porque 
a relevância jurídica da corrupção transnacional, segundo a Convenção, depende 
não de circunstâncias em torno do comportamento do funcionário público ou da 
existência de uma negociação em curso, mas é muito amplamente vinculada à 
pessoa do empresário que ao menos intenciona atuar no exterior, de modo que a 

50 Note-se que os próprios dispositivos são intitulados de «corrupção ativa [e tráfi co de in-
fl uência] em transação comercial internacional» (grifo nosso).
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mera permissão de seu ingresso no país estrangeiro já caracterizaria corrupção nos 
termos da Convenção segundo a comissão examinadora.

V.4. Justifi cativa do agente e concussão

Com relação à possibilidade de o particular justifi car-se quando fi car caracte-
rizado o crime de concussão (art. 316, CP), algumas ponderações devem ser feitas 
tendo-se em consideração o modo pelo qual tal crime é compreendido no direito 
penal pátrio.

Cunha afi rma que a concussão seria uma «forma especial de extorsão, execu-
tada por funcionário público», na qual «há sempre algum tipo de constrição, in-
fl uência intimidativa sobre o particular ofendido, havendo necessariamente algo 
de coercitivo»51. Mas não apenas isso: o autor exemplifi ca o crime de concussão 
referindo-se ao médico de um hospital público que cobra por exames que são de 
graça, o que aponta uma situação na qual não resta outra escolha ao particular que 
não seja ceder à exigência do funcionário para receber algo a que tem direito52.

No mais das vezes a história desse dispositivo serve de referência à doutrina para 
diferenciá-lo da corrupção passiva53. O crime de concussão, segundo Hungria, tem 
suas origens no direito romano, onde era ilícito «o abuso do poder público para a 
captação de pecúnia». No direito romano, tal situação difere da corrupção por fi car 
excluído o arbítrio do particular, seja através da ameaça de uso da autoridade públi-
ca, seja através do emprego de fraude contra o particular54. De acordo com o autor, 
a concussão prevista no Código Penal brasileiro relaciona-se a situações nas quais o 
funcionário público, para cumprir o seu dever, exige uma prestação não determina-
da em lei, que ele impõe como uma obrigação ao particular55.

Portanto, uma interpretação da lei penal que diferencia a concussão da cor-
rupção parte da concepção segundo a qual o particular, vítima da coação exercida 
pelo funcionário, age em fundado temor de represálias decorrentes da função 
pública do coator56. Trata-se de uma situação na qual o sujeito não obtém uma 
vantagem propriamente dita em satisfazer os interesses ilícitos do funcionário 

51 Cunha, ob. cit., p. 387.
52 Cunha, ob. cit., p. 387 e s.
53 Por exemplo, Prado, ob. cit., p. 423 e s.
54 Hungria, ob. cit., p. 357.
55 Hungria, ob. cit., p. 358 e s.
56 Prado, ob. cit., p. 426 e ss.; Jesus, Damásio E. de, Direito Penal – Parte Especial, vol. 4. 

São Paulo: Saraiva, 2000, p. 139, chega a caracterizar a concussão como uma «forma especial de 
extorsão cometida pelo funcionário público, com abuso de autoridade, contra o particular»; no 
mesmo sentido, Greco, ob. cit., p. 1255; Bitencourt, ob. cit., p.1015 e s.; Franco/Stoco, ob. 
cit., p. 1459 e s.
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público. Pode-se dizer que tal diferenciação constitui orientação doutrinária e ju-
risprudencial majoritária57. Se um caso de concussão por parte do funcionário pú-
blico estrangeiro fosse decidido hoje no Brasil, muito provavelmente o particular 
não seria responsabilizado pela entrega da vantagem indevida ao funcionário.

Além do mais, essa visão permite uma visão coerente do Código Penal, ex-
cluindo a concepção de que ele contém dois tipos penais absolutamente idênti-
cos, e possibilita uma proteção do indivíduo nos casos em que fi ca caracterizado 
o abuso do poder público contra a sua liberdade de ação, sem que se tenha de 
recorrer a categorias gerais de justifi cação da conduta. Fica em aberto, todavia, 
uma discussão acerca dos limites de ação do particular nesses casos, especialmente 
com relação ao momento em que a sua postura possa ser caracterizada como uma 
conivência com o crime do funcionário público.

V.5. Aplicação da lei brasileira

A jurisdição penal brasileira é estabelecida fundamentalmente a partir do 
princípio da territorialidade (art. 5°, CP). Nos termos do art. 6°, CP, na deter-
minação do lugar do crime, é decisivo o local onde se deu a conduta criminosa 
bem como o local de seu resultado («princípio da ubiquidade»58). A jurisdição 
brasileira incide ainda em caráter excepcional, conforme as disposições do art. 7°, 
CP (extraterritorialidade).

O art. 6°, CP fala em «ação» ou «omissão», o que é interpretado de maneira 
extensiva de modo a abarcar não apenas a execução do crime, mas também os 
atos de participação. Nos casos de participação, a territorialidade é constituída, 
segundo parte da doutrina, mesmo quando a ação principal não seja considerada 
crime no país onde foi executada59. Essa compreensão, entretanto, é bastante pro-
blemática, pois em princípio ela desconsidera o caráter acessório da participação 
com relação ao fato delitivo —de acordo com a lei brasileira (arts. 29-31, CP), não 
são puníveis o auxílio e a instigação a uma conduta que não constitui ela própria 
um crime60. A importância dessa discussão é diretamente afetada pela interpre-
tação que se faça do art. 337-B, CP, embora não se limite a ela, pois ainda resta a 
participação por auxílio. 

O art. 31, CP oferece expressamente a possibilidade de exceção à acessoriedade 
da participação no que respeita a antecipação da tutela penal para um momento 

57 Para a jurisprudência nesse sentido, cf. Delmanto, ob. cit., p. 906.
58 Cf. Delmanto, ob. cit., p. 98; Franco/Stoco, ob. cit., 2007, p. 84.
59 Franco/Stoco, ob. cit., p. 85.
60 Em geral, a doutrina brasileira exige que a ação principal seja típica e antijurídica. Cf. 

JESUS, Damásio E. de, Direito Penal – Parte Geral. São Paulo: Saraiva, 1999, p. 415 e ss.
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em que o delito principal ainda não chegou ao estágio da tentativa61. No entanto, 
a exceção que a doutrina brasileira confere aqui ao art. 6°, CP é de outra natureza, 
pois suprime a necessidade de existência de um crime para a punição por tentati-
va, sem que haja sequer previsão legal expressa para tanto. Contrariamente a essa 
perspectiva, porém, alguns autores argumentam não haver contradição real com o 
princípio da acessoriedade, pois muito embora o injusto da participação seja de-
duzido do injusto da ação principal, nada impediria que o direito nacional, e não 
o estrangeiro, servisse de parâmetro para determinar o injusto da ação principal62.

Por outro lado, assim como a antecipação da tutela penal para momentos an-
teriores à execução do crime exigem razões político-criminais específi cas que a 
justifi quem63, ainda hoje é amplamente debatido se uma regra de aplicação que 
dispensa a incriminação do fato principal para a persecução penal dos partícipes 
(como o § 9 II 2 StGB na Alemanha) conduziria a uma expansão do âmbito de 
aplicação do direito penal nacional realmente necessária e desejável político-cri-
minalmente64. Sob esse aspecto questiona-se principalmente a existência de um 
ponto de conexão de direito internacional público legítimo e de um interesse do 
país em aplicar punição nos casos concretos65.

Dessa forma, a preocupação demonstrada pelo examinadores da OCDE rela-
tivamente ao modo de ação (como telefonema, fax ou e-mail enviados do Brasil, 
mencionados no relatório) não tem relevância alguma na determinação da ter-
ritorialidade brasileira. Todavia, nos casos em que tais condutas não integrem 
a execução do crime de corrupção, mas constituam meros atos de participação, 
os problemas apontados devem ser levados em consideração. Sobretudo, carece 
a dogmática penal brasileira de um maior aprofundamento em discussões dessa 
natureza.

VI. Lei 10.467/2002 – um avanço na luta contra a corrupção?

Feitas essas observações, cabe por fi m responder à pergunta feita anteriormen-
te, sobre até que ponto a nova legislação penal brasileira representa realmente 
uma contribuição à repressão da corrupção de funcionários públicos estrangeiros 
em transações comerciais internacionais.

61 Conforme discutiu-se acima em V) 2.
62 Satzger, ob. cit., p. 64.
63 Nesse sentido, Silveira, Renato de Mello Jorge, Direito penal supra-individual: interesses 

difusos. São Paulo: RT, 2003, p. 167-173.
64 Lemke, Michael, Kommentierung § 9 StGB. In: Kindhäuser, Urs/Neumann, Ulfrid/

Paeffgen, Hans-Ullrich (Hrsg.), Nomos Kommentar zum Strafgesetzbuch, Band I. Baden-Baden: 
Nomos, 2005, Rn. 28.

65 Lemke, ob. cit., § 9 Rn. 28.
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Considerando-se a semelhança dos tipos penais criados pela Lei 10.467/2002 
com os delitos de corrupção anteriormente existentes e, com isso, a tendência em 
interpretá-los de modo semelhante, a principal crítica que deve ser feita à reforma 
consiste no fato de o legislador não ter levado em consideração as possibilidades de 
responsabilização que o Código Penal já oferecia. A reforma de 2002 praticamente 
não criou resultados que já não pudessem ser alcançados desde o início apenas com 
base na utilização das regras de aplicação da lei penal dos arts. 6° e 7°, CP. 

Isso porque, consideradas as regras de territorialidade do art. 6°, CP, os arts. 
337-B e 337-C, CP possuem aplicação imediata apenas se praticados por brasi-
leiro ou estrangeiro dentro do território nacional. Na hipótese de um brasileiro 
corromper o funcionário público em território estrangeiro, a sua punição depende 
de qualquer modo das regras do art. 7°, CP mesmo. Nesse caso, o art. 7°, § 2°, CP 
impõe algumas condições para a aplicação da lei penal brasileira, como a entrada 
em território estrangeiro, a punibilidade do fato no país em que foi praticado e a 
possibilidade de extradição pela prática do crime em questão.

Em vez da criação dos crimes praticados por particular contra a administração 
pública estrangeira, portanto, teria sido mais indicada a revisão dos crimes de cor-
rupção então existentes, a fi m de serem sanadas as difi culdades indesejáveis que 
eles apresentam e realizarem-se as adaptações necessárias na lei para o alcance dos 
fi ns político-criminais almejados.

Pode-se inclusive dizer que a Lei 10.467/2002 não apenas foi desnecessária, 
mas criou também efeitos colaterais indesejáveis. Tal afi rmação é justifi cada pelo 
fato de que não existia no Código Penal, anteriormente, nenhuma restrição do 
conceito de administração pública ou de funcionário público ao âmbito exclusi-
vamente nacional66. Com a introdução do título «dos crimes praticados por par-
ticular contra a administração pública estrangeira» no Código Penal criou-se de 
uma contraposição expressa destes aos crimes realizados contra a «administração 
em geral», cujo sentido passa então a ser o da administração brasileira.

A consequência da lógica trazida à interpretação sistemática do Código Penal 
é a restrição da aplicação das regras de jurisdição extraterritorial aos crimes de 

66 Diferentemente de outros países, como a Alemanha, cujo Código Penal em seu § 11 I an-
cora tais conceitos às normas do direito público nacional. Para a adequação da legislação alemã, 
junto à promulgação da Convenção da OCDE foi introduzido um artigo que equipara os funcio-
nários públicos estrangeiros e das organizações internacionais aos funcionários públicos alemães e 
além disso dispõe sobre as regras de aplicação da lei penal alemã (art. 2 e parágrafos da lei para o 
combate da corrupção transnacional – Gesetz zur Bekämpfung internationaler Bestechung vom 
10. September 1998). A respeito da adaptação do direito alemão às exigências da Convenção, 
cf. Mehle, Bastian, Korruption im internationalen Kontext. In: Bub, Wolf-Rüdiger/Mehle, Volk-
mar/Schumann, Ekkehard (org.), Festschrift für Peter Gauweiler zum 60. Geburtstag. Luchterhand, 
2009, p. 397.
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corrupção em transação comercial internacional. Com isso inviabiliza-se a punibi-
lidade por outros comportamentos que eventualmente não estejam cobertos pelas 
normas dos arts. 337-B, 337-C e 337-D do CP e abre-se espaço para descompas-
sos entre a proteção ofertada à administração nacional e a proteção da adminis-
tração estrangeira, como já deu mostras a Lei 10.763/2003 ao elevar a penas dos 
arts. 332 e 333 do CP e deixar intactas as penas dos arts. 337-B, 337-C do CP.

Sem essa restrição na lei, a promulgação do tratado no Brasil viria simples-
mente a corroborar a aplicação da lei penal aos casos em que brasileiros no exterior 
ou brasileiros e estrangeiros dentro do território nacional viessem a corromper 
funcionários públicos de outro país. Nessa hipótese, poderia de fato ser argumen-
tado que a leitura dos crimes contra a administração pública no Código Penal 
conduz intuitivamente à ideia de proteção da administração pública nacional, que 
estaria, assim, implícita na legislação penal. Porém, deve ser contra-argumentado 
que igualmente uma leitura inicial do art. 121, CP nos induz a imaginar casos de 
homicídio ocorridos no Brasil e, apesar disso, quando um homicídio for realizado 
no exterior por um brasileiro, por exemplo, a jurisdição brasileira estende-se a ele.

Dentre as adaptações necessárias exigidas pelas Convenções, a reforma teve o 
mérito de ter instituído como crime a corrupção de funcionários das organizações 
públicas internacionais. Deve ser mencionada igualmente a inclusão no novo tipo 
de corrupção criado a corrupção realizada indiretamente pelo sujeito, de modo a 
desvincular a punição do início ou natureza da atividade realizada pelo interme-
diário. Não obstante isso, diversos outros pontos fi caram sem regulação, como a 
responsabilidade da pessoa jurídica pela prática de ilícitos penais, conforme men-
cionado anteriormente, e a falta de jurisdição extraterritorial de atos praticados 
por residentes no país, conforme requisita a Convenção das Nações Unidas Contra 
a Corrupção.

VII. Considerações Finais

Diante do exposto, pode-se concluir que muito pouco avançou a reforma penal 
introduzida pela Lei 10.467/2002 na matéria de combate à corrupção. As críticas 
apresentadas acima sugerem uma extensão da aplicação da lei penal brasileira a 
todos os casos de corrupção praticados em âmbito internacional, não apenas no 
contexto de transações comerciais. Assim sendo, deve ser questionado se seria tal 
solução legítima ou se estaria ela fora do âmbito de interesse do Estado brasileiro.

A introdução no Código Penal dos crimes contra a administração pública es-
trangeira foi bem recebida pela doutrina no Brasil. Nesse sentido, embora cri-
tique a inclusão da reforma sob o Título XI do Código Penal, por entender que 
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o bem jurídico tutelado nesses casos não é a administração pública estrangeira, 
Prado a considera um avanço na legislação pátria67.

O autor entende que os bens jurídicos protegidos pelos arts. 337-B, 337-C e 
337-D do Código Penal seriam sobretudo a boa-fé, a regularidade e a transparência 
nas relações comerciais internacionais. Tratar-se-ia, portanto, de um imperativo 
de caráter sobretudo econômico, já que tais tipos teriam por fi nalidade resguardar 
a concorrência entre os agentes econômicos e permitir a melhor alocação possível 
de seus recursos68. Por essa razão, a corrupção praticada em âmbito nacional seria 
conceitualmente distinta da corrupção transnacional, sendo seu único ponto em 
comum a existência de um funcionário corrompido. Afi nal, o Brasil não poderia 
pretender atribuir para si a tutela sobre a integridade da administração pública 
de outro país69.

Em que pese a respeitável opinião do autor, é importante ressaltar que na aná-
lise dessa questão o argumento econômico não é capaz de justifi car, isoladamente, 
a punição da corrupção ativa de funcionários públicos estrangeiros. Simplesmente 
porque o Brasil poderia ter as empresas menos competitivas e ao mesmo tempo 
mais corruptas no exterior. Considerando-se apenas a perspectiva econômica, isso 
representaria para os brasileiros um ganho, não uma perda. Por que razão deveria 
então o ordenamento brasileiro proibir uma conduta que em princípio não lhe 
traz nenhum prejuízo? Essa indagação mantém-se ainda quando se leva em con-
sideração que as empresas corruptas repassam os gastos tidos com o pagamento 
de vantagens ilícitas ao consumidor fi nal70, uma vez que o consumidor nessas 
circunstâncias seria estrangeiro, não brasileiro.

A punição por corrupção ativa de funcionário público estrangeiro só se explica 
na medida em que o Brasil pode ser ele próprio afetado pela corrupção praticada 
e incentivada por outros países no âmbito internacional. Ou seja, a vantagem só é 
possível quando todos os demais estrangeiros respeitem a administração pública 
brasileira. No entanto, um Estado não pode cobrar dos outros aquilo que não está 
ele mesmo disposto a fazer e a sua proposta só funciona na medida em que todos 
colaborarem. 

Isso signifi ca que, antes de mais nada, os pressupostos e os mecanismos que 
asseguram aos Estados a sua coordenação e cooperação em âmbito internacional é 

67 Prado, ob. cit., p. 571.
68 Prado, ob. cit., p. 572.
69 Prado, ob. cit., p. 573.
70 Sobre a forma como a corrupção é economicamente lesiva ao Estado e às empresas nacionais, 

Patino, María Victoria Muriel, Aproximación macroeconómica al fenómeno de la corrupción. In: Gar-
cía, Nicolás Rodriguez/Caparrós, Eduardo Fabián, La corrupción en un mundo globalizado: análisis 

interdisciplinar. Salamanca: Ratio Legis, 2004, p. 33 e s.
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que devem ser preservados em primeiro lugar, para que somente então possam ser 
resguardados outros interesses (econômicos, humanitários, etc.)71. De fato, a eco-
nomia é o principal propulsor das relações internacionais no mundo globalizado. 
Mas não é o único e não é apenas economicamente que um Estado pode ser afetado 
com a corrupção que ocorre em outros países ou que é realizada por estrangeiros 
em seu território. Tanto o combate à corrupção nacional quanto à transnacional 
objetivam fundamentalmente a proteção do Estado de Direito e das relações está-
veis entre os países, com vistas ao seu desenvolvimento comum e solidário.

Isso em certa medida é reconhecido por Prado quando, relativamente aos 
bens jurídicos protegidos pelos crimes contra a administração pública estrangei-
ra, ele afi rma que «não são bens exclusivos de determinado país, mas pertencem à própria 

comunidade internacional. Isso porque todos os Estados têm interesse na preservação da 

liberdade no sistema de intercâmbio e no direito de que suas administrações, seus cidadãos 

e suas empresas não sejam obrigados a arcar com despesas injustas. Além de um novo bem 

jurídico a proteger, descortina-se aqui também uma nova forma de proteção: cada Estado 

exerce jurisdição sobre seus nacionais no intuito de tutelar um bem jurídico que pertence à 

comunidade internacional»72.

Mas mesmo que não houvessem outros interesses a serem protegidos através 
da repressão à corrupção transnacional, haveria de ser admitido, ao menos, a inap-
tidão em reguardar-se a livre concorrência por meio da repressão da corrupção 
exclusivamente no contexto das transações comerciais internacionais. Para tanto, 
basta considerar que não se pode esperar que um sistema seja corrupto em todas 
as áreas, com exceção apenas daquelas que interfi ram na condução de negócios 
transnacionais. A corrupção estatal em qualquer contexto é negativa para o de-
senvolvimento nacional dos Estados, repercutindo, mesmo que de forma indireta, 
nas transações internacionais. Apenas quando o Estado como um todo não é cor-
rupto, é que ele não o será também em relação aos atos de repercussão diretamente 
econômica. A difi culdade da Convenção em delimitar os atos compreendidos pelo 
delito, a partir de uma referência genérica a qualquer ato que de algum modo re-
presente ou venha a representar um benefício na condução de transações, é prova 
disso.

Ao Brasil não cabe avocar para si a tutela da integridade da administração 
pública de outro país, como afi rma Prado. De fato, cada Estado possui autonomia 
para determinar o âmbito de sua jurisdição conforme seus interesses. Entretanto, 
existem limites impostos pelo direito internacional público ao exercício da jurisdição 

71 Não se pode, portanto, limitar a análise do problema à proteção do mercado pretendida 
pela OCDE, como faz Mauri, Miriam Cugat, La corrupción en las transacciones comerciales internacio-

nales. In: Estudios de derecho judicial, n°61, 2004, p. 328.
72 Prado, ob. cit., p. 574.
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penal, decorrentes do dever de respeito à soberania dos demais Estados. Com isso, 
cada um deles deve observar, no momento de determinação da sua competência 
jurisdicional, a existência de um elo racional entre a sua lei e as circunstâncias 
fáticas do comportamento em questão73.

Pelos motivos indicados acima, não se pode dizer que o Brasil ultrapassaria 
esses limites na hipótese de aplicação da lei penal brasileira a todos os casos de 
corrupção transnacional, e não apenas aos casos que envolvem acordos comerciais. 
Por outro lado, difi cilmente se encontra uma justifi cativa ao exercício da jurisdi-
ção brasileira sobre os crimes de corrupção praticados por funcionários pertencen-
tes a um país estrangeiro. Fazê-lo seria uma invasão dessa soberania74. Ressalte-se, 
porém, que o mesmo não pode ser dito com relação ao funcionário de organização 
pública da qual o Brasil faz parte —por exemplo, um árbitro do Tribunal ad hoc 
de Solução de Controvérsias no âmbito Mercosul75.

Ao coibir a corrupção de funcionários estrangeiros por parte de seus nacionais 
e de todos que se encontrem sob sua jurisdição territorial, o Brasil assegura a sua 
parcela de responsabilidade no cenário internacional, resguardando, assim, seus 
próprios interesses, que não são apenas econômicos. As medidas de adaptação 
do ordenamento brasileiro para o alcance desse propósito devem, portanto, ser 
rediscutidas.

O Brasil foi elogiado em seu empenho na implementação das Convenções 
de combate à corrupção76, tendo realizado nos últimos anos grandes avanços na 
criação de mecanismos estruturais de controle e prevenção da corrupção estatal, 
esforço esse que deve ser reconhecido77. A resposta jurídica ao problema, entre-
tanto, ainda deixa muito a desejar. Se por um lado é verdade que o direito penal 
não pode por si só pretender uma solução às causas da corrupção, por outro lado, 
é verdade que a adequação do arsenal jurídico para a responsabilização de quem 
quer que assim se comporte constitui um indicativo fundamental do real interesse 
de uma sociedade em combatê-la.

73 Cf. Satzger, ob. cit., p. 41 e ss.
74 Ao contrário do que afi rma MAURI, ob. cit., p. 332, 335, é o respeito à soberania dos 

Estados e não a proteção dos mercados que justifi ca a postura de não se incriminar amplamente a 
corrupção passiva do funcionário estrangeiro.

75 Procedimento dos arts. 7 e ss. do Protocolo para a Solução de Controvérsias no âmbito do 
Mercado Comum do Sul, fi rmado em Brasília em 17 de dezembro de 1991 e promulgado pelo 
Decreto n° 922, de 10 de setembro de 1993.

76 Já nas duas fases avaliação da OCDE, bem como no relatório aprovado na segunda rodada 
de avaliação realizada pela OEA, aprovada em 12 de dezembro de 2008.

77 Sobretudo na criação de órgãos de controle e conscientização da sociedade civil, descantado-
se a Controladoria Geral da União: http://www.cgu.gov.br.
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SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN: UNA REFORMA INSUFICIENTE.– II. EL DELITO 
IMPRUDENTE DE BLANQUEO DE CAPITALES EN LAS INICIATIVAS SUPRANA-
CIONALES.– III. ESTRUCTURA DEL TIPO IMPRUDENTE DE BLANQUEO EN EL 
CÓDIGO PENAL ESPAÑOL: A) La problemática confi guración del delito imprudente de blan-

queo.– B) El conocimiento del origen de los bienes.– C) La intención de ocultar los bienes o de favores a 

los responsables.– IV. EL DEBER OBJETIVO DE CUIDADO EXIGIBLE EN RELACIÓN 
CON EL SUJETO ACTIVO DEL TIPO: A) Entre la imprudencia leve y el dolo eventual.– B) 
¿Quiénes están obligados al cumplimiento del deber de cuidado? La defi nición del sujeto activo del delito 

imprudente de blanqueo.– C) El blanqueo imprudente como delito especial.– D) El blanqueo imprudente 

como delito común.– V. BLANQUEO DE CAPITALES Y PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
¿PARA QUÉ SIRVE EL TIPO IMPRUDENTE?: A) Planteamiento del problema.– B) Evalua-

ción político-criminal del art. 301.3.– C) La demostración del dolo mediante la prueba de indicios.– 
VI. CONSIDERACIONES FINALES.

I. Introducción: una reforma insuficiente

El legislador brasileño acaba de reformar la regulación del blanqueo de 
capitales, aún contenida en la Ley 9.613 de 19982. Centrada sobre los aspectos 
penales del problema, la Ley 12.683, de 9 de julio de 20123, ha introducido 

1 Este trabajo se enmarca en el Proyecto de Investigación «El blanqueo de capitales en el 
marco de la moderna delincuencia económica y la fi nanciación del terrorismo», fi nanciado por el 
Ministerio de Ciencia e Innovación del Gobierno de España (DER2009-13351) y en el Proyec-
to de Investigación «Corrupción, fraude y delincuencia económica: vías de integración jurídica 
desde las experiencias europea e iberoamericana», fi nanciado por la Consejería de Educación de la 
Junta de Castilla y León (SA033A10-1).

2 Lei n.º 9613, de 3 de marzo de 1998, dispõe sobre os crimes de «lavagem» ou ocultação de bens, 

direitos e valores; a prevenção da utilização do sistema fi nanceiro para os ilícitos previstos nesta Lei; cria o 

Conselho de Controle de Atividades Financeiras – COAF, e dá outras providências (DOU de 4 de marzo, 
pp. 1 y ss.).

3 Lei n.º 12.683, de 9 de julio de 2012, altera a Lei n.º 9.613, de 3 de março de 1998, para tornar 

mais efi ciente a percecuçao penal dos crimes de lavagem de dinheiro (DOU de 10 de julio, pp. 1 y ss.).
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ciertos cambios en el diseño de los tipos de lavagem, de entre los cuales merece 
destacarse la considerable ampliación del objeto material del delito. En efecto, ya 
no sólo se castiga la conducta de quien disimula el origen de bienes derivados de 
las ocho categorías de delitos contempladas en la regulación ahora derogada4, sino a 
quien legitima recursos derivados de cualquier clase de infracción penal.

Con todo, la nueva Ley no ha introducido transformaciones conceptuales de 
especial relevancia. Es obvio que la generalización del abanico de predicate offen-

ces redunda en benefi cio de la sustantividad propia del blanqueo respecto de las 
infracciones delictivas previas, fortaleciendo su neto carácter socioeconómico. 
Sin embargo, creo que el Parlamento ha perdido una extraordinaria ocasión para 
introducir ciertas mejoras o especifi caciones que, en cumplimiento de los com-
promisos internacionales asumidos por el Estado y en benefi cio del principio de 
seguridad jurídica, debería de haber adoptado. Tal es el caso del tratamiento que 
merece quien blanquea los bienes que él mismo ha producido, la hipotética nece-
sidad de que el previo ilícito deba ser confi rmado mediante resolución judicial o 
la consideración de la vertiente subjetiva del tipo en relación con la admisión en 
este ámbito del dolo eventual y, en su caso, de la imprudencia.

Centrándome sobre este último punto, parece claro que la Ley 12.683 no ha 
querido extender el ámbito de lo punible al blanqueo cometido de forma negli-
gente. En el marco de un sistema que, como el español, castiga la imprudencia 
sobre el criterio de crimina culposa sentado por el art. 18 del Código Penal, ni la 
versión original de la Ley 9.613 ni la ahora vigente han querido introducir un 
tipo específi co que criminalice ningún comportamiento de esta naturaleza, res-
tringiendo incluso la posibilidad de apreciar la responsabilidad a título de dolo 
eventual a los casos previstos en la fi gura básica contenida en su art. 1.º.

En España, desde la entrada en vigor de nuestro Código Penal de 1995, la re-
gulación del delito de blanqueo de capitales se ha reformado en dos ocasiones. La 
primera, por obra de la Ley Orgánica 15/20035, amplió el cuadro de infracciones 
determinantes a cualquier hecho tipifi cado como delito —en su redacción origi-
nal sólo se refería a los delitos graves— y retocó algunos otros aspectos con objeto 
de incrementar las sanciones. La segunda, producida por la Ley Orgánica 5/20106, 
ha afectado a varios aspectos de entre los que cabe destacar la ampliación de las 

4 Los apartados I a VIII del art. 1.º de la Ley 9.613, hoy derogados, hablaban de tráfi co de 
drogas, terrorismo y su fi nanciación, contrabando y tráfi co de armas, secuestro extorsivo, delitos 
contra la Administración Pública nacional y extranjera, delitos contra en sistema fi nanciero nacio-
nal y delitos cometidos por organizaciones criminales.

5 Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifi ca la Ley Orgánica 10/1995, 

de 23 de noviembre, del Código Penal (BOE n.º 283, de 26 de noviembre, pp. 41842 y ss.).
6 Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifi ca la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 

noviembre, del Código Penal (BOE n.º 152, de 23 de junio, pp. 54811 y ss.).
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conductas punibles, incluyendo la expresa tipifi cación del autoblanqueo —esto 
es, el que se produce cuando quien legaliza los bienes es el mismo sujeto que antes 
los ha obtenido participando en la infracción determinante—, la agravación de 
la pena cuando los bienes procedan de actos de corrupción o de delitos contra la 
ordenación del territorio, y, fi nalmente, la modifi cación de la propia rúbrica del 
Capítulo en el que se aloja este delito, que por fi n descarta el artifi cioso apelativo 
de «conducta afín a la receptación» para pasar a denominarse, simple y llanamen-
te, «blanqueo de capitales».

Realmente, hemos asistido a bastantes cambios normativos a lo largo de los 
últimos años que han afectado a esta materia. Más allá de los aspectos penales, 
nuestro Parlamento también ha aprobado recientemente la nueva Ley 10/2010, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la fi nanciación del terrorismo7, a la que me 
referiré en numerosas ocasiones a lo largo del presente trabajo. Sin embargo, re-
gresando al terreno criminal, ha habido otros aspectos que, aun resultando doc-
trinal y jurisprudencialmente controvertidos, no han sido revisados hasta la fecha 
por el legislador.

Uno de esos asuntos confl ictivos es el relativo al delito imprudente de blan-
queo. A diferencia del caso brasileño, y aunque sólo referido a las ganancias deri-
vadas del narcotráfi co, fue introducido hace casi dos décadas por la Ley Orgánica 
8/19928. Su incorporación al Código entonces vigente bien podría califi carse de 
rocambolesca9. Con todo, sus líneas básicas se trasladaron al texto de 1995, en el 
que hoy, mutatis mutandis, se mantiene inalterado en su art. 301.3:

7 Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la fi nanciación del 

terrorismo (BOE n.º 103, de 29 de abril, pp. 37458 y ss.). Esta norma es el resultado de la transpo-
sición de la Directiva 2005/60/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 
2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema fi nanciero para el blanqueo de capitales y para 

la fi nanciación del terrorismo (DOUE n.º L 309, de 25 de noviembre, pp. 15 y ss.) y de la Directiva 
2006/70/CE, de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que se establecen disposiciones de aplicación 

de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo a la defi nición de «personas 

del medio político» y los procedimientos técnicos aplicables en los procedimientos simplifi cados de diligencia 

debida con respecto al cliente así como en lo que atañe a la exención por razones de actividad fi nanciera oca-

sional o muy limitada (DOUE n.º L 214, de 4 de agosto, pp. 29 y ss.). Como España no transpuso 
las citadas Directivas dentro del plazo en ellas establecido —15 de diciembre de 2007—, nuestro 
país fue condenado por la Corte de Luxemburgo por Sentencia de 1 de octubre de 2009 (Asunto 
C-502/08, DOUE n.º C 282, de 21 de noviembre, p. 13) y por Sentencia de 24 de septiembre de 
2009 (Asunto C-504/08, DOUE n.º C 282, de 21 de noviembre, p. 14).

8 Ley Orgánica 8/1992, de 23 de diciembre, de modifi cación del Código Penal y de la Ley de En-

juiciamiento Criminal en materia de tráfi co de drogas (BOE n.º 308, de 24 de diciembre de 1992, pp. 
43861 y ss.).

9 El Grupo Parlamentario Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya propuso como enmien-
da n.º 16 que el delito de tráfi co de precursores, que entonces también se tramitaba, se previera 
en forma imprudente (Proyecto de Ley 121/000101, Orgánica de modifi cación del Código Penal y de 

la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de tráfi co de drogas, BOCG de 6 de octubre de 1992, 
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«Si los hechos se realizasen por imprudencia grave, la pena será de prisión de 
seis meses a dos años y multa del tanto al triplo».

En su aparente simplicidad, esta fi gura delictiva alberga una colección de 
problemas, muchos de ellos pendientes de resolver. Además, se trata de una in-
fracción poco frecuente en el Derecho comparado10 cuya propia existencia, como 
detallaré más adelante, ha sido duramente criticada. A mi juicio, bien merece que 
se le dediquen unas cuantas páginas a su estudio, con la esperanza de que sea de 
alguna virtualidad como experiencia válida a los efectos del Derecho comparado.

II. El delito imprudente de blanqueo de capitales 
en las iniciativas supranacionales

A pesar de que el blanqueo de capitales sea una de los fenómenos criminales 
que más atención ha merecido por parte de la Comunidad Internacional, llama la 
atención que su forma imprudente apenas haya sido considerada en las iniciativas 
adoptadas hasta la fecha. Así lo han venido destacando tanto la doctrina11 como 
la jurisprudencia12, que advierten sobre el hecho de que el legislador español haya 
ido más allá de los compromisos asumidos.

Resulta signifi cativo que esta fi gura no aparezca contemplada por ninguna de 
las Convenciones sobre la materia aprobadas en el ámbito de las Naciones Unidas. 

Congreso de los Diputados, IV Legislatura, Serie A, n.º 101-4, pp. 13-14). En el debate celebrado 
en el Pleno de la Cámara Baja sobre las modifi caciones al Proyecto, el Grupo Socialista defendió 
una enmienda transaccional que, fi nalmente aprobada con el voto afi rmativo de los 298 Diputados 
presentes en ese momento, transformó el pretendido delito culposo de tráfi co de precursores en un 
delito imprudente de blanqueo de capitales derivados del narcotráfi co (BOCG de 12 de noviembre 
de 1992, Congreso de los Diputados, IV Legislatura, Pleno y Diputación Permanente, n.º 227, p. 
11267). Sobre esta cuestión, vid. Fabián Caparrós, Eduardo A.: «Consideraciones de urgencia 
sobre la Ley Orgánica 8/1992, de 23 de diciembre, de modifi cación del Código Penal y de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal en materia de tráfi co de drogas», Anuario de Derecho Penal y Ciencias 

Penales, tomo XLVI (1993), p. 607.
10 En nuestro entorno, se castigan ciertas formas de blanqueo imprudente, por ejemplo, en 

los apartados 2 y 4 del art. 505 del Código Penal belga («... alors qu’ils connaissent ou devaient 
connaître l’origine de ces choses»), en el apartado 1 del art. 305bis del Código Penal suizo («... 
valeurs patrimoniales dont ils savait ou devait présumer qu’ils provenaient d’un crime») o en el 
apartado 5 del art. 261 del Código Penal alemán, aunque sólo respecto de las infracciones penales 
más graves («Wer […] leichtfertig nicht erkennt, dass der Gegenstand aus einer […] rechtswi-
drigen Tat herrüht...»).

11 Entre otros, vid. Abel Souto, Miguel: El blanqueo de dinero en la normativa internacional. 

Especial referencia a los aspectos penales, Universidad de Santiago de Compostela, Santiago de Com-
postela, 2002, pp. 177-178; Blanco Cordero, Isidoro: Responsabilidad penal de los empleados de 

banca por el blanqueo de capitales, Comares, Granada, 1999, pp. 181-182.
12 Vid. las SSTS 28/2010, de 28 de enero; 16/2009, de 27 de enero; 483/2007, de 4 de junio. 

También el ATS 790/2009, de 16 de abril.
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Ni la veterana Convención de Viena de 198813, ni, más recientemente, la Convención 

de Palermo de 200014 o la Convención de Mérida de 200315 prevén nada al respecto, 
limitándose a pedir a las Partes que penalicen el blanqueo intencional respecto 
de una gama progresivamente amplia de delitos previos. Con todo, es cierto que 
en ellas se establece una cláusula abierta según la cual los Estados quedan autori-
zados a adoptar medidas complementarias más severas a las establecidas —como 
podría ser la tipifi cación del blanqueo imprudente— en el caso de que se consi-
deren necesarias para cumplir con los fi nes establecidos en cada instrumento16.

Algo parecido cabe decir de los trabajos derivados del Grupo de Acción Finan-
ciera (FATF-GAFI)17, probablemente la institución de la que han derivado más 
resultados en la prevención y represión del fenómeno que nos ocupa. De hecho, 
su Recomendación n.º 3 establece que los Estados deben tipifi car como delito el 
blanqueo de capitales, remitiéndose para su defi nición a lo previsto en la Conven-

ción de Viena y en la Convención de Palermo, antes citadas. 

Diferente es el caso del Consejo de Europa. En este marco institucional, el art. 
6.º del Convenio de Estrasburgo de 199018, tras exigir la tipifi cación del blanqueo 
intencional en su párrafo 1, preveía en el apartado a) de su párrafo 3 la posibilidad 

13 Convención contra el tráfi co ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, hecha en Viena el 
19 de diciembre de 1988 (Instrumento de ratifi cación por España, seguido del texto del Tratado, 
publicado en el BOE n.º 270, de 10 de noviembre de 1990, pp. 33062 y ss.). Brasil ratifi có este 
Tratado el 17 de julio de 1991.

14 Convención contra la delincuencia organizada transnacional, hecha en Nueva York 15 de no-
viembre de 2000 (Instrumento de ratifi cación por España, seguido del texto del Tratado, publica-
do en el BOE n.º 233, de 29 de septiembre de 2003, pp. 35280 y ss.). Brasil ratifi có este Tratado 
el 29 de enero de 2004.

15 Convención contra la corrupción, hecha en Mérida el 31 de octubre de 2003 (Instrumento de 
ratifi cación por España, seguido del texto del Tratado, publicado en el BOE n.º 171, de 19 de julio 
de 2006, pp. 27132 y ss.). Brasil ratifi có este Tratado el 15 de junio de 2005.

16 Así se ve en el art. 24 de la Convención de Viena, el art. 34.3 de la Convención de Palermo y en 
el art. 65.2 de la Convención de Mérida. Con carácter general, hablando de un «estándar máximo 
abierto» —aunque quizá fuera más correcto hablar de un «estándar mínimo»—, vid. Abel Sou-
to, Miguel: El blanqueo de dinero..., op. cit., pp. 177-178.

17 Financial Action Task Force – Groupe d’Action Financière (FATF‐GAFI), creado con motivo de la 
Cumbre de París del G‐7 que tuvo lugar en 1989. La actuación del FATFGAFI gira en torno a la imple-
mentación y seguimiento de sus célebres Cuarenta Recomendaciones, aprobadas inicialmente en 1990 y cuya 
redacción vigente data de 2003. Tras los acontecimientos del 11 de septiembre de 2001, el FATF‐GAFI 
aprobó otras Nueve Recomendaciones sobre fi nanciación del terrorismo. Finalmente, en febrero de 2012, el 
Grupo ha aprobado las nuevas Cuarenta Recomendaciones, que sistematizan de nueva planta y sustituyen a las 
viejas normas reformadas sobre lavado y fi nanciación del terrorismo. Actualmente, el Grupo está integrado 
por 36 miembros; España forma parte de él desde su fundación y Brasil se incorporó en el año 2000. Se puede 
obtener más información en su web http://www.fatf‐gafi .org.

18 Convenio relativo al blanqueo, seguimiento, embargo y decomiso de los productos del delito, hecho 
en Estrasburgo el 8 de noviembre de 1990 (Instrumento de ratifi cación, seguido del texto del 
Tratado, publicado en el BOE n.º 252, de 21 de octubre de 1998, pp. 34713 y ss.).
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de que cada Parte también criminalice todas o parte de tales conductas dolosas en 
aquellos casos en los que el sujeto activo «debería haber presumido que los bie-
nes eran producto de un delito». Ampliando los supuestos punibles, el párrafo 3 
del art. 9.º del Convenio de Varsovia de 200519 también propone a los Estados que 
penalicen los hechos cuando su autor «albergaba sospechas de que los bienes eran 
producto de un delito». Por todo ello, los Tratados sobre blanqueo de capitales 
suscritos bajo los auspicios de esta Organización demuestran claramente su inte-
rés por el castigo de una amplia gama de formas de conocimiento atenuado sobre 
la procedencia ilícita de los bienes —no sobre cualquier otro elemento objetivo 
del tipo— abarcando tanto los supuestos fronterizos entre la imprudencia cons-
ciente y el dolo eventual, como el desconocimiento negligente sin representación 
o, incluso, la mera sospecha20. Con todo, obsérvese que estas disposiciones no 
tienen carácter imperativo, sino sólo opcional, constituyendo una simple orienta-
ción político-criminal cuyo cumplimiento no puede ser jurídicamente exigido a 
los Estados Parte21. 

El Derecho Comunitario previo al Tratado de Lisboa nos ofreció una iniciati-
va sobre blanqueo de capitales adscrita al tercer pilar que, sin embargo, en nada 
afecta a su tipifi cación imprudente por parte de los Estados miembros. En efecto, 
la Decisión Marco 2001/500/JAI22 se limitó a incorporar al acervo común parte 
de los contenidos establecidos en el Convenio de Estrasburgo de 1990, prohibiendo 
la formulación o mantenimiento de reserva alguna a una colección de disposicio-
nes contenidas en la citada iniciativa del Consejo de Europa —por ejemplo, las 
relativas a la defi nición básica del delito de blanqueo—, pero no incluyendo entre 
ellas a las referentes a su forma negligente. En el ámbito del primer pilar, el art. 

19 Convenio relativo al blanqueo, seguimiento, embargo y decomiso de los productos del delito y a la 

fi nanciación del terrorismo, hecho en Varsovia el 16 de mayo de 2005 (Instrumento de ratifi cación, 
seguido del texto del Tratado, publicado en el BOE n.º 155, de 26 de junio de 2010, pp. 56174 
y ss.).

20 Así, vid. el epígrafe 97 del Explanatory Report al Convenio de Varsovia de 2005, disponible en 
http://conventions.coe.int/Treaty/EN/Reports/Html/198.htm. 

21 Como destaca expresamente el epígrafe 98 del Explanatory Report al Convenio de Varsovia 
(cit.), «... el párrafo 3 es opcional. En consecuencia, con motivo del proceso de seguimiento previs-
to en el propio Convenio, no se podrá poner de relieve o censurar el hecho de que una Parte decida 
no adoptarlo en su Derecho interno».

22 Decisión Marco del Consejo, de 26 de junio de 2001, relativa al blanqueo de capitales, la 

identifi cación, seguimiento, embargo, incautación y decomiso de los instrumentos y productos del delito (DOCE 
n.º L 182, de 5 de julio de 2001). El art. 5 de esta disposición derogó, reiterándolas, las previsiones 
comentadas en el texto contenidas en la Acción Común 98/699/JAI del Consejo, de 3 de diciem-
bre de 1998, sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea, relativa al blanqueo de 

capitales, la identifi cación, seguimiento, embargo, incautación y decomiso de los instrumentos y productos del 

delito (DOCE n.º L 333, de 9 de diciembre de 1998).
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1.1 de la vigente Directiva 2005/60/CE23 exigió a los Estados miembros que el 
lavado de activos quedara prohibido en sus respectivos ordenamientos internos 
—sus limitaciones competenciales le impidieron pronunciarse sobre la naturaleza 
de la prohibición—, pero su art. 1.2, a la hora de defi nirlo, sólo quiso referirse a 
las formas dolosas.

Además de los compromisos contraídos por España, ya indicados, la inactividad 
de las instituciones internacionales respecto del castigo del blanqueo imprudente 
es la nota común. Como notable excepción, merece destacarse la postura asumida 
por la Organización de Estados Americanos a través del Reglamento Modelo sobre 

delitos de lavado de activos24, aprobado en el marco de su Comisión Interamericana 
para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), cuya redacción original data de 
1992. En su redacción actual, el art. 2 defi ne los delitos de blanqueo en sus tres 
primeros párrafos, previendo la tipifi cación de las conductas allí previstas cuando 
se cometen con dolo directo («a sabiendas») y dolo eventual («ignorancia inten-
cional»), pero también con imprudencia («debiendo saber»), si bien sólo refi rién-
dola a la procedencia delictiva de los bienes. En todo caso, respecto de la comisión 
culposa, el propio Reglamento apunta que esta forma de imputación subjetiva 
queda por debajo de los estándares mínimos en el Derecho de algunos Estados 
miembros, motivo por el cual los Estados que la incorporen a su legislación «lo 
harán de una forma consistente con su respectivo ordenamiento jurídico».

En consecuencia, cabe concluir que el castigo del blanqueo imprudente no 
constituye una prioridad en el marco internacional. Estando sólo presente en 
contadas iniciativas, en ellas no se impone a los Estados la obligación de que 
tipifi quen esta conducta. Más bien, se limitan a proponerles que la asuman vo-
luntariamente en sus respectivos ordenamientos penales y, además, restringiendo 
su relevancia al conocimiento del origen delictivo de los bienes, no al resto de 
elementos que integran el tipo doloso.

Simultáneamente, siendo conscientes de que —al menos, desde la perspectiva 
del respeto al principio de presunción de inocencia— el principal problema al 
que se enfrenta la acusación consiste en demostrar que el acusado de blanqueo 
intencional tuvo noticia del origen ilícito de los bienes, las citadas iniciativas, en 

23 Directiva 2005/60/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, 
relativa a la prevención de la utilización del sistema fi nanciero para el blanqueo de capitales y para la fi nan-

ciación de terrorismo (DOUE n.º L 309, de 25 de noviembre de 2005).
24 Reglamento Modelo sobre delitos de lavado de activos relacionados con el tráfi co ilícito de drogas y 

otros delitos graves, adoptado en junio de 1992 por la Asamblea General de la OEA con motivo de 
su XXII Periodo Ordinario de Sesiones, disponible en la web de la CICAD http://www.cicad.oas.
org. El Reglamento Modelo fue elaborado por un Grupo de Expertos que periódicamente actualiza 
sus contenidos.
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gener  al, reconocen la signifi cación de la prueba de indicios para detectar tal co-
nocimiento25. En tal sentido, parece que en la esfera supranacional se ha preferido 
abrir cauces procesales que permitan evidenciar la existencia de actos dolosos de 
blanqueo antes que relajar las exigencias subjetivas orientadas a imponer a los 
Estados la obligación de tipifi car formas imprudentes.

III. La estructura del tipo imprudente de blanqueo 
en el código penal español 

A) La problemática confi guración del delito imprudente de blanqueo

En España, el delito de blanqueo imprudente de capitales es una fi gura dotada 
de una arquitectura relativamente extraña al sistema. Consagrada la técnica de 
crimina culposa en el art. 12 del Código Penal («las acciones u omisiones impru-
dentes sólo se castigarán cuando expresamente lo disponga la Ley»), la mera exis-
tencia del art. 301.3 cumple formalmente con el citado mandato, pero traslada al 
operador jurídico la obligación de realizar un esfuerzo interpretativo semejante al 
que exigen las cláusulas generales que caracterizan a los sistemas de crimen culpæ26. 
Como confi rma la jurisprudencia, en este caso, «el legislador no crea un tipo dis-
tinto en el que se describan las correspondientes conductas basadas en la infrac-
ción del deber de diligencia»27, sino que opta por remitirse a las correspondientes 
fi guras dolosas, perjudicando gravemente su autonomía y, en general, provocando 
ciertos problemas que trataré de abordar a continuación.

Para defi nir la conducta, el precepto alude tan solo a «los hechos», refi riéndose 
con esta breve expresión a los actos intencionales contenidos en los apartados 1 y 
2 del mismo artículo. Sin embargo, la carga subjetiva que contiene la redacción 
de tales apartados limita la posibilidad —si no la impide, a juicio de algunos— 
de que esos actos puedan cometerse culposamente. Como ha señalado reiterada-
mente nuestro Tribunal Supremo —poniendo con ello de relieve los dos grandes 
escollos de carácter subjetivo a los que se enfrenta la aplicación del art. 301.3—, 
esta fi gura «no deja de presentar difi cultades dogmáticas, por cuanto el blanqueo 
de capitales es delito esencialmente doloso que incorpora incluso el elemento 

25 El art. 3.3 de la Convención de Viena ya declaraba en 1988 que «el conocimiento, la intención 
o la fi nalidad requeridos como elementos de cualquiera de los delitos enunciados en el párrafo 1 
del presente artículo [incluido el blanqueo de capitales] podrán inferirse de las circunstancias ob-
jetivas del caso». En similares términos se expresa el art. 6.2.f) de la Convención de Palermo, el art. 
28 de la Convención de Mérida, el art. 6.2.c) del Convenio de Estrasburgo, el art. 9.2.c) del Convenio de 

Varsovia, etc.
26 Vid. Palma Herrera, José Manuel: Los delitos de blanqueo de capitales, EDERSA, Madrid, 

2000, p. 589.
27 SSTS 28/2010, de 28 de enero; 483/2007, de 4 de junio.
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subjetivo del injusto consistente en conocer la ilícita procedencia de los bienes y la 

intención de coadyuvar a su ocultación o transformación»28.

B) El conocimiento del origen de los bienes

Comenzando por el primero de los problemas citados, es cierto que el hecho 
que todos los comportamientos intencionales de referencia exijan que el sujeto 
activo conozca el origen de los bienes29 no es fácil de conciliar con la idea de im-
prudencia. En este sentido, la STS de 17 de junio de 2005 destaca —desde una 
perspectiva causalista— que el art. 301.3 introduce «un factor culpabilístico que 
no deja de chocar y confrontarse con la redacción del texto, que se refi ere reite-
radamente a conductas realizadas a sabiendas del origen ilícito de los bienes»30. 
Por ello, no debe de extrañar que haya quienes piensen que el art. 301.3 es, pura 
y simplemente, inaplicable31.

A pesar de ello, mayoritariamente se tiende a realizar una interpretación co-
rrectora de la norma, coherente con la voluntad del legislador32, que salve su 
vigencia: por una parte, considerando que la remisión implícita que hace a los 
«hechos» contenidos en los apartados 1 y 2 del mismo artículo ha de entenderse 

28 SSTS 522/2011, de 1 de junio; 1257/2009, de 2 de diciembre; 1025/2009, de 22 de oc-
tubre; ATS 790/2009, de 16 de abril; 960/2008, de 26 de diciembre; 1034/2005, de 14 de sep-
tiembre (la cursiva indicada en el texto es mía). En otros pronunciamientos sobre la aplicabilidad 
del art. 301.3, el máximo órgano jurisdiccional también ha indicado, genéricamente, que «resulta 
cuestionable que los tipos penales que incorporan elementos subjetivos del injusto sean suscepti-
bles de comisión imprudente» (SSTS 1137/2011, de 2 de noviembre; 28/2010, de 28 de enero; 
483/2007, de 4 de junio).

29 Refi riéndose a los bienes, el apartado 1 indica que el sujeto debe actuar «sabiendo que éstos 
tienen su origen en una actividad delictiva», mientras que el apartado 2 exige que lo haga «a 
sabiendas de que proceden de alguno de los delitos expresados en el apartado anterior».

30 STS 924/2005, de 17 de junio.
31 Así, Cobo del Rosal, Manuel – Zabala López-Gómez, Carlos: Blanqueo de capitales. 

Abogados, procuradores y notarios, inversores, bancarios y empresarios. (Repercusión en las leyes españolas 

de las nuevas directivas de la Comunidad Europea), CESEJ, Madrid, 2005, pp. 101 y ss.; Palacios 
Criado, María Teresa: «Agentes intervinientes: el deber de colaboración. Especial mención de 
los Notarios», en Palacios Criado, María Teresa – Fuentes Martínez, Jesús Julián (dirs.): 
Judicatura y Notariado ante los delitos económicos, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2006, 
pp. 57-80.

32 Adviértase que la receptación —delito con el que el blanqueo comparte Capítulo en el 
Código de 1995, y para cuya existencia su art. 298 también requiere expresamente que el sujeto 
activo actúe con conocimiento del delito previo— no dispone de una fi gura imprudente para-
lela, por lo que el hecho de que sí se prevea para el blanqueo no debe ser intrascendente. Vid. 
Quintero Olivares, Gonzalo: «Sobre la ampliación del comiso y el blanqueo, y la incidencia 
en la receptación civil», Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, n.º 12 (2010), p. 14. 
Reforzando esta postura, recuerdan que «el principio de legalidad, evidentemente, obliga a consi-
derar la comisión imprudente del delito» las SSTS 522/2011, de 1 de junio; 1257/2009, de 2 de 
diciembre; 960/2008, de 26 de diciembre.
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en sentido naturalístico, no técnico-jurídico33; por otra, valorando que el conoci-
miento —defectuoso— de esa procedencia es, justamente, el elemento sobre el 
que reposa la negligencia. Dicho de otro modo, actuaría imprudentemente quien 
ignora el origen por haber incumplido el deber objetivo de cuidado que exige el 
art. 301.3. De hecho, en los últimos años se han dictado numerosas condenas por 
blanqueo negligente —a lo largo de este trabajo se citan numerosos ejemplos—, 
resultado al que siempre se ha llegado a partir de esta forma de ver las cosas34.

Que el art. 301.3 contenga una cláusula genérica para tipifi car el blanqueo 
imprudente y que, además, sea tan parco en palabras —tan poco explícito— per-
mitiría que la imprudencia no sólo se proyecte sobre el conocimiento del origen 
delictivo de los bienes, sino también sobre el resto de elementos que integran 
las fi guras contenidas en los apartados 1 y 2 del mismo precepto, sobre la propia 
conducta35. En tal sentido, cabría imaginar que este precepto también castigue a 
quienes, por ejemplo, realizan sin querer —pero quebrantando su deber objetivo 
de cuidado— actos de conversión o transmisión de bienes de origen criminal; o 
también a quienes, siendo garantes, incumplan negligentemente sus deberes de 
supervisión que les sean inherentes y no eviten que se produzcan36.

Sin embargo, parece ampliamente mayoritaria la opinión según la cual la ne-
gligencia punible no recae en este caso sobre la conducta en sí, sobre la forma en 
se ejecuta el hecho, sino sólo sobre el conocimiento del origen delictivo de los bie-
nes37. Esta misma posición ha sido asumida uniformemente por la jurisprudencia, 

33 Vid., en tal sentido, Vidales Rodríguez, Caty: Los delitos de receptación y legitimación de 

capitales en el Código Penal de 1995, Tirant lo Blanch, Valencia, 1997, pp. 129. Previamente, Vives 
Antón, Tomás S. (coord.): Comentarios al Código Penal de 1995, Tirant lo Blanch, Valencia, 1996, 
pp. 1466-1467.

34 La reciente STS 522/2011, de 1 de junio, manifi esta textualmente que «es claro que la imprudencia 
recae, no sobre la forma en que se ejecuta el hecho, sino sobre el conocimiento de la naturaleza delictiva de 
los bienes receptados, de tal modo que debiendo y pudiendo conocer la procedencia delictiva de los bienes, 
actúe sobre ellos».

35 Considerando que el desconocimiento imprudente sobre el origen de los bienes cubre la 
mayoría de los casos enjuiciables a través del art. 301.3, pero no todos, vid. Blanco Cordero, 
Isidoro: Responsabilidad penal..., op. cit., pp. 196-197. Indica que «sólo casos de ceguera lógica pal-
marios» podrían integrar una hipótesis de blanqueo imprudente en referencia a la realización de la 
conducta —aunque refi riéndose al viejo Código Penal—, Queralt Jiménez, Joan J.: «La reforma 
penal y procesal en materia de tráfi co de drogas», Actualidad Jurídica Aranzadi, n.º 96 (1993), p. 3. 
En sentido parecido, respecto del nuevo texto, López Garrido, Diego – García Arán, Mercedes: 
El Código Penal de 1995 y la voluntad del legislador, Tirant lo Blanch, Valencia, 1996, p. 148.

36 Previendo numerosos supuestos respecto de profesionales vinculados al sector fi nanciero, 
vid. Blanco Cordero, Isidoro: El delito de blanqueo de capitales, Aranzadi, Pamplona, 2003 (2.ª 
ed.), pp. 411-412. En sentido parecido, Palma Herrera, José Manuel: Los delitos de blanqueo..., 
op. cit., pp. 591-592.

37 Entre otros muchos, vid. Calderón Cerezo, Ángel – Saavedra Ruiz, Juan (coords.): 
Delitos contra el orden socioeconómico, La Ley, Madrid, 2008, p.435; Fabián Caparrós, Eduardo A.: 
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que se ha pronunciado reiteradamente afi rmando que «es c laro que la impruden-
cia recae no sobre la forma en que se ejecuta el hecho, sino sobre el conocimiento 
de la naturaleza delictiva de los bienes receptados»38. Además, esta interpretación 
es coherente con lo establecido en el Convenio de Estrasburgo de 1990 y en el Conve-

nio de Varsovia de 2005, que son los únicos instrumentos internacionales a los que 
se encuentra vinculada España en los que se hace referencia al castigo del blan-
queo imprudente, aunque sea en los términos potestativos ya indicados en este 
mismo trabajo. Por último, conviene destacar que el hecho de que el art. 301.3, a 
diferencia del 301.1 y del 301.2, no prevea modulación penal alguna en referencia 
al origen de los bienes —recuérdese la agravación del castigo prevista en estos dos 
últimos preceptos para aquellos casos en los que los bienes provengan del tráfi co 
de drogas, de los delitos de corrupción o de aquellos otros contra la ordenación 
del territorio—, induce a pensar que la carencia cognitiva que determine la im-
prudencia debe de vincularse, necesariamente, a tal aspecto39.

Realmente, entender así este polémico precepto permite, en cualquier caso, 
establecer una pauta hermenéutica de restricción que redundará en pro del prin-
cipio de intervención mínima.

C) La intención de ocultar los bienes o de favorecer a los responsables 

Que los tipos intencionales de referencia exijan al sujeto activo que conozca el 
origen delictivo de los bienes es un inconveniente que se puede salvar mediante 
una interpretación correctora. Sin embargo —y con ello entro a valorar el segundo 
de los problemas—, parece claro que el apartado 1 del art. 301 es absolutamente 
inidóneo para fundar una incriminación por blanqueo imprudente, dado que en 
él no sólo se exige tener noticia de esa procedencia, sino también que el sujeto 
actúe «para ocultar o encubrir su origen ilícito» o «para ayudar a la persona que 
ha participado en la infracción o infracciones a eludir las consecuencias legales de 
sus actos»40. Es obvio que las citadas expresiones implican una carga subjetiva 
incompatible con la comisión culposa e, incluso, con el dolo eventual.

El delito de blanqueo de capitales, Colex, Madrid, 1998, p. 421; Gómez Iniesta, Diego J.: El delito 

de blanqueo de capitales en el Derecho español, Cedecs, Barcelona, 1996, p. 59; Vidales Rodríguez, 
Caty: Los delitos de receptación…, op. cit., p. 129.

38 Vid. en tan sentido las SSTS 1137/2011, de 2 de noviembre; 1257/2009, de 2 de diciem-
bre; 1025/2009, de 22 de octubre; 16/2009, de 27 de enero; 960/2008, de 26 de diciembre; 
1034/2005, de 14 de septiembre. También el ATS 790/2009, de 16 de abril.

39 Entre otros, vid. Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 421.
40 Entre otros muchos, vid. Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., op. cit., pp. 

361-418; Palma Herrera, José Manuel: Los delitos de blanqueo..., op. cit., p. 592; Rubio Lara, 
Pedro Ángel: Parte especial del Derecho penal económico español. (Una aproximación al estado de la cues-

tión en la Doctrina y Jurisprudencia españolas), Dykinson, Madrid, 2006, p. 149. 
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En cualquier caso, la restricción de la imprudencia del art. 301.3 a los hechos 
contenidos en el art. 301.2 no supone, a mi juicio, una limitación sustancial 
que afecte al ámbito de lo punible. Como ya tuve ocasión de pronunciarme hace 
años41, la fenomenología del blanqueo de capitales me hace pensar que el art. 
301.1 («para ocultar o encubrir») no es una tentativa del art. 301.2 expresamente 
tipifi cada («ocultación o encubrimiento»), ni tampoco un tipo alternativo que 
criminalice otra conducta sustancialmente diferente42. En consecuencia, podría 
decirse que todas las conductas previstas en el art. 301.2 —salvo las realizadas con 
dolo eventual o, precisamente, con imprudencia— podrían quedar incluidas en la 
ilimitada amplitud de la cláusula «o realice cualquier otro acto», en tanto no se 
estimen incluidas dentro de la colección de verbos «adquirir», «poseer», «utili-
zar», «convertir» o «transmitir», tal y como ha sido recientemente ampliada por 
la Ley Orgánica 5/2010.

IV. El deber objetivo de cuidado exigible en relación 
con el sujeto activo del tipo

A) Entre la imprudencia leve y el dolo eventual

Por exigencia expresa del art. 301.3, el blanqueo imprudente sólo se puede co-
meter si la negligencia es grave. En consecuencia, quedan desterrados del ámbito 
penal los hechos en los que intervenga imprudencia leve, descartándose también 
la aplicación de esta norma cuando se estime que la conducta del sujeto alcanza 
el dolo eventual, en cuyo caso procederá la aplicación de los arts. 301.1 o 301.2.

Como en tantas otras ocasiones, la califi cación jurídica, mucho más fácil de 
resolver en el plano teórico, se complica cuando llegamos al terreno de la prác-
tica. Tratándose de la frontera superior —la que distingue la imprudencia del 
dolo eventual—, la doctrina casi unánime ha aceptado su viabilidad en el mar-
co de la tipifi cación del lavado de activos intencional. Es obvio que, desde una 
perspectiva político-criminal, no tiene sentido que se castigue la imprudencia, 
permaneciendo atípico el dolo eventual43; y desde la óptica de la dogmática —y 
aunque no deba detenerme sobre este punto, por exceder del núcleo de este tra-
bajo— existen diferentes vías que permiten su adopción. En algunos casos se ha 
rechazado respecto de las conductas previstas en el art. 301.1 en atención a la 

41 Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., op. cit., pp. 412-413.
42 Salvo que, como ya ha hecho la jurisprudencia en algún caso (STS 457/2007, de 29 de 

mayo), la fi nalidad «para ayudar a la persona que haya participado en la infracción o infracciones 
a eludir las consecuencias legales de sus actos», prevista en el art. 301.1, se utilice para convertir 
casos que podrían haberse califi cado fácilmente como supuestos de encubrimiento o falso testimo-
nio en formas de blanqueo.

43 Vid., por ejemplo, Blanco Cordero, Isidoro: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 387.
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específi ca carga subjetiva que implican, admitiéndose al menos respecto del art. 
301.244. Con todo, salvadas las difi cultades de interpretación que puedan derivar 
de la expresa referencia a la necesidad de que el sujeto activo conozca el origen 
delictivo de los bienes, la mayoría de los autores han venido admitiendo su exis-
tencia, generalmente apoyándose en los criterios hermenéuticos establecidos en 
relación con el delito de receptación45. En esta misma línea, se ha defendido con 
razón que resultaría incoherente exigir certeza absoluta en la mente del agente 
para luego rebajar las exigencias de prueba y acabar admitiendo que se deduce 
de datos objetivos indirectos —la cuantía de la operación, la aparente carencia de 
sentido económico, el empleo de grandes sumas en metálico, etc.—, siendo mu-
cho más sensato argumentar que esos mismos datos objetivos permiten deducir 
que el autor previó la alta probabilidad de que los bienes procedían de actividades 
delictivas y, a pesar de ello, actuó46.

La jurisprudencia ha venido aceptando sin reservas el dolo eventual en los 
delitos de blanqueo desde hace bastante tiempo47. Con todo, una vez más, lo ha 
referido al conocimiento del origen delictivo de los bienes que constituyen el 
objeto material del delito, no a otros elementos objetivos del tipo. En tal sentido 
se pronunció el Tribunal Supremo con motivo de su Sentencia 483/2007, dictada 
con ocasión del enjuiciamiento de un grupo organizado dedicado al tráfi co inter-
nacional de cocaína, que parece ser deudora de los criterios ya acuñados desde hace 
bastante tiempo a propósito del delito de receptación: «esta Sala abandonó, hace 
tiempo, una concepción que exigiera un dolo directo sobre el conocimiento de la 
ilícita procedencia de los bienes, afi rmando la sufi ciencia del dolo eventual para 
su conformación. Consecuentemente puede afi rmarse ese conocimiento cuando el 
autor ha podido representarse la posibilidad de la procedencia ilícita y actúa para 
ocultar o encubrir o ayudar a la persona que haya participado en la ilícita activi-
dad, sin que deba exigirse una concreta califi cación, siendo bastante un conoci-
miento genérico de la naturaleza delictiva del hecho sobre cuyos efectos se actúa. 

44 Así lo consideré hace años en Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., op. cit., 
pp. 397-398 y 415. En sentido similar, vid. Gómez Iniesta, Diego J.: El delito de blanqueo..., op. 

cit., 1996, pp. 55-56.
45 Apoyándose con frecuencia en razonamientos ya elaborados con motivo del delito de recep-

tación, vid., por ejemplo, Blanco Cordero, Isidoro: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 384 y ss.; 
Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 397. 

46 Respecto de la receptación, pero aplicando este criterio al blanqueo, vid. Pérez Manzano, 
Mercedes: «El tipo subjetivo en los delitos de receptación y blanqueo de dinero», Cuadernos de 

Derecho Judicial, vol. I (1995), pp. 219 y ss.
47 Entre otras muchas, vid. las SSTS 801/2010, de 23 de septiembre; 483/2007, de 4 de junio; 

457/2007, de 29 de mayo; 390/2007, de 26 de abril; 289/2006, de 15 de marzo; 202/2006, de 2 
de marzo; 1070/2003, 22 de julio; 2545/2001, de 4 de enero, etc. 
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En otras palabras, basta con un conocimiento de las circunstancias del hecho y de 
su signifi cado social»48.

Sentada la plena posibilidad de deducir responsabilidad a título de dolo even-
tual, lo que corresponde ahora es determinar cuándo procede esta califi cación y 
en qué casos debe sólo apreciarse imprudencia grave del art. 301.3. La distinción 
entre ambas categorías bien podría plantearse en términos clásicos, acudiendo a 
los criterios del consentimiento y de la probabilidad. Restringiendo el análisis al 
problema de la determinación del origen de los bienes, cometería blanqueo doloso 
quien, previendo ex ante su origen delictivo, aceptara la realización de operaciones 
sobre los mismos —teoría del consentimiento— o las realizara siendo consciente 
de que existen muchas posibilidades de que en efecto tengan ese origen49.

Con todo, tratándose del blanqueo de capitales, la interpretación de las normas 
acostumbra a ser deudora de una construcción de origen anglosajón (willful blind-

ness), aceptada por nuestro Tribunal Supremo bajo la denominación «ignorancia 
deliberada». Como destaca la doctrina, numerosas resoluciones equiparan esta 
forma de obrar con la de quien lo hace bajo el concepto de dolo eventual, en la 
medida en que el sujeto «pretende desconocer la procedencia ilícita de los bienes, 
cuando constan elementos sufi cientes para deducirlo»50. En el marco internacio-
nal, esta identifi cación también ha sido expresamente puesta de relieve en la ver-
sión del Reglamento Modelo sobre delitos de lavado de activos de la CICAD, ya citado, 
redactada en español51.

En el límite inferior de la responsabilidad, debe recordarse que la imprudencia 
que castiga el art. 301.3 es la grave, no la leve, que queda fuera del Código Penal. 
Distinguir entre ambas no es fácil; tanto es así que entre la doctrina española 
se ha llegado a defender que en este caso se infringe el principio de legalidad 

48 STS 483/2007, de 4 de junio, en la que también se citan las SSTS 1034/2005, de 14 de 
septiembre; 33/2005, de 19 de enero; 1113/2004, de 9 de octubre; 308/2004, de 12 de marzo; 
1070/2003, de 22 de julio; 157/2003, de 5 de febrero; 1637/1999, de 10 de enero de 2000. 

49 Respecto de las teorías diferenciadoras entre el dolo eventual y la imprudencia consciente, 
y sin ánimo de menospreciar la excelente y abundante doctrina al respecto que se ha publicado 
mucho más recientemente, me permito recordar el reconocido trabajo de Gimbernat Ordeig, 
Enrique: «Acerca del dolo eventual», en su conocida recopilación Estudios de Derecho Penal, Tecnos, 
Madrid, 1999 (3.ª ed.), pp. 240 y ss.

50 Aparentando aceptar el criterio jurisprudencial, vid. Calderón Cerezo, Ángel – Saavedra 
Ruiz, Juan (coords.): Delitos contra el orden socioeconómico, op. cit., p. 407. Los autores citan en este 
punto, entre otras, las SSTS 390/2007, de 26 de abril; 797/2006, de 20 de julio. Me permito añadir 
las más recientes SSTS 961/2010, de 11 de noviembre; 374/2009, de 28 de enero. Con todo, en el 
mismo trabajo (p. 435) se señala que el concepto de willful blindness abarcaría situaciones tanto de 
dolo eventual como de imprudencia —incluso sin representación—, concepto que no comparto.

51 La nota 3 del Reglamento aclara que la expresión «ignorancia intencional» que emplea el art. 
2.1 debe entenderse que equivale al dolo eventual. Recuérdese, en cualquier caso, que se trata de 
un texto sin efi cacia jurídica, elaborado por un Grupo de Expertos.
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—por ausencia de taxatividad—, postulando por ello la inconstitucionalidad del 
precepto52. También la jurisprudencia se ha hecho eco de estas difi cultades, afi r-
mando que «no es fácil separar en estos casos lo grave (o temerario) de lo leve (o 
simple)»53, especialmente cuando se trata de particulares cuyos deberes de cuida-
do no se encuentran normativamente tasados, como sí ocurre con los sujetos obli-
gados por la vigente Ley 10/2010, que ha derogado y sustituido a la Ley 19/1993. 
En general, se aprecia que la gravedad debe quedar motivada claramente en el 
fallo condenatorio, indicando claramente en qué punto concreto se produjo la in-
fracción de ese quebrantamiento de la cautela debida y señalando cómo el acusado 
podría haber alcanzado en cada caso el conocimiento respecto de la procedencia 
delictiva de los bienes cuyo blanqueo realizó.

En cualquier caso, la redacción del art. 301.3 no exige que la imprudencia 
grave que integra el tipo subjetivo derive de una situación en la que el sujeto haya 
previsto el riesgo de que se verifi que el acto de blanqueo. La negligencia puede 
ser tanto consciente como inconsciente54, pudiendo producirse esta última con 
menos difi cultad en aquellos casos en los que el sujeto activo no sea uno de los 
profesionales indicados en la citada Ley 10/2010.

B) ¿Quiénes están obligados al cumplimiento del deber de cuidado?

La defi nición del sujeto activo del delito imprudente de blanqueo

Como se acaba de indicar, la profesión del sujeto activo puede condicionar de-
cisivamente el grado de diligencia objetiva55 que exige el art. 301.3. Por ello, no 
está igualmente vinculado a este precepto un ciudadano común que cualquiera de 
los profesionales relacionados en el art. 2.º de la Ley 10/2010, sobre los cuales se 
establece una específi ca colección de deberes de control del blanqueo de capitales 
y la fi nanciación del terrorismo.

La defi nición del sujeto activo del blanqueo imprudente de capitales es una de 
las cuestiones más controvertidas sobre la regulación de este delito. Como expon-
dré a continuación, no hay una doctrina dominante que permita establecer si nos 

52 Citando a Blanco Lozano, vid. Blanco Cordero, Isidoro: Responsabilidad penal..., op. cit., 
p. 187. 

53 STS 957/2007, de 23 de noviembre, en la que se hace también referencia a la STS 
1034/2005, de 14 de septiembre.

54 Blanco Cordero, Isidoro: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 403.
55 Naturalmente, que la prudencia exigible varíe en función de las cualidades profesionales 

del sujeto no perjudica el carácter objetivo de ese nivel de cuidado. Como ya afi rmara Jescheck, el 
grado de cuidado de cuidado que se requiere es «el del hombre consciente y cuidadoso del sector 
del tráfi co a que pertenece el agente, en la concreta situación en que se ha encontrado y contem-
plando la situación de peligro ex ante». Jescheck, Hans-Heinrich: Tratado de Derecho penal. Parte 

General, Bosch, Barcelona, 1981 (traducción y adiciones a cargo de Santiago Mir Puig y Francisco 
Muñoz Conde), p. 798.
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encontramos ante un delito común o especial que sólo afecte a los profesionales 
citados. A ello se une una jurisprudencia que probablemente no merezca tal nom-
bre, dado que tampoco ofrece criterios homogéneos de interpretación en sus —sin 
embargo— numerosos pronunciamientos56.

En consecuencia, aunque la defi nición del sujeto activo de un tipo delictivo co-
rresponda al estudio de su vertiente objetiva, optar por una u otra solución conec-
ta íntimamente con la aptitud del agente para cumplir con su vertiente subjetiva 
en relación con su capacidad para conocer las situaciones de riesgo de afectación 
del bien jurídico protegido que, desde la posición que en cada caso desempeñe, le 
son penalmente exigibles. A esta cuestión se dedican los dos apartados siguientes.

C) El blanqueo imprudente como delito especial

Los partidarios de la tesis del delito especial basan su postura sobre la inexi-
gibilidad de un deber objetivo de cuidado a la generalidad de los ciudadanos en 
relación con la tutela del contenido material que da fundamento al art. 301.357. 
Quienes así piensan consideran que este delito sólo puede ser cometido por aque-
llas personas y entidades que estén sometidas a especiales deberes de vigilan-
cia por la normativa administrativa sobre prevención del blanqueo de capitales 
—los denominados «sujetos obligados» enumerados en el precitado art. 2.º Ley 
10/2010, de prevención del blanqueo de capitales y de la fi nanciación del terrorismo—, 
que igualmente serían las únicas vinculadas a los deberes de cuidado que impone 
el delito de blanqueo imprudente58. Empleando una argumentación similar, pero 

56 Recordemos que el apartado 6.º del artículo 1.º del Código Civil español defi ne la jurisprudencia 
como «la doctrina que, de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar la ley, la costumbre 
y los principios generales del Derecho», esto es, las fuentes del Derecho reconocidas en el apartado 1.º del 
mismo precepto. Siendo así, podrá afi rmarse que, como queda demostrado en el presente trabajo, existe un 
número relevante de resoluciones de nuestro máximo órgano jurisdiccional sobre esta materia, pero, faltando 
criterios unitarios al respecto, no existe realmente una jurisprudencia sobre la misma. Manifestando esta falta 
de coherencia, vid. Cobo del Rosal, Manuel – Zabala López-Gómez, Carlos: Blanqueo de capitales..., op. 

cit., p. 101; Arias Holguín, Diana Patricia: Aspectos político-criminales y dogmáticos del tipo de comisión doloso de 

blanqueo de capitales, Iustel, Madrid, 2011, p. 120. Reconociendo la existencia de pronunciamientos discre-
pantes emitidos por el Alto Tribunal, vid. la STS 960/2008, de 26 de diciembre.

57  Blanco Cordero, Isidoro: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 416. 
58 Refi riéndose a la entonces vigente Ley 19/1993, derogada por la nueva Ley 10/2010, apa-

rentan defender esta postura, entre otros, Blanco Cordero, Isidoro: Responsabilidad penal..., 
op. cit., pp. 198-199; Gómez Iniesta, Diego J.: El delito de blanqueo..., op. cit., 1996, pp. 59-60; 
Martínez-Buján Pérez, Carlos: Derecho Penal económico y de la empresa, Tirant lo Blanch, Va-
lencia, 2005 (2.ª ed.), pp. 514-515; Quintero Olivares, Gonzalo: «De la receptación y otras 
conductas afi nes», en Quintero Olivares, Gonzalo (dir.): Comentarios al nuevo Código Penal, 
Thomson-Aranzadi, Navarra, 2005 (4.ª ed.), p. 1519; Rubio Lara, Pedro Ángel: Parte especial del 

Derecho penal económico español (una aproximación al estado de la cuestión en la Doctrina y Jurisprudencia 

españolas), Dykinson, Madrid, 2006, p. 149; Vidales Rodríguez, Caty: Los delitos de recepta-

ción…, op. cit., p. 127.
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realizándolo desde la perspectiva opuesta, se ha llegado a afi rmar que la interpre-
tación como delito común del art. 301.3 haría que éste fuera inconstitucional, 
dado que en el marco de un Estado de Derecho sería inadmisible que se impu-
siera a todas las personas un deber de investigación y conocimiento de los movi-
mientos económicos ajenos, así como de los posibles delitos que hayan cometido 
sus conciudadanos59. En términos menos radicales, también se ha defendido la 
conveniencia de apreciar el carácter especial de esta fi gura en cumplimiento del 
principio de intervención mínima60.

En consecuencia, como delito especial, el art. 301.3 sería una ley penal en blan-
co61 que se remitiría implícitamente a tales normas administrativas, toda vez que 
en ellas —tanto en la Ley 10/2010 como en las disposiciones reglamentarias que la 
desarrollan62— es donde se describen las exigencias que competen a tales sujetos, 
esto es, la concreción del deber objetivo de cuidado al que se encuentran sometidos.

El carácter especial del delito de blanqueo imprudente también es defendido 
desde la óptica del principio de taxatividad. Como ya recordé anteriormente, el 
legislador no describe la conducta que el sujeto activo debe de realizar para consu-
marlo. Por ello, se considera que es muy difícil distinguir en la práctica la frontera 
entre la imprudencia grave —punible— de la leve —atípica— cuando no existe 
una referencia normativa que establezca los criterios de cuidado exigible, esto es, 
en el caso de los sujetos no obligados, de los ciudadanos comunes y corrientes que 
son ajenos a la tantas veces aludida regulación administrativa sobre prevención 
del blanqueo de capitales63.

Trasladando el debate al ámbito jurisprudencial, las resoluciones judiciales 
que hasta hoy han estimado que el blanqueo culposo es un delito especial también 

59 Respecto del delito de blanqueo imprudente previsto en el viejo Código Penal, Blanco 
Lozano, Carlos: «El blanqueo de capitales procedentes del tráfi co de drogas en el ordenamiento 
penal español», en Cobo del Rosal, Manuel (dir.): Comentarios a la legislación penal. Delitos contra 

la salud pública (reformas sobre tráfi co de drogas, secreto de las comunicaciones y conducción de ciclomotores), 
EDERSA, Madrid, 1996, pp. 53 y ss.

60 Bajo Fernández, Miguel: «El desatinado delito del blanqueo de capitales», en Bajo Fer-
nández, Miguel – Bacigalupo Sagesse, Silvina (eds.): Política criminal y blanqueo de capitales, 
Marcial Pons, Madrid, 2009, p. 18.

61 Así se pronuncia explícitamente la STS 483/2007, de 4 de junio, siguiendo la doctrina 
planteada en la STS 924/2005, de 17 de junio. Expresamente en contra, rechazando los argumen-
tos de la defensa, vid. la STS 960/2008, de 26 de diciembre.

62 Esencialmente, el Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, por el que se aprueba el Reglamento 

de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales 
(BOE n.º 160, de 6 de julio), modifi cado por el Real Decreto 54/2005, de 21 de enero (BOE n.º 
19, de 22 de enero). Según la disposición transitoria primera de la Ley 10/2010, mientras no se 
apruebe el nuevo Reglamento, el Real Decreto 925/1995 y sus normas de desarrollo seguirán 
siendo aplicables, en tanto no sean contrarias a la misma.

63 Blanco Cordero, Isidoro: Responsabilidad penal..., op. cit., p. 187.
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han puesto de relieve la cualifi cada posición de los sujetos obligados, afi rmando 
que «su comisión sólo estará al alcance de personas cuya conducta sea reprobable 
por la infracción de específi cos deberes de cuidado que le sean exigibles legal o 
reglamentariamente, en consideración al desempeño de determinadas actividades 
con carácter profesional o funcionarial»64, llegando a expresar la idea de que en 
estos casos los particulares quedarían sufi cientemente sancionados mediante la 
apertura de los correspondientes expedientes administrativos y el comiso de los 
bienes incautados65. Aunque no creo que se trate de un argumento especialmente 
convincente, en otros pronunciamientos se refuerza esta argumentación apelando 
a la vigencia del art. 303, entendiéndose que este precepto «da pie para establecer 
[...] que el legislador está pensando en una amplia gama de profesionales entre los 
que incluye a los empresarios, intermediarios en el sector fi nanciero, facultativo, 
funcionario público, trabajador social, docente o educador en el ejercicio de su 
cargo»66.

A este «deber de diligencia intensifi cado que podría derivar en una auténtica 
negligencia profesional»67, el Tribunal Supremo añade otro argumento aparen-
temente vinculado al principio de seguridad jurídica. Así, la falta de una norma 
de referencia que regule la conducta exigible al común de los ciudadanos en este 
ámbito hace que respecto de ellos se requiera determinar «en qué punto concreto 
se produjo la infracción de ese deber de cuidado inherente siempre al concepto de 
imprudencia, es decir, ha de decirse qué es lo que podía haber hecho el acusado en 
estos casos de negligencia inexcusable, cómo podía haber alcanzado en este con-
creto ese conocimiento de la procedencia delictiva de esos bienes cuyo blanqueo 

64 Sobre la argumentación originalmente contenida en la STS 924/2005, de 17 de junio, 
luego asumida por la STS 94/2006, de 10 de febrero, el fragmento transcrito se ha tomado de las 
SSTS 16/2009, de 27 de enero; 483/2007, de 4 de junio.

65 STS 924/2005, de 17 de junio.
66 SSTS 94/2006, de 10 de febrero; 924/2005, de 17 de junio. Afortunadamente, no parece que el 

Tribunal Supremo haya vuelto a apelar en este sentido a la mens legislatoris después de estas resoluciones que 
he citado. A mi juicio, invocar aquí el art. 303 es un argumento poco oportuno: primero, porque los profe-
sionales cuya responsabilidad se agrava en este precepto no coinciden con los relacionados en la normativa 
administrativa sobre prevención del blanqueo de capitales; segundo, porque el art. 303 constituye un claro 
vestigio de la subordinación que el lavado de activos tuvo en sus orígenes con los delitos de narcotráfi co, 
situación inaceptable en la actualidad. Transcurridos más de quince años desde la publicación del nuevo 
Código Penal y aprobadas más de una veintena de reformas sobre su texto, sorprende comprobar que este 
precepto —copia prácticamente literal del art. 372, dentro de los delitos contra la salud pública— mantenga 
imperturbada su vigencia y prevea la imposición de una pena complementaria de inhabilitación a ciertos 
profesionales —trabajadores sociales, docentes, educadores, médicos, psicólogos, enfermeros, veterinarios, 
farmacéuticos, etc.— cuyo desempeño es totalmente ajeno a la fenomenología del blanqueo de capitales, así 
como a su contenido material. Ya me pronuncié hace casi veinte años en este mismo sentido respecto del art. 
344 bis c) del viejo Código Penal en relación con el delito de blanqueo en Fabián Caparrós, Eduardo A.: 
«Consideraciones de urgencia..., op. cit., p. 614.

67 STS 924/2005, de 17 de junio.
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se ha realizado»68. Como señala el alto Tribunal en otra resolución «problemático 
será en las actividades sociales en que no se han establecido normas de cuidado, o 
en las situaciones atípicas, determinar el cuidado objetivamente debido mediante 
el criterio de la conducta que observaría en esa situación concreta una persona 
inteligente y sensata de la misma profesión o círculo social, y si es en el ámbito de 
los negocios cuál sería la actitud con respeto a la realización de operaciones comer-
ciales extrañas»69. Resumiendo —y también conectando con el criterio doctrinal 
antes citado que apelaba al cumplimiento del principio de taxatividad—, según 
esta línea jurisprudencial, no existiendo dolo, tal vez pueda identifi carse un cierto 
grado de negligencia en la actuación de los particulares, pero resulta extremada-
mente difícil determinar que esa imprudencia alcanza el rango de grave, como 
exige el art. 301.3.

Concatenado a este último argumento, el Tribunal Supremo se ha visto en 
la necesidad de establecer criterios para diferenciar el ámbito de la imprudencia 
grave —que, según este planteamiento, no afectaría a los particulares, generando 
con ello un supuesto de atipicidad— del terreno del dolo eventual —que, en 
cualquier caso, vincula a la generalidad de los ciudadanos—. Tratándose de suje-
tos no obligados por las disposiciones administrativas, entiendo que lo ha hecho 
interpretando las normas en atención a las consecuencias que derivan de optar 
por una u otra solución: cuando en la instancia se ha condenado por impruden-
cia y la acusación no ha recurrido solicitando la condena por dolo, ha lamentado 
que los hechos probados no hubieran sido empleados para considerar la conducta 
intencional, quedando obligado a absolver aplicando elementales criterios de con-
gruencia70; y cuando la defensa ha tratado de rebajar la responsabilidad del conde-
nado a título de imprudencia grave, se ha resistido a casar la condena de instancia 

68 STS 959/2007, de 23 de noviembre. Amparándose en la amplia literalidad del precepto, 
esta resolución no descarta totalmente la posibilidad de que el art. 301.3 pueda aplicarse a par-
ticulares, pero viene a hacerlo en términos prácticos —fundamentando así la absolución de los 
acusados, previamente condenados en la instancia— a partir de los argumentos indicados en el 
texto.

69 STS 16/2009, de 27 de enero.
70 STS 924/2005, de 17 de junio. Ante un caso de condena a una particular por transportar 

grandes cantidades de dinero en metálico, detectadas en el aeropuerto de Barajas, la Sentencia casa 
la dictada en instancia, absolviendo, y afi rma que «en estos casos, las personas que aceptan esta 
operación necesariamente deben intuir o conocer la procedencia ilícita del dinero aunque sea de 
forma genérica o abstracta [....]. Nadie puede justifi car seriamente que se presta a transportar can-
tidades de dinero, sin más detalles ni datos del que les entrega la cantidad y de la persona o grupo 
a la que van destinados [...]. Como no podemos empeorar la situación procesal de la recurrente, no 
queda mas remedio que admitir que la califi cación jurídica de los hechos no ha sido la correcta». 
También criticando la benévola califi cación del acusador, pero en este caso confi rmando el castigo 
por imprudencia grave ante un supuesto de compraventa masiva de divisas, reconociendo que el 
art. 301.3 es un delito común, vid. la STS 1746/2003, de 23 de diciembre. 
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por dolo eventual apoyándose en la jurisprudencia acuñada por el propio Tribunal 
Supremo al respecto: «puede afi rmarse ese conocimiento cuando el autor ha po-
dido representarse la posibilidad de la procedencia ilícita y actúa para ocultar o 
encubrir o ayudar a la persona que haya participado en la ilícita actividad, sin que 
deba exigirse una concreta califi cación», bastando «un conocimiento genérico de 
la naturaleza delictiva del hecho sobre cuyos efectos se actúa, [...] un conocimien-
to de las circunstancias del hecho y de su signifi cado social»71. 

Como atinadamente afi rmó Radbruch, «la interpretación es el resultado de un 
resultado: uno no se decide a favor de un medio de interpretación hasta que no ha 
visto el resultado a que conduce»72. Sin embargo, ante esta forma de interpretar el 
art. 301.3, cabe pensar si en estos casos el Tribunal Supremo no estará perjudican-
do a los ciudadanos ordinarios respecto de los sujetos obligados por las normas de 
prevención, apreciando dolo sobre ellos —siquiera, eventual— cuando, de existir 
reglas de cuidado que les fueran aplicables, tal vez podría haberse califi cado su 
comportamiento como imprudente73.

D) El blanqueo imprudente como delito común

Frente a la consideración del blanqueo imprudente como delito especial, existe 
otra línea de pensamiento —a mi juicio, más acertada— que aboga por considerar 
que se trata de una fi gura común. Como el art. 301.3 no hace referencia explícita 
al sujeto activo («si los hechos se realizasen por imprudencia grave…»), parece 
sensato aceptar que este precepto contiene una fi gura que puede cometer cual-
quiera, toda vez que ubi lex non dintinguit, nec nos distinguere debemus. A idéntica 
conclusión cabe llegar si interpretamos la norma en relación con los tipos dolosos 
que le sirven de referencia pues, siendo comunes, también lo será el tipo impru-
dente que de ellos depende74.

Incluso cabe reforzar esta postura argumentando en sentido contrario, esto es, 
poniendo de relieve aquello sobre lo que la ley sí distingue. En efecto, a diferencia 
del art. 301.3, el nuevo delito de fi nanciación del terrorismo previsto en el art. 

71 STS 483/2007, de 4 de junio, citando las SSTS 1637/1999, de 10 de enero de 2000; 
157/2003, de 5 de febrero; 1070/2003, de 22 de julio; 308/2004, de 12 de marzo; 1113/2004, de 
9 de octubre; 33/2005, de 19 de enero; 1034/2005, de 14 de septiembre. En sentido muy similar, 
vid. la anterior STS 94/2006, de 10 de febrero.

72 Radbruch, Gustav: Introducción a la Ciencia del Derecho, Revista de Derecho Privado, Ma-
drid, 1930 (trad. de Recaséns Siches), p. 156.

73 Parece pronunciarse en el mismo sentido Arias Holguín, Diana Patricia: Aspectos político-

criminales y dogmáticos…, op. cit., pp. 125-126.
74 Vid., entre otros, Aránguez Sánchez, Carlos: El delito de blanqueo de capitales, Marcial 

Pons, Madrid, 2000, p. 284; Blanco Cordero, Isidoro: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 416; 
Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., op. cit., pp. 418-419.
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576 bis del Código Penal —introducido por la reciente Ley Orgánica 5/2010— 
limita el castigo de la imprudencia grave, en su apartado 2, al que esté «especí-
fi camente sujeto por la ley a colaborar con la autoridad en la prevención de las 
actividades de fi nanciación del terrorismo»75. Tratándose de dos manifestaciones 
delictivas tan relacionadas —baste recordar la propia denominación de la reite-
radamente citada Ley 10/2010—, todo parece indicar que si el legislador no ha 
querido modifi car el art. 301.3 en un sentido parecido será porque ha preferido 
mantener la caracterización del blanqueo imprudente como un delito que toda 
persona podría perpetrar.

Amén de una literalidad que no invita a imponer limitaciones, la interpreta-
ción conforme a bien jurídico también permite abonar la tesis del delito común. 
En orden a la protección del contenido material del tipo, cualquier ciudadano 
puede ser sometido al deber de interesarse por el origen de los bienes, motivo por 
el cual nadie debe quedar exento de la obligación penal de respetar el correspon-
diente deber objetivo de cuidado, máxime teniendo presente que sólo se comete 
el delito descrito en el art. 301.3 si se incurre en un quebrantamiento de carácter 
grave. En tal sentido, el quebrantamiento de esa regla de cuidado debido vendrá 
determinado por la falta de adecuación de la conducta del sujeto al criterio de la 
normal inteligencia, tomando como referencia las reglas de la lógica y la experien-
cia76. El carácter grave de esa imprudencia que exige el art. 301.3 se predique de 
quien olvide todas las precauciones o, al menos, incurra en una grave infracción de 
las normas elementales de cuidado; a quien omita la diligencia más elemental77.

Comentario aparte merece una circunstancia que, afortunadamente, ya ha 
sido resuelta por el legislador. Hasta la incorporación a nuestro ordenamien-
to de la Ley 10/2010, de prevención del blanqueo de capitales y de la fi nanciación 

del terrorismo, el ámbito objetivo de la regulación administrativa y penal sobre 
lavado de activos no era coincidente. Desde la reforma operada por la Ley Or-
gánica 15/2003, el art. 301 del Código Penal castiga los actos de blanqueo de 
bienes derivados de cualquier delito. Sin embargo, el art. 1.º de la derogada Ley 

75 Art. 576 bis 2: «El que estando específi camente sujeto por la Ley a colaborar con la autori-
dad en la prevención de las actividades de fi nanciación del terrorismo dé lugar, por imprudencia 
grave en el cumplimiento de dichas obligaciones, a que no sea detectada o impedida cualquiera de 
las conductas descritas en el apartado primero de este artículo, será castigado con la pena inferior 
en uno o dos grados a la prevista en él».

76 Aránguez Sánchez, Carlos: El delito de blanqueo de capitales, op. cit., p. 284. En concreto, 
este autor plantea el ejemplo del artista que recibe el pago por una de sus obras en forma de una 
elevada cantidad de dinero en metálico, a pesar de que cualquier persona inteligente con una 
mínima experiencia es consciente de que es absolutamente inusual que en el tráfi co comercial de 
nuestros días alguien realice un pago de varias decenas de miles de euros en efectivo.

77 Blanco Cordero, Isidoro: El delito de blanqueo..., op. cit., pp. 417-418; Palma Herrera, 
José Manuel: Los delitos de blanqueo..., op. cit., pp. 593-594.
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19/1993, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales78, reforma-
do fi nalmente por la Ley 19/200379, sólo vinculaba a los sujetos obligados a vigilar 
las operaciones relacionadas con delitos castigados «con pena de prisión superior 
a tres años». Ante esta indeseable incoherencia, que se prolongó bajo distintas 
formas durante casi diecisiete años80, la solución consistente en interpretar el tipo 
de blanqueo imprudente del art. 301.3 como un delito especial condicionaba 
el referido ámbito objetivo de aplicación de este precepto penal: vigente la Ley 
19/1993, sólo las personas obligadas por ella, y sólo respecto de los citados delitos 
antecedentes establecidos en la misma, quedaban vinculadas al cumplimiento del 
art. 301.3. En consecuencia —y en tanto se persista en la idea de que el blanqueo 
imprudente es un delito especial, insisto—, se daría la paradójica circunstancia de 
que, pudiendo perpetrarse las fi guras dolosas de los arts. 301.1 y 301.2 respecto 
de los bienes procedentes de cualquier delito, el blanqueo imprudente del art. 
301.3 sólo podría cometerse respecto de los benefi cios derivados de la comisión de 
delitos castigados con pena de prisión superior a tres años. Apreciando incorrecta 
esta limitación, hubo quienes abandonaron la posibilidad de que el art. 301.3 
constituyera un delito especial, prefi riendo interpretarlo como un tipo común81.

Con todo, tras la derogación y reemplazo de la Ley 19/1993 por la nueva Ley 
10/2010 —que, desde la perspectiva de la prevención, controla los movimientos 
de capitales procedentes de cualquier delito, del mismo modo que lo hace desde la 
represión el art. 301 del Código Penal—, el problema ha desaparecido y, con ello, 
el argumento a favor de la tesis del delito común. En la actualidad, la califi cación 

78 Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de 

capitales (BOE n.º 311, de 29 de diciembre, pp. 37327 y ss.).
79 Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de las transac-

ciones económicas con el exterior y sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales (BOE 
n.º 160, de 5 de julio, pp. 26166 y ss.).

80 Desde la vigencia de la Ley 19/1993 hasta la de la Ley 10/2010, la discordancia entre la 
normativa penal y la normativa administrativa ha variado. En ocasiones, la norma represiva se ha 
referido a menos delitos previos que la norma de preventiva —así ocurrió hasta la entrada en vigor 
de la versión original del Código Penal de 1995—, mientras que durante otros periodos —por 
ejemplo, hasta el momento en que comenzó a regir la Ley 10/2010— la relación ha sido inversa. 
Durante todo ese periodo, el ámbito objetivo de aplicación sólo coincidió entre la reforma de la 
regulación administrativa operada por la Ley 19/2003 (6 de julio de 2003) y la entrada en vigor de 
la modifi cación del Código Penal que introdujo la Ley Orgánica 15/2003 (1 de octubre de 2004), 
tiempo durante el cual ambas regulaciones se refi rieron como infracciones previas a los delitos 
graves: aquellos con una pena de prisión superior a tres años.

81 Así, Palma Herrera, José Manuel: Los delitos de blanqueo..., op. cit., p. 594 (cuando este 
autor defendió este argumento, la Ley 19/1993 sólo contemplaba como delitos antecedentes el 
tráfi co de drogas, el crimen organizado y el terrorismo, mientras que el art. 301 del Código Penal, 
previo a la reforma operada por la Ley Orgánica 15/2003, se refería a los bienes procedentes de 
cualquier delito grave). Haciéndose eco de este planteamiento, vid. Blanco Cordero, Isidoro: 
El delito de blanqueo..., op. cit., p. 415.
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del blanqueo imprudente como delito especial o común no condiciona el cuadro 
de infracciones antecedentes que atiende. 

En el marco de esa jurisprudencia vacilante a la que ya me he referido, el Tri-
bunal Supremo también ha tenido ocasión de denunciar la limitación de delitos 
previos a la que conducía una interpretación conjunta de la extinta Ley 19/1993 y 
del Código Penal82. Superado este problema por el legislador, resulta más rentable 
centrarse en otros aspectos sobre los que se ha pronunciado este órgano jurisdic-
cional en benefi cio de la tesis del delito común.

Las resoluciones dictadas hasta ahora en este sentido parten de un dato evi-
dente: los destinatarios habituales de las penas previstas en el art. 301.3 son los 
profesionales que actúan en aquellos sectores económicos más utilizados por los 
blanqueadores; sujetos que, por lo demás, si las normas administrativas sobre 
prevención están bien construidas, deberán encontrarse entre el listado de sujetos 
obligados. Sin embargo, que esto sea cierto en el plano criminológico no signifi ca 
que también lo sea en el dogmático. De hecho, la confusión entre lo fenome-
nológico y lo normativo —entre la normalidad y la normatividad, empleando 
terminología de Heller83— parece caracterizar el contenido de algunas de las re-
soluciones del Tribunal Supremo sobre la materia, que incluso ha llegado a invo-
car los mismos argumentos para llegar a conclusiones contrapuestas84. Aunque el 
hecho delictivo «normalmente coincidirá en sujetos o entidades cuyas actividades 
guarden relación con los movimientos de capitales»85, nada impide que un ciuda-
dano cualquiera pueda ser autor de un delito imprudente de blanqueo. Incluso, 
en un reciente pronunciamiento jurisprudencial, se ha llegado a diferenciar los 
criterios de imputación penal y civil afi rmando que el deber agravado de los suje-
tos obligados puede llevar a atribuir responsabilidad indemnizatoria subsidiaria a 
las entidades sujetas a la normativa de prevención, cumulativa a la criminal que 

82 SSTS 1034/2005, de 14 de septiembre; 1257/2009, de 2 de diciembre.
83 Heller, Hermann: Teoría del Estado, Fondo de Cultura Económica, México, 1985 (11.ª 

ed.) (trad. de Tobio), p. 269.
84 Así, las SSTS 1257/2009, de 2 de diciembre; 16/2009, de 27 de enero; y 483/2007, de 4 de junio, 

refi riéndose a la actuación de los sujetos obligados, señalan que «el blanqueo por imprudencia reviste el ca-
rácter de delito especial, que sólo pueden cometer los destinatarios de los deberes que impone la normativa 
administrativa (intermediarios fi nancieros, mediadores en las transacciones inmobiliarias, profesionales del 
sector bancario, etc.)». Con todo, mientras las dos últimas resoluciones se lleva el argumento hasta las últi-
mas consecuencias, considerando que el art. 301.3 alberga un tipo especial, la primera concluye fi nalmente 
afi rmando que «es un delito común, de manera que puede ser cometido por cualquier ciudadano, en la me-
dida en que actúe con falta del cuidado socialmente exigible para evitar el daño al bien jurídico protegido».

85 STS 960/2008, de 26 de diciembre. Entre la doctrina, vid., por ejemplo, Blanco Cor-
dero, Isidoro: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 416; Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de 

blanqueo..., op. cit., pp. 419-420; Palma Herrera, José Manuel: Los delitos de blanqueo..., op. cit., 
pp. 593 y ss.
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puede corresponder al común de los ciudadanos86. De hecho, ni la mera infracción 
de la normativa administrativa constituye necesariamente un supuesto de blan-
queo imprudente87, ni el escrupuloso cumplimiento de todas y cada una de las 
ellas garantiza —en tanto aceptemos la discutible conclusión a la que llegado el 
Tribunal Supremo en su reciente Sentencia 810/2010— que un sujeto obligado 
no pueda ser condenado por este delito, dado que los deberes contenidos en las 
normas preventivas son eminentemente formales88.

En todo caso, el problema consistirá en determinar el deber objetivo de cui-
dado al que se encuentran sujetos en este ámbito con objeto de evitar el daño al 
bien jurídico protegido. Como ya señalé antes en relación con la tesis del delito 
especial, el Tribunal Supremo considera que es especialmente difícil determinar 
las cautelas exigibles en aquellas actividades sociales para las que no se hayan es-
tablecido expresamente normas de cuidado, o en las situaciones atípicas, determi-
nar el cuidado objetivamente debido mediante el simple criterio de «la conducta 
que observaría en esa situación concreta una persona inteligente y sensata de la 
misma profesión o círculo social»89. Así, las resoluciones son variadas y apelan a 
«una mínima atención, una precaución exigible»90, a la «signifi cativa dejación 
del cuidado y determinante abandono de las precauciones usuales del caso»91 o 

86 En tal sentido, vid. STS 278/2012, de 9 de abril.
87 Zaragoza Aguado, Javier A.: «Receptación y blanqueo de capitales», en VV. AA.: El 

nuevo Código Penal y su aplicación a empresas y profesionales. Manual teórico-práctico (III), Coopers & 
Lybrand, Madrid, 1996, p. 476. En el mismo sentido, Blanco Cordero, Isidoro: El delito de 

blanqueo..., op. cit., p. 418; Palma Herrera, José Manuel: Los delitos de blanqueo..., op. cit., p. 596.
88 Como señala la STS 810/2010, de 23 de septiembre, «ni siquiera el cumplimiento de las obligaciones 

impuestas por la Ley y el Reglamento serían criterio concluyente para excluir su eventual responsabilidad 
penal, pues se estaría ante un cumplimiento puramente formal realizado en la confi anza de que no se iban 
a activar los mecanismos de persecución de la actividad supuestamente delictiva [...]. Otra cosa es que el 
incumplimiento de esas obligaciones administrativas sea un dato que permite apuntalar la convicción de esa 
responsabilidad, o sobre el que construir la negligencia». Sin duda, nos encontramos ante una afi rmación 
cuestionable que sólo puede aceptarse en el caso de que partamos de la convicción de que el art. 301.3 integra 
un tipo común. Respecto de la generalidad de los ciudadanos, existiría un deber genérico de cuidado que 
podría vulnerarse con independencia de las normas administrativas de control; pero respecto de los sujetos 
obligados, la teoría de los actos neutrales nos lleva a defender que el profesional que actúa desde el estricto 
cumplimiento de las normas que le afecten como profesional no debe responder penalmente, incluso en el 
caso de que sea consciente de la ayuda que presta [vid. Blanco Cordero, Isidoro: Responsabilidad penal..., 
op. cit.; Silva Sánchez, Jesús María: «La intervención de Notarios en la comisión de delitos patrimoniales 
y económicos», en Palacios Criado, María Teresa – Fuentes Martínez, Jesús Julián (dirs.): Judicatura y 

Notariado…, op. cit., pp. 178-179]. De este modo, se daría la paradoja de que la presión penal derivada del 
art. 301.3 podría llegar a ser más intensa para los profesionales que para los particulares, lo cual carece de 
sentido.

89 ATS 790/2009, 16 de abril; STS 1034/2005, de 14 de septiembre. En idénticos términos, 
aunque luego afi rmando que se trata de un delito especial, la STS 16/2009, de 27 de enero.

90 STS 1746/2003, 23 de diciembre.
91 STS 1034/2005, de 14 de septiembre.
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a haber obviado toda medida de precaución de modo que «con la más mínima y 
elemental diligencia hubiera podido esclarecer y estar perfectamente impuesto 
del delictivo origen de los fondos a los que se prestó a facilitar su encubrimiento 
e introducción en el tráfi co económico»92. Refi riéndose a casos concretos, se ha 
afi rmado que «cualquier persona con un nivel intelectivo medio es sabedora, sin 
necesidad de especiales conocimientos técnicos y/o especial formación académica, 
de que para realizar una transferencia no es preciso valerse de la cuenta corriente 
de un tercero, lo que hubo de despertar sus sospechas»93 o que «el recurrente es-
taba en condiciones de haber conocido, con sólo observar las mínimas cautelas, el 
origen ilícito del dinero utilizado en la adquisición de la vivienda que se puso a su 
nombre y su relación con el tráfi co de drogas», estimándose grave la imprudencia 
en la que incurrió por la «alta posibilidad que tenía de superar toda ignorancia 
sobre el origen de los bienes»94.

V. Blanqueo de capitales y presunción de inocencia: 
¿para qué sirve el tipo imprudente?

A) Planteamiento del problema

Vigente el principio de presunción de inocencia, no cabe duda de que el pro-
blema más importante al que se enfrenta cualquier acusación por blanqueo doloso 
consiste en demostrar que el sujeto activo conoció el origen delictivo de los bienes 
reciclados.

Frente a esta difi cultad, el sistema penal puede reaccionar de dos modos: en 
primer término, ofreciendo a los operadores el instrumental jurídico necesario 
para investigar los hechos y esclarecer qué ocurrió realmente; en segundo lugar, 
creando tipos subjetivamente aligerados, menos exigentes, que permitan castigar 
actos objetivos de blanqueo respecto de los cuales no se requiera probar que el 
agente tuvo noticia, directa o eventual, del origen delictivo de los bienes. En el 
primer caso nos encontramos ante una vía de orden eminentemente procesal que 
nos sitúa, entre otras cosas, ante la prueba de indicios. En el segundo estamos 
ante una solución sustantiva, que afecta al diseño de las fi guras delictivas y que 
conecta, esencialmente, con la tipifi cación del blanqueo imprudente de capitales.

92 STS 960/2008, de 26 de diciembre.
93 ATS 790/2009, 16 de abril, en relación con un joven que aceptó una oferta recibida por 

correo electrónico para transferir a otras personas, a través de su propia cuenta y a cambio de una 
comisión, importantes cantidades de dinero recibidas de terceros. En sentido diametralmente 
opuesto ante un supuesto extraordinariamente parecido, SAP de Vizcaya 11/2012, de 13 de febre-
ro.

94 STS 1257/2009, de 2 de diciembre, respecto de la adquisición de diversos bienes con los 
rendimientos derivados del narcotráfi co.
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Naturalmente, ambas soluciones son compatibles entre sí. Valga la experiencia 
española a modo de ejemplo, como veremos a continuación. Con todo, se trata de 
itinerarios que responden a criterios muy diferentes. En efecto, mientras en uno 
la responsabilidad reposa esencialmente sobre los operadores jurídicos, que han 
de trabajar sobre las evidencias de cada caso con objeto de aproximar la verdad 
procesal a la verdad material, en el otro es el legislador quien ofrece una solución 
general al fantasma de la impunidad, aunque sea aceptando la posibilidad de que 
se castigue más levemente lo en realidad que es más grave, ante la posibilidad de 
que no se pueda penar por falta de pruebas. 

B) Evaluación político-criminal del art. 301.3

En términos generales, la incorporación del blanqueo de capitales al ámbito de 
la imprudencia punible ha sido una decisión merecedora de muchas más valora-
ciones negativas que de apoyos. Algunas de esas críticas ya las he indicado supra 
en relación con la extraña confi guración de este delito en nuestro ordenamiento. 
Con todo, Más allá de consideraciones sobre su estructura técnico-jurídica, el art. 
301.3 ha sido criticado desde la óptica de los límites del ius puniendi y, en especial, 
en relación con el principio de intervención mínima.

En el marco de los países democráticos, la protección penal de bienes jurídicos 
colectivos respecto de ataques culposos es infrecuente. En lo que se refi ere a los 
actos de blanqueo imprudente, algunos autores han observado que su castigo sólo 
sería admisible en tanto se trate de hechos de especial relevancia95 en relación con 
la condición profesional de sus autores96. Sin embargo, ni la negligencia tiene fácil 
cabida en el lavado de activos a gran escala97, ni tampoco puede afi rmarse categó-
ricamente, como ya se ha visto en este trabajo, que el art. 301.3 restrinja su ám-
bito de aplicación a los sujetos relacionados en la Ley 10/2010. Por lo tanto, todo 
parece indicar que el blanqueo culposo carece del fundamento material necesario 
para ser constitutivo de una infracción penal. Así lo han venido señalando la ma-
yoría de los autores a lo largo de casi dos décadas, tachándolo de simbólico, con-
trario a la protección del tráfi co económico o, directamente, inconstitucional98. 

95 En tal sentido, Lampe, citado por Abel Souto, Miguel: El blanqueo de dinero…, op. cit., pp. 
179-180. 

96 Palma Herrera, José Manuel: Los delitos de blanqueo..., op. cit., pp. 598-599. Aparente-
mente, Arias Holguín, Diana Patricia: Aspectos político-criminales y dogmáticos…, op. cit., p. 116.

97 Tratándose de operaciones de cierta entidad cuantitativa —aquéllas que, por lo demás, deberían 
constituir el objetivo prioritario de la persecución—, es realmente difícil que el agente no conozca o sospeche 
con un elevado grado de certeza la procedencia ilícita de los bienes en juego. Colombo, Gerardo: Il riciclaggio. 

Gli strumenti giudiziari di controllo dei fl ussi monetari con le modifi che introdotte dalla nuova legge antimafi a, Giuffré, 
Milán, 1990, p. 22.

98 Entre otros, vid. Abel Souto, Miguel: El blanqueo de dinero..., op. cit., pp. 179-180; Arán-
guez Sánchez, Carlos: El delito de blanqueo de capitales, op. cit., p. 278; Blanco Cordero, Isidoro: 
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Tampoco falta quien denuncia que la sanción prevista en este precepto rebasa los 
límites que derivarían del principio de proporcionalidad99.

Revelada la debilidad de su posible contenido material, quedan al descubierto 
los auténticos motivos que llevaron al legislador a tipifi car este delito. El art. 
301.3 responde en la mayoría de las ocasiones a un utilitarismo contrario a las ga-
rantías propias de un Estado democrático de Derecho. Un precepto como éste no 
pretende sancionar a quien opera con unos bienes cuyo origen delictivo no cono-
ció, debiendo haberlo hecho, sino a garantizar el castigo del sospechoso respecto 
del cual no se pudo demostrar la preexistencia en su mente de ese conocimiento. 
Se trata, en palabras de Lampe, de un «invento con cálculos criminalísticos»100 
que no abarca realmente hipótesis de blanqueo imprudente, sino, en realidad, 
casos no plenamente probados de realización dolosa; de un tipo de recogida que 
pone en grave riesgo el principio constitucional de presunción de inocencia101.

Conforme a este planteamiento, la tipifi cación penal del lavado imprudente de 
capitales evitaría situar al juez ante la disyuntiva de castigar a título de dolo aque-
llos supuestos en los que no quepa probar un conocimiento cierto de la ilícita pro-
cedencia de los bienes, o bien dejarlos sin castigar102, ofreciéndole un instrumento 
legal para evitar la impunidad. Con todo, la simplicidad de esta argumentación 
puede enfrentarse en la práctica a una consecuencia paradójica: ante la incertidum-
bre de saber si el art. 301.3 contiene un tipo común o especial, cabe la posibilidad 
de que la acusación opte por la vía simplifi cada de promover la imputación contra 
un particular por un delito de blanqueo imprudente, renunciando a una posible 

El delito de blanqueo..., op. cit., pp. 404 y ss.; Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., 
op. cit., pp. 303 y 416-417. Respecto del Anteproyecto de Código Penal de 1992 —del que sin 
duda es deudor el texto fi nalmente aprobado en 1995—, el Consejo General del Poder Judicial ya 
reprochó la aparición del delito de blanqueo imprudente, decantándose por limitar el ámbito de lo 
punible a las conductas realizadas con dolo eventual: «aunque razones de política criminal puedan 
justifi car la penalización de la imprudencia grave, no es menos cierto que tal posibilidad es dogmá-
ticamente muy discutible». Consejo General del Poder Judicial (ed.): Anteproyecto del Código 

Penal 1992 e Informe y votos agregados del Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 1992, p. 246.
99 Comparándola con la privación de libertad prevista para el homicidio imprudente y con la 

multa contemplada para el blanqueo doloso, vid. Lombardero Expósito, Luis Manuel: Blanqueo 

de capitales. Prevención y represión del fenómeno desde la perspectiva penal, mercantil, administrativa y 

tributaria, Bosch, Barcelona, 2009, pp. 211-212.
100 Citado por Blanco Cordero, Isidoro: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 409; Blanco 

Cordero, Isidoro: Responsabilidad penal..., op. cit., pp. 191-192. 
101 Sólo entre la doctrina española, y entre otros muchos autores, vid. Aránguez Sánchez, 

Carlos: El delito de blanqueo de capitales, op. cit., pp. 280-281; Blanco Cordero, Isidoro: El delito 

de blanqueo..., op. cit., p. 409; Cobo del Rosal, Manuel – Zabala López-Gómez, Carlos: Blan-

queo de capitales..., op. cit., pp. 101-103; Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., op. 

cit., pp. 336-417. Palma Herrera, José Manuel: Los delitos de blanqueo..., op. cit., pp. 598-599.
102 Vidales Rodríguez, Caty: Los delitos de receptación…, op. cit., p. 129.
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condena por dolo, y que fi nalmente el juzgador absuelva —en cumplimiento del 
principio acusatorio— por estimar que se trata de una fi gura especial103.

C) La demostración del dolo mediante la prueba de indicios

Como ya se indicó, las iniciativas internacionales desatienden la tipifi cación 
del blanqueo imprudente. En su lugar, han optado por abrir cauces que permitan 
evidenciar la existencia de actos dolosos de blanqueo declarando la validez de la 
prueba de indicios como medio idóneo para detectar tal conocimiento104.

La condena mediante esta técnica precisa de una pluralidad de hechos indica-
dores que se refi eran al hecho principal u objeto de imputación, que estén acre-
ditados de forma directa y, por último, que la inferencia realizada a partir de 
aquellos sea racional, fundadas en máximas de experiencia fi ables y cuente con 
motivación sufi ciente, de modo que no exista otra interpretación de esos mismos 
hechos que lo haga con la misma efi cacia explicativa105.

Este aspecto requeriría de un estudio más extenso, dada su trascendencia pro-
cesal, pero quizá sea prudente aplazarlo a otro momento, dado el carácter emi-
nentemente sustantivo del presente trabajo. Baste destacar el hecho de que la 
jurisprudencia española se ha visto obligada abordar esta cuestión en casi todas 
las resoluciones dictadas hasta el momento sobre asuntos de lavado de activos. 
Entre otros muchos, se aprecian como indicios la relevancia cuantitativa de los 
bienes blanqueados, la vinculación de los autores con actividades ilícitas o grupos 
o personas relacionados con ellas, lo inusual o desproporcionado del incremento 
patrimonial del sujeto, la naturaleza y características de las operaciones económi-
cas —llevadas a cabo, por ejemplo, con el uso de abundante dinero en metálico—, 
la inexistencia de justifi cación lícita de los ingresos que permiten la realización de 
esas operaciones, la debilidad de las explicaciones acerca del origen lícito de esos 
capitales, la existencia de sociedades instrumentales o entramados fi nancieros que 
no se apoyen en actividades económicas acreditadamente lícitas, etc.106

103 Este fue el caso de la STS 924/2005, de 17 de junio.
104 El art. 3.3 de la Convención de Viena ya declaraba en 1988 que «el conocimiento, la intención o la fi na-

lidad requeridos como elementos de cualquiera de los delitos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo 
[incluido el blanqueo de capitales] podrán inferirse de las circunstancias objetivas del caso». En similares 
términos se expresa el art. 6.2.f) de la Convención de Palermo, el art. 28 de la Convención de Mérida, el art. 6.2.c) 
del Convenio de Estrasburgo, el art. 9.2.c) del Convenio de Varsovia, etc.

105 A modo de ejemplo, resulta esclarecedora la STS 94/2006, de 10 de febrero. 
106 Entre otras muchas, vid. las SSTS 578/2012, de 26 de junio; 628/2011, de 22 de julio; 

57/2008, de 25 de enero; 483/2007, de 4 de junio, etc. Incluso se ha llegado a aceptar que el 
silencio del imputado puede reforzar la inferencia realizada, pudiéndose considerar que es un in-
dicio más la omisión de explicaciones ante la existencia de una colección de evidencias indirectas 
(STS 358/2004 de 16 de marzo). Sobre el valor del silencio del acusado en el marco de la libre 
valoración de la prueba, vid. el reciente trabajo de Lozano Eiroa, Marta: «El derecho al silencio 
del imputado en el proceso penal», Diario La Ley, n.º 7925 (2012), pp. 10 y ss.
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El propio Tribunal Constitucional ha validado la legitimidad de este proceder 
a la hora de enervar la presunción de inocencia. En tal sentido, recientemente ha 
afi rmado que «a falta de prueba directa, la prueba de cargo puede ser indiciaria, 
siempre que se parta de hechos plenamente probados y que los hechos constituti-
vos de delito se deduzcan de esos indicios a través de un proceso mental razonado 
y acorde con las reglas del criterio humano, puesto de manifi esto en la Sentencia, 
y que el control de la solidez de la inferencia puede llevarse a cabo tanto desde el 
canon de su lógica o coherencia, siendo irrazonable cuando los indicios constata-
dos excluyan el hecho que de ellos se hace derivar o no conduzcan naturalmente 
a él, como desde el de su sufi ciencia o carácter concluyente, excluyéndose la ra-
zonabilidad por el carácter excesivamente abierto, débil o indeterminado de la 
inferencia»107.

Lo que no podrá admitirse en ningún caso es la inversión de la carga de la 
prueba. Siendo posiblemente más fácil partir de la presunción de que el acusado 
conocía el origen delictivo de los bienes, recayendo sobre él el onus de probar 
su ignorancia, deberá ser la acusación, en cumplimiento de las más elementales 
garantías constitucionales, la parte sobre la que recaiga la tarea de demostrar lo 
contrario. En consecuencia, el juicio de inferencia sólo será válido en tanto sea lo 
sufi cientemente riguroso, debiéndose motivar en el fallo las evidencias de cargo y 
el iter lógico a través del cual se llegue a una decisión condenatoria.

El valor del discurso indiciario interacciona, además, en el marco del sistema 
penal cuando el legislador decide modifi car las leyes sustantivas que han de 
aplicarse a unos determinados hechos. En su momento defendí108 que, confor-
me a la redacción original del Código Penal de 1995, el hecho de que el blan-
queo de bienes sólo fuera delito en la medida en que los bienes procedieran de 
delitos graves podría perjudicar la detección del dolo en la mente del sujeto ac-
tivo109. Existiendo argumentos materiales sólidos para extender la prohibición 
al lavado de bienes procedentes de cualquier delito —como fi nalmente hizo la 
Ley Orgánica 15/2003—, cierto es que la prueba indiciaria del conocimiento 
del origen de los bienes no ha de referirse específi camente a ninguna clase de 
delito.

107 STC 117/2007, de 21 de mayo.
108 Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 395. Siguiendo a Flick, 

aparenta pronunciarse en el mismo sentido Aránguez Sánchez, Carlos: El delito de blanqueo de 

capitales, op. cit., p. 269.
109 Y todo ello sin perjuicio de que la regulación aportada por la Ley Orgánica 10/1995 supuso 

un avance respecto de la contenida en el viejo Código, que limitaba el castigo al lavado de bienes 
derivados del narcotráfi co.
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Tras una jurisprudencia vacilante110, el Tribunal Supremo parece haber confi r-
mado esta forma de ver las cosas es su Sentencia 628/2011111, valorando hechos 
que se produjeron tanto antes como después de la reforma de 2003. Por una parte, 
desestima el recurso de la defensa, que pretendía que los hechos fueran califi cados 
bajo el más leve patrón de la imprudencia, dado que «la descripción de la conduc-
ta de la recurrente […] no se justifi ca por ingresos lícitos de clase alguna, al care-
cer de actividad económica que los justifi que». Por otra, prescinde de la necesidad 
de precisar el delito fuente, argumentando que, a partir de los indicios probados, 
«resulta indudable y concluyente, a través de la lógica más común y evidente, el 
que en las referidas operaciones […] nos encontramos, más allá de aquellas meras 
infracciones administrativas o tributarias a las que también se refi ere la Resolu-
ción recurrida, ante la presencia del delito descrito en el artículo 301 del Código 
Penal, por provenir los bienes encubiertos de delitos graves, gravedad de ese de-
lito […] a su vez evidente dado el excepcional importe económico de aquellos», 
recordando que, «proclamado, reiteradamente, que no es necesario que exista un 
pronunciamiento judicial precedente que declare como delito la actividad de la 
que proceden los bienes […]».

Cierto es que el art. 301.3 no ha experimentado cambios desde que fue apro-
bada la Ley Orgánica 10/1995, pero su peculiar estructura hace que su contenido 
haya variado con la modifi cación de los tipos dolosos. Por ello, lo indicado para 
las conductas intencionales es igualmente predicable respecto de las negligentes.

VI. Consideraciones finales

Como indiqué al comienzo de la exposición, el art. 301.3 del Código Penal 
español alberga numerosas interrogantes que aún carecen de una respuesta defi -
nitiva.

La primera de ellas afecta a su propia existencia. En el terreno de lo formal, nos 
encontramos ante una fi gura que apenas encuentra respaldo en los instrumentos 
internacionales y que ha sido acogida por muy pocos Estados en sus respectivos 
ordenamientos internos. En el ámbito de la antijuricidad material, cabe cuestio-
narse fundadamente si se trata de una conducta que merece ser atendida por parte 

110 Vid. las SSTS 1199/2005, de 24 de octubre; 189/2010, de 9 de marzo. Bajo la legalidad an-
terior a la Ley Orgánica 15/2003, el juzgador decidió absolver en ambos casos por falta de prueba 
sufi ciente, al no quedar demostrado si la infracción de la que procedían los bienes era un delito 
grave. Obsérvese, en cualquier caso, que las Sentencias no establecen una línea jurisprudencial se-
gún la cual sea inexcusable la concreción del delito fuente, sino que se decantan por la presunción 
de inocencia al no conocer a ciencia cierta si los hechos ilícitos previos forman parte del catálogo 
de delitos graves. 

111 STS 628/2011, de de 22 de julio.
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del ordenamiento penal o si, por el contrario, bastaría con encomendar su control 
a las normas de Derecho Administrativo preventivo.

Comparto con muchos la idea de que el principal argumento para el mante-
nimiento de la tipifi cación del blanqueo imprudente estriba en razones de ín-
dole práctica: la posibilidad de castigar supuestos de negligencia, asociada a la 
inexcusable necesidad constitucional de respetar el principio de presunción de 
inocencia, permite afi rmar que el art. 301.3 es un instrumento orientado a pena-
lizar actos de blanqueo respecto de los cuales no ha sido posible probar el dolo del 
sujeto. Siendo así, el blanqueo imprudente se confi gura como un tipo de recogida 
(Auffangtatbestand)112 en el que no se pretende tanto castigar a quien opera con 
unos bienes cuyo origen criminal no conoció, debiendo haberlo conocido, como 
a quien, siendo sospechoso de haber tenido noticia de esa procedencia, no se le 
puede probar. En tanto la principal difi cultad ante la que se hallen las autoridades 
consista en demostrar que el acusado ha cumplido la vertiente subjetiva del tipo, 
el legislador puede decantarse por negar la mayor, esto es, prescindir de esa regu-
lación tan incómoda para sustituirla por otra tipicidad cuya vertiente subjetiva 
sea mucho menos exigente113. Es difícil sustentar este planteamiento desde los 
postulados de un Estado social y democrático de Derecho como el que consagra 
la Constitución de 1978.

En consecuencia, de lege ferenda, creo que la opción más acertada consistiría en 
derogar el art. 301.3. Simultáneamente, debería fomentarse entre los operado-
res jurídicos el —complejo— expediente de la prueba de indicios para, tras un 
minucioso estudio del caso, detectar aquellos supuestos en los que la deliberada 
ignorancia del acusado permita deducir una califi cación por dolo eventual.

En mi modesta opinión —que no es la de un procesalista—, la clásica diferen-
ciación entre prueba directa y prueba indirecta arraiga en un pensamiento exce-
sivamente deudor de un positivismo que soslaya la necesidad de indagar en torno 
al valor de cualquier evidencia, por inmediata que parezca. Del mismo modo que 
hoy relativizamos la subsunción automática de casos frente a normas sustantivas 
aparentemente diáfanas —in claris non fi t interpretatio—, desde la óptica de su 
relevancia jurídica, también los hechos requieren de una valoración que impide 
en todo caso su directa signifi cación, como si de un proceso natural se tratase. 
Hasta las pruebas más inmediatas —una declaración, un documento— necesi-
tan ser apreciadas en su contexto y en relación con otras evidencias con objeto 

112 Así ha sido considerado por la doctrina alemana, como destaca Blanco Cordero, Isidoro: 
El delito de blanqueo..., op. cit., p. 408.

113 Fabián Caparrós, Eduardo A.: El delito de blanqueo..., op. cit., p. 337. En sentido similar, 
y entre otros, Blanco Cordero, Isidoro: Responsabilidad penal..., op. cit., pp. 191-192; Palma 
Herrera, José Manuel: Los delitos de blanqueo..., op. cit., pp. 598-599. 
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de corroborar o descartar su validez. En tal sentido, el mecanismo de inferencia 
lógica propio de la prueba indiciaria tiene muy poco de excepcional, desarrollán-
dose en el marco de la libre valoración consagrado, desde 1882, en el art. 741 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal114.

De aceptar resignadamente la presencia de este precepto en el Código, cabe 
realizar también algunos comentarios sobre la confi guración típica del art 301.3, 
en la medida en que contiene una fi gura que arrastra disfuncionalidades dogmá-
ticas que deberían corregirse.

La primera de las observaciones ha de referirse a su propia confi guración. Sería 
necesario que alojara un auténtico tipo imprudente —como ocurre en Alemania, 
Bélgica o Suiza—, no una mera referencia a una fi gura dolosa. Los sucesivos cam-
bios que han experimentado las conductas intencionales de referencia obligan a 
una reinterpretación que pone en tela de juicio la exigencia de legalidad derivada 
del art. 12. Y también haría falta que ese tipo defi niera cuál es el elemento objeti-
vo sobre el que descansa el défi cit subjetivo, debiendo concretarse sobre el carácter 
delictivo de los bienes blanqueados, cuestión esta última que parece resuelta por 
vía jurisprudencial, pero que no estaría de más precisarla, dado lo cuestionable 
del delito.

Como se ha visto, otro de los puntos sensibles de la tipifi cación de la impru-
dencia en el lavado de activos consiste en determinar, en razón del sujeto activo, si 
debemos optar por una fi gura común o especial. A mi juicio, la senda a seguir por 
el legislador es la misma que ha recorrido para tipifi car, ex Ley Orgánica 5/2010, 
el delito culposo de fi nanciación del terrorismo, en el apartado 2 del art. 576 bis 
del Código Penal:

«El que estando específi camente sujeto por la Ley a colaborar con la autoridad 
en la prevención de las actividades de fi nanciación del terrorismo dé lugar, por im-
prudencia grave en el cumplimiento de dichas obligaciones, a que no sea detecta-
da o impedida cualquiera de las conductas descritas en el apartado primero de este 
artículo, será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a la prevista en él».

La implícita referencia a la nueva Ley 10/2010, de prevención del blanqueo de 

capitales y de la fi nanciación del terrorismo, nos sitúa ante una fi gura especial frente 
a la que sólo responden aquellas personas que se encuentran sujetas a un especial 
deber de cuidado, especifi cado en el mismo cuerpo legal y en su desarrollo nor-

114 Incluso antes, cinco años después de la Restauración, ya se afi rmaba que «la prueba de in-
dicios bien puede asegurarse que sirve de fundamento á la condena en la mayoría de los procesos 
criminales; es decir, que ella es de más importancia que todas las restantes pruebas juntas». López 
Moreno, Santiago: La prueba de indicios, Imprenta de Alberto J. Alaria, Madrid, 1879, p. 6.
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mativo. El hecho de que, por imperativo supranacional115, la Ley 10/2010 aborde 
conjuntamente los aspectos preventivos de ambas manifestaciones delictivas nos 
da la pauta de que, en el terreno de la imprudencia punible, deberían seguir ca-
minos parecidos116. 

De lege lata, el art. 301.3 prevé una fi gura común, sin perjuicio de que sus des-
tinatarios naturales sean los sujetos obligados previstos en el art. 2.º de la tantas 
veces citada Ley 10/2010. En cualquier caso, dada la disparidad de pronuncia-
mientos que impide hablar de una auténtica jurisprudencia, y a falta de una deci-
sión legislativa al respecto, creo que la Sala Penal del Tribunal Supremo debería 
dictar un Acuerdo que establezca un criterio defi nitivo, todo ello en benefi cio de 
un elemental principio de seguridad jurídica.

De cara a la eventual reforma de la normativa brasileña, considero que merece 
evaluarse la incorporación de un tipo imprudente de blanqueo, cuyo diseño bien 
podría partir de las consideraciones formuladas en el Reglamento Modelo de la CI-
CAD a las que me referí antes117 y para cuya regulación en detalle probablemente 
sea útil la experiencia española al respecto, con sus luces y sus sombras. Ojalá una 
medida de esta naturaleza vaya acompañada de aquellas indicadas al comienzo de 
este trabajo y que, en su conjunto, redunden en benefi cio de la legislación penal 
de la República Federativa.

115 El Reino de España fue condenado por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
el 1 de octubre de 2009 (Asunto C-502/08) por no haber adaptado al Derecho interno la Directiva 
2005/60/CE. La infracción fue subsanada, precisamente, con la aprobación de la Ley 10/2010. Vid. 

supra, nota 6.
116 Todo ello sin perjuicio de considerar que, desde el punto de vista dogmático, el blanqueo 

y la fi nanciación de terrorismo sean fi guras absolutamente dispares. Mientras el blanqueo es un 
ilícito autónomo del delito previo [vid. nuestro reciente trabajo Berdugo Gómez de la Torre, 
Ignacio – Fabián Caparrós, Eduardo A.: «La ‘emancipación’ del delito de blanqueo de capitales 
en el Derecho penal español», Diario La Ley, n.º 7535 (2010), pp. 1 y ss.], la fi nanciación del 
terrorismo, a pesar de su específi ca tipifi cación, mantiene un inequívoco vínculo material con los 
actos de terrorismo que queda evidenciado en la propia redacción del art. 576 bis.

117 Vid. supra, apartado II de este mismo trabajo.
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SUMARIO: 1. Introducción: la inexorable expansión de la corrupción 2. El camino de la 
corrupción de lo público a lo privado. 3. La corrupción entre particulares en la Ley Orgánica 
5/2010. 4. A propósito del bien jurídico protegido por el delito de corrupción entre particu-
lares. 5. La corrupción en el deporte. 6. La creación del nuevo delito, una consecuencia de la 
expansión del Derecho Penal. 7. Los sujetos activos en las conductas de corrupción activa en 
el deporte. 8. Problemas concursarles entre la corrupción deportiva, la corrupción privada y 
el cohecho. 9. A modo de conclusión.

1. Introducción: la inexorable expansión de la corrupción

Que la corrupción represente y haya representado desde siempre un grave 
problema es una afi rmación relativamente frecuente. Ya en la ley de las 
XII tablas existían referencia a este fenómeno y la lex pecuniae repetunda-

rum ha sido sobradamente defi nida como el predecesor romano de nuestras nor-
mas anticorrupción. 

También en el lenguaje común y en la cultura de nuestro entorno cercano, el 
término corrupción se asocia comúnmente a comportamientos reprochables que 
tienen lugar en el ámbito de la Administración pública y que son protagonizados 
por servidores públicos. 

En este contexto, la introducción de un tipo penal rubricado «de la corrupción 
entre particulares», por parte de la ley orgánica 5/2010 suscitó una cierta descon-
fi anza en parte de la doctrina., que se incrementaba al considerar el párrafo cuatro 
del nuevo artículo 286 bis que, dentro del nuevo tipo penal, penaliza la llamada 
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corrupción deportiva. En el primer caso, como enseguida se expondrá, se trata de 
dar cumplimiento a compromisos de carácter internacional, pero en el segundo, 
más allá de las referencias a las legislaciones italiana y portuguesa, hay que reco-
nocer una cierta originalidad en la decisión del legislador español. 

En las páginas siguientes, nos ocuparemos de algunos rasgos del nuevo delito 
de corrupción deportiva, no sin antes desglosar algunas características de la co-
rrupción entre particulares. 

2. El camino de la corrupción de lo público a lo privado

Sobre la problemática que subyace tras el signifi cado de la palabra corrupción, 
ya nos hemos pronunciado en otro lugar1. Remitiéndonos a las conclusiones en-
tonces expuestas, el alcance que se otorgue a la relevancia penal de la corrupción 
dependerá del modelo que se utilice para acotar su signifi cado. Si, siguiendo a 
nuestra tradición jurídica, asociamos corrupción con la pérdida de objetividad 
que, de acuerdo con lo establecido por el artículo 103 de la Constitución Españo-
la, debe subyacer a toda acción de la Administración pública, podremos explicar 
la utilización de la palabra corrupción para describir una categoría, que, en prin-
cipio, podría quedar incluida dentro de aquellos ilícitos que el Código penal ac-
tual sitúa en el título dedicado a los «Delitos contra la Administración pública». 

Si, por el contrario, dirigimos nuestra atención a la tradición anglosajona y 
relacionamos la corrupción con el quebrantamiento de las reglas subyacentes a 
una posición jurídica adquirida, y afi rmamos que el mantenimiento de la misma 
tiene interés para la colectividad, modelo principal-agente, se llega ala conclusión 
de que carece de sentido limitar al sector público la sanción de comportamientos 
desviados, pues está fuera de discusión que no sólo lo relacionado con la Adminis-
tración pública, en sentido orgánico, es de interés para la generalidad. 

Sobre este punto de partida, hoy en día, no cabe sino tomar nota de cómo el 
paradigma al que veníamos acostumbrados ha sido sustituido por otro y sólo cabe 
plantearse la interrogante de cómo encajar en los esquemas propios de nuestra 
dogmática y política criminal delitos que, por lo menos aparentemente, proceden 
de otras tradiciones. Esta política criminal, por otro lado, a veces incurre en un 
recurso no siempre justifi cado al Derecho penal, difícilmente compatible con su 
carácter de ultima ratio del ordenamiento jurídico. 

Por otro lado, la materia que ahora interesa representa un perfecto ejemplo de 
como la internacionalización del Derecho penal trae como consecuencia inexora-
ble la expansión del mismo. 

1 Berdugo Gómez de la Torre, I. – Cerina, G.: Sobre la corrupción entre particulares. Convenios 

internacionales y Derecho comparado, en Revista Brasileira de Ciencias Criminais, 89, 2011, pp.159 y ss. 
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La globalización implica un favorecimiento de la movilidad tanto de personas 
como de cosas, que pone en evidencia como un ordenamiento jurídico-penal an-
clado en el principio de territorialidad se vuelve inidóneo para proporcionar una 
respuesta efi caz a comportamientos que, con cada vez mayor facilidad, se produ-
cen en países distintos. La respuesta a este cambio ha supuesto un desplazamiento 
de las tomas de decisiones desde los órganos legislativos nacionales hacia foros 
internacionales, Consejo de Europa, Naciones Unidas, Unión Europea, OCDE, 
OEA etc.., desde los cuales se ha abogado para una armonización de los derechos 
nacionales utilizándose como instrumentos Convenios cuya ratifi cacción se ha 
vuelto herramienta política útil a los Gobiernos nacionales que reafi rman así su 
intención, más o menos demagógica, de luchar contra el crimen. Basta un breve 
examen de cualquier convenio internacional en materia penal para observar como 
la armonización se produce casi siempre «al alza»: en materia de corrupción, por 
ejemplo, existen sólo normas internacionales que obligan o aconsejan tipifi car 
conductas y que, en algunos casos, fi jan el castigo mínimo, mientras que ninguna 
obliga o aconseja, por ejemplo, reservar al Derecho administrativo sancionador 
determinados supuestos o castigar a una conducta menos que otra.

A la luz de todo lo anterior, la evolución del concepto de corrupción desde el 
modelo «clásico» y de más reducido alcance que pivota sobre la imparcialidad de 
la administración pública, hacia aquél más amplio que se apoya en la traición del 
principal por parte del agente2. Esta evolución es consecuencia casi obligada de 
la notable cantidad de herramientas internacionales elaboradas para garantizar a 
nivel global una más efi caz lucha contra la corrupción3. 

Otra cuestión, como veremos en seguida, atañe al esfuerzo de la doctrina espa-
ñola para hacer compatible el nuevo tipo penal con las categorías propias del De-
recho penal continental, siguiendo de cerca la evolución que este delito ha tenido 
en el Derecho alemán. Este esfuerzo, si cabe, se vuelve todavía más arduo cuando 
el objeto del debate es la corrupción deportiva. 

3. La corrupción entre particulares en la Ley Orgánica 5/2010

Como ya hemos adelantado, el legislador español tipifi ca el delito de corrup-
ción en el deporte utilizando como ocasión para llevarlo a cabo la incorporación al 

2 Berdugo Gómez de la Torre, I. – Cerina, G.: Sobre la corrupción entre particulares. Conve-

nios internacionales y Derecho comparado, cit., pp.159 y ss. 
3 A fecha de hoy, existen convenios internacionales que contienen normas relacionadas con 

el Derecho penal anticorrupción abiertos a la fi rma en el seno de la OEA, la OCDE, el Consejo 
de Europa, la Unión Europea, la Unión Africana y las Naciones Unidas. Sobre este punto puede 
consultarse, Perez Cepeda, A. – Benito Sánchez, D.: La política criminal internacional contra la 

corrupción, en Revista Brasileira de Ciencias criminais, (89), 2011, pp. 13 y ss.
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Código penal del artículo 286 bis dedicado a la «corrupción entre particulares». 
El soborno deportivo aparece descrito en el párrafo 4 de este mismo precepto, por 
evidentes razones sistemáticas, se torna obligada una breve referencia a los rasgos 
esenciales de la fi gura delictiva descrita en los párrafos primero y segundo del 
mismo. Como comprobaremos en seguida, proporcionar una exégesis del párrafo 
cuarto prescindiendo de los dos precedentes es imposible, en virtud de la técnica 
legislativa empleada, y es difícilmente compatible con los criterios normalmente 
utilizados en los procesos de interpretación.

Al introducir la «nueva» Sección cuarta, «de la corrupción entre particulares», 
en el capítulo XI, «De los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, 
al mercado y a los consumidores», del título XIII del libro segundo del Código 
penal, «Delitos contra el patrimonio y contra el orden socio-económico», el propio 
legislador aclara que ha sido su preocupación «la transposición de la Decisión Mar-
co 2003/568/JAI, relativa a la lucha contra la corrupción en el sector privado»4. El 
resultado es un extenso artículo que en sus tres primeros párrafos establece:

«1. Quien por sí o por persona interpuesta prometa, ofrezca o conceda a directivos, admi-

nistradores, empleados o colaboradores de una empresa mercantil o de una sociedad, 

asociación, fundación u organización un benefi cio o ventaja de cualquier naturaleza 

no justifi cados para que le favorezca a él o a un tercero frente a otros, incumpliendo sus 

obligaciones en la adquisición o venta de mercancías o en la contratación de servicios 

profesionales, será castigado con la pena de prisión de seis meses a cuatro años, inhabi-

litación especial para el ejercicio de industria o comercio por tiempo de uno a seis años y 

multa del tanto al triplo del valor del benefi cio o ventaja. 

2. Con las mismas penas será castigado el directivo, administrador, empleado o colabora-

dor de una empresa mercantil o de una sociedad, asociación, fundación u organización 

que, por sí o por persona interpuesta, reciba, solicite o acepte un benefi cio o ventaja de 

cualquier naturaleza no justifi cados con el fi n de favorecer frente a terceros a quien le 

otorga o del que espera el benefi cio o ventaja, incumpliendo sus obligaciones en la ad-

quisición o venta de mercancías o en la contratación de servicios profesionales.

4 Es curioso que, entre todos los demás instrumentos internacionales, algunos incumplidos 
hasta la fecha, el Preámbulo sólo haga referencia a la Decisión marco de 2003, sobre todo si se 
considera que, a la hora de reformar el delito de cohecho, la referencia del legislador iba a la 
Convención de Derecho penal del Consejo de Europa sobre corrupción. Sin querer aquí exagerar 
la importancia de esta laguna, observamos que, en materia de corrupción en el sector privado, el 
Preámbulo de la ley repite literalmente cuanto dicho por la Exposición de Motivos del proyecto de 
2007. Cuando en ese año, naturalmente, la Convención de Derecho penal del Consejo de Europa 
sobre corrupción no había sido todavía ratifi cada por España. Inexplicable parece, en cambio, la 
ausencia de todo tipo de referencia a la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.
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3. Los jueces y tribunales, en atención a la cuantía del benefi cio o al valor de la ventaja y 

la trascendencia de las funciones del culpable, podrán imponer la pena inferior en grado 

y reducir la multa a su prudente arbitrio.

4. A propósito del bien jurídico protegido por el delito 
de corrupción entre particulares

La situación que subyace tras la tipifi cación de la corrupción privada no es otra 
que el quebrantamiento de una relación agente-principal entre dos sujetos, nor-
malmente una empresa y un empleado de la misma, en virtud de la intervención 
perturbadora de un tercero, el corruptor. Frente a estos hechos, en principio, la 
doctrina ha buscado la razón de la incriminación del soborno entre particulares 
en dos direcciones opuestas. 

Para un sector doctrinal, el legislador penal busca hacerse garante de la ética 
en los negocios y sanciona un comportamiento infi el que supone un quebranta-
miento de la obligación de lealtad que mantiene el agente frente a su principal, 
quebrantamiento que, a menudo, desemboca en un perjuicio económico para el 
sujeto traicionado5. 

En sentido opuesto, se argumenta que la sanción de la corrupción entre parti-
culares tiene su razón de ser en el interés mediato que la colectividad mantiene en 
el correcto funcionamiento del mercado, conforme a los principios de competen-
cia leal. Estos se menoscaban cada vez que un competidor prevalece sobre otros 
utilizando el soborno. 

Existe, fi nalmente, una tercera tendencia que, de alguna manera, pretende 
integrar las dos anteriores y que defi ende que sólo deben asumir relevancia penal 
aquellas conductas que suponen a la vez un quebrantamiento del interés parti-
cular del sujeto traicionado por el corrupto y una alteración de normal funciona-
miento del mercado mediante un comportamiento desleal6. 

Sobre este punto, y tal como hemos sostenido en otro momento7, entende-
mos que la más acertada es la segunda de las posturas expuestas. En este mismo 

5 Véase, sobre este punto, Mendoza Buergo, B., «El nuevo delito de corrupción entre par-
ticulares (art. 286 bis del CP) en Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir. )- Rodríguez Mourullo, 
G. (pr.), Estudios sobre las reformas del Código penal (operadas por la LO 5/2010 de 22 de junio y 3/2011 

de 28 de enero), Madrid, 2011, p. 441. 
6 En este sentido, véase Gilli Pascual, A., «Bases...», cit., pág. 35 quien habla de «una 

fi gura con objeto de protección biftonte». En el mismo sentido, Ventura Püschel, A., «Co-
rrupción entre particulares», en Álvarez García, F. J. – González Cussac, J. L., Comentarios a 

la reforma penal de 2010, Valencia, 2010, p. 325.
7 Nos remitimos, una vez más, a Berdugo Gómez de la Torre, I. – Cerina, G, «So-

bre...», cit., loc. Cit.
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sentido, parece apuntar no sólo el preámbulo de la ley 5/20108, sino sobre todo 
el tenor literal de la norma: si leemos el precepto de forma consecuente con los 
mecanismos que descienden de la idea de corrupción privada como quebranta-
miento de las obligaciones inherentes a una relación principal-agente9, debemos 
llegar a la conclusión de que, para individualizar el bien jurídico protegido, será 
esencial acotar la fi nalidad a la que se dirige el pacto: se pacta para que se violen 
los deberes que subyacen a la relación agente-principal así que, para individuali-
zar qué deberes están en juego, habrá que empezar por la descripción normativa 
de la fi nalidad del pacto. 

A este respecto, el artículo 286bis aclara que, para sus efectos, tiene relevancia 
penal aquel soborno pactado con la fi nalidad de que el corrupto favorezca al corrup-

tor o a un tercero frente a otros, incumpliendo con ello sus obligaciones en la adquisición o 

venta de mercancías o en la contratación de servicios profesionales. De donde la delimita-
ción del bien jurídico protegido por el delito va a depender del alcance que se de 
a la palabra «obligaciones». 

El corrupto, en calidad de agente que opera en el mercado, tiene el deber de 
observar todas aquellas normas legales o reglamentarias destinadas a todo el que 
opera en el mercado. Entre ellas, en materia de adquisición o venta de mercan-
cías o contratación de servicios profesionales, pues recuérdese que el Código no 
se refi ere a la violación de obligaciones genéricas10, sino a las obligaciones que se 
concretan en la adquisición o venta de mercancías o en la contratación de servicios profesio-

nales. Estas se destacan entre las obligaciones contenidas en la legislación vigente 
en materia de competencia11. 

En este sentido, apunta también la Decisión marco de 2003 ya citada a la que 
se refi ere el legislador español en el Preámbulo de la reforma del Código y que im-
pone que se considere como infracción de obligaciones por lo menos todo comporta-
miento que quebrante una norma legal. Sobre esta base, si se admite que un tipo 

8 Que recalca la referencia a la «la garantía de una competencia justa y honesta».
9 Una vez más, Berdugo Gómez de la Torre, I. – Cerina, G. D. M., «Sobre...», cit., 

loc. Cit.
10 En doctrina, se ha hecho hincapié en la generalidad de esta posible exégesis. Por todos, 

véase Mendoza Buergo, B., «El nuevo...», cit., p. 441. 
11 Entendemos que podrá desempeñar un papel fundamental en la aplicación del tipo penal 

lo dispuesto por el artículo 4.1. de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal que 
defi ne desleal «todo comportamiento que resulte objetivamente contrario a las exigencias de la 
buena fe». En sentido contrario, sin embargo, Gilli Pascual, A., «Bases para la delimitación del 
ámbito típico en el delito de corrupción privada» en Revista española de Ciencia penal y criminología, 
pág. 25 y ss., con argumentos que aquí no se comparten. Sobre el artículo 4.1. de la LCD, véase, 
entre otros, Massaguer, J., Comentario a la ley de competencia desleal, Madrid, 1999, p. 143 y sgts.
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así formulado debe interpretarse de forma restrictiva12, se llega a la conclusión 
que el bien jurídico protegido en el nuevo delito es la competencia leal.

Por último, obsérvese que la propia colocación sistemática de la norma en el 
Código penal español debe orientar el interprete hacia la presencia de un bien 
jurídico colectivo, pues no olvidemos que la segunda parte título XIII del libro 
II del mencionado cuerpo legal se refi ere a lo delitos contra el orden socioeconó-
mico13.

Estos argumentos entendemos que son sufi cientes para descartar que el bien 
jurídico protegido sea limitado al interés del principal traicionado por el corrupto.

5. La corrupción en el deporte

La ya citada Ley Orgánica 5/2010 de reforma del Código penal español de 
2010, entre otras novedades14, incorpora dentro del nuevo delito de corrupción 
privada, en el art. 286 bis p.4, otro delito «novedoso» que el propio legislador ha 
defi nido como «corrupción en el deporte». El mencionado párrafo textualmente 
establece:

«Lo dispuesto en este artículo será aplicable, en sus respectivos casos, a los directivos, 

administradores, empleados o colaboradores de una entidad deportiva, cualquiera que sea 

la forma jurídica de ésta, así como a los deportistas, árbitros o jueces, respecto de aquellas 

conductas que tengan por fi nalidad predeterminar o alterar de manera deliberada y fraudu-

lenta el resultado de una prueba, encuentro o competición deportiva profesionales».

La norma describe un supuesto delictivo autónomo que tendría en común con 
el tipifi cado en los párrafos 1 y 2 del artículo 286bis la sanción de un comporta-
miento también susceptible de ser califi cado como de «corrupción», cuyos prota-
gonistas, en principio, no podrían considerarse funcionarios públicos de acuerdo 
con la defi nición proporcionada por el artículo 24 CP15.

12 En este sentido, véase Martínez-Buján, C.: Derecho penal económico y de la empresa. Parte 

especial, Valencia, 2011, p. 308 con amplias indicaciones bibliográfi cas. 
13 Entre muchos, véase Gómez Rivero, C. (coord.), Nociones fundamentales de derecho penal. 

Parte especial, Madrid, 2010, pág. 323 y sS. 
14 Probablemente, la admisión de la responsabilidad penal de las personas jurídicas constituya 

la reforma de mayor calado. Sobre ella, véase Berdugo: Viejo y nuevo Derecho Penal. Principios y 

desafíos del Derecho penal de hoy, Madrid, 2012, p. 169 y ss. En su caso, de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 288, podría establecerse la responsabilidad de las personas jurídicas en el delito 
objeto de nuestro análisis.

15 No puede afi rmarse sin más que todas las personas relacionadas con la actividad deportiva 
carezcan de la condición de funcionario público, en este sentido, vease, Benitez Ortuzar I. F.: 
El delito de «fraudes deportivos», Madrid, 2011, pp 108-109, dada la importante regulación admi-
nistrativa que existe en España del deporte y apoyándose en la sentencia 15/2001 de 2 de mayo de 
la Audiencia Provincial de Toledo. 
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Si, para conocer las razones subyacentes a la aparición de la «nueva» fi gura 
delictiva, acudimos a la Exposición de Motivos, la conclusión es, cuanto menos, 
decepcionante, pues el legislador se limita a anunciar que se van a tipifi car estos 
fraudes pero se abstiene de especifi car los motivos16. Por otra parte, hay que recor-
dar que, a diferencia de las otras formas de corrupción, que aparecen en el mismo 
artículo, no nos consta la existencia de un precepto supranacional que aconseje u 
obligue a la tipifi cación penal de estas conductas17.

Así las cosas, la decisión del legislador puede enmarcarse dentro de esa ex-
pansión que, en las últimas décadas, ha experimentado el Derecho penal y que 
globalmente caracteriza al que se ha denominado Derecho penal moderno18 y que, 
por otra parte, trae consigo no pocos problemas en materia de respeto de las ga-
rantías derivadas del texto constitucional, tanto a la hora de justifi car la presencia 
de las penas en este ámbito, como a la hora de comprobar el mantenimiento de 
exigencias de técnica legislativa que, al menos, pueda ser califi cada como acepta-
ble desde una perspectiva garantista.

Hoy, en especial, las exigencias vinculadas a principios como el de última ratio 
y el de proporcionalidad cobran, en estos nuevos campos, una particular trascen-
dencia. En el concreto ámbito del deporte, cualquier refl exión sobre un posible 
recurso al Derecho penal frente a comportamientos que se produzcan en o en 
relación con el mismo, aparece condicionada, además, por la plural incidencia 
de ordenamientos con potencial sancionador, como son las normas de autorre-
gulación deportiva o el propio Derecho administrativo, a lo que deben unirse las 
peculiaridades de las consecuencias jurídicas que, con carácter general, se derivan 
del hecho deportivo19.

16 El legislador se limita a notifi car al intérprete que «se ha considerado conveniente tipifi car 
penalmente las conductas más graves de corrupción en el deporte. En este sentido se castigan 
todos aquellos sobornos llevados a cabo tanto por los miembros y colaboradores de entidades 
deportivas como por los deportistas, árbitros o jueces, encaminados a predeterminar o alterar de 
manera deliberada y fraudulenta el resultado de una prueba, encuentro o competición deportiva, 
siempre que estas tengan carácter profesional».

17 Vease, Berdugo/Cerina: Sobre la corrupción entre particulares. Convenios internacionales y De-

recho comparado, cit., pp.159 y ss. 
18 Me remito a Berdugo Gómez de la Torre, I.: Viejo y nuevo Derecho Penal, cit., en especial 

al contenido del Cap. III de la Segunda parte, titulado «La expansión del Derecho penal. Nuevos 
delitos, nuevos problemas», pp. 193 y ss. El tema es abordado de forma monográfi ca en nuestra 
doctrina por Silva Sánchez, J. R.: La expansión del Derecho penal. Aspectos de la política criminal en 

las sociedades postindustriales, 2ªedic. Madrid, 2001
19 Para poder confi rmar el carácter plural de las consideraciones que el Deporte plantea a las 

distintas ramas del ordenamiento jurídico, basta consultar cualquier número de la Revista Aran-

zadi de Derecho del Deporte y entretenimiento.
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Una aproximación al nuevo delito, sin pretensión de agotar la problemática 
que plantea, nos permite llevar a cabo unas consideraciones sobre su contenido, 
tanto desde un punto político criminal como dogmático20. En este sentido, las 
refl exiones que se llevan a cabo en las páginas que siguen van a hacer posible 
que nos posicionemos en algunas cuestiones dogmáticas que habíamos dejado 
relativamente abiertas en el primer examen que hicimos de esta fi gura delictiva21.

6. La creación del nuevo delito, una consecuencia 
de la expansión del derecho penal

La trascendencia social, económica y política que el deporte alcanza en nues-
tras sociedades es innegable. Ciertamente, la repercusión del deporte en estos o en 
otros ámbitos varía en función del deporte concreto que consideremos, del ámbito 
en el que el mismo se desarrolle o del carácter de la competición de que se trate. 
Con toda probabilidad, todos estos rasgos aparecen de forma más acusada en el 
fútbol, pero, aunque en menor grado, están hoy presentes en la práctica totalidad 
de las manifestaciones deportivas.

En este marco y refi riéndonos al fútbol, los fi nales de las competiciones, con 
descensos y ascensos, siempre han sido momentos en los que se producen inevi-
tables rumores, con mayor o menor fundamento, de eventuales compras o ventas 
de partidos. Detrás de la decisión del legislador español de incorporar este nuevo 
delito está sin duda esta situación22. 

Al fi nalizar la temporada 2007-2008, en función de otros antecedentes, pero 
en especial ante el posible amaño del partido Málaga-Tenerife, la Liga de Fútbol 
Profesional eleva al Consejo Superior de Deportes un Proyecto de Ley contra el 

20 Sobre el nuevo delito se han publicado ya dos monografías, que citamos de forma reiterada 
en estas páginas, y a las que remitimos a quienes deseen un análisis de todos los problemas que 
plantea la nueva fi gura delictiva, además de la ya citada de Benitez Ortuzar, I. F.: El delito de 

«fraudes deportivos», la de Cortés Bechiarelli, E.: El delito de corrupción deportiva, Valencia, 2012. 
A las que puede añadirse la más global de Vicente Martinez R.: Derecho penal del deporte, Bar-
celona, 2010, en especial las páginas que dedica al contenido del entones Proyecto de reforma, p. 
485 y ss.

21 Berdugo Gómez de la Torre, I. – Cerina, G.: Algunas observaciones sobre la corrupción entre 

particulares en el Código penal español, en Revista Brasileira de Ciencias Criminais, (97), 2012, pp. 
254 y ss.

22 Sobre las razones que han impulsado la introducción de este delito en el Código penal, 
véase Vicente (de) Martínez, R., Derecho penal...cit., págs. 552-553 en donde la autora hace re-
ferencia a recientes escándalos que han suscitado el interés de los medios de comunicación conexos 
con presuntos amaños de partidos de fútbol.. En especial ver también, Cortés Bechiarelli, E.: 
El delito de corrupción deportiva, cit., p.19 y ss. y Benitez Ortuzar I. F.: El delito de «fraudes depor-

tivos», cit., p. 17 y ss.
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fraude en el Deporte23. El texto transcribe, en gran medida, el contenido de la ley 
portuguesa 30/2007 de 31 de agosto24.

De cara a la opinión pública, la inclusión defi nitiva del delito de «corrupción 
deportiva» se ve reforzada y obtiene una aparente legitimación por la escandalosa 
repercusión del conocido como «caso Brugal», que afectó al partido que enfrenta-
ba al Hércules y al Córdoba en las últimas jornadas de la temporada 2009-201025 
y que se descubre justamente durante el periodo de vacatio legis de la reforma del 
Código penal.

Una primera aproximación a la valoración de la racionalidad y necesidad de 
esta modifi cación legislativa requiere una doble refl exión; la primera, muy gene-
ral, sobre el Derecho penal y el Deporte; la segunda sobre la respuesta que otros 
ordenamientos dan frente a comportamientos análogos al que analizamos.

La actividad deportiva es, como apuntábamos, objeto de regulación por las 
Federaciones de cada Deporte que establecen el contenido de las reglas de la acti-
vidad y de la competición y por el propio Estado, dada su indudable trascendencia 
social. Por defi nición, si hay normas, cualquiera que sea su naturaleza, que regu-
lan una actividad, éstas pueden ser quebrantadas.

Pero además, las mencionadas repercusiones de la actividad deportiva que ex-
ceden su propio contenido son susceptibles de generar situaciones potencialmente 
contrarias al ordenamiento jurídico. Un ejemplo obvio es el de las apuestas vin-
culadas a los resultados de una competición deportiva cuando éstos son falseados.

En el primer grupo, nos movemos dentro de la actividad deportiva, en el se-
gundo, nos situamos fuera de ella.

En relación con las actividades incluibles en el primer grupo, la pregunta es si 
basta con la capacidad sancionadora de las federaciones u otras instituciones regu-

23 El texto puede verse como anexo en la obra coordinada por Cardenal Gracía Caba/Gar-
cía Silvero: ¿Es necesaria la represión penal para evitar los fraudes en el deporte profesional?, Murcia 
2009, pp. 99 y ss., y dentro del mismo volumen García Caba: ¿Hacia una (necesaria) presencia del 

Derecho penal para garantizar la integridad de la competición profesional? A propósito del Proyecto de Ley de 

la LFP contra el fraude en el deporte, pp. 73 y ss., sobre la gestación del proyecto ver, Benitez Or-
túzar, I. F.: El delito de «fraudes deportivos», cit., 71. Con toda razón, críticamente sobre el origen 
de este precepto, véase, Cortés Bechiarelli, E.: El delito de corrupción deportiva, cit., p. 38 y ss.

24 Benitez Ortúzar, I. F., El delito de «fraudes deportivos», cit., p. 72, la ley portuguesa la 
analiza en, pp. 62 y ss.

25 El «caso Brugal» tiene como contenido el soborno que el presidente del Hércules, efectúa 
al portero del Córdoba y que queda registrado en el contenido de unas grabaciones que lleva a 
cabo la policía con motivo de la investigación de un delito, pero la vinculación de la autorización 
de las grabaciones a otra investigación, lleva a que los hechos no tuvieran repercusión jurídica 
alguna. El análisis del caso y la trascripción de las grabaciones puede verse en la citada monografía 
de Benitez Ortúzar, I. F.: El delito de «fraudes deportivos», pp. 17 y ss. 
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ladoras de la actividad deportiva, sean éstas publicas o privadas. El debate gira, 
en suma, en torno a la existencia de un Derecho del Deporte26. En relación con 
la posible presencia del Derecho penal en este campo, el tema clásico siempre ha 
sido el de cuándo y bajo qué condiciones las lesiones producidas en el desarrollo 
de una actividad deportiva, en especial, en los denominados deportes de contacto, 
podían dar lugar a responsabilidad penal27. Más recientemente, la presencia del 
doping en muchos deportes ha llevado a incorporar consecuencias penales, junto 
con las sanciones en el ámbito deportivo, a la realización de comportamientos 
relacionados con el mismo28.

Obsérvese, que, en todos los comportamientos con posibles consecuencias pe-
nales dentro de una actividad deportiva, éstas se producen cuando se afecta a un 
bien jurídico externo a la propia actividad deportiva: en los ejemplos utilizados, 
la salud personal (en las lesiones)29 y la salud pública (en el doping)30. Las posi-
bles consecuencias negativas sobre la competición o el resultado de la misma, se 
resuelven en el ámbito de la sanción deportiva o de posibles consecuencias admi-
nistrativas, compatibles, en su caso, con la sanción penal. Pues, por ejemplo, en el 
caso del doping se está introduciendo en la competición un factor que puede llegar 
a condicionar el resultado.

En los casos que hemos incluido en el segundo grupo, los supuestos en que 
la consecuencia es externa a la actividad deportiva en sí, pues la lesión del bien 
jurídico no se produce en el ejercicio de la actividad deportiva, sino que se vincula 
a ella: en el mencionado supuesto de las apuestas, la eventual respuesta penal se 
vincula claramente a la lesión de un bien jurídico que no está relacionado directa-
mente con la propia actividad deportiva (como sería la salud de los competidores), 
sino que es externo a ella (en el ejemplo, el patrimonio de los apostantes).

En este marco, la pregunta a la que hay que buscar respuesta es si, detrás del 
nuevo delito de corrupción en el deporte, existe un bien jurídico (y, si es que sí, 
cuál es su contenido), lo que proporcionaría una primera legitimación a la deci-

26 Un amplia información sobre el tema y también sobre la posible existencia de un Derecho 
Penal del Deporte, puede verse en la obra de Vicente Mártinez, R., Derecho penal del deporte, cit., 
en especial en sus dos primeros capítulos, pp. 17 a 99.

27 Una buena síntesis de las distintas posiciones doctrinales sobre las lesiones en el deporte 
puede verse en Vicente Mártinez, R., Derecho penal del deporte, cit., 101 y ss. 

28 Es obligada la referencia a la excelente monografía de Cortes Bechiarelli, E.: El delito de 
dopaje, Valencia 2007. 

29 Sobre el tema me pronuncié hace tiempo en Berdugo Gómez de la Torre, I.: El delito de 

lesiones, Salamanca 1982, p. 20 y ss.
30 Vease Cortés Bechiarelli, E.: El delito de dopaje, cit., p. 23 y ss.
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sión legislativa31, o si, por el contrario, estamos ante comportamientos que, en la 
formulación del 286 bis.4, debían de haber permanecido ajenos al Derecho penal, 
por ser, en último término, sólo una manifestación de Derecho penal simbólico, 
tan grato a nuestro legislador32.

Una breve ojeada a las respuestas que, frente a conductas parecidas a las que 
ahora nos referimos, proporcionan los ordenamientos penales de los países de 
nuestro en torno, pone de relieve la existencia de, por lo menos, dos modelos. 

En Italia y Portugal, la respuesta penal ha venido acompañada de escánda-
los de gran repercusión mediática y se ha plasmado en leyes especiales sobre la 
materia que incluyen preceptos de carácter penal y no penal. El recurso a la ley 
especial, que se justifi ca normalmente desde la existencia de rasgos propios en la 
actividad deportiva que la diferenciarían de otros comportamientos, es, en lo que 
se refi ere al Derecho penal, al menos técnicamente discutible33.

Frente a este camino, en Alemania, con carácter general, se entiende que basta 
con proyectar los tipos existentes en el Código penal sobre la actividad del de-
porte y, en especial, en lo que afecta al tema que nos ocupa, el delito de estafa34.

El legislador español se aparta de ambos caminos. Del primero, al menos en 
lo que respecta al cómo de la intervención penal, pues lo hace a través de una 
modifi cación del Código y, del segundo, al crear dentro del Código un tipo penal 
específi co35.

31 Sobre la función legitimadora del bien jurídico, el debate actual en torno al mismo y sus 
consecuencias en distintos ámbitos del Derecho Penal, me remito al excelente libro de Liberatore 
S. Bechara. A. E.: Da teoria do bem juridico como criterio legitimidade do Direito penal, Sao Paulo, 2010.

32 Sobre la utilización simbólica del Derecho penal, pueden consultarse las páginas que dedica 
a este tema Perez Cepeda, A.: La seguridad como fundamento de la deriva del Derecho penal moderno, 
Madrid 2007, p. 333 y ss.

33 En la Exposición de Motivos del Proyecto de Reforma del Código penal se afi rmaba: «Se 
ha considerado conveniente tipifi car penalmente las conductas más graves de corrupción en el 
deporte, en línea con distintas legislaciones de nuestro entorno (Italia)». La referencia desparece 
en la Exposición de Motivos de la Ley.

La legislación de estos dos países y los casos de escándalos deportivos que han motivado el 
recurso al Derecho penal ha sido analizado por nuestra doctrina puede consultarse Vicente Már-
tinez, R., Derecho penal del deporte, cit., p. 500 y ss., Benitez Ortúzar, I. F.: El delito de «fraudes 

deportivos», cit., pp. 31 a 37 y 59 y ss. Cortes Bechiarelli, E.: El delito de corrupción deportiva, 
cit., p. 40 y ss. Morillas Cueva, L.: El tratamiento jurídico del fraude en derecho comparado, en 
Cardenal-García Caba/Gracía Silvero, ¿Es necesaria la represión penal para evitar los fraudes en 

el deporte profesional?, cit., p. 39 y ss. 
34 Sobre la situación en Alemania, ver Benitez Ortúzar, I. F.: El delito de «fraudes deporti-

vos», cit., pp. 36 y ss y Cortes Bechiarelli, E.: El delito de corrupción deportiva, cit., p. 48 y ss. 
Morillas Cueva, L.: El tratamiento jurídico del fraude en derecho comparado, cit., p. 65 y ss.

35 La legislación brasileña, Ley Federal nº 12.299, e 27 de julio de 2010, sigue la via de la le-
gislación especial, pero el poco afortunado Anteproyecto de Código penal de 2012, sigue en parte 
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Una primera aproximación al nuevo artículo parece invitar, tal como hace un 
sector de la doctrina, a situar el posible bien jurídico que se busca tutelar me-
diante la incriminación de la corrupción en el deporte, en el ámbito estrictamente 
deportivo. Aunque, a priori, este supuesto bien jurídico choca con la ubicación 
del nuevo delito. 

Así, se sostiene que el legislador se propone tutelar penalmente el interés co-
lectivo consistente en «la regularidad de las competiciones deportivas y la au-
tenticidad de sus resultados»36. Esta línea de razonamiento es profundizada y 
matizada por quienes defi enden la presencia de un nuevo bien jurídico, la «inte-
gridad deportiva», bien jurídico colectivo que «engloba y abarca todos los valores 
sociales que parcialmente se ven afectados por la actividad deportiva adulterada 
por el deporte y que por sí mismos —de modo aislado— no tienen entidad su-
fi ciente para ser considerados valores a tutelar específi camente o que, siéndolos 
(como los intereses patrimoniales) no pueden aislarse del fenómeno deportivo del 
que derivan»37. Los que siguen esta línea de aproximación al bien jurídico nece-
sariamente se cuestionan la intervención de un Derecho penal entendido como 
ultima ratio en la tutela de dicho interés, argumentando que la misma está «por 
lo menos, fuera de lugar»38. 

En esta misma dirección, aunque lo haga de forma critica, un importante sector 
doctrinal39 llega a la conclusión de que la actual redacción conduce a afi rmar que 
el bien jurídico protegido «no es otro que el fair play o la pureza en el desarrollo 
de las competiciones deportivas profesionales», para concluir que se trata de un 

la vía del Código español, al proponer en su art. 250 el delito de «falseamiento de resultado de 
competición deportiva, en el 251, el de fraude referido al resultado de una competición deportiva, 
en el 252, pretende criminalizar la reventa de entradas. Todas estas propuestas en el marco de un 
capitulo, aquí se aparta del camino seguido por el legislador español, referido a «Delitos contra 
eventos deportivos y culturales». Las criticas que desde los principios constitucionales formula-
mos a la reforma española, se multiplican en esta expansión que propone el legislador brasileño.

36 Así Blanco Cordero, I., «La reforma de los delitos de corrupción mediante la Ley 
Orgánica 5/2010: nuevos delitos y aumento de penas», en Diario La Ley, n. 7534, Sección 
Tribuna, 23/12/2010, pág. 11 (versión electrónica).

37 Benitez Ortúzar, I. F.: El delito de «fraudes deportivos», cit., p.119. De alguna forma sería 
este el bien jurídico innovador que demanda Morillas Cueva, L.: El tratamiento jurídico del fraude 

en el deporte en el Derecho comparado, cit., p. 66.
38 Así, literalmente, Castro Moreno, A., ponencia titulada «El nuevo delito de corrup-

ción privada» en la mesa redonda Prevención y sanción de la corrupción pública y privada», en el 
marco de las XXII Jornadas de la Abogacía General del Estado sobre El nuevo Código Penal, 
Madrid, 17-18 de Noviembre de 2010, publicada en la página web www2.minjusticia.es. 
También Benitez Ortuzar, I. F.: El delito de «fraudes deportivos», cit., p. 120, concluye su 
análisis del bien jurídico afi rmando «El legislador no ha estado afortunado ni en la ubicación 
ni en la descripción del tipo que se analiza».

39 Cortés Bechiarelli, E.: El delito de corrupción deportiva, cit., p. 64 y ss.
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bien jurídico demasiado «endeble» para justifi car el recurso al Derecho penal40. 
La conclusión parece indiscutiblemente correcta: el Derecho penal, al menos en 
estas condiciones, no debía haberse utilizado sino que con toda seguridad hubiera 
bastado el recurso a otras ramas del ordenamiento jurídico.

Pero estas afi rmaciones nos abren una vía por la que continuar nuestro razona-
miento. Para nosotros, es discutible que la propia actividad deportiva pueda llegar 
a servir de base para constituir un bien jurídico. Creemos, por el contrario, que el 
cómo de la actividad deportiva en sí, no puede llegar a constituir un bien jurídico, 
al menos, desde la posición que defendemos, con carácter general, respecto al con-
tenido del mismo41. Pues, lo que se quiebra, la regulación concreta de un deporte, 
puede y debe ser objeto de garantía administrativa42. En su caso, cuando se lesione 
algún bien jurídico en el marco de una actividad deportiva, distinto, por tanto, 
de la propia actividad, al haber quebrantado su regulación, ésta puede aparecer 
incorporada al desvalor de la acción pero no constituye la lesión de bien jurídico. 

Entendemos, por tanto, que el bien jurídico protegido en el delito de corrup-
ción en el deporte debe ser buscado por otros caminos. Con carácter general, 
adelantamos nuestra postura, la actividad deportiva puede dar lugar a una in-
tervención del Derecho penal cuando constituye el medio para lesionar un bien 
jurídico protegido situado fuera de ella o cuando, en su ejercicio, se lesiona un 
bien jurídico distinto a la propia actividad. En el caso que analizamos, estaríamos 
dentro del primer grupo: a través de la corrupción en la actividad deportiva, se 
puede llegar a lesionar un bien jurídico distinto de la propia actividad. Cuestión 
distinta es qué concreto bien jurídico se protege en este precepto y si la técnica 
utilizada por el legislador ha sido la adecuada, interrogante que, también adelan-
tamos, debe responderse de modo claramente negativo.

40 Cortes Bechiarelli, E.: El delito de corrupción deportiva, cit., p. 65.
41 Nuestra posición respecto al bien jurídico y su proyección sobre la expansión del Derecho 

penal puede verse en Berdugo Gómez de la Torre, I.: Viejo y nuevo Derecho penal, cit., p. 203 y 
ss. y el ya citado libro de Liberatore S. Bechara, A. E.: Da teoria do bem juridico como criterio de 

legitimidade do directo penal.
42 Véase, en este mismo sentido, Vicente Martínez, R. (de), Derecho penal del deporte, cit., 

pág. 557, donde se lee textualmente que «el deporte es una actividad privada donde no es posible 
hallar un bien jurídico más allá del patrimonio. No existe ningún bien jurídico de «lealtad depor-
tiva» ni de «pureza en la competición deportiva» que pueda ser merecedor de protección penal. 
No se puede defender que la pureza de la competición deportiva sea un bien jurídico que deba ser 
protegido a través del Derecho penal. Para dicha defensa es sufi ciente la disciplina administrativa 
y, si ésta se muestra inefi caz, seguramente habrá que plantearse modifi car dicha disciplina e intro-
ducir sanciones más efi caces, pero no plantearse el siempre fácil recurso del Derecho penal». 

 Esta posición se acomoda plenamente a la que defendemos en Berdugo Gómez de la To-
rre, I.: Viejo y nuevo Derecho penal, cit., p. 220 y ss., siguiendo a Silva Sánchez, J. R.: La expansión 

del Derecho penal, cit., p. 121 y ss, en especial, ver p. 125 y ss. y a Liberatore S. Bechara, A. E.: 
Da teoria do bem juridico, cit, p. 245 y ss.
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Si regresamos al tipo objeto de nuestras refl exiones, desde nuestro punto de 
vista, no se puede pasar por alto la colocación sistemática del artículo 286bis. El 
precepto se encuentra ubicado dentro del capítulo XI del título XIII del libro 
II del Código penal español. Sin duda, ello apunta a que se trata de uno de los 
«delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al mercado y a los con-
sumidores» en el marco de los «delitos contra el patrimonio y contra el orden 
socioeconómico». En este mismo sentido, no sobra llamar la atención sobre la 
colocación de la corrupción en el deporte dentro un artículo dedicado a la san-
ción de conductas perturbadoras de la lealtad en la competencia y, por ende, del 
correcto funcionamiento de unsistema económico fundado sobre la economía de 
mercado. En este sentido, tampoco puede obviarse que la corrupción en el deporte 
comparte la estructura de las otras conductas de corrupción entre particulares; se 
trata, aquí también, de una relación triangular en la que necesariamente están 
involucrados un corrupto, un corruptor y un «traicionado».

La línea económica del contenido del posible bien jurídico se refuerza con la 
limitación de la relevancia penal a aquellas conductas que suponen una alteración 
del resultado de una prueba, encuentro o competición deportiva profesionales43.

Así las cosas, una interpretación teleológica de la norma que tenga en cuenta la 
topografía del Código en el cual se incorpora, lleva a proponer una interpretación 
que limite el alcance del injusto a aquella distorsión del resultado de competicio-
nes que suponga una signifi cativa alteración del funcionamiento del mercado44 y, 
si así fuera, incluso a la luz de la dimensión económica cada vez más relevante que 
han venido asumiendo, en la actualidad, ciertas competiciones deportivas45. Es 
decir, proponemos una lectura de la competición deportiva desde una perspectiva 
económica, en la que los resultados deportivos se vinculan a efectos económicos. 

Pero sigue abierta la cuestión de si la intervención del Derecho penal en la pro-
hibición de comportamientos de corrupción en el deporte, tal como la lleva a cabo 
nuestro legislador, es necesaria para el mantenimiento de nuestro sistema social 

43 Sobre este elemento, véase Vicente (de) Martínez, R., Derecho penal...cit., pág. 485 quien, 
entre otras cosas, afi rma literalmente que «el deporte profesional es más negocio que deporte». 
Véanse también las consideraciones de Castro Moreno, A., «El nuevo delito de corrupción en 
el deporte», en Revista Aranzadi de derecho de deporte y entretenimiento, n. 28, 2010, págs. 17 y sgts. 
Por último y en este mismo sentido, de limitar la relevancia penal a supuestos con alguna trascen-
dencia económica, Sánchez Melgar, J., «La corrupción en el sector privado», en Revista Jurídica 

Gallega, (63), 2009, págs. 15-16 quien, sin embargo, juzga negativamente dicha limitación del 
ámbito de lo penalmente relevante.

44 Véase, en sentido afi rmativo Muñoz Conde, F., Derecho penal, Parte especial, 18 edic., Va-
lencia, 2010, pag. 531.

45 Para la referencia a algunos casos de corrupción en el deporte, véase Vicente (de) Martí-
nez, R., Derecho penal...cit., págs. 486 y sgts.
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y si se ha seguido una formulación que va a llevar a tener una efi cacia preventiva 
sobre los comportamientos que, al menos teóricamente, quieren ser evitados. 

Las dos interrogantes tienen, en la redacción del 286bis.4, una respuesta nega-
tiva. Hasta hoy, la realidad deportiva parece haber demostrado, al menos, la ma-
yor efi cacia de las sanciones deportivas y administrativas. La pérdida de categoría 
del equipo, la sanción temporal o defi nitiva del deportista o del directivo es más 
intimidante que el recurso al Derecho penal. Ahora bien, esto no excluye que, en 
los supuestos de mayor gravedad o de mayor repercusión económica, siempre que 
esta gravedad quede incorporada al tipo, pueda recurrirse al Derecho penal. Pero, 
en cualquier caso, la fórmula no puede ser la seguida por le reforma de 2010 que 
parece llevarnos a uno de esos delitos de bien jurídico aparente tan queridos pot 
el legislador «moderno».

La formulación empleada por el legislador responde, en realidad, a un Dere-
cho penal construido desde la prevención general positiva: lo que pretende, ante 
todo es un efecto simbólico, más que una respuesta verdaderamente efi caz frente 
a estos comportamientos formulada desde la consideración del conjunto del or-
denamiento.

El camino seguido es, por tanto, equivocado desde su consideración político 
criminal y esta crítica se agudiza al observar la técnicamente deplorable fórmula 
empleada por el legislador.

7. Los sujetos activos en las conductas de corrupción 
activa en el deporte

La lectura del tipo del nuevo delito sugiere bastantes dudas, la primera de ellas 
inherente a la determinación de los posibles sujetos activo y concierne no sólo a la 
relación de sujetos susceptibles de ser corrompidos (es decir, posibles au  tores de 
cohecho pasivo en el deporte), sino, más en general y sobretodo, a aquéllos que, 
si corrompen, serán sancionados (es decir, posibles autores de cohecho activo). 
Respecto de la vertiente pasiva del delito, la doctrina ha puesto de relieve los pro-
blemas que se derivan de la formula empleada por el legislador. Más en general, 
sin embargo, el verdadero problema parece ser el que concierne a la posible limi-
tación de los potenciales sujetos activos de la vertiente activa del delito. En este 
marco, la primera cuestión a dilucidar es si estamos ante un supuesto delictivo 
especial y un supuesto delictivo común, o ante dos supuestos especiales46.

46 Sin poder ahora profundizar en la cuestión, nos parece más correcta aquella postura doctrinl 
que entiende que cohecho activo y pasivo no son delitos autónomos sino dos vertientes de un 
único delito de cohecho. Por todos, véase Valeije Álvarez, I., El tratamiento...cit., pág. 100.
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Como hemos reiterado en distintas ocasiones47, la corrupción tanto en el sector 
público como en el privado, puede describirse siguiendo un esquema que, de al-
guna manera, puede reconducirse al contrato de agencia. En este marco, se suele 
subrayar que, si la corrupción es una «traición», el corrupto no podrá ser cualquier 
persona sino que, para poder «traicionar», deberá mantener previamente una «re-
lación» particular con una persona o entidad. Toda «traición», en suma, implica 
una pre-existente relación. En cambio, una vez aceptado este modelo explicativo 
de la corrupción, carece normalmente de importancia la identifi cación del corrup-
tor. Si se mantiene que corrupción es «traición mediante compraventa»48, esto 
implica que, una vez tomada la decisión de proteger los intereses de los terceros 
interesados en que dicha compraventa no se produzca, la actuación del comprador 
se castigará siempre y con independencia de su relación con personas o entidades 
de cualquier tipo49. O, dicho en otras palabras, en la relación triangular que se 
produce en la corrupción, ella (traicionada) tendrá que ser quien mantiene una 
relación con él (traidor), mientras que es totalmente indiferente quien sea el otro 
(quien compra la traición).

El legislador español, tradicionalmente, ha seguido este esquema. En el caso 
del cohecho público, mientras que el corrupto ha de ser un funcionario público, 
el corruptor puede ser cualquier persona. 

Lo mismo ocurre en el delito tipifi cado con arreglo a los párrafos 1 y 2 del 
artículo 286bis: mientras que el cohecho pasivo entre particulares tan sólo es rele-
vante si tiene como sujeto activo a un «administrador, empleado o colaborador de 
una empresa mercantil, de una sociedad, asociación, fundación u organización», 
el cohecho activo puede ser cometido por cualquier persona50.

Las cosas no parecen tan claras, en cambio, respecto de la corrupción deportiva. 
Aquí el legislador no describe autónomamente los dos supuestos de corrupción 
activa y pasiva, sino que se limita a decir que «lo dispuesto en este artículo será 
aplicable, en sus respectivos casos, a los directivos, administradores, empleados 
o colaboradores de una entidad deportiva cualquiera que sea la forma jurídica 

47 Se remite a Berdugo Gómez de la Torre, I. – Cerina, G., «Sobre la corrupción entre 
particulares. Convenios internacionales y derecho comparado», cit., págs. 164 y sgts. 

48 O, según quien mantiene que se trata de un delito de peligro, «compraventa de la traición».
49 Precisamente para señalar la distinta posición de corrupto y corruptor, la doctrina suele 

hablar de instraneus respecto del primero, para subrayar su «relación», y de extraneus respecto del 
segundo, para subrayar que actúa al margen de la «relación» del corrupto.

50 Es distinta la posición seguida por Benitez Ortuzar, I. F.: El delito de fraudes deportivos, 
cit., p. 123, que defi ende el carácter de delito especial del delito de corrupción activa de parti-
culares del p. 1 del art. 286bis., argumentando en torno al contenido de la acción descrita. Este 
punto de partida condiciona, lógicamente, las conclusiones a las que llega, en su por otro lado, 
minucioso estudio de la problemática del sujeto activo en la corrupción deportiva, ver las pp., 122 
y siguientes de su ya citada monografía.
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de ésta, así como a los deportistas, árbitros o jueces». De donde se deduce que, 
en materia de corrupción pasiva, sujetos activos de cohecho deportivo serán los 
directivos, administradores, empleados o colaboradores de una entidad deportiva, 
es decir, de una fundación, sociedad, asociación deportiva51, deportistas, técnicos, 
árbitros y jueces52. Pero, la cuestión que abre la fórmula seguida por el legislador 
es la de las consecuencias que tiene esta redacción para la corrupción activa.

Un sector de la doctrina defi ende que la norma obliga a entender como delito 
especial también esta otra vertiente del injusto: la acción de sobornar asumiría 
relevancia penal sólo si quien la lleva a cabo pertenece a aquel abanico de sujetos 
expresamente mencionados por el párrafo 4 del artículo 286bis53.

Si se sigue esta interpretación, quedarían fuera del alcance del precepto todos 
aquellos supuestos en los que alguien, sin ser deportista, juez, árbitro o bien ad-
ministrador, empleado o colaborador de una entidad deportiva, mediante la con-
cesión de una ventaja, apunta a predeterminar o alterar de manera fraudulenta el 
resultado de una competición54. A titulo de ejemplo, piénsese en los casos en los 
que, quien corrompe es un rico afi cionado o alguien que ha efectuado una apuesta 
sobre el resultado y ofrece compartir su ganancia con el árbitro que acepte amañar 
la competición. 

Con arreglo al artículo 286bis, en otras palabras, podrían sancionarse sólo su-
puestos en los que el sobornante proviene del mundo del deporte55, mientras 
que, inexplicablemente, quedarían excluidos los casos en los que es ajeno a la 
competición deportiva56. Quienes han defendido esta opción interpretativa han 
argumentado que, «al tratarse de sujetos ajenos a las organizaciones deportivas y 
a los propios competidores, su conducta —reprochable en lo moral—, ni encierra 

51 Así Castro Moreno, A., «El nuevo...», cit., pág. 21 quien añade que «no sólo tienen 
cabida las entidades que participan en la competición deportiva (clubes deportivos), sino también 
las que organizan la misma, tales como las Ligas Profesionales y aquellas otras en las que se inte-
gran las anteriores (Federaciones Deportivas Españolas)».

52 Por todos vease el exhaustivo análisis que lleva a cabo Cortés Bechiarelli, E.: El delito de 

corrupción deportiva, cit., p. 90 y ss., que pone de relieve los distintas consecuencias de la formula 
empleada, lagunas en la punición o quebrar el principio de igualdad al contemplar igual respuesta 
para comportamientos que ne función de quien lo realiza posee una gravedad diferente.

53 Castro Moreno, A., «El nuevo...», cit., págs. 24-25. En el mismo sentido, En este sen-
tido, véase Queralt Jiménez, J. J., Derecho penal español. Parte especial, 6º.edic Barcelona 2010, 
pág. 628. 

54 Ciertamente la muy elaborada posición de Benitez Ortuzar, I. F.: El delito de fraudes 

deportivos, cit., 125 diferencia los posibles autores de los dos supuestos de corrupción, al requerir, 
en el caso de la activa, que el sujeto actué «incumpliendo las obligaciones derivadas del cargo o 
puesto que ocupa en el seno de la organización deportiva».

55 Sobre el punto, véase De Vicente, R., Derecho penal del deporte, cit., pág. 498.
56 Sobre el punto, véase De Vicente, R., Derecho penal del deporte, cit., pág. 498.
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la misma peligrosidad que cuando es realizada desde dentro del propio ámbito 
deportivo, ni infringe un deber específi co de lealtad competitiva que no tiene 
quien es totalmente ajeno a la propia competición»57. En este mismo sentido, 
se ha añadido que hay que tener en cuenta la letra de la norma que «remite a lo 
dispuesto en los números anteriores, en los que se incrimina el soborno realizado 
por determinados sujetos incumpliendo sus obligaciones»58. 

Pero, independiente de nuestra postura general sobre este delito, creemos que 
caben otras posibles interpretaciones que se acomodan mejor a la que, en nuestra 
opinión, constituye una conclusión más correcta desde un punto de vista político 
criminal.

La lectura de los primeros dos párrafos del artículo 286bis pone de manifi esto 
que la relevancia penal del soborno entre particulares está condicionada a que el 
mismo tenga como fi nalidad que el sobornado, que no el sobornante, incumpla 
sus obligaciones. El traslado de este argumento al párrafo cuarto (que ahora nos 
atañe) explica el carácter especial del delito que afronta la conducta de corrupción 
pasiva en el deporte, pero de ninguna manera aclara la restricción del abanico de 
sujetos activos en el supuesto de la corrupción activa en el deporte59. El criterio de 
eventual limitación del círculo de posibles sujetos activos sólo puede vincularse a 
su capacidad para, en abstracto, llevar a cabo la acción descrita en el tipo, en este 
caso, «la capacidad para alterar de forma deliberada y fraudulenta el resultado de 
una prueba, encuentro o competición deportiva profesionales»60.

Parece claro que, una cosa es discutir sobre la oportunidad político-criminal de 
sancionar en mayor o menor medida algunos de los coautores del delito en virtud 
de su relación con el mundo deporte y otra bien distinta considerar penalmente 
irrelevantes algunas conductas que parecen susceptibles de afectar de forma muy 
grave al supuesto bien jurídico protegido. Debe recordarse que, si se concluye que 
no es sujeto activo de este delito quien no pertenece al mundo del deporte, a la 
vista de la redacción actual de la norma, también quedaría excluida la relevancia 
penal de la conducta de quien reciba un soborno de parte de un sujeto que no 
aparezca incluido en el párrafo 4 del artículo 286bis. Por ejemplo, un afi cionado 
que, después de haber realizado una apuesta, soborna al árbitro para que altere el 
resultado de la competición: si entendemos que el afi cionado no es sujeto activo 
de cohecho deportivo activo, también deberemos excluir toda posible sanción 

57 Así, Castro Moreno, A., «El nuevo...», cit., pág. 25. En el mismo sentido Queralt 
Jiménez, J. J., Derecho penal...cit., pág. 628.

58 Así Castro Moreno, A., «El nuevo...», cit., pág. 25.
59 Castro Moreno, por su parte, parece confundir estas dos distintas vertientes del delito: por 

un lado se pregunta «qué pasaría si quien sobornara...» (pág. 24) y por otro, contesta a la pregunta 
con argumentos esgrimidos desde el punto de vista del sobornado y no del sobornante..

60 Tal como sostiene Cortes Bechiarelli, E.: El delito de corrupción deportiva, cit., p. 89.
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penal al árbitro. Y tomar la decisión de dejar impunes estos supuestos, en el con-
texto de los que se ha dotado de relevancia penal, parece cuanto menos político-
criminalmente discutible61.

Pero, aunque, mediante una voltereta interpretativa por lo menos discutible, 
se admitiera la relevancia penal sólo de la corrupción pasiva en estos casos, la solu-
ción tampoco resultaría político criminalmente aceptable. Con independencia del 
bien jurídico que se pretenda proteger, si es que fi nalmente se protege alguno, es 
a todas luces evidente que el hecho de que el sobornante no pertenezca al círculo 
de sujetos mencionados por el artículos 286bis en nada afecta a la gravedad del 
ataque al mismo. Puesto que, incluso con esta propuesta de interpretación, se ter-
minarían sancionando conductas que, en abstracto, son susceptibles de perturbar 
de forma menos intensa el interés protegido mientras que se dejarían impunes 
otras más dañinas para el mismo. 

Por otra parte, todas estas dudas se fundan, una vez más, en la técnica legisla-
tiva francamente infeliz que sigue el artículo. El legislador español, tan propenso 
a efectuar descripciones a veces excesivamente minuciosas62, hace muestra aquí de 
una parsimonia en la utilización de las palabras que desemboca en una innecesaria 
síntesis que resulta poco apropiada para la tipifi cación de una conducta tan com-
pleja como la que nos ocupa. En lugar de describir en un precepto autónomo la 
vertiente activa del delito de corrupción en el deporte dejando para otro párrafo 
la pasiva, prefi ere disponer la aplicabilidad de lo dispuesto en «este artículo», el 
286bis, a los casos en los que los sujetos activos son «directivos, administradores, 
empleados o colaboradores de una entidad deportiva». 

Por estas razones, cualquier posible interpretación de este precepto, pasa por 
interrogarse sobre el alcance de los términos utilizados al comienzo del párrafo 4 
del artículo 286bis: «lo dispuesto en este artículo será aplicable, en sus respecti-
vos casos». Si se tiene en cuenta que el párrafo primero del artículo 286bis descri-
be un tipo delictivo especial mientras que el párrafo segundo tipifi ca un supuesto 
común, es posible entender que la misma estructura sea extensible a la corrupción 
en el deporte, de la que los sujetos activos responden «en sus respectivos casos». 
Si se comparte este argumento, la conclusión es obligada: la vertiente activa del 
cohecho deportivo es penalmente relevante si es realizada por cualquier persona. 

Una vez más, por tanto, la deplorable técnica seguida por la reforma de 2010, 
abre interrogantes en puntos donde no debían presentarse.

61 Crítico también Nieto Martin, A., «Protección penal de la competencia, los mercados 
fi nancieros y los consumidores,» en, Gomez Rivero, C. (Coord.) Nociones fundamentales de Derecho 

penal. Parte especial, Madrid, 2010 pág. 481.
62 Para permanecer en materia de corrupción, piénsese en la descripción del objeto material 

de la conducta en los artículos 419 y sgts. CP.
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8. Problemas concursarles entre la corrupción deportiva, 
la corrupción privada y el cohecho

La cuestión a dilucidar aquí concierne a las relaciones entre corrupción depor-
tiva y cohecho del artículo 419 CP. En particular, cabe preguntarse qué acontece 
si el sujeto activo de la corrupción pasiva, que comete el delito tipifi cado con arre-
glo al artículo 286bis, participa del ejercicio de funciones públicas y, por tanto, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 423 CP63 en su actual formulación, es 
también sujeto activo del cohecho pasivo. 

En primer lugar, este problema afecta al párrafo cuarto del artículo 286bis, y 
también a los supuestos tipifi cados en los párrafos primero y segundo de este ar-
ticulo. Pues, no resulta difícil imaginar a una persona que, al administrar una so-
ciedad mercantil, esté participando del ejercicio de una función pública. Piénsese, 
para limitarnos a un caso evidente, al administrador de una empresa pública, de 
capital social enteramente público y que proporciona servicios públicos esenciales 
operando en el mercado como sociedad mercantil64. 

Así formulado el problema, la solución planteada por parte de la doctrina pasa 
por la aplicación del artículo 8.1 del CP65. Según algunos autores, si un supuesto 
descrito por el artículo 286bis66 encajara también dentro del ámbito de tipici-
dad de los artículos 419 y ss., el principio de especialidad permitiría considerar 

63 El art. 423 establece: «Lo dispuesto en los artículos precedentes será igualmente aplicable 
a los jurados, árbitros, peritos, administradores o interventores designados judicialmente, o a 
cualesquiera personas que participen en el ejercicio de la función pública»

64 En sentido contrario, el Informe del Consejo General del Poder Judicial ya mencionado 
afi rma que «pese a lo indicado en la Exposición de Motivos, también las empresas privadas que 
prestan servicios públicos estarán sometidas a este nuevo delito y no a la disciplina del cohecho. 
Esto resulta razonable, dado que la falta de condición funcionarial de los sujetos implicados y la 
imposible infracción del deber específi co extrapenal que corresponde a aquello, justifi ca que a 
las empresas privadas se les dé tratamiento de particulares, igual que sucede, por ejemplo, con 
la apropiación de bienes en estas empresas privadas que prestan servicios públicos, cuyos res-
ponsables son sancionados pro la vía de los delitos patrimoniales ordinarios y no por medio del 
delito de malversación de caudales públicos, salgo casos excepcionales que están expresamente 
tipifi cados como malversación impropia». No es posible ahora entrar a discutir en profundidad 
la correcta interpretación del artículo 24 del CP.: remitiendo a la doctrina y a la jurisprudencia 
sobre el particular, baste decir que la afi rmación del CGPJ de acuerdo con la cual el personal de 
las «empresas privadas que prestan servicios públicos» no podría califi carse de funcionario públi-
co a efectos penales no tiene fundamento teórico ninguno, ni de lege lata, ni de lege ferenda, ni es 
respaldada por la doctrina mayoritaria, ni se encuentra refl ejada en la postura mantenida por la 
jurisprudencia mayoritaria ni, lo que es más importante, parece derrivarse de una correcta lectura 
del artículo 24 CP. 

65 Así, Castro Moreno, A., «La nueva...», cit., pag. 24.
66 La doctrina, en realidad, se ha ocupado sólo del párrafo 4 del artículo 286 bis. Por otra 

parte, no vemos razones para predicar una solución distinta según se trate de los párrafos 1 y 2 de 
la norma o del cuarto. 
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aplicable sólo el delito de cohecho público67. En este sentido, se defi ende que la 
referencia a las «personas que participan del ejercicio de una función pública», del 
art. 423 CP, es especial respecto de la más general mención de «administradores, 
empleados o colaboradores de una empresa mercantil o de una sociedad, asocia-
ción, fundación u organización», del art. 286bis, párrafos 1 y 2, o de «directivos, 
administradores, empleados o colaboradores de una entidad deportiva» o «depor-
tistas, árbitros o jueces», del art. 286bis párrafo 4. 

Pero esta conclusión no parece correcta. Una norma es especial respecto a otra 
y, por tanto, en virtud de lo dispuesto por el artículo 8.1 del CP, debe aplicarse 
con preferencia, si reúne «todos los elementos de esta última más alguno o algu-
nos específi cos»68. Por ello, cuando se dice que el delito A es especial respecto del 
delito B debido a la descripción típica de los sujetos activos, esta afi rmación debe 
suponer: que no todo sujeto activo de B puede ser sujeto activo de A que todo 
sujeto activo de A puede ser sujeto activo de B69 y, fi nalmente, que todos los de-
más elementos del tipo del injusto son idénticos. Si se dan estos presupuestos, en 
aplicación de la regla general, un sujeto que cometa tanto A como B, responderá 
por haber cometido A. 

Ahora bien, en el caso que nos atañe, es evidente que falta el segundo de los 
requisitos señalados70. Siendo A el delito de cohecho y B el delito de corrupción 
entre particulares o en el deporte, es correcto afi rmar que no todo sujeto activo 
de cohecho entre particulares o en el deporte puede ser sujeto activo de cohecho 
pero no puede decirse que todo sujeto activo de cohecho puede ser sujeto activo 
de corrupción entre particulares o en el deporte. 

Además, si fuera cierto que el delito de cohecho añade un requisito ulterior en 
materia de sujetos activos respecto del cohecho entre particulares, sería automáti-
co afi rmar que el sujeto activo de cohecho, sin este requisito ulterior, coincidiría 
con el sujeto activo del cohecho entre particulares. Y es evidente que ello no acon-

67 Así, Castro Moreno, A., «La nueva...», cit., pag. 24.
68 Entre muchos, véase Berdugo Gómez de la Torre, I. y otros: Curso de Derecho Penal. 

Parte General, 2a edición, Barcelona, 2010, pág. 407.
69 De no darse esta condición, no existiría un problema de concurso. Obsérvese, de todas 

maneras, que sujeto activo de la norma especial debería ser el mismo de la norma general con 
una ulterior característica. Ello quiere decir que, de quitar esta característica, el sujeto coincidi-
ría con el de la norma general. En términos matemáticos, podríamos decir que si sujeto activo 
de la norma general es X, sujeto activo de la norma especial habrá de ser X+1. A contrario, por 
tanto, tendremos que X+1-1=X. En el caso que ahora nos interesa, es fácil constatar como eso 
no acontece.

70 Sin entrar a valorar la existencia del último presupuesto, que tampoco parece del todo in-
discutible.
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tece: en ausencia del requisito pretendidamente ulterior, participar en el ejercicio 
de una función pública, sujeto activo de cohecho pasivo sería cualquier persona. 

Por otra parte, es cierto que el artículo 423 CP contempla un requisito no 
presente en el artículo 286bis, el participar del ejercicio de una función pública, 
pero no lo es menos que también el artículo 286bis, en materia de sujetos activos, 
contempla elementos ajenos al artículo 423 CP, ser administrador, empleado, 
juez, árbitro.... Por tanto, no se ve por qué razón y con qué criterio se argumen-
ta la especialidad del cohecho respecto de la corrupción entre particulares y no, 
viceversa, la especialidad del supuesto tipifi cado con arreglo al artículo 286bis 
respecto del descrito en los artículos 419 y ss. Sobre esta última posibilidad, ob-
sérvese que, si invertimos los términos de la cuestión, es decir, si nos preguntamos 
si el artículo 286bis describe un supuesto especial respecto del que se tipifi ca con 
arreglo a los artículos 419 y ss. la respuesta seguirá siendo la misma. Será igual-
mente correcto afi rmar que todo sujeto activo de cohecho puede ser, si se añaden 
ulteriores elementos, sujeto activo de corrupción entre particulares, pero en nin-
gún caso podrá afi rmarse que todo sujeto activo de corrupción entre particulares 
puede ser sujeto activo del delito de cohecho. De igual manera, podrá decirse 
que, si elimináramos el elemento que incorpora la pretendida especialización en 
relación con los sujetos activos de la corrupción pasiva privada o en el deporte, es 
decir, ser administrador, empleado, juez, árbitro, el abanico de sujetos resultante 
no es el descrito por el artículo 423 CP, sino que obtendríamos que sujeto activo 
podrá ser, una vez más, cualquier persona.

Por todas estas razones, parece imposible mantener que un delito es especial 
respecto del otro ya que ninguno de los dos, tal como han sido tipifi cados por el 
legislador español de 2010, reúne todos los elementos del otro. 

Por tanto, que el problema pueda resolverse con la aplicación del principio 
de especialidad, en nuestra opinión, en el supuesto en el cual un sujeto realice 
una conducta susceptible de ser califi cada a la vez como cohecho público o de 
corrupción entre particulares o en el deporte, las alternativas posibles parecen 
esencialmente dos: 

1. Si se estima que ambos delitos protegen el mismo bien jurídico, normalmente 
se estimará que el cohecho absorbe el desvalor de la corrupción entre particu-
lares y, en aplicación del artículo 8.3, se considerará aplicable lo dispuesto por 
los artículos 419 y ss.

2. Si se estima que el bien jurídico protegido por el delito de corrupción entre 
particulares o en el deporte es distinto del tutelado por el delito de cohecho, 
la solución más satisfactoria sería recurrir al concurso de delitos, siguiendo las 
reglas recogidas en el artículo 77 CP. 
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La opción en favor de una o de otra alternativa, va a depender de la postura que 
se mantenga en relación con la consideración de la corrupción entre particulares o 
de la corrupción en el deporte como delito de lesión o como delito de peligro. En 
nuestra opinión, el cohecho propio antecedente es un delito pluriofensivo, a la vez 
de lesión y de peligro, ya que, mediante su sanción, se protegen: i) el interés en la 
imparcialidad en el procedimiento de toma de decisiones del funcionario público, 
interés lesionado por el pactum sceleris y ii) el bien jurídico puesto en peligro por 
la eventual realización del acto fi nalidad del soborno. 

Si se estima que, en la corrupción entre particulares o en el deporte, lo único 
que interesa es que no se realice el acto objeto del acuerdo, corrupción como de-
lito de peligro, entonces la única posibilidad será la de postular un concurso de 
leyes entre ambos delitos, a resolverse conforme a lo dispuesto en el art. 8.3. Si, 
en cambio, se considerara que quien comete un delito de corrupción entre parti-
culares o en el deporte, con el simple hecho de sobornar o de aceptar un soborno, 
lesiona el interés en que las relaciones comerciales o deportivas se desarrollen de 
acuerdo con la lealtad competencial o, si se prefi ere, de la lealtad deportiva, no 
resulta tan aventurado considerar la existencia de un concurso de delitos. 

De todas maneras, en materia de corrupción, el legislador español, en algu-
nos casos, parece haberse excedido al regular explícitamente supuestos fácilmente 
solventables mediante aplicación de las reglas establecidas en la parte general del 
código en materia de concursos de delitos71; mientras que, en otros casos, como el 
que ahora comentamos, quizás no hubiera sobrado que el propio legislador guiara 
de forma expresa al interprete. 

9. A modo de conclusión

La incorporación al Código penal de este nuevo delito de corrupción en el 
deporte no puede ser valorada de forma positiva desde un punto de vista político 
criminal, pues, como se ha pretendido poner de relieve, es poco afortunada la de-
cisión del legislador en el fondo y en la forma. 

Muchos aspectos de las últimas reformas legislativas sugieren la oportunidad 
de situarlas dentro de un nuevo Derecho penal, que, como afi rmábamos recien-
temente, «cuestiona alguno de los principios básicos que legitiman el recurso al 
Derecho penal en el Estado de Derecho, como son el de subsidiariedad y el de 
ultima ratio. En la práctica legislativa, estos principios aparecen cuestionados y, 
frente a ellos, se prioriza el viejo valor simbólico de la respuesta penal. Pareciera 
que han cambiado los objetivos del legislador, que lo importante no es tanto lo-

71 La referencia va naturalmente al artículo 419 del CP. Sobre este punto, véase Blanco Cor-
dero, I., «La reforma...», cit., pág. 4.
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grar que efectivamente se dejen de realizar determinados comportamientos, como 
conseguir generar una sensación de seguridad, de confi anza, vinculada a la ame-
naza penal. En síntesis, el paradigma de la potencial víctima se prioriza frente al 
del potencial delincuente»72.

Además, la técnica empleada por el legislador, es tosca y acusa la falta de re-
fl exión que demanda el empleo de las penas. 

No debe olvidarse que la legitimación del recurso al Derecho penal está no 
sólo en que sea un legislador legitimado por los votos quien determine su con-
tenido, sino también tiene que fundarse en el respeto de las exigencias que la 
Constitución impone al Derecho penal. En este caso, en principios como el de le-
sividad que requiere la presencia de un bien jurídico, de ultima ratio en el recurso 
al Derecho penal, y de proporcionalidad, unido todo ello a una redacción que sea 
acorde con la claridad que demanda el principio de legalidad.

Estos principios, al menos, resultan afectados por la actual redacción de este 
nuevo delito, situación que hace que surjan evidentes interrogantes político 
criminales y dogmáticas, algunas de las cuales hemos pretendido abordar en 
estas páginas.

72 Berdugo Gómez de la Torre, I.: Viejo y nuevo Derecho penal., cit., p. 194.
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I. Introducción

Hablar de urbanismo y corrupción hace apenas unos pocos años resultaba 
casi políticamente incorrecto. La construcción constituía la reserva de 
la que se alimentaba una parte importante de la economía española, 

y así se venía admitiendo abiertamente en toda suerte de foros y oráculos. La 
pujanza económica que, con algunos interregnos, se venía produciendo en 
España de manera casi ininterrumpida —especialmente desde su ingreso en 
la Unión Europea en el año 1986—, llevaba a amplios sectores a postergar la 
valoración de algunos aspectos dudosos, o no muy ortodoxos, de ese crecimiento, 
acusando poco menos de aguafi estas a quien osara cuestionar un modelo que se 
venía revelando como altamente efi caz1. No sería honesto alegar ahora que no 

1 Como señala el economista Justo Zambrana, «Atrás quedaban muchas décadas de aisla-
miento y, para sorpresa general, España se convirtió en un país admirado. Crecíamos más rápido 
que los demás, reconvertíamos nuestro sistema productivo y poníamos en marcha el Estado de 
bienestar. En Europa los tópicos sobre una España indolente, poco trabajadora y un tanto folclóri-
ca dieron paso a la idea de un país dinámico, trabajador y bien avenido que aprovechaba del mejor 
modo posible las oportunidades de la integración en Europa. Hasta en las reuniones comunitarias 
conseguíamos fama de ser los más puntuales…». Zambrana, J.:¿Prusianos del sur o PIGS? En: 
El País. 3 de julio de 2010. Pág. 29.
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había constancia y, por ende, pleno conocimiento de un importante número de 
irregularidades relacionadas con la construcción. Las hemerotecas están llenas de 
referencias al respecto, a principios de los años ochenta y noventa con titulares 
tan llamativos como los que manifestaban que «Mover una rayita vale millones»2 
o «Ayuntamientos y autonomías incumplen la legislación ambiental»3, casi siempre en 
pro de la construcción, por supuesto. Dejadez que inevitablemente contrastaba 
con otros titulares del tipo del que indicaba que «España envía al Golfo Pérsico uno 

de los primeros grupos de ayuda ecológica»4, para mitigar los desastres ambientales 
producidos como consecuencia de las mareas negras causadas por la primera guerra 
en el Golfo, titular que paradójicamente compartía página con el segundo de los 
titulares periodísticos anteriores. También muestran las hemerotecas como, por 
aquel entonces, se vino a producir algún que otro cese político como consecuencia 
de irregularidades urbanísticas5. Son simples ejemplos expuestos a vuelapluma y 
seguramente susceptibles de ser extensamente ampliados de dedicar más tiempo 
y esfuerzo a la labor de su búsqueda y localización.

La historia que sigue es harto sabida y se reduce a la fatal atracción por el dine-
ro fácil que ha tenido lugar en el mundo de la burbuja del ladrillo y sobre la que 
no es necesario insistir demasiado, habida cuenta la absoluta obviedad del tema. 
Todo el mundo es España sabe hoy, que nuestra nación ha sido el país de la Euro-
zona más dependiente de la construcción, hasta el punto de que, en determinados 
momentos (marzo del 2008) la construcción suponía el 10.9% del producto in-
terior bruto nacional6. Donde sí es importante insistir, sin embargo, es las causas 
determinantes de este fenómeno, así como en las consecuencias legales que el mis-
mo ha implicado, para tener una idea, siquiera elemental, de ese proceso evolutivo 
que ha acabado produciendo la burbuja inmobiliaria, consustancial, sin duda, a 

2 El artículo, cuyo autor era Juanjo García del Moral, continuaba como sigue: «Las recalifi ca-

ciones de terrenos aportan inmensos benefi cios en los municipios turísticos. Una trama aparece en un plano y un 

funcionario y sus socios ganan 200 millones de pesetas en la compraventa de un inmueble. Un promotor dona 

100 millones a un Ayuntamiento por ampliar suelo urbano. La empresa de un Concejal de Urbanismo cons-

truye en zona verde y otro edil elimina una calle y amplía un hotel de su propiedad. Son ejemplos —recogidos 

en lugares concretos— de las ilegalidades que se producen en España, que habitualmente no se castigan y que 

constituyen la punta del iceberg de las irregularidades que rodean la planifi cación urbanística. Políticos y 

cargos públicos que son, a la vez, constructores o promotores fi guran como moneda común en los Ayuntamientos 

españoles, especialmente en las zonas turísticas costeras, donde mover una rayita en un plano puede reportar 

millones de benefi cios.» García del Moral, J. En: El País. 16 de mayo de 1991. Pág. 26.
3 Planteamiento que, según la autora del artículo, Sofía Menéndez, seguía cualquiera que 

fuera la ideología del partido al frente de tales instituciones. En: El Independiente. 24 de mayo de 
1991. Pág. 22.

4 En este caso el autor era Ángel Muñoz. En: El Independiente. 24 de mayo de 1991. Pág. 22.
5 La noticia en cuestión alude a que «El PSOE granadino suspende de militancia a un abogado por 

irregularidades urbanísticas». En: El País. 9 de abril de 1983. Pág. 16.
6 El País. 13 de julio de 2009. Pág. 20. 
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uno de los fenómenos de corrupción más importantes que ha sufrido España a lo 
largo de su existencia.

Lo realmente sorprendente es que el legislador español retrasara varias décadas 
—hasta el año 1995, con la promulgación del nuevo Código Penal actualmente 
en vigor— el tratamiento penal de los excesos y abusos en urbanismo y ordena-
ción del territorio. Se era consciente de que el problema existía, y lo acabado de 
indicar lo pone de manifi esto. Se incorporó incluso una regulación en ese sentido, 
con diferentes conductas delictivas, en el proyecto de Código Penal de 1980, in-
dicándose en la Exposición de Motivos del mismo que la incorporación del delito 
urbanístico al ordenamiento penal se debía a «una demanda de la colectividad». 
Regulación que, lamentablemente, no vio la luz.

Realmente ha sido necesario que la burbuja inmobiliaria «pinchara» en España 
y que, especialmente, las instituciones comunitarias exigieran cambios al respec-
to7 a nuestro país, para que se decidiera afrontar fi nalmente el problema. Resulta 
llamativo, sin embargo, el que algunas instituciones públicas se estén planteando 
la «vuelta» al viejo modelo económico basado en la construcción, como si nada 
hubiera ocurrido8.

II. Los origenes del problema y respuesta social al fenómeno 
de la corrupción urbanística

Que España es un país cuyos ciudadanos suelen ser los propietarios de los in-
muebles que habitan es algo tan real como el proceso de desertifi cación en el que 
está envuelta nuestra geografía nacional o el cambio climático que afecta a buena 
parte del planeta, aunque algunos se nieguen a admitirlo. Debo reconocer, a fuer 

7 El Informe Auken, aprobado por el Parlamento Europeo el 26 de marzo de 2009, denuncia 
ese modelo urbanístico insostenible, señalando además que en muchos casos, «todas las Administra-

ciones, central, autonómicas y locales has sido responsables de haber puesto en marcha un modelo de desarrollo 

insostenible, que ha tenido gravísimas consecuencias, por supuesto medioambientales y, además, sociales y econó-

micas» (apartado S). El Informe añade «Considerando que existen cada vez más pruebas de que las autorida-

des judiciales en España han empezado a reaccionar ante el reto que supone la urbanización excesiva en muchas 

zonas costeras, en particular mediante la investigación y la imputación de cargos contra funcionarios locales 

corruptos quienes, por sus acciones, han facilitado desarrollos urbanísticos no reglamentados sin precedentes en 

detrimento de los derechos de los ciudadanos de la Unión Europea, que han conllevado daños irreparables a la 

biodiversidad y la integridad medioambiental de muchas regiones de España…» (apartado U).
8 Según se ha puesto de manifi esto en relación a varios Consistorios la Comunidad de Ma-

drid, «Las señales del derrumbe del mercado inmobiliario español parece no haber llegado a los oídos de 

muchos de los alcaldes de la región. Tampoco parecen ver que la estrategia de vender suelo público para sanear 

los gastos corrientes de los Ayuntamientos es insostenible y vulnera la Ley del Suelo… No obstante, algunos 

Consistorios de la Comunidad de Madrid, a pesar del parón de la actividad inmobiliaria y de ingente stock 

de viviendas sin vender, siguen empeñados en obtener recursos por esa vía». Martínez, J. L.: El Ladrillo 
no se rinde. En: El País. Propiedades. 8 de enero de 2010. Págs. 1 y 3.
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de ser sincero, que determinar el origen de esa actitud del español de a pie, en la 
que se prima la propiedad del inmueble sobre cualquier otra forma o título de 
uso o disfrute del mismo, es una labor que exigiría un estudio infi nitamente más 
profundo y mucho más extenso que las breves refl exiones que aquí y ahora se van a 
efectuar. Aun así, y partiendo de la base de que es un fenómeno reciente y paralelo 
al proceso de accesión a las fórmulas del bienestar que depara el estado moderno, 
creo que vale la pena proceder con esas refl exiones.

II.a. Ciudadanos propietarios como acicate para la construcción

Según Viloria, las casas baratas para clases sociales menos favorecidas, que a 
principios del siglo xx constituía la mayoría de la población, son consecuencia 
de la aparición de un incipiente estado de bienestar que empieza a pergeñarse en 
España a principios del citado siglo: «En 1919 se aprobó el retiro obrero obligatorio, 

que sólo se aplicó a partir de 1921. A partir de ese año las cotizaciones (obligatorias) de 

los empresarios y las aportaciones del Estado fueron constituyendo un importante fondo 

que permitió al Instituto Nacional de Previsión, a los Ayuntamientos y a los distintos 

Gobiernos acometer la construcción de casas baratas, escuelas y dispensarios…Durante el 

franquismo, la presencia del Instituto Nacional de Previsión se incrementó y se levantaron 

nuevos inmuebles…»9. Es fácil observar la existencia todavía, en múltiples edifi cios 
procedentes de aquella época, de placas atornilladas en la fachada de los mismos, 
y junto a la puerta principal, en las que se observa una referencia al Instituto Na-
cional de la Vivienda con su logotipo, consistente en una pequeña casa, al modo 
de un yugo, atravesada por seis fl echas, equiparándose de tal modo al yugo y las 
fl echas de Falange Nacional, único partido político permitido durante la Dicta-
dura. Gil Calvo, por su parte, ha venido haciendo referencia a la manera cómo ese 
español de a pie que se siente propietario por primera vez con su casa barata en 
los años cuarenta, cuando mejora su situación económica en los años cincuenta y 
sesenta, invierte sus ganancias en la única forma de propiedad que conoce, es decir 
la propiedad inmobiliaria. Gil Calvo alude incluso a una forma de «pisofundismo» 
que se extiende paralela o como continuación al tradicional «latifundismo», que ha 
formado parte de la idiosincrasia aristocrática nacional y que, hasta cierto, punto 
incluso emula10.

Curiosamente, sin embargo, cuando el artículo 47 de la Constitución Espa-
ñola de 1978 deja claro que «Todos los españoles tienen el derecho a disfrutar de una 

vivienda digna y adecuada», siguiendo el modelo de constitucionalismo social de 

9 Viloria, A.: Una huella en la ciudad. En: El País. Madrid. 9 de diciembre de 2008. P. 5.
10 Gil Calvo, E.: Las Proliferaciones de lo «inmobiliario» en la sociedad y en la política 

españolas. Conferencia pronunciada el 21 de noviembre de 2007. UIMP. Sede de Cuenca.
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nuevo cuño adoptado en su momento por Grecia (1975) y por Portugal (1976)11, 
el legislador constitucional no está pensando que esa vivienda tenga que ser ne-
cesariamente en propiedad. De hecho nada se dice en la norma. Lo cierto es, no 
obstante, que, como consecuencia de esa tendencia acabada de referir, en España 
solamente el 11.4% de los hogares vive actualmente de alquiler frente al casi 40% 
de la media europea12. Y ello es así porque, tal como se adelantaba, la propiedad 
de la vivienda ha sido el símbolo del desarrollo español desde la posguerra.

Otro aspecto a tomar en consideración, en línea con lo acabado de expresar, es 
el aumento de la población que ha tenido lugar en España que en el momento de 
de concluir el presente decenio supera los cuarenta y siete millones de habitantes, 
cuando hace apenas cincuenta años era algo más de la mitad. Es evidente que a 
mayor población se suscita una mayor necesidad de vivienda, sin que tampoco sea 
necesario insistir demasiado en ello por razones evidentes. Si además lo que pide 
el ciudadano es vivienda en propiedad, esa demanda de vivienda moviliza las leyes 
del mercado, produciéndose la correspondiente oferta.

Finalmente, un tercer factor a añadir determinante de la construcción en Es-
paña: estamos inmersos en un proceso de éxodo rural de la población que tiene 
dimensiones globales, siendo un problema universal que por ende es también 
aplicable a nuestro país. Según el estudio de la London School of Economics y del 
Deutsche Bank13, el 75% de la población vivirá en áreas urbanas en el año 2050, 
frente al 10% que habitaba las ciudades en el año 1900. Si bien es cierto que ese 
proceso, tal como pone de relieve Sachs, tiene una lectura positiva por cuanto que 
puede contener la natalidad14, lo cierto es sin embargo que puede tener también 
efectos extraordinariamente adversos en otros contextos, especialmente en el que 
es ahora objeto de análisis. Ello es así dado que una mayor población en la ciudad 
suscita, casi necesariamente, una superior necesidad de construcciones y habitá-
culos. Se trata de un proceso que, como señala en informe citado, se viene produ-
ciendo desde principios del siglo xx y que de hecho, por ejemplo, ha confi gurado 
verdaderas zonas de Madrid, especialmente el sur de la capital, por el origen de 
los emigrantes llegados a la misma en los años cincuenta y sesenta, generalmente 
andaluces y extremeños.

11 Ruiz-Rico Ruiz, G.: Derecho constitucional a la vivienda versus especulación urbanística. 
En: Cuadernos de Derecho Público. N. 31. Mayo-agosto 2007. Pág. 32.

12 Muñoz, R.: Si puedes consumir, ¿para qué poseer? En: El País. 18 de julio de 2010. Pág. 34.
13 London School of Economics and Deutsche Bank: The endless city. www.phaidon.

com/endlesscity. 2008.
14 Según Sachs, «Un dato bien conocido es que las familias urbanas suelen tener menos hijos que las de 

zonas rurales, siempre que se mantengan constantes otras características socioeconómicas familiares». Sachs, 
J.: Economía para un planeta abarrotado. Barcelona: Debate. 2008. Pág. 258.
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Sin duda hay otras razones de peso que seguramente avalan el que se haya 
seguido construyendo en España. Estas razones, sin embargo, carecen ahora de 
excesivo interés. Lo que importa destacar en este momento es el hecho de que 
si la actitud del ciudadano español es la de adquirir la vivienda en propiedad, 
lejos de optar por el alquiler, ese planteamiento se aplicará generalizadamente 
la adquiera quien la adquiera, siempre y cuando viva en España, porque esa es la 
tónica general.

II.b. Prohibición de la especulación con el suelo y, por ende, con la vivienda

El artículo 47 de la Constitución española, además de dejar claro que todos 
tenemos derecho a una vivienda digna y adecuada añade, de manera meridiana-
mente clara, que «Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establece-

rán las normas pertinentes para hacer efectivo ese derecho, regulando la utilización del suelo 

de acuerdo con el interés general para impedir la especulación.» Fórmula esta que, por 
lo demás, reproducen algunas legislaciones autonómicas en la materia15. Lo que 
importa, sin embargo, es que esa referencia que se hacía a la especulación del suelo 
en la norma constitucional, no era sino una forma de poner de manifi esto que el 
problema estaba ahí y que se era consciente de ello ya en el año 1978.

II.c. Respuesta social a la prohibición de la especulación del suelo

Otro tema distinto es el seguimiento y consecuente respuesta social que se le 
ha dado a ese principio constitucional plasmado en la prohibición de especula-
ción del suelo. Tal como se ha indicado por la doctrina, para evitar potenciales 
usos especulativos del suelo se han venido a implantar mecanismos de colabora-
ción ciudadana en los diferentes instrumentos de ordenación urbanística en la 
normativa urbanística más reciente, especialmente a partir de la Ley del Suelo 
8/200716. Así, se dice, que «resulta signifi cativa la señalización de un derecho —que 

adopta también el formato de mandamiento legal— con el que se intenta garantizar la 

información de los ciudadanos y de las entidades representativas de los intereses afectados 

por las actuaciones de transformación urbanística; y junto a éste otro que reconoce explíci-

tamente la participación pública en la ordenación y gestión urbanísticas… Se avanza así, 

de manera signifícativa, respecto de normativas precedentes, ya que las posibilidades de 

colaboración ciudadana no se restringen al instrumento básico de planifi cación urbanística 

(PGOU)… En el ámbito de la información pública, se ha previsto, por último la obliga-

ción de la Administración competente de suministrar a los ciudadanos que reclamen una 

15 Por ejemplo, el artículo 203 del Estatuto de Autonomía de Andalucía se refi ere al «uso 

racional del suelo, adoptando cuantas medidas sean necesarias para evitar la especulación y promoviendo el 

acceso, especialmente de los jóvenes a viviendas de fi nanciación pública…».
16 Ley 8/2007, de 28 de mayo, del suelo.
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respuesta motivada a las alegaciones y observaciones que se hagan a los ciudadanos, evitan-

do de este modo todo intento de eludir su responsabilidad para dar una contestación —sea 

positiva o negativa— a las demandas que se planteen a través de la fi gura del silencio 

administrativo.»17. Esta argumentación se refuerza con una serie de novedades que 
introduce el Texto Refundido de la Ley del Suelo18 en su Disposición Adicional 
Novena con un más contundente objetivo de parar la corrupción19.

Es difícil valorar, sin embargo, la efi cacia de estas disposiciones en la práctica 
a la hora de reducir la especulación del suelo. Ello es así, básicamente, porque la 
introducción de las mismas ha coincidido, de manera plena, con el inicio del pin-
chazo de la burbuja inmobiliaria que empezó a tener lugar en el año 2008, que es 
cuando se promulgan y entran en vigor estas normas. A su vez, este pinchazo ha 
provocado, como es sabido, la paralización, suspensión o anulación de numerosos 
proyectos urbanísticos, decreciendo con ello, presumiblemente, el número de ac-
tividades delictivas relacionadas con la materia.

Es cierto que los datos recabados y ofrecidos en estadísticas por la Fiscalía 
Coordinadora de Medio Ambiente y Urbanismo a lo largo del 2008 y del 2009, 
indican que el número de procedimientos de investigación penal abiertos por las 
Fiscalías en esta materia20 y de procedimientos judiciales abiertos al respecto21 ha 
decrecido levemente. Pero, en cualquier caso, y para que esa tendencia decreciente 
continúe, es necesario, al menos a mi parecer, afrontar una perspectiva mucho más 
profunda de lo que lo hacen las nuevas opciones ofrecidas por la norma adminis-
trativa urbanística plasmada en la nueva Ley del Suelo y su Texto Refundido, a 
tenor de lo acabado de exponer. De hecho hay un serio problema en relación al 
diseño, uso, utilización y aplicación de la norma administrativa, en su más amplio 

17 Ruiz-Rico Ruiz, G.: Op. Cit. Pág. 45.
18 Real Decreto Legislativo 2/2008, de 29 de junio por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley del Suelo.
19 Se modifi can los artículos 22.2, 70 ter, 75.7, añadiéndose un nuevo apartado 8 al artículo 75, 

así como una nueva Disposición Adicional Decimoquinta, de la Ley Reguladora de las Bases del Ré-
gimen Local 7/1985, de 2 de abril con ese específi co objetivo. Con esta reforma, la Ley regula, entre 
otros aspectos, el régimen de incompatibilidades, la declaración de actividades, bienes y derechos 
patrimoniales, etc. de los directivos locales, personal al servicio de las entidades locales, etc.

20 En el año 2008 se incoaron por las Fiscalías de medio Ambiente un total 3.877 Diligencias 
de Investigación, de las cuales 2.266 correspondieron a Ordenación del Territorio y Urbanismo. 
A su vez, en el año 2009 las Fiscalías incoaron un total de 3.403 Diligencias de Investigación, de 
las cuales 1.729 correspondieron a Ordenación del Territorio y Urbanismo. Se constata una ligera 
disminución de las Diligencias de Investigación en el año 2009 respecto al año 2008 prácticamen-
te en todas las materias, salvo en el apartado relativo a Medio Ambiente.

21 En el año 2008 se constata la existencia de un total de 4.530 procedimientos judiciales en 
materia de medio ambiente de los que 1.734 lo fueron en Ordenación del Territorio y Urbanismo. 
En el año 2009 se constata la existencia de un total de 5.504 procedimientos judiciales de los que 
1.737 correspondían a Ordenación del Territorio y Urbanismo.
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sentido, en todo lo que tiene que ver con el urbanismo y la ordenación del territo-
rio. Blanquer, por ejemplo, admite que la indisciplina urbanística sigue siendo un 
grave problema en España y que el Derecho administrativo «debe asumir profundas 

reformas para reaccionar ante la inactividad en el ejercicio de las potestades sancionadoras 

y de restablecimiento de la legalidad vulnerada.»22. Otro especialista en Derecho ad-
ministrativo, Soriano, admite que la clave de la corrupción urbanística es «Tran-

saccionar con el acto administrativo en contra de las leyes poniéndolas precio. Crear un 

mercado de actos administrativos, que como un zoco ofrece sus averiadas mercancías al mejor 

postor, para ventaja agiotista de munícipes, empleados públicos y demás paniaguados.»23.

Este tipo de planteamientos, aunque no absolutamente generalizados24, ha 
llevado en numerosas ocasiones a los Tribunales de Justicia, pertenecientes al 
área penal, a reclamar el recurso al Derecho penal para afrontar el problema ur-
banístico ante la situación poco alentadora que ofrece el Derecho administrativo 
en la materia y que, tal como hemos visto, muchos de sus propios especialistas 
han venido reconociendo. Por ejemplo, la sentencia de 25 de abril de 2002 de la 
Audiencia Provincial de Barcelona, es rotunda al señalar que «Como consecuencia 

del fracaso estrepitoso del Derecho administrativo urbanístico sancionador y la realidad 

cada día más evidente en cuanto al fenómeno de la especulación urbanística y la comisión 

de verdaderas aberraciones de este tipo cometidas al amparo de conductas administrativas 

defraudatorias de la normativa urbanística a vacíos legislativos, el nuevo Código Penal de 

1995 introdujo los denominados delitos sobre la ordenación del territorio, bajo su inclusión 

sistemática en un Título dedicado a la protección del medio ambiente y ecología en sentido 

amplio, en tanto que entorno del ser humano». Es cierto que, en ocasiones, el Tribunal 
Supremo ha intentado ser más aséptico cuando ha analizado la aplicación del De-
recho penal ante la inaplicación de la norma administrativa en medio ambiente, 
en contraste con posicionamientos judiciales como el acabado de exponer. Así se 
desprende de la sentencia de 13 de febrero de 2008, al señalar que el Derecho pe-
nal para la protección del medio ambiente no refl eja necesariamente la inefi cacia 
de la Administración cuando ésta no cumple, sino que tiene entidad propia a la 
hora de proteger el medio ambiente. Sin embargo, cuando se ha tratado de revisar 

22 Blanquer, D.: En la disciplina urbanística, como en el siete y medio, tan malo es no llegar 
como pasarse. En: Notario. Enero-Febrero 2010. Pág. 39. 

23 Soriano, J. E.: Urbanismo y corrupción. Medidas cautelares, única solución. En: Notario. 
Enero-Febrero 2010. Pág. 36.

24 Entre los arquitectos se habla, por ejemplo, y de ello que es expresiva la opinión de Bardají, 
de la existencia, al respecto, de lo que este autor denomina una «Opinión Colectiva Acrítica Domi-

nante» que ve en el urbanismo «sólo la actitud propia de las recalifi caciones, los pelotazos y, con ellos, 

la corrupción», añadiendo que a pesar de las experiencias nefastas que al respecto se han tenido en 
España, «el urbanismo es una disciplina noble». Bardají, E.: El Contexto de la corrupción urbanísti-
ca. Algunos criterios necesarios para difi cultar su proliferación. En: Notario. Enero-febrero 2010. 
Pág. 26. 
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irregularidades urbanísticas de cierto calado o entidad la actitud del alto Tribunal 
ha sido más contundente. Así, la sentencia de la Sala II del Tribunal Supremo de 
27 de noviembre de 2009, relativa a los hechos de corrupción urbanística acaeci-
dos en el Consistorio de Andraxt, en Palma de Mallorca, califi ca, en dos ocasiones, 
la situación urbanística de España de «desastrosa», añadiendo que una de las causas 
de esa situación es la inoperancia de la disciplina administrativa en España. A tal 
efecto, la Sala II pone de manifi esto lo siguiente «Más la desastrosa situación a que, 

a pesar de la normativa legal y administrativa, se ha llegado en España respecto a la orde-

nación del territorio, incluida la destrucción paisajística, justifi ca que, ante la inoperancia 

de la disciplina administrativa se acude al Derecho penal como última ratio. Sin que quepa 

desconocer que la profunda lesión del bien jurídico protegido trae causa en buena parte del 

efecto acumulativo provocado por trasgresiones.»

Hay que reconocer que los especialistas en Derecho administrativo no son tan 
proclives, como en ocasiones lo son los Tribunales de Justicia, a recurrir al Dere-
cho penal ante la inoperancia del Derecho administrativo. Blanquer, por ejemplo, 
expresa, muy ilustrativamente, lo siguiente: «el que la indisciplina urbanística sigue 

siendo hoy un grave problema es un diagnostico que no admite controversias; pero la medi-

cina para sanar esa situación patológica no está necesariamente en el quirófano del Derecho 

penal (que debe ser la última solución), sino en la botica del Derecho administrativo (que 

debe asumir profundas reformas para reaccionar ante la inactividad en el ejercicio de las 

potestades sancionadoras y de restablecimiento de la legalidad vulnerada).»25. Lo cierto 
es que ese no es un tema menor en el contexto del Derecho penal. La creciente 
criminalización de las disciplinas jurídicas no ha sido nunca motivo de orgullo 
en ninguna sociedad que se precie. Hasta tal punto es así, que ese debate ha aca-
bado trascendiendo al más amplio foro público, con intervención del ciudadano 
de a pie y superando cualquier esquema jurídico tradicional, siempre limitado y 
elitista26. Hay que reconocer, sin embargo, que el problema radica en el hecho de 
que esa creciente tendencia criminalizadora de lo jurídico es casi consustancial 
a la evolución de los tiempos y a la cada vez mayor complejidad de la sociedad 
moderna. Se trata de las «necesidades de tutela penal en una sociedad cada vez más com-

pleja», que implica «dar prudente acogida a nuevas formas de delincuencia», tal como 
se expresa en la Exposición del Motivos del actual Código Penal de 1995. A su vez 
tales nuevas, y a veces intratables, formas de delincuencia exigen, precisamente 

25 Blanquer, D.: Op. Cit. Pág. 39.
26 Es indicativo de lo acabado de exponer artículos periodísticos como el magnífi camente 

elaborado por Ramón J. Comes titulado «Contra el populismo penitenciario», cuyo primera frase se 
inicia argumentando que «España es el país de Europa con más presos por cada 100.000 habitantes pese 

a tener una de las tasas de criminalidad más bajas. A golpe de calentones hemos ido endureciendo nuestro 

Código Penal». Moles, R. J.: Contra el populismo penitenciario. En: El País. 17 de julio de 2010. 
Pág. 27.
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por eso, respuestas más contundentes que las que venía ofreciendo la sociedad 
tradicional. Prueba de ello es, posiblemente, la aparición de un delito contra el 
medio ambiente en el ámbito europeo comunitario, plasmada en las Directivas 
de 19 de noviembre de 2008 y 23 de octubre de 2009, respecto a conductas que 
hasta entonces eran estrictamente administrativas, debido a que, según se dice 
desde las propias instituciones comunitarias, «Es preciso combatir enérgicamente el 

delito ecológico que es el incumplimiento intencionado o por negligencia grave del Derecho 

comunitario del medio ambiente y sus posibles medidas de aplicación en el Derecho nacional, 

en particular si es organizado. La Comisión va a organizar una estrategia de dos vías con 

objeto de establecer sanciones penales a nivel nacional en casos de desobediencia deliberada al 

Derecho comunitario, con arreglo al primer pilar comunitario y aproximar las legislaciones 

de los Estados miembros de lucha contra el delito ecológico organizado, cooperación judicial 

incluida, con arreglo al tercer pilar comunitario»27.

Hay otro aspecto que conviene reseñar, confi rmando lo expuesto, y que aunque 
no tiene que ver directamente con la especulación, ni tiene que ver con quienes es-
peculan o se ven envueltos en supuestos de corrupción, sí tiene que ver, sin embar-
go, con quienes «dejan hacer» a los corruptos. Para empezar hay que poner de relieve 
que, según el Centro de Investigaciones Sociológicas, a lo largo de las encuestas 
realizadas en los años 2007 y 2008, menos del 3% de los encuestados mencionaron 
la corrupción como uno de los problemas más importantes del país28. Lo cual lleva 
a la inquietante conclusión de que la población considera que no hay corrupción en 
España o, dicho en otros términos, «que todo el monte es orégano». Según se ha puesto 
de manifi esto «el grado de corrupción depende de la tolerancia social hacia la misma por 

parte de la opinión pública, que es la que en los sistemas democráticos inspira la elección de los 

administradores públicos»29. A su vez, la posición del público al respecto, y sobre todo 
su percepción de la legalidad, no está necesariamente basada en el sentido común, 
la refl exión o la sensatez, «sino por prejuicios que deberían ser revisados. Sabido es que 

cuando la gente cree en algo, da vida ese algo, aunque sea falso e irracional»30.

En segundo lugar, el Informe sobre la Democracia en España 2008, de la Fun-
dación Alternativas, aporta datos sobre un sondeo en relación a las elecciones 
municipales en el 2007 en España, subrayándose que en 133 Municipios en los 
que hubo algún tipo de acusación contra alcalde o edil signifi cado a lo largo de 
la legislatura 2003-2007, en el 70.7% de los casos (es decir, en 97) los políticos 
afectados fueron reelegidos. Es difícil determinar cuales son las razones por las 

27 Artículo 1.3 de la Decisión 1600/2002/CEE, relativa al Sexto Programa de Acción Am-
biental de la Unión Europea. 

28 Barómetros de 2007 y 2008.
29 Gil Villa, F.: La cultura de la corrupción. Madrid: Ediciones Maia. 2008. Pág. 10.
30 Gil Villa, F.: Op. Cit. Pág. 10.
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que el ciudadano de a pie se inclina por uno o por otro candidato en las elec-
ciones. Resulta, sin embargo, interesante la lectura del «Breviario de Campaña 

Electoral», de Quinto Tulio Cicerón, dirigido a su hermano Marco Tulio Cicerón, 
al modo epistolar, cuando este último aspiraba al consulado, la magistratura más 
importante de la república romana. En el Breviario se dice que «hay tres cosas en 

concreto que conducen a los hombres a mostrar una buena disposición a dar su apoyo en unas 

elecciones, a saber, los benefi cios, las expectativas y la simpatía sincera, es preciso estudiar 

atentamente de qué manera puede uno servirse de esos recursos»31. Observe el lector que 
«la simpatía sincera» es la tercera de las razones que inclinan el voto del ciudadano, 
tras «los benefi cios» y «las expectativas». Lo cual coincide con otras aportaciones más 
recientes en el sentido de que, con el sistema actual, «se acaba confi rmando que la 

cuenta de resultados de cada hogar predomina sobre cuestiones anejas a la política ordina-

ria, independientemente de su gravedad»32.

En tercero y último lugar, según pone de manifi esto Kliksberg, el problema 
reside en que cuando la cultura imperante en un entorno social apoya o permite 
la corrupción, la misma acaba convirtiéndose en el «modus operandi» que rige todo 
tipo de comportamiento social. Contrariamente, si la cultura rechaza la corrup-
ción, los corruptos acaban convirtiéndose en «parias sociales». Es por ello por lo 
que el citado autor propugna que «La ilegalización cultural, además de jurídica, 

de la corrupción es la doble batalla a dar»33. Esa doble vía, jurídica y ciudadana, es 
subrayada igualmente por Prats Catalá, conjugándolas, al precisar que «la génesis 

de la corrupción se encuentra en el marco institucional del actuar administrativo y de las 

relaciones entre ciudadanos, empresas, políticos y funcionarios»34. De lo que se trata es 
de esforzarse en conseguir una perspectiva en la que superada la corrupción, tanto 
a través iniciativas legales como a través de un correcto comportamiento ciudada-
no35, pueda fi nalmente imperar una concepción ética de la vida social que se ex-
tienda a todos los estratos, y que además sea pública y ampliamente perceptible36.

31 Cicerón, Q. T.: Breviario de campaña electoral. Barcelona: Editorial acantilado. 2003. 
Pág. 45.

32 Sauquillo, J.: Corrupción y elecciones. En: Notario. Noviembre-diciembre 2009. Pág. 
71.

33 Kilksberg, B.: Corrupción. Más allá de los mitos. En: El País. Opinión. 8 de marzo de 
2009. Pág.11.

34 Prats Catalá, J.: La lucha contra la corrupción como parte integrante del Derecho, el de-
ber y las políticas de la buena administración. En: Cuadernos de Derecho Público. N. 31. Mayo-
agosto 2007. Pág. 16.

35 «Es este axioma acerca de la naturaleza de la realidad social lo que hace tan importante la interven-

ción de los intelectuales y de los creadores de opinión en aquellas falsas creencias que poseen efectos discrimina-

torios, como es el caso de la xenofobia o el de la corrupción…». Gil Villa, F.: Op. Cit. Pág. 10.
36 En ese sentido, Prats Catalá subraya que «Está claro que incluso en el mejor de los marcos insti-

tucionales pueden darse comportamientos corruptos atribuibles al factor humano y de ahí la importancia de la 

ética pública (política, empresarial, cívica y funcionarial). Prats Catalá, J.: Op. cit. Págs. 16 y 17.
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III. La respuesta penal al fenómeno de la corrupción 
urbanística en España

El Código Penal de 199537, actualmente en vigor, introdujo, después de los frus-
trados intentos anteriormente citados, el delito sobre la ordenación del territorio. 
Su exposición de motivos, sin embargo, no da muchas explicaciones que justifi que 
esa novedad normativa. Es verdad que los delitos sobre la ordenación del territorio 
aparecen referidos en citada Exposición de Motivos, pero lo cierto es que todo se 
limita a una simple mención, tal como se hace con otros delitos de nuevo cuño.

Hasta cierto punto ese laconismo tiene su razón de ser. El Código Penal de 
1995 parte de la base de que su simple existencia como código supone una adap-
tación del sistema penal a los valores constitucionales de la Carta Magna de 1978, 
frente al Código Penal de la Dictadura. Este último fue promulgado en el año 
1944, diseñado en el contexto de una situación política en la que estaba ausente 
la democracia y sufrió, con el tiempo, un proceso de constante, y en ocasiones 
inexplicable, reforma para adaptarse a la evolución de los acontecimientos, como 
si de una pastilla de goma de mascar se tratara. Asumía, por lo tanto, el nuevo 
Código Penal, un planteamiento sin duda rompedor frente a una situación de 
prolongación insólita de su predecesor y, quizás por ello, considerara el legislador 
que lo elaboró que no había muchas explicaciones que dar.

El Código Penal de 1995 decidió pues incorporar este nuevo delito e incluirlo, 
a mayor abundamiento, dentro del delito contra el medio ambiente, que por lo 
demás, como se verá, había sido incorporado ya en el Código Penal de 1944, apro-
vechando una de las numerosas reformas de las que fue objeto durante el largo 
período de tiempo durante el que estuvo vigente38.

III.a. Algunos precedentes jurisprudenciales

En cualquier caso, varias aportaciones jurisprudenciales habían venido dando 
pistas, con anterioridad, sobre la necesidad de regular penalmente la ordenación 
del territorio, y de incluirlo en el contexto penal ambiental. Lo dicho no debe 
causar sorpresa. Tal como ya he puesto de relieve en otra ocasión, «La incidencia de 

las aportaciones jurisprudenciales en la protección penal del medio ambiente ha sido…la de 

un verdadero órgano propulsor. La razón de ello es simple: ha sido la propia jurispruden-

cia, ayudada indefectiblemente por la doctrina, la que ha ido perfi lando paso a paso, los 

elementos básicos, determinantes e integradores del delito contra el medio ambiente…»39. El 
tiempo ha demostrado también que la jurisprudencia, además de órgano propul-

37 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
38 Ley de Reforma Urgente y Parcial del Código Penal de 25 de junio de 1983.
39 Vercher Noguera, A.: Evolución jurisprudencial del delito contra el medio ambiente. 

En: Revista Jurídica de Castilla y León. N. 1. Septiembre de 2003. Pág. 233.
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sor como se acaba de decir, puede acabar indicando al legislador la línea a seguir 
a la hora de regular normativamente una materia.

En esa línea, por ejemplo, la sentencia de la Sala II del Tribunal Supremo de 18 
de enero de 1994, señalaba que «en el urbanismo se encierra, nada más y nada menos, 

que el equilibrio de las ciudades y de los núcleos de población en general y, como el concepto de 

ciudad es abstracto, también incorpora el equilibrio físico y psíquico de las personas que en 

ellos viven: la armonía, la convivencia, las exigencias inexcusables de la ecología, de la na-

turaleza y del hombre, que tienen que coexistir buscando el ser humano el equilibrio mismo 

con el medio ambiente que le rodea y en el que vive». A su vez, la sentencia, también de 
la Sala II del mismo Tribunal, de 13 de marzo de 2000, referida a un delito contra 
el medio ambiente —pero de la regulación previa a la del Código Penal de 1995, 
cuando el delito sobre la ordenación del territorio todavía no existía—, planteaba 
aspectos propios de esa materia, así como su incidencia en lo ambiental. Se trataba 
de un vertido de aguas residuales en una fosa séptica, aspecto que tiene que ver 
con el urbanismo y con la ordenación del territorio. La Sala señalaba al respecto 
que «Una fosa séptica es, normalmente, una oquedad realizada en el subsuelo, que es ab-

solutamente anormal dado que todo planeamiento urbanístico exige, previamente incluso a 

las construcciones, el establecimiento de la adecuada infraestructura urbana consistente en 

el establecimiento de la conducción de agua potable, electricidad, desagüe, etc., etc. Aunque 

habría que ver cuales son los antecedentes concretos del caso, los establecimientos existentes 

con fosas sépticas suelen tener su origen en construcciones ilegales, más o menos antiguas y 

consentidas o no. Es decir, una fosa séptica es normalmente una ilegalidad». Por su parte, 
la sentencia de 14 de febrero de 1995 de la Audiencia Provincial de Valencia, si 
bien trataba igualmente de un problema de vertidos, el problema real que venía a 
afrontar era un problema de ordenación del territorio, dado que lo que se enjuicia-
ba era un proceso de aterramiento y desecación de una zona húmeda, efectuando 
vertidos de tierra y materiales sólidos sobre la misma con el objeto de proceder a 
construir posteriormente sobre ella.

No sorprende, por lo tanto, que cuando el legislador decidiera incorporar la 
temática de la ordenación del territorio y el urbanismo en el Código Penal, pro-
cediera a hacerlo incluyéndola en la parte correspondiente a los delitos contra el 
medio ambiente. La propia jurisprudencia ha proporcionado posteriormente los 
elementos interpretativos necesarios para que el ajuste de los delitos sobre la or-
denación del territorio dentro de los delitos contra el medio ambiente se efectuara 
de manera adecuada. Ese ajuste ha sido sin duda necesario, según veremos.

En una fase inicial, el Tribunal Supremo, en la primera sentencia dictada en re-
lación al delito contra el medio ambiente40, indicó que el bien jurídico protegido 
de este tipo de delito era el medio ambiente antropocéntrico, frente a la versión 
ecocéntrica del medio ambiente. Poco a poco esa perspectiva inicial expresada por 

40 Sentencia de 30 de noviembre de 1990.
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el Tribunal Supremo se ha venido desarrollando con una expresa referencia, en 
muchas ocasiones, al concepto de desarrollo sostenible, lo que permite salvaguar-
dar la naturaleza y los valores naturales haciéndolos compatible con el desarrollo y 
avance de la sociedad41. Es dentro de ese concepto dónde cabría conjugar el medio 
ambiente, estrictamente hablando, que sería un sub-bien jurídico protegido, con 
la ordenación del territorio, otro sub-bien jurídico protegido, que tiene que ver 
con a la «calidad de vida y el habitat en el que se desenvuelven los seres humanos»42. 
En una sentencia de 28 de marzo de 2006 la Sala II, realizando un ejercicio de 
precisión, señala que el bien jurídico protegido del delito sobre la ordenación del 
territorio no es «exclusivamente la normativa sobre la ordenación del territorio en la me-

dida en que la propia actuación sancionadora de la Administración ha resultado inefi caz 

al no haber podido asegurar la vigencia del ordenamiento en esta materia, ha llevado al 

legislador a la creación de estos tipos penales que se contraen básicamente a los castigos de 

las edifi caciones sin licencia, en el artículo 319, y a la prevaricación administrativa, en el 

artículo 320 del Código Penal, sino que así como en el delito ecológico (artículo 325) no se 

tutela la normativa ambiental, sino el medio ambiente, en el delito urbanístico no se tutela 

la normativa urbanística —un valor formal o meramente instrumental— sino el valor 

material de la ordenación del territorio, en su sentido constitucional de utilización racional 

del suelo como recurso natural limitado y la adecuación e su uso al interés general». Así 
pues, ambos sub-bienes jurídicos protegidos estarían, en consecuencia, bajo la 
égida de un bien jurídico más amplio que sería el desarrollo sostenible. Lo cual 
explica que «si el legislador ha optado por recoger los delitos contra el medio ambiente 

dentro del Título XVI, del Libro II, conjuntamente con los delitos relativos a la ordenación 

del territorio, a la protección del patrimonio histórico y a la vida silvestre, es porque las 

conexiones de los bienes jurídicos protegidos de todos ellos son indudables, de modo que… se 

trata de defender determinados bienes comunes que son necesarios y felicitan la existencia 

de los seres humanos en cuanto inciden en su salud y bienestar, y constituyen un patrimonio 

común que es necesario preservar»43.

41 Sentencia de 20 de diciembre de 2003.
42 Lo cual permite equiparar al ser humano con el resto de especies y señalando que el ser 

humano requiere su propio «habitat», dentro del que sería incardinable el concepto de ciudad 
propiamente dicha. Así, la sentencia de la Sala II de 27 de abril de 2007, después de señalar que el 
medio ambiente no es un bien jurídico individual, sino colectivo, añade que «Sin embargo, el medio 

ambiente es también el habitat de una o varias personas, es decir, el conjunto local de condiciones geofísicas en 

las que se desarrolla la vida de una especie o de una comunidad animal o de personas. Aunque el Diccionario 

de la Real Academia Española no haga referencia al domicilio de las personas, es evidente que éste es el lugar 

en el que se desarrolla una parte importante de la vida humana y, en ese sentido también forma parte del 

medio ambiente…».
43 Sentencia de 4 de febrero de 2005 de la Audiencia Provincial de Córdoba.
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III.b. Regulación legal

Como es sabido, la regulación que la ordenación del territorio y el urbanismo 
reciben el en Código Penal español está plasmada en sus artículos 319 y 320. El 
primero incorpora la regulación propiamente dicha del delito sobre la ordenación 
del territorio como tal44 y el segundo incluye la conocida como prevaricación 
urbanística45, que es, precisamente, la plasmación más clara de la respuesta penal 
a las irregularidades urbanísticas, cuya gravedad supera en ámbito estrictamente 
administrativo.

El hecho de que se creara una fi gura prevaricación especial para la ordenación 
del territorio y el urbanismo, en este caso el citado artículo 320, no supone, en 
sí mismo, nada especial. Téngase en cuenta que de la misma manera que se creó 
un delito de prevaricación urbanística se crearon también sendos delitos de pre-
varicación en otras dos expresiones de supuestos delictivos ambientales, una de 
las cuales es el patrimonio histórico46 y la otra el medio ambiente propiamente 
dicho47. Y es fácil colegir que la razón de esa novedad se debía a varias sentencias 

44 Según el artículo 319:
«1. Se impondrán las penas de prisión de seis meses a tres años, multa de doce a veinticuatro meses e inha-

bilitación espacial para profesión u ofi cio por tiempo de seis meses a tres años, a los promotores, constructores o 

técnicos directores que lleven a cabo una construcción no autorizada en suelos destinados a viales, zonas verdes, 

bienes de dominio público o lugares que tengan legal o administrativamente reconocido su valor paisajístico, 

ecológico, artístico, histórico o cultural, o por los mismos motivos hayan sido considerados de especial protección.

2. Se impondrá la pena de prisión de seis meses a dos años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabi-

litación especial para profesión u ofi cio por tiempo de seis meses a tres años, a los promotores, constructores o 

técnicos directores que lleven a cabo una edifi cación no autorizable en el suelo no urbanizable.

3. En cualquier caso, los Jueces o Tribunales, motivadamente, podrán ordenar, a cargo del autor del 

hecho, la demolición de la obra, sin perjuicio de las indemnizaciones debidas a terceros de buena fe».
45 Según el artículo 320:
«1. La autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, haya informado favorable-

mente proyectos de edifi cación o la concesión de licencias contrarias a las normas urbanísticas vigentes será 

castigado con la pena establecida en el artículo 404 de este Código y, además, con la de prisión de seis meses 

a dos años o la de multa de doce a veinticuatro meses.

2. Con las mismas penas se castigará a la autoridad o funcionario público que por sí mismo o como miem-

bro de un organismo colegiado haya resuelto o votado a favor de su concesión a sabiendas de su injusticia».
46 Artículo 322:
«1. La autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, haya informado favorable-

mente proyectos de edifi cación o la concesión de licencias contrarias a las normas urbanísticas vigentes será 

castigado con la pena establecida en el artículo 404 de este Código y, además, con la de prisión de seis meses 

a dos años o la de multa de doce a veinticuatro meses.

2. Con las mismas penas se castigará a la Autoridad o funcionario público que por sí mismo o como miem-

bro de un organismo colegiado haya resuelto o votado a favor de su concesión a sabiendas de su injusticia».
47 Artículo 329:
«1.La autoridad o funcionario público que, a sabiendas, hubiere informado favorablemente la concesión 

de licencias manifi estamente ilegales que autoricen el funcionamiento de las industrias o actividades conta-

minantes a que se refi eren los artículos anteriores, o que con motivo de sus inspecciones hubieren silenciado la 
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dictadas sobre el delito contra el medio ambiente en su redacción primitiva con 
el Código Penal de 194448, de las que se desprendían signos indelebles de par-
ticipaciones corruptas, bien por parte de la Administración, bien por parte de 
particulares, pero sobre todo por la primera49. Ese tipo de actividades corruptas 
en las que se ha visto involucrada la Administración en temas de urbanismo y 
ordenación del territorio se debe, entre otras razones, a la relación especial que en 
España tiene la Administración y el medio ambiente. Conviene recordar que en 
España la Administración, y así viene reconocido a nivel constitucional incluso, 
es algo así como el «totum factotum» en todo lo que al medio ambiente se refi ere, 
especialmente al constituirse en la garante del mismo. Téngase en cuenta, a ese 
respecto, que el párrafo 2 del artículo 45 de la Constitución Española señala que 
«Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, 

con el fi n de promover y mejorar la calidad de la vida, y defender y restaurar el medio 

ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva». Como es sabido sin 
embargo, en ocasiones quien actúa como garante o bien se excede en sus funciones 
o bien no las ejerce, dando lugar, en consecuencia, a situaciones de irregularidad 
o de abuso, que bien pueden ser delictivas, si así está previsto en la norma penal. 
Tal como señala la sentencia de 24 de mayo de 2003 de la Sala II del Tribunal 
Supremo, «Cualquiera que sea el criterio y la técnica de tutela penal elegida en materia 

infracción de Leyes o disposiciones normativas de carácter general que las regulen, o que hubiere omitido la 

realización de inspecciones de carácter obligatorio, será castigado con la pena establecida en el artículo 404 

de este Código y, además, con la de prisión de seis meses a tres años o la de multa de ocho a veinticuatro meses.

2. Con las mismas penas se castigará a la autoridad o funcionario público que por sí mismo o como miem-

bro de un organismo colegiado hubiese resuelto o votado a favor de su concesión a sabiendas de su injusticia.«
48 Según el artículo 347 bis del Código Penal de 1944, relativo al inicial delito contra el 

medio ambiente:
«1. Será castigado con la pena de arresto mayor y multa de 50.000 a 1.000.000 de pesetas el que, 

contraviniendo las Leyes o Reglamentos protectores del medio ambiente, provocare o realizare directa o indi-

rectamente emisiones o vertidos de cualquier clase, en la atmósfera, el suelo o las aguas terrestres o marítimas, 

que pongan en peligro grave la salud de las personas, o puedan perjudicar gravemente las condiciones de la 

vida animal, bosques espacios naturales o plantaciones útiles.

2. Se impondrá la pena superior en grado si la industria funcionara clandestinamente, sin haber obteni-

do la preceptiva autorización o aprobación administrativa de sus instalaciones o se hubiere desobedecido las 

órdenes expresas de la autoridad administrativa de corrección o suspensión de la actividad contaminante, o se 

hubiere aportado información falsa sobre los aspectos ambientales de la misma o se hubiere obstaculizado la 

actividad inspectora de la Administración.

3. También se impondrá la pena superior en grado si los actos anteriormente descritos originaren un riesgo 

de deterioro irreversible o catastrófi co.

4. En todos los casos previstos en este artículo podrá acordarse la clausura temporal o defi nitiva del esta-

blecimiento, pudiendo el Tribunal proponer a la Administración que disponga la intervención de la empresa 

para salvaguardar los derechos de los trabajadores».
49 Se trata, por ejemplo, de las sentencias de la Sala II del Tribunal Supremo de 30 de no-

viembre de 1990 (caso Cercs) o la sentencia de 27 de mayo de 1994 de la Audiencia Provincial de 
Murcia (caso Bahía de Portman), entre otras.
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medioambiental…la responsabilidad cabe extenderla, no sólo a los causantes o titulares de 

la fuente de contaminación, sino a los administradores públicos, a los que se debe exigir un 

escrupuloso cumplimiento de sus responsabilidades, aun reconociendo que es necesario dejar 

en sus manos una cierta discrecionalidad técnica…».

La comisión de actividades delictivas corruptas en medio ambiente ha sido 
bastante frecuente. Así se desprende de las resoluciones que han ido dictando los 
Tribunales de Justicia tras la creación del delito contra el medio ambiente o tal 
como se ha puesto de relieve por diferentes formas y medios de comunicación en 
España50. Si eso es así en medio ambiente y si se parte de las bases a las que se ha 
hecho referencia en los apartados I y II del presente trabajo, de ningún modo pue-
de suscitarse sorpresa al comprobar que esos mismos planteamientos delictivos 
corruptos se reproducen en esa temática. En cualquier caso, ese tipo de supuestos 
van apareciendo a medida que se va aplicando la norma penal en materia de orde-
nación del territorio, de igual modo que en su momento ocurrió con la aplicación 
de la norma reguladora de los delitos contra el medio ambiente.

III.b.1. Desarrollo jurisprudencial del delito sobre la ordenación del territorio

Tal como suele ocurrir con la mayoría de delitos de nueva planta, con los de-
litos sobre la ordenación del territorio ha sido necesario todo un largo proceso de 
interpretación judicial, amén de recurrir al Código Civil, a la Ley de Ordenación 
de la Edifi cación51, etc., con el objeto de clarifi car los términos utilizados en la 
redacción de las fi guras penales, precisar los tipos, concretar las conductas, etc., 
etc. Términos tales como «constructor y promotor» del artículo 319 del Código Pe-
nal52 dieron lugar, en su momento, a un largo debate jurisprudencial, a nivel de 
la pequeña jurisprudencia y a la hora de determinar si debían de revestir o no la 
condición de profesionales, que sólo pudo encauzarse a partir de la clarifi cación 
que de los mismos hizo la sentencia de 25 de junio de 2001 de la Sala II del Tri-
bunal Supremo, sin que ese proceso de unifi cación de criterios haya sido completo 
en la actualidad53. Lo mismo cabría decir de los conceptos de «construcción», del 

50 Vide, al respecto, Vercher Noguera, A.: Refl exiones de futuro sobre Ministerio Fiscal 
y lucha contra la corrupción en medio ambiente. En: La corrupción en un mundo globalizado. 
Coordinadores Nicolás Rodríguez García y Eduardo A. Fabián Caparrós. Salamanca: Ratio Legis 
Librería Jurídica. 2003. Pág. 305 et seq.

51 Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de ordenación de la edifi cación.
52 Vide nota 39.
53 Según la Memoria de la Fiscalía Coordinadora de Medio Ambiente y Urbanismo, corres-

pondiente al año 2009, «La anterior Memoria de Las Palmas destacaba la existencia de problemas 
interpretativos por parte de los órganos judiciales en relación con los delitos sobre la ordenación 
del territorio. Afortunadamente la tendencia de ajuste a los planteamientos que sobre esa materia 
ha venido haciendo el Tribunal Supremo empieza a ser una realidad. La Memoria refi ere sendas 
sentencias de las Secciones primera y segunda de la Audiencia Provincial en las que se recoge el 
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párrafo primero del artículo 319, o «edifi cación», del párrafo segundo, respecto a 
los que la casuística es de tal enjundia que los Tribunales han tenido que entrar a 
determinar en cada caso concreto si nos encontrábamos ante alguna de estas op-
ciones terminológicas o ante ninguna. Así los Tribunales de Justicia han puesto 
de manifi esto que una balsa de riego es una construcción54, igual que un bordillo 
de hormigón sobre una masa de cemento55 o un pozo56, así como una larga lista 
de supuesto que, por razones fáciles de comprender, no se incluyen en el presente 
texto57. No ha resultado tan complejo, casuísticamente hablando, el determinar 
qué es una edifi cación porque el término sí viene previsto, e incluso descrito, en 
la normativa administrativa en vigor58. Huelga hacer hincapié en los denodados y 
valiosos esfuerzos efectuados por la doctrina en ese mismo proceso de clarifi cación 
conceptual, paralelamente a los esfuerzos, en esa misma línea, de la jurisprudencia.

El mismo proceso se ha suscitado con otros términos novedosos existentes en la 
normativa reguladora del delito sobre la ordenación del territorio, habiendo sido 
posiblemente el término «demolición», del párrafo tercero del artículo 319, uno de 
los más problemáticos. Este término jurídico ha exigido —además de esa necesaria 
clarifi cación conceptual, tanto por las aportaciones de las Fiscalías en sus Memorias59 

criterio ya pacífi camente adoptado por la consolidada jurisprudencia del Tribunal Supremo, es-
pecialmente después de la sentencia de 27 de noviembre de 2009 (Caso Andraitx) en la que, sin 
ningún género de dudas se mantiene el criterio previo de la no profesionalidad del promotor. Esa 
misma errónea perspectiva —promotor y constructor necesariamente profesionales— ha sido ya 
defi nitivamente encauzada por la Audiencia Provincial de Cáceres, como refi ere la Memoria de 
esa Fiscalía, si bien con difi cultades, tal como se pone de manifi esto unos párrafos más adelante, al 
exigirse por los Tribunales un «dolo súper-reforzado» para el promotor».

54 Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia de 7 de marzo de 2001.
55 Sentencia de la Audiencia Provincial de A Coruña de 4 de marzo de 2004.
56 Sentencia de la Audiencia Provincial de Cáceres de 24 de febrero de 1998.
57 Para una perspectiva mucho más amplia vide Díaz Manzanera, J. L.: El delito urbanísti-

co en la jurisprudencia. En: La Ley. Número 50. Año V. Junio 2008.
58 Artículo 2 de la Ley de Ordenación de la Edifi cación 38/1999, de 5 de noviembre.
59 La Fiscalía gaditana pone de manifi esto, y así se recoge en la Memoria de la Fiscalía Coor-

dinadora de Medio Ambiente y Urbanismo, que «el restablecimiento de la legalidad que supone la 
demolición es un prius a la sanción, más importante que ésta, sin el cual la represión (penal o administrativa) 
es una entelequia que no puede cumplir ninguna función preventiva, pues aparece como un coste posterior (e 
incierto) de esta vía heterodoxa de obtener lo que la ley prohíbe». Por esa razón, al recurrir el Fiscal las 
resoluciones judiciales en las que se rechaza aplicar la demolición, lo que se trata de hacer ver en 
tales recursos es que «lo que está en juego es la propia vigencia del orden jurídico y, en defi nitiva, la restau-
ración del orden legal en el caso concreto». De no ser así, como también ponía de manifi esto ilustrati-
vamente la Fiscalía de Córdoba, «ello supondría tener que resignarse a que el infractor, dicho en términos 
coloquiales, se salga con la suya, bendiciéndose absurdamente el agotamiento del delito». Por otra parte, un 
aspecto en el que la Fiscalía de Cádiz está totalmente inmersa, a través de sus actuaciones, es en la 
necesidad de dejar claro que la demolición de la obra contraria al ordenamiento jurídico que prevé 
el artículo 319.3º «no debe ser la excepción sino la regla», tal como ha venido a reconocer a su vez la 
sección primera de la Audiencia Provincial de Cádiz. Memoria de la fiscalía coordinadora 
de medio ambiente y urbanismo. 2008. Pág. 608.
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como la doctrina60 y la jurisprudencia61 a la que hacíamos referencia al hablar de 
otros términos contenidos en el articulado, por su condición de novedosos—, es-
fuerzos adicionales a la hora de conseguir su aplicación en la práctica. En esa línea, 
la Memoria de la Fiscalía Coordinadora de Medio Ambiente y Urbanismo recoge 
aportaciones de diferentes secciones de medio ambiente de las Fiscalías españolas 
en las que se pone de manifi esto esa difi cultad. Así, se dice que si bien se sigue 
avanzando en materia de demoliciones, tal como vienen previstas en el párrafo 
tercero del artículo 319, las difi cultades a la hora de aplicarlas son importantes: 
«La Fiscalía de Huelva, por ejemplo, alude al establecimiento de una especial vigilancia 

sobre las ejecutorias en esta materia con el fi n de evitar que las demoliciones acordadas no se 

lleven a cabo, igual que la Fiscalía de Córdoba, Jaén, Pontevedra y Sevilla. La Fiscalía 

de Almería precisa que, de forma casi general, las demoliciones son acordadas en la mayoría 

de sentencias condenatorias y sólo excepcionalmente no se recurre a las mismas. La Fiscalía 

de Córdoba, igual que otras Fiscalías, condiciona, a los efectos de facilitar las demoliciones, 

la suspensión de la pena impuesta a la previa satisfacción de las responsabilidades derivada 

del delito y, en su caso, a la demolición acordada en sentencia, al considerase tal medida 

como una forma de responsabilidad civil para restauración de la legalidad alterada por la 

delictiva actividad. La Fiscalía de Sevilla, por su parte, pone de manifi esto que durante 

2009 se han acordado diez demoliciones, algunas ya ejecutadas en los parajes de “El Sera-

fín” (La Rinconada) y “Clarevot” (que abarca varios municipios: Alcalá, Utrera, los más 

signifi cativos). En otras cuatro ocasiones, se han llegado a acuerdos de conformidad con las 

defensas para demoler antes del juicio oral, de manera que se resuelva satisfactoriamente 

la restauración del suelo a su estado original al tiempo que los acusados se benefi cian de la 

atenuante privilegiada del artículo 340 del Código Penal cuando no de la conformidad 

benefi ciada propia del enjuiciamiento rápido. Pontevedra refl eja en su Memoria la repercu-

sión mediática que tienen las demoliciones, tal como se demostró con ocasión de las acordadas 

por los Juzgados de lo Penal en viviendas de la Isla de Ons, posiblemente porque se trata de 

una medida que no ha perdido aun su estigma de novedad en el ámbito penal.»62. Quizás 
dónde mejor quedan refl ejados los problemas provocados por las demoliciones es 

60 Vide Rodríguez Fernández, I.: Demolición por delito. El restablecimiento de la legali-
dad urbanística en vía penal. Granada: Comares. 2009.

61 La esencia de la demolición, como medida penal, radica en que «si de alguna manera ha sido 

el elevado grado de incumplimiento de la disciplina urbanística, tanto por lo que se refi ere a la protección de 

la legalidad, como de forma especial al restablecimiento del orden jurídico perturbado, lo que ha motivado 

la incriminación penal de conductas como las enjuiciadas, no tendría sentido que, pudiendo los Tribunales 

penales decidir sobre el restablecimiento de la legalidad urbanística (a través de la demolición) no lo hicie-

ran, y remitieran de nuevo la decisión a la administración cuya insufi ciente actuación propició la creación de 

estas novedosas fi guras delictivas». Sentencias 27 de junio de 2007, 15 de noviembre de 2007, 3 de 
diciembre de 2007, 20 de julio de 2010, etc. de la Audiencia Provincial de Sevilla.

62 Memoria de la fiscalía coordinadora de medio ambiente y urbanismo. 2009. 
Págs. 825-826.
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en la Memoria de la Fiscalía de Sevilla, tal como se recoge en la Memoria de la 
Fiscalía Coordinadora: «Todo ello sin dejar de reconocer, de nuevo según la Fiscalía de 

Sevilla, la gran difi cultad de la materia, habida cuenta las naturales trabas creadas por 

los condenados, la sistemática impugnación de cualquier providencia orientada a ejecutar 

tal pronunciamiento y la falta de colaboración de algún Ayuntamiento particularmente 

afectado, hasta el punto de que en el 2009 se dictaron sendos pronunciamientos judiciales 

de ingreso en prisión de dos personas condenadas por no haber cumplido ese aspecto de la 

responsabilidad civil derivado del delito»63.

Además de este tipo de problemas interpretativos basado en la propia termi-
nología del articulado, la casuística la ofrecido toda suerte de aspectos fácticos 
novedosos sobre los que han tenido de actuar, aclarándolos, los Tribunales de 
Justicia. Uno de los temas más socorridos, a mero título de ejemplo, ha sido el 
reiterado uso de las casas prefabricadas con el objeto de conseguir la inaplicación 
de la normativa aplicable a los «inmuebles», basándose en que generalmente son 
de madera y han sido prefabricadas y, por lo tanto, no vienen adheridas al suelo, 
sino colocadas directamente sobre el mismo64. De igual manera se ha venido pro-
cediendo, por algunos particulares, a intentar hacer pasar viviendas nuevas como 
viviendas antiguas, con el objeto de solicitar su legalización, haciéndose uso, al 
respecto, de los instrumentos legalmente previstos al efecto con base en ciertos 
resquicios existentes en la normativa anterior65. Y así muchos otros supuestos 
similares.

Todo lo cual permite percatarse de las grandes difi cultades que han surgido 
a la hora de aplicar el tipo en materia de ordenación del territorio y urbanismo 
en España. Estas difi cultades, tal como se verá, se han suscitado igualmente, si 
no incluso de manera más agravada, en aquellos supuestos en los que los hechos 
delictivos en materia de urbanismo alcanzaban el grado de lo que se podría con-
siderar como corrupción urbanística.

63 Memoria de la fiscalía coordinadora de medio ambiente y urbanismo. 2009. 
Pág. 826.

64 Tanto la sentencias de 17 de julio de 2002 de la Audiencia Provincial de Jaén como la 
sentencia de 15 de junio de 2004 de la Audiencia Provincial de Madrid, así como una larga lista 
de sentencias más recientes, insisten en que la instalación de tales casas prefabricadas constituyen 
delito, dado que son construcciones del número uno del artículo 319 del Código Penal.

65 Básicamente, a través de «certifi cado municipal, certifi cado catastral, acta de notoriedad, o certi-

fi cación de un técnico», a tenor del artículo 52 de las Normas Complementarias al Reglamento Hi-
potecario para la Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística, 
aprobado por Decreto 1093/1997, de 4 de julio. Ello era posible dado que la Disposición Transi-
toria Octava de la Ley 8/90, de 25 de julio, de Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones 
del Suelo, establecía en su artículo 25.2 que «…no será aplicable a las declaraciones de obra nueva 

fi nalizada al menos cuatro años antes de la entrada en vigor de la presente Ley».
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III.b.2. Desarrollo jurisprudencial sobre aspectos relativos a la corrupción en los delitos 

sobre la ordenación del territorio

Ya se ha puesto anteriormente de relieve que en el Código Penal en vigor se ha 
incorporado un delito de prevaricación especial urbanística, junto al delito sobre 
la ordenación del territorio propiamente dicho, lo cual es indicativo de que el 
legislador era ya consciente de ese problema en el momento de elaborar el Código 
y de que tenía que asumir las necesarias iniciativas legales para poder afrontarlo 
de manera adecuada. Así se ha confi rmado después, y el apartado relativo a temas 
urbanísticos que incorporan las Memorias de la Fiscalía Coordinadora de Medio 
Ambiente y Urbanismo en su edición anual, es perfectamente indicativo de ello. 
Por ejemplo, la Memoria correspondiente al año 2006, año de la aparición de los 
Fiscales especialistas en la materia, señala que «Respecto a la prevaricación urbanís-

tica…debemos destacar la constatación de la íntima relación que mantienen muchas de 

las conductas delictivas en esta materia con la corrupción política…»66. La Memoria del 
2007 denuncia, según lo expresado a su vez por varias Fiscalías, el que muchas 
conductas delictivas por delitos sobre la ordenación del territorio no sean puestos 
en conocimiento de las Fiscalías por parte de la Administración, «generándose así 

importantes bolsas de impunidad»67. Según la Memoria de 2008, «En materia urba-

nística varias Fiscalías manifi estan en sus Memorias que las Administraciones competentes 

para velar por la disciplina urbanística, especialmente los Ayuntamientos, no actúan de 

la forma que sería de desear en materia de inspección previa, sanción y restablecimiento de 

la legalidad, poniendo de manifi esto la inaplicación generalizada de la demolición de las 

edifi caciones como medida de reposición de la realidad física alterada y disuasoria de otros 

posibles comportamientos infractores»68, y así sucesivamente.

Pues bien, tan pronto se empezó a aplicar la normativa penal en materia de 
ordenación del territorio, intentando reprimir supuestos delictivos cometidos por 
particulares, y de los que serían un buen ejemplo los referidos en el apartado an-
terior, se observó una modalidad prevaricadora peculiar, sobre la que merece hacer 
unas breves consideraciones. Se trataba simplemente de «tolerar» la construcción 
ilegal por parte de la Autoridad competente, generalmente la consistorial. En 
una primera fase los Tribunales empezaron señalando que la inactividad de la Ad-
ministración en urbanismo no era causa de justifi cación de la conducta delictiva 
cometida. Así la Audiencia Provincial de Cádiz, en sentencia de 14 de febrero de 
2007, venía a rechazar que «Esta posición (es decir, la inactividad de la Adminis-

66 Memoria de la fiscalía coordinadora de medio ambiente y urbanismo. 2006. 
Pág. 507.

67 Memoria de la fiscalía coordinadora de medio ambiente y urbanismo. 2007. 
Pág. 466.

68 Memoria de la fiscalía coordinadora de medio ambiente y urbanismo. 2008. 
Pág. 602.
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tración) parece que sienta la tesis de la irreversibilidad de toda infracción urbanística en 

cualquier paraje o zona si la Administración no la detiene a tiempo, lo que no es acorde 

con la legislación vigente». Precisamente gracias al paso dado en su momento por la 
Sala II del Tribunal Supremo a través del Pleno no Jurisdiccional de 30 de junio 
de 1997 admitiendo la prevaricación omisiva, este tipo de supuestos han acabado 
recibiendo su procedente tratamiento penal, lo cual ha permitido que se hayan 
dictado diferentes sentencias de condena por parte de los Juzgados y los Tribu-
nales de Justicia españoles. La sentencia, por ejemplo, de 19 de abril de 2010 del 
Juzgado de lo Penal número 7 de Málaga, después de condenar al autor de una 
construcción ilegal, condena igualmente al Alcalde-Presidente de la Corporación 
dado que el mismo «tenía la obligación legal de velar por el cumplimiento de la lega-

lidad urbanística en el territorio de su Municipio…». En ocasiones, sin embargo, la 
situación se complica, como es el caso refl ejado por la sentencia de 11 de enero de 
2007, del Juzgado de lo Penal número seis de Sevilla, a la hora de dar respuesta 
el Juzgador a un particular que ha construido ilegalmente en un tipo de suelo no 
permitido, siendo así que «existen numerosas viviendas por los alrededores, entre ellas 

una perteneciente al Alcalde…».

Hay que reconocer, no obstante, que esa dejación de funciones tiene otras mu-
chas versiones y posibilidades plasmadas en la falta de colaboración por parte de 
las Autoridades en diferentes ámbitos, pero dentro del contexto urbanístico, que 
viene obligando al Fiscal a proceder, por ejemplo, por el delito de desobediencia69 
u otros supuestos delictivos tales como faltar a la obligación de perseguir los de-
litos de los que tuviere noticia70.

Por su parte, la aseveración efectuada con relativa frecuencia por parte de cier-
tas autoridades locales en el sentido de que lo construido ilegalmente se va a lega-
lizar en el futuro, también ha sido tratada por los Tribunales. Este planteamiento 
resulta sin duda problemático dado que con el mismo se alecciona a que se siga 
construyendo ilegalmente, dejando además entrever que cuando el número de 
construcciones ilegales sea muy elevado la legalización será casi una exigencia 
ineludible. En tales casos, lo que la jurisprudencia viene a señalar es que «Cuando 

el legislador introduce en el artículo 319.2 la mención de que la edifi cación ilegal ha de 

ser no autorizable, no se está refi riendo a la eventualidad de que en un futuro, más o menos 

incierto, pudiera modifi carse la legalidad urbanística. Esta interpretación conduciría al 

absurdo, puesto que en el terreno de las hipótesis de trabajo toda califi cación, incluso la 

declaración de especial protección, es susceptible de modifi cación por decisión del legislador o 

de la Administración competente en materia urbanística, por lo que este elemento del tipo ha 

de referirse necesariamente a la ilegalidad de la edifi cación en el momento en que se realiza, 

69 Artículo 556 del Código Penal.
70 Artículo 408 del Código Penal.
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de modo que no basta que se haya levantado sin licencia y que se haya hecho en suelo no 

urbanizable, sino que es necesario que, además, sea contraria a la legalidad urbanística 

objetiva vigente en ese momento y que, por ello, no hubiera sido posible su autorización»71.

Otro aspecto problemático ha sido la tendencia o costumbre, bastante frecuen-
te en nuestro país, de no publicar el planeamiento en materia urbanística, por par-
te de las autoridades competentes, y que ha sido seguida por muchos consistorios 
españoles, contrariamente a lo previsto en la normativa en vigor sobre el tema72. 
En tales casos generalmente se alegan motivos económicos y/o lo extenso de los 
documentos a publicar. El problema reside en el carácter de norma que tiene el 
planeamiento73 y la difi cultad que ello conlleva a la hora de exigir el cumplimien-
to de una norma que no ha sido publicada. De lo dicho es exponente la sentencia 
de 16 de octubre de 2000 del Juez de lo Penal número tres de los de Almería, que, 
por lo demás, reconoce que esa ausencia de publicidad constituía, en aquel mo-
mento, una situación generalizada en la provincia de Almería. En ese sentido, la 
sentencia expresa, en su Fundamento Jurídico Segundo, que «no podrá argumentar-

se hipotéticamente que toda norma legal puede ser consultada en el correspondiente boletín, 

por cuanto, según enseña cierta experiencia forense, es bastante frecuente que, al menos por 

lo que a la provincia de Almería se refi ere, dichas normas urbanísticas no estén efectiva y 

completamente publicadas de forma ofi cial». En el presente momento, y especialmente 
considerando el cariz que ha tomado la situación, la nueva regulación, más rotun-
da, que introduce la normativa administrativa en el tema, así como el impulso a 
la publicidad telemática que la normativa interesa de las Administraciones se de 
a los instrumentos de ordenación territorial y urbanística74, llevan a concluir que 
la no publicación es prácticamente inasumible y, por ello, susceptible de provocar 
la correspondiente responsabilidad penal, en la misma línea considerada en el 
párrafo anterior del presente apartado, es decir prevaricación omisiva.

En ocasiones las autoridades cambian el planeamiento urbanístico, del que 
ya se ha puesto de manifi esto su carácter de norma, directamente y al margen 
de cualquier esquema procedimental. En otras ocasiones se basan para ello, por 
ejemplo y haciendo uso de una mayor sutilidad, en los convenios urbanísticos o 
en los estudios de detalle.

71 Sentencia de 22 de diciembre de 2006 de la Audiencia Provincial de Sevilla, entre otras 
muchas en ese mismo sentido.

72 El artículo 70.2 de la Ley de Bases de Régimen Local, como el artículo 11 del Texto Refun-
dido de la Ley del Suelo, Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, actualmente en vigor, 
obligan a esa publicación.

73 Sentencia de la Sala III del Tribunal Supremo de 23 de junio de 2003, entre otras muchas.
74 Artículo 11. 4 del Texto Refundido de la Ley del Suelo, Real Decreto Legislativo 2/2008, 

de 20 de junio.
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Del primer supuesto es exponente la sentencia condenatoria de 17 de marzo de 
2010, de la Audiencia Provincial de Bizkaia. En este caso, la Corporación Local, 
después de conceder licencia para el derribo improcedente de un antiguo hospital 
y para construir doce viviendas sobre el terreno que el mismo dejaba libre, aprobó 
provisionalmente la modifi cación puntual de las Normas Subsidiarias de Planea-
miento en un pleno del Ayuntamiento y poco después de una manera defi nitiva a 
través de una Orden Foral.

Otra forma de modifi car improcedentemente el planeamiento urbanístico es 
a través de los convenios. Los convenios urbanísticos son, en general, acuerdos 
de voluntades entre las Administraciones públicas y personas físicas y jurídicas, 
públicas o privadas, titulares de intereses o derechos urbanísticos. Estas fi guras 
jurídicas tienden a complementar las determinaciones legales en la materia, po-
sibilitando el acuerdo de las partes afectadas, contribuyendo a facilitar la gestión 
y eliminación, desde el inicio, de los puntos de fricción y obstáculos que una 
determinada actuación urbanística pueda originar75. En principio, el objetivo de 
los convenios urbanísticos no es otro que el de conseguir la máxima intervención 
pública en la toma de decisiones en la materia y en su puesta en acción que todo 
régimen democrático debe tener como práctica común.

Desde el punto de vista legal, el artículo 88 de la Ley de Procedimiento Ad-
ministrativo proporciona un respaldo normativo expreso a la actividad conven-
cional, al regularse la posibilidad de que la Administración celebre acuerdos, 
pactos, convenios o contratos con particulares. Hay que poner de manifi esto que 
la jurisprudencia, de la que es expresiva la sentencia del Tribunal Supremo de 7 
de noviembre de 1990, permite la aplicación a los mismos de la legislación sobre 
contratos de las Administraciones Públicas, siempre que su contenido lo permita; 
lo cual reafi rma su naturaleza jurídico-administrativa, por lo que las cuestiones 
relativas a su cumplimiento, interpretación, efectos y extinción serán competen-
cia de la jurisdicción contencioso-administrativa. En la actualidad la mayoría de 
las regulaciones autonómicas en la materia incorporan referencias expresas a los 
convenios urbanísticos, así como el texto Refundido de la Ley del Suelo en vigor76.

El incremento de actividades que ha tenido lugar en los últimos años en el 
contexto urbanístico, completado por la insufi ciencia normativa en este aspecto 
concreto, ha llevado al recurso constante de la actividad convencional de la Ad-
ministración con los particulares. Sin embargo, si bien los convenios urbanísticos 
deberían tener un efecto positivo, por cuanto que sirven para propiciar la partici-
pación de los ciudadanos en la toma de decisiones y evitar con ello una total dis-
crecionalidad por parte de la Administración, la práctica demuestra importantes 
consecuencias negativas. Quizás el mejor ejemplo de esas consecuencias negativas 

75 Sentencia de la Sala III del Tribunal Supremo de 15 de febrero de 1994.
76 Artículo 47 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio.

Estudios sobre corrupción.indd   436Estudios sobre corrupción.indd   436 22/11/12   15:1022/11/12   15:10



antonio vercher noguera 437

es la tendencia a negociar y a someter a transacción todo cuanto se encuentra en 
el ámbito urbanístico, olvidándose con frecuencia del interés general que debe 
estar presente en toda actuación urbanística como función pública. Ello puede 
llevar a abusos dado que, en algunas ocasiones, la propia Administración ha ac-
tuado de manera prepotente haciendo valer su posición de manera unilateral y, en 
otras, los particulares han utilizado la negociación con una fi nalidad puramente 
especulativa y al margen de cualquier planteamiento legal. Para ello, se suelen 
utilizar los convenios de planeamiento. Llegados a este punto hay que señalar 
que de las diferentes clasifi caciones de los convenios urbanísticos una de ellas 
distingue entre los convenios de gestión o ejecución del planeamiento y los de 
planeamiento propiamente dichos77. Los primeros constituyen instrumentos para 
resolver las cuestiones que surjan entre la Administración y los particulares a la 
hora de acometer la ejecución de un plan y no suponen modifi cación o alteración 
de planeamiento alguno. Los de planeamiento, por su parte, tampoco pueden mo-
difi car el planeamiento en vigor, si bien sí pueden incidir en el mismo. Hay que 
precisar que tal incidencia viene limitada al simple hecho de vincular a las partes 
para la iniciación y tramitación de los pertinentes procedimientos de modifi ca-
ción del planeamiento, sobre la base del acuerdo alcanzado y siempre que se sigan 
los trámites legales procedentes. Sin embargo, se han dado multitud de supuestos 
en los que se ha hecho uso del convenio de planeamiento para modifi car el pla-
neamiento urbanístico y, de hecho, la especialidad y complejidad de la materia ha 
venido provocando incluso confusión en Jueces y Fiscales en relación a lo acabado 
de señalar. La sentencia de 24 de julio de 2006 del Juzgado de lo Penal nº 3 de los 
de Madrid, es un buen ejemplo de ello. En este caso, el juzgador dictó sentencia 
absolutoria en un tema de naturaleza claramente penal por el simple hecho de que 
el Ayuntamiento suscribiera un convenio urbanístico con una entidad privada 
autora de una construcción que apenas unos meses antes amenazaba con demoler, 
precisamente por su ilegalidad y había denunciado además por la vía penal.

Todo ello sin olvidar, la intervención o participación en los convenios de per-
sonas improcedentes, o en los que resulten benefi ciarias personas igualmente im-
procedentes, lo que podría dar lugar a la posible aplicación del delito del artículo 
439 del Código Penal78, tal como ya ha demostrado la variada casuística que ha 
dado lugar a la intervención del Ministerio Fiscal en este tipo de temas.

77 Existen diferentes clasifi caciones de convenios urbanísticos. Una de ellas, basada en la fase 
de la actuación urbanística en la que aparecen, distingue entre los convenios de planeamiento, es 
decir aquellos que inciden en la fase del planeamiento urbanístico y los de ejecución que afectan 
a la fase de ejecución del planeamiento. Vide Memento práctico francis lefebvre. Madrid: 
Ediciones Francis Lefebvre. 2006. Pág. 106.

78 El artículo 439 del Código Penal es la norma reguladora del delito de negociaciones prohi-
bidas a los funcionarios.
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Otro planteamiento similar en la línea de los convenios urbanísticos se ha ve-
nido ofreciendo a través de los estudios de detalle. Los estudios de detalle ocupan 
el último puesto del escalafón en el planeamiento urbanístico, tal como señala la 
jurisprudencia79. Debido a ello, y a su carácter indefectiblemente contingente80, 
en modo alguno los estudios de detalle pueden modifi car el planeamiento. Sin 
embargo, los estudios de detalle no dejan por ello de ser verdaderos instrumentos 
planifi cadores urbanísticos, lo cual ha llevado a que, con frecuencia, se abuse de 
este instrumento para la consecución de objetivos que son ajenos a su naturaleza, 
meramente derivativa o complementaria del planeamiento Todo ello supone, en 
consecuencia, que los estudios de detalle no pueden ser utilizados para cambiar 
la califi cación del suelo, proponer la apertura de vías de uso público, aumentar el 
porcentaje de ocupación del suelo, las alturas máximas, número de plantas, volu-
men de edifi cación, etc. Lo cual implica que la simple existencia de un estudio de 
detalle que realice alguna de las modifi caciones del tipo de las citadas o similares, 
o adopte alguna iniciativa que pueda suponer las mismas, no constituye en modo 
alguno un título o instrumento legitimador que permita excluir la aplicación del 
Código Penal.

IV. Epílogo

Por supuesto que existen otros muchos tipos de corrupción urbanística dife-
rentes de los que se acaban de citar. De hecho la casuística es casi inabarcable y 
supera, en multitud de ocasiones, los ejemplos aquí refl ejados. De igual modo 
se podría señalar que, con frecuencia, se producen otras formas de actuaciones 
corruptas en el ámbito urbanístico a gran escala, en las que intervienen grupos 
organizados y en las que se blanquea dinero procedente de otras actividades delic-
tivas de la más variada clase, forma y condición. La operación Malaya, entre otros 
casos similares, es un buen ejemplo de ello. Se trata de tipos de supuestos en los 
que la Fiscalía Coordinadora de Medio Ambiente y Urbanismo y Fiscalía Antico-
rrupción actúan conjuntamente, o bien, si la materia se revela de la competencia 
exclusiva de la última, se le transfi ere la competencia y documentación, mante-
niendo, sin embargo, una abierta la colaboración entre ambas instituciones81.

Los casos examinados son el resultado, más bien, de esos excesos a los que se 
hacía referencia en el apartado 2.c del presente trabajo, cuando se hace un uso 

79 De esa jurisprudencia es expresiva la sentencia de 8 de octubre de 1985 de la Sala III del 
Tribunal Supremo.

80 Sentencia de la Sala III del Tribunal Supremo de 8 de mayo de 1996.
81 Vercher Noguera, A.: Delitos sobre la ordenación del territorio y la corrupción urbanís-

tica: notas sobre su tratamiento por el Ministerio Fiscal. En: Cuadernos de Derecho Público. N. 
31. Mayo-agosto 2007. Pág. 141 et seq.
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improcedente y torticero de la norma administrativa, que acaba llevando a situa-
ciones casi impensables, por el nivel de abuso que refl ejan, tal como se ha descrito 
en algunos de los supuestos aquí reseñados, En el apartado III.b.2. del presente 
trabajo, sobre «Desarrollo jurisprudencial sobre aspectos relativos a la corrupción en los 

delitos sobre la ordenación del territorio», hemos tenido ocasión de observar la exis-
tencia de demasiada «interpretación imaginativa» de la normativa urbanística, con 
los resultados de sobra conocidos.

Es precisamente por eso por lo que se ha emprendido una reciente reforma del 
Código Penal82 en la que además de ampliar las conductas relativas al delito sobre 
la ordenación del territorio, e incrementar sus penas83, se introducen novedades 
en el delito de prevaricación urbanística. A tal efecto, se completa el ámbito de 
los objetos sobre los que se puede proyectar la conducta prevaricadora con la in-
clusión de los «instrumentos de planeamiento», así como la de los proyectos de par-
celación y reparcelación. Se otorga, además, rango típico a la ocultación de actos 
ilícitos observados por la inspección y a la omisión de inspecciones que tuvieran 
carácter obligatorio. En todos estos supuestos, se agravan las penas en correspon-
dencia con la gravedad de este tipo de conductas, suprimiéndose además, en el 

82 Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifi ca la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal.

83 El artículo 319 señala que:
«1. Se impondrán las penas de prisión de un año y seis meses a cuatro años, multa de doce a veinticuatro 

meses, salvo que el benefi cio obtenido por el delito fuese superior a la cantidad resultante en cuyo caso la multa 

será del tanto al triplo del montante de dicho benefi cio, e inhabilitación especial para profesión u ofi cio por 

tiempo de uno a cuatro años, a los promotores, constructores o técnicos directores que lleven a cabo obras de 

urbanización, construcción o edifi cación no autorizables en suelos destinados a viales, zonas verdes, bienes de 

dominio público o lugares que tengan legal o administrativamente reconocido su valor paisajístico, ecológico, 

artístico, histórico o cultural, o por los mismos motivos hayan sido considerados de especial protección.

2. Se impondrá la pena de prisión de uno a tres años, multa de doce a veinticuatro meses, salvo que el 

benefi cio obtenido por el delito fuese superior a la cantidad resultante en cuyo caso la multa será del tanto 

al triplo del montante de dicho benefi cio, e inhabilitación especial para profesión u ofi cio por tiempo de uno 

a cuatro años, a los promotores, constructores o técnicos directores que lleven a cabo obras de urbanización, 

construcción o edifi cación no autorizables en el suelo no urbanizable.

3. En cualquier caso, los jueces o tribunales, motivadamente, podrán ordenar, a cargo del autor del hecho, 

la demolición de la obra y la reposición a su estado originario de la realidad física alterada, sin perjuicio 

de las indemnizaciones debidas a terceros de buena fe. En todo caso se dispondrá el comiso de las ganancias 

provenientes del delito cualesquiera que sean las transformaciones que hubieren podido experimentar.

4. En los supuestos previstos en este artículo, cuando fuere responsable una persona jurídica de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 31 bis de este Código se le impondrá la pena de multa de uno a tres años, salvo que 

el benefi cio obtenido por el delito fuese superior a la cantidad resultante en cuyo caso la multa será del doble 

al cuádruple del montante de dicho benefi cio.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer 

las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33».
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artículo 320, la alternatividad entre la pena de prisión o multa a fi n de evitar que 
los funcionarios y responsables públicos tengan un tratamiento privilegiado84.

Hay que señalar, para concluir, que, al margen de lo efi caz o conveniente que 
pueda resultar esta última reforma del Código Penal, lo que sí es evidente, sin 
embargo, es que sin estos mimbres «sociales y administrativos», los cestos de la 
delincuencia urbanística a gran escala, seguramente no existirían. Sin duda esa 
situación de corrupción urbanística a gran escala, a la que se hacía referencia, se ha 
producido habida cuenta ese descontrol administrativo interesado que ha existido 
durante años, que ha servido de caldo de cultivo y que, mientras permanezca, 
difícilmente estaremos en condiciones de poner coto a la corrupción urbanística 
seria y a gran escala, incluso aun habiéndose producido el pinchazo de la burbuja 
urbanística, tal como así ha ocurrido. O ¿será, como muy certeramente indica 
Reyes Mate, refi riéndose a otros temas pero claramente extensible a éste, que «En 

el breve espacio de una generación, la crítica ha perdido mansamente su capacidad de decir 

basta»?85.

84 Según el artículo 320:
«1. La autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, haya informado favorablemente 

instrumentos de planeamiento, proyectos de urbanización, parcelación, reparcelación, construcción o edifi cación 

o la concesión de licencias contrarias a las normas de ordenación territorial o urbanística vigentes, o que con 

motivo de inspecciones haya silenciado la infracción de dichas normas o que haya omitido la realización de 

inspecciones de carácter obligatorio será castigado con la pena establecida en el artículo 404 de este Código 

y, además, con la de prisión de un año y seis meses a cuatro años y la de multa de doce a veinticuatro meses.

2. Con las mismas penas se castigará a la autoridad o funcionario público que por sí mismo o como miembro de 

un organismo colegiado haya resuelto o votado a favor de la aprobación de los instrumentos de planeamiento, 

los proyectos de urbanización, parcelación, reparcelación, construcción o edifi cación o la concesión de las 

licencias a que se refi ere el apartado anterior, a sabiendas de su injusticia».
85 Mate, Reyes: Rebajas de Otoño. En: El País. 5 de septiembre de 2010. Pág. 31.
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Introdução

O presente trabalho tem como escopo principal questionar se os atuais me-
canismos do ordenamento jurídico brasileiro para o controle do fi nancia-
mento político têm o condão de mitigar a corrupção.

Para tanto, se inicia na primeira seção com uma análise dos princípios que 
informam a democracia representativa, apreciando os efeitos decorrentes da infl u-
ência do poder econômico nas eleições sob a ótica da igualdade entre os cidadãos, 
entre os candidatos e, por fi m, no que diz respeito aos efeitos do fi nanciamento 
político no incentivo à corrupção1. A relação entre dinheiro e política é, assim, 
objeto de análise nesta parte2.

1 Sobre o tema, essencial o trabalho de Rowbottom (2010), que afi rma que «wealth, power 
and infl uence are often mentioned together as symbols of status and prestige. Yet in a democra-
cy, they can make an unhappy combination. If a democratic society is one that treats people as 
equals, then can it be consistent with an economic system in which the differences in wealth are 
so great? […] The basic problem lies in the tension between inequalities in wealth and the ega-
litarian ideals underlying democracy. Inequalities in wealth are, to some extent at least, accepted 
as a part of the economic system, while equality is a defi ning feature in a democracy. That latter 
principle is compromised whenever people can convert wealth into political infl uence.» (p. 1) e 
segue afi rmando que «[…] when inequalities of wealth generate unequal chances to infl uence the 
democratic process, the principle of political equality is undermined.»(p. 31).

2 Antecipando as preocupações do trabalho, importa trazer as considerações de Malem (2003) 
«La relación que mantienen política y dinero no es clara y en demasiadas ocasiones ha servido para 
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Em seguida, pretende-se analisar os mecanismos legais e fi scalizatórios dispo-
níveis atualmente à Justiça Eleitoral, para o que se verifi cará os ditames das Leis 
nº 9.504/97, 11.300/05 e 12.034/09, além da resolução pertinente do Tribunal 
Superior Eleitoral e suas estratégias de análise das prestações de contas de campa-
nhas eleitorais.

Por fi m, serão questionadas as possibilidades e limites deste modelo, tendo por 
base a idéia de que os fenômenos vinculados à corrupção permeiam não apenas o 
momento eleitoral, mas o que o precede e sucede.

Não é escopo deste trabalho a investigação sobre as origens da corrupção e 
seus efeitos deletérios na sociedade e nos Estados, nem a perquirição detalhada 
dos regramentos eleitorais, valendo a análise efetuada apenas na medida em que 
permite compreender seus limites no combate à corrupção.

Também não é intuito deste trabalho chegar a conclusões defi nitivas sobre 
uma forma fi nal de combate à infl uência do poder econômico nas eleições e nos 
governos eleitos, cerceando seu escopo a apontar eventuais limites que hoje obs-
tam tal desiderato3.

1. Financiamento político e seus efeitos

A democracia representativa assumiu, ao menos desde meados do século xix, 
para alguns países, e do fi nal do século xx, para outros tantos, a posição de para-
digma possível de modelo ideal para o governo dos Estados. Pressupõe tal consta-
tação que o aumento dos limites territoriais e populacionais trazidos sob a guarida 
de cada Estado impede, pragmaticamente, o exercício do autogoverno pela demo-
cracia direta.

Conquanto tenha se tornado verdadeiro dogma da ciência política, a própria 
noção de representação não passou incólume aos debates que se acumulam nos úl-
timos séculos. Assim é que sua existência é referida como fi cção na obra de Kelsen 
(1959, p. 397-403), sustentada apenas pela norma positiva4 ou como mito em 

que la una se base en el otro, y viceversa, con el fi n de alcanzar, mantener o incrementar cuotas 
de poder. Demasiado a menudo se puede contemplar que los políticos se dirigen a los centros 
económicos de la sociedad en busca de apoyo fi nanceiro, comprometiéndose a cambio a transfor-
marse en garantes dóciles de futuras operaciones mercantiles que les aseguren la recuperación de 
lo invertido más suculentas ganancias añadidas.» (p. 485).

3 Muñoz (2007, p. 177) «La fi nanciación de las campañas electorales y, por extensión, de los 
partidos es, probablemente, una de las cuestiones más debatidas en las democracias avanzadas. Se 
trata, además, de una cuestión susceptible de ser abordada desde muy distintos puntos de vista.»

4 «[...] la relación del pueblo con el parlamento por él elegido (representación en sentido es-
tricto) consiste en que él órgano representante (el parlamento) es órgano de um órgano (el pueblo 
representado) [...] [Assim] la cuestión ha de plantearse del seguinte modo: ¿cuál es la razón de la 
voluntad de um órgano <valga> como voluntad de otro? Puesto que la imputación (nota esencial 
del concepto de órgano) no representa sino referencia a la unidad del ordem jurídico y no es sino 
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Braud (1993, p. 221), com a função de «satisfacción de las expectativas emocio-
nalmente marcadas por la angustia del vacio. [...] Su fi nalidad no es enganar sino 
edifi car, tranquilizar y también legitimar el modo de gobierno»5.

Crítica substantiva vem da clássica obra de Rousseau (2010, p. 75), quando 
afi rma que

A soberania é irrepresentável pela mesma razão porque é inalienável; consiste 
essencialmente na vontade geral e a vontade, de modo algum, se representa; é a 
mesma ou é outra, não há meio termo. Os deputados do povo não são, portanto, 
nem podem ser seus representantes, podendo apenas ser seus comissários; nada 
podem concluir defi nitivamente.

Ainda que reconhecendo a validade fi losófi ca do questionamento, como visto 
acima, problemas de ordem insolúvel obrigam a aceitação da representação como 
forma de canalização da vontade dos cidadãos e escolha de seus mandatários e, na 
trilha do mestre de Genebra, entende-se impossível, ao menos com o instrumen-
tal hoje disponível, vislumbrar hipótese diversa.

Desta feita, há que se alinhar com Caggiano (2004, p. 2), quando afi rma que 
a representação é «mecânica a viabilizar a operacionalização da democracia que, 
hoje, afi gura-se impraticável pela via direta», levando a «uma realidade efetiva e, 
por ora, insuperável: a democracia representativa, ou seja, o demos tomando deci-
sões, porém, por intermédio de seus representantes reunidos nos Parlamentos»6. 

Dito de outro modo, necessário se faz reduzir o número das pessoas que terão, 
por período determinado, em representação, o poder de estatuir normas e con-
trolar o governo, dado que a todas se mostra impossível outorgar tal missão. A 
preocupação já era externada por Madison, Hamilton e Jay (2003, p. 340) quando 
disseram que

The truth is that in all cases a certain number at least seems to be necessary to 
secure the benefi ts of free consultation and discussion, and to guard against too easy a 
combination for improper purposes; as, on the other hand, the number ought at most 

uma imputación al Estado, el criterio buscado para imputación a um órgano y, por tanto, para la 
representación, tiene que hallarse en el Derecho positivo. Con otras palavras: la relación del ór-
gano con el Estado es esencial; pero la relación de los órganos entre si es contingente, está basada 
únicamente en los preceptos de la legislación positiva.» (p. 397-398).

5 Mesmo entendendo tratar de um mito, o autor, mais adiante, não deixa de reconhecer que 
«la batalla por la representatividad es permanente en la vida política democrática.» (p. 228).

6 Na mesma linha de raciocínio se coloca Bonavides (2011) «O Estado moderno precisa de 
instituições representativas. Não seria possível à democracia em nossos tempos —com um Estado 
de área territorial que se conta por muitos milhares ou milhões de quilômetros quadrados, e cujos 
habitantes elevam também à casa dos milhões— praticar forma direta de governo, reunindo em 
Assembléia, nas praças públicas, à imitação do que se fazia na antiga Grécia, toda a população 
política, todo o corpo ativo dos colégios eleitorais.» (p. 1211).
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to be kept within a certain limit, in order to avoid the confusion and intemperance 
of a multitude. In all very numerous assemblies, of whatever characters composed, 
passion never fails to wrest the scepter from reason. Had every Athenian citizen been 
a Socrates, every Athenian assembly would still have been a mob.

Nesta ambiência principiológica é que vai gizar Przeworski (2010) os limites 
da crítica que se pode fazer à democracia7. Deve-se aceitar que as suas instituições 
são representativas e, assim, não havendo autogoverno, a alguém deve competir 
tal tarefa.

Assim é que, no Brasil, a Constituição Federal de 1988 consagrou o princípio 
representativo já em seu artigo 1º, parágrafo único, ao dispor que «todo o poder 
emana do povo, que o exerce por meio de representantes eleitos ou diretamente, 
nos termos desta Constituição».

Se é necessário admitir que o povo somente pode governar por meio de repre-
sentantes e que estes são eleitos periodicamente, por voto direto, forçoso reconhe-
cer a importância das eleições como mecanismo legitimador da representação.

Não se pode esquecer, contudo, que a atividade política, que permite viabilizar 
a disputa eleitoral e, com isso, fazer ascender aos cargos eletivos os representantes 
escolhidos por número sufi ciente de eleitores8 tem um custo.

A elaboração de mensagens políticas e sua divulgação; o processo de convenci-
mento lícito e legítimo dos eleitores; a manutenção das estruturas partidárias que 
dão substrato e permitem a disputa política; são todas atividades custosas, que 
exigem ser fi nanciadas por alguém.

Referido custo, impende destacar, só vem sofrendo acréscimos, em todos os países 
democráticos, nas últimas décadas9_10. O desenvolvimento de novas tecnologias de 

7 «Nuestras instituiciones son representativas. Los ciudadanos no gobiernan; son governados 
por otros, quizás otros que cambian en forma regular, pero siempre otros». (p. 51) E ainda «[...] 
Considero importante conocer esos límites para no criticar a la democracia por ser incapaz de 
lograr lo que ningún otro ordenamiento político puede lograr. Pero esto no es um llamado a la 
complacência. Reconocer límites sirve para dirigir esfuerzos hacia ellos y, también, para mostrar 
las direcciones de reformas factibles.» (p.53).

8 Pela maioria, nos sistemas majoritários, ou em razão de determinada proporção por cadeira, 
nos proporcionais.

9 O mesmo ressalta Sobierajski (2004) quando diz que «No mundo inteiro, a preocupação 
em instituir normas para o disciplinamento das campanhas eleitorais intensifi ca-se em razão de 
seu custo, que cresce geometricamente em função da complexidade dos pleitos e dos recursos 
existentes e disponíveis para a conquista de votos, materializado nas pesquisas de opinião e nos 
sofi sticados recursos de publicidade, dentre outros.» (p. 30).

10 Ainda sobre o incremento de custos, vale destacar Rial (2005) «Diante da necessidade de 
os partidos político levarem sua mensagem a milhões de eleitores, especialmente dirigidas àqueles 
que vivem nas grandes cidades —onde reside o setor que normalmente tende a aderir às diversas 
forças políticas— e diante da necessidade de assegurar, quando existe, o seu ‘eleitorado fi el’, o 
orçamento das organizações políticas aumentou constantemente.» (p. 101).
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informação; a crescente importância do marketing na área política e eleitoral; a 
massifi cação da informação, impondo o manejo de linguagens e formas de acesso 
diversas a cada público; apontam para um crescimento geométrico dos custos da 
atividade política, especialmente das campanhas eleitorais11.

Resta, assim, saber qual a melhor forma de arcar com tais custos, entendendo 
por fi nanciamento político o custeio das atividades partidárias e eleitorais e ad-
mitindo, de igual modo, os possíveis efeitos negativos decorrentes do ingresso de 
recursos fi nanceiros na atividade política12.

1.1. Responsabilidade pelo fi nanciamento político

Mesmo não sendo o escopo deste trabalho o detalhamento dos modelos de fi -
nanciamento político que foram sendo desenvolvidos e adotados pelos Estados ao 
longo dos anos, calha ao menos enumerá-los, explicando as razões que os sustentam.

Inicialmente, no esteio de um liberalismo político de matiz individualista e 
antiestatal, a atividade política foi tida por algo forçosamente externa ao Estado 
e, por esta razão, por ele ignorada13. Aos agentes e partidos políticos cabia buscar 
os meios de seu fi nanciamento, pouco importando com tal se daria. Tinha-se, 
desta forma, um fi nanciamento exclusivamente privado, a ser buscado dentre os 
apoiadores dos partidos políticos.

Esta postura, contudo, como se verá mais adiante, trouxe conseqüências nega-
tivas ao jogo político, incrementando em demasia a infl uência do poder econômi-
co nas eleições e reclamando, por parte do Estado, algum nível de controle.

Assim é que as primeiras regulamentações sobre o tema se cingiram a um 
aspecto negativo de controle14. Estatuiu-se limites de arrecadação e gastos por 

11 Cavalcanti (2005) diz que «As construções de imagens, o marketing eleitoral, a propagan-
da, dentre outras ferramentas lícitas e ilícitas para sedução do eleitorado têm custo elevado, ban-
cado raramente de modo ostensivo e geralmente de modo camufl ado por pessoas jurídicas e físicas 
interessadas em terem ‘representantes’, simpatizantes, ou até ‘prepostos’ como titulares de cargos 
eletivos nas áreas de interesses daquelas. Tal fato, aliado à inexistência de fi nanciamento público 
de campanhas, distorce e fragiliza a democracia, pois constroem-se ‘personagens’ que são eleitas, 
iludindo-se os eleitores em benefício dos ‘fi nanciadores’, gerando sazonais frustrações.» (p. 11).

12 De antemão é preciso reconhecer que não há modelo perfeito, como coloca Rial (2005) 
«Não existe um sistema de fi nanciamento único, ideal, funcional a todos os países e situações. A 
história e suas inércias, o contexto político existente no momento de adotar as medidas, as formas 
institucionais e as fórmulas políticas empregadas condicionarão o sistema a ser adotado em cada 
país e em cada circunstância histórica.» (p. 98).

13 Foi exatamente o mote da corrupção que abriu as portas da Suprema Corte dos Estados 
Unidos a permitir a regulamentação das doações destinadas a campanhas eleitorais, como relem-
bra Issacharoff (2010, p. 188).

14 Até mesmo a doutrina denominada Law and Economics, tradicionalmente avessa à inter-
venção estatal na liberdade dos cidadãos, parece aceitar as limitações negativas. É o que se vê em 
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parte de candidatos e partidos, tendo sob a ótica que quem podia doar, quanto em 
relação a que tipo de despesas poderia ser realizada15.

Os efeitos deletérios no que diz respeito à igualdade entre candidatos e parti-
dos, contudo, coincidindo com o desenvolvimento dos Estados de matiz provi-
dência (Welfare State), conduziu à criação de normas de ordem positiva. Assim, 
dentre as diversas atividades que passaram a constituir obrigação do Estado, tam-
bém a equalização de condições da disputa eleitoral foi assumida, levando aos 
mecanismos de fi nanciamento público.

Com o aperto generalizado das contas públicas decorrente de políticas de ma-
tiz neoliberal, principalmente a partir de meados da década de 80 do século xx, 
contudo, os Estados deixaram de ter disponibilidade para custear integralmente 
as cada vez mais caras campanhas eleitorais.

Por esta razão é que a maior parte dos Estados vem, paulatinamente, adotando 
modelos mistos de fi nanciamento político, através dos quais se permite o ingresso 
de recursos privados, de forma controlada, cotejados com recursos públicos de 
caráter equalizador.

No Brasil o modelo adotado é exatamente o de fi nanciamento misto. O Estado 
participa com o custeio da compra de tempo em todas as redes de televisão e rá-

seu maior expoente, Posner (1998) «Un procedimiento para restringir la infl uencia de los grupos 
de interés en el proceso legislativo consiste en limitar la cantidad de dinero que se puede gastar 
en las campañas política. Éste es el enfoque adoptado en las Enmiendas de la Ley Federal de 
Campañas Electorales de 1974. El tope a las contribuiciones reduce la ventaja comparativa de que 
un grupo capaz de superar los problemas de la ‘gorra’ haga grandes contribuiciones a los políti-
cos. [...] La propia ley de 1974 puede ser un ejemplo de legislación de interés especial, siendo el 
grupo benefi ciado los legisladores federales mismos. La ley favorece a los legisladores que tratan 
de reelegirse de la misma manera en que una limitación de los gastos de publicidad comercial 
favorecería a los productores de las marcas ya existentes. A menudo un producto nuevo requiere 
gran publicidad para que los clientes potenciales se familiaricen con él y con sus ventajas; lo mis-
mo ocurre con una cara nueva en el mercado político. No obstante, es probable que los efetctos 
de asignación (a diferencia de los efectos distributivos) derivados de limitar la publicidad política 
sean menos graves de lo que serían los efectos de limitar la publicidad comercial, no sólo debido 
a las distorsiones creadas por las presiones de los grupos de interés [...] sino también por el mayor 
incentivo para el fraude en la publicidad política que en la publicidad comercial.» (p. 497-498)

15 Muñoz (2007) «[...] es preciso que diferenciemos, dentro de las medidas intervencionistas 
que el Estado puede adoptar en relación con esta materia, entre las medidas negativas o limitado-
ras y las medidas positivas o compensadoras. [...] Así, en una primera fase, los Estados aprueban 
normas limitativas o prohibitivas, tanto de los gastos efectuados por los candidatos o los partidos, 
como de los ingresos que reciben. [...] En una segunda fase, que más o menos corresponde con 
el advenimiento del Estado social y democrático de Derecho, las legislaciones ya no se plantean 
como única forma de intervención en la materia la simple limitación de la libertad de actuación 
de candidatos o partidos, sino que pretenden compensar la situación de desequilíbrio que existe 
entre los competidores en relación con la disponibilidad de recursos económicos, garantizándoles, 
por diversos medios, el acceso a recursos de origen público en función de criterios equitativos.» 
(p. 179-180).
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dio, paga mediante compensações tributárias, bem como com recursos diretos do 
orçamento da União consubstanciados no Fundo Partidário. Admite-se, simulta-
neamente, a recepção de doações de pessoas físicas ou jurídicas, nos termos e com 
os limites que serão objeto de ponderação mais à frente.

De uma forma ou de outra, é de se admitir que mesmo com o fi nanciamento 
exclusivamente público não se mostra possível afastar defi nitivamente o ingresso 
ilícito de recursos privados nas campanhas eleitorais16.

Muito já se falou sobre a permeabilidade da política à infl uência do dinheiro17. 
Considera-se, inclusive, que o dinheiro atua como a água, sempre em busca de 
um canal de escoamento para dentro do sistema político. Assim, a experiência 
vem mostrando que mesmo as mais rígidas normas não se mostram capazes de 
defi nitivamente afastar a infl uência do poder econômico da disputa eleitoral e, 
posteriormente, do exercício do poder18. Assim, faz-se necessária uma refl exão 
sobre seus efeitos19.

16 Com as mesmas ponderações, Campos e Ponte (2010) «O fi nanciamento público eliminaria 
do cenário político —em tese— o caixa-dois, montado com recursos ilegais. Também facilitaria 
a fi scalização, porque todos promoveriam campanhas de acordo com o montante recebido, sem 
demonstrar, portanto, sinais excessivos de riqueza. Essa idéia, entretanto, mostra-se de elevada 
ingenuidade. Com ou sem doação fi nanceira, os interesses econômicos não serão apartados da 
política e não se vai neutralizá-los. E mesmo que as campanhas passem a ser controladas pelo que 
ostentarem, a medida não se mostra propícia a impedir que seja doado dinheiro a partido algum. 
Ate porque, bem se sabe, verta a imprensa informações de que valores recebidos por partidos têm 
sido aplicados em ações bem menos nobres do que a divulgação de fi losofi as e idéias partidárias. A 
revés, tem-se visto empregado tanto na fraude do próprio processo quanto na compra de votos par-
lamentares. Em síntese, Estado fi nanciando campanha é medida tendente a elevar a dívida pública 
e penalizar o contribuinte, mostrando-se inapta no combate à corrupção e na extinção das doações 
privadas, mormente ante o combalido e opróbrio sistema fi scalizatório estatal.» (p. 145-146).

17 Alexander (1992) fi xa que «[...] money also is a tracer element in the study of political 
power. Light thrown upon transactions involving money illuminates political processes and be-
havior and improves understanding of the fl ow of infl uence and power.» (p. 3).

18 Sobre a suposta inutilidade de se proibirem as empresas de efetuar doações eleitorais, en-
tende Doublet (2003) que «[...] podríamos agregar que la prohibición de donativos de empresas 
a los candidatos —como se da en Bélgica y Francia— es una buena idea enganosa, debido a que 
favorece las donaciones clandestinas.» (p. 477). Em sentido contrário, defendendo a proibição se 
coloca Malem (2003) «Obviamente no toda donación en dinero o en especie a un partido polí-
tico realizada con publicidad por una persona física tiene causa innobles. [...] Pero la cuestión 
no resulta tan clara en el caso de las donaciones de las grandes corporaciones. Em primer lugar, 
porque no parece ser el objeto social de estas empresas fi nanciar la política. [...] En segundo lugar, 
porque las corporaciones suelen fi nanciar a todos los partidos que tienen alguna posibilidad de 
éxito electoral, con alguna posibilidad de infl uencia politica, más allá de las posiciones ideológicas 
que sustenten. [...] La fi nanciación de la política en manos de las empresas puede transformar a 
los políticos en poleas de transmisión de los intereses de los poderosos y pone al servicio de quien 
paga a buena parte del aparato estatal.» (p. 488).

19 Ponderando sobre as consequências e desafi os do tema, bem destaca Speck (2005), atento à 
necessidade de realismo na formulação de respostas «Entre os valores que nutrem a regulação do 
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1.2. Representatividade e igualdade entre os cidadãos

Fundamento inolvidável do sistema democrático representativo é o fato de se 
dividir o poder de escolha igualmente entre todos os cidadãos. O velho adágio que 
apregoa a cada cidadão a força de um voto corporifi ca esta constatação, como ve-
mos nas colocações de Silva (1999)20. Num modelo ideal, portanto, a infl uência de 
cada cidadão na escolha de seus representantes e governantes deveria ser idêntica. 
Não se vive, contudo, neste mundo ideal.

Diversos são os critérios práticos que diferenciam os cidadãos em relação ao 
poder de cada um na seleção dos candidatos. Exemplifi cadamente há aqueles que 
se diferenciam por terem melhores argumentos no debate público; outros detêm 
infl uência em subgrupos da população que acolhem suas recomendações, como 
líderes comunitários e religiosos; alguns têm tamanho prestígio e destaque na 
imprensa que suas opiniões são reverberadas de forma desproporcional e, por fi m; 
há os que se diferenciam por deterem maiores recursos fi nanceiros, com os quais 
logram infl uenciar a disputa política em benefício ou prejuízo de candidatos ou 
partidos.

Sem pretensão de adentrar o tema em detalhes, é certo que a doutrina não 
hesita em admitir que parte das diferenças aferidas na prática entre os cidadãos 
é legítima, não se podendo falar em perniciosidade na sua admissão. Assim, por 
exemplo, no que diz respeito à inteligência, formação, perspicácia política, retó-
rica, prestígio popular, fama, dentre outros21.

Quanto à diferença econômica, contudo, se tem por pacífi ca a crítica de sua in-
fl uência na igualdade de condições entre cidadãos na escolha de representantes22.

fi nanciamento político, alguns merecem destaque desde sempre, porque percorrem as preocupações 
de observadores, ativistas e legisladores. São eles: (1) a preocupação com a equidade cidadã nas 
eleições; (2) a distorção da competição eleitoral em função do acesso desigual a recursos; (3) a pre-
venção de arranjos corruptos entre doadores e representantes eleitos; e, fi nalmente, como preocu-
pação transversal, (4) a capacidade de implementar eventuais novas regras na prática.» (p. 133).

20 «Corolário inescapável do sufrágio universal, sem o qual este seria uma conquista vazia, 
voto igual signifi ca que o voto de cada eleitor de um determinado Estado deve ter exatamente o 
mesmo peso, sem qualquer distinção, como de sexo, raça, religião, nível escolar, fortuna ou ideo-
logia.» (p. 29).

21 Sobre o debate visto sob a ótica da igualdade entre candidatos e entre cidadãos, recomenda-
se Muñoz (2007, p. 340-370)

22 Com este entendimento, Lima (2005) «A liberdade plena do eleitor nas escolhas de seus 
representantes poderá estar contaminada por fatores externos ilegítimos, posto que introduzidos 
de forma artifi cial no meio que o circunda, com o claro objetivo de induzir-lhe a vontade, de 
forma enganosa, maculando a sua liberdade. Dentre esses fatores, destaca-se o abuso do poder 
econômico por parte de candidatos e partidos, do qual decorre a quebra de igualdade nas disputas 
eleitorais. [...] Da intromissão do poder econômico na liberdade de escolha resulta, como não 
poderia ser diferente, a eleição de representantes ilegítimos, à medida que esses representantes 
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Ainda que não seja escopo deste trabalho apreciar como se manifesta tal di-
ferença, basta ao quanto aqui debatido reconhecer que aquele que dispõe de 
mais dinheiro não deveria, em tese, ter um voto mais forte do que os demais 
cidadãos23.

1.3. Representatividade e igualdade entre os candidatos

As mesmas ponderações lançadas na subseção anterior têm aplicação no que 
diz respeito ao outro pólo da disputa política: o dos candidatos. Assim como 
os eleitores devem ter todos a mesma condição de infl uir no pleito; cada candi-
dato deve partir de um mesmo patamar de igualdade na busca pelos votos dos 
cidadãos.

Se aqui também se reconhece que um argumento político melhor, lançado por 
certo candidato, deva ter uma maior repercussão no convencimento dos eleitores 
que um argumento defi ciente, formulado por outro, patente que se admite haver 
diferenças legítimas entre candidatos, as quais o Estado não deve trabalhar para 
eliminar.

No que diz respeito às diferenças econômicas dos candidatos ou partidos24, 
contudo, também se impõe a conclusão da subseção anterior. Não parece justo 
ou razoável que um candidato tenha melhores condições de disputar o pleito em 
função, exclusivamente, de ter logrado obter maior quantidade de dinheiro junto 
a doadores.

Para que se pudesse admitir uma vinculação direta entre doações recebidas 
e apoio popular, pela qual aqueles candidatos ou partidos mais apoiados 
recebessem mais recursos de seus doadores, forçoso que a divisão de recursos 
fi nanceiros na sociedade fosse paritária. Não sendo este o caso dos Estados que 

não são produto da vontade verdadeiramente livre dos representados, confundidos de forma cada 
vez mais sofi sticada e sutil pela máquina eleitoral, azeitada por enormes somas de dinheiro. Como 
consequência última, observa-se um crescente afastamento entre as decisões políticas adotadas 
pelos representantes e as reais expectativas e necessidades de seus destinatários, gerando uma crise 
de legitimidade evidente.» (p. 20).

23 No mesmo sentido, Malem (2003), com destaque à diferente infl uência após a eleição e 
o confl ito em relação à vedação do mandato imperativo nas democracias modernas, ao dizer que 
«Cuando el gobierno toma alguna medida en cumplimiento de un pacto corrupto se dejan de 
lado las preferencias de los votantes. Se decide porque así lo ha dispuesto el donante. Esto implica 
que el derecho que tienen todos los ciudadanos de ser tratados con igual consideración y respeto, 
de que sus preferencias valen por igual, no se cumple. [...] la corrupción hace inútil, de alguna 
manera, esa prohibición del mandato imperativo, ya que los representantes ejecutarán las órdenes 
de ciertos representados, precisamente de aquellos que más han contribuído a sus campaña elec-
torales o sostener económicamente al partido político al cual pertenecen.» (p. 491).

24 Não as diferenças econômicas do candidato visto sob sua ótica pessoal, por certo, mas a 
diferença de recursos que cada candidato ou partido consegue arrecadar na sociedade.
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vivem sob regime econômico capitalista, como o caso do Brasil, o argumento 
não se sustenta. Assim, um candidato apoiado por pequeno número de pessoas, 
físicas ou jurídicas, em condições de custear integralmente sua campanha, 
concorreria em vantagem comparativa com outro candidato, cujos milhares 
de apoiadores não dispusessem, ainda que somadas suas disponibilidades, do 
mesmo valor para destinar a doação25.

As ponderações aqui trazidas também não são objeto de análise deste trabalho, 
como visto na introdução. Prestam-se, contudo, a demonstrar que a nocividade 
da infl uência do poder econômico na política se alastra por diversas óticas sob as 
quais se a analise.

1.4. Financiamento político e incentivo à corrupção

Tendo fi cado claro que a atividade política exige fi nanciamento; que este 
pode ocorrer pelas vias pública, privada ou mista, mas sempre sem lograr afastar 
em defi nitivo a força do poder econômico26; e tendo apontado sua infl uência 
na igualdade entre cidadãos e entre candidatos; calha, por fi m, entrar no tema 
próprio deste trabalho, que é a interrelação entre fi nanciamento político e cor-
rupção27.

Porto (2000, p. 18-23 e 38-39) descreve em detalhes o histórico das relações 
entre eleições e dinheiro, desde o período romano com as Leges de Ambitus, pas-
sando pelas primeiras leis que tentaram controlar o fenômeno. Entende o autor 
que «o abuso do poder econômico nas eleições é tão antigo quanto a utilização dos 
escrutínios» (p. 18).

25 Destacando a correlação entre ingresso de recursos e provável êxito eleitora, afi rma Zovatto 
(2003) que «[...] si bien el dinero no asegura automáticamente ganar las elecciones, existen sin 
embargo evidencias apabullantes acerca de la enorme infl uencia que tiense éste en materia políti-
ca-electoral.» (p. 39).

26 Calha lembrar Speck (2005) quando afi rma que «Uma vez aceita a idéia de que a compe-
tição política necessita de recursos para que candidatos possam comunicar-se com os eleitores, há 
uma enorme difi culdade em praticamente todos os países em regular, através de diferentes limi-
tações e incentivos, a prática de fi nanciamento, evitando riscos e distorções e ao mesmo tempo 
garantindo condições materiais para a competição democrática.» (p. 127).

27 Bem resumindo o tema em debate, calha ler Zovatto (2003) ao dizer que «El problema 
de la fi nanciación de la política ha adquirido una importancia cada vez mayor por su capacidade 
potencial de enturbiar la transparencia de las elecciones y deteriorar la legitimidad del sistema 
democrático y la ética de la administración pública. [...] Por otra parte, el costo creciente de las 
campañas electorales provoca que la incidencia del dinero sea cada vez más determinante. [...] 
Desde esta perspectiva, la infl uencia de los donantes es creciente y a menos que se establezcan 
correctivos a esta situación, se pone en juego nada menos que la legitimidad no sólo del proceso 
electoral sino del poder político mismo. Si a esto se le suma la presencia del dinero negro en las 
campañas, la relación con la ética pública es evidente y las consecuencias sobre la legitimidade aún 
más veementes.» (p. 38).
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Com o crescimento do Estado e a assunção de grandes parcelas da atividade 
econômica, seja para sua direta prestação, seja pela regulamentação, bem como 
em decorrência das crescentes demandas internas do próprio Estado, cada vez 
mais ele se torna o principal pólo cujas decisões afetarão os agentes econômicos. O 
Estado assume o papel, assim, de maior cliente e único defi nidor de regras econô-
micas. Não é de se estranhar, assim, persigam estes mesmos agentes econômicos 
uma proximidade com os centros decisórios, visando obter decisões que sejam 
economicamente favoráveis a si ou, ao menos, evitar aquelas mais desastrosas aos 
seus negócios28.

É sob este ângulo que se deve analisar a intersecção do fi nanciamento político 
com a corrupção, visualizando-a como a tentativa por parte de entes privados de 
obter, dos agentes políticos que vierem a ser eleitos, compromissos que permitem 
uma maior infl uência ao longo do período dos mandatos29.

Antes de mais nada, assim, vale defi nir o que se entende por corrupção30. O 
debate é extenso na doutrina e não parece ter chegado a conclusões defi nitivas. 
Pode-se compreender o fenômeno sob a ótica da desigualdade de condições que 
cria entre cidadãos, atribuindo a alguns uma maior fatia na alocação de recursos 
do estado, em detrimento daqueles que não logram obter a mesma infl uência. A 
matéria, assim, se imbricaria com o quanto já dito com relação ao princípio da 
igualdade31.

Outro modo de ver a questão, mais rasa, reduz a corrupção à norma positiva, 
aduzindo serem atos corruptos aqueles que as leis assim o determinarem.

Por fi m, pondera-se ser melhor para os limites aqui propostos ver a corrupção 
como fenômeno multifacetado, indeterminável em termos das condutas que 

28 Acerca da ubiquidade destes vícios no mundo, cabe destaque a Speck (2005) «São poucos 
os países que não tenham enfrentado escândalos vinculados ao tema do fi nanciamento político, 
seja em função da suspeita de recursos de origem ilícita, da violação de limites estabelecidos para 
o fi nanciamento, da prática de doações não registradas ou, em casos mais graves, da suspeita de 
que as doações estejam vinculadas a favores por parte dos representantes políticos (p. 123)

29 Com Lima (2005) «Como consequência desse estado de coisas, observa-se o comprometi-
mento dos partidos e candidatos com a ação de seus fi nanciadores, geralmente ocultos, em troca de 
infl uência nos canais decisórios estatais, nos casos em que a sua própria superioridade econômica 
não decida as eleições.» (p. 50).

30 Em Rose-Ackerman (2011) vemos que «‘Corruption’ is a term whose meaning shifts with 
the speaker [...] I use the common defi nition of corruption as the ‘misuse of public power for private 
or political gain’, recognizing that ‘misuse’ must be defi ned in terms of some standard.» (p. 1).

31 Assim em Uslaner (2008) «The linkage between corruption and inequality —either in 
income or before the law— points to a weakness in traditional arguments about corruption. Co-
rruption refl ects more than legal prescriptions. While hardly free of diffi culties, the conception of 
corruption that I fi nd most compelling is malfeasance (which I use interchangeably with ‘corrup-
tion’) as the absence of transparency.» (p. 8).
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podem ser praticadas32, mas que sempre se consubstancia em uma troca33, na 
qual a prestação e a contraprestação avençadas envolvem, de um lado um benefício 
privado, pecuniário ou não, de outro o desvio na consecução de uma política pública.

Se a corrupção é fundamentalmente marcada por este quid pro quo, essa troca 
de uma coisa por outra34, é de se reconhecer que as eleições são um ambiente fértil 
para que viceje esta prática. Nas palavras de Zovatto (2003, p. 40) «ésto es uno de 
los modos como el tema del fi nanciamiento se convierte en una fuente de tráfi co 
de infl uencia y corrupción de consecuencias nefastas para la ética en la adminis-
tración pública y la salud de la democracia misma».

Exatamente no momento eleitoral é quando o candidato ou partido, na busca 
por uma situação vantajosa em relação aos adversários, angaria todos os recursos 
fi nanceiros possíveis. Dentre estes, invariavelmente, vêm à tona propostas escusas 
e as ofertas de recursos à margem da legalidade35.

32 Trazendo um bom rol de condutas corruptas que podem decorrer do fi nanciamento político, 
cabe ressaltar a análise de Cárdenas (2010) «El dinero tiene una infl uencia destacada en materia 
político-electoral, por eso, los partidos y candidatos, sin excepción, suelen estar dispuestos a casi todo 
con el propósito de obtener los recursos fi nanceiros necesarios para hacer frente a las campañas, in-
cluso llegan a comprometerse a pagar con favores una vez lleguen al poder» (p. 196) e, mais adiante 
«[as formas de pagar esses favores são variadas] y dependen de las circunstancias y de la natureleza 
del arreglo negociado en su momento. Em alguns casos estos compromisos comportan un dar o un 
hacer; en otros por el contrario, constituyen un no hacer o abstenerse. En algunos casos signifi can 
dar apoyo o ‘hacer la vista gorda’, portegiendo de este modo actividades o sujetos que están en la 
ilegalidade; en otras ocasiones implican adoptar una política determinada a favor de tal o cual grupo 
de presión o interés. Así se puede pagar con la promoción de determinadas leyes o reformas legales, 
políticas públicas, contratos públicos, impulsar desde el gobierno políticas a favor de otra nación o 
grupo de interés, eximir a sectores económicos del pago de impuestos, proteger industrias mediante 
la vía fi scal, no tomando acciones en contra de determinados sectores, etcétera.» (p. 197).

33 Fazendo a leitura sob a ótica da troca e atribuindo o nome de suborno ao fi nanciamento 
político, temos Speck (2005) «Há, fi nalmente, uma terceira preocupação referente à integridade 
do representante. Este, como qualquer outro ocupante de um cargo público, como parlamentar ou 
governante, poderá se envolver em arranjos corruptos, favorecendo aqueles que aportaram recursos 
para suas campanhas. O fi nanciamento político assumiria o papel de um suborno.» (p. 147).

34 Mesma leitura tem Rial (2005) «É certo que há pressões do setor empresarial que quer que 
seu dinheiro investido em organizações política sirva a seus interesses. Também são conhecidas as 
denúncias referentes a doações associadas a dinheiros ilícitos. O desprestígio dos partidos e o ‘ci-
nismo do cidadão’, que não vê vantagens em participar da política ou que, diante da oportunidade 
de obtê-las, as procura, leva à compra de votos e ao crescimento incessante das campanhas nos 
meios de comunicação. A idéia de que todo político é corrupto já está enraizada na opinião pública 
da região.» (p. 97).

35 Lembra Reis (2010) «O tema do fi nanciamento dos partidos e das campanhas políticas 
toma ainda uma dimensão especial quando se sabe que, ao lado dos recursos de origem regular, 
podem surgir contribuições de procedência não muito adequada. Nestes casos estão os recursos 
irregularmente obtidos de órgãos ou entidades públicas; contribuições de origem estrangeira; ou 
mesmo ‘doações’ de particulares que buscarão obter uma contrapartida quando o partido eventual-
mente chegar ao Poder.» (p. 228).
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Nem mesmo as doações feitas nos estritos limites da legislação, impende 
destacar, devem necessariamente estar desvinculadas de eventual acordo si-
nalagmático36. Pode ser dar algo, mesmo que licitamente, em troca de outra 
coisa37.

A corrupção pode se materializar, assim, em uma miríade de exemplos. Futu-
ras contratações de servidores para cargos comissionados, sem a necessária ponde-
ração do quanto poderão os contratados colaborar com os fi ns públicos do Estado; 
abertura de licitações dirigidas, nas quais o ente privado interessado colabore com 
a feitura das regras e editais; criação de regras regulatórias que benefi ciem ou pre-
judiquem determinados setores da atividade econômica; concessão em desacordo 
com as normas ou, ao menos, de forma mais célere que com os demais cidadãos de 
alvarás, licenças e outras formas de permissão e autorização de atividades regula-
das, dentre tantas outras.

Assim como por vezes as doações que vislumbram fi nalidades futuras corrup-
tas nem sempre ocorram à margem da lei, de se considerar que os próprios bene-
fícios futuros podem não ser, per se, ilícitos.

Isto é o que se vê, por exemplo, com as contratações públicas efetuadas na 
modalidade licitatória do convite (cf. art. 22, III da Lei nº 8.666/93), na qual 
cabe ao poder público determinar quais serão as três empresas chamadas a apre-
sentar propostas. Nada obsta, ao menos em termos estritamente legais, que sejam 
sempre chamadas três empresas que efetuaram doações eleitorais anteriormente, 
garantindo-se sempre a vitória de ao menos uma delas. Mesma observação vale 
para contratação de servidores para cargos de provimento comissionado, ao qual 
se dispensa o concurso público, visto que os critérios de assunção a tais cargos são 
estritamente políticos.

O fi nanciamento político interessado corrompe o agir do poder público, 
desta forma, mesmo que não viole estritamente a legislação positiva. Tal cená-
rio, naturalmente, impõe ainda maiores difi culdades ao controle desta forma de 
corrupção.

36 Em sentido contrário, vislumbrando sempre um intuito de troca nas doações eleitorais, 
Reis (2010) «É evidente que os particulares fi nanciadores dos partidos e, em especial, das campan-
has eleitorais, são pessoas que têm interesse nos resultados: todos aqueles que fi nanciam as ativi-
dades partidárias conseguem que lhe fi que aberta uma via para obtenção de favores e benefícios.» 
(p. 230).

37 Ainda que não se possa generalizar esta afi rmação, sendo de se reconhecer a importância das 
doações desinteressadas para o fi nanciamento da necessária atividade política, uma investigação 
deve ter a honestidade científi ca de admitir ao menos esta imensa possibilidade.
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2. Os mecanismos de controle do financiamento 
político privado no Brasil

Se na seção anterior foi possível concluir que a interferência do dinheiro no 
processo eleitoral acarreta sérias distorções e que, dentre estas, há destaque para 
o incentivo à corrupção, aqui se pretende delinear a forma com a qual se busca 
combater tais efeitos no Brasil.

Não é pretensão deste trabalho, conforme já dito, exaurir a análise dos meca-
nismos de controle existentes no direito positivo brasileiro ou descer amiúde em 
sua descrição, funcionamento e compreensão pelos tribunais. Ao contrário, nos li-
mites aqui propostos, importa enumerá-los, explicitando seus objetivos, de modo 
a perquirir se têm eles condições de repercutir diretamente na redução do efeito 
indutor de corrupção do fi nanciamento político privado.

No Brasil, a normatização, planejamento, organização e realização das eleições, 
bem como a solução das controvérsias nelas vislumbradas, recaem sobre a Justiça 
Eleitoral. As regras gerais atinentes às eleições, por natural, são de competência 
do Congresso Nacional, por meio de leis ordinárias ou complementares.

Naquilo do regramento eleitoral que importa a este trabalho, ganha destaque 
a Lei nº 9.504/97, denominada Lei Geral das Eleições; a Lei nº 11.300/06, pro-
mulgada sob os efeitos do escândalo que fi cou conhecido na imprensa por «men-
salão», envolvendo a corrupção decorrente de fi nanciamento político; e a Lei nº 
12.034/09, que além de atualizar as normas relativas à propaganda eleitoral na 
internet, criou novos mecanismos de controle no fi nanciamento político.

Em vista do escopo deste trabalho, deixa-se aqui de analisar as regas próprias 
do fi nanciamento das atividades regulares partidárias, externas às eleições. Estão 
elas dispostas na Lei nº 9.096/95, mas sua apreciação envolveria alongar em de-
masia este artigo, sendo recomendável uma futura apreciação exclusiva do tema. 
Por esta razão, daqui em diante se falará em fi nanciamento eleitoral, diferen-
ciando este conceito do até agora utilizado, fi nanciamento político, que abrange 
também o fi nanciamento partidário.

Além das três leis ordinárias que serão tratadas, o exercício do poder regula-
mentar por parte da Justiça Eleitoral, consubstanciado em resoluções produzidas 
no âmbito do Tribunal Superior Eleitoral (TSE), traz também inovações que refl e-
tem nos meios de combate à infl uência do poder econômico nas eleições.

2.1. O sistema da Lei nº 9.504/97

O controle do fi nanciamento eleitoral se inicia com a fi xação de limites globais 
para os gastos de determinada candidatura, o que é fi xado unilateralmente pelo 
partido ou coligação (artigos 17-A e 18), no ato do pedido de registro dos can-
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didatos. Por óbvio que o limite de gastos signifi ca, pela ótica contrária, o teto de 
arrecadação38_39.

As coligações e partidos devem ainda indicar e nomear Comitês Financeiros 
que, juntamente com os candidatos, passam a ser responsáveis pelo relacionamen-
to com a Justiça Eleitoral no que diz respeito às contas de campanhas (artigos 17 
e 19). Assim é que fi cam ainda estabelecidos os limites temporais para arrecadação 
e gastos de campanha, que terá início com a formalização das candidaturas e dos 
Comitês Financeiros e se encerrará com a entrega das prestações de contas.

Disto decorre a obrigatoriedade de elaboração e prestação de contas da cam-
panha à Justiça Eleitoral, o que é feito em programa de computador próprio, 
disponibilizado aos candidatos e partidos, a ser apresentada em versão fi nal até 
trinta dias após a data do pleito, acompanhada dos documentos comprobatórios 
das receitas e despesas (artigos 28 e 30).

Para um maior controle da arrecadação e do gasto eleitoral se instituiu a for-
çosa abertura de conta corrente eleitoral, na qual todos os recursos de campanha 
devem transitar, vinculada a uma também compulsória inscrição no Cadastro Na-
cional de Pessoas Jurídicas (CNPJ) (artigos 22 e 22-A).

Estabelecidos estes pré-requisitos, pode o candidato, partido ou coligação ini-
ciar a arrecadação de recursos, o que somente pode se dar mediante a emissão 
de recibo eleitoral, que é documento cuja numeração contínua é fornecida pela 
Justiça Eleitoral e que comprova a lícita entrada de recursos em uma campanha 
(artigo 23, §2º).

As pessoas, físicas ou jurídicas, podem efetuar doações às campanhas em di-
nheiro ou em bens e serviços que sejam estimáveis em dinheiro. Tal previsão exige 
que candidatos, partidos e coligações avaliem, a preços de mercado, qual teria sido 
o valor de referido serviço ou bem disponibilizado para uso em uma campanha 
eleitoral, caso tivesse sido pago (artigo 23).

Vale abrir um parêntesis para ressaltar que mesmo sendo boa a norma, evitan-
do que grande parte dos bens e serviços usados por uma campanha seja organizada 
à margem da prestação de contas, a disposição cria por vezes a falsa impressão de 
uma campanha dispendiosa, o que ainda é refutado pela opinião pública em geral. 

38 Já aqui se tem um primeiro problema, com a estipulação unilateral por cada partido ou co-
ligação. Macula-se o princípio da igualdade entre os candidatos, dado que nenhuma norma impõe 
similitude aos limites. Contudo, como visto anteriormente, não é este o efeito primordial que se 
pretende analisar aqui.

39 Referindo-se ao problema do limite de gastos, Sobierajski (2004) diz que «No que tange 
à realização e pagamento de despesas, em que pese a tentativa de coibir o fi nanciamento indireto 
das campanhas, verifi ca-se que inexistem instrumentos legais de fi scalização do seu fi nanciamento 
global, até porque é desconhecido o custo global da campanha.» (p. 205).
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Assim, um candidato cuja campanha tenha se resumido exclusivamente ao traba-
lho voluntário de militantes ou ao empréstimo desinteressado de bens móveis e 
imóveis, poderá ser veiculada na imprensa como «milionária», na medida em que 
a avaliação monetária destes serviços e bens pode ser volumosa.

Estipula-se ainda um limite de doações para pessoas físicas e jurídicas. Para as 
primeiras será de 10% (dez por cento) dos rendimentos brutos auferidos no ano 
anterior, conforme declarado à Receita Federal (artigo 23, §1º, I). No caso das 
empresas, o limite é de 2% (dois por cento) do faturamento declarado no exercício 
anterior40 (artigo 81, §1º).

De modo a tentar evitar infl uências diretas no pleito de alguns tipos de pessoas 
jurídicas, a lei veda absolutamente o recebimento de doações oriundas de: entida-
des ou governos estrangeiros; órgãos da administração pública, direta ou indireta; 
concessionários e permissionários de serviços públicos; entidades privadas que 
recebam recursos derivados de contribuições compulsórias; entidades de utilidade 
pública, de classe ou sindicais; e pessoas jurídicas sem fi ns lucrativos que recebam 
recursos do exterior; (artigo 24).

Estabelecido quem pode e quem não pode doar e os respectivos limites, passa a 
lei a prever os tipos de gastos que são autorizados aos candidatos. Assim é que se 
permite: a confecção de materiais impressos; a contratação de propaganda eleito-
ral; o aluguel de imóveis; a realização de despesas com transporte e deslocamento; 
o uso dos serviços de correios e de entrega de encomendas; os gastos relativos à 
instalação e manutenção de comitês eleitorais e partidários; a remuneração ao pes-
soal que presta serviços nas campanhas, incluindo sua alimentação; a realização de 
comícios e a sonorização de veículos para atos políticos; a produção de programas 
de rádio e televisão; a contratação de pesquisas eleitorais; a criação e manutenção 
de sites para propaganda eleitoral na internet; e a produção de jingles e outros 
mecanismos publicitários assemelhados (artigo 26).

Entregue a prestação de contas, será ela analisada pela Justiça Eleitoral que as 
aprovará, simplesmente ou com ressalvas, rejeitará ou considerará não prestadas, 
caso se omita o candidato, partido ou coligação (artigo 30).

Na análise dos dados constantes das prestações de contas são comumente con-
vocados técnicos de outros órgãos públicos, como os Tribunais de Contas (artigo 
30, §3º) e, ao fi nal, caso tenha havido sobras ou dívidas de campanha, serão elas 
transferidas aos partidos componentes da coligação ou apoiadores do candidato41.

40 Tem-se aqui, do mesmo modo, grave violação ao princípio igualitário, agora no viés da 
igualdade entre os eleitores. Aquele que tem maior renda, seja pessoa física ou jurídica, pode 
licitamente infl uir com maior peso nas campanhas eleitorais. Repetindo que não é este o enfoque 
dado ao trabalho, fi ca o destaque à incoerente regra.

41 Destacando o problema das sobras de campanha, que mesmo se de origem ilícita retornam aos 
caixas dos partidos, temos Campos e Pontes (2010) «O ainda insufi ciente controle sobre a destinação 
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2.2. Os acréscimos da Lei nº 11.300/06

Ainda sob o impacto do escândalo de repercussões políticas que fi cou conheci-
do como «mensalão», ocorrido entre 2005 e o início de 2006, o Congresso Nacio-
nal aprovou uma legislação com o intuito de reforçar os mecanismos de controle, 
baratear as campanhas eleitorais e evitar, com isso, a necessidade de recursos por 
parte de candidatos, partidos e coligações.

Fez-se, assim, uma primeira tentativa de equalizar os gastos de todos os can-
didatos, prevendo que lei própria, específi ca de cada eleição, poderá fi xar um teto 
comum de despesas (artigo 17-A e 1842). Inobstante tal fato, é certo que nas elei-
ções que se seguiram à sua promulgação (2006, 2008 e 2010) não houve qualquer 
esforço em aprovar referida normatização com limites gerais.

Outra inovação foi a presunção de responsabilidade do candidato por sua pres-
tação de contas, ainda que tenha sido nomeado administrador fi nanceiro para 
formulá-la (artigo 21). A salutar mudança veio com o fi to de impedir a conhecida 
estratégia de não responsabilização pela ausência de conhecimento.

Impôs-se, ainda, a automática desaprovação das contas de candidato, partido 
ou coligação que tenha se valido de recursos fi nanceiros que não tenham transi-
tado na conta corrente eleitoral (artigo 22, §3º). Ponto negativo, contudo, é que 
permanece sem conseqüências práticas a desaprovação de contas, além do estigma 
social decorrente de sua divulgação. Ao menos há o encaminhamento dos autos 
ao Ministério Público, que pode avaliar se a desaprovação decorreu de algum fato 
que constitua ilícito criminal ou cível (artigo 22, §4º).

Vedou-se ainda o depósito anônimo em dinheiro de doações nas contas corren-
tes eleitorais, permitindo-o apenas se identifi cado (artigo 23, §5º). A medida teve 
por escopo impedir que se usassem terceiros (comumente chamados de «laran-
jas») para titularizar doações que nunca tiveram conhecimento.

Estendeu o rol das doações vedadas às entidades esportivas, ONGs e OSCIPs 
que recebam recursos públicos, o que não estava previsto originalmente na Lei 
nº 9.504/97 (artigo 24, IX, X e XI). Buscou-se, com isso, guardar coerência na 
listagem e evitar o retorno de recursos públicos destinados a este tipo de entidade 
nas campanhas eleitorais.

Deveras signifi cativa foi a total proibição da distribuição de brindes, realização 
de sorteios, entrega de troféus e outras benesses por parte de candidatos, partidos 
ou coligações (artigos 23, §5º e 39, §6º). Ainda que sem guardar relação com o 

dada às sobras de campanha acaba por permitir que os partidos possam se benefi ciar daquelas doações 
tidas por ilegítimas, afrontando, novamente, a tão perseguida isonomia.» (p. 144).

42 As referências aos artigos desta e da próxima subseções são todas da Lei nº 9.504/97, se 
nada for indicado em sentido contrário, dado que as leis nº 11.300/06 e 12.034/09 acresceram ou 
alteraram artigos da Lei Geral das Eleições.
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tema aqui vertido, a vedação veio em boa hora, nada justifi cando a entrega de 
itens que possam ter utilidade aos eleitores e, com isso, eventualmente angariar a 
simpatia necessária para obter o voto.

Proibiu-se, ainda, a realização dos denominados «showmícios», eventos políti-
cos festivos, nos quais a população acorria com intuito maior de diversão, a fi m de 
assistir shows musicais de seus artistas, acabando por receber, transversalmente, 
mensagens políticas. O motivo por trás da limitação foi vislumbrar nestes eventos 
uma deturpação da atividade política e o risco de infl uir na vontade do eleitor de 
modo indevido43.

Em decorrência da intensa crítica à opacidade das campanhas eleitorais, de-
corrente do fato de somente se ter acesso às prestações de contas após o pleito, es-
tatuiu a lei duas prestações parciais, a serem encaminhadas para disponibilização 
na internet, em 6 de agosto e 6 de setembro dos anos eleitorais (artigo 28, § 4º).

Referida medida, aclamada pela possibilidade de aperfeiçoar a transparência 
das eleições, restou praticamente sem efeito ante os termos da legislação. Os can-
didatos, partidos e coligações apenas são obrigados a divulgar a somatória parcial 
de arrecadação e despesas, sem declinar, durante o período eleitoral, os nomes dos 
doadores e a discriminação das despesas. A obrigação, puramente formal, portan-
to, pouco se presta aos fi ns pretendidos.

Fixou a lei, também, um prazo para que a Justiça Eleitoral aprecie as contas 
dos candidatos que se sagraram vencedores, anterior à diplomação44 (artigo 30, 
§1º). Ainda que bem intencionada a proposta, é certo que a ausência de sanções 
decorrentes da mera desaprovação de contas impede que se deduza qualquer as-
pecto prático da alteração45.

A norma avançou na previsão de uma ação própria para apurar «condutas em 
desacordo com as normas desta Lei, relativas à arrecadação e gastos de recursos» 

43 Não é objetivo do trabalho debater como se forma a vontade do eleitor. Ainda que se tenha 
restrições quanto a esta visão simplista, que toma o eleitor como um néscio a clamar por uma 
Justiça Eleitoral paternalista que o proteja, é certo que a proibição acarretou a redução dos custos 
das campanhas, trazendo efeitos benéfi cos.

44 Diplomação é o ato fi nal da Justiça Eleitoral no processo eleitoral, consubstanciando a ma-
nifestação daquele órgão no sentido de ter determinado candidato atingido a exigência legal para 
se sagrar vencedor em, com isso, autorizando sua posse, que se dará sob responsabilidade do ente 
para o qual foi eleito (Poder Executivo ou Legislativo).

45 Nesta linha, Sobierajski (2004) afi rma «Assim é que se pode concluir que a evolução nor-
mativa do fi nanciamento das campanhas eleitorais e sua prestação de contas à Justiça Eleitoral de-
monstram que, apesar da instituição —pela Justiça Eleitoral— de maior número de mecanismos 
de controle da regularidade das contas prestadas, ocorreu signifi cativa involução das penalidades 
aplicáveis às infrações decorrentes de seu exame, o que culmina por tornar inefi caz a rejeição das 
contas pela Justiça Eleitoral perante candidatos e partidos políticos.» (p. 211).
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(artigo 30-A), tramitando pelo rito das investigações judiciais por abuso de poder 
econômico, já existente (artigo 22 da Lei Complementar nº 64/90). Conquanto 
também louvável a melhor explicitação, fato é que a antiga investigação judicial 
já autorizava o mesmo âmbito de persecução, cuidando de norma algo repetitiva.

Intencionou ainda, a alteração legislativa, reduzir bruscamente o custo das 
eleições. A lógica por trás da medida é permitir aos atores do processo eleitoral 
que disputem o pleito em condições de razoável igualdade com os demais, sem a 
necessidade de promover gastos exorbitantes. Assim houve a proibição da confec-
ção de vestuário próprio de candidato ou coligação e do uso de outdoors e outras 
placas de tamanho superior a quatro metros quadrados (artigo 39, §§ 6º, 7º e 8º), 
bem como se limitou a propaganda paga em jornais e revistas (artigo 43).

Por fi m, acresceu a lei uma nova modalidade de conduta vedada agentes públi-
cos em campanhas eleitorais (artigo 73, §10), visando evitar a criação ou aumento 
de programas sociais em anos eleitorais, com o claro escopo de angariar votos das 
camadas mais necessitadas da população.

2.3. Os acréscimos da Lei nº 12.034/09

A legislação em testilha não teve como âmbito de mudanças apenas as regras 
atinentes à prestação de contas, arrecadação de doações e realização de despesas. 
Diversas questões sobre propaganda eleitoral, especialmente na internet, foram 
tratadas na norma. Aqui, para a análise que se propõe empreender, analisar-se-á 
apenas aquilo que atine ao tema do trabalho.

Mudança de relevo sobreveio com a análise conjunta das contas partidárias e 
eleitorais. Comum era a prática de receber o partido doações que, posteriormente, 
eram repassadas a candidatos, sem que fosse feita a ligação entre doador e dona-
tário. Eram as conhecidas «doações ocultas», já que na prestação de contas dos 
candidatos fi guravam os próprios partidos e não seus originais doadores (artigo 
39 da Lei nº 9.096/95).

Abriu-se, ainda, a possibilidade de recepção de doações por meio da internet, 
valendo-se de cartões de crédito e débito, o que pretendia mimetizar o movi-
mento que culminou com a eleição de Barack Obama a Presidente dos Estados 
Unidos, amparado, eminentemente, por pequenas doações individuais (artigo 23, 
§§2º, 4º, III, «a» e «b» e 6º 46)47.

46 Retornam aqui as referências legislativas à Lei nº 9.504/97.
47 A experiência das eleições de 2010 demonstrou que o eleitorado brasileiro ainda hesita em 

efetuar doações a candidatos e partidos, ainda que de valores ínfi mos. Ponderamos, contudo, que 
se trata de um longo processo de construção de confi ança, nada havendo de estrutural que impeça 
o sucesso deste tipo de iniciativa.
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Aprofundando o intuito de reduzir os custos das campanhas, vedou-se o paga-
mento pelo uso de espaços para aposição de propaganda eleitoral (muros e outros 
bens particulares afi ns) (artigo 37, §8º), bem como se criou regras para tornar 
mais identifi cável a propaganda impressa, permitindo sua melhor contabilização 
pela Justiça Eleitoral (artigo 38, §§ 1º e 2º).

2.4. As resoluções do TSE e sua atividade fi scalizatória

Exercendo parcela de funções típicas do Poder Executivo, com a organização 
e realização das eleições, a Justiça Eleitoral produz resoluções que permitem um 
maior detalhamento das normas legais e, não raro, avançam na criação de novas 
obrigações. Assim, a cada pleito são produzidas resoluções que tratam de assuntos 
tão diversos como o calendário eleitoral, o registro de candidato, a propaganda 
eleitoral, os limites à atividade dos agentes políticos e, como não poderia deixar 
de ser, a prestação de contas de campanha. No âmbito destas últimas que cabe 
analisar as inovações trazidas com a Resolução TSE nº 23.217, que tratou do tema 
em relação às eleições de 2010.

Nesta senda é que se disciplinou a vinculação das doações recebidas por par-
tidos políticos e direcionadas posteriormente a candidatos e coligações, evitando 
a ocultação de sua origem (artigo 14, §§1º e 5º)48 e se acresceu a proibição do 
recebimento de doações advindas de cartórios de serviços notariais e de registro 
(artigo 15, XIII).

Mais relevante mudança decorrente do exercício do poder regulamentar da 
Justiça Eleitoral, naquilo que importa aos limites deste trabalho, é a denominada 
circularização de receitas e despesas.

Prevista genericamente (artigo 48, §§1º e 5º) na resolução, a circularização 
é o procedimento pelo qual a Justiça Eleitoral, desde antes do registro das can-
didaturas e ao longo de todo o período eleitoral, entra em contato com os mais 
comuns doadores (grandes empresas, empreiteiras, bancos, prestadoras de serviços 
a órgãos públicos) e fornecedores de bens e serviços para campanhas (gráfi cas, lo-
cadoras de automóveis, imobiliárias, etc.), pedindo informações quanto a doações 
efetuadas e serviços ou bens fornecidos para campanhas eleitorais.

Pedindo a estas entidades sigilo no fornecimento das informações, são elas 
circularizadas com aquelas que vêm ao conhecimento da Justiça Eleitoral quando 
da prestação de contas do candidato, partido ou coligação e, então, torna-se pos-
sível cotejar os dados e, eventualmente, fl agrar discrepâncias que apontem para a 
ocultação de entradas ou saídas.

48 Nesta subseção as referências legislativas dizem respeito à Resolução TSE nº 23.217.
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A este expediente se soma outra medida unilateral da Justiça Eleitoral, mani-
festação de seu poder fi scalizatório sobre as eleições, pelo qual seus agentes con-
tinuamente circulam pelas ruas recolhendo exemplares de materiais gráfi cos e 
tirando fotos de placas, cavaletes e muros pintados em benefício dos candidatos.

De posse destas informações, acrescidas àquelas oriundas do procedimento de 
fi scalização, a Justiça Eleitoral aguarda a prestação de contas dos candidatos, par-
tidos e coligações, de modo a averiguar se aquelas publicidades constatadas por 
servidores com fé pública.

Estes dois instrumentos de fi scalização constituem a base para que se analise, 
no âmbito do julgamento das contas eleitorais, a chamada coerência externa das 
prestações. Em outras palavras, busca a Justiça Eleitoral se distanciar da «verdade 
dos autos», na tentativa de apurar se o candidato efetivamente logrou inserir em 
sua prestação de contas todas as despesas que incorreu49.

Ainda no que diz respeito aos procedimentos de análise, a Justiça Eleitoral se 
esforça em identifi car incoerências internas à própria prestação. Com isso se quer 
referir a lacunas que possam ser detectadas pelas informações trazidas pelos candi-
datos. É o caso, por exemplo, de prestações de contas que declinem o aluguem de 
veículos, sem trazer despesas proporcionais com combustível, manutenção e mo-
toristas; candidatos que declaram a confecção de material gráfi co, sem informar 
os gastos que tiveram com sua distribuição; bem como aqueles que se defenderam 
em procedimentos judiciais perante a Justiça Eleitoral e não informaram as des-
pesas com serviços advocatícios.

O sistema é deveras razoável, mormente em vista da necessidade de apreciação 
em valores monetários de todos os serviços ou bens disponibilizados gratuitamen-
te aos candidatos, partidos e coligações.

Assim, não poderia um candidato, posteriormente, informar que o combustí-
vel, os motoristas, o pessoal que efetuou a distribuição de materiais ou seus advo-
gados, para manter os exemplos do parágrafo anterior, agiram voluntariamente, 
caso tal fato não tenha sido registrado no momento adequado.

Ancorada na realidade, a Justiça Eleitoral, no desenvolvimento de suas ativi-
dades de fi scalização, caminha no sentido de dar completude às informações que 
lhe são dadas durante a campanha, no que age corretamente.

49 Destacando a impropriedade de permanecer o órgão de controle apenas vinculado às infor-
mações que lhe são trazidas pelos candidatos, Rial (2005) «As normas sancionadas não tiveram 
normalmente como contrapartida a criação de organismos adequados de controle e fi scalização. 
Muitas vezes, os organismos eleitorais devem simplesmente ‘acreditar’ nos informes que lhes são 
apresentados.» (p. 102).
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3. Os limites do modelo atual: visão integrada 
dos períodos eleitoral e não eleitoral

Até o momento foi possível reconhecer a possível nocividade das relações entre 
o dinheiro e política, incrementando a possibilidade de corrupção50, especialmen-
te nos períodos eleitorais e, a partir desta constatação, delinear os mecanismos 
legislativos e fi scalizatórios disponíveis para evitar tal conseqüência.

Resta, assim, perquirir se tais instrumentos se mostram aptos a cumprir a mis-
são de evitar que o fi nanciamento eleitoral contamine a atividade futura do Estado. 
Em outras palavras, pergunta-se se a modelagem de controle em vigor contribui 
para impedir que doadores de campanhas eleitorais, que tenham agido lícita ou 
ilicitamente na consecução da doação, possam se benefi ciar de uma relação espe-
cial com os agentes políticos eleitos, em detrimento da maioria e da divisão das 
utilidades prestadas pelo Estado em acordo com as metas constitucionais e legais.

E a resposta, ante o que restou exposto na seção anterior, somente pode ser nega-
tiva. O principal problema que se diagnostica pouco tem a ver com as normas elei-
torais em si ou mesmo com a atuação da Justiça Eleitoral. Como visto, o regramento 
eleitoral é extremamente minudente da disciplina daquilo que pode e não pode ser 
feito em termos de arrecadação de recursos e realização de despesas eleitorais.

Questão de relevo, contudo, diz respeito à falta de uma visão global do fenô-
meno da corrupção e sua imbricação com o poder político nas eleições51. Assim, o 
sistema de análise das contas eleitorais é bem desenhado, mas limitado apenas ao 
que ocorre no período eleitoral e, mesmo assim, tendo por alvos apenas os candi-
datos, partidos e coligações52.

Não é possível, por esta via de controle, aferir, processar e sancionar uma em-
presa que doou recursos a candidato, partido ou coligação e venha a se benefi ciar 

50 Apontando a mesma correlação, Malem (2003) quando afi rma «Pero aunque no haya una 
conexión necesaria entre ambas nociones [fi nanciamento político privado e corrupção] [...] se pue-
de afi rmar, en cambio, que una fi nanciación irregular aumenta enormemente las posibilidades de 
corrupción. Existen demasiados ejemplos al respecto en el mundo.» (p. 490).

51 Analisando a corrupção como um fenômeno que não se restringe às eleições, Caggiano 
(2011) «No entanto, [cabe] registrar que a corrupção não pode ser entendida como um estigma pe-
culiar e particular ao campo do fi nanciamento político-partidário-eleitioral. E, portanto, não pode 
vir a ser isolada como fenômeno exclusivo.» (p. 1182) e, mais a frente, «forçoso, portanto, reconhe-
cer a presença da corrupção em todos os escaninhos que a vasta teia de relações sociais desvenda. Sob 
nuanças e coloridos diferenciados, o fenômeno atua nos mais variados setores da atividade humana, 
tanto no campo empresarial, como no político; na esfera pública e na privada.» (p. 1185).

52 Ainda que haja punições pecuniárias e, em alguns casos, de vedação de contratos com o 
poder público por tempo determinado a empresas, estas somente decorrem do excesso de doações 
declaradas. De se imaginar que no mais das vezes tal fato cuida de erro de cálculo, visto que se 
pretendesse efetivamente agir de forma corrupta, difi cilmente se o faria sob o escopo da lei. Vale 
lembrar Uslaner (2008) quando diz que «[...] politician don’t bribe themselves. They get bribes 
from private offi cials, usually businesspeople.» (p. 7).
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em um futuro governo, a não ser que o próprio benefício se dê por meios ilícitos. 
Ocorre que, como visto anteriormente, é absolutamente possível que o Estado 
direcione verbas públicas a empresa de sua preferência ou produza norma regula-
tória (ou gere qualquer tipo benefício que não seja direcionado a toda a coletivi-
dade) sem a quebra de normas jurídicas53_54.

Outro defeito do atual modelo é não olhar para o passado. Fora aquelas entidades 
constantes do rol de vedações, nada obsta que empresas que mantiveram contratos 
com o poder público venham a ser doadoras em campanhas eleitorais daqueles 
mesmos governos que as contrataram ou, o que dá no mesmo, dos seus sucessores.

A lei proíbe apenas empresas detentoras de contratos de concessão e permissão 
de serviços públicos, sendo silente com relação a todos os demais tipos de contra-
tos públicos, que constituem a maioria das contratações, vale destacar.

Desta feita, tem-se uma estratégia de controle que falha ao tratar o direito 
eleitoral, que disciplina a troca do poder, como algo eminentemente diverso do 
direito administrativo, que cuida de seu exercício. Não se duvida que para aqueles 
que têm intuitos corruptos, referida divisão acadêmica pouco ou nada signifi ca. Se 
for possível obter uma promessa ilícita no processo de troca de poder, que venha a 
ser adimplida quando de seu exercício, tanto melhor. O modelo vigente, contudo, 
não dá conta deste controle55.

53 Destacando as falhas da legislação de licitações e sua relação com o tema, vale lembrar 
Campos e Pontes (2010) «Em tese, a tão em voga proposta do fi nanciamento estatal evitaria que 
os candidatos buscassem doações na iniciativa privada, principalmente entre empresários, para 
quem fi cam devendo favores que serão pagos depois da eleição, através das mais diversifi cadas 
formas, onde sobressai a fraude em licitações, visando a benefi ciar esse ou aquele empresário. Las-
timavelmente, a Lei 8.666/93, que trata do processo licitatório e dos contratos públicos, é facil-
mente manipulável e incapaz de evitar as contratações irregulares, os pagamentos superfaturados 
como forma de reembolso do doador, o pagamento de parte do valor a empresas subcontratadas, 
que emitem notas fi scais frias e que depositam os pagamentos em nome de laranjas ou fantasmas, 
dentre outros artifícios fraudulentos.» (p. 145).

54 Reconhecendo que a ilicitude do fi nanciamento político pode decorrer do fi m a que se pres-
ta, mesmo que feito dentro dos limites legais, Cárdenas (2010) «[...] el fi nanciamento de la política 
no debería, en princípio, ser una actividad corrupta en sí misma ni llevar en sí el germen de la 
corrupción. Sin embargo, con demasiada frecuencia, es necesario concluir que el fi nanciamento de 
los partidos y de las campañas electorales es una de las causas de la corrupción política. Por co-
rrupción en el ámbito de la fi nanciación política se suele entender el mal uso y abuso del poder, de 
origen público o privado, para fi nes partidistas o personales, a través de la violación de las normas 
de Derecho. En otras palavras, la entrega de dinero o bienes, así como la prestación de servicios, 
que se realizan en forma encubierta y/o ilícita, a favor de un partido y/o candidato [...] con el fi n de 
obtener um benefi cio posterior. De esta manera, la corrupción electoral es ilícita ya sea por la fuente 
de que proviene, por el monto de la misma, o bien por el fi n con que se realiza. (p. 196).

55 Doublet (2003) aborda a questão, reconhecendo que a corrupção exige mais que o mero 
tratamento das normas de fi nanciamento eleitoral, quando diz que «La corrupción es un desafío 
mayor para nuestras sociedades por tres razones: se da a nivel mundial; es difícil defi nir al Estado-
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Segundo problema que merece ponderação diz respeito à afl uência de recursos 
oriundos daquilo que se denomina caixa dois56. A atual regulamentação é bas-
tante severa no controle dos recursos que ingressam licitamente nas campanhas 
eleitorais, pouco se referindo àqueles que não aparecem nas contabilidades de 
candidatos e partidos.

As tímidas tentativas da Justiça Eleitoral com o processo de circularização são 
louváveis, mas partem do pressuposto que os doadores e fornecedores de bens e 
serviços não estão mancomunados com candidatos. Se estiverem, por óbvio que 
não irão repassar informações divergentes à Justiça Eleitoral, impedindo o sucesso 
do procedimento. Ainda que se tente desvencilhar dos limites da «verdade dos 
autos», fato é que acaba fl agrando mais equívocos formais que tentativas de burla 
efetivas.

Ponto essencial para a compreensão deste fenômeno é a constatação que as 
contabilidades paralelas não surgem com as campanhas eleitorais e nem mesmo 
tem como objetivo único alimentá-las. Para que recursos possam ser direcionados 
ao caixa dois de uma campanha, necessário que sejam oriundos do caixa dois de 
uma empresa ou pessoa física.

Assim, novamente se percebe que o problema da atividade de fi scalização resi-
de em seu limitado escopo. A tarefa de impedir que as empresas acumulem recur-
sos não contabilizados, que podem ser usados em inúmeras de atividades ilícitas, 
dentre as quais o fi nanciamento irregular de campanhas, não é da Justiça Eleitoral 
e, muito menos, de seu regramento.

Cabe ao Ministério Público, às polícias e, atualmente, aos órgãos de controle 
da lavagem de dinheiro a persecução destes recursos e a identifi cação de sua ori-
gem, de forma a evitar que ingressem, também de forma ilícita, nas engrenagens 
das campanhas eleitorais e, com isso, o fruto de um ato delituoso possa acarretar 
novos delitos.

Podemos concluir, assim, que analisados em sua órbita particular de atuação, 
os mecanismos de que dispõe a Justiça Eleitoral são bem delineados, falhando, 
contudo, por constituírem um sistema hermeticamente fechado, que não conse-
gue dialogar com as demais instâncias de persecução de atos ilícitos, seja criminal 
ou no âmbito das improbidades administrativas.

modelo exento de corrupción; la reglamentación del fi nanciamiento de la vida política constituye 
únicamente una respuesta parcial al problema.» (p. 474).

56 A este respeito, Rial (2005) «Ainda que o fi nanciamento privado tenha, em certo grau, 
limites impostos por normas legais, continua sendo motivo de incertezas e suspeitas. A prática 
corrente de dupla contabilidade e a falta de controles cruzados, por falta de bancarização —o que 
permite que se continue usando o dinheiro doado— mais as doações em espécie, de difícil quan-
tifi cação, continuam favorecendo infl uências que não deveriam ser aceitas.» (p. 108).
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Com isso se tem um sistema que apesar de excessivamente formalista e rigo-
roso com as pequenas falhas formais, deixa de evitar que grandes quantidades de 
recursos transitem em contabilidades paralelas, alimentando a compra de votos e 
permitindo aos candidatos benefi ciados uma vantagem comparativa que os coloca 
à frente de seus competidores57.

Mais do que isso, por ser ensimesmada, a atual forma de controle dos gastos 
eleitorais em nada contribui para evitar que o fi nanciamento eleitoral alimente a 
corrupção em seu imbricamento com o mundo da política. Perdem os eleitores, 
que se vêem sem poder ante os grandes doadores; perdem os demais candidatos, 
colocados em situação defasada na disputa eleitoral; perde o Estado, cujos recur-
sos públicos são direcionados em benefício de interesses pessoais; perde a Justiça 
Eleitoral, que despende enormes recursos para um controle defi ciente e limitado 
e, por fi m; perde a democracia, com a induvidosa perda de legitimidade dos re-
presentantes eleitos, tenham ou não sido benefi ciados com fi nanciamento eleitoral 
irregular.
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